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SEÑORES:

Sean mis primeras palabras para saludar, con

hondo regocijo y merecido respeto, la pre-

sencia honradora de los Excelentísimos Se-

ñores Presidente  y Vicepresidente de la Re-

pública, de los Honorables Presidentes del

Senado y de la Cámara de Diputados, de Se-

cretarios y Subsecretarios de Estado, de otros

Altos Funcicnarios de la Nación, Civiles y

Militares, do Magistrados, Abogados, Nota-

rios Públicos, funcionarios y empleados del

Servicio Judicial y de la Administración Pú-

blica, y de todos cuántos han venido a com-

partir con nosotros la celebración del Día

del Poder Judicial.

Honorables Magistrados,
Distinguidos invitados,
Damas y Caballeros:

Señores.

Con esta Audiencia Solemne, en cumplimiento de man-
dato legal, descorremos las cortinas de un nuevo Año Ju-
dicial, que coincide con el inicio de otro año calendario,
después de haber disfrutado de las breves vacaciones pas-
cuales.

Día del Poder Judicial es designado el de hoy, de modo
oficial. Es, sin duda, excepcional privi'egio, por no haber
sido consagrado igualmente, para ninguno de los otros dos
Poderes del Estado. Se diría que el Corgreso Nacional, al
votar la ley que lo instituye, tuvo plena conciencia de que
es necesario honrar, aunque só'o sea en el pasajero trans-
curso de un día, a los hombres y mujeres que durante todo
un año han dedicado sus luces y sus esfuerzos a la ímproba
y nada grata labor de impartir Justicia, para mitigar así la
ponderosa carga que sobre sus hombros pesa.

El Poder Judicial que debe ser independiente por man-
dato constitucional tiene características particulares. Nace,
con el nombramiento o elección de los Jueces, por acción
directa del Senado, en una de las ramas del Poder Legisla-
tivo y depende económicamente en su desenvolvimiento del
Poder Ejecutivo, incongruencia esta última, semejante a la
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111
que constituiría el hecho de que el Poder Ejecutivo admi-
nistrara los fondos del Legislativo.

Si comparáramos la labor de los miembros de l. Poder
Judicial con la de otra actividad humana sólo hallaríamos
justo parangón con la del Magisterio. Como en éste se re-
quiere de los que lo forman, consagración y sacrificio y el
esfuerzo constante desplegado en ambos por sus integrantes,
los convierten en verdaderos apostolados. También como el
Profesor, el Magistrado del urden judicial, sólo recibe como
premio a sus servicios, sinsabores, ingratitudes y es, por
igual, blanco continuo de los más duros dicterios.

Hubiéramos preferido que todos fueran días del Poder
Judicial, —sin Audiencias Solemnes, sin ceremonias, sin dis-
cursos ni brindis—, consagrados no por disposción legisla-
tiva, sino por la acción señera, conspicua, excelsa, cotidiana,
de los propios Magistrados conscientes de su altísima mi-
sión, orgul'osos y celosos de su noble investidura y rodea-
dos, por consenso general, del reconocimiento y el respeto
de sus agradecidos y satisfechos compatriotas.

Pero hoy es por ley el Día del Poder Judicial. Olvide-
mos, entonces, ataques y malquerencias. Regocijémonos,
aunque sólo sea, por breves instantes, unidos en esta cele-
bración, convencidos de que la senda que se nos ofrece a la
vista es espinosa, dura, nada plácida y apacible; mas siem-
pre dispuestos a recorrerla, con ánimo sereno, la frente en
alto y un deseo infinito de hacer justicia.

Ahondando en el papel de la Judicatura, pongamos de
resalto que el Derecho no es sólo la Ley, norma general,
prescrita in abstracto, en cierto modo sin sentido inmediato,
mientras no se da, in concreto, la situación de hecho que ella
determina. Es en la potestad judicial, en la función jurisdic-
cional, traducida y materializada en sentencia judicia', que
verdaderamente se realiza el derecho, pero no como una
simple revelación, sino como algo constitutivo, como abso-
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luta y cierta producción jurídica. La obra del legislador,
abstracta, preventiva, general, es ap'icada a determinado
caso concreto, individual, por la acción selectiva y distribu-
tiva del Juez; pero no como mero encasillamiento, empadro-
namiento o distribución de etiquetas, sino como labor cons-
ciente en que se manifiesta plenamente y culmina con jus-
teza la acción original, genera'izada, del legislador con la
acción a posteriori de la función jurisdiccional, o sea de la
que está a cargo de los tribunales del orden judicial.

Cicerón, considerado el más elocuente de los oradores
romanos, autor de las Filípicas y las Catilinarias, expresó al
respecto, en De Legibes: "El magistrado es la ley que ha-
bla; la ley es un magistrado mudo".

Por eso, la labor del juez es difícil, porque mientras las
normas jurídicas descansan, o, a veces, duermen plácida-
mente, en los infolios de Códigos o Compilaciones, de Co-
lecciones o Repertorios, no producen efecto sobre los indi-
viduos, como no sea sobre las mentes de los exégetas, co-
mentaristas o glosadores. Están sólo allí como garantía de
que rigen un Estado de Derecho, como aval de una aplica-
ción futura a situaciones en que el Derecho es vulnerado.
Pero, en el momento en que esto se produce, repetimos, es
cuando el acto de hacer justicia, de aplicar la norma gene-
ral a un caso individual y concreto, convierte el acto poten-
cial de la ley, de la norma jurídica, en acción coactiva de
la jurisdicción contra el transgresor, que reacciona bajo su
peso, ante la mirada vigilante de la Sociedad, no siempre
justiciera, ni unánime, sino también con todas las inconse-
cuencias y las pasiones propias de su naturaleza y compo-
sición de ser una suma compleja de mentalidades diversas
y diferentes de entes individuales. El acto de los jueces, la
llamada administración de justicia, conduce funcionalmente
a obtener el estado social deseado, esto es, al que ha sido
plasmado, concretizado en leyes y son las Cortes y los Tri-
bunales, órganos independientes, constitutivos de uno de los

IX
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Poderes del Estado, de acuerdo a nuestras normas constitu-
cionales, en ocasiones no recordadas a plenitud, los encar-
gados de dejar caer el peso de la ley sobre los que la violan
y de aplicarla para zanjar los diferendos de los asociados,
por eso su labor ingrata suscita reacciones tan diversas. Y
es que la Sociedad libre, conjunto heterogéneo, con mil ca-
bezas como la hidra mitológica, compuesta de individuos de
tan variada mentalidad, de tan diferentes concepciones po-
líticas, socia'es, morales, religiosas, no reacciona al unísono,
como en los sistemas dictatoriales en que sólo es coro que
aprueba con sus resonancias la voz omnímoda del opresor;
sino que cada uno quisiera que el caso jurídico de que se
trate, se resolviera de acuerdo con sus ideas y tendencias.
Sucede, pues, con la Justicia, separada por evolución his-
tórica de la Administración Pública, en genera', lo mismo
que con ésta: no puede concebirse que a todos los adminis-
trados agrade o satisfaga plenamente la acción de los ad-
ministradores.

Pero no tratamos con estas consideraciones de exculpar
acciones indecorosas o dolosas de los Administradores de
Justicia, antes al contrario, les advertimos contra toda trai-
ción o todo quebrantamiento de su sagrado ministerio, re-
cordándoles aque'lo de que "como juzguéis seréis juzgados".

A propósito de estas reflexiones recojo acusaciones que
se hacen, a diario, contra la Justicia. Se dice que existe le-
nidad, que los jueces proceden con benignidad al imponer
sus penas, y se da esta circunstancia como causa del att•
mento de la criminalidad en el país, con juicio simplista y
superficial. Pero, ¿no existen en la escala de las penas un
mínimo y un máximo? ¿No están consagradas en nuestro
Derecho Penal Positivo las circunstancias atenuantes? ¿No
las hay legales y judiciales? ¿No es la tendencia moderna
la dulcificación de las penas, aún legando a la correccio-
nalización de las criminales? ¿No es esta corriente un co-
rrectivo o temperamento contra la rudeza y el rigor de un
sistema penitenciario obsoleto?

Cervantes, cuya pluma no sólo nos dió el Ingenioso Hi-
dalgo Don Quijote de la Mancha, considerado el mejor libro
en lengua española, sino que espigó en tantos otros campos
literarios, expresó en su obra más conocida que "No es me-
jor la fama del juez riguroso que la del compasivo", y en su
"Perniles y Segismunda" agrega: "Los jueces discretos cas-
tigan pero no toman venganza de los delitos".

Dejamos flotando en el ambiente de los entendidos en
la materia las interrogantes que nos hemos hecho antes, no
sin llamar la atención de los jueces penales —aunque no
pretendiendo en modo alguno vulnerar su independencia al
juzgar—, a que pongan sumo cuidado, esmerado empeño, al
ponderar las penas a aplicar en cada caso, no escuchando
las voces airadas que piden venganza o represalia, con áni-
mo vindicativo de retaliación; pero oyendo, eso sí, el clamor
de justicia adecuada, conveniente, oportuna, con que la So-
ciedad pide sanción ejemp'ar para los que violan las leyes
que ella se ha dado para garantía del orden, de la integri-
dad de la vida humana, del respeto a la propiedad privada,
del honor y de la consideración de las personas, y, en fin,
de todo cuanto signifique sana y pacífica convivencia hu-
mana.

Contribuyan de ese modo los jueces penales a aminorar
en lo posible el aumento de la delincuencia en nuestro país;
pero búsquense, además, y se encontrarán, de seguro, sin
mucha brega, ni dificu'tad, las causas más profundas, más
esenciales y más eficientes de ese mal que nos agobia, como
son, visiblemente, la pobreza, el desempleo, el contagio, el
aprendizaje que por distintos medios nos llega de otras latir
tudes más avanzadas, si puede decirse así, en los pesarosos
trajines de la delincuencia y tantas otras lacras sociales que
afectan al medio en que vivimos, no como especial situa-
ción desgraciada nuestra, sino como parte del drama de una
humanidad desquiciada, corrompida hasta los tuétanos, que
persigue su propia destrucción, como ávida de encontrar a
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la postre un fe'iz renacer en que la existencia sea más plá-
cida, más justa, más digna y más respetuosa del derecho
de todos.

Parece necesario insistir aquí en señalar la libertad de
que gozan los jueces al fallar; en que los tribunales son in-
dependientes unos de otros, en sus decisiones; en que, en
materia penal, de modo particular, prima el principio de la
íntima convicción de los jueces; en que los errores in indi-
cando, sólo se pueden subsanar con los iwursos, cuando las
leyes los permitan; todo esto, para hacer comprender a los
que no quieren entenderlo, aunque sean cuestiones ciernen-
ta'es y verdades como puños, que la Suprema Corte de Jus-
ticia, por más alto tribunal que sea, no puede instruir a nin-
gún tribunal inferior en el sentido de que tome o no tome
tal o cual decisión, a que no descargue a un prevenido o
acusado, si lo considera no culpable, a que no ponga en li-
bertad provisional bajo fianza a un acusado, si considera
que hay razones poderosas para el'o. Son cosas muy distin-
tas la independencia de que gozan los tribunales al juzgar
y el poder disciplinario que tiene la Suprema Corte de Jus-
ticia sobre los demás tribunales del orden judicial. Este
úl timo se reduce a velar por el funcionamiento regular de
los tribunales, al orden interior, a la conducta que deben'
observar sus miembros y a sancionar las faltas personales
cometidas en el ejercicio de sus funciones por los Magistra-
dos y otros servidores del orden judicial, cuando les son es-
pecificamente denunciados.

Se seña'a, además, que los jueces penales no toman en
cuenta los antecedentes delictivos de los reos, con el fin
de aplicar penas mayores a los reincidentes. Sin negar tal
ocurrencia, digamos que, si ciertamente la reincidencia es
causa agravante de las penas, ésta tiene que ser establecida
ante los tribunales, mediante los mecanismos y procedi-
mientos especialmente dispuestos para ello.

Los autores de Derecho Penal y de Criminología coin-
ciden en ver en las causas de la reincidencia, en primer lu-

gar, todas las circunstancias que contribuyen al desarro'lo
de la criminalidad general. Se observa que el hombre que
ha delinquido experimenta menos escrúpulos de conciencia,
cuando se trata de cometer un nuevo delito. Ya Gabriel
Tarde, en su Filosofía Penal, insistía -en el papel capital de
la imitación, señalando que no sólo se imita a los otros, sino
que uno tiende a imitarse a sí mismo, a repetirse. Pero
hay que tener en cuenta, sobre todo, las dificultades parti-
culares que encuentra un condenado ya libre, para obtener
trabajo honesto y digno. La reeducación y reforma, median-
te métodos carcelarios modernos, resulta en nuestro medio,
punto menos que un briba ideal inalcanzado. Se diría que
un ex-reo lleva en sí la propia causa de su repulsa a rein-
gresar en los medios de trabajo. Desde luego, que nos refe-
rimos a condenados de baja condición social y económica.
Para los demás, existe un piadoso olvido y una franquicia
social, sin necesidad de obtener la rehabilitación judicial.

Coincidiendo con Schmidt, que definió el delito como
fenómeno de desa'iento social, Jiménez de Asúa, asienta que
la prisión "Arroja por sus puertas, al término de la pena,
según su duración, un pobre sujeto desalentado y radical-
mente estén.' para la comunidad". Y se sabe que un hombre
desalentado es un candidato seguro a la recaída en el delito.

Por otra parte, descartamos todas las objeciones, desde
el punto de vista objetivo y subjetivo, hechas por las dife-
rentes escuelas penales, a la agravación de la pena, basada
en la reincidencia, para acoger"a como un medio de utili-
dad social para combatir la revelada particularidad peligro-
sa del reincidente.

La reincidencia, sea la especial o la general, no obstan-
te, repetirnos, debe ser establecida ante ,los tribunales. Es
necesario que se presenten al juez las pruebas de las conde-
naciones anteriores definitivas de que ha sido objeto el agen-
te. No basta decir que el prevenido o acusado tuvo antes
muchos sometimientos. La prueba está, huelga decirlo, a
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cargo del Ministerio Público. Pero para que ésta resulte
menos difícil, es necesaria ,'a organización de un buen ar-
chivo o casillero judicial, del cual carecemos en absoluto.
En este archivo judicial cada condenado debe tener una es-
peciede cuenta rhoral abierta. ¡Ojalá logremos alcanzar ese
imprescindib'e medio de asiento fiel historial delictivo de
los reincidentes de hábito! Así evtaríamos lo que ahora es
objeto de crítica. Pero, antes, mejoremos nuestras cárceles.
Convirtamos nuestros centros penitenciarios en verdaderos
lugares de reforma de desincuentes. Pongamos en su direc-
ción experimentados técnicos en la materia. Edifiquemos
plantas físicas adecuadas en los lugares en que hagan falta.
Establezcamos recintos separados para los distintos tipos
de delincuentes. Evitemos la promiscuidad, la confusión, los
peligros del contagio y de la imitación. Transformemos, en
fin, nuestros establecimientos penitenciarios en reales escue-
las de reforma, de arrepentimiento y de inoculación en los
presidiarios del deseo de volver al seno de la Sociedad, con-
vertidos en elementos útiles, ansiosos de contribuir con una
conducta decorosa y digna, al engrandecimiento moral y
material de la Patria.

Otro aspecto o materia que frecuentemente es objeto de
crítica en los medios de información, es el otorgamiento de
libertad, bajo fianza, a prevenidos o acusados. Pero, se ol-
vida al respecto, en primer lugar, que se trata de un pro-
cedimiento absolutamente legal; que, en materia coreccio-
nal, es obligatoria para el Juez su concesión, cuando es soli-
citada. También se pierde de vista que se trata sólo, como
su nombre lo indica, de una medida provisional que deja en
libertad al agente hasta el momento de su juicio; que, si
bien, en materia criminal es facultativo para el Juez el otor-
garla, no menos cierto es que existen, muchas veces, como
la Ley lo exige, razones poderosas para concederla. Por úl-
timo, es bueno recordar que las facilidades que otorga la
ley, al permitir cubrir el monto de la fianza fijada por el
Juez, con una póliza expedida por una Compañía Asegura-
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dora. hace menos oneroso obtener Y.a garantía que abre pro-
visionalmente las puertas de la prisión a los acusados, hasta
el momento mismo de ser juzgados.

Y hablando de jueces y en día dedicado al Poder Judi-
cial, se hace imprescindible que reiteremos nuestras ardien-
tes peticiones por el estab'ecimiento de la carrera judicial,
con toda su secuela bienhechora de selección de personal
idóneo y capacitado, de fijación de sueldos razonables y
dignos de la alta función a retribuir; con el estab'ecimiento
de la inamovilidad judicial; con un sistema justo de avances
y ascensos, de cesación de funciones y de régimen de retiro,
con seguridades de una pensión adecuada y decorosa y, en
fin, de respeto y consideración por todos a la ímproba la-
bor, a la excelsa función de administrar Justicia.

A este respecto, pecaríamos de injustos si no hiciéramos
un reconocimiento público del empeño del Honorable Se-
nado de la República, de dotar a la Magistratura Nacional
de emolumentos que permiten a los Jueces y a los funcio-
narios y empleados auxiliares de la Justicia, el ejercicio
decoroso de sus funciones, a la vez que se corrige con ello
desigua'dades irritantes, que vulneraban principios elemen-
tales de jerarquía y representatividad, aún en evidente vio-
lación de preceptos constitucionales y legales. La acertada
decisión del Senado, respaldada luego por la acción corro-
borante de la Cámara de Diputados, al aprobar las enmien-
das introducidas por e' primero al proyecto de Ley de Gas-
tos Públicos y Presupuesto Nacional para el 1980, pone muy
en alto el cabal y exacto concepto de nuestros legisladores
acerca de la noble función de la Justicia. Finalmente, nos
comp'acemos en llevar nuestro agradecimiento al Honora-
ble Señor Presidente de la República que puso el sello final
con la promulgación oportuna de la Ley de Gastos Públicos,
aprobada en ambas Cámaras Legislativas. Recibamos, pues,
con ap'ausos sinceros y merecidos, la justiciera acción com-
binada de esos otros dos Poderes Públicos en provecho del
Poder Judicial.
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Cuando hablamos de Magistrados del Orden Judicial no
podemos olvidar ni excluir en nuestras demandas a los dig-
nos Miembros del Ministerio Público, a los hombres que
tienen 'a representación de la Sociedad, y cuya labor de
defensa de los 'intereses de ésta y de los de los incapaces,
así como en su calidad de ejecutores de las decisiones judi-
ciales, debe ser siempre llevada en perfecta armonía con la
de los jueces, para alcanzar así una Justicia cónsona con los
más caros idea'es de dar a cada uno lo que le corresponda,
oficiando con decoro, con nobleza y fervor apasionado ante
los altares impolutos de la Diosa Temis!

Tampoco debemos omitir, al sugerir reivindicaciones,
a los Secretarios de Cortes y Tribunales, de cuya honesti-
dad, seriedad, capacidad y responsabilidad, dependen en
mucho la buena marcha y la organización de los mismos.
Para éstos recamamos que sean dotados permanentemente
del equipo y materiales gastab'es y no gastable, especialmen-
te de archivadores, máquinas de escribir, libros, carpetas, for-
mularios, indispensables para sus labores. No ignoramos
tampoco, a los Abogados, ya sean de oficio o particulares,
auxiliares por excelencia de la Justicia, a los que reclama-
mos respeto para sus clientes, respeto para los jueces, res-
peto para la dignidad de la toga, procediendo con honora-
bilidad, discreción y actividad; expresándose con modera-
ción y exponiendo los hechos fielmente y con claridad y
precisión y no empleando en la defensa de las causas que
se les encomienden, medios reprobados por la moral. Ni
olvidamos a los Notarios Públicos. Ni preferimos a los Al-
guaciles, llamados con propiedad los Mensajeros de la Jus-
ticia, para los cuales reclamamos que sean provistos de me-
dios adecuados de transporte, como podrían ser motocicle-
tas, como lo están al servicio de cualquier mensajero de
cualquier oficina pública, con menos responsabilidades que
la de estos abnegados oficiales ministeriales, notificadores
y ejecutores de actos judiciales y extrajudiciales, sobre to-

XVI

do para los que ejerzan sus necesarias funciones dentro de
los límites de la ciudad Capital, que se agranda cada dia
en extensión superficial y aumenta vertiginosa y explosi-
vamente su población, lo que aleja obviamente las posibili-
dades de una fácil localización de los requeridos en los ac-
tos. Ni ignoramos a los Intérpretes Judiciales, a los Médicos
Legistas cuyas labores técnicas benefician tanto a la Jus-
ticia, a los Venduteros Públicos y, en fin, a todos cuantos
prestan servicios de cualquier índole que sea, al Poder Ju-
dicial. Para ellos, además, nuestros parabienes y nuestros
mejores votos porque en el nuevo año que se inicia, los
acompañe siempre la dicha y la prosperidad.

Otro tema apasionante, objeto de controversia pública,
es el de la creación de nuevos tribunales. Un anteproyecto
de ley propone la creación de Tribunales Agrarios. Se ha-
ba también de un Tribunal Tributario. Sin adentramos por
ahora en la consideración de la necesidad o no de la insti-
tución de esos tribunales, creemos, sinceramente, que sería
más útil, más práctico, en primer lugar, crear nuevas cáma-
ras penales en los Juzgados de Primera Instancia, sobre
todo en los del Distrito Nacional y de Santiago; aumentar
el número de los Jueces de las Cortes de Apelación; y, po-
ner en ejecución, dar vigencia a los artículos 435 y siguien-
tes del Código de Trabajo, por medio de los cuales se orga-
nizan los Tribunales de Trabajo, se fija su competencia y
se traza el procedimiento que debe seguirse ante ellos.

Por otra parte, estimamos conveniente, el restableci-
miento del Tribunal Superior Administrativo, instituido por
la Ley No. 1494, del 1947, para que sea este tribunal y no
la Cámara de Cuentas, a la cual han sido atribuidas legal-
mente sus funciones, el que tenga competencia para dirimir
!os conflictos contencioso-administrativos.

De este modo, la Cámara de Cuentas, organismo de crea-
ción constitucional, de carácter principalmente técnico, po-
dría consagrar mayor atención a las atribuciones propias de
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su creación, de las cuales la primordial es el examen de las
cuentas generales y particulares de la República. Además
se evitará así que actúen como Jueces de un Tribunal Su-
perior, personas que no sean Licenciados o Doctores en De-
recho, y cuya elección se hace en forma distinta de la de los
demás jueces.

La ventaja y pertinencia de ambas medidas propuestas
son obvias, por lo que resulta innecesario extenderse en
consideraciones en abono y favor de su utilidad.

Tratándose de nuevos tribunales, sería conveniente
traer a colación que en Francia, país de origen de nuestro
Derecho, existen actualmente, estas jurisdicciones descono-
cidas entre nosotros: a) "La Corte de Seguridad del Estado".
Se trata de una jurisdicción penal permanente y única, ins-
tituida por la Ley del 15 de enero de 1963, bajo la presión
de los acontecimientos de Algeria, que tiene como fin cui-
dar de la disciplina del ejército y de la defensa nacional.
Su composición es mixta. Esto es, forman parte de ella ma-
gistrados del orden judicial y oficiales generales o superio-
res. En tiempos de paz tiene competencia para juzgar los
crímenes y delitos contra la seguridad del Estado, como son
la traición y el espionaje. En el seno de este tribunal per-
manente y único, la Cámara de control de la instrucción,
compuesta por tres magistrados del orden judicial, tiene
por misión velar por la regularidad de los procedimientos
de información diligenciados por los jueces de instrucción
que ejercen sus funciones cerca de la Corte de Seguridad;
b) El juez de la aplicación de las penas.— Este cargo está
llamado a hacerse de más en más pesado. Se dice que sus
actividades se despliegan de los dos lados del Muro: en
"medio cerrado" (en la prisión) y en "medio abierto" (fue-
ra y después de la salida de la prisión). Según la feliz ex-
presión de Robert Schmelick, el juez de la aplicación de las
penas "es un satélite que gravita a la vez en la órbita ju-
dicial y en la órbita penitenciaria". En la prisión le corres-
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pende asegurar la individualización y la ejecución de la
pena privativa de . libertad, orientando y controlando las
condiciones de aplicación de ésta; c) El juez de los menores.
El juega un papel preventivo y curativo. Esta institución,
de origen norteamericano, ha sido poco a poco adoptada en
la mayor parte de los países anglo-sajones y latinos. Es el
equivalente de nuestros Tribunales Tutelares; d) El juez de
la. ejecución.— Entró en vigor en 1972 y tiene por objeto
asegurar más flexibilidad a la ejecución fo. rzosa de las sen-
tencias civiles y otros actos y tiende a evitar los conflictos
de competencia; e) El juez de la puesta en estado de las
causas.— Este Juez, cuya existencia suscitó grandes contro-
versias entre los auxiliares de la Justicia, funciona desde
1965, y luego fue renovado en 1967. Está encargado de la

.puesta en estado de los asuntos, del control de los expertos
y de la vigilancia de la secretaría; f) El juez de la expro-
piación.— Es el encargado de fijar, a falta de acuerdo ami-
gable de las palles, el montante de las indemnizaciones de
expropiación. Por último, g) El juez de los alquileres.— Es
algo así como nuestro Control de Alquileres de Casas y
Desahucios, tanto para alquileres de habitación como de
alquileres comerciales.

Esta lista, seguramente algo tediosa, demuestra cuán-
tas jurisdicciones del orden judicial han surgido en Francia
en los últimos años. El aparato de la Justicia francesa, tal
como existe hoy, está guiado por dos exigencias, difíciles
a menudo de conciliar: de una parte, defender la Sociedad
contra el desorden y la inseguridad, para hacer respetar la
paz, sin la cual ninguna nación puede prosperar; por otra
'>arte, proteger la persona, aún la que esté en falta, contra
todo atentado a su integridad, toda decisión arbitraria, toda
represión degradante. ¡Ojalá que nuestra Justicia, tan fuer-
temente atacada, siga esos mismos trillos! Se ha dicho, en-
tre los franceses, que lo judicial es la tercera rueda, si así
se pudiera decir, del triciclo institucional, cuyas otras dos
son, como se sabe, el Poder Legislativo y el Poder Ejecuti-

XIX



su creación, de las cuales la primordial es el examen de las
cuentas generales y particulares de la República. Además
se evitará así que actúen como Jueces de un Tribunal Su-
perior, personas que no sean Licenciados o Doctores en De-
recho, y cuya elección se hace en forma distinta de la de los
demás jueces.

La ventaja y pertinencia de ambas medidas propuestas
son obvias, por lo que resulta innecesario extenderse en
consideraciones en abono y favor de su utilidad.

Tratándose de nuevos tribunales, sería conveniente
traer a colación que en Francia, país de origen de nuestro
Derecho, existen actualmente, estas jurisdicciones descono-
cidas entre nosotros: a) "La Corte de Seguridad del astado".
Se trata de una jurisdicción penal permanente y única, ins-
tituida por la Ley del 15 de enero de 1963, bajo la presión
de los acontecimientos de Algeria, que tiene como fin cui-
dar de la disciplina del ejército y de la defensa nacional.
Su composición es mixta. Esto es, forman parte de ella ma-
gistrados del orden judicial y oficiales generales o superio-
res. En tiempos de paz tiene competencia para juzgar los
crímenes y delitos contra la seguridad del Estado, como son
la traición y el espionaje. En el seno de este tribunal per-
manente y único, la Cámara de control de la instrucción,
compuesta por tres magistrados del orden judicial, tiene
por misión velar por la regularidad de los procedimientos
de información diligenciados por los jueces de instrucción
que ejercen sus funciones cerca de la Corte de Seguridad;
b) El juez de la aplicación de las penas.— Este cargo está
llamado a hacerse de más en más pesado. Se dice que sus
actividades se despliegan de los dos lados del Muro: en
"medio cerrado" (en la prisión) y en "medio abierto" (fue-
ra y después de la salida de la prisión). Según la feliz ex-
presión de Robert Schmelick, el juez de la aplicación de las
penas "es un satélite que gravita a la vez en la órbita ju-
dicial y en la órbita penitenciaria". En la prisión le corres-

ponde asegurar la individualización y la ejecución de la
pena privativa de . libertad, orientando y controlando las
condiciones de aplicación de ésta; c) El juez de los menores.
El juega un papel preventivo y curativo. Esta institución,
de origen norteamericano, ha sido poco a poco adoptada en
la mayor parte de los países anglo-sajones y latinos. Es el
equivalente de nuestros Tribunales Tutelares; d) El juez de
Ir: ejecución.— Entró en vigor en 1972 y tiene por objeto
asegurar más flexibilidad a la ejecución forzosa de las sen-
tencias civiles y otros actos y tiende a evitar los conflictos
de competencia; e) El juez de la puesta en estado de las
causas.— Este Juez, cuya existencia suscitó grandes contro-
versias entre los auxiliares de la Justicia, funciona desde
1965, y luego fue renovado en 1967. Está encargado de la

. puesta en estado de los asuntos, del control de los expertos
y de la vigilancia de la secretaría; f) El juez de la expro-
piación.— Es el encargado de fijar, a falta de acuerdo ami-
gable de las parles, el montante de las indemnizaciones de
expropiación. Por último, g) El juez de los alquileres.— Es
algo así como nuestro Control de Alquileres de Casas y
Desahucios, tanto para alquileres de habitación como de
alquileres comerciales.

Esta lista, seguramente algo tediosa, demuestra cuán-
tas jurisdicciones del orden judicial han surgido en Francia
.3n los últimos años. El aparato de la Justicia francesa, tal
como existe hoy, está guiado por dos exigencias, difíciles
a menudo de conciliar: de una parte, defender la Sociedad
contra el desorden y la inseguridad, para hacer respetar la
paz, sin la cual ninguna nación puede prosperar; por otra
"arte, proteger la persona, aún la que esté en falta, contra
todo atentado a su integridad, toda decisión arbitraria, toda
represión degradante. ¡Ojalá que nuestra Justicia, tan fuer-
temente atacada, siga esos mismos trillos! Se ha dicho, en-
tre los franceses, que lo judicial es la tercera rueda, si así
se pudiera decir, del triciclo institucional, cuyas otras dos
son, como se sabe, el Poder Legislativo y el Poder Ejecuti-

1



vo. Entre nosotros, aunque la Constitución lo consagre como
tal, el Poder Judicial es el menos Poder de los tres recono-
cidos, siguiendo la famosa división tripartita de Montes-
quieu. Sin autonomía, su independencia, es apenas un bello
y hermoso postulado constitucional. Pero, no obstante su
aparente debilidad, la autoridad de la Justicia es la más te-
mible. El juez dispone no solamente de los bienes, sino tam-
bién de la honorabilidad de sus conciudadanos. Por eso, los
poderes exorbitantes de Temis, la hija de Urano y Tataia;
mujer de Zeus, que la hizo madre de las Parcas, de las Ho-
ras, de la Equidad, de la Ley, de la Paz, no pueden, deci-
mos, tan poderosas atribuciones, ser confiadas sino a una
élite dé verdaderos juristas, de hombres probos, puros y
honestos, que aporten ciencia y conciencia en el ejercicio
augusto de sus altas funciones. A través de todos los tiem-
pos, la existencia de una justicia administrada por hombres
ha sido siempre cuestionada. Las más acerbas críticas y las
sátiras más despiadadas, desde Rabelais y Racine, Moliere
y Beaumarchais, Balzac y Courteline, Aymé y Daumier, se
han producido en la Literatura Francesa contra la Justicia.
La española no se queda atrás: Lope de Vega, Calderón de
la Barca, Concepción Arenal, Angel Ganivet y Jacinto Be-
navente, son buenos ejemplos. Pero, bástenos, en estos mo-
mentos, recordar al famoso Cardenal Ivlazarino, que refi-
riéndose a un Magistrado, cuyo nombre cubra el olvido, ex-
clamó con fino humor: "Es tan buen juez que está rabioso
por no poder condenar a las dos partes".

Magistrados: E'. día del Poder Judicial, como siempre,
es propicia ocasión para profundas reflexiones. Esta vez
quiero recordarles que, en cumplimiento estricto de su mi-
sión de asegurar el respeto de los derechos de cada ciuda-
dano o de cada grupo o comunidad social, de la reparación
de los intereses injustamente lesionados y, de un modo más
general, de sancionar las perturbaciones contra la paz so-
cial, los Jueces se encuentran situados, como se ha dicho, en
el corazón mismo de todas las actividades del hombre. Con
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estas palabras, invito su atención a algo que siempre ha per-
turbado mi pensamiento. No crean nunca que la ley resuel-
ve todos los problemas que se les planteen y que el juez no
tiene más que aplicarla. Seguramente que la Ley está ahí,
porque en los Códigos Napolcónicos, adaptados, o, mejor,
adoptados, para nuestra realidad jurídica, y en la prolífica
legislación que les ha seguido y que los completa, deben en-
contrarse, se presume, las soluciones a todos los casos que
se sometan a nuestra consideración. Pero, hay que tener muy
presente, que lo más a menudo, la ley no es más que un
cuadro del cual el juez debe sacar inspiración o referencia
más bien que solución. Ya hemos expresado, anteriormen-
te, que si el papel de los jueces se limitase a buscar en los

;x`ódigos, o en las demás leyes, la solución de los casos que
les son sometidos y encontrase siempre en ellos una res-
puesta acabada, servida a la medida, entonces, su difícil y
hermoso papel, su importante función, perdería su dignidad,
su agudeza, su gracia e ingenio y más valdría, entonces,
economizarse su cargo y confiar a aparatos mecánicos, como
robots o computadoras, la solución de los casos judiciales.
Pero, como afortunadamente, esto no es así, ni en los Có-
digos ni en las leyes está escrito todo, porque el juez debe
rendir justicia para el hombre, tan diferente en su aparente
uniformidad, es necesario que éste, un ser humano, agre-
gue a la fría sabiduría patente en la legislación lo que se
ha llamado "suplemento de alma", sin la cual la Justicia
no estaría más en la escala de los valores humanos. Para eso
es necesario que el Magistrado del orden judicial sea un
hombre de reflexión, un ente de selección, que sea capaz de
encontrar justo y fiel equilibrio entre los polos de la balan-
za, que son la ley escrita y la equidad, para lo cual es pre-
ciso que su pensamiento vacile, dude, oscile, si es necesario,
hasta encontrar el armónico punto en la balanza, tras una
incansable labor de interpretación de los textos, menos por
exégesis que por confrontación con la realidad de las cosas
en el momento vivido; velando siempre por la seguridad de
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JURISPRUDENCIA
CORRESPONDIENTE Al. AÑO 1979

—A—

ABOGADO.— Acción disciplinaria.— Demora justificada en la
ejecución de una sentencia que le dio ganancia de causa a la
cliente del abogado.— Inexistencia de falta del abogado en el ejer-
cicio de su profesión.

En la especie quedó establecido: a) que con motivo de su
despido corno trabajadora, de la Empresa C. por A. en fecha 20
de Julio de 1978, E. A. R., contrató el 31 de agosto de 1978, lc.3
servicios del Dr. C. M. C., para que demandara a la indicada em-
presa en pago de las prestaciones correspondientes, el cual debia
recibir un 20;1 de lo que se obtuviera; b) que el referido abogado
realizó todo el procedimiento hasta obtener ganancia de causa ante
la Cámara de Trabajo correspondiente; c) que al ir a notificar
la sentencia a la C. por A., para su ejecución, comprobó que la
misma había cambiado de domicilio; d) que además, al averiguar
el nuevo domicilio se encontró con que también se había cambiado
la razón social; e) que estas circunstancias son las que han de-
morado la ejecución de la sentencia que dio ganancia de causa a
la denunciante; f) que no habiéndose establecido falta alguna a
cargo del Doctor Crespin Mojica Cedano, abogado, por haberse
justificado la demora en la ejecución de la sentencia que dio ga-
nancia de causa frente a la C. por A., a E. A. R. procede el des-
cargo del Indicado prevenido.

Sentencia 3 Diciembre 1979, 13. J. 289, Pég. 2474.

ABOGADO.— Mandato.— Revocación.— Rendición de cuenta.
Contrato de cuota Mil,— Partición.— Estado de Gastos y Honora-
rias.— Impugnación.— Sobreseimiento.

Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821. Pág. 617.

ABUSO DE CONFIANZA.— Guardián de muebles embargadlas
que los distrae.— Aplicación del Art. 400 del Código l'enal Modf.
por la Ley 401 de 1941.
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sus ideas, y sin que le duela nada volver atrás, borrándolo
todo, y recomenzando la tarea, cuando las consecuencias
aparezcan como absurdas e injustas, porque en materia de
juicio, la prueba por las consecuencias es el más seguro me-
dio de control, en la mayor parte de los casos, de la recti-
tud de una motivación.

En el Talmud. colección de tradiciones rabínicas y que
significa Disciplina, en un pasaje referente a los manda-
mientos para un juez, se lee lo siguiente: "cuando el juez
está a punto de dictar un fallo, debe imaginarse que una
espada apunta contra su pecho y que los infiernos se abren
a sus pies".

Finalmente, les recuerdo que en un régimen democrá-*
tico, el Magistrado debe ser el fiel servidor de la ley, ex-
presión de la voluntad popular; que a él le pertenece ave-
riguar, en el cuadro legal, las aspiraciones de su época para
armonizar sus decisiones con las realidades y las necesida-
des de su tiempo; que él debe ser independiente con respec-
to a todo elemento externo que ejerza influencia de poder,
así como de cualquier grupo de presión; que no puede juz-
gar en función, ni de sus opciones personales, ni de sus pre-
juicios, ni de sus tendencias; que, si es libre de expresar
sus opiniones, actuando como ciudadano, debe despojarse de
ellas, en el ejercicio de sus funciones judiciales; que debe,
además, estar completamente convencido de que el funda-
mento, la naturaleza y la eficacia de su acción exigen que
sea neutral, libre de todo compromiso previo, única cuali-
dad primordial capaz de asegurar su independencia y el
valor de su decisión. Con ese recordatorio cierro estas pa-
labras iniciales de un nuevo año judicial. ¡Ojalá que ellas
sean recibidas con la misma buena intención con que las
ofrezco a la consideración de todos!
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JURISPRUDENCIA
CORRESPONDIENTE AL AÑO 1979
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En la especie, la Corte a-qua procedió dentro de sus poderes
legales al declarar a los ahora recurrentes culpables de violación
del articulo 400 del Código Penal, ampliado por la Ley No. 401
de 1941, que castiga con las penas del abuso de confianza a los
guardianes de objetos embargados que distraigan dichos objetos y
con las mismas penas a los que ayuden a su distracción; que al
condenar a G. E. C. D., y a F. la M., a una multa de RD$50.00,
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, la Corte a-qua
les aplicó penas ajustadas a los textos legales citados.

Cas. 20 Abril 1979, 13. J. 821, Pág. 678.

ABUSO DE CONFLANZA.— Oposición en materia correccio-
nal.— Oposición sobre oposición.— Recurso de casación.— Recha-
zamiento del recurso de casación.

Sin entrar a examinar los medios del recurso y por tratarse
de reglas que rigen el derecho procesal penal, que son de orden
público, la Suprema C. de Justicia. al hacer el examen de la sen-
tencia impugnada y de los documentos y circunstancias de la cau-
sa, a que ella se refiere, ha comprobado que la Corte a-qua ha
hecho en la sentencia impugnada una correcta aplicación de la re-
gla "oposición sobre oposición no vale", del derecho civil, pero
extensiva a la materia represiva, al declarar nulo el recurso de
oposición de fecha 9 de mayo de 1978, interpuesto por el ahora
recurrente en casación, contra la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, el 5 de abril de 1978, que ya había co-
nocido de un recurso de oposición interpuesto por el mismo contra
sentencia de la referida Corte, del 13 de enero de 1978, la cual
a su vez, había pronunciado el defecto del recurrente, por no ha-
ber comparecido, no obstante haber sido legalmente citado; que,
en tales circunstancias el recurso de casación interpuesto contra
la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Dgo., dictada el
12 de septiembre de 1978, carece de fundamento y debe. por tanto,ser desestimado.

Cas. 27 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1174.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Acción pública y acción ci-
vil.— Alegato de prescripción de dichas acciones.— Sentencia su-
ficientemente motivada.

Los actos de instrucción y demás diligencias del Ministerio
Público a que se ha hecho referencia , dejan por sí solos frustrada
la pretensión formulada por F. y la C. aseguradora, en el sentido
de que hablan transcurrido más de tres (31 años de inactividad
del Ministerio Público; por todo lo cual los alegatos de los recu-
rrentes contenidos en sus medios tercero y cuarto carecen defundamento y deben ser desestimados.

Cas. 10 octubre 1979, 13. J. 287, Pág. 1875.
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ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. — Camioneta estacionada a
MI izquierda.— Hecho que no influyó en el accidente.

Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 637.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL— Camioneta que atropella a
una persona que reparaba un neumático en la carretera.— Impru-
dencia del chofer de la camioneta al pasar tan cerca de la víctima.

En la especie, el accidente se debió exclusivamente a la im-
prudencia del prevenido J. A. G., quien no tenía que pasar tan
cerca de la victima, ya que la carretera en ese lugar es suficien-
temente ancha por lo que pudo evitar el accidente.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829. Pág. 2448.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Chofer momentáneamente
deslumbrado por las luces de otro vehiculo.

En la especie, la Corte a-qua estableció que el prevenido, al
acercarse a la intersección de las calles que han sido mencionadas,
aunque momentáneamente deslumbrado por las luces de otro ve-
hículo que transitaba en sentido contrario, no solamente no dis-
minuyó la velocidad a que transitaba, sino que tatmpoco frenó
o detuvo su vehículo, ni tomó ninguna otra medida razonable de
precaución que le hubiese permitido prevenir el accidente; que
lo anteriormente expuesto revela que la Corte a-qua, al dictar el
fallo impugnado no incurrió en ninguno de los vicios y violaciones
invocados; no resultando irrazonables, por otra parte, las indem-
nizaciones acordadas a F. G., y T. M., padres de la victima, cons-
tituidos en parte civil, ya que no fue establecido que la víctima
incurriera en falta alguna.

Cas. 12 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2552.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Chofer que cambia de ca-
rril sin hacer las señales correspondientes.— Culpabilidad del
chofer.

Cas. 9 Noviembre 1979, B. J. 828. Pág. 2183.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Colisión.— Culpabilidad de
los prevenidos.

En la especie, el accidente se debió a la falta común de los
conductores, al violar la Ley No. 241 de Tránsito de Vehiculos, to-
da vez que los hechos y circunstancias que dieron origen al mismo
se debieron a la forma temeraria y descuidada que usaron mien-
tras conducían sus vehículos de motor, ya que despreciaron con-
siderablemente los derechos y la seguridad de los demás sin tomar
el debido cuidado para no poner en peligro las vidas o propieda-
des, como en el presente caso.

Cas. 15 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1931.
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En la especie, la Corte a-qua procedió dentro de sus poderes
legales al declarar a los ahora recurrentes culpables de violación
del articulo 400 del Código Penal, ampliado por la Ley No. 401
de 1941, que castiga con las penas del abuso de confianza a los
guardianes de objetos embargados que distraigan dichos objetos y
con las mismas penas a los que ayuden a su distracción; que al
condenar a G. E. C. D., y a F. L. M., a una multa de RD$50.00,
acogiendo circunstancids atenuantes en su favor, la Corte a-qua
les aplicó penas ajustadas a los textos legales citados.

Cas. 20 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 678.

ABUSO DE CONFIANZA.— Oposición en materia correccio-
nal.— Oposición sobre oposición.-- Recurso de casación.— Recha-
zamiento del recurso de casación.

Sin entrar a examinar los medios del recurso y por tratarse
de reglas que rigen el derecho procesal penal, que son de orden
público, la Suprema C. de Justicia. al  hacer el examen de la sen-
tencia impugnada y de los documentos y circunstancias de la cau-
sa, a que ella se refiere, ha comprobado que la Corte a-qua ha
hecho en la sentencia impugnada una correcta aplicación de la re-
gla "oposición sobre oposición no vale", del derecho civil, pero
extensiva a la materia represiva, al declarar nulo el recurso de
oposición de fecha 9 de mayo de 1978, interpuesto por el ahora
recurrente en casación, contra la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, el 5 de abril de 1978, que ya había co-
nocido de un recurso de oposición interpuesto por el mismo contra
sentencia de la referida Corte, del 13 de enero de 1978 , la cual
a su vez, había pronunciado el defecto del recurrente, por no ha-
ber comparecido, no obstante haber sido legalmente citado; que,
en tales circunstancias el recurso de casación interpuesto contra
la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Dgo., dictada el
12 de septiembre de 1978, carece de fundamento y debe, por tanto,
ser desestimado.

Cas. 27 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1174.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Acción pública y acción ci-
vil.— Alegato de prescripción de dichas acciones.— Sentencia su-
fi c i entemente motivada.

Los actos de instrucción y demás diligencias del Ministerio
Público a que se ha hecho referencia , dejan por si solos frustrada
la pretensión formulada por F. y la C. aseguradora, en el sentido
de que hablan transcurrido más de tres (3) aflos de inactividad
del Ministerio Público; por todo lo cual los alegatos de los recu-
rrentes Contenidos en sus medios tercero y cuarto carecen de
fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 10 octubre 1979, B. J. 287, Pág. 1875.
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ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Camioneta estacionada •

SU izquierda.— Hecho que no influyó en el accidente.

Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 637.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Camioneta que atropella a
una persona que reparaba un neumático en la carretera.— Impru-
dencia del chofer de la camioneta al pasar tan cerca de la víctima.

En la especie, el accidente se debió exclusivamente a la im-
prudencia del prevenido J. A. C., quien no tenía que pasar tan
cerca de la victima, ya que la carretera en ese lugar es suficien-
temente ancha por lo que pudo evitar el accidente.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2448.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Chofer momentáneamente
deslumbrado por las luces de otro vehículo.

En la especie, la Corte a-qua estableció que el prevenido, al
acercarse a la intersección de las calles que han sido mencionadas,
aunque momentáneamente deslumbrado por las luces de otro ve-
hículo que transitaba en sentido contrario, no solamente no dis-
minuyó la velocidad a que transitaba, sino que tatmpoco frenó
o detuvo su vehículo, ni tomó ninguna otra medida razonable de
precaución que le hubiese permitido prevenir el accidente; que
lo anteriormente expuesto revela que la Corte a-qua, al dictar el
fallo impugnado no incurrió en ninguno de los vicios y violaciones
invocados; no resultando irrazonables, por otra parte, las indem-
nizaciones acordadas a F. G., y T. M., padres de la víctima, cons-
tituidos en parte civil, ya que no fue establecido que la víctima
incurriera en falta alguna.

Cas. 12 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2552.

ACCIDENTE DE AUTOMOITI...— Chofer que cambia de ca-
rril sin hacer las señales correspondientes.— Culpabilidad del
chofe.

Cas. 9 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2183.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Colisión.— Culpabilidad de
los prevenidos.

En la especie, el accidente se debió a la falta común de los
conductores, al violar la Ley No. 241 de Tránsito de Vehículos, to-
da vez que los hechos y circunstancias que dieron origen al mismo
se debieron a la forma temeraria y descuidada que usaron mien-
tras conducían sus vehículos de motor, ya que despreciaron con-
siderablemente los derechos y la seguridad de los demás sin tomar
el debido cuidado para no poner en peligro las vidas o propieda-
des, como en el presente caso.

Cas. 15 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1931.
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ACCIDENTE DE AITOMOVIL.- Conductor que cruza la in-
tersección estando el semáforo en rojo para él.- Culpabilidad de
dicho conductor.

El accidente se debió única y exclusivamente a las faltas co-
metidas por el prevenido H. A. G., ya que no tomó las medidas
previsoras aconsejablés para cruzar la John F. Kennedy y Tira-
denles, sin reducir la velocidad de 60 kilómetros por hora como
lo manifestó dicho prevenido y pasar la esquina mientras el se-
máforo estaba rojo.

Cas. 15 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1935.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.- Conductor que cruza la vía
estando el semáforo en rojo, si atropella a su peatón su culpabi-lidad es obvia.

La circunstancia de que el semáforo estaba en rojo en el mo-
mento en que el prevenido se lanzó a cruzar la intersección de las
dos vías mencionadas fue estimado por la Corte como una cir-
cunstancia determinante del accidente en razón de que el menor.
lo mismo que el prevenido, debieron suponer que la señal de rojo
que significaba prohibición para el primero, autorizaba al segundo
a realizar el cruce; que indudablemente la Corte a-qua al fallar
como lo hizo, aplicó correctamente las disposiciones de la Ley 241
que prohibe a todo conductor cruzar la vía cuando el semáforo
está en rojo para él; que si al violar esas disposiciones de la ley
atropella a un peatón, es evidente que su culpabilidad es obvia;
que, por todo cuanto se ha expresado, se pone de manifiesto que
la Corte a-qua ha dado motivos suficientes y pertinentes que jus-
tifican su dispositivo, sin incurrir en desnaturalización alguna.

Cas. 13 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1541.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.- Daños al vehículo.- Repa-
ración.- Indemnización.- Monto.- Lucro cesante.

En la sentencia impugnada y en los documentos a que ella
se refiere consta, que el carro propiedad de V. D. M., constituido
en parte civil, experimentó los desperfectos siguientes: a) raya-
duras y abolladuras de consideración en todo su lado izquierdo;
2) abolladuras guardalodos delantero y trasero izquierdo: y 3)
abolladuras aro trasero derecho, rotura luz direccional y espejoretrovisor; que en el expediente existe un presupuesto, no contro-vertido, preparado por R. a, C. por A., y firmado por el lag.
G. A., Gerente de Servicio de dicha compañía, en el que consta
que la reparación, desabolladura , pintura y trabajos mecánicos
del carro L. C, propiedad de V. D. M., asciende a la suma de
RD$2,234.13, haciéndose constar que el presupuesto es puramente
orientativo y no incluye el costo de otras piezas que resulten de-
fectuosas; que al fijar la Cámara a-qua en la suma de RD$2,800.00
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el monto total de los daños y perjuicios pura:ñu:de materialv3 en
favor de V. D. M., tomando, soberanamente, en consideración, el
costo de la reparación técnica del vehículo y el lucro cesante, el
Tribunal a-quo hizo una correcta aplicación de los textos legales
que rigen esta materia.

Cas. 2 Marzo 1979. B. J. 820, Pág. 328.

ACCIDENTE DE AUT0310VIL.- Exceso de velocidad.

En la especie, el accidente se debió a la falta exclusiva de
J. F. F., al conducir su vehículo a una velocidad excesiva en una
curva de la autopista, lo que le impidió mantener su vehículo en
el carril que le correspondía ocupándole el carril derecho que
correspondía al carro que conducía D. E. R. S.

Cas. 10 octubre 1979, 13. J. 827, Pág. 1875.

ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO.- Exceso de velocidad.

Cas. 6 Agosto 1979, 13. J. 825, Págs. 1488, 1534. 1555, 1610,
1635, 1653, 1660.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Exceso de velocidad.

Cas. 2, 9, 11, 14 y 16 Mayo 1979, B. J. 822, Págs. 761, 797,
815, 849 y 861.

ACCIDENTE DE AUTOMOVI11.- Exceso de velocidad.

Cas. 4. 6 Junio 1979, B. J. 823, Págs. 968, 978, 993, 1023, 1135,
1160 y 1200.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.- Exceso de velocidad.

Cas. 9 Julio 1979, B. J. 824, Págs. 1263, 1281, 1287, 1320.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.- Exceso de velocidad.

Cas. 2 Noviembre 1979, B. J. 828, Págs. 2108, 2137. 2209, 2243,
2249, 2261, 2299 2399.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.- Exceso de velocidad.

Cas. 3 Diciembre 1979. B. J. 829, Págs. 2442, 2484, 2507, 2572,
2591, 2642.

ACCIDENTE DE AUTOMOVII.- Explosión de un neumático
que le hace perder la dirección del vehículo estrellándose contra
un triciclo que marchaba en la misma dirección.- Motivación
no suficiente para declarar la culpabilidad del conductor del ve-
hículo.

XXVII

.it



ACELDENTE DE ALTOMOVIL.- Conductor que cruza la in-
tersección estando el semáforo en rojo para él.- Culpabilidad de
dicho conductor.

El accidente se debió única y exclusivamente a las faltas co-
metidas por el prevenido H. A. G., ya que no tomó las medidas
previsoras aconsejablés para cruzar la John F. Kennedy y Tira-
dentes, sin reducir la velocidad de 60 kilómetros por hora como
lo manifestó dicho prevenido y pasar la esquina mientras el se-
máforo estaba rojo.

Cas. 15 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1935.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL- Conductor que cruza la vía
estando el semáforo en rojo, si atropella a su peatón su culpabi-
lidad es obvia.

La circunstancia de que el semáforo estaba en rojo en el mo-
mento en que el prevenido se lanzó a cruzar la intersección de las
dos vías mencionadas fue estimado por la Corte como una cir-
cunstancia determinante del accidente en razón de que el menor.
lo mismo que el prevenido, debieron suponer que la señal de rojo
que significaba prohibición para el primero. autorizaba al segundo
a realizar el cruce; que indudablemente la Corte a-qua al fallar
como lo hizo, aplicó correctamente las disposiciones de la Ley 241
que prohibe a todo conductor cruzar la vía cuando el semáforo
está en rojo para él; que si al violar esas disposiciones de la ley
atropella a un peatón, es evidente que su culpabilidad es obvia;
que, por todo cuanto se ha expresado, se pone de manifiesto que
la Corte a-qua ha dado motivos suficientes y pertinentes que jus-
tifican su dispositivo, sin incurrir en desnaturalización alguna.

Cas. 13 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1541.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.- Daños al vehículo.- Repa-ración.- Indemnieación.- Monto.- Lucro cesante.

En la sentencia impugnada y en los documentos a que ella
se refiere consta, que el carro propiedad de V. D. M., constituido
en parte civil, experimentó los desperfectos siguientes: a) raya-
duras y abolladuras de consideración en todo su lado izquierdo;
2) abolladuras guardalodos delantero y trasero izquierdo; y 3,
abolladuras aro trasero derecho, rotura luz direccional y espejo
retrovisor; que en el expediente existe un presupuesto, no contro-
vertido, preparado por R. D., C. por A., y firmado por el Ing.
G. A., Gerente de Servicio de dicha compañia, en el que consta
que la reparación, desabolladura , pintura y trabajos mecánicos
del carro L. C., propiedad de V. D. M. asciende a la suma de
RD$2,234.13, haciéndose constar que el presupuesto es puramente
orientativo y no incluye el costo de otras piezas que resulten de-
fectuosas; que al fijar la Cámara a-qua en la suma de RD$2,800.00
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el monto total de los daños y perjuicios purarr.ente materiales
favor de V. D. M., tomando, soberanamente, en consideración, el
costo de la reparación técnica del vehículo y el lucro cesante, el
Tribunal a-quo hizo una correcta aplicación de los textos legales
que rigen esta materia.

Cas. 2 Mano 1979. B. J. 820, Pág. 328.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.- Exceso de velocidad-

En la especie, el accidente se debió a la falta exclusiva de
J. F. F., al conducir su vehículo a una velocidad excesiva en una
curva de la autopista, lo que le impidió mantener su vehículo en
el carril que le correspondía ocupándole el carril derecho que
correspondia al carro que conducía D. E. R. S.

Cas 10 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1875.

ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO.- Exceso de velocidad.

Cas. 6 Agosto 1979, B. J. 825, Págs. 1488, 1534, 1555. 1610,
1635, 1653, 1660.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL- Exceso de velocidad.

Cas. 2, 9, 11. 14 y 16 Mayo 1979, B. J. 822, Págs. 761, 797,
815, 849 y 861.

ACCIDENTE DE AUTOMOVEL- Exceso de velocidad.

Cas. 4, 6 Junio 1979, B. J. 823. Págs. 968, 978, 993, 1023, 1135,
1160 y 1200.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.- Exceso de velocidad.

Cas. 9 Julio 1979, B. J. 824. Págs. 1263, 1281, 1287, 1320.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL- Exceso de velocidad.

Cas. 2 Noviembre 1979, B. J. 828, Págs. 2108. 2137. 2209,
2249. 2261, 2299, 2399.

ACCIDENTE DE AUTOMOITL.- Exceso de velocidad.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829, Págs. 2442, 2484, 2507. 2572,
2591, 2642.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL- Explosión de un neumático
que le hace perder la dirección del vehículo estrellándose contra
mi triciclo que marchaba en la misma dirección.- Motivación
no suficiente para declarar la culpabilidad del conductor del ve-
hículo.
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En la especie, en la sentencia impugnada, consta que la Corte
a- qua para determinar la culpabilidad del prevenido recurrente
estableció que el accidente se debió a que al vehículo se le ex-
plotó una goma y ésta le hizo perder la dirección del mismo, es-
trellándose así sobre el triciclo, que marchaba en la misma direc-
ción; que es obvio que dicha motivación no es suficiente para de-
terminar la culpabilidad de dicho prevenido, por lo que la senten-
cia impugnada debe ser casada por insuficiencia de motivos.

Cas. 2 Noviembre 1979, 13. J. 828, Pág. 2103.
ACCIDENTE DE AUTOMOVIL— Faltas cometidas por losprevenidos en la proporción de 75% y 25%.- Sentencia correcta-

mente motivada.

En la especie, el accidente se debió en un 75% a las faltas
cometidas por el prevenido E. L. L, al conducir su vehículo de
manera imprudente y torpe, pues al llegar a la intersección debió
ceder el paso a la motoneta que ya habla entrado a la misma y
detener la marcha y. parar si fuere necesario al cerciorarse de
ello y no lo hizo, transitando además a una velocidad superior
a la establecida por la ley, violando los artículos 61, 65 y 74 de
la Ley 291 de tránsito de vehículos; cl que el accidente se debió
en un 257 a las faltas cometidas por el co-prevenido R. A. M.,
consistentes en que no tenia licencia y debió preveer al entrar
a la intersección que otro vehículo podría aparecer en la vía y
no se detuvo ni hizo ninguna señal para denotar su presencia,
la Corte a-qua dio a los hechos vertidos en el plenario su verda-
dero sentido y alcance y la calificación legal correspondiente, de-
terminando además con claridad y precisión la proporción de las
faltas correspondientes a los co-prevenidos y especificando en qué
consistieron las mismas; que por último, la sentencia impugnada,
contiene motivos suficientes y pertinentes que juStifican su dis-
positivo y una exposición completa de los hechos y circunstancias
de la causa, que han permitido a esta Corte verificar que se ha
hecho en la especie. una correcta aplicación de la ley.

Cas. 24 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1626.
ACCIDENTE DE AUTOMOVIL— Frenos que no estaban en

buen estado de funcionamiento,— Culpabilidad del conductor.
Cas. 16 Mayo 1979, 13. J. 822, Pág. 855.
ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Frenos que no funciona-

ron.— Culpabilidad del chofer.
Cas. 6 Julio 1979, 13. J. 824, Págs. 1248 y 1294,
ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Imprudencia,— Cruzar una

esquina sin tomar ninguna precaución.— Culpabilidad de quien
comete esa Imprudencia.

Cas. 12 octubre 1979. B. J. 827, Pág. 1903.

XXVIII

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Intersección de dos calles.
Chofer que no detiene su vehículo y trata de rebasar a otro.—
Culpabilidad de ese chofer.

Cas. 30 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 950.

ACCIDENTE DF: AUTOMOVIL.— Lesiones corporales que cu-
raron antes de 10 dias.— Sentencia de un .Juzgado de Primera Ins-
tancia que decidió en instancia única, pues las partes no se opu-
sieron.

En la especie, la sentencia impugnada pone de manifiesto que
de acuerdo con el Certificado Médico que obra en el expediente.
L. M. R., experimentó a consecuencia del accidente: Laceraciones
en el hombro y codo izquierdos curables después de 6 días y antes
de los 10 días; según Certificado No. 4961 de fecha 4 de mayo de
1974, expedido por el Médico Legista de Santiago; que de acuerdo
al articulo 51 de la Ley No. 241, las infracciones comprendidas en
el inciso "A" del artículo 49 de la misma Ley, son de la compe-
tencia de los Juzgados de Paz; que habiendo sido conocido el ac-
cidente de que se trata, por un Juzgado de Primera Instancia, y
no habiéndose opuesto ninguna de las partes, tácitamente está
admitiéndose que dicho caso fuera juzgado en Instancia Unica;
que en consecuencia renunciaron al doble grado de jurisdicción.

Cas. 13 Junio 1979, B. J. 283. Pág. 1058.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.- Lesiones corporales.— Cer-
tificación médica expedida más de cinco meses después del acci-
dente.— Facultad de los Jueces.

El hecho de que el certificado del médico legista, Dr. H. G. N.,
que sirvió de fundamento a la Corte a-qua, para determinar el
carácter de las lesiones experimentadas por el agraviado J. E. J.,
y el tiempo de la curación de las mismas, no fuera expedido sino
unos cinco meses después del accidente, no resta a dicho certifi-
cado eficacia probatoria; tanto más cuando el mismo coincide sus-
tancialmente con lo atestado al respecto en las certificaciones
expedidas por los médicos que asistieron, a J., al ser internado en
el Hóspital J. M. C. y B., de Santiago; que por lo tanto el alegato
expuesto se desestima por carecer de fundamento.

Cas. 24 Agosto 1979. B. J. 825, Pág. 1617.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. — Sentencia penal carente de

motivas.— Sentencia de segundo grado que revoca esas condena-
ciones pronunciadas por el primer juez.— Deber de los Jueces del
segundo grado.

En la especie, tal como lo alega el recurrente el examen de
la sentencia impugnada pone de manifiesto que ella no contiene
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En la especie, en la sentencia impugnada, consta que la Corte
a-qua para determinar la culpabilidad del prevenido recurrente
estableció que el accidente se debió a que al vehículo se le ex-
plotó una goma y ésta le hizo perder la dirección del mismo, es-
trellándose así sobre el triciclo, que marchaba en la misma direc-
ción; que es obvio que dicha motivación no es suficiente para de-
terminar la culpabilidad de dicho prevenido, por lo que la senten-
cia impugnada debe ser casada por insuficiencia de motivos.

Cas 2 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2103.
ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Faltas cometidas por los

prevenidos en la proporción de 75% y 2.5%.— Sentencia correcta-
mente motivada.

En la especie, el accidente se debió en un 75% a las faltas
cometidas por el prevenido E. L. L., al conducir su vehículo de
manera imprudente y torpe, pues al llegar a la intersección debió
ceder el paso a la motoneta que ya habla entrado a la misma y
detener la marcha y. parar si fuere necesario al cerciorarse de
ello y no lo hizo, transitando además a una velocidad superior
a la establecida por la ley, violando los artículos 61, as. y 74 de
la Ley 241 de tránsito de vehículos; c) que el accidente se debió
en un 25e,4 a las faltas cometidas por el co-prevenido R. A. M..
consistentes en que no tenia licencia y debió preveer al entrar
a la intersección que otro vehiculo podría aparecer en la vía y
no se detuvo ni hizo ninguna señal para denotar su presencia,
la Corte a-qua dio a los hechos vertidos en el plenario su verda-
dero sentido y alcance y la calificación legal correspondiente, de-
terminando además con claridad y precisión la proporción de las
faltas correspondientes a los co-prevenidos y especificando en qué
consistieron las mismas; que por último, la sentencia impugnada,
contiene motivos suficientes y pertinentes que juStifican su dis-
positivo y una exposición completa de los hechos y circunstancias
de la causa, que han permitido a esta Corte verificar que se ha
hecho en la especie. una correcta aplicación de la ley.

Cas. 24 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1626.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Frenos que no estaban en
buen estado de funcionamiento.— Culpabilidad del conductor.

Cas. 16 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 855.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Frenos que no funciona-
ron.— Culpabilidad del chofer.

Cas. 6 Julio 1979, 13. J. 824, Págs. 1248 y 1294.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Imprudencia.— Cruzar una
esquina sin tomar ninguna precaución.— Culpabilidad de quien
comete esa imprudencia.

Cas. 12 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1903.

ACCIDENTE DE AUVOM0111..— Intersección de dos calles.
Chofer que no detiene su vehículo y trata de rebasar a otro.—
Culpabilidad de ese chofer.

Cas. 30 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 950.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— I.esiones corporales que cu-
raron antes de 10 días.— Sentencia de un .Juzgado de Primera Ins-
tancia que decidió en instancia única, pues las partes no se opu-
sieron.

En la especie, la sentencia impugnada pone de manifiesto que
de acuerdo con el Certificado Médico que obra en el expediente,

M. R., experimentó a consecuencia del accidente: Laceraciones
en el hombro y codo izquierdos curables después de 6 días y antes
de los 10 días; según Certificado No. 4961 de fecha 4 de mayo de
1974, expedido por el Médico Legista de Santiago; que de acuerdo
al articulo 51 de la Ley No. 241, las infracciones comprendidas en
el inciso "A" del articulo 49 de la misma Ley, son de la compe-
tencia de los Juzgados de Paz; que habiendo sido conocido el ac-
cidente de que se trata, por un Juzgado de Primera Instancia, y
no habiéndose opuesto ninguna de las partes, tácitamente está
admitiéndose que dicho caso fuera juzgado en Instancia Unica•
que en consecuencia renunciaron al doble grado de jurisdicción.

Cas. 13 Junio 1979, B. J. 283. Pág. 1058.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Lesiones corporales.— Cer-
tificación médica expedida más de cinco meses después del acci-
dente.— Facultad de los jueces.

El hecho de que el certificado del médico legista, Dr. H. G. N.,
que sirvió de fundamento a la Corte a-qua, para determinar el
carácter de las lesiones experimentadas por el agraviado J. E. J.,
y el tiempo de la curación de las mismas, no fuera expedido sino
unos cinco meses después del accidente, no resta a dicho certifi-
cado eficacia probatoria; tanto más cuando el mismo coincide sus-
tancialmente con lo atestado al respecto en las certificaciones
expedidas por los médicos que asistieron a J., al ser internado en
el Hóspital J. M. C. y B., de Santiago; que por lo tanto el alegato
expuesto se desestima por carecer de fundamento.

Cas. 24 Agosto 1979. B. J. 825 • Pág. 1617.

ACCIDENTE	 AUTOMOVIL.— Sentencia penal carente de
motivos.— Sentencia de segundo grado que revoct esas condena-
ciones pronunciadas por el primer juez.— Deber de los jueces del
segundo grado.

En la especie, tal como lo alega el recurrente el examen de
la sentencia impugnada pone de manifiesto que ella no contiene
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una relación de los hechos de la causa y no se dan motivos b u(:-
denles que expliquen cómo ocurrió el accidente, limitándose a
afirmar que el prevenido no es culpable; que en la especie, ade-
más, se hace más imprescindible la relación de los hechos, si se
tiene en cuenta que el Juez de apelación revocó el fallo apelado,
lo que hace más necesario determinar por qué motivo llegó a esa
conclusión; que, en consecuencia, procede acoger el medio único
propuesto y casar la sentencia impugnada.

Cas 11 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1276.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Menor que cruza una ralle.
Deber del conductor.— Art. 102 de la Ley 241 de 1967 sobre Trán-
sito de Vehiculos.

E n, la especie, dicho accidente se debió a la falta reciproca del
conductor y la víctima, el primero, al salir del lavadero sin tornar
/as previsiones aconsejables en estos casos y la víctima al cometer
la imprudencia de situarse debajo del vehículo en cuestión.

Cas. 12 Marzo 1979, B. J. 820, Pág. 391.

En la especie, las apreciaciones a que llegó la Corte a-qua,
están acordes con las prescripciones de la Ley 241, de Tránsito y
Vehículos, cuando establece, entre los deberes de los conductores
hacia los peatones consignados en el artículo 102, que uno de ellos
es "tornar todas las precauciones para no arrollar a los peatones • ,
las cuales "serán tomadas aún cuando el peatón estuviere hacien-
do uso incorrecto o prohibido de la via pública".

Cas. 31 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 79.

ACCIDENTE DE AUTO:110UL.— Persona que conduce su ve-
lúcido a sabiendas de que los frenos no estaban en buen estado
de funcionamiento.— Culpabilidad del conductor.

Cas. 8 Junio 1979. B. J. 8)3. Pág. 1016.
ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Reparación.— Monto de la

indemnización.— Contradicción entre los motivos, y el dispositivo.
Casación de la sentencia.

En la sentencia impugnada existe indudablemente contradic-
ción entre los motivos y el dispositivo, pues en los primeros la
Corte a-qua aprecia en la suma de RD$1,200.00, el monto de los
daños y perjuicios experimentados por la parte civil constituida
A. M. L. M.. y sin embargo, en el dispositivo de la misma fija la
indemnización acordada en la suma de RD$2,000.00; que frente a
esta contradicción la Suprema Corte de Justicia está en la impo-
sibilidad de apreciar cuál fue el verdadero monto de la indemni-
zación acordada a A. M. L. M.; que en consecuencia, procede aco-
ger los alegatos de los recurrentes contenidos en su medio único
de casación, y casar la sentencia impugnada en la forma y limita-
ción que se indica en el dispositivo de este fallo.

Cas. 7 Marzo 1979, B. J. 820. Pág. 358.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Vehículo que saliendo ie
un lavadero de carros atropella a un menor que estaba debajo
del vehículo.— Faltas recíprocas.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Vehículo que choca con una
motocicleta conducida por una persona sin licencia.— Falta que
no incidió en el hecho.— Culpabilidad exclusiva del chofer del
automóvil al conducir a exceso de velocidad.

Cas. 14 Marzo 1979, B. J. 820, Pág. 405.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Vehículo conducido a una
"velocidad no prudencial" por un sitio de mucho tramito.— Cul-
pabilidad del conductor.

En la especie, quedó establecido que A. G., conducía su ve-
hículo a una velocidad no prudencial, por un sitio de mucho trán-
sito ,como es la Avenida J. A. B., frente al Mercado Central; que,
al considerar la Corte a-qua que el único culpable del referido
accidente lo fue el prevenido A. G., no tenía que analizar la con-
ducta del menor accidentado J. J. de la C.; que, por todo lo ex-
puesto, la sentencia impugnada contiene motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo, por lo que los alegatos de
los recurrentes, contenidos en su primer medio, carecen de fun-
damento y deben ser desestimados.

Cas. 16 Mayo 1979, 13. J. 822, Pág. 861.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Vía de tránsito preferente.

En la especie, el hecho se debió a que el prevenido al llegar
a la intersección de las calles ya mencionadas "no detuvo la mar-
cha y esperó que la via estuviese despejada", tratándose de que
la calle que jba a atravesar era una vía de preferencia; y además,
al no haber hecho ningún tipo de maniobra, ya dentro de la inter-
sección, para evitar el choque con el vehículo conducido por F.

.,-
Cas 10 Diciembre 1979. B. J. 829, Pág. 2144.

ACCIDENTE DE FERROCARRIL.— Guardafreno que no ad-
vierte a tiempo oportuno la presencia de un menor que trataba
de cruzar la via férrea e indicarle al conductor de la locomotora
que detuviera la marcha de ésta a su debido tiempo.— Culpabili-
dad del guardafreno.— Fue condenado a cien pesos de multa por
homicidio por imprudencia.— Artículos 319 y 163 del Código Penal.

Cas. 16 febrero 1979, B. J. 819, p. 204.

ACCION CIVIL DERIVADA DE UN DELITO.— Competencia
del tribunal penal. Art. 3 del Código de Procedimiento Criminal.



una relación de los hechos de la causa y no se dan motivos sufi-
cientes que expliquen cómo ocurrió el accidente, limitándose a
afirmar que el prevenido no es culpable; que en la especie, ade-
más, se hace más imprescindible la relación de los hechos, si se
tiene en cuenta que el Juez de apelación revocó el fallo apelado,
lo que hace más necesario determinar por qué motivo llegó a esa
conclusión; que, en consecuencia, procede acoger el medio único
propuesto y casar la sentencia impugnada.

Cas. 11 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1276.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Menor que cruza una calle.
Deber del conductor.— Art. 102 de la Ley 211 de 1967 sobre Trán-
sito de Vehículos.

En la especie, las apreciaciones a que llegó la Corte a-qua,
están acordes con las prescripciones de la Ley 241, de Tránsito y
Vehículos, cuando establece, entre los deberes de los conductores
hacia los peatones consignados en el artículo 102, que uno de ellos
es "tornar todas las precauciones para no arrollar a los peatones'',
las cuales "serán tomadas aún cuando el peatón estuviere hacien-
do uso incorrecto o prohibido de la vía pública".

Cas. 31 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 79.

ACCIDENTE DE AUTOMOVII..— Persona que conduce su ve-
hículo a sabiendas de que los frenos no estaban en buen estado
de funcionamiento.— Culpabilidad del conductor.

Cas. 8 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1016.

ACCIDENTE DE AUTOMOVII...— Reparación.— Monto de la
indemnización.— Contradicción entre los motivos, y el dispositivo.
Casación de la sentencia.

En la sentencia impugnada existe indudablemente contradic-
ción entre los motivos y el dispositivo, pues en los primeros la
Corte a-qua aprecia en la suma de RD$1,200.00, el monto de los
daños y perjuicios experimentados por la parte civil constituida
A. M. L. NI., y sin embargo, en el dispositivo de la misma fija la
indemnización acordada en la suma de RD$2,000.00; que frente a
esta contradicción la Suprema Corte de Justicia está en la impo-
sibilidad de apreciar cuál fue el verdadero monto de la indemni-
zación acordada a A. M. L. M.; que en consecuencia, procede aco-
ger los alegatos de los recurrentes contenidos en su medio único
de casación, y casar la sentencia impugnada en la forma y limita-
ción que se indica en el dispositivo de este fallo.

Cas. 7 Marzo 1979, B. J. 820, Pág. 358.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Vehículo que saliendo ie
un lavadero de carros atropella a un menor que estaba debajo
del vehículo.— Faltas recíprocas.
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1 ..n la especie, dicho accidente se debió a la falta reciproca del
conductor y la víctima, el primero, al salir del lavadero sin tomar
las previsiones aconsejables en estos casos y la víctima al cometer
la imprudencia de situarse debajo del vehículo en cuestión.

Cas. 12 Marzo 1979, B. J. 820, Pá g. 391.

ACCIDENTE DE AUTOMOVII..— Vehículo que choca con una
motocicleta conducida por una persona sin licencia.— Falta que
Do incidió en el hecho.— Culpabilidad exclusiva del chofer del
automóvil al conducir a exceso de velocidad.

Cas. 14 Marzo 1979, B. J. 820, Pág. 405.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Vehículo conducido a una
"velocidad no prudencial" por un sitio de mucho tránsito.— Cul-
pabilidad del conductor.

En la especie, quedó establecido que A. C., conducía su ve-
hículo a una velocidad no prudencial, por un sitio de mucho trán-
sito ,como es la Avenida J. A. E., frente al Mercado Central; que,
al considerar la Corte a-qua que el único culpable del referido
accidente lo fue el prevenido A. G., no tenía que analizar la con-
ducta del menor accidentado J. J. de la C.; que, por todo lo ex-
puesto, la sentencia impugnada contiene motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo, por lo que los alegatos de
los recurrentes, contenidos en su primer medio, carecen de fun-
damento y deben ser desestimados.

Cas. 16 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 861.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Via de tránsito preferente.

En la especie, el hecho se debió a que el prevenido al llegar
a la intersección de las calles ya mencionadas "no detuvo la mar-
cha y esperó que la vía estuviese despejada". tratándose de que
la calle que jha a atravesar era una vía de preferencia; y además.
al no haber hecho ningún tipo de maniobra, ya dentro de la inter-
sección, para evitar el choque con el vehículo conducido por F.

Cas. 10 Diciembre 1979. B. J. 829, Pág. 2544.

ACCIDENTE DE FERROCARRIL.— Guardafreno que no ad-
vierte a tiempo oportuno la presencia de un menor que trataba
de cruzar la vía férrea e indicarle al conductor de la locomotora
que detuviera la marcha de isla a su debido tiempo.— Culpabili-
dad del guardafreno.— Fue condenado a cien pesos de multa por
homicidio por imprudencia.— Artículos 319 y16.1 del Código Penal.

Cas. 16 febrero 1979, B. J. 819, p. 204.

ACCION CIVIL DERIVADA DE UN DELITO.— Competencia
del tribunal penal. Art. 3 del Código de Procedimiento Criminal.
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La Suprema Corte de Justicia mantiene el criterio de que,
dada la amplitud de la regla contenida en el texto legal citado
por los recurrentes, la acción civil puede intentarse en la vía pe-
nal en ocasión de toda clase de infracciones, incluyendo las pre-
vistas en la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehiculos, con
excepción del caso que se trata de causas penales en los que la
Ley expresamente prohibe las reclamaciones civiles, como era el
caso de confiscaciones generales de bienes y el de las causas
atribuidas a las jurisdicciones militares y policiales.

Cas. 6 Abril 1979, 13. J. 281, Pág. 592.

ACTA DE NACIMIENTO.— Alegato de falsedad pero sin ins-
cubrirse en falsedad.— Solicitud de un peritaje.— Rechazamiento
de esa solicitud.— Avocación.— Acta de nacimiento regular para
probar la calidad de hijo natural.— Acta corroborada.

Ver: Sentencia Interlocutoria, peritaje...
Ver: Tribunal de Tierras. Filiación natural materna...
Ver: Testamento. Nulidad. Maniobras...
Cas. lro. Agosto 1979; 13. J. 825, Pág. 1435.

AGENCIA EXCLUSIVA.- Registro en el Departamento de
Cambio del Banco Central de la Rep. Dom. Ley 173 de 1966.—
Plazo de 15 días.— Causa de fuerza mayor.— Facultad de los Jue-
ces del fondo.— Cuestión de hecho no sujeta al control de la ca-
sación.

Si bien es cierto que la Ley 173 expresa que para que las per-
sonas fisicas o morales a que se refiere la misma puedan ejercer
los derechos que en ella se le confieren deberán inscribir en el
Departamento de Cambio del Banco Central de la R. 1D., las deno-
minaciones de las firmas o empresas extranjeras en cuyos nom-
bres actúen en el territorio nacional en un plazo de 15 días a par-
tir de la fecha de suscripción del contrato, no menos cierto es que
a las personas que soliciten su inscripción, demostrando la impo-
sibilidad en que se encontraban de realizarla por una causa de
fuerza mayor dentro del plazo establecido, no puede ni debe ne-
gársele la misma. En la especie, la Corte a-qua estableció los he-
chos en que se fundamenta el caso de fuerza mayor que impidió
depositar el contrato en el plazo indicado.

Cas 26 febrero 1979, B. J. 819, Pág. 280.

AGENTES EXCLUSIVOS.— Ley 173 de 1966.— Oposición.—
Inadmisible.

Conforme lo dispone el articulo 7, párrafo VI de la Ley No.
173, "las sentencias dictadas en el Juzgado de Primera Instancia
y Corte de Apelación que se originen en el artículo 3 de esta Ley
no serán susceptibles del recurso de oposición"; que, por tanto, el
Juez apoderado de una oposición contra una sentencia que no es
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susceptible de dicho recurso, debe declararlo inadmisible, aún en
ausencia de todo pedimento al respecto; que, en la especie, en
vista de la disposición legal antes transcrita la sentencia en de-
fecto, del Juez de Primera Instancia del 17 de diciembre de 1976,
implicaba el desapoderamiento de dicho Juez, y , en consecuencia,
dicha sentencia sólo podía ser impugnada por la via de la apela-
ción; que, por consiguiente la Suprema Corte estima correcto el
fallo dictado por la Corte a-qua que confirmó la sentencia del
Juez de Primera Instancia, señalada antes, que declaró, de oficio,
inadmisible, el recurso de oposición interpuesto contra dicha sen-
tencia por la actual recurrente, y, por tanto, los medios del recur-
so carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 4 Mayo 1979, 13. J. 822, Pág. 774.

AGRARIO.— INSTITUTO.— Comisión para la Recuperación
de tierras baldías.— las decisiones que dicte esa Comisión son
susceptibles del recurso contencioso-administrativo.

Cas. 21 Noviembre 1979 , B. J. 828. Pág. 2317.
RVer: Tierras baldías.— Recuperación...

ALQUILER DE CASA.— Arrendataria que Instala una "cate-
teria".— Propietario que impide a la arrendataria entrar al nego-
cio.— Propietario condenado por violación al artículo 21 del De-
creto 4807 de 1959.

En la especie, los hechos así establecidos configuran a cargo
del prevenido M., el delito previsto por el articulo 21 del Decreto
4807, del 16 de mayo de 1959, que prohibe a los propietarios de
casas en alquiler, realizar en las mismas cualesquiera maniobras.
estrategia o actos que tiendan a menoscabar e impedir la habita-
lidad de los mismos, como sucedió en la especie; hecho sancionado,
según dispone el artículo 35 del Decreto mencionado, con las pe-
nas previstas por la Ley No. 5112 del 24 de abril de 1959, o sea
de seis días a dos años, o de RD$10.00 a RD$100.00, o ambas pe-
nas; que, por tanto, al condenar al , prevenido al pago de una mul-
ta de RD$50.00, la Corte a-qua aplicó una pena ajustada a la Ley.

Cas. 27 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 718.

APELACION.— Efecto devolutivo.— Conclusiones de apelación.

En la especie, en la apelación hay dos tipos de conclusiones:
1ro., incidental, la incompetencia; 2do.). el fondo; que en las con-
clusiones de la audiencia del 14 de abril ante la Corte a-qua los
actuales recurreittea, antes de pronunciarse sobre la incompeten-
cia, produjeron en su ordinal segundo, los siguientes: "revocando
en todas sus partes la sentencia apelada", etc.; "por contrario im-
perio"; que por otra parte, aún cuando en sus conclusiones hubie-
ran omitido pronunciarse sobre el fondo, la Corte a-qua no había
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La Suprema Corte de Justicia mantiene el criterio de que.
dada la amplitud de la regla contenida en el texto legal citado
por los recurrentes, la acción civil puede intentarse en la via pe-
nal en ocasión de toda clase de infracciones, incluyendo las pre-
vistas en la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, con
excepción del caso que se trata de causas penales en los que la
Ley expresamente prohibe las reclamaciones civiles, como era el
caso de confiscaciones generales de bienes y . el de las causas
atribuidas a las jurisdicciones militares y policiales.

Cas. 6 Abril 1979, B. J. 281, Pág. 592.

ACTA DE NACDIIENTO.— Alegato de falsedad pero sin ins-
cubrirse en falsedad.— Solicitud de un peritaje.— Rechazamiento
de esa solicitud.— Avocación.— Acta de nacimiento regular para
probar la calidad de hijo natural.— Acta corroborada.

Ver: Sentencia interlocutoria, peritaje...
Ver: Tribunal de Tierras. Filiación natural materna..
Ver: Testamento. Nulidad. Maniobras...
Cas. 1ro. Agosto 1979; B. J. 825, Pág. 1435.

AGENCIA EXCLUSIVA.— Registro en el Departamento de
Cambio del Banco Central de la Rep. Dom. Ley 173 de 1966.-
Plazo de 15 días.— Causa de fuerza mayor.— Facultad de los Jue-
ces del fondo.— Cuestión de hecho no sujeta al control de la ca-
sación.

Si bien es cierto que la Ley 173 expresa que para que las per-
sonas físicas o morales a que se refiere la misma puedan ejercer
los derechos que en ella se le confieren deberán inscribir en el
Departamento de Cambio del Banco Central de la R. D., las deno-
minaciones de las firmas o empresas extranjeras en cuyos nom-
bres actúen en el territorio nacional en un plazo de 15 dias a par-
tir de la fecha de suscripción del contrato, no menos cierto es que
a las personas que soliciten su inscripción, demostrando la impo-
sibilidad en que se encontraban de realizarla por una causa de
fuerza mayor dentro del plazo establecido, no puede ni debe ne-
gársele la misma. En la especie, la Corte a-qua estableció los he-
chos en que se fundamenta el caso de fuerza mayor que impidió
depositar el contrato en el plazo indicado.

Cas., 26 febrero 1979, B. J. 819, Pág. 280.

AGENTES EXCLUSIVOS.— Ley 173 de 1966.— Oposición.—
Inadmisible.

Conforme lo dispone el articulo 7, párrafo VI de la Ley No.
173, "las sentencias dictadas en el Juzgado de Primera Instancia
y Corte de Apelación que se originen en el artículo 3 de esta Ley
no serán susceptibles del recurso de oposición"; que, por tanto, el
Juez apoderado de una oposición contra una sentencia que no es
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susceptible de dicho recurso, debe declararlo inadmisible, aún en
ausencia de todo pedimento al respecto; que, en la especie, en
vista de la disposición legal antes transcrita la sentencia en de-
fecto, del Juez de Primera Instancia del 17 de diciembre de 1976.
Implicaba el desapoderamiento de dicho Juez, y , en consecuencia,
dicha sentencia sólo podía ser impugnada por la vía de la apela-
ción; que, por consiguiente la Suprema Corte estima correcto el
fallo dictado por la Corte a-qua que confirmó la sentencia del
Juez de Primera Instancia, señalada antes, que declaró, de oficio,
inadmisible, el recurso de oposición interpuesto contra dicha sen-
tencia por la actual recurrente, y, por tanto, los medios del recur-
so carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 4 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 774.

AGRARIO.— INSTITUTO.— Comisión para la Recuperación
de tierras baldías.— Las decisiones que dicte esa Comisión son
susceptibles del recurso contencioso-administrativo.

Cas. 21 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2317.
Ver: Tierras baldías.— Recuperación...

ALQUILER DE CASA.— Arrendataria que Instala una "cafe-
tería".— Propietario que impide a la arrendataria entrar al nego-
cio.— Propietario condenado por violación al artículo 21 del De-
creto 4807 de 1959.

En la especie, los hechos asi establecidos configuran a cargo
del prevenido M., el delito previsto por el artículo 21 del Decreto
4807, del 16 de mayo de 1959, que prohibe a los propietarios de
casas en alquiler, realizar en las mismas cualesquiera maniobras,
estrategia o actos que tiendan a menoscabar e impedir la habita-
lidad de los mismos, como sucedió en la especie; hecho sancionado,
según dispone el artículo 35 del Decreto mencionado, con las pe-
nas previstas por la Ley No. 5112 del 24 de abril de 1959, o sea
de seis días a dos años, o de RDS10.00 a RD$100.00, o ambas pe-
nas; que, por tanto, al condenar al prevenido al pago de una mul-
ta de RDS50.00, la Corte a-qua aplicó una pena ajustada a la Ley.

Cas. 27 Abril 1979, B. J. 821. Pág. 718.

APELACION.— Efecto devolutivo.— Conclusiones de apelación.

En la especie, en la apelación hay dos tipos de conclusiones:
1ro., incidental, la incompetencia; 2do.), el fondo; que en las con-
clusiones de la audiencia del 14 de abril ante la Corle a-qua los
actuales recurrentes, antes de pronunciarse sobre la incompeten-
cia, produjeron en su ordinal segundo, los siguientes: "revocando
en todas sus partes la sentencia apelada", etc.; "por contrario im-
perio"; que por otra parte, aún cuando en sus conclusiones hubie-
ran omitido pronunciarse sobre el fondo, la Corte a-qua no había
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tenido otra alternativa que fallar como lo hizo, "ya que cuando
el fallo apelado ha estatuido sobre el fondo del proceso, el Juez
del Segundo Grado, está de pleno derecho apoderadola 

d
contesta-
el fondo

por el efecto devolutivo de la apelación; y conoce de

ción como Juez ordinario, y la retiene en toda sus universalidad,
porque el primer Juez ha agotado su jurisdicción"; que es lo que
ha sucedido en la especie; en consecuencia la Corte a-qua no ha
incurrido en los vicios denunciados por lo que el medio que se
examina, carece también de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 17 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1983.
Ver: Testamento ológrafo.— Testador.

APELACION.— Efecto devolutivo.— Fianza. — Seguro obliga-
torio de vehículos.— Cancelación.— Articulo 71 de la Ley 126 de
1941 sobre Seguros Privados.

Por el efecto devolutivo de la apelación, los asuntos resueltos
por los jueces de la jurisdicción de primer grado son conocidos
por los de la apelación en las mismas condiciones en que aquellos
conocieron de los mismos; que ello. unido a que la Ley 126, en su
articulo 71, dado su carácter y naturaleza tiende preponderante-
mente a asegurar una buena administración de justicia, ya que
abre vías a los Aseguradores para satisfacer su obligación de ha-
cer efectiva la comparecenc ia en justicia de su afianzado, la Corte
a-qua, al cancelar la fianza sin darle oportunidad a la Aseguradporora
de presentar a su afianzado, dentro de los plazos establecidos 
la Ley 126, en su articulo 71, incurrió en la violación de dicho
texto legal, por lo que la sentenci a impugnada debe ser casada en

este punto.
Cas. 8 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1862.

APELACION.— Materia correccional.— Plazo. — Sentencia no-
tificada al abogado y no al prevenido.— Esa notificación no hace
correr el plazo de la apelación.— Artículo 203 del Código de Pro-
cedimiento Criminal.

De acuerdo al examen de los documentos del expediente y tal
como sostiene el recurrente, la sentencia dictada por la Primera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Francisco de Macorís. el 26 de noviembre de 1973,
fue en defecto en materia de violación a la Ley No. 241, y la
misma fue notificada en fecha 10 de diciembre de 1973, pOr el
Ministerial P. J. G., alguacil de Estrados de la Primera Instancia
del Distrito Judicial de Duarte al Dr. G. C., y no al prevenido
personalmente ni en su domicilio, como lo establece el irregula rarticulo
203 del Código de Procedimiento Criminal, que por ser 
dicha notificación, el plazo para interpone r el recurso de apela-

ción estaba abierto y no podía correr en contra del prevenido, el
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cual podía interponer su recurso en cualquier momento; que al
declarar, en esas condiciones, irrecibible el recurso de apelación
del prevenido por tardío, la Corte a-qua violó el artículo 203 del
Códrgo de Procedimiento Criminal, y por tanto la sentencia im-
pugnada debe ser casada.

Cas. 2 Noviembre 1979. B. J. 828, Pág. 2115.

APELACION.— Materia Civil.— Efecto devolutivo general.—
No hay vías de nulidad contra las sentencias.— Sobreseimiento im-
procedente.— Casación por vía de supresión y sin envío.

Los agravios que una parte cualquiera pueda experimentar
por una sentencia no pueden ser alegados válidamente sino por la
vía de los recursos expresamente establecidos por la ley, según
el carácter y el estado procesal de cada caso; en la especie de que
se trataba, por la apelación que de parte de los ahora recurridos.
se llevó ante la Corte a-qua sin limitación alguna; que este prin-
cipio juridico resulta incuestionablemente del contexto de todos
los procedimientos judiciales; que en base a ese principio, el so-
breseimiento dispuesto en el caso ocurrente por la Corte a-qua no
está legalmente justificado, por lo cual la sentencia impugnada
debe ser casada; como se trata en el caso de una cuestión pura-
mente jurídica cuyo alcance no está afectado por ninguna cuestión
de hecho, la casación debe pronunciarse por vía de supresión y
sin envio, de modo que la Corte a-qua resuelva en la forma que
sea de lugar el fondo de la apelación.

Cas. 14 Feb. 1979, B. J. 819, p. 157.

APELACION DE UNA SENTENCIA QUE ORDENO REALI-
ZAR UNA PRUEBA.— Avocación,— Facultades del tribunal de
segundo grado.— Medida de instrucción innecesaria.

Nada se opone tampoco, ni se incurre con ello en contradicción,
a que un tribunal al cual se recurre en apelación'cle una senten-
cia que ordena que, antes de establecer derecho , se realice una
prueba, verificación o trámite de sustanciación que prejuzgue el
fondo, sea estimado interlocutoria para admitir el recurso antes
de recaer sentencia definitiva y, luego, en virtud de la avocación
acogida, al sustanciar la causa, se juzgue inútil o frustratoria dicha
medida; ya que si es incontestable que las sentencias interlocuto-
rias ligan al juez en el sentido de que éste no debe estatuir sobre
el fondo antes de que la prueba haya sido administrada, no lo es
menos, que los jueces pueden prescindir de la medida de instruc-
ción ordenada cuando las contingencias del litigio hacen, a juicio
de los jueces del fondo, la medida innecesaria.

Cas. 'ro. Agosto 1979 , B. J. 825, Pág. 1435.
APELACION TARDIA DE LA PARTE CIVIL.— Apelación del

ministerio público.— Sentencia que condena a pagar una indemni-
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tenido otra alternativa que fallar como lo hizo, "ya que cuando
el fallo apelado ha estatuido sobre el fondo del proceso, el Juez
del Segundo Grado, está de pleno derecho apoderado del fondo
por el efecto devolutivo de la apelación; y conoce de la contesta-
ción como Juez ordinario, y la retiene en toda sus universalidad,
porque el primer Juez ha agotado su jurisdicción"; que es lo que
ha sucedido en la especie; en consecuencia la Corte a-qua no ha
incurrido en los vicios denunciados por lo que el medio que se
examina, carece también de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 17 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1983.
Ver: Testamento ológrafo.— Testador.

APELACION.— Efecto devolutivo.— nana-- Seguro obliga-

torio de vehículos.— Cancelación.— Articulo 71 de la Ley 126 de
1941 sobre Seguros Privados.

Por el efecto devolutivo de la apelación, los asuntos resueltos
por los jueces de la jurisdicción de primer grado son conocidos
por los de la apelación en las mismas condiciones en que aquellos
conocieron de los mismos; que ello, unido a que la Ley 126, en su
articulo 71, dado su carácter y naturaleza tiende preponderante-
mente a asegurar una buena administración de justicia, ya que
abre vías a los Aseguradores para satisfacer su obligación de ha-
cer efectiva la comparecencia en justicia de su afianzado, la Corte
a-qua, al cancelar la fianza sin darle oportunidad a la Aseguradora
de presentar a su afianzado, dentro de los plazos establecidos por
la Ley 126, en su articulo 71, incurrió en la violación de dicho
texto legal, por lo que la sentenci a impugnada debe ser casada en

este punto.
Cas. 8 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1862.

APELACION.— Materia correccional. — Plazo.— Sentenci a no-

tifiada al abogadolay	 20
no al prevenido.— Esa notificac ión no hac

correr el plazo de apelación.— Articulo 3 del Código de Pro-
e

cedimiento Criminal.
De acuerdo al examen de los documentos del expediente y tal

como sostiene el recurrente, la sentencia dictada por la Primera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Francisco de Macorís, el 26 de noviembre de 1973,
fue en defecto en materia de violación a la Ley No. 241, y la
misma fue notificada en fecha 10 de diciembre de 1973. Por el
Ministerial P. J. G., alguacil de Estrados de la Primera Instancia
del Distrito Judicial de Duarte al Dr. G. G., y o al preve 
personalmente ni en su domicilio, como lo establece el irregula r

articulo
203 del Código de Procedimiento Criminal, que por ser 
dich notificación, el plazo para interponer el recurso de apela-

ción
a estaba abierto y no podía correr en contra del prevenido, el
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cual podía interponer su recurso en cualquier momento; que al
declarar, en esas condiciones, irrecibible el recurso de apelación
del prevenido por tardío, la Corte a-qua violó el articulo 203 del
Códrgo de Procedimiento Criminal, y por tanto la sentencia im-
pugnada debe ser casada.

Cas 2 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2115.

APELACION.— Materia Civil•— Efecto devolutivo general.—
No hay vías de nulidad contra las sentencias.— Sobreseimiento Im-
procedente.— Casación por vía de supresión y sin envío.

Los agravios que una parte cualquiera pueda experimentar
por una sentencia no pueden ser alegados válidamente sino por la
vía de los recursos expresamente establecidos por la ley , según
el carácter y el estado procesal de cada caso; en la especie de que
se trataba, por la apelación que de parte de los ahora recurridos,
se llevó ante la Corte a-qua sin. limitación alguna; que este prin-
cipio jurídico resulta incuestionablemente del contexto de todos
los procedimientos judiciales; que en base a ese principio, el so-
breseimiento dispuesto en el caso ocurrente por la Corte a-qua no
está legalmente justificado, por lo cual la sentencia impugnada
debe ser casada; como se trata en el caso de una cuestión pura-
mente jurídica cuyo alcance no está afectado por ninguna cuestión
de hecho, la casación debe pronunciarse por vía de supresión y
sin envio, de modo que la Corte a-qua resuelva en la forma que
sea de lugar el fondo de la apelación.

Cas. 14 Feb. 1979, B. J. 819, p. 157.

APELACION DE UNA SENTENCIA QUE ORDENO REALI-
ZAR UNA PR17:134.— Avocación.— Facultades del tribunal de
segundo grado.— Medida de Instrucción innecesaria.

Nada se opone tampoco, ni se incurre con ello en contradicción.
a que un tribunal al cual se recurre en apelación - de una senten-
cia que ordena que, antes de establecer derecho , se realice una
prueba, verificación o trámite de sustanciación que prejuzgue el
fondo, sea estimado interlocutoria para admitir el recurso antes
de recaer sentencia definitiva y. luego, en virtud de la avocación
acogida, al sustanciar la causa, se juzgue inútil o frustratoria dicha
medida; ya que si es incontestable que las sentencias interlocuto-
rias ligan al juez en el sentido de que éste no debe estatuir sobre
el fondo antes de que la prueba haya sido administrada, no lo es
menos, que los jueces pueden prescindir de la medida de instruc-
ción ordenada cuando las contingencias del litigio hacen, a juicio
de los jueces del fondo, la medida innecesaria.

Cas. 1ro. Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1435.

APELACION TARDIA DE LA PARTE CIVIL.— Apelación del
ministerio público.— Sentencia que condena a pagar una Indemni-
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ración sobre la base del recurso del ministerio público.— Casación
de esa sentencia sobre el monto de la indemnización.— Casación
sin envio.

Tal como lo alega el recurrente, la Corte a-qua luego de ha-
ber declarado irrecibible por tardía, la apelación de la parte ci-
vil, sólo quedó apoderada de la apelación interpuesta por el Mi-
nisterio Público. y dicha apelación al ser, como era, esencialmente
extraña a los intereses civiles de las partes, dicha Corte no podía
como lo hizo, proceder a revocar los ordinales tercero y cuarto
de la sentencia apelada, en virtud de los cuales luego de admitirse
la constitución en parte civil del actual recurrente, se condenó a
A. N. S., al pago de una indemnización de un mil pesos oro (RDS-
1,000.001, en favor de éste, como justa reparación de los daños
materiales y morales; que al proceder asi, es obvio que se incu-
rrió en la sentencia impugnada en los vicios y violaciones denun-
ciados, por lo que procede su casación en el punto señalado, sin
que haya la necesidad de ponderar el otro medio del recurso.

Cas. fl Oct., 1979, B. J. 827. Pág. 1848.

ARRENDAMIENTO DE CASAS.— Contestación acerca de la
existencia del contrato de arrendamiento.— Incompetencia del Juz-
gado de Paz.— Art. 1, párrafo 2do. del Cod. de Procedimiento
Civil.

La competencia excepcional del articulo 1, párrafo 2do del
Código de Procedimiento Civil, conferida a los Juzgados de Paz
para conocer de las demandas en rescisión de alquileres de casas,
cesa en caso de contestación sobre la existencia de dicho contrato;
la Cámara a-qua se declaró incompetente para conocer de la de-
manda en cobro de alquileres vencidos intentada por el actual re-
currente contra el recurrido B., fundándose en que no se había
comprobado que éste último ocupaba en calidad de inquilino la
casa No. 121 de la calle H. P., de esta ciudad, de la cual alega ser
propietario el recurrente, sino que éste le había arrendado a 13..
desde hacia tiempo, y bajo determinadas condiciones, el solar en
donde habían sido edificadas las mejoras existentes en el mismo:
que como los jueces del fondo establecieron que existía una con-
troversia sobre dicho convenio y que, además, no se había com-
probado que existía un contrato de inquilinato celebrado por am-
bas partes, dichos jueces procedieron correctamente al declararse
incompetentes para conocer de la demanda ya referida; por lo que
los medios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados.

Cas. 11 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1270.

ARRENDAMIENTO DE CASAS.— Demanda e:: reclamación
de pago de alquileres y desalojo.— Domicilio del demandado.—
Sentencia carente de base legal.

XXXVI

En la sentencia impugnada no se hace figurar ninguna men-
ción relativa a las necesarias comprobaciones de los hechos carac-
terizantes del lugar en que el domicilio real del demandado estaba
ubicado, para derivar de ello las consecuencias de derecho que
fueran de lugar; que de ello resulta que la Suprema Corte de Jus-
ticia está impedida de ejercer correctamente sus facultades de
control.

Cas., 16 febrero 1979, B. J. 819, p. 210.

ARRENDAMIENTO DE UN NEGOCIO DE "BARRA".—
Arrendatario que luego adquiere el derecho de propiedad del in-
mueble.— Demanda en entrega del local.— Rechazamiento de di-
cha demanda.

El examen del fallo impugnado pone de manifiesto que la
Corte a-qua, para dictarlo, se basó, fundamentalmente, en haber
comprobado mediante el Certificado de Titulo No. 42-46, del 30
de octubre de 1972, relativo a la parcela 206-4-5, D. C. No. 5 del
Distrito Nacional, aportado por D., "que el dueño de las mejoras
y los terrenos donde está ubicado el negocio", es el recurrido J.
R. D.; que tal comprobación, dada la fe que es debida al Certifi-
cado de Título regularmente expedido y no impugnado, lo que
hacia innecesario el examen y ponderación del contrato de arren-
damiento, era suficiente para que la Corte a-qua justificara legal-
mente lo que por ella decide en la especie, sin incurrir en las vio-
laciones propuestas; que, por otra parte, al oponer D., a sus de-
mandantes el Certificado de Titulo mencionado, simplemente sus-
citó un medio de defensa, y no una demanda nueva, como ha sido
sostenido por los recurrentes, ni mucho menos una litis sobre te-
rreno registrado; que, por último, si es cierto que la Corte a-qua,
al rechazar la de dichos recurrentes, dijo fundarse también para
ello, en la Certificación del Catastro Nacional, del 22 de junio, tal
mención es superabundante, pues dicha Certificación, en lo que
pudiera ser útil a la decisión a intervenir, simplemente era co-
rrobativa del contenido del Certificado de Titulo.

Cas. 16 Abril 1979, 13. J. 821, Pág. 609.

ARRENDAMIENTOS DE TERRENOS.— Declaratoria de uti-
lidad pública para los fines de la Reforma Agraria.— Ley 89 de
1966.— Decreto No. 3694 de 1973.

Cas. 12 de Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2223.
Ver: Tribunal de Tierras. Terrenos Registrados. Expropiación...

AUDIENCIA CORRECCIONAL.— Testigos.— Omisión de pres-
tar juramento.

Cas., 28 febrero 1979. B. J. 819, Pág. 302.
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ración sobre la base del recurso del ministerio público.— Casación
de esa sentencia sobre el monto de la indemnización.— Casación
sin envío.

Tal como lo alega el recurrente, la Corte a-qua luego de ha-
ber declarado irrecibible por tardía, la apelación de la parte ci-
vil, sólo quedó apoderada de la apelación interpuesta por el Mi-
nisterio Público, y dicha apelación al ser, como era, esencialmente
extraña a los intereses civiles de las partes, dicha Corte no podía
como lo hizo, proceder a revocar los ordinales tercero y cuarto
de la sentencia apelada, en virtud de los cuales luego de admitirse
la constitución en parte civil del actual recurrente, se condenó a
A. N. S., al pago de una indemnización de un mil pesos oro (RDS-
1000.00), en favor de éste, como justa reparación de los daños
materiales y morales; que al proceder asi, es obvio que se incu-
rrió en la sentencia impugnada en los vicios y violaciones denun-
ciados, por lo que procede su casación en el punto señalado. sin
que haya la necesidad de ponderar el otro medio del recurso.

Cas. 8 Oct., 1979, B. J. 827, Pág. 1848.

ARRENDAMIENTO DE CASAS.— Contestación acerca de la
existencia del contrato de arrendamiento.— Incompetencia del Juz-
gado de Paz,— Art. 1, párrafo 2do. del Cod. de Procedimiento
Civil.

La competencia excepcional del articulo 1, párrafo 2do. del
Código de Procedimiento Civil, conferida a los Juzgados de Paz
para conocer de las demandas en rescisión de alquileres de casas.
cesa en caso de contestación sobre la existencia de dicho contrato:
la Cámara a-qua se declaró incompetente para conocer de la de-
manda en cobro de alquileres vencidos intentada por el actual re-
currente contra el recurrido B., fundándose en que no se habia
comprobado que éste último ocupaba en calidad de inquilino la
casa No. 121 de la calle FI. P., de esta ciudad, de la cual alega ser
propietario el recurrente, sino que éste le había arrendado a B.,
desde hacía tiempo, y bajo determinadas condiciones, el solar en
donde hablan sido edificadas las mejoras existentes en el mismo;
que como los jueces del fondo establecieron que existía una con-
troversia sobre dicho convenio y que, además, no se había com-
probado que existía un contrato de inquilinato celebrado por am-
bas partes, dichos jueces procedieron correctamente al declararse
incompetentes para conocer de la demanda ya referida; por lo que
los medios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados.

Cas. 11 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1270.

ARRENDAMIENTO DE CASAS.— Demanda en reclamación
de pago de alquileres y desalojo.— Domicilio del demandado.—
Sentencia carente de base legal.
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En la sentencia impugnada no se hace figurar ninguna men-
ción relativa a las necesarias comprobaciones de los hechos caree-
terizantes del lugar en que el domicilio real del demandado estaba
ubicado, para derivar de ello las consecuencias de derecho que
fueran de lugar; que de ello resulta que la Suprema Corte de Jus-
ticia está impedida de ejercer correctamente sus facultades de
control.

Cas., 16 febrero 1979 , B. J. 819, p. 210.

ARRENDAMIENTO DE UN NEGOCIO DE "BARRA".—
Arrendatario que luego adquiere el derecho de propiedad del in-
mueble.— Demanda en entrega del local.— Rechazamiento de di-
cha demanda.

El examen del fallo impugnado pone de manifiesto que la
Corte a-qua, para dictarlo, se basó, fundamentalmente, en haber
comprobado mediante el Certificado de Titulo No. 42-46, del 30
de octubre de 1972, relativo a la parcela 206-4-5, D. C. No. 5 del
Distrito Nacional, aportado por D., "que el dueño de las mejoras
y los terrenos donde está ubicado el negocio", es el recurrido J.
R. D.; que tal comprobación, dada la te que es debida al Certifi-
cado de Titulo regularmente expedido y no impugnado, lo que
hacía innecesario el examen y ponderación del contrato de arren-
damiento, era suficiente para que la Corte a-qua justificara legal-
mente lo que por ella decide en la especie. sin incurrir en las vio-
laciones propuestas; que, por otra parte, al oponer D., a sus de-
mandantes el Certificado de Titulo mencionado, simplemente sus-
citó un medio de defensa, y no una demanda nueva, como ha sido
sostenido por los recurrentes, ni mucho menos una litis sobre te-
rreno registrado; que, por último, si es cierto que la Corte a-qua,
al rechazar la de dichos recurrentes , dijo fundarse también para
ello, en la Certificación del Catastro Nacional, del 22 de junio, tal
mención es superabundante, pues dicha Certificación, en lo que
pudiera ser útil a la decisión a intervenir, simplemente era co-
rrobativa del contenido del Certificado de Titulo.

Cas. 16 Abril 1979. B. 	 821, Pág. 609.

ARRENDAMIENTOS DE TERRENOS.— Declaratoria de uti-
lidad pública para los fines de la Reforma Agraria.— Ley 89 de
1966.— Decreto No. 3691 de 1973.

Cas. 12 de Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2223.
Ver: Tribunal de Tierras. Terrenos Registrados. Expropiación...

AUDIENCIA CORRECCIONAL— Testigos.— Omisión de pres-
tar juramento.

Cas., 28 febrero 1979, B. J. 819, Pág. 302.
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AVOCACION.— Requisitos.— Asunto del Tribunal de Tierras.
Conclusiones al fondo.— Notificación de las conclusiones a la con-
traparte.

•
Si bien es cierto que para que un Tribunal de segundo grado

pueda ejercer la facultad -de evocación, entre otras condiciones, es
necesario que el asunto se halle en estado de recibir su fallo, si-
tuación que se produce cuando ambas partes hayan concluido al
fondo, sin que sea necesario que esto haya sucedido en audiencia
pública, bastando que las conclusiones hayan sido notificadas a la
contraparte, y además merecido la ponderación de los Jueces, en
cuyo poder soberano de apreciación queda siempre a cargo deter-
minar si la situación litigiosa ha sido debidamente planteada y
dilucidada, todo en razón de que la ley no ha determinado las con-
diciones en que un asunto debe reputarse en estado.

Cas. Iro. Agosto 1979, 13. J. 825. Pág. 1435.

—B—

BINES RESERVADOS.— Instancia dirigida al Tribunal Tie-
rras por los esposos para que se atribuyan varios inmuebles adqui-
ridos dentro de la comunidad, a la esposa, como bienes reservados.

Ver: Tribunal de Tierras. Sentencia que...
Cas. 14 Mayo 1979, B. J. 822, Págs. 827 y 835

—C-

CASACION.— Caducidad.— Articulo 7 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación.

Sentencia 5 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2666.
CASACION.— Caducidad pedida por simple instancia.— Noti-

ficación del recurso.

En el presente caso no procede pronunciar por simple instancia
la caducidad solicitada, porque no se trata simplemente de un
recurrente que no ha emplazado sino de un recurrente que ha no-
tificado su recurso y que sostiene que ese acto satisface las exi-
gencias del emplazamiento, punto que al hacerse contradictorio
determina la necesidad de un fallo, previo conocimiento del caso
en audiencia pública.

Cas. 7 ,Diciembre 1979, B. J. • 829, Pág. 2671.

CASACION.— Desistimiento.— Acto auténtico en que consta
ese desistimiento.— Admisible el desistimiento.

El desistimiento del recurso de casación tiene que ser formula-
do por el propio recurrente o por un apoderado con poder especial;
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que, no obstante de que en la especie, el desistimiento fue formu-
lado por el recurrido E. E. F. 151., lo fue fundado en el acto de trans-
acción del 13 de febrero de 1979, por medio del cual se le pone
término a los litigios, reclamaciones y diferencias personales exis-
tentes entre él y el recurrente J. N. G. P., del cual se copia lo si-
guiente: "Quinto: Que las partes como consecuencia del arreglo a
que han llegado resuelven poner fin a todos los litigios existentes
entre ellos, sin derecho a reclamación, ni presentes, ni futuras de
una parte contra la otra y para tales efectos asi lo hacen constar
en este documento, mediante la enumeración y descripción de di-
chos litigios; di "Recurso de casación contra sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en. sus atribuciones, de
fecha 19 de agosto de 1976. que declaró que no hay lugar a la
auspensién ni sobreseimiento de las actas de las Asambleas Gene-
rales de Accionistas Obligatorias Anuales, de fecha 30 de noviem-
bre y 21 de diciembre del año 1975, de la Compañía A. D., C. por
A. interpuesto por J. N: P., expediente pendiente de fallo en la
Suprema Corte de Justicia"; en consecuencia, por todo lo expues-
to, procede acoger las conclusiones contenidas en las instancias
mencionadas.

Cas. 23 Mayo 1979, 13. J. 822, Pág. 890.
CASACION.— Interés.— Unica persona condenada en costas

que no recurre en casación.

En la especie, se critica el fallo impugnado, porque la Corte
a-qua, no condenó en costas a todos los que sucumbieron en dicha
instancia de apelación, limitándose a condenar, a D. M. D. Vda. T.:
que al ésta no haber recurrido en casación. que hubiese sido la
única que hubiera podido quejarse, es evidente que este medio
procede que sea desestimado por falta de interés de los recurrentes.

Cas. 10 Agosto 1979, 71. J. 825, Pág. 1517.
CASACION.— Materia civil.— Recurrente que deposita en la

secretaria de la Suprema Corte de Justicia el memorial y una co-
pia de la sentencia impugnada, pero no le notificó la sentencia al
recurrido.— Es admisible el recurso de casación pues no se lesionó
el derecho de defensa del recurrido.

En la especie. es constante que el recurrente depositó copia
de dicha sentencia en la Secretaria de la Suprema Corte de Jus-
ticia junto con el memorial introductivo de su recurso, lo que puso
a la otra parte en condiciones de tomar comunicación de la misma,
si lo deseaba, por lo cual el voto de la ley fue cumplido, sin que
Pueda alegarse que fue lesionado el derecho de defensa, sobre todo
Porque el recurrido hizo su defensa al fondo; por lo cual el medio
de inadmisión propuesto carece de fundamento y debe ser deses-
timado.

Cas. 11 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1270.
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AVOCACION.— Requisitos.— Asunto del Tribunal de Tierras.
Conclusiones al fondo.— Notificación de las conclusiones a la con-
traparte.

Si bien es cierto que para que un Tribunal de segundo grado
pueda ejercer la facultad ele avocación, entre otras condiciones, es
necesario que el asunto se halle en estado de recibir su fallo, si-
tuación que se produce cuando ambas partes hayan concluido al
fondo, sin que sea necesario que esto haya sucedido en audiencia
pública, bastando que las conclusiones hayan sido notificadas a la
contraparte, y además merecido la ponderación de los Jueces, en
cuyo poder soberano de apreciación queda siempre a cargo deter-
minar si la situación litigiosa ha sido debidamente planteada y
dilucidada, todo en razón de que la ley no ha determinado las con-
diciones en que un asunto debe reputarse en estado.

Cas. 1ro. Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1435.

—B-

BINES RESFILVADOS.— Instancia dirigida al Tribunal Tie-
rras por tos esposos para que se atribuyan varios inmuebles adqui-
ridos dentro de la comunidad, a la esposa, como bienes reservados.

Ver: Tribunal de Tierras. Sentencia que...
Cas. 14 Mayo 1979. B. J. 822. Págs. 827 y 835.

—e-

CASACION.— Caducidad.— Artículo 7 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación.

Sentencia 5 Diciembre 1979, B. J. 829. Pág. 2666.

CASACION.— Caducidad pedida por simple instancia.— Noti-
ficación del recurso.

En el presente caso no procede pronunciar por simple instancia
la caducidad solicitada, porque no se trata simplemente de un
recurrente que no ha emplazado sino de un recurrente que ha no-
tificado su recurso y que sostiene que ese acto satisface las exi-
gencias del emplazamiento, punto que al hacerse contradictorio
determina la necesidad de un fallo , previo conocimiento del caso
en audiencia pública.

Cas 7 ,Diciembre 1979. B. J. , 829, Pág. 2671.

CASACION.— Desistimiento.— Acto aut.'ntico en que consta
ese desistimiento.— Admisible el desistimiento.

El desistimiento del recurso de casación tiene que ser formula-
do por el propio recurrente o por un apoderado con poder especial;
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que, no obstante de que en la especie, el desistimiento fue formu-
lado por el recurrido E. E. F. M., lo fue fundado en el acto de trans-

- acción del 13 de febrero de 1979 , por medio del cual se le pone
término a los litigios, reclamaciones y diferencias personales exis-
tentes entre él y el recurrente J. N. G. P., del cual se copia lo si-
guiente: "Quinto: Que las partes como consecuencia del arreglo a
que han llegado resuelven poner fin a todos los litigios existentes
entre ellos, sin derecho a reclamación, ni presentes, ni futuras de
una parte contra la otra y para tales efectos así lo hacen constar
en este documento, mediante la enumeración y descripción de di-
chos litigios; d I "Recurso de casación contra sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en. sus atribuciones, de
fecha 19 de agosto de 1976, que declaró que no hay lugar a la
suspensión ni sobreseimiento de las actas de las Asambleas Gene-
rales de Accionistas Obligatorias Anuales, de fecha 30 de noviem-
bre y 21 de diciembre del año 1975, de la Compañia A. D., C. por
A. , interpuesto por J. N: P., expediente pendiente de fallo en la
Suprema Corte de Justicia"; en consecuencia, por todo lo expues-
to, procede acoger las conclusiones contenidas en las instancias
mencionadas.

Cas. 23 Mayo 1979, R. J. 822, Pág. 890.

CASACION.— Interés.— Unica persona condenada en costas
que no recurre en casación.

En la especie, se critica el fallo impugnado, porque la Corte
a-qua, no condenó en costas a todos los que sucumbieron en dicha
instancia de apelación, limitándose a condenar, a D. M. D. Vda. T.;
que al ésta no haber recurrido en casación, que hubiese sido la
única que hubiera podido quejarse, es evidente que este medio
procede que sea desestimado por falta de interés de los recurrentes.

Cas. 10 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1517.

CASACION.— Materia civil.— Recurrente que deposita en la
secretaría de la Suprema Corte de Justicia el memorial y una co-
pia de la sentencia impugnada. pero no le notificó la sentencia al
recurrido.— Es admisible el recurso de casación pues no se lesionó
el derecho de defensa del recurrido.

En la especie, es constante que el recurrente depositó copia
de dicha sentencia en la Secretaria de la Suprema Corte de Jus-
ticia junto con el memorial introductivo de su recurso, lo que puso
a la otra parte en condiciones de tomar comunicación. de la misma,
si lo deseaba, por lo cual el voto de la ley fue cumplido, sin que
pueda alegarse que fue lesionado el derecho de defensa, sobre todo
porque 	

debe
el recurrido hizo su defensa al fondo; por lo cual el medio

de inadmisión propuesto carece de fundamento y de ser deses-

Cas. 11 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1270.
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CASACION.— Materia Correccional. — Parte civil constituida
que envía un escrito a la S. C. de J., solicitando la casación de la
sentencia únicamente para que se corrija una inadvertencia de
los jueces del fondo.— Inadmisible el escrito pues debió recurrir
en casación mediante una declaración en la Secretaria de la Cáma-
ra Penal donde se dictó Ja sentencia como lo dispone el Art. 33
de la Ley sobre Procedimiento de tnsación.

Cas., 19 febrero 1979, B. J. 819, p. 257.

CASACION.— Materia correccional.— Sentencia de una Corte
de Apelación que anuló la sentencia del primer grado por vicios.
procesales no reparables, evocó el fondo y reenvió para una nueva
audiencia.— Resen-a de las Costas.— Art. 215 del C. de Proc. Crim.

En la especie se alegaba que la Corte debió condenar al pago
de las costas, pero la S. C. de J., expuso que como la Corte de
Apelación no estatuyó sobre el fondo las costas debían ser reser-
vadas como se hizo. Rechazaron el recurso.

Cas. 9 Feb. 1979, B. J. 819, p. 138.

CASACION.— Materia laboral.— Motivación del recurso que
aunque escueta, cumple el voto de la ley.— Desarrollo de los me-
dios en un escrito de ampliación.

Con respecto al medio de inadmisión propuesto por el recu-
rrido, cabe señalar, que aún cuando los recurrentes no desenvuel-
ven más que escuetamente los medios de su recurso, sino que lo
hacen en su escrito de ampliación, no es menos cierto que ya en
su memorial introductivo, aunque de modo suscinto, también lo
efectúan. quedando así habilitados para una más amplia y pre-
cisa exposición del mismo en el memorial ampliativo; que, en
efecto, en el memorial introductivo, y en lo que respecta al pri-
mer medio de su recurso, alegan violación a los articulos 397,
398, 399. 400 y 401 del Código de Procedimiento Civil, y transcri-
ben el contenido de dichos textos legales, que son explicativos por
sí mismos y en el segundo medio se invoca insuficiencia de moti-
vos y falta de base legal, alegatos que no necesitan de una amplia
exposición porque se bastan de por sí; que, en consecuencia, el
medio de inadmisión carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 13 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1036.

CASACION.— Materia laboral.— Transacción. — Desistimien-
to.— Instancia dirigida a la Suprema Corte de Justicia por el re-
currido y sus ahogados.— Instancia acompañada del acto de trans-
acción.— Desistimiento aceptado por el recurrido.

En la especie, con posterioridad a la fecha en que fue cono-
cido en audiencia pública el presente recurso de casación, y antes
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de su deliberación y fallo, los recurrentes E. B. de M., y C. L.
de B., han desistido de su recurso; que dicho desistimiento ha sido
aceptado por el recurrido J. M. T.

Cas. 1 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1799.

CASACION.— Materia penal.— Oposición.— Plazo.— Recurso
(cesación.— Plazo de la distancia— Recurso tardío.
En la especie, el interviniente V. V. , propone en su escrito de

intervención la inadmisibilidad del recurso del prevenido, por
tardío; que en apoyo de su alegato expone que el prevenido L. G..
fue condenado en defecto, como se consigna en la sentencia im-
pugnada del 11 de agosto de 1975, notificádale personalmente a di-
cho prevenido en su domicilio, el 25 del mismo mes y año de su
pronunciamiento, que era recurrible en oposición ya que la com-
pañía aseguradora de la responsabilidad civil del prevenido recu-
rrente no fue puesta en causa; que el plazo de cinco días para
recurrir en oposición empezó a correr el 26 de agosto, o sea el
día siguiente al de la notificación, y venció el día 31 del mismo
mes, tomando en consideración que el plazo de la oposición queda
aumentado en un día por existir 20 kilómetros de distancia entre
San Fco. de M., asiento de la Corte que dictó el fallo impugnado,
y S. , lugar del domicilio del prevenido; que como el plazo de 10
días para recurrir en casación, que es un plazo franco, empezó a
computarse al dia siguiente al que la oposición no era ya reci-
bible, o sea el 1ro. de septiembre, y venció el 11 del mismo mes,
incluido el plazo en razón de la distancia, el-recurso de casación
declarado el 5 de noviembre del año en que lo fue, era obviamente
caduco; que por tanto procede se declare la caducidad del mismo;
el examen del fallo impugnado y de los documentos del expediente,
pone de manifiesto que tal como lo alega el interviniente, el fallo
de que se trata fue dictado en defecto por la Corte a-qua y notifi-
cado al prevenido defectuante el día que ya antes ha sido indicado.
y que éste no recurrió en oposición dentro del plazo en que podia
haberlo efectuado útilmente, o sea hasta el 31 de agosto de 1975;
que como el siguiente día, tal como ha sido indicado por el inter-
viniente , comenzó a computarse el plazo de casación, que es de
10 dias francos, aumentado éste en razón de la distancia entre
San Fco. de :Macorís y Salcedo, el recurso de casación, que no fue
interpuesto sino el 5 de noviembre de 1975, o sea vencido venta-
josamente el plazo para interponerlo, era manifiestamente caduco
y, por tanto, inadmisible.

Cas. 29 Junio 1979. B. J. 823, Pág. 1209.
CASACION.— Materia penal.— Recurso inadmisible por tar-

dio.— Art, 29 de la Ley sobre Proc, de Casación.
El examen de los documentos del expediente revela, que tal

como lo alega el interviniente, la sentencia impugnada fue dictada
el P de abril de 1977, y notificada a las-partes el 17 de mayo de
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CASACION.— Materia Correccional. — Parte civil constituida
que envía un escrito a la S. C. de J., solicitando la casación de la
sentencia únicamente para que se corrija una inadvertencia de
los jueces del fondo.— Inadmisible el escrito pues debió recurrir
en casación mediante una declaración en la Secretaría de la Cáma-
ra Penal donde se dictó Ja sentencia como lo dispone el Art. 33
de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Cas., 19 febrero 1979, B. J. 819, p. 257.

CASACION.— Materia correccional.— Sentencia de una Corte
de Apelación que anuló la sentencia del primer grado por vicios,
procesales no reparables, evocó el fondo y reenvió para una nueva
audiencia.— Reserva de las Costas.— Art. 215 del C. de Proc. Crim.

En la especie se alegaba que la Corte debió condenar al pago
de las costas, pero la S. C. de J., expuso que como la Corte de
Apelación no estatuyó sobre el fondo las costas doblan ser reser-
vadas como se hizo. Rechazaron el recurso.

Cas. 9 Feb. 1979, B. J. 819, p. 138.

('ASACION.— Materia laboral.— Motivación del recurso que
aunque escueta, cumple el voto de la ley.— Desarrollo de los me-
dios en un escrito de ampliación.

Con respecto al medio de inadmisión propuesto por el recu-
rrido. cabe señalar, que aún cuando los recurrentes no desenvuel-
ven más que escuetamente los medios de su recurso, sino que lo
hacen en su escrito de ampliación, no es menos cierto que ya en
su memorial introductivo, aunque de modo suscinto, también lo
efeetúan, quedando así habilitados para una más amplia y pre-
cisa exposición del mismo en el memorial ampliativo; que, en
efecto, en el memorial introductivo, y en lo que respecta al pri-
mer medio de su recurso, alegan violación a los artículos 397.
398, 399. 400 y 401 del Código de Procedimiento Civil. y transcri-
ben el contenido de dichos textos legales, que son explicativos por
sí mismos y en el segundo medio se invoca insuficiencia de moti-
vos y falta de base legal, alegatos que no necesitan de una amplia
exposición porque se bastan de por sí; que, en consecuencia, el
medio de inadmisión carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 13 Junio 1979. B. J. 823, Pág. 1036.

CASACION.— Materia laboral.— Transacción. — Desistimien-
to.— Instancia dirigida a la Suprema Corte de Justicia por el re-
currido y sus abogados.— Instancia acompañada del acto de trans-
acción.— Desistimiento aceptado por el recurrido.

En la especie, con posterioridad a la fecha en que fue cono-
cido en audiencia pública el presente recurso de casación, y antes
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de su deliberación, y fallo, los recurrentes E. B. de M., y C. L.
de B., han desistido de su recurso; que dicho desistimiento ha sido
aceptado por el recurrido J. M. T.

Cas. 1 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1799.

CASACION.— Materia penal.— Oposición.— Plazo.— Recurso
de <Usación.— Plazo de la distancia,— Recurso tardío.

En la especie, el interviniente V. V.. propone en su escrito de
intervención la inadmisibilidad del recurso del prevenido, por
tardío; que en apoyo de su alegato expone que el prevenido L. G.,
fue condenado en defecto, como se consigna en la sentencia im-
pugnada del 11 de agosto de 1975, notificádale personalmente a di-
cho prevenido en su domicilio, el 25 del mismo mes y año de su
pronunciamiento, que era recurrible en oposición ya que la com-
pañía aseguradora de la responsabilidad civil del prevenido recu-
rrente no fue puesta en causa; que el plazo de cinco días para
recurrir en oposición empezó a correr el 26 de agosto, o sea el
día siguiente al de la notificación, y venció el día 31 del mismo
mes, tomando en consideración que el plazo de la oposición queda
aumentado en un día por existir 20 kilómetros de distancia entre
San Feo. de M., asiento de la Corte que dictó el fallo impugnado,
y S. , lugar del domicilio del prevenido; que como el plazo de 10
días para recurrir en casación, que es un plazo franco, empezó a
computarse al día siguiente al que la oposición no era ya reci-
bible, o sea el lro. de septiembre, y venció el 11 del mismo mes,
incluido el plazo en razón de la distancia, el , recurso de casación
declarado el 5 de noviembre del año en que lo fue, era obviamente
caduco; que por tanto procede se declare la caducidad del mismo;
el examen del fallo impugnado y de los documentos del expediente,
pone de manifiesto que tal como lo alega el interviniente, el fallo
de que se trata fue dictado en defecto por la Corte a-qua y notifi-
cado al prevenido defectuante el día que ya antes ha sido indicado,
y que éste no recurrió en oposición dentro del plazo en que podía
beberlo efectuado útilmente, o sea hasta el 31 de agosto de 1975;
que como el siguiente día, tal como ha sido indicado por el inter-
viniente, comenzó a computarse el plazo de casación, que es de
10 dias francos, aumentado éste en razón de la distancia entre
San Fco. de Macorís y Salcedo, el recurso de casación, que no fue
interpuesto sino-el 5 de noviembre de 1975, o sea vencido venta-
josamente el plazo para interponerlo, era manifiestamente caduco
y, por tanto, inadmisible.

Cas. 29 Junio 1979, 13. J. 823, Pág. 1209.

CASACION.— Materia penal,— Recurso inadmisible por tar-
dío.— Art. 29 de la Ley sobre Proc. de Casación.

El examen de los documentos del expediente revela, que tal
como lo alega el interviniente, la sentencia impugnada fue dictada
el 1 , de abril de 1977, y notificada a las-partes el 17 de mayo de
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1977 acto instrumentado de ese mismo día, mes y arto por el Al-
guacil de Estrados de la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, D. G. H.; que los hoy recu-
rrentes interpusieron su recurso en fecha 31 de mayo de 1977, o
sea vencido el plazo de 10 dias, establecido por el articulo 29 de
la Ley en esta materia, segpn se comprueba por el acta levantada
en ocasión del recurso de esa misma fecha, y que consta en el
expediente; que en la especie, y por todo lo antes expuesto, pro-
cede declarar inadmisibles por tardío los recursos interpuestos por
los recurrentes, sin necesidad de otra ponderación.

Cas. 21 Septiembre, 1979, B. J. 826, Pág. 1715.

CASACION.— Materia Penal.— Recurso nulo por no haber
sido motivado.— Desistimiento frustratorio.

En la especie, los citados recurrentes ni en el acta declarativa
de sus recursos, ni por escrito posterior alguno, han expuesto los
medios en que 'lo fundan, como lo exige a pena de nulidad el ar-
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que por lo
tanto al ser nulos los referidos recursos, el desistimiento de los
mismos es frustratorio, por lo que no procede dar acta alguna
de ello.

Cas. 5 Diciembre 1979, B. J. 829. Pág. 2497.

CASACION.— Materia penal.— Violación de propiedad.— Sen-
tencia en defecto, susceptible de oposición.— Recurso de casación
inadmisible.— Arts. 1 y 30 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación.

La sentencia impugnada y los documentos del expediente, po-
nen de manifiesto, que H. J. H. T., parte civil, en el proceso a
cargo de los prevenidos A. S., J. R. H., y R. H. ahora recurrentes,
por - órgano de su abogado Dr. R. P. F., se limitó por ante la Corte
a-qua, a solicitar una reapertura de debates, y en ningún momento
presentó conclusiones al fondo, por lo que la sentencia que pro-
nunció el rechazamiento de su constitución en parte civil, y con-
secuencialmente la revocación de la decisión del Juez de primer
grado que le habla acordado una indemnización, al ser dictada en
defecto, y no existir constancia de que dicha sentencia le haya
sido notificada al defectuante, hoy recurrente, para poner a co-
rrer el plazo de la oposición, hay que admitir, que en el caso, cuan-
do se interpuso el presente recurso extraordinario de casación.
aún estaba abierta en favor del recurrente, el recurso ordinario
de la oposición. y en tales circunstancias, dicho recurso no era
admisible, y que el plazo para interponerlo no empezaba a con-
tarse sino desde el dia en que la oposición no fuere admisible;
por lo que al ser extemporáneo el recurso que se examina, pro-
cede declararlo inadmisible.

Cas. 18 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1087.
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CASACION.— Plazo.— Vencimiento en período de vacaciones
judiciales.— Asunto laboral.— Habilitación del día para hacer el
depósito del memorial.— Articulo 15 de la Ley de Organización
judicial.— Recurso inadmisible por tardio.

Tal como lo admiten las partes en litis, y da constancia la sen-
tencia impugnada y los documentos del expediente, el fallo ahora
impugnado en casación fue dictado el 21 de noviembre de 1977
y notificado a la actual recurrente el 18 de enero de 1978, por el
Alguacil M. A. A. C., Ordinario del Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional; que como, el plazo de dos meses otorgado
por el articulo 5 de la Ley sobre Procedimietno de Casación ven-
cía el 19 de marzo de 1978, por ser francos los plazos establecidos
en dicha Ley; que al ser domingo el último dia, o sea el 19 de
marzo de 1978, el plazo para recurrir en casación se prorrogaba
hasta el lunes 20 del mismo mes y año; que, si es :ierto que el
día 20 de marzo de 1978 era Lunes Santo, período Le vacaciones
judiciales, no es menos cierto, que por aplicación ....el artículo 15
de la Ley de Organización Judicial, el plazo para recurrir no que-
da suspendido por el solo hecho de que se encuentra comprendido,
o se venza, dentro del período de las vacaciones judiciales; que
para el caso la recurrente estaba en la obligación de solicitar del
Presidente de la Suprema Corte de Justicia la habilitación de ese
día para depositar dicho memorial, al tenor de lo que dispone el
artículo 15 de la Ley de Organización Judicial; que , por consi-
guiente, al depositarlo el 27 de marzo de 1978 lo hizo fuera del
plazo señalado en el articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación; por todo lo cual, el presente recurso de casación debe
ser declarado inadmisible por tardío.

Cas. 8 Junio 1979, B. J. 823. Pág. 997.

CASACION.— Perención del recurso.— Sentencia en Cámara
de Consejo.

a J. 827. Oct. 1979, Págs. 2069 al 2084.

CASACION.— Perención del recurso.

B. J. 826, Septiembre 1979, Págs. 1739 a 1790.

CASACION,— Perención del recurso.

13. J. 828. Noviembre 1979, Pág. 2387 a 2407.

CASACION.— Perención.

Cas. 6 Diciembre 1979, B. J. 829. Págs. 2669, y 2675 a 2693.

CASACION.— Prevenido a quien le declaran caduco su re-
curso de apelación.— Examen del recurso de casación del prevenido.
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1977, acto instrumentado de ese mismo día, mes y año por el Al-
guacil de Estrados de la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, D. G. H.; que los hoy recu-
rrentes interpusieron su recurso en fecha 31 de mayo de 1977, o
sea vencido el plazo de 10 días, establecido por el articulo 29 de
la Ley en esta materia, segpn se comprueba por el acta levantada
en ocasión del recurso de esa misma fecha, y que consta en el
expediente; que en la especie, y por todo lo antes expuesto, pro-
cede declarar inadmisibles por tardío los recursos interpuestos por
los recurrentes, sin necesidad de otra ponderación.

Cas. 21 Septiembre, 1979, B. J. 826, Pág. 1715.

CASACION.— Materia Penal.— Recurso nulo por no haber
sido motivado.— Desistimiento frustratorio.

En la especie, los citados recurrentes ni en el acta declarativa
de sus recursos, ni por escrito posterior alguno, han expuesto los
medios en que lo fundan, como lo exige a pena de nulidad el ar-
tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que por lo
tanto al ser nulos los referidos recursos, el desistimiento de los
mismos es frustratorio, por lo que no procede dar acta alguna
de ello.

Cas. 5 Diciembre 1979, 13. J. 829, Pág. 2997.

CASACION.— Materia penal.— Violación de propiedad.— Sen-
tencia en defecto, susceptible de oposición. — Recurso de casación
inadmisible.— Arts. I y 30 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación.

La sentencia impugnada y los documentos del expediente, po-
nen de manifiesto, que H. J. H. T., parte civil, en el proceso a
cargo de los prevenidos A. S., J. R. H., y R. H., ahora recurrentes,
por órgano de su abogado Dr. R. P. F., se limitó por ante la Corte
a-qua, a solicitar una reapertura de debates, y en ningún momento
presentó conclusiones al fondo, por lo que la sentencia que pro-
nunció el rechazamiento de su constitución en parte civil, y con-
secuencialmente la revocación de la decisión del Juez de primer
grado que le habla acordado una indemnización, al ser dictada en
defecto, y no existir constancia de que dicha sentencia le haya
sido notificada al defectuante, hoy recurrente, para poner a co-
rrer el plazo de la oposición, hay que admitir, que en el caso, cuan-
do se interpuso el presente recurso extraordinario de casación.
aún estaba abierta en favor del recurrente, el recurso ordinario
de la oposición, y en tales circunstancias, dicho recurso no era
admisible, y que el plazo para interponerlo no empezaba a con-
tarse sino desde el día en, que la oposición no fuere admisible;
por lo que al ser extemporáneo el recurso que se examina, pro-
cede declararlo inadmisible.

Cas. 18 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1087.
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CASACION.— Plazo.— Vencimiento en período de vacaciones
judiciales.— Asunto laboral.— Habilitación del día para hacer el
depósito del memorial.— Articulo 15 de la Ley de Organización
judicial.— Recurso inadmisible por tardio.

Tal como lo admiten las partes en litis, y da constancia la sen-
tencia impugnada y los documentos del expediente, el fallo ahora
impugnado en casación fue dictado el 21 de noviembre de 1977
y notificado a la actual recurrente el 18 de enero de 1978, por el
Alguacil 151. A. A. C., Ordinario del Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional; que como, el plazo de dos meses otorgado
por el articulo 5 de la Ley sobre Procedimietno de Casación ven-
cía el 19 de marzo de 1978, por ser francos los plazos establecidos
en dicha Ley; que al ser domingo el último día, o sea el 19 de
marzo de 1978, el plazo para recurrir en casación se prorrogaba
hasta el lunes 20 del mismo mes y año; que, si es :ierto que el
dia 20 de marzo de 1978 era Lunes Santo, período le vacaciones
Judiciales, no es menos cierto, que por aplicación Le1 artículo 15
de la Ley de Organización Judicial, el plazo para recurrir no que-
da suspendido por el solo hecho de que se encuentra comprendido,
o se venza, dentro del período de las vacaciones judiciales; que
para el caso la recurrente estaba en la obligación de solicitar del
Presidente de la Suprema Corte de Justicia la habilitación de ese
día para depositar dicho memorial, al tenor de lo que dispone el
artículo 15 de la Ley de Organización Judicial; que , por consi-
guiente, al depositarlo el 27 de marzo de 1978 lo hizo fuera del
plazo señalado en el articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación; por todo lo cual, el presente recurso de casación debe
ser declarado inadmisible por tardío.

Cas. 8 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 997.

CASACION— Perención del recurso.— Sentencia en Cámara
de Consejo.

R. J. 827, Oct. 1979, Págs. 2069 al 2084.

CASACION,— Perención del recurso.
B. J. 826, Septiembre 1979, Págs. 1739 a 1790.

CASACION.— Perención del recurso.
B. J. 828, Noviembre 1979, Pág. 2387 a 2407.

CASACION.— Perención.

Cas. 6 Diciembre 1979, B. J. 829, Págs. 2669 , y 2675 a 2693.

CASACION-- Prevenido a quien le declaran caduco su re-
curso de apelación.— I.Pcanien del recurso de casación del prevenido.
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La declaratoria de caducidad de un :acurso de apelación . por
no haber sido interpuesto dentro de los plazos de Ley, no atribuye
a la sentencia que así lo ha dispuesto la autoridad de la cosa irre-
vocablemente juzgada, cuando, como en la especie, la vía de casa-
ción no esté vedada a las partes; que, por lo tanto, el medio de

inadmisión propuesto se desestima por carecer de fundamento.

Cas. 20 Junio 1979, 13. 3. 82.3. Pág. 1102.

CASACION.— Recurso inadmisible.— Medio suplido de oficio.
Compensación de costas.

Cas. 18 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1087.

CASACION.— Recurso interpuesto contra una sentencia en
defecto susceptible del recurso de oposición.— Articulo 5 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación.

•
En la especie, la sentencia impugnada fue pronunciada en de-

fecto contra el recurrente, y éste no ha establecido que la referida
sentencia le fuera notificada y, que, Consecuentemente, el plazo
de la oposición a él otorgado estuviese vencido el día en que in-
terpuso el presente recurso de casación; que, en tales condiciones,
el recurso de que se trata es prematuro por haber sido interpuesto
aún antes de empezar a correr el plazo de la oposición.

Cas. 19 Marzo 1979, B. J. 820, Pág. 477.

CASACION.— Recurso interpuesto contra una sentencia dic-
tada en relación con el estado civil de los litigantes. Desistimiento
del recurso.— Valides del desistimiento.

En la especie, la recurrente, R. N. M. R. de C., ha desistido,
pura y simplemente, del recurso de casación de que se trata; que
dicho desistimiento ha sido aceptado por la parte recurrida.

Cas. 26 Octubre 1979. B. 3. 827, Pág. 2031.

CASACION.— Recurso interpuesto contra una sentencia del
Tribunal Superior de Tierras.— Emplazamiento notificado en el
bufete del abogado que los asistió en el proceso que dio origen al
fallo impugnado.— Nulidad del recurso.

Tal como lo alegan los recurridos, el artículo 135 de la Ley
de Registro de Tierras: "cuando el Tribunal de Tierras haya or-
denado el registro de derechos en forma innominada en favor de
una sucesión, la parte que quiera recurrir en casación deberá ha-
cerlo siguiendo las reglas del derecho común, pero la notificación
del emplazamiento se considerará válidamente hecha, en manos de
la persona que ha asumido ante el Tribunal de Tierras la repre-
sentación de la sucesión gananciosa, y en manos de aquellos mierro
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de dicha suceso suyos nombres figuran en el proceso, los
. ,•s deberá obtener la parte interesada por medio de una cer-
ación expedida por el Secretario del Tribunal; además, el em-

¡Lavamiento deberá ser notificado también al abogado del Estado,
para que éste, en la forma en que acostumbra hacer el Tribunal
sus notificaciones, entere a las partes interesadas; que los recu-
rrentes no llenaron esas formalidades exigidas por la Ley, puesto
que notificaron el emplazamiento a los sucesores R., nominados en
ja sentencia impugnada, en el bufete del abogado que los asistió
por ante el Tribunal Superior de Tierras, en el proceso que dio
lugar al fallo objeto del recurso de casación de que se trata; que
para que esa notificación produjera su efecto era obligatorio haber
hecho la notificación: "en manos de aquellos miembros de dicha
sucesión cuyos nombres figuran en el proceso"; lo que no se hizo;
que en consecuencia, el recurso de que se trata debe ser declarado
nulo, sin necesidad de examinar los medios del recurso.
ir

Cas. 30 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 931.

CASACION.— Recurso notificado en el domicilio del abogado
de los recurridos que los defendió por ante el Tribunal de Tie-
rras.— Irregularidad que no ha causado perjuicio.— Validez.

El examen de los documentos del expediente revela que los
recurrentes notificaron su recurso a los recurridos en el domicilio
de su abogado, el Lic. M. A. R. M.. quien los había representado
en su reclamación ante el Tribunal de Tierras; que aún cuando
dicho emplazamiento fue notificado en el domicilio de elección de
los recurridos, ello no ha irrogado ningún perjuicio al derecho de
defensa de dichos recurridos, como lo demuestra su constitución
de abogado, y su propio escrito contentivo de su memorial de
defensa; que en tales circunstancias es obvio que los recurridos
carecen de interés en proponer este medio de inadmisión por no
haberse lesionado su derecho de defensa.

Cas. 22 Octubre 1979 , B. J. 827, Pág. 2007.

CASACION.— Sentencia preparatoria.— Recurso inadmisible.
Articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

En la especie, en la sentencia impugnada se ordena la fusión
de los dos expedientes formados con motivo de las audiencias del
18 de agosto y 8 de septiembre de 1977, fijadas en relación con el
mismo asunto;y "ordena la comunicación reciproca por vía de la
Secretaría de la Corte a-qua, en el plazo legal, de los documentos
que emplearán las partes"; que por todo cuanto se ha expuesto es
evidente que la sentencia impugnada no resuelve ni prejuzga el
fondo por lo que es preparatoria, y conforme lo dispone el articu-
lo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación no se puede inter-
poner el recurso "contra ella sino después de la sentencia defini-
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La declaratoria de caducidad de un 1( curso de apelación por
no haber sido interpuesto dentro de los plazos de Ley, no atribuye
a la sentencia que así lo ha dispuesto la autoridad de la cosa irre-
vocablemente juzgada, cuando, como en la especie, la vía de casa-
ción no esté vedada a las partes; que, por lo tanto, el medio de
inadmisión propuesto se desestima por carecer de fundamento.

Cas. 20 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1102.

CASACION.— Recurso inadmisible.— Medio suplido de oficio.
Compensación de costas.

Cas. 18 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1087.

CASACION.— Recurso interpuesto contra una sentencia en
defecto susceptible del recurso de oposición.— Articulo 5 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación.

En la especie, la sentencia impugnada fue pronunciada en de-
fecto contra el recurrente, y éste no ha establecido que la referida
sentencia le fuera notificada y, que, Consecuentemente, el plazo
de la oposición a él otorgado estuviese vencido el dio en que in-
terpuso el presente recurso de casación; que, en tales condiciones.
el recurso de que se trata es prematuro por haber sido interpuesto
aún antes de empezar a correr el plazo de la oposición.

Cas. 19 Marzo 1979, 13. J. 820, Pág. 477.

CASACION.— Recurso interpuesto contra una sentencia dic-
tada en relación con el estado civil de los litigantes. Desistimiento
del recurso.— Validez del desistimiento.

En la especie, la recurrente, R. N. M. R. de C., ha desistido,
pura y simplemente, del recurso de casación de que se trata: que
dicho desistimiento ha sido aceptado por la parte recurrida.

Cas. 26 Octubre 1979. B. J. 827, Pág. 2031.

CASACION.— Recurso interpuesto contra una sentencia del
Tribunal Superior de Tierras.— Emplazamiento notificado en el
bufete del abogado que los asistió en el proceso que dio origen al
fallo impugnado.— Nulidad del recurso.

Tal como lo alegan los recurridos, el artículo 135 de la Ley
de Registro de Tierras: "cuando el Tribunal de Tierras haya or-
denado el registro de derechos en forma innominada en favor de
una sucesión, la parte que quiera recurrir en casación deberá ha-
cerlo siguiendo las reglas del derecho común, pero la notificación
del emplazamiento se considerará válidamente hecha, en manos de
la persona que ha asumido ante el Tribunal de Tierras la repre-
sentación de la sucesión gananciosa, y en manos de aquellos miem-
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de dicha	 e.-ión cuyos nombres figuran en el proceso, los
deberá obtener la parte interesada por medio de una cer-

ación expedida por el Secretario del Tribunal; además, el em-
p.aiarniento deberá ser notificado también al abogado del Estado,
para que éste, en la forma en que acostumbra hacer el Tribunal
sus notificaciones, entere a las partes interesadas; que los recu-
rrentes no llenaron esas formalidades exigidas por la Ley, puesto
que notificaron el emplazamiento a los sucesores R., nominados en
la sentencia impugnada, en el bufete del abogado que los asistió
por ante el Tribunal Superior de Tierras, en el proceso que dio
lugar al fallo objeto del recurso de casación de que se trata; que
para que esa notificación produjera su efecto era obligatorio haber
hecho la notificación: "en manos de aquellos miembros de dicha
sucesión cuyos nombres figuran en el proceso"; lo que no se hizo:
que en consecuencia, el recurso de que se trata debe ser declarado
nulo, sin necesidad de examinar los medios del recurso.

Cas. 30 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 931.

CASACION.— Recurso notificado en el domicilio del abogado
de los recurridos que los defendió por ante el Tribunal de Tie-
rras.— Irregularidad que no ha causado perjuicio.— Validez.

El examen de los documentos del expediente revela que los
recurrentes notificaron su recurso a los recurridos en el domicilio
de su abogado, el Lic. NI. A. R. M., quien los había representado
en su reclamación ante el Tribunal de Tierras; que aún cuando
dicho emplazamiento fue notificado en el domicilio de elección de
los recurridos, ello no ha irrogado ningún perjuicio al derecho de
defensa de dichos recurridos, como lo demuestra su constitución
de abogado, y su propio escrito contentivo de su memorial de
defensa; que en tales circunstancias es obvio que los recurridos
carecen de interés en proponer este medio de inadmisión por no
haberse lesionado su derecho de defensa.

Cas. Z2 Octubre 1979 , B. J. 827. Pág. 2007.

CASACION.— Sentencia preparatoria.— Recurso inadmisible.
Articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

En la especie, en la sentencia impugnada se ordena la fusión
de los dos expedientes formados con motivo de las audiencias del
18 de agosto y 8 de septiembre de 1977, fijadas en relación con el
mismo asunto; y "ordena la comunicación reciproca por vía de la
Secretaría de la Corte a-qua, en el plazo legal, de los documentos
que emplearán las partes"; que por todo cuanto se ha expuesto es
evidente que la sentencia impugnada no resuelve ni prejuzga el
fondo por lo que es preparatoria, y conforme lo dispone el articu-
lo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación no se puede inter-
poner el recurso "contra ella sino después de la sentencia defini-
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tiva". por lo que, la admisit; propuclita V)r el recurrido debe ser
acogida: sin que proceda ponderar los medios propuestos por el
recurrente.

Cas. 15 Agosto 1979, 13. J. 225, Pág. 1549.

CHEQUE.— Expedición de cheque con provisión de fondo.—
Rehusamiento de pago.— Falta imputable al Banco.— Reparación

-del daño.— Indemnización.— Monto.

Si bien es cierto que los Jueces del fondo son soberanos para
apreciar la magnitud de los daños sufridos, y, en consecuencia.
para fijar el monto de las indemnizaciones. también es cierto que
la suma fijada no debe ser irrazonable, ni por exceso ni por de-
fecto, cuestión sobre la que la Suprema Corte de Justiefa debe
ejercer su poder de control; en la especie, la Suprema Corte de
Justicia, estima que la suma de RDS30,000.00, fijada para reparar
los daños sufridos por la Dra. L. de A., con motivo del rehusa-
miento del pago del mencionado cheque, es irrazonable por exhor-
bitante. y, en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser ca-
sada en ese aspecto, únicamente.

Cas. 29 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 2055.

CITACION.— Persona condenada sin haber sido debidamente
citada.— Art. 8, inciso 2, letra .1, de la Constitución.

Cas. 9 Mayo 1979, B. J. 822. Pág. 803.

CITACION.— Prevenido condenado sin, habérsele citado.—
Recurso de casación del prevenido.— La casación de la sentencia
aprovecha a todas las partes.

La letra	 del párrafo segundo del artículo 8 de la Constitu-
ción de la República establece que "nadie podrá ser juzgado sin
haber sido oído o debidamente citado. ete."., que en consecuencia.
al no haber sido citado el prevenido A. R. G., para la audiencia en
que fue juzgado, procede casar la sentencia impugnada sin que
haya necesidad de ponderar los demás alegatos de los recurrentes,
ye que dicha casación aprovecha a todos los recurrentes.

Cas. 18 Abril 1979, 13. J. 821, Pág. 632.

COMUNIDAD MATRI3IONIAL.— Divorcio.— Partición de la
comunidad.— Tribunal competente.— Domicilio del marido deman-
dado.— Discusión acerca del domicilio.— Facultad de los jueces
del fondo.

La cuestión de saber dónde está situado el principal estable-
cimiento de una persona, o sea su domicilio, es esencialmente una
cuestión de hecho, cuya solución, en caso de contestación, perte-
nece soberanamente a los Jueces del fondo y escapan al control
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d. ia casación; que la Corte a-qua pudo, como lo hizo, dentro de
sus poderes de apreciación, determinar que el domicilio del de-
mandado, actual recurrente en casación, estaba situado en la ju-
risdicción de Santiago, y, por consiguiente , procedió correctamente
al rechazar la excepción dei ncompetencia propuesta por él.

Cas. 1 Agosto 1979, 13. J. 825 Pág. 1427.

CONFISCACION.— Sentencia del Tribunal de Confiscación.—
Casación.— Plazo de un mes— Recurso inadmisible por tardío.

El examen del expediente pone de manifiesto que, tal como
lo afirman los recurridos, la notificación de la sentencia de la
Corte de Apelación de Santo Domingo a los ahora recurrentes fue
efectuada el 16 de noviembre de 1976, por acto No. 309 del Algua-
cil de Estrados del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Espaillat, J. D. P. 1-1., cédula No. 17492, serie 54; que el
recurso de casación se interpuso el 14 de enero de 1977, o sea
tardiamente, aún teniendo en cuenta la distancia de los recurren-
tes respecto a la ciudad de Santo Domingo.

Cas. 7 marzo 1979, 13. J. 820, Pág. 352.

CONFISCACIONES.— Tribunal de Confiscaciones.— Instancia
de apoderamiento.— Notificación dentro de los 3- días del depósito
de esa Instancia en la Secretaria de la Corte de Apelación.

La sentencia impugnada y las piezas del expediente ponen de
manifiesto, que por ante la Corte a-qua, no fue suscitada por nin-
guna de las partes, ninguna irregularidad de procedimiento, pre-
sentando ambas conclusiones al fondo, lo que sería suficiente para
desestimar por falta de interés, o cuestión nueva, el medio que se
examina; y además conviene señalar, que los cinco dias de que
habla el articulo 19 de la Ley 5924, comenzaban a correr no a par-
tir de la fecha de la instancia, sino a partir de su depósito, en la
Corte a-qua, que lo fue el 14 de octubre de 1971 , de modo pues,
que al haber sido notificada la misma el 19 de dicho mes y año,
lo fue dentro del plazo de ley, por lo que en todo caso, este medio
de casación carecería de fundamento y procede que sea deses-
timado.

Cas. 29 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1647.

CONFISCACIONES.— Tribunal de Confiscaciones.— Señora
que compra una casa a una persona que luego fue confiscada por
ser pariente de Trujillo.— Venta condicioanl de inmuebles.— Pri-
vilegio del Estado sobre el saldo no pagado.

La señora A. A. M. M., si ha demostrado pruebas legales que
es la legitima propietaria de dicho solar; que el Estado Dominicano
solicita que le sea devuelta la suma de Cuatrocientos Noventa pe-  
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tiva'', por lo que, la acinusi(n. prop_leata por el recuri.do debe ser
acogida: sin que proceda ponderar los medios propuestos por cl
recurrente.

Cas. 15 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1549.

CHEQUE.— Espadón de cheque con provisión de fondo.—
Rehusamiento de pago.— Falta imputable al Banco. — Reparación
del daño.— Indemnización.— Monto.

Si bien es cierto que los Jueces del fondo son soberanos para
apreciar la magnitud de los daños sufridos, y. en consecuencia.
para fijar el monto de las indemnizaciones, también es cierto que
la suma fijada no debe ser irrazonable. ni por exceso ni por de-
fecto. cuestión sobre la que la Suprema Corte de Justicia debe
ejercer su poder de control: en la especie, la Suprema Corte de
Justicia, estima que la suma de TIDS30,000.00, fijada para reparar
los daños sufridos por la Dra. L. de A., con motivo del rehusa-
miento del pago del mencionado cheque, es irrazonable por exhor-
bitante, y. en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser ca-
sada en ese aspecto, únicamente.

Cas. 29 octubre 1979. B. J. 827, Pág. 2055.

CITACION.— Persona condenada sin haber sido debidamente
citada.— Art. 8, inciso 2, letra J, de la Constitución.

Cas. 9 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 803.

CITACION.— Prevenido condenado sin, halxrsele citado.—
Recurso de casación del prevenido.— La casación de la sentencia
aprovecha a todas las partes.

La letra ji del párrafo segundo del articulo 8 de la Cónstitu-
ción de la República establece que "nadie podrá ser juzgado sin
haber sido oído o debidamente citado. etc."., que en consecuencia,
al no haber sido citado el prevenido A. R. G., para la audiencia en
que fue juzgado, procede casar la sentencia impugnada sin que
haya necesidad de ponderar los demás alegatos de los recurrentes,
ye que dicha casación aprovecha a todos los recurrentes.

Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 632.

COMUNIDAD 3IATRIMONIAL.— Divorcio.— Partición de la
comunidad.— Tribunal competente.— Domicilio del marido deman-
dado.— Discusión acerca del domicilio.— Facultad de los jueces
del fondo.

La cuestión de saber dónde está situado el principal estable-
cimiento de una persona, o sea su domicilio, es esencialmente una
cuestión de hecho, cuya solución, en caso de contestación, perte-
nece soberanamente a los Jueces del fondo y escapan al control
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de la casación; que la Corte a-qua pudo, como lo hizo, dentro de
sus poderes de apreciación, determinar que el domicilio del de-
mandado, actual recurrente en casación, estaba situado en la ju-
risdicción de Santiago, y, por consiguiente , procedió correctamente
al rechazar la excepción dei ncompetencia propuesta por él.

Cas. 1 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1427.

CONFISCACION.— Sentencia del Tribunal de Confiscación.—
Casación.— Plazo de un mes.— Recurso inadmisible por tardío.

El examen del expediente pone de manifiesto que, tal como
lo afirman los recurridos, la notificación de la sentencia de la
Corte de Apelación de Santo Domingo a los ahora recurrentes fue
efectuada el 16 de noviembre de 1976, por acto No. 309 del Algua-
cil de Estrados del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Espaillat, J. D. P. H., cédula No. 17492, serie 54; que el
recurso de casación se interpuso el 14 de enero de 1977, o sea
tardiamente, aún teniendo en cuenta la distancia de los recurren-
tes respecto a la ciudad de Santo Domingo.

Cas. 7 marzo 1979, B. J. 820, Pág. 352.

CONFISCACIONES.— Tribunal de Confiscaciones.— Instancia
de apoderamiento.— Notificación dentro de las 5 días del depósito
de esa Instancia en la Secretaria de la Corte de Apelación.

1:`	 La sentencia impugnada y las piezas del expediente ponen de
manifiesto, que por ante la Corte a-qua, no fue suscitada por nin-
guna de las partes, ninguna irregularidad de procedimiento, pre-
sentando ambas conclusiones al fondo, lo que sería suficiente para
desestimar por falta de interés, o cuestión nueva, el medio que se
examina; y además conviene señalar, que los cinco días de que
habla el articulo 19 de la Ley 5924, comenzaban a coi rer no a par-
tir de la fecha de la instancia, sino a partir de su depósito, en la
Corte a-qua, que lo fue el 14 de octubre de 1971, de modo pues,
que al haber sido notificada la misma el 19 de dicho mes y año,
lo fue dentro del plazo de ley, por lo que en todo caso, este medio
de casación carecería de fundamento y procede que sea deses-
timado.

Cas 29 Agosto 1979. B. J. 825, Pág. 1647.

CONFISCACIONES.— Tribunal de Confiscaciones.— Señora
que compra una casa a una persona que luego fue confiscada por
ser pariente de Trujillo.— Venta condicioanl de inmuebles.— Pri-
vilegio del Estado sobre el saldo no pagado.

La señora A. A. M. M., sí ha demostrado pruebas legales que
es la legitima propietaria de dicho solar; que el Estado Dominicano
solicita que le sea devuelta la suma de Cuatrocientos Noventa pe-
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sos Oro (RD$490.00) que A. A. M. M., adeuda a A. J. S. T. de M ,
(persona confiscada); que A. A. M. M., adeuda para saldo del So-
lar No. 31-Prov. (dentro del solar No. 1-A-1) de la Manzana No.
911 del D. C. No. 1 del Distrito Nacional, a A. J. S. T. de M., la
suma de Cuatrocientos Noventa pesos oro (RD8490.00), que pro-
cede que esta suma le seá reconocida al Estado Dom., como privi-
legio, sobre la venta de dicho solar.

Cas. 29 Agosto 1979, 13. J. 825, Pág. 1647.

CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO.— Jurisdicción.— Recur-
so.— Impuesto sobre la Renta.— Sumas giradas al exterior.— Ar-
tículo 35, párrafo II de la Ley 5911 de 1962.

En la especie se trata de sumas giradas al exterior por la re-
currente, por mediación de su casa matriz, de donde, la Dirección
G. del Impuesto sobre la Renta ha aplicado correctamente el pá-
rrafo II del Art. 55 de la Ley No. 5911 del 22 de mayo de 1962:
que el párrafo II del Art. 55 de la Ley No. 5911 de Impuesto sobre
In Renta establece que "cuando las rentas a que se refiere este
articulo sean giradas o acreditadas al exterior serán gravadas ade-
más con un dieciocho (18%) por ciento único, sujeto a retención";
que los razonamientos contenidos en la Resolución recurrida, co-
rroborados por los documentos que reposan en el expediente for-
mado con motivo del recurso contencioso-administrativo y del ex-
pediente completo del presente casó remitido por la Dirección
General del Impuesto sobre la Renta obtemperando a una medida
de instrucción dictada por este Tribunal, ponen al Tribunal Su-
perior Administrativo en condiciones de declarar que en el pre-
sente caso se ha hecho una buena aplicación de las disposiciones
legales existentes sobre la materia, por lo que procede rechazar
el recurso interpuesto por el Conjunto Económico supra indicado.

Cas. 10 Agosto 1979, B. J. 825. Pág. 1502.

CONTENCIOSO-AMINLSTRATIVO.— Jurisdicción.— Recur-
so contra una Resolución de la Comisión para la Aplicación de
las Leyes Agrarias.— Artículos 24, 23, 26 y 27 de la Ley 1494
de 1947.

El articulo 24 de la Ley Núm. 1494 del 1947, cuya violación
invocan los recurrentes reza textualmente: "Al recibir la instan-
cia, el Presidente del Tribunal dictará un auto ordenando que sea
comunicada al Procurador General Administrativo o al deman-
dante, según fuere el caso"; que en la especie se trata de un caso
en que la instancia elevada por el recurrido debió ser notificada
al demandado; que no hay constancia en la sentencia impugnada
ni en el expediente de que esto se hubiere hecho, a fin de que
se pudiera dar cumplimiento a los artículos 25, 26 y 27 de la citada
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Ley; que, en tales condiciones, es evidente que no sólo se violó
el articulo 24 de la Ley Núm. 1494, del 1947, sino, además, el de-
recho de defensa de los recurrentes.

Cas. 6 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1482.

CONTRATO DE TRABAJO.— Abogado que no asiste a la au-
diencia de primer grado y luego solicita una reapertura de deba-
tes.— Rechazamiento de esa medida.

En la sentencia impugnada se expresa, entre otras cosas, lo
siguiente: que los argumentos que hacen valer los apelantes para
que sean reabiertos los debates no tienen fundamento, ya que para
ordenar esta medida es preciso que se ofrezca depositar documen-
tos nuevos que puedan variar la suerte del proceso o que scan
decisivos para la solución del mismo, lo que no se ha hecho en el
caso: que también se expresa en la sentencia impugnada, que las
partes habían depositado sus documentos y los actuales recurren-
tes no ofrecieron depositar otros nuevos apoyos de su defensa, co-
mo base de su pedimento de reapertura de debates, por lo que la
Cámara a-qua procedió correctamente al rechazar el referido pe-
dimento y por tanto carecen de fundamento los argumentos invo-
cados a este respecto por los recurrentes.

Cas. 22 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1592.

CONTRATO DE TRABAJO.— Acta de no conciliación redac-
tada en el Departamento de Trabajo.— Interpretación de dicha
acta.— Reclamaciones contenidas en un acto de alguacil.

En la especie, la Cámara a-qua al examinar el acta del 14 de
febrero de 1975 aludida, estimó que en el preliminar de concilia-
ción exigido por la Ley, el obrero reclamó además de las presta-
ciones laborales las reclamaciones contenidas en el acto del 7 de
febrero mencionado, donde se reclama el pago de los salarios
adeudados por el tiempo de la suspensión según ha comprobado
esta Suprema Corte de Justicia: que, en consecuencio, el medio
que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2415.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación.— Plazo franco.

En la sentencia impugnada se expresa que como la sentencia
del Juez del primer grado fue notificada a la actual recurrente el
23 de diciembre de 1975. el plazo de 30 días acordado por el ar-
tículo 61 de la Ley No. 637 sobre Contrato de Trabajo, para inter-
poner el recurso de apelación, había vencido el 27 de enero del
1976, fecha en que dicho recurso fue interpuesto; que esta Corte
estima que , en efecto, dicho plazo, que es franco, venció el 23 de
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sos Oro (RD$490.00) que A. A. M. M., adeuda a A. J. S. T. de M.,
(persona confiscada); que A. A. M. M., adeuda para saldo del So-
lar No. 31-Prov. (dentro del solar No. 1-A-1) de la Manzana No.
911 del D. C. No. 1 del Distrito Nacional, a A. J. S. T. de M., la
suma de Cuatrocientos Noventa pesos oro (RD$990.00), que pro-
cede que esta suma le sed reconocida al Estado Dom., como privi-
legio, sobre la venta de dicho solar.

Cas. 29 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1&47.

CONTENCIOSO -ADMINISTRATIVO.— Jurisdicción.— Recur-
so.— Impuesto sobre la Renta.— Sumas giradas al exterior.— Ar-
ticulo 55, párrafo 11 de la Ley 5911 de 1962.

En la especie se trata de sumas giradas al exterior por la re-
currente, por mediación de su casa matriz, de donde, la Dirección
G. del Impuesto sobre la Renta ha aplicado correctamente el Pá-
rrafo II del Art. 55 de la Ley No. 5911 del 22 de mayo de 1962:
que el párrafo II del Art. 55 de la Ley No. 5911 de Impuesto sobre
la Renta establece que "cuando las rentas a que se refiere este
artículo sean giradas o acreditadas al exterior serán gravadas ade-
más con un dieciocho 1185.) por ciento único, sujeto a retención";
que los razonamientos contenidos en la Resolución recurrida, co-
rroborados por los documentos que reposan en el expediente for-
mado ron motivo del recurso contencioso-administrativo y del ex-
pediente completo del presente casó remitido por la Dirección
General del Impuesto sobre la Renta obtemperando a una medida
de instrucción dictada por este Tribunal, ponen al Tribunal Su-
perior Administrativo en condiciones de declarar que en el pre-
sente caso se ha hecho una buena aplicación de las disposiciones
legales existentes sobre la materia. por lo que procede rechazar
el recurso interpuesto por el Conjunto Económico supra indicado.

Cas. 10 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1502.

CONTENCIOSO-AD31INISTRATIVO.— Jurisdicción.— Recur-
so contra una Resolución de la Comisión para la Aplicación de
las Leyes Agrarias.— Artículos 24, 25, 26 y 27 de la Ley 1494
de 1947.

El articulo 24 de la Ley Núm. 1494 del 1947, cuya violación
invocan los recurrentes reza textualmente: "Al recibir la instan.
cia, el Presidente del Tribunal dictará un auto ordenando que sea
comunicada al Procurador General Administrativo o al deman-
dante, según fuere el caso"; que en la especie se trata de un caso
en que la instancia elevada por el recurrido debió ser notificada
al demandado; que no hay constancia en la sentencia impugnada
ni en el expediente de que esto se hubiere hecho, a fin de que
se pudiera dar cumplimiento a los artículos 25. 26 y 27 de la citada
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Ley; que. en tales condiciones, es evidente que no sólo se violó
el artículo 24 de la Ley Núm. 1494, del 1947, sino, además, el de-
recho de defensa de los recurrentes.

Cas. 6 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1982.

CONTRATO DE TRABAJO.— Ahogado que no asiste a la au-
diencia de primer grado y luego solicita una reapertura de deba-
tes.— Rechazamiento de esa medida.

En la sentencia impugnada se expresa, entre otras cosas, lo
siguiente: que los argumentos que hacen valer los apelantes para
que sean reabiertos los debates no tienen fundamento, ya que para
ordenar esta medida es preciso que se ofrezca depositar documen-
tos nuevos que puedan variar la suerte del proceso o que scan
decisivos para la solución del mismo, lo que no se ha hecho en el
caso: que también se expresa en la sentencia impugnada, que las
partes habían depositado sus documentos y los actuales recurren-
tes no ofrecieron depositar otros nuevos apoyos de su defensa, co-
mo base de su pedimento de reapertura de debates, por lo que la
Cámara a-qua procedió correctamente al rechazar el referido pe-
dimento y por tanto carecen de fundamento los argumentos invo-
cados a este respecto por los recurrentes.

Cas. 22 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1592.

CONTRATO DE TRABAJO.— Acta de no conciliación redac-
tada en el Departamento de Trabajo.— Interpretación de dicha
acta.— Reclamaciones contenidas en un acto de alguacil.

En la especie, la Cámara a-qua al examinar el acta del 19 de
febrero de 1975 aludida, estimó que en el preliminar de concilia-
ción exigido por la Ley, el obrero reclamó además de las presta-
ciones laborales las reclamaciones contenidas en el apto del 7 de
febrero mencionado, donde se reclama el pago de los salarios
adeudados por el tiempo de la suspensión según ha comprobado
esta Suprema Corte de Justicia; que, en consecuencio, el medio
que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2415.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación.— Plazo franco.

En la sentencia impugnada se expresa que como la sentencia
del Juez del primer grado fue notificada a la actual recurrente el
23 de diciembre de 1975, el plazo de 30 días acordado por el ar-
ticulo 61 de la Ley No. 637 sobre Contrato de Trabajo, para inter-
poner el recurso de apelación, habla vencido el 27 de enero del
1976, fecha en que dicho recurso fue interpuesto; que esta Corte
estima que, en efecto. dicho plazo, que es franco, venció el 23 de
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enero de 1975 y no el 25 de ese mes, et)ffill lo alega ic, recurrente;
que la Suprema Corte de Justicia estima que la Cámara a-qua
procedió correctamente al declarar inadmisible el referido recurso
de apelación por tardío.

Cas. 9 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2172.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación de una sentencia la-
boral hecha por declaración en la Secretaría del Juzgado de Paz.-
Art. 588 del Código de Trabajo no vigente.— Apelación inadmisi-
ble.— Inaplicación de la regla de "no hay nulidad sin agravió.'—
Casación por vía de supresión y sin envio.

Tal como lo alega el recurrente, los motivos que ha dado el
Juez a-quo para justificar su fallo, son erróneos, ya que el articulo
risa del Código de Trabajo, a que se alude en la sentencia impug-
nada, como base substancial de la misma, entra en las disposicio-
nes de dicho Código, que aún no han sido puestas en vigor y por
lo mismo sus disposiciones no palian ser tomadas como fundamento
para validar una apelación hecha en la Secretaria de un tribunal,
cuando en forma correcta debió ser hecha por acto de alguacil no-
tificado a la parte apelada, que asimismo , en el caso tampooc po-
dia hablarse de aplicación del principio, "no hay nulidad sin agra-
vios", pues no se trataba propiamente, de un vicio de nulidad de
forma de un acto de apelación, sino de una actuación que al no
estar autorizada por la ley, equivalía a la inexistencia misma del
recurso; por todo lo cual al estar fundada la sentencia iupugnada.
en motivos erróneos, y al casarse la sentencia impugnada por mo-
tivos de derecho suplidos por esta Suprema Corte, que no dejan
nada por juzgar,

, 
 casa el fallo impugnado por via de supresión y

sin (envío.

B. J. 824. Julio 1979 , Pág. 1308.

CONTRATO DE TRABAJO.— Carpintero que reclama el pago
de sus salarlos.— Sentencia carente de base legal.— Casación de
la misma.

En la especie, no existe una relación de los hechos y circuns-
tancias de la litis, por lo cual la Suprema Corte de Justicia, al
ejercer sus facultades de control, no ha podido determinar si la
Ley fue bien aplicada; que, si bien es verdad, que a los Jueces dei
fondo hay que reconocerles soberanía de apreciación sobre los ele-
mentos de juicio, no es menos cierto, que ellos están obligados.
so pena de incurrir en su fallo, en falta o insuficiencia de los mo-
tivos, dar las razones claras y precisas en que fundamentan sus
sentencias; que, en tales condiciones, el fallo impugnado debe ser
casado por falta de base legal, sin necesidad de ponderar el otro
medio del recurso.

Cas. 10 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 33.

L

CONTRATO DE TRABAJO.— tartas y memorándums envia-
dos por el patrono al Departamento de Trabajo.— Despido injus-
tificado.— Contrainformativo.— Renuncia a dicha medida de ins-
trucción.

Si bien es cierto, como lo alega la hoy recurrente, que en el
expediente reposan cartas memorándums dirigidas al Departamen-
to de Trabajo por medio de las cuales la Empresa apercibió en
tres oportunidades al trabajador R. de J. A., por alegadas faltas
cometidas en el ejercicio de su trabajo para concluir por ello, que
el despido fue justificado, asi como también 10 cartas y memorán-
dums que enviara al reclamante, sin constar en ninguna que fue-
ron recibidas por éste, no es menos cierto, que al ponderar dichos
documentos, la Cámara a-qua, expresa "que todos los documentos
son confeccionados por la empresa y en ninguna consta que las
acusaciones que se les hacen al reclamante fueron constatadas por
el Departamento de Trabajo u otra entidad oficial calificada, por
lo que los mismos no pueden hacer prueba en favor de la empresa,
y en contra del reclamante, ya que nadie puede crearse su propia
prueba y además, hay que tomar en cuenta que la empresa solicitó
un informativo ante el Juzgado a-quo y no lo celebró y ante esta
Cámara renunció al contrainformativo luego de varias prórrogas,
medidas estas dentro de las cuales pudo haber hecho todas las
pruebas útiles a sus intereses; que al no probar la empresa la
justa causa invocada como justificación del despido, procede de-
clarar injustificado el mismo.

Cas. 29 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 2061.

CONTRATO DE TRABAJO.— Casación.— Desistimiento.—
Sentencia de la Suprema Corte de Justicia que da arta del desis-
timiento y compensa las costas.

Cas., 19 febrero 1979, B. J. 819, Pág. 238.

CONTRATO DE TRABAJO.— Certificación expedida por el
Secretario de Estado de Obras Públicas en relación con la cons-
trucción de un Edificio del Estado.— Ponderación de ese docu-
mento.— Deber del Juey, laboral.

Es preciso admitir , que la Certificación expedida por el Secre-
tario de Obras Públicas, donde se hace constar que conforme do-
cumentos que reposan en la Dirección General de Edificaciones,
ha sido vaciado el techo (última losa) y todos los demás miembros
estructurales del edificio para oficinas del Estado Dominicano,
que construyó la firma B. A., S. A., en la manzana comprendida
entre las calles L. N., México, F. H., y E.. de esta ciudad; no le
mereció crédito al Juez a-quo, simplemente, por haber sido expe-
dido desde su despacho, porque no señala los documentos a que
se refiere , ni hay constancia de que se trasladara al lugar en que
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enero de 1975 y no el 25 de ese mes, como lo alega 1a recurrente;
que la Suprema Corte de Justicia estima que la Cámara a-qua
procedió correctamente al declarar inadmisible el referido recurso
de apelación por tardío. 	 •

Cas. 9 Noviembre 1979, B. J. 128, Pág. 2172.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación de una sentencia la-
boral hecha por declaración en la Secretaria del Juzgado de Paz.-
Art. 3118 del Código de Trabajo no vigente.— Apelación inadmisi-
ble.— Inaplicación de la regla de "no hay nulidad sin agravio'.'—
Casación por via de supresión y sin envio.

Tal corno lo alega el recurrente, los motivos que ha dado el
Juez a-quo para justificar su fallo, son erróneos, ya que el articulo
588 del Código de Trabajo, a que se alude en la sentencia impug-
nada, como base substancial de la misma, entra en las disposicio-
nes de dicho Código, que aún no han sido puestas en vigor y por
lo mismo sus disposiciones no podían ser tomadas como fundamento
para validar una apelación hecha en la Secretaría de un tribunal,
cuando en forma correcta debió ser hecha por acto de alguacil no-
tificado a la parte apelada, que asimismo, en el caso tampooc po-
día hablarse de aplicación del principio, "no hay nulidad sin agra-
vios", pues no se trataba propiamente, de un vicio de nulidad de
forma de un acto de apelación, sino de una actuación que al no
estar autorizada por la ley, equivalía a la inexistencia misma del
recurso; por todo lo cual al estar fundada la sentencia iupugnada,
en motivos erróneos, y al casarse la sentencia impugnada por mo-
tivos de derecho, suplidos por esta Suprema Corte, que no dejan
nada por juzgar, casa el fallo impugnado por via de supresión y
sin .envio.

B. J. 824, Julio 1979 , Pág. 1308.

CONTRATO DE TRABAJO.— Carpintero que reclama el pago
de sus salarios.— Sentencia carente de base legal.— Casación de
la misma.

En la especie, no existe una relación de los hechos y circuns-
tancias de la litis, por lo cual la Suprema Corte de Justicia, al
ejercer sus facultades de control, no ha podido determinar si la
Ley fue bien aplicada; que, si bien es verdad, que a los Jueces del
fondo hay que reconocerles soberanía de apreciación sobre los ele-
mentos de juicio, no es menos cierto, que ellos están obligados.
so pena de incurrir en su fallo. en falta o insuficiencia de los mo-
tivos, dar las razones claras y precisas en que fundamentan sus
sentencias; que, en tales condiciones, el fallo impugnado debe ser
casado por falta de base legal, sin necesidad de ponderar el otro
medio del recurso.

Cas. 10 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 33.

L

CONTRATO Di; TRABAJO.— tartas y memonindurns envia-
dos por el patrono al Departamento de Trabajo.— Despido injus-
tificado.— Contrainformativo.— Renuncia a dicha medida de ins-
trucción.

Si bien es cierto, corno lo alega la hoy recurrente, que en el
expediente reposan cartas memorándurrs dirigidas al Departamen-
to de Trabajo por medio de las cuales la Empresa apercibió en
tres oportunidades al trabajador R. de .1. A., por alegadas faltas
cometidas en el ejercicio de su trabajo para concluir por ello, que
el despido fue justificado, asi como también 10 cartas y memoran-
dums que enviara al reclamante. sin constar en ninguna que fue-
ron recibidas por éste, no es menos cierto, que al ponderar dichos
documentos, la Cámara a-qua, expresa "que todos los documentos
son confeccionados por la empresa y en ninguna consta que las
acusaciones que se les hacen al reclamante fueron constatadas por
el Departamento de Trabajo u otra entidad oficial calificada, por
lo que los mismos no pueden hacer prueba en favor de la empresa,
y en contra del reclamante, ya que nadie puede crearse su propia
prueba y además, hay que tomar en cuenta que la empresa solicitó
un informativo ante el Juzgado a-quo y no lo celebró y ante esta
Cámara renunció al contrainformativo luego de varias prórrogas,
medidas estas dentro de las cuales pudo haber hecho todas las
pruebas útiles a sus intereses; que al no probar la empresa la
justa causa invocada como justificación del despido. procede de-
clarar injustificado el mismo.

Cas. 29 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 2061.

CONTRATO DE TRABAJO.— Casación.— Desistimiento,—
Sentencia de la Suprema Corte de Justicia que da acta del desis-
timiento y compensa las costas.

Cas., 19 febrero 1979, B. J. 819, Pág. 238.

CONTRATO DE TRABAJO.— Certificación expedida por el
Secretario de Estado de Obras Públicas en relación con la cons-
trucción de un Edificio del Estado.— Ponderación de ese docu-
mento.— Deber del JUEZ laboral.

Es preciso admitir, que la Certificación expedida por el Secre-
tario de Obras Públicas, donde se hace constar que conforme do-
cumentos que reposan en la Dirección General de Edificaciones,
ha sido vaciado el techo (última losa y todos los demás miembros
estructurales del edificio para oficinas del Estado Dominicano.
que construyó la firma B. A., S. A.. en la manzana comprendida
entre las calles L. N., México, F. H., y F., de esta ciudad; no le
mereció crédito al Juez a-quo, simplemente, por haber sido expe-
dido desde su despacho, porque no señala los documentos a que
se refiere , ni hay constancia de que se trasladara al lugar en que
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se ejecutaba la obra; esas eran cosas, que en virtud del papel ac-
tivo del Juez de Trabajo, y especialmente al haberse hecho el en-
vio, a los fines de que fuera ponderado dicho documento en todo
su contenido y alcance, que el Juez a-quo, antes de negarle cré-
dito a dicha certificación, debió ordenar cuantas medidas de ins-
trucción fueren necesarias para el esclarecimiento de las mismas;
que por todas las razones expuestas, en la sentencia impugnada,
se han desnaturalizado las declaraciones y la misma carece de mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifiquen su dispositivo, y de
una exposición de hechos, quen o ha permitido determinar si la
Ley ha sido o no bien aplicada, por Id que procede su casación por
el vicio de desnaturalización y falta de base legal.

Cas. 25 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1142.

CONTRATO DE TRABAJO.— "Colchonetero" despedido.—
Facultad de los jueces en la apreciación de los testimonios.

En la especie, el juez expresó que entre las declaraciones del
informativo, las de V. G. G., son las que le merecen entero crédito,
y que de ellas resulta que P. R. P., estuvo al servicio del recu-
rrente, durante 9 meses como "colchonetero", que ganaba de RDS-
40.00 a RD$50.00 semanales y que fue despedido; que el recurrido
mencionado trabajaba ininterrumpidamente, excepto cuando no
había materiales; que el Juez a-quo, al atribuirle mayor crédito a
ese testimonio, no ha incurrido en ninguna de las violaciones in-
vocadas, que él sólo ha hecho uso de su poder de apreciación sin
incurrir en desnaturalización alguna; que si en su declaración del
testigo citado hay imprecisión respecto a la suma que ganaba el
P. R. P., eso no desvirtuó su testimonio, porque lo determinante
es que se demostrase la clase de trabajo que realizaba el obrero
despedido y esto quedó establecido ampliamente en el informativo,
por lo que, el único medio propuesto carece de fundamento y debe
ser desestimado.

Cas. 25 Abril 1979. B. J. 821, Pág. 693.

CONTRATO DE TRABAJO.— Contrato por tiempo indefini-
do.— Despido injustificado.— Trabajadores que tenían que asistir
diariamente a la empresa.

Cas. 21 Mayo 1979, 13. J. 822, Págs. 875. 882 y 895.

CONTRATO DE TRABAJO.— Controversia entre los obreros
y su Sindicato.— Acción de carácter laboral.— Competencia del
Tribunal de Trabajo.— Aplicación de los textos legales relativos
a la prescripción.

Es criterio de la S. C. de J., que las acciones surgidas con mo-
tivo de las controversias entre miembros de un Sindicato están
sujetas a la prescripción del Art. 660 del Cód. de Trabajo, pues
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ese texto es claro y preciso a ese respecto; el hecho de que la
controversia haya surgido entre los obreros y el Sindicato no deja
de constituir un litigio entre trabajadores que deben resolver los
tribuna les laborales; que ello tiene su fundamento no sólo en los
términos del referido texto legal sino en el principio Il . del Cód.
de Trabajo; que, un tanto, la Cámara a-qua procedió correctamente
al declarar prescrita la demanda de los trabajadores por haber
sido intentada el 19 de Feb. de 1975, o sea después de haber trans-
currido más de 3 meses contados a partir del 22 de Sept. de 1979
fecha en que dichos trabajadores fueron expulsados del Sindicato.

Cas. 16 Feb. 1979, B. J. 819 p. 216.

CONTRATO DE TRABAJO.— Costureras de un taller de cos
tura.— Trabajo por tiempo indefinido.— Salario por labor rendida.

Conforme expresa el artículo 7 del Código de Trabajo: "cuan-
do los trabajos son de naturaleza permanente el contrato que se
forma es por tiempo indefinido", y el articulo 8 del mismo Código,
declara: "se consideran trabajos permanentes los que tienen por
objeto satisfacer necesidades normales, constantes y uniformes de
una empresa"; que en la especie la Cámara a-qua estableció que
las trabajadoras realizaban labores normales del taller de costura
de la recurrente en la confección de ropa de mujer, que era la
labor constante y normal de la empresa pripiedad de I. D.; que
por otra parte, la forma de pago por labor rendida no podia cam-
biar la naturaleza del trabajo, como lo pretende la recurrente,
pues como se ha expresado anteriormente. la  naturaleza del con-
trato de trabajo se define por la labor que se realiza y no por la
forma de pago de salario convenido; que, en consecuencia el Juez
a-quo no incurrió en las violaciones invocadas al estimar que en
el caso se trataba de contrato por tiempo indefinido.

Cas. 3 octubre 1979. B. J. 827, Pág. 1816.

CONTRATO DE TRABAJO.— Costureras de un taller a quie-
nes se les cambia el horario corrido por el de dos tandas.— Per-
juicio.— Dimisión justificada y no abandono del trabajo.

El examen de la sentencia impugnada muestra que el Juez
a-quo hizo una suficiente relación de los hechos de la causa y dio
motivos pertinentes y congruentes que justifican su dispositivo al
estimar que en la especie hubo dimisión justificada, porque la pa-
trona cambió unilateralmente el horario de trabajo haciéndolo
más gravoso al disponer la división en dos tandas que las obligaba
a trasladarse de su casa al taller y del taller a su casa cuatro ve-
tes al día a diferencia del horario anterior que era corrido.

Cas. 3 octubre 1979 , B. J. 827, Pág. 1816.
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de la recurrente en la confección de ropa de mujer, que era la
labor constante y normal de la empresa pripiedad de I. D.; que
por otra parte, la forma de pago por labor rendida no podia cam-
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Cas. 3 octubre 1979. B. J. 827, Pág. 1816.

CONTRATO DE TRABAJO.— Costureras de un taller a quie-
nes se les cambia el horario corrido por el de dos tandas.— Per-
juicio.— Dimisión justificada y no abandono del trabajo.

El examen de la sentencia impugnada muestra que el Juez
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1
CONTRATO DE TRABAJO.— Chequeador de cargas en una

linea de vapores.— Trabajador por tiempo indefinido y no ocasional.

Para dar por establecido que el trabajador L. J., no era un
trabajador ocasional, sino que estaba vinculado a la actual recu-
rrente mediante un contrato por tiempo indefinido, dado que las
labores que desempeñaba aquél eran las de chequeador de las car-
gas que traían y llevaban los vapores consignados a la F. S., C.
por A., la Cámara a-qua se fundó, tanto en la ponderación que
hizo de los documentos aportados por el ahora recurrido, como
en la declaración del testigo oído en el informativo, R. S.. y en
parte en las dadas por los del contrainformativo; que si, como ha
sido alegado, las labores que prestaba L. J.. como chequeador no
eran ininterrumpidas, pues la citada recurrente no recibía ni te-
nía vapores en puerto, todos los días, no es menos cierto que el
trabajador L. J., tenía la obligación de servir a su patrono todos
los momentos en que se le requería, ya que el carácter de con-
tinuidad a que se refiere el artículo 9 del Código de Trabajo, que
define el contrato por tiempo indefinido, no contempla que el
trabajador preste sus servicios todos los días laborales, sino que
esté a la disposición permanente del patrono para prestarlos cuan-
do les sean requeridos, como fue establecido en la especie; lo que
no quita a la relación de trabajo el carácter de permanencia y
continuidad exigidos por la Ley; que, en cuanto a la prueba del
despido, la Cámara a-qua, para darlo por establecido, tomó en
consideración aparte de la del trabajador, la declaración del tes-
tigo R. S., la que le mereció entero crédito, y en parte, la de los
testigos del contrainformativo; declaración, la de R. S.. en la que
además de exponer el tiempo trabajado por el ahora recurrido, y
el monto de su salario mensual, también declaró, como se consigna
en la sentencia impugnada, que L. J., "fue despedido por el señor
A., Jefe de la Compañía". exponiendo las circunstancias en que
se operó el despido.

Cas. 11 Mayo 1979, 13. J. 822, Pág. 808.

CONTRATO DE TRABAJO.— Chofer de un autobús.— Des-
pido injustificado.— Horas extraordinarias.— Prescripción no ale-
gada por ante los Jueces del fondo.

En la especie, el recurrente no invocó ante los jueces del fon-
do la prescripción que alega por primera vez en casación; que.
el hecho de que él se limitase a negar lo infundado de la demanda
del trabajador, alegando que no fue despedido, no era óbice para
que dicho patrono pudiese invocar ante los jueces del fondo, la
prescripción de la acción si entendía que estaba prescrita en todo
o en parte; que, como ese alegato, que es de puro interés privado,
no fue presentado ante los jueces del fondo, es obvio que no puede
formularse por primera vez en casación; que, en consecuencia,
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este intimo medio que se examuut. también carece de fundamento
debe ser desestimado.

Cas. 9 Marzo 1979, B. J. 820, Pág. 378.

CONTRATO - DE TRABAJO.— Chofer de un autobús despedi-
do.— Truelra del despido.— Declaraciones iw coincidentes.— Fa-
cultad de los jueces.

Entre varias declaraciones no coincidentes, los jueces del fon-
do pueden basarse, para formar su convicción, en aquella que le
parezca más sincera y verosímil; lo que no constituye vicio alguno.
pues corresponde al ejercicio normal del poder soberano de apre-
ciación que tienen los jueces del fondo, sobre todo que, en la es-
pecie, la misma exposición del recurrente revela que él lo que
hace en definitiva es criticar esa apreciación por estimar que la
declaración del testigo J. F. P., era la correcta.

Cas. 9 Marzo 1979, B. J. 820, Pág. 378.

CONTRATO DE TRABAJO.— Chofer de un camión-tanque
destinado al suministro de agua que se niega a manejarlo sin la
asistencia de un peón.— Despido injustificado, pues ningún traba-
jador está obligado a cumplir una orden que entraña violación a
una disposición legal.

Cas, 16 febrero 1979, 13. J. 819. Pág. 231.

CONTRATO DE TRABAJO.— Chofer que hace abandono de
su trabajo.— Documentos no ponderados.— Sentencia casada por
falta de base legal.

En la especie, el patrono siempre negó haber despedido al tra-
bajador demandante E. P., hoy recurrido, sino que él hizo abando-
no voluntario del mismo, y del informativo que fue practicado
para que se hiciera la prueba del despido, no resulta, que se es-
tableciera la existencia de dicho despido, por lo que el Juez a-quo,
al calificarlo de injustificado, y acoger la demanda de que se tra-
ta, por violación de los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo,
hizo una en-órgra aplicación de dichos legales; que asimismo la
decisión impugnada pone de manifiesto, tal como se alega, que los
documentos aportados al debate, por el patrono demandado, y hoy
recurrente no fueron ponderados en ninguna de las instancias, lo
q ue de haberse efectuado, otra pudo haber sido eventualmente, la
solución que se le diera a la presente litis, por todo lo cual, la
sentencia impugnada debe ser casada, por falta de base legal.

Cas. 10 octubre 1979, R. J. 827, Pág. 1870.

CONTRATO DE TRABAJO.— Chofer de una Compañia y no
chofer doméstico.— Testimonios divergentes.— Facultad de los jue-
ces del fondo.
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CONTRATO DE TRABAJO.— Chequeador de cargas en una
línea de vapores.— Trabajador por tiempo indefinido y no ocasional.
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eran ininterrumpidas, pues la citada recurrente no recibía ni te-
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consideración aparte de la del trabajador, la declaración del tes-
tigo R. S., la que le mereció entero crédito, y en parte, la de los
testigos del contrainformativo; declaración, la de R. S., en la que
además de exponer el tiempo trabajado por el ahora recurrido, y
el monto de su salario mensual, también declaró, como se consigna
en la sentencia impugnada, que L. J., "fue despedido por el señor
A., Jefe de la Compañía", exponiendo las circunstancias en que
se operó el despido.

Cas. 11 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 808.
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pido injustificado.— Horas extraordinarias.— Prescripción no ale-
gada por ante los Jueces del fondo.

En la especie, el recurrente no invocó ante los jueces del fon-
do la prescripción que alega por primera vez en casación; que,
el hecho de que él se limitase a negar lo infundado de la demanda
del trabajador, alegando que no fue despedido, no era óbice para
que dicho patrono pudiese invocar ante los jueces del fondo, la
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para que se hiciera la prueba del despido, no resulta, que se es-
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Es de principio que la Suprema Corte no puede censurar la
apreciación del valor de los testimonios que reciban los Jueces
del fondo, a menos que se produzca en esa apreciación una des-
naturalización o distorsión de los hechos, lo que no se ha denun-
ciado ni observado en el presente caso; que cuando en cualquier
caso se produzcan testimonios divergentes, como ha sucedido en
la especie, que se examinó, y que es lo Mb ocurre habitualmente
en Justicia, los Jueces del fondo tienen la facultad soberana de dar
mayor crédito a los testigos que se estimen corno más sinceros y
cuyas declaraciones armonicen mejor la situación expuesta ante
ellos, aún cuando el número de testigos a quienes los Jueces otor-
guen mayor crédito sea menor que el de los testigos cuya deposi-
ción resulte desestimada; que por lo que acaba de exponerse, la
primera parte de los medios de los recurrentes carece de funda-
mento y debe ser desestimada.

Cas. 24 Oct. 1979, 13. J. 827, p. 2025.

CONTRATO DE TRABAJO.— Desahucio.— Directivos del sin-
dicato.— Registro de la asamblea del Sindicato.— Nulidad de ese
Registro.— Competencia del tribunal laboral y no del Departa-
mento de Trabajo.— Artículo 8 inciso II de la Constitución.

Los Sindicatos de Trabajadores, tal como resulta del articulo
8, inciso 11 de la Constitución de la República y de los textos del
Código de Trabajo, que a dichos sindicatos se refieren, no son or-
ganismos oficiales administrativos, sino asociaciones privadas, inte-
gradas por personas del mismo oficio, o de oficio correlacionados;
que, si bien es cierto que el Código de Trabajo confiere a la Se-
cretaría de Estado de Trabajo varias atribuciones en relación con
los Sindicatos, esas atribuciones deben ser interpretadas restricti-
vamente, a fin de que en ningún caso su ejercicio pueda suprimir
o reducir la autonomía de esas asociaciones; que, por tanto, la
Cámara a-qua procedió correctamente al estimar que el Departa-
mento de Trabajo no podía, sin un fallo previo del Tribunal com-
petente promovido por los interesados, anular el registro de la
asamblea del Sindicato de "F"., y, en consecuencia, rechazar las
reclamaciones que habían presentado los miembros del Sindicato
por los salarios que les correspondían con motivo del desahucio
de que habían sido objeto.

Cas. 22 Agosto 1979, 13. J. 825, Pág. 1584.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Demanda.— Pres-
cripción de la acción.— Alegato del trabajador de que estuvo pre-
so y que por esa causa no pudo intentar su demanda oportuna-
mente.— Alegato no probado.— Recurso de casación rechazado.

El Juez a-quo pera estimar que la demanda interpuesta por
C. M. 13. T., estaba prescrita. se fundó en que éste fue despedido
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el ir .. de septiembre de 1973, como resulta de una asamblea ordi-
naria celebrada por la Cooperativa de Transporte U. (Aducavitu),
en esa fecha, y que le fue comunicada a dicho demandante origi-
nal por carta del 3 de septiembre de 1973; (depositada por el mis-
mo recurrente); según consta en los resultados de la sentencia
impugnada; y que la querella fue interpuesta el 18 de junio de
ig74, es decir, después de transcurrido largamente los plazos de
dos y tres meses de los artículos 659 y 660 del Código de Trabajo;
que siendo el propio demandante y recurrente actual, el que de-
positó la carta del 3 de septiembre, en que se le comunicó su des-
pido y habiéndose establecido por la documentación indicada en
la sentencia, que el mencionado recurrente nunca estuvo preso,
es obvio, como lo expresa el Juez a-quo que él pudo, y no lo hizo,
Intentar su demanda 'en tiempo oportuno; por lo cual el recurso
debe ser rechazado sin necesidad de ponderar los demás medios.

Cas. 17 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 14.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Prueba.

El examen de la sentencia impugnada revela, que la Cámara
a-qua. para edificarse de que se trataba en la especie de un des-
pido injustificado, utilizó los resultados del informativo verificado
el 16 de diciembre de 1976, mediante el cual estableció por las
declaraciones del testigo J. R. C. E.. que el trabajador R. de J. A.,
trabajó en la empresa recurrente, durante 2 años y 8 meses, como
Supervisor y con un sobrio de RDS92.00 semanales y que fue
un despido injustificado por parte de la Empresa • que probada la
existencia del contrato y el hecho del despido por parte del tra-
bajador correspondía a la empresa la prueba de la justificación
del mismo, lo que no hizo, no obstante habérsele concedido la opor-
tunidad de hacerlo, al ordenar la Cámara a-qua la celebración de
un contrainformativo, al cual renunció, razón por la cual el ale-
gato contenido en el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado.

Cas. 29 octubre 1979, B. J. 827. Pág. 2061.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Com-
pañía que alega que ella no es el patrono de los trabajadores des-
pedidos.— Los jueces del fondo establecieron que para los obre-
ros demandantes esa Compañia tenia la apariencia de ser "el ver-
dadero patrono".— Condenación corvara el patrono aparente.

Cas. , 19 febrero 1979, 13. J. 819, Pág. 243.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido por inasistencia dos
dial consecutivos al trabajo.— Informativo.— Testigos que decla-
raron que el trabajador estaba enfermo y obtuvo permiso de su
patrono.— Facultad de los jueces del fondo.
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Es de principio que la Suprema Corte no puede censurar la
apreciación del valor de los testimonios que reciban los Jueces
del fondo, a menos que se produzca en esa apreciación una des-
naturalización o distorsión de los hechos, lo que no se ha denun-
ciado ni observado en el presente caso; que cuando en cualquier
caso se produzcan testimonios divergentes, como ha sucedido en
la especie, que se examind, y que es lo cine ocurre habitualmente
en Justicia, los Jueces del fondo tienen la facultad soberana de dar
mayor crédito a los testigos que se estimen como más sinceros y
cuyas declaraciones armonicen mejor la situación expuesta ante
ellos, aún cuando el número de testigos a quienes los Jueces otor-
guen mayor crédito sea menor que el de los testigos cuya deposi-
ción resulte desestimada; que por lo que acaba de exponerse, la
primera parte de los medios de los recurrentes carece de funda-
mento y debe ser desestimada.

Cas. 24 Oct. 1979, B. J. 827, p. 2025.

CONTRATO DE TRABAJO.— Desahucio.— Directivos del sin-
dicato.— Registro de la asamblea del sindicato.— Nulidad de ese
Registro.— Competencia del tribunal laboral y no del Departa-
mento de Trabajo.— Artículo 8 inciso 11 de la Constitución.

Los Sindicatos de Trabajadores, tal como resulta del artículo
8, inciso 11 de la Constitución de la República y de los textos del
Código de Trabajo, que a dichos sindicatos se refieren, no son or-
ganismos oficiales administrativos, sino asociaciones privadas, inte-
gradas por personas del mismo oficio, o de oficio correlacionados;
que, si bien es cierto que el Código de Trabajo confiere a la Se-
cretaria de Estado de Trabajo varias atribuciones en relación con
los Sindicatos, esas atribuciones deben ser interpretadas restricti-
vamente, a fin de que en ningún caso su ejercicio pueda suprimir
o reducir la autonomía de esas asociaciones; que, por tanto, la
Cámara a-qua procedió correctamente al estimar que el Departa-
mento de Trabajo no nadie, sin un fallo previo del Tribunal com-
petente promovido por los interesados, anular el registro de la
asamblea del Sindicato de "F"., y, en consecuencia, rechazar las
reclamaciones que hablan presentado los miembros del Sindicato
por los salarios que les correspondían con motivo del desahucio
de que hablan sido objeto.

Cas. 22 Agosto 1979, B. J. 825. Pág. 1584.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Demanda.— Pres-
cripción de la acción.— Alegato del trabajador de que estuvo pre-
so y que por esa causa no pudo intentar su demanda oportuna-
mente.— Alegato no probado.— Recurso de casadas rechazado.

El Juez a-quo para estimar que la demanda interpuesta por
C. M. B. T., estaba prescrita, se fundó en que éste fue despedido
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el 1ro. de septiembre de 1973, como resulta de una asamblea ordi-
naria celebrada por la Cooperativa de Transporte U. (Aducavitu),
en esa fecha, y que le fue comunicada a dicho demandante origi-
nal por carta del 3 de septiembre de 1973: (depositada por el mis-
mo recurrente); según consta en los resultados de la sentencia
impugnada; y que la querella fue interpuesta el 18 de junio de
1974, es decir, después de transcurrido largamente los plazos de
dos y tres meses de los artículos 659 y 660 del Código de Trabajo;
que siendo el propio demandante y recurrente actual, el que de-
positó la carta del 3 de septiembre, en que se le comunicó su des-
pido y habiéndose establecido por la documentación indicada en
la sentencia, que el mencionado recurrente nunca estuvo preso,
es obvio, como lo expresa el Juez a-quo que él pudo, y no lo hizo,
intentar su demanda 'en tiempo oportuno; por lo cual el recurso
debe ser rechazado sin necesidad de ponderar los demás medios.

Cas. 17 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 14.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Prueba.

El examen de la sentencia impugnada revela, que la Cámara
a-qua, para edificarse de que se trataba en la especie de un des-
pido injustificado, utilizó los resultados del informativo verificado
.el 16 de diciembre de 1976, mediante el cual estableció por las
declaraciones del testigo J. R. G. E., que el trabajador R. de J. A.,
trabajó en la empresa recurrente, durante 2 años y 8 meses, como
Supervisor y con un salario de RD$92.00 semanales y que fue
un despido injustificado por parte de la Empresa; que probada la
existencia del contrato y el hecho del despido por parte del tra-
bajador correspondía a la empresa la prueba de la justificación
del mismo, lo que no hizo, no obstante habérsele concedido la opor-
tunidad de hacerlo, al ordenar la Cámara a-qua la celebración de
un contrainformativo, al cual renunció, razón por la cual el ale-
gato contenido en el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado.

Cas. 29 octubre 1979. B. J. 827, Pág. 2061.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Com-
pañía que alega que ella no es el patrono de los trabajadores des-
pedidos.— Los jueces del fondo establecieron que para los obre-
ros demandantes esa Compañía tenia la apariencia de ser "el ver-
dadero patrono".— Condenación contra el patrono aparente.

Cas.. 19 febrero 1979, B. J. 819, Pág. 243.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido por inasistencia dos
días consecutivos al trabajo.— Informativo.— Testigos que decla-
raron que el trabajador estaba enfermo y obtuvo permiso de su
patrono.— Facultad de los jueces del fondo.
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En la especie, el hecho de que la empresa afirmase en su co-
municación del 2 de octubre de 1974 dirigida a las autoridades
de Trabajo, que el recurrido N., había faltado más de dos días
a sus labores, sin ninguna razón, no es más que una afirmación
que puede ser destruida por la prueba contraria, por lo que, el
Juez a-quo al atribuirle mayor credulidad a las declaraciones tes-
timoniales que afirmaron que C. A. N., no asistió a su trabajo,
porque estaba enfermo y que fue autorizado a quedarse en su casa
no ha incurrido en los vicios señalados; en consecuencia el medio
propuesto carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. (553.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Prueba.— Declara-
ciones de testigos.— Facultad de los jueces en la apreciación de
los testimonios.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Cámara a-qua, para desestimar el alegato de la recurrente , y
tallar como lo hizo, no solamente estableció la contradicción por
ella señalada en su sentencia, sino que se fundó en la declaración
de la testigo L. A. de la R., que la Cámara a-qua consideró "claras
y precisas", y que le merecían "entero crédito"; testigo que ex-
puso que el despido se realizó, asi como las circunstancias del mis-
mo, y además que el trabajador no fue pagado, como lo alega la
recurrente; apreciaciones que conllevaban, un rechazamiento de
que el pago se hubiese efectivamente efectuado, y de que fue-
ron veraces las declaraciones del testigo B., empleado de la recu-
rrente, y hecho oir por la misma.

Cas. 28 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 926.

CONTRATO DE TRABAJO.— Dimisión justificada y no aban-
dono del trabajo.— Cambio de horario corrido al de dos tandas.

En el fallo impugnado, se dio por establecido por las decla-
raciones de los testigos y por el hecho no discutido del cambio
de horario y lugar del taller, que a las obreras se les hizo más
costoso el traslado al sitio en que realizaban su labor.

Cas. 3 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1816.
Ver: Contrato de trabajo. Costureras de un taller...

CONTRATO DE TRABAJO.— Dimisión.— Prescripción de la
acción para demandar al patrono.— Profesor Universitario suspen-
dido por un año.

Por el examen de la sentencia impugnada, y los documentos
del expediente, se comprueba que, después de vencidos los dos
semestres correspondientes al año académico de 1976-1977 en que
fue privado de su docencia, el Lic. P., se dirigió a las autoridades
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universitarias en solicitud de que se le permitiera reintegrarse a
sus cátedras; que al no obtemperar el Consejo Académico a su
pedimento, el recurido notificó a dichas autoridades el acto de
alguacil del 28 de septiembre de 1977, por el cual dio a dicho
Consejo un plazo de 48 horas para que se le reintegrara a su cargo
de Profesor adscrito al Departamento de Psicología y Orientación,
por haberse cumplido el 17 de agosto de 1977 la sanción que se
le habla impuesto; que en vista de que la Universidad no obtem-
peró a su requerimiento, el Lic. P., presentó contra ella una que-
rella por ante el Departamento de Trabajo de la Secretaria del
ramo, el 10 de octubre de 1977, en reclamación del pago de las
prestaciones laborales que le correspondian de acuerdo con el
Código de Trabajo, por dimisión justificada; que de acuerdo con
el Art. 87 de dicho Código: "El derecho del trabajador a dar por
terminado el contrato de trabajo, presentando su dimisión por
cualquiera de las causas enunciadas en el articulo 86, caduca a
los quince días. Este plazo se cuenta a partir de la fecha en que
se ha generado ese derecho"; que en la especie el derecho se generó
el primero de octubre del 1977. o sea después de vencidas las 48
horas dadas por el Lic. P., a las autoridades universitarias por
acto de alguacil del 28 de septiembre de ese año, para que se le
autorizara a reintegrarse a sus funciones; que como el Profesor
mencionado presentó . su querella al Departamento de Trabajo el
10 de octubre siguiente, lo hizo en tiempo oportuno, por lo que
la Cámara a-qua procedió correctamente al rechazar el pedimento
de la recurrente, por el cual solicitaba que fuera declarada pres-
crita la acción.

Cas. 20 Abril 1979 , B. J. 821, Pág. 659.

CONTRATO DE TRABAJO.— Encargado de limpieza de un
edilefio.— Trabajador que realizaba otras labores por ajuste.—
Contrato de trabajo por tiempo indefinido.— Facultades de los
Jueces.

En la sentencia impugnada se expresa lo siguiente: que por
las declaraciones de los testigos del informativo quedó establecido
que el reclamante era un, trabajador fijo de la empresa; que se
trata de un contrato de trabajo por tiempo indefinido, por cuanto
realizaba labores permanentes, uniformes y de constante utilidad
para la empresa; que si bien es cierto que el trabajador realizaba
otras labores por ajuste, esto lo hacia fuera del horario normal
de la empresa; los Jueces del fondo son soberanos para apreciar
el valor del testimonio en justicia, y al dictar sus fallos pueden
fundarse en aquellas declaraciones que juzguen más sinceras y
verosímiles, sin que al proceder de este modo incurran en la des-
naturalización de los hechos; que la Cámara a-qua pudo, como lo
hizo, dentro de sus poderes de apreciación, declarar que en la es-
pecie se trata de un contrato por tiempo indefinido, apoyándose en
los testimonios que le fueron presentados; que lo que la recurren-
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En la especie, el hecho de que la empresa afirmase en su co-
municación del 2 de octubre de 1974 dirigida a las autoridades
de Trabajo, que el recurrido N., había faltado más de dos días
a sus labores, sin ninguna razón, no es más que una afirmación
que puede ser destruida por la prueba contraria, por lo que, el
juez a-quo al atribuirle mayor credulidad a las declaraciones tes-
timoniales que afirmaron que C. A. N., no asistió a su trabajo.
porque estaba enfermo y que fue autorizado a quedarse en su casa
no ha incurrido en los vicios señalados; en consecuencia el medio
propuesto carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 653.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Prueba.— Declara-
ciones de testigos.— Facultad de los jueces en la apreciación de
los testimonios.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Cámara a-qua, para desestimar el alegato de la recurrente, y
fallar como lo hizo, no solamente estableció la contradicción por
ella señalada en su sentencia, sino que se fundó en la declaración
de la testigo L. A. de la R., que la Cámara a-qua consideró "claras
y precisas", y que le merecían "entero crédito"; testigo que ex-
puso que el despido se realizó, así como las circunstancias del mis-
mo, y además que el trabajador no fue pagado, como lo alega la
recurrente; apreciaciones que conllevaban, un rechazamiento de
que el pago se hubiese efectivamente efectuado, y de que fue-
ron veraces las declaraciones del testigo B., empleado de la recu-
rrente, y hecho oir por la misma.

Cas. 28 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 926.

CONTRATO DE TRABAJO.— Dimisión justificada y no aban-
dono del trabajo.— Cambio de horario corrido al de dos tandas.

En el fallo impugnado, se dio por establecido por las decla-
raciones de los testigos y por el hecho no discutido del cambio
de horario y lugar del taller, que a las obreras se les hizo más
costoso el traslado al sitio en que realizaban su labor.

Cas. 3 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1816.
Ver: Contrato de trabajo. Costureras de un taller...

CONTRATO DE TRABAJO.— Dimisión.— Prescripción de la
acción para demandar al patrono.— Profesor universitario suspen-
dido por un año.

Por el examen de la sentencia impugnada, y los documentos
del expediente, se comprueba que, después de vencidos los dos
semestres correspondientes al año académico de 1976-1977 en que
fue privado de su docencia, el Lic. P., se dirigió a las autoridades
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universitarias en solicitud de que se le permitiera reintegrarse a
sus cátedras; que al no obtemperar el Consejo Académico a su
pedimento, el recurido notificó a dichas autoridades el acto de
alguacil del 28 de septiembre de 1977, por el cual dio a dicho
Consejo un plazo de 48 horas para que se le reintegrara a su cargo
de Profesor adscrito al Departamento de Psicología y Orientación,
por haberse cumplido el 17 de agosto de 1977 la sanción que se
le había impuesto; que en vista de que la Universidad no obtem-
peró a su requerimiento, el Lic. P., presentó contra ella una que-
rella por ante el Departamento de Trabajo de la Secretaria del
ramo, el 10 de octubre de 1977, en reclamación del pago de las
prestaciones laborales que le correspondían de acuerdo con el
Código de Trabajo, por dimisión justificada; que de acuerdo con
el Art. 87 de dicho Código: "El derecho del trabajador a dar por
terminado el contrato de trabajo, presentando su dimisión por
cualquiera de las causas enunciadas en el articulo 86, caduca a
los quince días. Este plazo se cuenta a partir de la fecha en que
se ha generado ese derecho"; que en la especie el derecho se generó
el primero de octubre del 1977, o sea después de vencidas las 48
horas dadas por el Lic. P., a las autoridades universitarias por
acto de alguacil del 28 de septiembre de ese año, para que se le
autorizara a reintegrarse a sus funciones; que como el Profesor
mencionado presentó . su querella al Departamento de Trabajo el
10 de octubre siguiente, lo hizo en tiempo oportuno, por lo que
la Cámara a-qua procedió correctamente al rechazar el pedimento
de la recurrente. por el cual solicitaba que fuera declarada pres-
crita la acción.

Cas. 20 Abril 1979, R. J. 821, Pág. 659.

CONTRATO DE TRABAJO.— Encargado de limpieza de un
edilcfio.— Trabajador que realizaba otras labores por ajuste.—
Contrato de trabajo por tiempo indefinido.— Facultades de los
Jueces.

En la sentencia impugnada se expresa lo siguiente: que por
las declaraciones de los testigos del informativo quedó establecido
que el reclamante era un, trabajador fijo de la empresa; que se
trata de un contrato de trabajo por tiempo indefinido, por cuanto
realizaba labores permanentes uniformes y de constante utilidad
para la empresa; que si bien es cierto que el trabajador realizaba
otras labores por ajuste, esto lo hacia fuera del horario normal
de la empresa; los Jueces del fondo son soberanos para apreciar
el valor del testimonio en justicia, y al dictar sus fallos pueden
fundarse en aquellas declaraciones que juzguen más sinceras y
verosímiles, sin que al proceder de este modo incurran en la des-
naturalización de los hechos; que la Cámara a-qua pudo, como lo
hizo, dentro de sus poderes de apreciación, declarar que en la es-
pecie se trata de un contrato por tiempo indefinido, apoyándose en
los testimonios que le fueron presentados: que lo que la recurren-
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te llama desnaturalización no es sino la crítica que le merece la
apreciación que los Jueces hicieron de los hechos de la causa; que,
además, el examen del fallo impugnado revela que en él no se ha
dado a las declaraciones de los testigos un sentido o alcance dis-
tinto del que realmente tienen.

Cas. 13 Agosto 1979, B.J. 825, Pág. 1528.

CONTRATO DE TRABAJO.— Empleada de una clínica parti-
cular.— Salario.— Tarifa del Comité Nacional de Salarios.— Ta-
rifa No. 8-1973: RD$0.35 hora.

En la especie, la Cámara a-qua procedió correctamente en el
caso al aplicar la tarifa No. 8-73 del Comité Nacional de Salarios,
del 4 de octubre de 1973, por cuanto ella fue dictada con el pro-
pósito de abarcar "todas las actividades económicas que tengan
tarifas propias o especificas; que el primer Ordinal de dicha ta-
rifa dispone: Primero: fijar la siguiente tarifa de salario mínimo
a los trabajadores que se utilizan en cualquier actividad econó-
mica ya sea ésta industrial, comercial, minera o de cualquier tipo
donde existan relaciones obrero-patronales, que no se rijan por
tarifas propias o específicas; Salario Minimo: ItD$0.33 por hora";
que la recurrente np demostró ante los Jueces del fondo que exis-
tiera ninguna tarifa específica para los trabajadores de los hospi-
tales o centros médicos particulares; que contrariamente a como
lo ha venido sosteniendo la recurrente y tal como se expresa en
la sentencia impugnada, la demandada C. M. N., S. A., actual re--
currente, no es una institución benéfica, sino una empresa comer-
cial , esto es, una sociedad por acciones, como su nombre lo indica.
en la cual existen entre ella y sus empleados relaciones obrero-
patronales, sujetas a las disposiciones del Código de Trabajo.

Cas. 3 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1810.

CONTRATO DE TRABAJO.— Fianza judicatura solvi.— Tra-
bajador extranjero con permiso de residencia en el país.— Fianza
improcedente.

En la sentencia impugnada se expresa al respecto lo siguiente:
que al obrero demandante no puede exigirsele la presentación de
una fianza en vista de que la Ley sólo la exige para los extran-
jeros transeúntes, cosa que n.o ocurre en la especie, ya que dicho
trabajador tiene un permiso de residencia en el pais, según consta
en el certificado de la Dirección de Migración, marcado con el
No. 118365, otorgado desde el 1964, y otro certificado expedido por
la Embajada de España donde consta lo mismo; que, además, el
actual recurrido depositó en el expediente el acta de su matrimo-
nio celebrado con una dominicana , el 27 de diciembre de 1975;
que igualmente fueron depositados en el expediente, una certifica-
ción del Complejo Metaldom donde consta que el reclamante la-
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lloró en esa empresa desde 1968, hasta 1970, y una carta de com-
promiso de Fomento Industrial por la cual se le prorroga el con-
venio suscrito con el reclamante en 1966; que, por tanto, la Cámara
a-q113 procedió correctamente al rechazar el referido pedimento
de la actual recurrente, ya que de acuerdo con el artículo 166
del Código de Procedimiento Civil la fianza Judicatura solvi sólo
puede ser exigida al extranjero transeúnte.

Ces. 21 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2325

CONTRATO DE TRABAJO.— Guurda alrnacén y listero de la
construcción de un Barrio.— Despido.

En la especie, la sentencia impugnada da por establecido, que
el hoy recurrido L. S. C.. trabajaba como Guarda Almacén y Lis-
tero, en la construcción de unas 20 casas que constituyen el Barrio
"27 de Febrero" en esta ciudad , amparado por un contrato para
obras determinadas, que laboró por más de tres años, con un sa-
lario de 121$4.50 . diario y que fue despedido por F. O., antes de
termina r la construcción del Barrio para el cual fue contratado;
que, por todo lo expuesto, es preciso admitir, contrariamente a lo
alegado por el recurrente. que la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes y pertinentes, y una relación de los hechos y
circunstanrias de la litis que han permitido a la S. C. de J.. veri-
ficar que en la especie la Ley ha sido bien aplicada, y que, el
Juez a-quo ha hecho una correcta aplicación e interpretación del
ordinal 2do. del artículo 84 del Código de Trabajo.

Cas. 17 octubre 1979, B. J. 827. Pág. 1977.

CONTRATO DE TRABAJO.— Horas extraordinarias.— Patro-
no que se limita a alegar lo injustificado de la demanda y no pro-
pone la prescripción de las horas extraordinarias.— Prescripción
inadmisible en casación.

Los recurrentes no invocaron ante los Jueces del fondo la
prescripción que alegan por primera vez en casación; que, el he-
cho de que ellos se limitasen a negar lo infundada de la demanda
de los trabajadores, alegando que no fueron despedidos, sino que
dejaron de asistir a su respectivo trabajo, no era óbice para que
pudiesen invocar ante los Jueces del fondo, la prescripción de la
acción si entendía que estaba prescrita en todo o en parte; que,
como ese alegato, que es de puro interés privado, no fue presen-
tado ante los Jueces del fondo, es obvio que no puede formularse
por primera vez en casación.

Cas. 9 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 781.

CONTRATO DE TRABAJO.— Horas extraordinarias.— Prue-
ba de esa reclamación a cargo del trabajador.— Sentencia que con-
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aovó en esa empresa desde 1968, hasta 1970, y una carta de com-
promiso de Fomento Industrial por la cual se le prorroga el con-
venio suscrito con el reclamante en 1966; que, por tanto, la Cámara
a-qua procedió correctamente al rechazar el referido pedimento
de la actual recurrente, ya que de acuerdo con el artículo 166
del Código de Procedimiento Civil la fianza Judicatura solvi sólo
puede ser exigida al extranjero transeúnte.

Cas. 21 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2325.

CONTRATO DE TRABAJO.— Guarda almacén y listero de la
construcción de un Barrio.— Despido.

En la especie, la sentencia impugnada da por establecido, que
el hoy recurrido L. S. C., trabajaba como Guarda Almacén y Lis-
tero, en la construcción de unas 20 casas que constituyen el Barrio
"27 de Febrero" en esta ciudad, amparado por un contrato para
obras determinadas, que laboró por más de tres años, con un sa-
lario de RD$4.50 . diario y que fue despedido por F. O., antes de
terminar la construcción del Barrio para el cual fue contratado;
que, por todo lo expuesto, es preciso admitir, contrariamente a lo
alegado por el recurrente. que la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes y pertinentes, y una relación de los hechos y
circunstanrias de la litis que han permitido a la S. C. de J.. veri-
ficar que en la especie la Ley ha sido bien aplicada, y que, el
Juez a-quo ha hecho una correcta aplicación e interpretación del
ordinal 2do. del articulo SI del Código de Trabajo.

Cas. 17 octubre 1979, B. J. 827. Pág. 1977.

CONTRATO DE TRABAJO.— lloras extraordinarias.— Patro-
no que se limita a alegar lo injustificado de la demanda y no pro-
pone la prescripción de las horas extraordinarias.— Prescripción
inadmisible en casación.

Los recurrentes no invocaron ante los Jueces del fondo la
prescripción que alegan por primera vez en casación; que, el he-
cho de que ellos se limitasen a negar lo infundada de la demanda
de los trabajadores , alegando que no fueron despedidos, sino que
dejaron de asistir a su respectivo trabajo, no era óbice para que
pudiesen invocar ante los Jueces del fondo, la prescripción de la
acción si entendía que estaba prescrita en todo o en parte; que,
como ese alegato, que es de puro interés privado, no fue presen-
tado ante los Jueces del fondo, es obvio que no puede formularse
por primera vez en casación.

Cas. 9 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 781.

CONTRATO DE TRABAJO.— lloras extraordinar i as.— Prue-
ba de esa reclamación a cargo del trabajador.— SenitencM que con-
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te llama desnaturalización no es sino la critica que le merece la
apreciación que los Jueces hicieron de los hechos de la causa; que.
además, el examen del fallo impugnado revela que en él no se ha
dado a las declaraciones de los testigos un sentido o alcance dis-
tinto del que realmente tienen.

Cas. 13 Agosto 1979, B.J. 825, Pág. 1528.

CONTRATO DE TRABAJO.— Empleada de una clínica parti-
cular.— Salario.— Tarifa del Comité Nacional de Salarios.— Ta-
rifa No. 8-1973: 11140.35 hora.

En la especie, la Cámara a-qua procedió correctamente en el
caso al aplicar la tarifa No. 8-73 del Comité Nacional de Salarios,
del 4 de octubre de 1973, por cuanto ella fue dictada con el pro-
pósito de abarcar "todas las actividades económicas que tengan
tarifas propias o especificas; que el primer Ordinal de dicha ta-
rifa dispone: Primero: fijar la siguiente tarifa de salario mínimo
a los trabajadores que se utilizan en cualquier actividad econó-
mica ya sea ésta industrial, comercial, minera o de cualquier tipo
donde existan relaciones obrero-patronales, que no se rijan por
tarifas propias o especificas; Salario Mínimo: RD40.35 por hora";
que la recurrente no demostró ante los Jueces del fondo que exis-
tiera ninguna tarifa específica para los trabajadores de los hospi-
tales o centros médicos particulares; que contrariamente a como
lo ha venido sosteniendo la recurrente y tal como se expresa en
la sentencia impugnada, la demandada C. M. N., S. A., actual re-
currente, no es una institución benéfica, sino una empresa comer-
cial, esto es, una sociedad por acciones, como su nombre lo indica,
en la cual existen entre ella y sus empleados relaciones obrero-
patronales, sujetas a las disposiciones del Código de Trabajo.

Cas. 3 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1810.

CONTRATO DE TRABAJO.— Fianza judicatura solvi.— Tra- .
bajador extranjero con permiso de residencia en el pais.— Fianza
improcedente.

En la sentencia impugnada se expresa al respecto lo siguiente:
que al obrero demandante no puede exigirsele la presentación de
una fianza en vista de que la Ley sólo la exige para los extran-
jeros transeúntes, cosa que no ocurre en la especie, ya que dicho
trabajador tiene un permiso de residencia en el país, según consta
en el certificado de la Dirección de Migración, marcado con el
No. 118365, otorgado desde el 1964, y otro certificado expedido por
la Embajada de España donde consta lo mismo, que, además. el
actual recurrido depositó en el expediente el acta de su matrimo-
nio celebrado con una dominicana el 27 de diciembre de 1975;
que igualmente fueron depositados en el expediente, una certifica-
ción del Complejo Metaldom donde consta que el reclamante la-
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dena al patrono a pagar horas extraordinarias sir., que el trabaja-
dor probara esa reclamación.

Del examen de dicha sentencia no resulta que el obrero, de-
mandante originario, hubiese hecho en ningún momento la prueba
de su reclamación en este punto; prueba que no podía inferirse,
corno se consigna en la 'sentencia impugnada, del hecho de que
la Empresa no probó que se liberara del cumplimiento de esa obli-
gación, pues ésta, la Empresa, se limitó a litigar, fundamental-
lente, sobre la base de que el contrato, por no ser por tiempo

indefinido, no obligaba su responsabilidad, aún se admitiese e•
hecho del despido; que de lo dicho resulta que la Cámara a-qua,
en el punto que se examina, incurrió en la invocada violación del
artículo 1315 del Código Civil, por lo que la citada sentencia debe
ser casada en este aspecto.

mente en relación con el informativo, no es aplicable a la materia
de trabajo; que en la especie el examen de las actas del informa-

'	 tivo celebrado el 8 de enero de 1976 , y del contra-informativo
celebrado el 12 de febrero del mismo año, muestran que, en ellas,
contrariamente a lo afirmado por el recurrente, el Juez a-quo
cumplió con la formalidad del' juramento y asi se consigna en
ellas; que también las mismas fueron firmadas por el juez actuan-
te y su secretaria como se comprueba por las copias certificadas
que obran en el expediente; que en tales circunstancias, las viola-
ciones alegadas carecen de fundamento y deben ser desestimadas.

Cas. 23 Julio 1979, B. J. 824. Pág. 1364.

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo.— Irregularidades.
pedimento de muevas medidas de instrucción.— Nulidades no in-
vocados por ante los Jueces del fondo.

Cas. 11 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 808.

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo y contrainformati-
vo.— Copias.— Trabajador que no deposita ningún escrito dentro
de los plazos que se le concedieron.— No hay lesión al derecho
de defensa.

En la especie, por sentencia del 18 de octubre de 1976, se or-
denó la entrega por secretaria de copias certificadas del informa-
tivo y contra-informativo a los abogados de J. R, y se fijó la
audiencia del 10 de enero de 1977, para el conocimiento del fondo
de la demanda; que, asimismo, en el expediente existe una certi-
ficación expedida por L. A. S. L., Secretaria del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Peravia, en la que consta
que las copias certificadas de las actas del informativo y contra-
informativo estuvieron preparadas, en el plazo de 10 dias señalado
en, la audiencia, a disposición de las partes, y que la parte deman-
dante, J. P., no depositó, dentro del plazo de los 30 días que le
fueron otorgados, ningún escrito ni documento; que por todo lo
expuesto, es obvio que no se lesionó el derecho de defensa del
recurrente J. P.

Cas. 7 Noviembre 1979, 13. J. E28, Pág. 2131.

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo.— Formalidades.-
Art. 56 de la Ley 637 de 1944.— Juramento de los testigos.— Fir-
mas del acta de informativo.

La Ley 637 del 16 de junio de 1944, sobre Contrato de Trabajo,
en su artículo 56 expresa que: "No se admitirá ninguna clase de
nulidades de procedimiento, a menos que éstas sean de una gra-
vedad tal que, imposibiliten al Tribunal, y a juicio de éste. cono-
cer y juzgar los casos sometidos a su consideración"; es decir, que
la rigurosidad formal del procedimiento civil ordinario, especial-
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A la audiencia celebrada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 31 de agosto
de 1976, compareció el Lic. L. V. G.. como abogado constituido de
la hoy recurrente O. T. C., C. por A., y concluyó en la forma si-
guiente: "que antes del conocimiento del fondo ordenéis la cele-
bración de un informativo, para probar la justa causa del despido":
que al no proponer ante la Cámara a-qua, la nulidad que ahora
alega, es claro que ese medio, no puede ser presentado por primera
vez en casación; en consecuencia declara inadmisible los alegatos
contenidos en los medios de casación.

Cas. 29 octubre 1979, 13. J. 827, Pág. 2050.

CONTRATO DE TRABAJO.— Maestro panadero despedido.—
Prueba del despido.— Declaración de un testigo.

En la especie, el testigo E. R. R, informó a dicho Juez que
concia al trabajador V.. quien laboraba en la P. M., como maestro
panadero; que se enteró que había sido despedido y al dirigirse
a la dueña de la P., inquiriéndole la causa de dicho despido, ella
le declaró que se trataba de un "problema de electricidad"; que
él le dijo que eso no era una justificación de un despido; que le
recomendó al trabajador que fuera a la Secretaria de Trabajo y
él lo complació; que ella fue citada al Departamento de Trabajo.
pero no asistió; que sabia él tenia 9 meses trabajando en esa P.;
que el Juez a-quo, podía, como lo hizo. fundar su fallo en las de-
claraciones del mencionado testigo.

Cas.- 30 Abril 1979, 13. J. 821. Pág. 749.

CONTRATO DE TRABAJO.— Obrero que elaboraba cajitas
de cartón en una industria.— Trabajo por tiempo indefinido.—
Despido.

Cas. 2.3 Julio 1979, 13. J. 824, Pág. 1364.
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dena al patrono a pagar horas extraordinarias sin que el trabaja-
dor probara esa reclamación.

Del examen de dicha sentencia no resulta que el obrero, de-
mandante originario, hubiese hecho en ningún momento la prueba
de su reclamación en, este punto; prueba que no podía inferirse,
corno se consigna en la'sentencia impugnada, del hecho de que
la Empresa no probó que se liberara del cumplimiento de esa obli-
gación, pues ésta, la Empresa, se limitó a litigar, fundamental-
lente, sobre la base de que el contrato, por no ser por tiempo

indefinido, no obligaba su responsabilidad, aún se admitiese e•
hecho del despido; que de lo dicho resulta que la Cámara a-qua,
en el punto que se examina, incurrió en la invocada violación del
artículo 1315 del Código Civil, por lo que la citada sentencia debe
ser casada en este aspecto.

-"in,	 ..

mente en relación con el informativo, no es aplicable a la materia
de trabajo; que en la especie el examen de las actas del informa-
tivo celebrado el 8 de enero de 1976 , y del contra-informativo
celebrado el 12 de febrero del mismo año, muestran que, en ellas,
contrariamente a lo afirmado por el recurrente, el Juez a-quo
cumplió con la formalidad del juramento y así se consigna en
ellas; que también las mismas fueron firmadas por el juez actuan-
te y su secretaria como se comprueba por las copias certificadas
que obran en el expediente; que en tales circunstancias, las viola-
ciones alegadas carecen de fundamento y deben ser desestimadas.

Cas 23 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1364.

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo.— Irregularidades.
Pedimento de muevas medidas de instrucción.— Nulidades no in-
vocados por ante los Jueces del fondo.

Cas. 11 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 808.

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo y contrainformati-
yo.— Copias.— Trabajador que no deposita ningún escrito dentro
de los plazos que se le concedieron.— No hay lesión al derecho
de defensa.

En la especie, por sentencia del 18 de octubre de 1976, se or-
denó la entrega por secretaria de copias certificadas del informa-
tivo y contra-informativo a los abogados de J. P., y se fijó la
audiencia del 10 de enero de 1977 , para el conocimiento del fondo
de la demanda; que. asimismo, en el expediente existe una certi-
ficación expedida por L. A. S. L., Secretaria del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Peravia. en la que consta
que las copias certificadas de las actas del informativo y contra-
informativo estuvieron preparadas, en el plazo de 10 dias señalado
en, la audiencia, a disposición de las partes, y que la parte deman-
dante, J. P., no depositó. dentro del plazo de los 30 días que le
fueron otorgados, ningún escrito ni documento; que por todo lo
expuesto, es obvio que no se lesionó el derecho de defensa del
recurrente J. P.

Cas. 7 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2131.

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo.— Formalidades.-
Art. 66 de la Ley 637 de 1944.— Juramento de los testigos.— Fir-
mas del acta de informativo.

La Ley 637 del 16 de junio de 1944, sobre Contrato de Trabajo,
en su articulo 56 expresa que: "No se admitirá ninguna clase de
nulidades de procedimiento, a menos que éstas sean de una gra-
vedad tal que, imposibiliten al Tribunal, y a juicio de éste, cono-
cer y juzgar los casos sometidos a su consideración"; es decir, que
la rigurosidad formal del procedimiento civil ordinario, especial-
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A la audiencia celebrada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 31 de agosto
de 1976, compareció el Lic. L. V. G., como abogado constituido de
la hoy recurrente O. T. C., C. por A., y concluyó en la forma si-
guiente: "que antes del conocimiento del fondo . ordenéis la cele-
bración de un informativo, para probar la justa causa del despido";
que al no proponer ante la Cámara a-qua, la nulidad que ahora
alega, es claro que ese medio, no puede ser presentado por primera
vez en casación; en consecuencia declara inadmisible los alegatos
contenidos en los medios de casación.

Cas. 29 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 2050.

CONTRATO DE TRABAJO.— Maestro panadero despedido.—
Prueba del despido.— Declaración de un testigo.

En la especie, el testigo E. R. R., informó a dicho Juez que
conocía al trabajador V., quien laboraba en la P. M., como maestro
panadero; que se enteró que había sido despedido y al dirigirse
a la dueña de la P., inquiriéndole la causa de dicho despido , ella
le declaró que se trataba de un "problema de electricidad"; que
él le dijo que eso no era una justificación de un despido; que le
recomendó al trabajador que fuera a la Secretaría de Trabajo y
él lo complació; que ella fue citada al Departamento de Trabajo.
pero no asistió; que sabia él tenía 9 meses trabajando en esa P.;
que el Juez a-quo, podía. como lo hizo. fundar su fallo en las de-
claraciones del mencionado testigo.

Cas. 30 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 749.

CONTRATO DE TRABAJO.— Obrero que elaboraba cajitas
de carnita en una industria.— Trabajo por tiempo indefinido.—
Despido.

Cas. 23 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1364.
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CONTRATO DE TRABAJO.— Panaderos que no asisten a sus
labores.— Prueba.— Comunicaciones al Departamento de Trabajo.
Fuerza probatoria.— Prueba testimonial.— Facultad de los Jueces.
Despido injustificado.

Entre varias declaracfones no coincidentes los Jueces del fon-
do pueden, basarse, para formar su convicción, en aquellas que le
parezcan más sinceras y verosímiles lo que no constituye vicio
alguno, pues corresponde al ejercicio normal del poder soberano
de apreciación que tienen los Jueces del fondo; que, en la especie,
el Tribunal a-quo, lo que ha hecho es hacer uso de esa facultad sin
incurrir en vicio alguno; y que, en cuanto a los documentos depo-
sitados por los hoy recurrentes ante la Cámara a-qua, estos fueron
ponderados, sin desnaturalización alguna, por dicha Cámara, al ex-
presar: "que la empresa ha depositado una serie de comunicaciones
que enviara al Departamento de Trabajo, informando que los re-
currentes habían abandonado sus labores, pero estos son documen-
tos confeccionados por dicho patrono y no pueden hacer prueba
en su favor, pues no fueron verificados por ninguna autoridad
laborar: que, por lo expuesto, los alegatos de los recurrentes, en
este sentido, carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 9 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 781.

CONTRATO DE TRABAJO.— Patrono condenado sin que se
hubiera dado la oportunidad de concluir al fondo.— Sentencia que
lesiona el derecho de defensa.— Papel activo del Juez.

La sentencia impugnada y las piezas del expediente ponen de
manifiesto, que tal como lo alega el recurrente, los hechos suce-
dieron, desde la jurisdicción de primer grado, en forma irregular,
ya que en ausencia del hoy recurrente , el Juez a-quo, no podía,
como lo hizo, decir que las partes quedaban debidamente citadas.
celebrando una nueva audiencia, para conocer del fondo del liti-
gio; que sin embargo, dicha irregularidad hubiese quedado cubier-
ta, si en la jurisdicción de apelación, no se hubiese incurrido en
la msma violación, ya que la última citación que le fue hecha al
hoy recurrente, lo fue para comparecer a la celebración del con-
trainformativo. y al hacer éste defecto, en todo caso, y especial-
mente, planteada como lo había sido en el mismo acto de apela-
ción, la nulidad de la decisión del Juez de primer grado, y tra-
tándose de la materia de que se trata, en que los jueces tienen un
papel activo, el Juez que conocía de dicho recurso, no podía corno
lo hizo, sin darle al apelante la oportunidad de concluir al fondo,
fallar en defecto la litis, sin quedar lesionado el derecho de defen-
sa del hoy recurrente; que por lo que, procede la casación del fa-
llo impugnado, sin que haya la necesidad de ponderar los demás
medios del recurso.

Cas. 31 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 60..
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CONTRATO DE TRABAJO.— Pulidor en una fábrica de mue-
bles.— Trabajo por tiempo indefinido.— Despido injustificado.

En la especie, la Cámara a-qua, antes de estatuir sobre el fon-
do de la apelación interpuesta por A. C., ordenó medidas de ins-
trucción, informativo y contrainformativo, que el primero fue
celebrado el 27 de enero de 1976 en el que fue oído como testigo
L. R., cuyas declaraciones constan en la sentencia impugnada, y
el segundo, fijado para la misma fecha, no fue celebrado, por ha-
ber comparecido el patrono; que la sentencia impugnada da por
establecido, que el hoy recurrido A. C., trabajaba, como pulidor,
en una fábrica de muebles propiedad de V. C.. ubicada en la calle
R. PI U, de esta ciudad, amparado por un contrato de trabajo de
naturaleza indefinida, durante más de cuatro altos, con un salario
de RDS50.00 semanales, y que fue despedido sin causa justificada.

Cas. 15 octubre 1979, B. J. S27, Pág. 1950.

CONTRATO DE TRABAJO.— Prescripción de la acción.—
Deber de los jueces del fondo.— No deben ordenar métodos de
instrucción sobre el fondo de la demanda.

Como cuestión perentoria, los jueces por ante los cuales se
alegue la prescripción de la acción intentada, deben ponderar, en
primer término si ha sido incoada dentro de los plazos exigidos

ipor la ley; es indudable que dichos jueces deben, cuando le es
propuesta la excepción, examinar, previamente, la naturaleza de
la acción que ha sido intentada ante ellos antes de declararla
prescrita para determinar el texto aplicable en el caso; pero de
ningún modo deben ordenar medidas de instrucción sobre el fondo
de la demanda, por lo que la S. C. de J., estima que la Cámara
a-qua procedió correctamente al rechazar el pedimento de las ac-
tuales recurrentes tendiente a que se ordenaran esas medidas de
instrucción.

Cas. 16 Feb. 1979, B. J. 819, p. 216.

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba de situaciones decisivas.
Despido.— Trabajador que no aportó la prueba de que habla sido
despedido inju.•dificadamente. •

Si en materia laboral, en la que se les reconoce un papel ac-
tivo, los Jueces deben ordenar cuantas medidas de instrucción pue-
dan concurrir al mejor esclarecimiento de situaciones litigiosas
q ue están llamados a dirimir. tales medidas de instrucción sólo
procede ordenarlas cuando ellas contrbuyen a definir situaciones
que por sí mismas sean decisivas en cuanto a las soluciones a
adoptar , lo que no ocurre en la especie en que el simple estable-
cimiento de un hipotético y generalizado estado de tensión en las
relaciones obrero-patronales no es decisivo, por sí mismo, para
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CONTRATO DE TRABAJO.— Panaderos que no asisten a sus
labores.— Prueba.— Comunicaciones al Departamento de Trabajo.
Fuerza probatoria.— Prueba testimonial.— Facultad de los Jueces.
Despido injustificado.

Entre varias declaracfones no coincidentes los Jueces del fon-
do pueden, basarse, para formar su convicción, en aquellas que le
parezcan más sinceras y verosímiles lo que no constituye vicio
alguno, pues corresponde al ejercicio normal del poder soberano
de apreciación que tienen los Jueces del fondo; que, en la especie,
el Tribunal a-quo, lo que ha hecho es hacer uso de esa facultad sin
incurrir en vicio alguno; y que, en cuanto a los documentos depo-
sitados por los hoy recurrentes ante la Cámara a-qua, estos fueron
ponderados, sin desnaturalización alguna, por dicha Cámara, al ex-
presar: "que la empresa ha depositado una serie de comunicaciones
que enviara al Departamento de Trabajo, informando que los re-
currentes habían abandonado sus labores, pero estos son documen-
tos confeccionados por dicho patrono y no pueden hacer prueba
en su favor, pues no fueron verificados por ninguna autoridad
laborar: que, por lo expuesto, los alegatos de los recurrentes, en
este sentido, carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 9 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 781.

CONTRATO DE TRABAJO.— Patrono condenado sin que se
hubiera dado la oportunidad de concluir al fondo.— Sentencia que
lesiona el derecho de defensa.— Papel activo del Juez.

La sentencia impugnada y las piezas del expediente ponen de
manifiesto, que tal como lo alega el recurrente, los hechos suce-
dieron, desde la jurisdicción de primer grado, en forma irregular,
ya que en ausencia del hoy recurrente , el Juez a-quo, no podía,
como lo hizo, decir que las partes quedaban debidamente citadas.
celebrando una nueva audiencia, para conocer del fondo del liti-
gio; que sin embargo, dicha irregularidad hubiese quedado cubier-
ta, si en la jurisdicción de apelación, no se hubiese incurrido en
la msma violación, ya que la última citación que le fue hecha al
hoy recurrente, lo fue para comparecer a la celebración del con-
trainformativo. y al hacer éste defecto, en todo caso, y especial-
mente, planteada como lo había sido en el mismo acto de apela-
ción, la nulidad de la decisión del Juez de primer grado, y tra-
tándose de la materia de que se trata, en que los jueces tienen un
papel activo, el Juez que conocía de dicho recurso, no podía corno
lo hizo, sin darle al apelante la oportunidad de concluir al fondo,
fallar en defecto la litis, sin quedar lesionado el derecho de defen-
sa del hoy recurrente; que por lo que, procede la casación del fa-
llo impugnado, sin que haya la necesidad de ponderar los demás
medios del recurso.

Cas. 31 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 60..
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CONTRATO DE TRABAJO.— Pulidor en una fábrica de mue-
bles.— Trabajo por tiempo indefinido.— Despido injustificado.

En la especie, la Cámara a-qua, antes de estatuir sobre el fon-
do de la apelación interpuesta por A. C., ordenó medidas de ins-
trucción, informativo y contrainformativo, que el primero fue
celebrado el 27 de enero de 1976 en el que fue oído como testigo
L. R., cuyas declaraciones constan en la sentencia impugnada, y
el segundo, fijado para la misma fecha, no fue celebrado, por ha-
ber comparecido el patrono; que la sentencia impugnada da por
establecido, que el hoy recurrido A. C., trabajaba, como pulidor,
en una fábrica de muebles propiedad de V. C.. ubicada en la calle
R. PI U, de esta ciudad, amparado por un contrato de trabajo de
naturaleza indefinida, durante más de cuatro altos, con un salario
de RDS50.00 semanales, y que fue despedido sin causa justificada.

Cas. 15 octubre 1979, B. J. S27, Pág. 1950.

CONTRATO DE TRABAJO.— Prescripción de la acción.—
Deber de los jueces del fondo.— No deben ordenar métodos de
instrucción sobre el fondo de la demanda.

Como cuestión perentoria, los jueces por ante los cuales se
alegue la prescripción de la acción intentada, deben ponderar, en
primer término si ha sido incoada dentro de los plazos exigidos

ipor la ley; es indudable que dichos jueces deben, cuando le es
propuesta la excepción, examinar, previamente, la naturaleza de
la acción que ha sido intentada ante ellos antes de declararla
prescrita para determinar el texto aplicable en el caso; pero de
ningún modo deben ordenar medidas de instrucción sobre el fondo
de la demanda, por lo que la S. C. de J., estima que la Cámara
a-qua procedió correctamente al rechazar el pedimento de las ac-
tuales recurrentes tendiente a que se ordenaran esas medidas de
instrucción.

Cas. 16 Feb. 1979, B. J. 819, p. 216.

CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba de situaciones decisivas.
Despido.— Trabajador que no aportó la prueba de que habla sido
despedido inju.•dificadamente. •

Si en materia laboral, en la que se les reconoce un papel ac-
tivo, los Jueces deben ordenar cuantas medidas de instrucción pue-
dan concurrir al mejor esclarecimiento de situaciones litigiosas
q ue están llamados a dirimir. tales medidas de instrucción sólo
procede ordenarlas cuando ellas contrbuyen a definir situaciones
que por sí mismas sean decisivas en cuanto a las soluciones a
adoptar , lo que no ocurre en la especie en que el simple estable-
cimiento de un hipotético y generalizado estado de tensión en las
relaciones obrero-patronales no es decisivo, por sí mismo, para
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inferir de ello necesariamente, y en ausencia de otros elementos
de juicio que hubiesen sido señalados, que el trabajador había
sido despedido injustificadamente; que, relativamente al último
alegato del mismo medio, el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la demanda del trabajador P. L., fue re-
chazada por los Jueces del fondo, no en razón de que el menciona-
do trabajador hubiese /tedio abandono de sus labores, sino porque,
a juicio de la Cámara a-qua, él no hizo la prueba que le incumbía
o sea la de haber sido despedido injustificadamente, como lo alegó
en la correspondiente querella.

Cas. 1ro. Junio 1979, B. J. POS, Pág. 961.

CONTRATO DE TRABAJO.— Reapertura de debates.— Cuan•
do procede.— Documentos nuevos decisivos.

Cas. 26 febrero 1979, 13. J. 819, Pág. 290.

CONTRATO DE TRABAJO.— Reapertura de debate.— Decla-
ración de un testigo oído por ante el juez del primer grado a
pedimento del patrón.

En la especie, la empresa solicitó la reapertura de los debates
con el fin de que se ordenara dicho informativo para hacer esa
prueba; que tal pedimento, se expresa también en la sentencia
impugnada, "es preciso rechazarlo en razón de que las reaperturas
de debates sólo proceden cuando aparecen documentos nuevos que
puedan ser decisivos para el proceso", que, por otra parte, dicha
empresa no compareció a la audiencia e hizo uso del informativo
celebrado por el Juez del Primer Grado, en el cual depuso el tes-
tigo A. E. R. B., oído a pedimento de la empresa para la justa
causa del despido; que la Suprema Corte de Justicia, estima co-
rrectos los razonamientos dados por el Juez de la Cámara a-qua,
para rechazar el pedimento de los actuales recurrentes con el fin
de que se ordenara la reapertura de los debates, sin que se incu-
rriera en la violación del derecho de defensa; que, por otra parte.
lo expuesto precedentemente y el examen de la sentencia impug-
nada muestra que dicho fallo contiene motivos suficientes, perti-
nntes y congruentes, sin desnaturalización alguna , que justifican
su dispositivo, y una relación completa de los hechos de la causa
que han permitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que
en dicha sentencia se ha hecho una correcta aplicación de la Ley.
y, en consecuencia, los medios del recurso carecen de fundamento
y deben ser desestimados.

Cas. 10 Septiembre 1979. B. J. 826. Pág. 1693.

CONTRATO DE TRABAJO.— Reapertura de debates.— Re-
quisitos para la reapertura.

Para que el pedimento de reapertura de debates sea concedido
es necesario que. tal como lo juzgó el Juez a-quo, sea acompañado
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de los documentos o se señalen hechos nuevos que sean decisivos
para la solución del caso; que los actuales recurrentes no deposi-
taran ningún documento ni le indicaron al Juez los hechos que

probar en provecho de su defensa, por lo que la Cá-
Enpretendian

CONTRATO DE TRABAJO.— Recurso de Casación tardío.

ara a-Oun, procedió correctamente al rechazar el referido pedi-
mento.

 30 Abril 1979. B. J. 821, Pág. 794.

Ver: Casación.— Plazo.— Vencimiento en...

Cas. 

Cas. 8 Junio 1979. 13. J. 823, Pág. 997.

CONTRATO DE TRABAJO.— Riña en el trabajo.— Despido
injustificado de una trabajadora.— Declaración de un testigo.—
Documentos aportados.— Facultad de los jueces del fondo.

Cas. 29 Agosto 1979. 13. J. $25, Pág. 1641.

CONTRATO DE TRABAJO.— Salarlo del trabajador.— Cálcu-
lo.— Horas ordinarias.— Art. 76 del Código de Trabajo y Regla-
mento 6127 de 1960.

Al tenor del articulo 76, del Código de Trabajo, lo que es rati-
ficado por el Reglamento No. 6127. de 1960, para el cálculo de las
indemnizaciones a pagar tales como prcaviso, auxilio de cesantía.
sólo procede tomar en cuenta el salario correspondiente a horas
ordinarias de trabajo; y como en el caso ocurrente la sentencia
impugnada pone de manifiesto, que para hacer dicho cálculo, se
agregó al salario ordinario, lo devengado por concepto de comi-
siones, es obvio que en cuanto al medio que se examina, se incu-
rrió en la violación señalada, por lo que procede la casación en
este punto.

Cas. 26 Septiembre 1979, B. J. 826. Pág. 1726.

CONTRATO DE TRABAJO.— Sentencia que rechaza el pedi
mento de que se realice un informativo para probar que el traba-
jador no era fijo sino ocasional.— Sentencia carente de motivos
suficientes y pertinentes.

En la especie, la sentencia impugnada no contiene ninguna
explicación del contenido de los comprobantes de pago, en que se
edificó la Cámara a-qua, para dar por establecido que el trabajador
demandante, hoy recurrido, no era un trabajador como lo alegaba
la recurrente, ocasional sino que por lo contrario, era un traba-
jador fijo, piezas que además no figuran depositadas en el expe-
diente; que por lo que la Suprema Corte de Justicia, en tales cir-
cunstancias está imposibilitada para poder ejercer su poder de
control; que en consecuencia, la sentencia impugnada, es evidente,
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inferir de ello necesariamente, y en ausencia de otros elementos
de juicio que hubiesen sido señalados, que el trabajador había
sido despedido injustificadamente; que, relativamente al último
alegato del mismo medio, el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la demanda del trabajador P. L.. fue re-
chazada por los Jueces del fondo, no en razón de que el menciona-
do trabajador hubiese hecho abandono de sus labores, sino porque,
a juicio de la Cámara a-qua, él no hizo la prueba que le incumbía,
o sea la de haber sido despedido injustificadamente, como lo alegó
en la correspondiente querella.

Cas. lro. Junio 1979, B. J. 823, Pág. 961.

CONTRATO DE TRABAJO.— Reapertura de debates.— Cuán-
do procede.— Documentos nuevos decisivos.

Cas. 26 febrero 1979, a J. 819, Pág. 290.
•

CONTRATO DE TRABAJO.— Reapertura de debate.— Decla-
ración de un testigo oído por ante el juez del primer grado a
pedimento del patrón.

En la especie, la empresa solicitó la reapertura de los debates
con el fin de que se ordenara dicho informativo para hacer esa
prueba; que tal pedimento, se expresa también en la sentencia
impugnada, "es preciso rechazarlo en razón de que las reaperturas
de debates sólo proceden cuando aparecen documentos nuevos que
puedan ser decisivos para el proceso", que, por otra parte , dicha
empresa no compareció a la audiencia e hizo uso del informativo
celebrado por el Juez del Primer Grado, en el cual depuso el tes-
tigo A. E. R. B., oído a pedimento de la empresa para la justa
causa del despido; que la Suprema Corte de Justicia, estima co-
rrectos los razonamientos dados por el Juez de la Cámara a-qua.
para rechazar el pedimento de los actuales recurrentes con el fin
de que se ordenara la reapertura de los debates, sin que se incu-
rriera en la violación del derecho de defensa: que, por otra parte.
lo expuesto precedentemente y el examen de la sentencia impug-
nada muestra que dicho fallo contiene motivos suficientes, perti-
nntes y congruentes, sin desnaturalización alguna , que justifican
su dispositivo, y una relación completa de los hechos de la causa
que han permitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que
en dicha sentencia se ha hecho una correcta aplicación de la Ley.
y, en consecuencia, los medios del recurso carecen de fundamento
y deben ser desestimados.

Cas. 10 Septiembre 1979, B. J. 826. Pág. 1693.

CONTRATO DE TRABAJO.— Reapertura de debates.— Re-
quisitos para la reapertura.

Para que el pedimento de reapertura de debates sea concedido
es necesario que. tal como lo juzgó el Juez a-quo, sea acompañado
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de los documentos o se señalen hechos nuevos que sean decisivos
nao la solución del caso; que los actuales recurrentes no deposi-
roen ningún documento ni le indicaron al Juez los hechos que
pretendían probar en provecho de su defensa, por lo que la Cá-
mara a-qua, procedió correctamente al rechazar el referido pedi-
mento.

Cas. 30 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 794.

CONTRATO DE TRABAJO.— Recurso de Casación tardío.

Ver: Casación.— Plazo.— Vencimiento en...
Cas. 8 Junio 1979. 13..1. 823, Pág. 997.

CONTRATO DE TRABAJO.— Riña en el trabajo.— Despido
Injustificado de una trabajadora.— Declaración de un testigo.—
Documentos aportados.— Facultad de los jueces del fondo.

Cas. 29 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1641.

CONTRATO DE TRABAJO.— Salario del trabajador.— Cálcu-
lo.— Horas ordinarias.— Art. 76 del Código de Trabajo y Regla-
mento 6127 de 1960.

Al tenor del artículo 76, del Código de Trabajo, lo que es rati-
ficado por el Reglamento No. 6127, de 1960, para el cálculo de las
indemnizaciones a pagar tales como preaviso, auxilio de cesantía,
sólo procede tomar en cuenta el salario correspondiente a horas
ordinarias de trabajo; y como en el caso ocurrente la sentencia
impugnada pone de manifiesto, que para hacer dicho cálculo, se
agregó al salario ordinario, lo devengado por concepto de comi-
siones, es obvio que en cuanto al medio que se examina, se incu-
rrió en la violación señalada, por lo que procede la casación en
este punto.

Cas. 26 Septiembre 1979, B. J. 826. Pág. 1726.

CONTRATO DE TRABAJO.— Sentencia que rechaza el pedi
mento de que se realice un informativo para probar que el traba-
jador no era fijo sino ocasional.— Sentencia carente de motivos
suficientes y pertinentes.

En la especie, la sentencia impugnada no contiene ninguna
explicación del contenido de los comprobantes de pago, en que se
edificó la Cámara a-qua, para dar por establecido que el trabajador
demandante, hoy recurrido. no era un trabajador como lo alegaba
la recurrente, ocasional, sino que por lo contrario. era un traba-
jador fijo, piezas que además no figuran depositadas en el expe-
diente; que por lo que la Suprema Corte de Justicia, en tales cir-
cunstancias está imposibilitada para poder ejercer su poder de
control; que en consecuencia, la sentencia impugnada, es evidente,
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1
circunstancias en condiciones de determinar si la ley ha sido o
no bien aplicada. procede casar la sentencia impugnada por falta
de base legal.

Cas. 29 Junio 1979. 13. J. 823, Pág. 1180.

CONTRATO 'DE TRABAJO.— Suspensión.— Acusación penal
contra el trabajador hecha por el patrono.— Descargo del traba-
jador.— Pago de salarios durante la suspensión.— Artículos 46 y
47 del Código de Trabajo.

En cuanto a la alegada violación de los artículos 46 y 47 del
referi do Código, estos textos se refieren a la suspensión legal del
trabajo, según especificamente están indicadas en el artículo 47
particularmente del ordinal 7, que no puede ser interpretativo en
el sentido que lo hace la recurrente, pues cquivaldria a hacer al
Patrono árbitro del despido del trabajador por medio de una acu-
sación hecha por su patrono; que el ordinal 7 sólo es aplicable
cuando la acción penal contra el trabajador no sea atribuible al
Patrono o si hecha a iniciativa de él, tiene como resultado la con-
dena del obrero; que la actuación del Patrono debe ser asimilada
a un despido injustificado, ya que el trabajador queda privado de
sus salarios por causa ajena a su voluntad, pero no extraña a la
voluntad del Patrono; que en la especie ha ocurrido así y en con-
secuencia no se han violado los artículos 96 y 47, ni tampoco los
artículos 184 y 140, que no son aplicables por las mismas razones
que los dos primeros; en consecuencia el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829 Pág. 2415.
Ver además. Contrato de trabajo. —Acta de no conciliación...

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio.— Desnaturaliza-
ción.

Cas. 25 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1142.

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio.— Resultado del in-
formativo.— Alegato de desnaturalización.— Facultad de los jue-
ces.— Resultado no sujeto a la censura de la casación.

En la especie, lo que el recurrente califica como desnaturali-
zación de los hechos de la causa, no es, como lo ha comprobado
esta Corte mediante el examen de las actas de la información tes-
timonial, sino un resultado, no sujeto a censura en casación, del
Poder reconocido a los Jueces del fondo de dar mayor crédito a
determinados testimonios con preferencia a otros, según la since-
ridad y verosimilitud que advierta en cada una.

Cas. 16 Julio 1979. B. J. 824, Págs. 130 y 1364.

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio.— Valor.— Faculta-
des de los jueces del fondo.— Declaraciones no coincidentes.
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que carece de motivos suficientes y pertinentes que justifiquen
su dispositivo, por lo que debe ser casada por falta de base legal,
sin que haya la necesidad de ponderar el otro medio de casación
propuesto por el recurrente.

Cas. 21 Marzo 197..9, B. J. 820, Pág. 491.

CONTRATO DE TRABAJO.— Suspensión de docencia a un
profesor Universitaria— Solicitud de reintegración hecha por el
profesor.— Requerimiento no obtemperado.— Dimisión justificada.

Los hechos relatados en la sentencia impugnada revelan qm
en la especie no se trata de la suspensión prevista por los artícu-
los 44, 45, 46 y 47 del Código de Trabajo, en lo que es obligatoria
]a comunicación al Departamento de Trabajo, para su aprobación
o no, sinó de una sanción impuesta al Lic. P., y aceptada por
éste, por hechos que la Universidad estimó y que consistió en
privarlo de su docencia durante el año académico 1976-1977, situa-
ción muy distinta a la prevista en los textos legales antes seña-
lados; que, por tanto, los motivos dados por el Tribunal a-quo
para justificar la dimisión del mencionado Profesor son totalmente
erróneos; que, sin embargo, la solución dada por la Cámara a-qua
está justificada, ya que por los hechos comprobados por dicha
Cámara, según consta en la sentencia impugnada, se estableció
que el Profesor P., dimitió de sus funciones de catedrático de la
Universidad recurrente en vista de que ésta no obtemperó a su
requerimiento de que se le autorizara a reintegrarse a sus labores
después de cumplida la sanción que le fue impuesta, lo que real-
mente, a juicio de la Suprema Corte de J., justificó su dimisión;
que como los motivos dados por la Cámara a-qua son de puro
derecho, la Suprema Corte los suple con los aquí expuestos; que.
por tanto, estos alegatos del primer medio deben ser desestimados.

Cas. 20 Abril 1979, 13. J. 827. Pág. 659.

CONTRATO DE TRABAJO.— Suspensión por enfermedad.—
Desahucio.— Demanda en reparación de daños y perjuicios.— Sen-
tencia carente de base legal.

Tal como lo alega la recurrente, los motivos de la Corte a-qua.
para justificar la demanda en daños y perjuicios de que se trata
no son suficientes y pertinentes para justificar dicho fallo , pues
la misma recurrida admite, que nada se oponía a que el desahucio
fuese operado estando ella en estado de suspensión, por la licencia
que se le habla concedido,–ya que ello así está permitido por la
ley, pero, que la recurrente, el Banco, había actuado en forma do-
losa con la intención marcada de ocasionarle un perjuicio y re-
sulta que esto último no se desprende de los hechos dados por
establecidos por la Corte a-qua, sin necesidad de ponderar los
demás medios invocados por la recurrente, al no estar en tales
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que carece de motivos suficientes y pertinentes que justifiquen
su dispositivo, por lo que debe ser casada por falta de base legal,
sin que haya la necesidad de ponderar el otro medio de casación
propuesto por el recurrente.

Cas. 21 Marzo 197,9, B. J. 820, Pág. 491.

CONTRATO DE TRABAJO.— Suspensión de docencia a un
profesor Universitario.— Solicitud de reintegración hecha por el
profesor.— Requerimiento no obtemperado.— Dimisión justificada.

Los hechos relatados en la sentencia impugnada revelan qui
en la especie no se trata de la suspensión prevista por los artícu-
los 44 , 45, 46 y 47 del Código de Trabajo, en lo que es obligatoria
la comunicación al Departamento de Trabajo, para su aprobación
o no, sinó de una sanción impuesta al Lic. P., y aceptada por
éste, por hechos que la Universidad estimó y que consistió en
privarlo de su docencia durante el año académico 1976-1977, situa-
ción muy distinta a la prevista en los textos legales antes seña-
lados; que, por tanto, los motivos dados por el Tribunal a-quo
para justificar la dimisión del mencionado Profesor son totalmente
erróneos; que, sin embargo, la solución dada por la Cámara a-qua
está justificada, ya que por los hechos comprobados por dicha
Cámara , según consta en la sentencia impugnada, se estableció
que el Profesor P., dimitió de sus funciones de catedrático de la
Universidad recurrente en vista de que ésta no obtemperó a su
requerimiento de que se le autorizara a reintegrarse a sus labores
después de cumplida la sanción que le fue impuesta, lo que real-
mente, a juicio de la Suprema Corte de J., justificó su dimisión;
que como los motivos dados por la Cámara a-qua son de puro
derecho, la Suprema Corte los suple con los aquí expuestos; que.
por tanto, estos alegatos del primer medio deben ser desestimados.

Cas. 20 Abril 1979, B. J. 827. Pág. 659.

CONTRATO DE TRABAJO.— Suspensión por enfermedad.—
Desahucio.— Demanda en reparación de daños y perjuicios.— Sen-
tencia carente de base legal.

Tal como lo alega la recurrente, los motivos de la Corte a-qua.
para justificar la demanda en daños y perjuicios de que se trata
no son suficientes y pertinentes para justificar dicho fallo , pues
la misma recurrida admite, que nada se oponía a que el desahucio
fuese operado estando ella en estado de suspensión, por la licencia
que se le había concedido,-ya que ello asi está permitido por la
ley, pero, que la recurrente, el Banco, había actuado en forma do-
losa con la intención marcada de ocasionarle un perjuicio y re-
sulta que esto último no se desprende de los hechos dados por
establecidos por la Corte a-qua, sin necesidad de ponderar los
demás medios invocados por la recurrente, al no estar en tales
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no bien aplicada.
de base legal.

Cas. 29 Junio

CONTRATO DE TRABAJO.— Suspensión.— Acusación penal
contra el trabajador hecha por el patrono.— Descargo del traba-
jador.— Pago de salarios durante la suspensión. — Artículos 46 y
47 del Código de Trabajo.

En cuanto a la alegada violación de los artículos 46 y 47 del
referido Código, estos textos se refieren a la suspensión legal del
trabajo, según especificamente están indicadas en el artículo 47
particularmente del ordinal 7, que no puede ser interpretativo en
el sentido que lo hace la recurrente, pues equivaldría a hacer al
Patrono árbitro del despido del trabajador por medio de una acu-
sación hecha por su patrono; que el ordinal 7 sólo es aplicable
cuando la acción penal contra el trabajador no sea atribuible al
patrono o si hecha a iniciativa de él, tiene como resultado la con-
dena del obrero; que la actuación del Patrono debe ser asimilada
a un despido injustificado, ya que el trabajador queda privado de
sus salarios por causa ajena a su voluntad, pero no extraña a la
voluntad del Patrono; que en la especie ha ocurrido así y en con-
secuencia no se han violado los artículos 46 y 47, ni tampoco los
artículos 184 y 140, que no son aplicables por las mismas razones
que los dos primeros; en consecuencia el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2415.
Ver además. Contrato de trabajo. - Acta de no conciliación..

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio.— Desnaturaliza-
ción.

Cas. 25 Junio 1979. B. J. 823, Pág. 1142.

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio.— Resultado del in-
formativo.— Alegato de desnaturalización.— Facultad de los jue-
ces.— Resultado no sujeto a la censura de la casación.

En la especie, lo que el recurrente califica como desnaturali-
zación de los hechos de la causa, no es, como lo ha comprobado
esta Corte mediante el examen de las actas de la información tes-
timonial, sino un resultado, no sujeto a censura en casación, del
Poder reconocido a los Jueces del fondo de dar mayor crédito a
determinados testimonios con preferencia a otros, según la since-
ridad y verosimilitud que advierta en cada una.

Cas. 16 Julio 1979, B. J. 824 , Págs. 130 y 1364.

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio.— Valor.— Faculta-
des de los jueces del fondo.— Declaraciones no coincidentes.
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Entre varias declaraciones no coincidentes los Jueces del fon-
do pueden basarse, para formar su convicción en aquella que le
parezca más sincera y verosímil; lo que no constituye vicio algu-
no, pues corresponde al ejercicio normal del poder soberano de
apreciación que tienen los Jueces del fondo, sobre todo que, en
la especie, la misma exposición del recurrente revela que él lo que
hace en definitiva es criticar esa apreciación por estimar que las
declaraciones de los testigos A. S. J., y J. A. L.. eran las correctas.

Cas. 17 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1977.

CONTRATO DE TRABAJO.— Tiempo que habia laborado el
Profesor dimitente.— Sentencia casada en ese punto.

En la especie, el tiempo que laboró el Profesor P. antes de
su dimisión, fue únicamente de ocho y no de nueve años, como se
consigna en la sentencia impugnada, para determinar la cuantía
de las prestaciones que corresponden al referido Profesor; que,
por tanto, la cuantía de las prestaciones debe ser modificada para
que corresponda a un periodo de trabajo de ocho años; que, por
tanto, la sentencia impugnada debe ser casada en cuanto a este
punto únicamente.

Cas. 20 Abril 1979, B. J. 821. Pág. 659.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador fijo y no ocasional.
Prueba.— Facultad de los jueces.

En la especie el Juez a-quo ponderó los documentos deposita-
dos por el patrono dándole a cada uno de ellos su verdadero sen-
tido y alcance; que si los desestimó como elementos de juicio y
dio mayor crédito a la prueba testimonial, se fundamento en el
poder soberano que tienen los jueces del fondo para apreciar el
valor probatorio de los elementos de juicio que se le sometan,
y que cuando dan más crédito a un testimonio que a otro por es-
timarlo más verosímil y sincero, no incurren con ello en falta
alguna.

Cas. 21 Febrero 1979, B. J. 819, p. 274.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador condenado a multv
por un accidente.— Suspensión del contrato.— Compensaciones
previstas en el Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo.

En la especie, el Juez a-quo estableció "que ni las faltas gra-
ves por las cuales fue condenado el trabajador apelante por los
tribunales en materia correccional, ni la puesta en prisión del tra-
bajador hacia expirar el Pacto Colectivo, ni la especulación sobre
la cláusula contractual de que a dicho trabajador no le correspon-
dían sus compensaciones porque no trabajó ininterrumpidamente,
son causas ni motivos para negarles a dicho trabajador sus com-
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nínsaciones establecidas en el artículo 17, párrafo segundo del
pacto Colectivo de condiciones de trabajo, convenido entre G. &
. ,r A. C., División C. R., y el Sindicato Libre de Trabajadores de
la misma empresa, y no se ha desconocido por tanto, lo prescrito
par el inciso 7mo. del artículo 47 del Código de Trabajo, pues al
-cr condenado el trabajador a una pena pecuniaria por el delito
n que incurrió o sea accidente, el contrato de zafra de 1970-1971,
acidó en suspenso, y el trabajador exonerado de su obligación

';t• trabajo'; que en consecuencia la sentencia impugnada tiene
notivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo.

e	 Cas. 3 Octubre 1979, 13. J. 827. Pág. 1823.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador para una obra de-
terminada-- Término de la obra.— Pago de saldo al trabajador. —
Documentos no ponderadas por el Juez.— Casación de la senten-
cia por falta de base legal.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Cámara a-qua no tomó en cuenta los documentos depositados
Por la recurrente, con propósito de demostrar que el caso se trata
de un trabajo para obra determinada; que éste terminó el 24 de
junio de 1975, y que al obrero se le hizo un pago que la recurrente
afirma que servía de saldo; que de haber ponderado esos docu-
mentos, la solución del caso habría podido eventualmente haber
conducido a una solución distinta; que en consecuencia el medio
propuesto debe ser acogido y casar la sentencia impugnada sin
necesidad de ponderar los demás medios del recurso.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829 , Pág. 2430.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador que no asiste a sus
labores.— Documentos aportados por el patrono pero no pondera-
dos por el juez, Casación de la sentencia por falta de base legal.

Cas. 19 Febrero 1979. B. J. 819, p. 250.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajadora que solicita un in-
formativo para probar su demanda y no asiste a la medida.—
Sentencia que rechaza la demanda.— Validez de esa sentencia.

La sentencia impugnada pone de manifiesto, que contraria-
mente a lo alegado, la recurrente tuvo todas las oportunidades
para realizar el informativo a su cargo, ya que luego de ordenada
dicha medida de instrucción el 9 de septiembre de 1975, füe pro-
rrogada para el 10 de diciembre del mismo año, y luego para el
3 de febrero de 1976, y dicha recurrente siempre hizo defecto, no
obstante tener que saber que los juicios en esta materia siempre
se reputan contradictorios, de modo pues que la no realización de
dicha medida, solicitada por ella, para establecer los fundamentos
de su reclamación obedeció a su propia culpa, y con ello no se
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Tr Entre varias declaraciones no coincidentes los Jueces del fun-
do pueden basarse, para formar su convicción en aquella que le
parezca más sincera y verosímil; lo que no constituye vicio algu-
no, pues corresponde al ejercicio normal del poder soberano de
apreciación que tienen los Jueces del fondo, sobre todo que, en
la especie, la misma exposición del recurrente revela que él lo que
hace en definitiva es criticar esa apreciación por estimar que las
declaraciones de los testigos A. S. J., y J. A. L., eran las correctas.

Cas. 17 Octubre 1979. B. J. 827, Pág. 1977.

CONTRATO DE TRABAJO.— Tiempo que había laborado el
Profesor dimitente.— Sentencia casada en ese punto.

En la especie, el tiempo que laboró el Profesor P., antes de
su dimisión, fue únicamente de ocho y no de nueve años, como se
consigna en la sentencia impugnada, para determinar la cuantía
de las prestaciones que corresponden al referido Profesor; que,
por tanto, la cuantia de las prestaciones debe ser modificada para
que corresponda a un periodo de trabajo de ocho años; que. por
tanto, la sentencia impugnada debe ser casada en cuanto a este
punto únicamente.

Cas. 20 Abril 1979. B. J. 821. Pág. 659.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador fijo y no ocasional.
Prueba.— Facultad de los jueces.

En la especie el Juez a-quo ponderó los documentos deposita-
dos por el patrono dándole a cada uno de ellos su verdadero sen-
tido y alcance; que si los desestimó como elementos de juicio y
dio mayor crédito a la prueba testimonial, se fundamento en el
poder soberano que tienen los jueces del fondo para apreciar el
valor probatorio de los elementos de juicio que se le sometan,
y que cuando dan más crédito a un testimonio que a otro por es-
timarlo más verosimq y sincero, no incurren con ello en falta
alguna.

Cas. 21 Febrero 1979, B. J. 819. p. 274.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador condenado a multe
por un accidente.— Suspensión del contrato.— Compensaciones
previstas en el Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo.

En la especie, el Juez a-quo estableció "que ni las faltas gra-
ves por las cuales fue condenado el trabajador apelante por los
tribunales en materia correccional, ni la puesta en prisión del tra-
bajador hacia expirar el Pacto Colectivo, ni la especulación sobre
la cláusula contractual de que a dicho trabajador no le correspon-
dían sus compensaciones porque no trabajó ininterrumpidamente,
son causas ni motivos para negarles a dicho trabajador sus com.

pensaciones establecidas en el articulo 17, párrafo segundo del
pacto Colectivo de condiciones de trabajo, convenido entre G. &
w. A. C., División C. R., y el Sindicato Libre de Trabajadores de
la misma empresa , y no se ha desconocido por tanto, lo prescrito
por el inciso 7mo. del artículo 97 del Código de Trabajo, pues al
ser condenado el trabajador a una pena pecuniaria por el delito
en que incurrió o sea accidente, el contrato de zafra de 1970-1971,
quedó en suspenso, y el trabajador exonerado de su obligación
de trabajo"; que en consecuencia la sentencia impugnada tiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo.

Cae 3 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1823.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador para una obra de-
terminada.— Término de la obra.— Pago de saldo al trabajador.—
Documentos no ponderados por el Juez.— Casación de la senten-
cia por falta de base legal.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Cámara a-qua no tomó en cuenta los documentos depositados
por la recurrente, con propósito de demostrar que el caso se trata
de un trabajo para obra determinada; que éste terminó el 24 de
junio de 1975, y que al obrero se le hizo un pago que la recurrente
afirma que servía de saldo; que de haber ponderado esos docu-
mentos. la solución del caso habría podido eventualmente haber
conducido a una solución distinta; que en consecuencia el medio
propuesto debe ser acogido y casar la sentencia impugnada sin
necesidad de ponderar los demás medios del recurso.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829 , Pág. 2130.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador que no asiste a sus
labores.— 'Documentos aportados por el patrono pero no pondera-
dos por el juez— Casación de la sentencia por falta de base legal.

Cas. 19 Febrero 1979, B. J. 819, p. 250.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajadora que solicita un in-
formativo para probar su demanda y no asiste a la medida.—
Sentencia que rechaza la demanda.— Validez de esa sentencia.

La sentencia impugnada pone de manifiesto, que contraria-
mente a lo alegado, la recurrente tuvo todas las oportunidades
para realizar el informativo a su cargo, ya que luego de ordenada
dicha medida de instrucción el 9 de septiembre de 1975, fue pro-
r rogada para el 10 de diciembre del mismo año, y luego para el
3 de febrero de 1976, y dicha recurrente siempre hizo defecto, no
obstante tener que saber que los juicios en esta materia siempre
se reputan contradictorios , de modo pues que la no realización de
dicha medida, solicitada por ella, para establecer los fundamentos
de su reclamación obedeció a su propia culpa, y con ello no se
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atentó a su derecho de defensa, como se pretende; por otra parte,
en lo que respecta al alegato de la recurrente, de que la empresa
procedió a realizar el contrainformativo sin notificarle la lista de
testigos, impidiéndole así hacer sus reparos y observaciones sobre
los mismos, hay que admitir que la Cámara u-qua, procedió co-
rrectamente al rechazar dicho pedimento, sobre el fundamento de
que se habla hecho la prueba, de que dicha lista de testigos le
había sido notificada a ésta, desde el 28 de noviembre de 1975,
por acto del ministerial J. M. B., y que a mayor abundamiento,
aún en el caso improbable, de que dichos testimonios no pudiesen
ser tomados en consideración en el caso resultaba irrelevante, ya
que en todo caso, la reclamante no habla aportado ninguna prueba
como fundamento de su reclamación; que en consecuencia el me-
dio de casación que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 22 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1577.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajadores que se dice se
presentaron a la fábrica en estado de embriaguez y pelearon al
puño causando daños a la empresa.— Hechos no probados.— Des-
pido injustificado.

Cas. 16 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1301.
Ver: Contrato de trabajo.— Testimonio.— Resultado...

CONTRATO DE TRABAJO.— Vendedor de una fábrica de
colchones.— Certificación expedida por el Departamento de Tra-
bajo.— Contrato por tiempo indefinido.

En la sentencia impugnada, para rechazar las pretensiones de
la S. Z., C. por A., "de que A. M., era un trabajador a comisión
y por lo mismo no estaba regido por el Código de Trabajo, dio
los siguientes motivos: Primero: que el patrono despidió al traba-
jador, invocando las disposiciones del Código de Trabajo, artículo
78, párrafos 3 y 11, lo que sólo se hace con los trabajadores fijos:
y Segundo: que no se estableció que A. M. trabajase al servicio
de otras compañias o personas, por lo que era preciso admitir,
hasta prueba en contrario, que trabajaba exclusivamente al ser-
vicio de su patrono la S. Z., C. por A.; que dichos motivos al ser
correctos y suficientes, este último alegato que se examina, tam-
bién debe ser desestimado.

Cas. 17 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1971.

COSTAS.— Compensación.— Monto de la indemnización man-
tenido en apelación.— Facultad de los jueces.

La circunstancia de que la Corte a-qua mantuviera en prove-
cho de G. M., la indemnización dispuesta por la sentencia apelada.
no envuelve sucumbencia alguna de su parte, pues su derecho a

ser indemnizado fue reconocido con el mantenimiento del monto
de la indemnización originalmente acordádole; que en todo caso,
la compensación de las costas es facultativa de parte de los Jueces
por lo que la no pronunciación de ella no implica violación alguna
de la Ley; que por tanto el medio único de casación propuesto se
desestima por carecer de fundamento.

Cas. 13 Julio 1979. B. J. 824, Pág. 1294.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Evaluación.— Facultades de los
Jueces del fondo.— Documentos sometidas al debate.— Certifica-
ción de tres mecánicos.

Los jueces del fondo son soberanos para evaluar los daños
tanto materiales y morales con el fin de-fijar el monto de las in-
demnizaciones que ellos deben acordar y para ello no sólo pueden
valerse de sus apreciaciones en relación con la forma cómo ocu-
rrió el accidente, sino, también, como sucedió en la especie, en
los documentos que les sometan las partes; que, en efecto, en la
sentencia impugnada se expresa que en el expediente existe una
certificación expedida por las personas indicadas antes por los re-
currentes, quienes, tal como se expresa en la sentencia, dos de
ellos son maestros de mecánica y otro es mecánico, certificación
en la cual consta que comprobaron, que el vehiculo placa No. 138-
556, marca Rambler, modelo 1961, "no es reparable ya que su
carrocería y chasis quedaron deformados en su totalidad, así como
el block del motor quedó cuarteado en su parte lateral y frontal
y ambos vidrios trasero y delantero, igualmente la caja de trans-
misión quedó rota en el momento de la colisión; todo lo que esta
Corte estima suficiente para establecer dichos daños.

Cas. 15 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 193.5.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Evaluación.— Prueba.- Documentas.

Cas. 19 Octubre 1979. 13. J. 827 , Pág. 1999.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Lesiones corporales.— Reparación.
Evaluación.— Lucro cesante.— Falta de la víctima.

En los casos de lesiones corporales el lucro cesante no es sino
una de las bases de las reparaciones previstas en el Derecho Civil;
que las evaluaciones de los jueces de fondo deben tomar en cuenta
admás, los múltiples gastos de la curación y sobre todo el sufri-
miento fisico y moral de las víctimas; que, sobre estos aspectos,
los jueces del fondo gozan de un poder soberano de aprecicaión,

-no sujeto al control de la casación, a menos que las indemnizacio-
nes acordadas sean obviamente irrazonables, por exceso o por de-



atentó a su derecho de defensa, como se pretende: por otra parte,
en lo que respecta al alegato de la recurrente, de que la empresa
procedió a realizar el contrainformativo sin notificarle la lista de
testigos, impidiéndole así hacer sus reparos y observaciones sobre
los mismos, hay que admitir que la Cámara a-qua, procedió co-
rrectamente al rechazar dicho pedimento, sobre el fundamento de
que se había hecho la prueba, de que dicha lista de testigos le
había sido notificada a ésta, desde el 23 de noviembre de 1975,
por acto del ministerial J. M. B., y que a mayor abundamiento,
aún en el caso improbable, de que dichos testimonios no pudiesen
ser tomados en consideración en el caso resultaba irrelevante, ya
que en todo caso, la reclamante no habla aportado ninguna prueba
como fundamento de su reclamación; que en consecuencia el me-
dio de casación que so examina carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 22 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1577.

CONTRATO DE TRA13A30.— Trabajadores que se dice se
presentaron a la fábrica en estado de embriaguez y pelearon al
puño causando daños a la empresa.— Hechos no probados.— Des-
pido injustificado.

Cas. 16 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1301.
Ver: Contrato de trabajo.- • Testimonio.— Resultado...

CONTRATO DE TRABAJO.— Vendedor de una fábrica de
colchones.— Certificación expedida por el Departamento de Tra-
bajo.— Contrato por tiempo indefinido.

En la sentencia impugnada, para rechazar las pretensiones de
la S. Z., C. por A., "de que A. M., era un trabajador a comisión
y por lo mismo no estaba regido por el Código de Trabajo, dio
los siguientes motivos: Primero: que el patrono despidió al traba-
jador, invocando las disposiciones del Código de Trabajo, artículo
78, párrafos 3 y 11, lo que sólo se hace con los trabajadores fijos;
y Segundo: que no se estableció que A. M. trabajase al servicio
de otras compañías o personas, por lo que era preciso admitir,
hasta prueba en contrario, que trabajaba exclusivamente al ser-
vicio de su patrono la S. Z., C. por A.; que dichos motivos al ser
correctos y suficientes, este último alegato que se examina, tam-
bién debe ser desestimado.

Cas. 17 Octubre 1979. B. J. 827, Pág. 1971.

COSTAS.— Compensación.— Monto de la indemnización man-
tenido en apelación.— Facultad de los jueces.

La circunstancia de que la Corte a-qua mantuviera en prove-
cho de G. 111#1., la indemnización dispuesta por la sentencia apelada.
no envuelve suclunbencia alguna de su parte , pues su derecho a
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ser indemnizado fue reconocido con el mantenimiento del monto
de la indemnización originalmente acordádole; que en todo caso,
la compensación de las costas es facultativa de parte de los Jueces
por lo que la no pronunciación de ella no implica violación alguna
de la Ley; que por tanto el medio único de casación propuesto se
desestima por carecer de fundamento.

Cas. 13 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1294.

—D-

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Evaluación.— Facultades de los
Jueces del fondo.— Documentos sometidos al debate.— Certifica-
ción de tres mecánicos.

Los jueces del fondo son soberanos para evaluar los daños
tanto materiales v morales con el fin de fijar el monto de las in-
demnizaciones que ellos deben acordar y para ello no sólo pueden
valerse de sus apreciaciones en relación con la forma cómo ocu-
rrió el accidente, sino, también, como sucedió en la especie, en
los documentos que les sometan las partes; que, en efecto, en la
sentencia impugnada se expresa que en el expediente existe una
certificación expedida por las personas indicadas antes por los re-
currentes, quienes , tal como se expresa en la sentencia, dos de
ellos son maestros de mecánica y otro es mecánico, certificación
en la cual consta que comprobaron; que el vehículo placa No. 138-
556, marca Rambler, modelo 1961, "no es reparable ya que su
carrocería y chasis quedaron deformados en su totalidad, asi como
el block del motor quedó cuarteado en su parte lateral y frontal
y ambos vidrios trasero y delantero, igualmente la caja de trans-
misión quedó rota en el momento dé la colisión; todo lo que esta
Corte estima suficiente para establecer dichos daños.

Cas. 15 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1935.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Evaluación.— Prueba.- Documentos.

Cas. 19 Octubre 1979. 13. J. 827 , Pág. 1999.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Lesiones corporales.— Reparación.
Evaluación.— Lucro cesante.— Falta de la víctima.

En los casos de lesiones corporales el lucro cesante no es sino
una de las bases de las reparaciones previstas en el Derecho Civil;
que las evaluaciones de los jueces de fondo deben tomar en cuenta
admás, los múltiples gastos de la curación y sobre todo el sufri-
miento físico y moral de las victimas; que, sobre estos aspectos,
los jueces del fondo gozan de un poder soberano de aprecicaión,

• no sujeto al control de la casación, a menos que las indemnizacio-
nes acordadas sean obviamente irrazonables, por exceso o por de-
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fecto; que del tercer ordinal de la sentencia impugnada resulta
claramente que la indemnización concedida a la víctima, ahora
interviniente, de RDS3,000.00, fue una reducción de la que se había
acordado en Primera Instancia (RD$6,000.00) obedeció, no a la
evaluación de los daños, sino al hecho de haberse establecido ante
la Corte a-qua que la víctima habla contribuido a la ocurrencia del
accidente.

Cas. 27 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 710.

DAÑOS Y PERJUICIOS. MATERIALES Y NO MORALES.—
Accidentes que sólo causa daños materiales.

Si bien es cierto que en el dispositivo de la sentencia impug-
nada, al establecer el monto de las indemnizaciones a pagar, se
expresa que ellas se acuerdan como justa reparación por los daños
y perjuicios morales y materiales sufridos por los actuales recu-
rridos en el mencionado accidente, también es cierto que en los
motivos de la referida sentencia se expresa de modo claro y pre-
ciso que para acordar esas indemnizaciones sólo se tomaron en
cuenta los daños materiales que experimentaron dichos recurridos,
ya que, como se dice antes, los Jueces se fundaron para fijar el
valor de los mismos en los distintos documentos a que se ha hecho
mención precedentemente, los cuales se refieren solamente a los
daños materiales experimentados por los recurridos; por todo lo
cual el tercer y último medio del recurso carece de relevancia y
debe ser desestimado.

Cas. 19 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1999.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Monto de la indemnización.— Fal-
ta de la víctima.— Prevenido descargado en primera instancia.—
Prueba de la falta hecha en la Corte.— Reducción de las repara-
ciones.

La Corte a-qua, para apreciar el monto de la indemnización
tuvo en cuenta, que dicho recurrente, aún cuando fue descargado
en primera instancia, había incurrido en falta al no tomar las pre-
cauciones exigidas por la Ley, según se dio por establecido en la
sentencia de que se trata; por lo que, dicha Corte podía, como lo
hizo, reducir el monto de la reparación concedídale a L., al tener
en cuenta su falta; en consecuencia, sus alegatos deben ser des-
estimados.

Cas. 16 Abril 1979, B. J. 821. Pág. 597.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Prueba do peritos.— Facultad de
los jueces del fondo.— Peritaje hecho por los propios jueces.

El punto de que se trata es de carácter puramente jurídico;
que en materia penal, como de la que se trataba en el caso, el

auxilio de peritos es facultativo de los Jueces del fondo y que poi
lo tanto, cuando se les pide esa medida de instrucción no tiene que
dar motivos particulares para denegar el pedimento, sobre todo
cuando de modo expreso dichos Jueces, como ha ocurrido en el
caso que se examina, hayan declarado que el peritaje será hecho
por ellos mismos.

Cas. 6 Abril 1979, B. J. 821 , Pág. 592.

DEFENSA.— Violación del derecho de defensa.— Alegato.—. ,

1
 pedimento de envio de la causa para citar testigos.— Rechaza-

miento de ese pedimento.— Continuación de la causa y conclusio-
nes al fondo de las partes.— No hay lesión al derecho de defensa.

En la especie, la sentencia impugnada pone de manifiesto, que
luego de los hoy recurrentes, haberle solicitado a la Corte a-qua,
el envío de la causa, para citar los testigos mencionados por ellos.
y no haberse acogido su pedimento, dichos recurrentes, sin impug-
nar la mencionada decisión, continuaron presentes en todo el curso
del juicio y concluyeron al fondo, solicitando la revocación de la
sentencia apelada; que en tales circunstancias, es obvio, que su

,	 alegato de que se ha atentado a su derecho de defensa carece de
:	 fundamento y debe ser desestimado.41 .,	 Cas 10 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1517.,'

DEFENSA.— Violación al derecho de defensa.— Rechazamien-
to de conclusiones sin dar motivos.— Sentencia carente de moti-
vos.— Casación.— Compensación de costas en la S. C. de .1.

El examen del fallo impugnado pone de manifiesto que por

ante la Corte a-qua, los apelantes principales, ahora recurrentes,
en el ordinal tercero de sus conclusiones, pidieron a dicha Corte
-Pronunciar la nulidad de la decisión de que se trata, por viola-
ción al derecho de defensa, a la Ley No. 1015, y a los articulos
188 y siguientes del Código de Procedimiento Civil"; que la citada
Corte pronunció el rechazamiento de las mismas, sin dar más mo-
tivos de su fallo que el siguiente: "que analizadas y ponderadas
las conclusiones de las partes en litis a juicio de esta Corte de
Apelación, es procedencia rechazar en todas sus partes las emiti-
das por la parte intimante en apelación, señora L. E. A. B. R., a
través de su abogado constituido. Dr. J. 0. V. B., por improcedente
y mal fundadas en derecho y acoger en parte las emitidas por la
parte demandante principal, quien también es apelante, por ser
justas y reposar en pruebas legales".

Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 626.
DEMENCIA.— Testamento otorgado por un demente.— Nuli-

dad.— Articulo 901 del Código Civil.

Ver: Testamento auténtico.— Nulidad...
Cas. 2 Noviembre 1979, B. J. 828. Pág. 2091.
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En la especie, la sentencia impugnada pone de manifiesto, que
luego de los hoy recurrentes, haberle solicitado a la Corte a-qua,
el envio de la causa, para citar los testigos mencionados por ellos,
y no haberse acogido su pedimento, dichos recurrentes, sin impug-
nar la mencionada decisión, continuaron presentes en todo el curso
del juicio y concluyeron al fondo, solicitando la revocación de la
sentencia apelada; que en tales circunstancias, es obvio, que su
alegato de que se ha atentado a su derecho de defensa carece de
fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 10 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1517.

DEFENSA.— Violación al derecho de defensa.— Rechazamien-
to de conclusiones sin dar motivos.— Sentencia carente de moti-
vos.— Casación.— Compensación de costas en la S. C. de J.

El examen del fallo impugnado pone de manifiesto que por

ante la Corte a-qua, los apelantes principales, ahora recurrentes,
en el ordinal tercero de sus conclusiones, pidieron a dicha Corte
"Pronunciar la nulidad de la decisión de que se trata, por viola-
ción al derecho de defensa, a la Ley No. 1015, y a los artículos
188 y siguientes del Código de Procedimiento Civil"; que la citada
Corte pronunció el rechazamiento de las mismas, sin dar más mo-
tivos de su fallo que el siguiente: "que analizadas y ponderadas
las conclusiones de las partes en litis a juicio de esta Corte de
Apelación, es procedencia rechazar en todas sus partes las emiti-
das por la parte intimante en apelación, señora I.. E. A. B. R., a
través de su abogado constituido, Dr. J. O. V. B., por improcedente
y mal fundadas en derecho y acoger en parte las emitidas por la
parte demandante principal, quien también es apelante, por ser
justas y reposar en pruebas legales".

Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 626.

DEMENCIA.— Testamento otorgado por un demente.— Nuli-
dad.— Artículo 901 del Código Civil.

Ver: Testamento auténtico.-- Nulidad...
Cas. 2 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2091.

EXXV

auxilio de peritos es facultativo de los Jueces del fondo y que pot
lo tanto, cuando se les pide esa medida de instrucción no tiene que
dar motivos particulares para denegar el pedimento, sobre todo

7
cuando de modo expreso dichos Jueces, como ha ocurrido en el
•caso que se examina, hayan declarado que el peritaje será hecho

' por ellos mismos.

Cas. 6 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 592.

DEFENSA.— Violación del derecho de defensa.— Alegato.—
Pedimento de envío de la causa para citar testigos.— Rechaza-
miento de ese pedimento.— Continuación de la causa y conclusio-
nes al fondo de las partes.— No hay lesión al derecho de defensa.

q

ícelo; que del tercer ordinal de la sentencia impugnada resulta
claramente que la indemnización concedida a la víctima, ahora
interviniente, de RDS3,000.00, fue una reducción de la que se habla
acordado en Primera Instancia (RD$6,000.00) obedeció, no a la
evaluación de los daños, sino al hecho de haberse establecido ante
la Corte a-qua que la víctima había contribuido a la ocurrencia del
accidente.

Cas. 27 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 710.

DAÑOS Y PERJUICIOS. MATERIALES Y NO MORALES. —
Accidentes que sólo causa daños materiales.

Si bien es cierto que en el dispositivo de la sentencia impug-
nada, al establecer el monto de las indemnizaciones a pagar, se
expresa que ellas se acuerdan como justa reparación por los daños
y perjuicios morales y materiales sufridos por los actuales recu-
rridos en el mencionado accidente, también es cierto que en los
motivos de la referida sentencia se expresa de modo claro y pre-
ciso que para acordar esas indemnizaciones sólo se tomaron en
cuenta los daños materiales que experimentaron dichos recurridos,
ya que, como se dice antes, los Jueces se fundaron para lijar el
valor de los mismos en los distintos documentos a que se ha hecho
mención precedentemente, los cuales se refieren solamente a los
daños materiales experimentados por los recurridos; por todo lo
cual el tercer y último medio del recurso carece de relevancia y
debe ser desestimado.

Cas. 19 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1999.

DANOS Y PERJUICIOS.— Monto de la indemnización.— Fal-
ta de la víctima.— Prevenido descargado en primera instancia.—
Prueba de la falta hecha en la Corte.— Reducción de las repara-
clordes.

La Corte a-qua, para apreciar el monto de la indemnización
tuvo en cuenta, que dicho recurrente, aún cuando fue descargado
en primera instancia, habla incurrido en falta al no tomar las pre-
cauciones exigidas por la Ley, según se dio por establecido en la
sentencia de que se trata: por lo que, dicha Corte podía, como lo
hizo reducir el monto de la reparación concedídale a L., al tener
en cuenta su falta; en consecuencia, sus alegatos deben ser des-
estimados.

Cas. 16 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 597.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Prueba de peritos.— Facultad de
los jueces del fondo.— Peritaje hecho por los propios jueces.

El punto de que se trata es de carácter puramente jurídico;
que en materia penal, romo de la que se trataba en el caso, el
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DESALOJO.— Casa comprada al Instituto de Atarnos y Vi-
viendas.— Propietario que la solicita para vivirla por lo menos
durante dos años.— Casa ocupada por una Farmacia.— Plazo 180
días para que la desocupe.— Articulo 1736 del Código Civil.— Sen-
tencia carente de base legal. 	 •

Cas. 4 Mayo 1979. 13. J. 822 Pág. 768.

DIFAMACION.— Expresiones proferidas en un camino públi-
co y escuchadas por varias personas.— Prevenido condenado a pa-
gar cinco pesos de multa y RD$150.00 de indemnización.

En la especie, quedó establecido que el prevenido A. G.. mien-
tras hacia pesquisas en relación con un dinero que alegadamente
le habían sustraido de su casa, le dijo a N. G., las siguientes pala-
bras: "Búscame mi dinero, ladronazo, que me lo robaste en mi
negocio; si no te mato como un perro"; que dichas expresiones,
además de haber sido proferidas en un camino público, fueron
escuchadas por varias personas; que los hechos así establecidos,
configuran el delito de difamación contra los particulares, previsto
por el articulo 367 del Código Penal, y sancionado por el artículo
371 del mismo Código, con las penas de seis meses de prisión co-
rreccional, y multa de cinco a veinte pesos; que, en consecuencia,
al condenar al prevenido a RD$5.00 de multa, después de decla-
rarlo culpable, y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley.

Cas. 6 Junio 1979, B. J. 823. Pág. 986.

DIFAMACION.— La frase "buen ladronazo ya te cogiste el
pedazo de tierra que tú querías", proferida públicamente constitu-
ye el delito de difamación.— Facultad de los jueces del fondo en
la ponderación de los testimonios.

Los Jueces del fondo no están obligados, al motivar sus sen-
tencias, a expresar por qué análisis han llegado a la convicción
de que una declaración testimonial no le merece crédito; que esa
es una función de su fuero interno que le facultad, sobre todo en
materia penal, para decidir si los elementos de juicio administrados
en la instrucción de la causa le merecen o no entero crédito; que
en la especie la Corte a-qua, expresó: "que la declaración del tes-
tigo J. A. G. no le merece crédito a esta Corte, por la serie de
contradicciones en su declaración"; lo que está en armonía con
sus facultades de juzgar; que, el hecho de que la Corte a-qua no
transcribiera la declaración de que se trata o que no expresara
por qué, llegó a la convicción de que procedía descartarla y que
ella no le merecía crédito no constituye el vicio de desnaturaliza-
ción: que en cuanto al alegato de falta de base legal; la sentencia
impugnada, contrariamente a lo afirmado por el recurrente con-
tiene una relación completa de los hechos que justifican su dis-
positivo: que la Corte a-qua para declarar a E. G., culpable del
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delito de difamación, dio por establecido, mediante la ponderación
de los elementos de juicio administrados regularmente en la iris-

- trucción de la causa, que, a) en horas de la mañana del día 21
de agosto de 1975, mientras E. M. S., se encontraba en la calle
María Trinidad Sánchez, ciudad de Cotui , frente a la escuela Pri-
maria del mismo nombre, conversando con N. N. S., y A. 3., E. G,
al cruzar por el frente donde estaban estos conversando, les voceó
a voz en cuello, a M. S., lo siguiente: "Buen ladronazo, ya te co-
giste el pedazo de tierra; era lo que tú querías"; b) que M. S., no
contestó; c) que esas palabras fueron proferidas públicamente por
el prevenido en una de las calles más transitadas de la ciudad de
Cotui en horas en que hay más concurrencia , que en consecuencia,
el prevenido incurrió en el delito de difamación.

Cas. 12 Diciembre 1979, B. J. 820. Pág. 2565.

DIVORCIO.— Citación hablando con el fiscar por residir la
esposa en New York.— Art. 69-Párrafo 8 del Código de Procedi-
miento Civil.

En la especie se cumplieron las formalidades contenidas en el
párrafo 8vo. del articulo 69 del Código de Procedimiento Civil;
que. por otra parte, tampoco se ha violado el derecho de defensa
de la recurrente porque tal yomo ella lo admite, interpuso en
tiempo oportuno, recurso de apelación contra la sentencia de pri-
mera instancia; que al pronunciar la Corte a-qua el defecto en su
contra la misma y en la audiencia celebrada al efecto para cono-
cer del recurso de oposición tuvo la oportunidad de concluir soli-
citando medidas de instrucción que fueron rechazadas por la sen-
tencia hoy recurrida en casación; que, por todo lo expuesto, los
alegatos contenidos en su primer medio del recurso carecen de
fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 17 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1568. •

DIVORCIO.— Mutuo consentimiento.— Guarda de hijos me-
nores a la madre.— Facultad del juez de los referirnientos para
privar a la madre de esa guarda.

Puede ser sometida ante el Juzgado de Primera Instancia por
la vía de referimiento, toda pretensión tendiente a obtener una
medida provisional en los casos previstos en el artículo 806 del
Código de Procedimiento Civil; las medidas tomadas por una sen-
tencia de divorcio en lo que concierne a la guarda a la educación
de los menores son por su naturaleza provisionales, revocables y
susceptibles de recibir las modificaciones que el interés de los
menores puede hacer necesarias; en la especie, la Corte a-qua, al
confirmar la sentencia dictada por el tribunal de primer grado
que otorgó la guarda de los menores R. C., J. E. y F. E., a su
padre E. D. M., hizo uan correcta tnierpretación de los principios
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DESAL040.— Casa comprada al Instituto de Auzilios y vi-
viendas.— Propietario que la solicita para vivirla por lo menos
durante dos años.— Casa ocupada por una Farmacia.— Plazo 180
días para que la desocupe.— Artículo 1736 del Código Chil.— Sen-
tencia carente de base legal.

Cas. 4 Mayo 1979. B. J. 822, Pág. 768.

DIFAMACION.— Expresiones proferidas en un camino públi-
co y escuchadas por varias personas.— Prevenido condenado a pa-
gar cinco pesos de multa y RD$150.00 de indemnización.

En la especie, quedó establecido que el prevenido A. G.. mien-
tras hacia pesquisas en relación con un dinero que alegadamente
le habían sustraído de su casa, le dijo a N. G., las siguientes pala-
bras: "Búscame mi dinero, ladronazo, que me lo robaste en mi
negocio; si no te mato como un perro"; que dichas expresiones,
además de haber sido proferidas en un camino público, fueron
escuchadas por varias personas; que los hechos asi establecidos,
configuran el delito de difamación contra los particulares, previsto
por el articulo 367 del Código Penal, y sancionado por el articulo
371 del mismo Código, con las penas de seis meses de prisión co-
rreccional, y multa de cinco a veinte pesos; que, en consecuencia,
al condenar al prevenido a RD$5.00 de multa. después de decla-
rarlo culpable. y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes.
la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley.

Cas. 6 Junio 1979. B. J. 823, Pág. 986.

DIF.A.31ACION.— La frase "buen ladronazo ya te cogiste el
pedazo de tierra que tú querías", proferida miblicamente constitu-
ye el delito de difamación.— Facultad de los jueces del fondo en
la ponderación de los testimonios.

Los Jueces del fondo no están obligados, al motivar sus sen-
tencias, a expresar por qué análisis han llegado a la convicción
de que una declaración testimonial no le merece crédito; que esa
es una función de su fuero interno que le facultad, sobre todo en
materia penal, para decidir si los elementos de juicio administrados
en la instrucción de la causa le merecen o no entero crédito; que
en la especie la Corte a-qua, expresó: "que la declaración del tes-
tigo J. A. G. no le merece crédito a esta Corte, por la serie de
contradicciones en su declaración"; lo que está en armonia con
sus facultades de juzgar; que, el hecho de que la Corte a-qua no
transcribiera la declaración de que se trata o que no expresara
por qui., llegó a la convicción de que procedía descartarla y que
ella no le merecía crédito no constituye el vicio de desnaturaliza-
ción; que en cuanto al alegato de falta de base legal; la sentencia
impugnada, contrariamente a lo afirmado por el recurrente con-
tiene una relación completa de los hechos que justifican su dis-
positivo: que la Corte a-qua para declarar a E. G., culpable del
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delito de difamación, dio por establecido, mediante la ponderación
de los elementos de juicio administrados regularmente en la ins-
trucción de la causa, que, a) en horas de la mañana del día 2t
de agosto de 1975, mientras E. M. S., se encontraba en la calle
:liaría Trinidad Sánchez, ciudad de Colíuf. frente a la escuela Pri-
maria del mismo nombre, conversando con N. N. S., y A. J., E. a,
al cruzar por el frente donde estaban estos conversando, les voceó
a voz en cuello, a M. S., lo siguiente: "Buen ladronazo, ya te co-
giste el pedazo de tierra; era lo que tú querías"; b) que M. S., no
contestó; c) que esas palabras fueron proferidas públicamente por
el prevenido en una de las calles más transitadas de la ciudad de
Cotuí en horas en que hay más concurrencia_ que en consecuencia,
el prevenido incurrió en el delito de difamación.

Cas. 12 Diciembre 1179. B. J. 820, Pág. 2565.

DIVORCIO.— Citación hablando con el Oscar por residir la
esposa en New York.— Art. 69-Párrafo 8 del Código de Procedi-
miento Civil.

En la especie se cumplieron las formalidades contenidas en el
párrafo 8vo. del artículo 69 del Código de Procedimiento Civil;
que, por otra parte, tampoco se ha violado el derecho de defensa
de la recurrente porque tal yomo ella lo admite, interpuso en
tiempo oportuno, recurso de apelación contra la sentencia de pri-
mera instancia; que al pronunciar la Corte a-qua el defecto en su
contra la misma y en la audiencia celebrada al efecto para cono-
cer del recurso de oposición tuvo la oportunidad de concluir soli-
citando medidas de instrucción que fueron rechazadas por la sen-
tencia hoy recurrida en casación; que, por todo lo expuesto, los
alegatos contenidos en su primer medio del recurso carecen de
fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 17 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1568..

DIVORCIO.— Mutuo consentimiento.— Guarda de hijos me-
nores a la madre.— Facultad del juez de los referimientos para
privar a la madre de esa guarda.

Puede ser sometida ante el Juzgado de Primera Instancia por
la vía de referimiento, toda pretensión tendiente a obtener una
medida provisional en los casos previstos en el articulo 806 del
Código de Procedimiento Civil; las medidas tomadas por una sen-
tencia de divorcio en lo que concierne a la guarda a la educación
de los menores son por su naturaleza provisionales, revocables y
susceptibles de recibir las modificaciones que el interés de los
menores puede hacer necesarias; en la especie, la Corte a-qua, al
confirmar la sentencia dictada por el tribunal de primer grado
que otorgó la guarda de los menores R. C.. J. E. y F. E., a su
padre E. D. M., hizo uan correcta tnierpretación de los principios
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que rigen el caso tratado y una fiel apreciación del articulo S.
del Código de Procedimiento Civil.

Cas. 28 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 918.

DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO. — Partición de
los bienes.— Demanda.

Ver: Comunidad matrimonial.— Divorcio... y Partición.
Comunidad matrimonial...

Cas. I ro. Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1427.

DIVORCIO YOR CAUSA DETERMINADA.— Apelación. —De-
be ser notificada a la parte adversa y al Secretario del Tribunal
que dictó la sentencia.

En la especie, el acto de apelación notificado a la hoy recu-
rrida A. N. C. a, el 27 de octubre de 1975, por el Ministerial F.
L. G., Ordinario de la Corte de Apelación de Santiago, el apelante
L. M. A., solicitó lo siguiente: "Primero. Ser .admitido como ape-
lante regular contra la sentencia dictada por la Segunda Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, en cuanto a la forma, y en cuan-
to al fondo la referida sentencia sea revocada, por no estar la
misma ajustada a la verdadera esencia de los hechos", de donde
se evidencia que dicho recurso de apelación tenia un alcance ge-
neral y amplio; que, por otra parte, es preciso señalar que el re-
curso de apelación en materia de divorcio se encuentra regido por
disposiciones y procedimientos especiales, los cuales son necesa-
rios observar a pena de nulidad; que, cuando éste recurso es in-
terpuesto sin cumplir esos procedimientos pierde su efectividad y
no hace suspensiva la ejecución de la sentencia apelada; que, el
recurso de apelación en materia de divorcio debe ser notificado
al Secretario del Tribunal de Primera Instancia que dicó la sen-
tencia impugnada por el recurso, a fin de que dicho Secretario
pueda estar en condiciones de expedir la certificación de no ape-
lación que es preciso poner en manos del Oficial del Estado Ci-
vil correspondiente para que éste pueda pronunciar el divorcio;
que al no notificar su recurso de apelación al Secretario de la
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Santiago, el hoy recurrente L. M. A. G., dejó de cumplir una
formalidad esencial de ese procedimiento; que , en consecuencia y
por las razones expuestas, la Corte a-qua hizo una correcta inter-
pretación de los artículos 17 y 41 de la Ley No. 1306-bis, de Di-
vorcio, y 163, 584, 549 y 550 del Código de Procedimiento Civil,
al declarar nulo el recurso de apelación interpuesto por L. M. A.
O.. por consiguiente, los alegatos del recurrente contenidos en los
medios del recurso carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados.

Cas. 10 Agosto 1979. B. J. 825. Pág. 14%.
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DOCUMENTOS.— Comunicación.— Medida de instrucción in-
necesaria.— Facultad de los jueves del fondo.

Los Jueces del fondo gozan de la facultad de dejar sin efecto
sus propias decisiones cuando justifiquen que son frustratorias o
i nnecesarias las medidas de instrucción ordenadas; que , en cuanto
a la alegada violación al derecho de defensa, el recurrente que
aanipa:tció a la audiencia del 22 de enero de 1976, tuvo la opor-
tunidad de concluir al fondo del asutno, por lo que su derecho
de defensa fue respetado; y por último, que la sentencia del 22
de febrero de 1978, además de que contiene sus propios motivos.
adopta expresamente los de la sentencia del primer grado; que
justifican su dispositivo, por lo que, el medio que se examina
carece de fundamento, y debe ser desestimado.

e Cas. 3 Diciembre 1979. B. J. 829 , Pág. 2435.

DOCUMENTOS.— Comunicación.— Solicitud.— Documento
transcrito en cabeza de la notificación del emplazamiento.— Ne-
cesidad del depósito del original.

Cuando una de las partes en litis solicita la comunicación de
documentos, tiene el derecho de exigir se le presente el original
de la pieza que va a usar su contrario: que la notificación hecha
en el emplazamiento no llena el objetivo de esa medida de ins-
trucción, ya que la parte que la ha pedido no tiene, en esa cir-
cunstancia,'el medio de determinar si la pieza notificada de ese
modo, es la que en definitiva va a ser usada: que en la especie,
E. S.. notificó en el emplazamiento introductivo de instancia el
documento que ibá a utilizar sin proporcionarle a su contrario el
original del mismo a fin de que éste lo examinaraá que en esas
condiciones la Corte a-qua, al negarle al recurrente la medida de
instrucción solicitada violó el derecho de defensa de dicho recu-
rrente; en consecuencia, el medio propuesto debe ser acogido y
casada la sentencia impugnada sin necesidad de examinar el otro
medio del recurso.

Cas. 19 Noviembre 1979 , 13. J. 828, Pág. 2237.

DONACION DE UN INMUEBLE ENCUBIERTA BAJO LA
FORMA DF: UNA VENTA.— Arto bajo firma privada y on por
acto auténtico.— Aplicación del Art. 189 de la Ley de Registro
de Tkrras y no el articulo 931 del Código Civil.— Validez.

Los Jueces del fondo tienen un poder soberano para la inter-
pretación de los actos y contratos sometidos a su consideración:
pero que esa facultad no llega hasta permitirles la desnaturaliza-
ción de las convenciones de las partes, por lo cual pertenece a la
Suprema Corte de Justicia el control de la calificación legal de
los actos y contratos de acuerdo con los hechos y circunstancias
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articulo 806 DOCUMENTOS.— Comunicación.— Medida de instrucción in-
necesaria.— Facultad de los jueces del fundo.

Los Jueces del fondo gozan de la facultad de dejar sin efecto
sus propias decisiones cuando justifiquen que son frustratorias o
innecesarias las medidas de instrucción ordenadas; que , en cuanto
a la alegada violación al derecho de defensa, el recurrente que
cerapa:eció a la audiencia del 22 de enero de 1976, tuvo la opor-
tunida d de concluir al fondo del asutno, por lo que su derecho
de defensa fue respetado; y por último, que la sentencia del 22

adaecfpetbareerxoprdeesalm978en los de la sentencia del primer grado; que
justifican	

además de que contiene sus propios motivos,

justifican su dispositivo, por lo que, el medio que se examina
carece de fundamento, y debe ser desestimado.

que rigen el caso tratado y una fiel apreciación del
del Código de Procedimiento Civil.

Cas. 28 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 918.

DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO.— Partición de
los bienes.— Demanda.

Ver: Comunidad matrimonial.— Divorcio... y Partición.--
Comunidad matrimonial...

Cas. 1ro. Agosto 1979, 13. • J. 825, Pág. 1427.

DIVORCIO POR CAUSA DETERMINADA.— Apelación. —De-
be ser notificada a la parte adversa y al Secretario del Tribunal
que dictó la sentencia.

En la especie, el acto de apelación notificado a la hoy recu-
rrida A. N. C. H., el 27 de octubre de 1975, por el Ministerial F.
L. G., Ordinario de la Corte de Apelación de Santiago, el apelante
L. M. A., solicitó lo siguiente: "Primero: Ser .admitido como ape-
lante regular contra la sentencia dictada por la Segunda Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, en cuanto a la forma, y en cuan-
to al fondo la referida sentencia sea revocada, por no estar la
misma ajustada a la verdadera esencia de los hechos", de donde
se evidencia que dicho recurso de apelación tenla un alcance ge-
neral y amplio; que, por otra parte, es preciso señalar que el re-
curso de apelación en materia de divorcio se encuentra regido por
disposiciones y procedimientos especiales, los cuales son necesa-
rios observar a pena de nulidad; que, cuando éste recurso es in-
terpuesto sin cumplir esos procedimientos pierde su efectividad y
no hace suspensiva la ejecución de la sentencia apelada; que, el
recurso de apelación en materia de divorcio debe ser notificado
al Secretario del Tribunal de Primera Instancia que dicó la sen-
tencia impugnada por el recurso, a fin de que dicho Secretario
pueda estar en condiciones de expedir la certificación de no ape-
lación que es preciso poner en manos del Oficial del Estado Ci-
vil correspondiente para que éste pueda pronunciar el divorcio;
que al no notificar su recurso de apelación al Secretario de la
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Santiago, el hoy recurrente L. M. A. G., dejó de cumplir una
formalidad esencial de ese procedimiento; que, en consecuencia y
por las razones expuestas, la Corte a-qua hizo una correcta inter-
pretación de los artículos 17 y 41 de la Ley No. 1306-bis, de Di-
vorcio, y 163, 584, 549 y 550 del Código de Procedimiento Civil,
al declarar nulo el recurso de apelación interpuesto por L. M. A.
G., por consiguiente, los alegatos del recurrente contenidos en los
medios del recurso carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados.

Cas. 10 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1496.
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Cas. 3 Diciembre 1979. B. J. 829 , Pág. 2435.

DOCUMENTOS.- Comunicación.— Solicitud.— Documento
transcrito en cabeza de la notificación del emplazamiento.— Ne-
cesidad del depósito del original.

Cuando una de las partes en litis solicita la comunicación de
documentos, tiene el derecho de exigir se le presente el original
de la pieza que va a usar su contrario; que la notificación hecha
en el emplazamiento no llena el objetivo de esa medida de ins-
trucción, ya que la parte que la ha pedido no tiene, en esa cir-
cunstancia,'el medio de determinar si la pieza notificada de ese
modo, es la que en definitiva va a ser usada: que en la especie,
E. S., notificó en el emplazamiento introductivo de instancia el
documento que iba a utilizar sin proporcionarle a su contrario el
original del mismo a fin de que éste lo examinaraá que en esas
condiciones la Corte a-pm, al negarle al recurrente la medida de
instrucción solicitada violó el derecho de defensa de dicho recu-
rrente; en consecuencia, el medio propuesto debe ser acogido y
casada la sentencia impugnada sin necesidad de examinar el otro
medio del recurso.

Cas. 14 Noviembre 1979 , B. J. 828, Pág. 2237.

DONACION DE ÚN INMUEBLE ENCUBIERTA BAJO LA
FORMA DE UNA VENTA.— Acto bajo firma privada y on Por
acto auténtico.— Aplicación del Art. 189 de la Ley de Registro
de Ti¿rras y no el articulo 931 del Código Civil.— Validez.

Los Jueces del fondo tienen un poder soberano para la inter-
pretación de los actos y contratos sometidos a su consideración;
pero que esa facultad no llega hasta permitirles la desnaturaliza-
ción de las convenciones de las partes, por lo cual pertenece a la
Suprema Corte de Justicia el control de la calificación legal de
los actos y contratos de acuerdo con los hechos y circunstancias
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soberanamente comprobados por los jueces del fondo; que, en la
especie, la sentencia impugnada atribuye a las operaciones consig.
nadas en los documentos de fechas 6 de marzo de 1971 y 23 de
julio del mismo año, la calificación de donación, bajo el funda-
mento siguiente: "que, las declaraciones precedentemente copiadas
y los hechos y-circunstancias de la causa, demuestran, que el señor
R. A. B., vivia maritalmente con la señora E. de J. T., cuando
entre los dos adquirieron por compra al señor R. A. L. el Solar
que nos ocupa, mediante el acto de compra venta de fecha 6 de
marzo de 1971; que, en el mismo mes de la compra comenzó la
construcción de la casa, la cual, como hubo lluvias duró como dos
(2) meses (Pág. 3 de las notas estenográficas de T. Si; que, lue-
go, mediante acto de fecha 23 de julio de 1971, es decir, a los
cuatro (4) meses y diecisiete (17) días el señor R. A. B., vendió
todos sus derechos a dicha señora, y ésta en fecha 12 de abril de
1973, otorgó una hipoteca por la suma de Quinientos Pesos (RD$-
500.00) en favor del Banco de Cr,1>ditos y Ahorros, suma que utilizó
el señor R. A. B., para pagar tres pagareses de su carro Austin
blanco y amarillo (Pág. 8 de las notas); que, hasta el momento del
otorgamiento de la hipoteca. las relaciones maritales de ambos se
conservaron en armonía, viniendo su rompimiento cuando "ella
comenzó a salirse de la casa"; que todo esto evidencia, sin lugar
a (ludas, que mientras R. A. B., disfrutaba del amor de su concu-
bina les hacia estas liberalidades, pero cuando cesa esta situación
y pretende desalojarlo con el auxilio de la fuerza pública, le res-
ponde con la demanda contenida en el escrito introductivo de ins-
tancia de fecha 18 de abril de 1974; que, todos estos hechos y cir-
cunstancias han conducido este Tribunal Superior a formar su
convicción en el sentido de que en el fondo, el contenido de los
referidos actos de venta es una real y verdadera donación cubierta
bajo la forma de venta; que, este criterio se corrobora y robus-
tece, en primer término, por la confesión del señor R. A. B., con.
tenido en sus propias declaraciones, al expresar: "lo primero que
le voy a decir es que yo fui donde el señor V., (el Notario), há-
game este documento que pueda ella en caso de muerte evitar
quedar en la calle, yo no he venido en ningún momento"; que en
esas condiciones de hecho, la calificación dada por el Tribunal
a-quo, a las operaciones consignadas en los mencionados docu-
mentos es correcta, por estar conforme con la declaración hecha
por R. A. 13., en la audiencia celebrada por el Tribunal Superior
de Tierras; que por otra parte, si es cierto que el artículo 931 del
Código Civil establece como regla que "todo acto que contenga
donación entre vivos, se hará ante notario, en la forma ordinaria
de los contratos", no es menos cierto, que el articulo 189 de la
Ley de Registro de Tierras establece que los actos traslativos de
derechos registrados podrán redactarse en forma auténtica o bajo
escritura privada; que.como la parcela que se discute se encuentra
registrada, es evidente que las operaciones jurídicas relativas a la
misma están regidas por este último texto legal; en consecuencia,
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y por las razones expuestas, los medios examinados carecen de
'fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 3 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1803.

DOMICILIO.— Determinación.— Deber de los jueces del fondo.
Cas. 19 Feb. 1979, B. J. 819, p. 210.
Ver: Arrendamiento de casas.-- Demanda en reclamación...

42' DROGAS NARCOTICAS.— Tentativa del crimen de tráfico o
venta de un paquete de marihuana de una libra y media.— Ar-

1 aculó 3 párrafo 1 de la Ley 168 de 1975.

La Ley No. 168 de 1975, p::ca Lrogas Narcóticas, para los fi-
nes de las penas a imponer a sus violadores, los clasifica en sim-
plemente poseedores, distribuidores, traficantes y patrocinadores;
que si nembargo, cuando el tráfico o negocio es específicamente
el de la marihuana , la expresada ley considera incursos a sus vio-
ladores en la categoría de traficantes, si conforme lo prescribe el
articulo 3, párrafo 1, de la antes citada ley, la cantidad envuelta
en la operación excede de una libra; que el examen de la senten-
cia impugnada pone de manifiesto que la Corte a-qua, mediante
la ponderación de los elementos de juicio regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, dio por establecido que el 23
de julio de 1975, los acusados recurrentes fueron sorprendidos por
agentes de la Policía Nacional, al descender de un automóvil que
manejaba el último, en la Av. Estrella Sadhalá, de la ciudad de
Santiago, llevando un paquete que contenía libra y media de ma-
rihuana, que los prevenidos, según fue establecido, intentaron ven-
der; que los hechos así establecidos configuran a cargo de los acu-
sados, la tentativa del crimen de tráfico de drogas narcóticas (ma-
rihuana), previsto por el artículo 3, párrafo 1 de la Ley 168, de
1975, sobre Drogas Narcóticas y sancionado por los artículos 68.
21 y 70 de la citada ley, con las penas de 3 a 10 años de trabajos

• públicos , y multa de RDS1,000.00 a RDS50,000.00; que por lo tanto,
al condenar la Corte a-qua, a los acusados, a una pena inferior,
o sea la de 2 años de reclusión y multa de RDS500.00, la mencio-
nada Corte hizo en la especie una falsa aplicación de la ley; que,
sin embargo la sentencia impugnada no puede ser casada por ser
los acusados los únicos recurrentes.

Cas. 13 Junio 1978, B. J. 823, Pág. 1063.

EMBARGO CONSERVATORIO.— Demanda en nulidad de ese
embargo.— Apoderamiento al Juez de los referimientos.— Com-
petencia de ese Jalea.— Artículos 43, 44 y 45 de la Ley de Organi-
zación Judicial.

De acuerdo con lo que disponen los artículos 43, 44 y 45 de
la Ley de Organización Judicial el Tribunal de Primera Instancia
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soberanamente comprobados por los jueces del fondo; que, en la
especie, la sentencia impugnada atribuye a las operaciones consig-
nadas en los documentos de fechas 6 de marzo de 1971 y 23 de
julio del mismo alto, la calificación de donación, bajo el funda-
mento siguiente: "que, las declaraciones precedentemente copiadas
y los hechos ycircunstancias de la causa, demuestran, que el señor
R. A. B., vivía maritalmente con la señora E. de J. T., cuando
entre los dos adquirieron por compra al señor R. A. L. el Solar
que nos ocupa, mediante el acto de compra venta de fecha 6 de
marzo de 1971; que, en el mismo mes de la compra comenzó la
construcción de la casa, la cual, como hubo lluvias duró como dos
(2) meses (Pág. 3 de las notas estenográficas de T. Si; que, lue.
go, mediante acto de fecha 23 de julio de 1971, es decir, a los
cuatro (4) meses y diecisiete (17) días el señor R. A. B., vendió
todos sus derechos a dicha señora, y ésta en fecha 12 de abril de
1973, otorgó una hipoteca por la suma de Quinientos Pesos (RD$-
500.00) en favor del Banco de Cr.zielitos y Ahorros, suma que utilizó
el señor R. A. B.. para pagar tres pagareses de su carro Austin
blanco y amarillo (Pág. 8 de las notas); que, hasta el momento del
otorgamiento de la hipoteca, las relaciones maritales de ambos se
conservaron en armonía, viniendo su rompimiento cuando "ella
comenzó a salirse de la casa"; que todo esto evidencia, sin lugar
a dudas, que mientras R. A. B., disfrutaba del amor de su concu-
bina les hacia estas liberalidades, pero cuando cesa esta situación
y pretende desalojarlo con el auxilio de la fuerza pública, le res-
ponde con la demanda contenida en el escrito introductivo de ins-
tancia de fecha 18 de abril de 1974; que, todos estos hechos y cir-
cunstancias han conducido este Tribunal Superior a formar su
convicción en el sentido de que en el fondo, el contenido de los
referidos actos de venta es una real y verdadera donación cubierta
bajo la forma de venta; que, este criterio se corrobora y robus-
tece, en primer término, por la confesión del señor R. A. B., con-
tenido en sus propias declaraciones, al expresar: "lo primero que
le voy a decir es que yo fui donde el señor V., (el Notario), há-
game este documento que pueda ella en caso de muerte evitar
quedar en la calle, yo no he venido en ningún momento"; que en
esas condiciones de hecho, la calificación dada por el Tribunal
a-que, a las operaciones consignadas en los mencionados docu-
mentos es correcta, por estar conforme con la declaración hecha
por R. A. B., en la audiencia celebrada por el Tribunal Superior
de Tierras; que por otra parte, si es cierto que el artículo 931 del
Código Civil establece como regla que "todo acto que contenga
donación entre vivos, se hará ante notario, en la forma ordinaria
de los contratos", no es menos cierto, que el articulo 189 de la
Ley de Registro de Tierras establece que los actos traslativos de
derechos registrados podrán redactarse en forma auténtica o bajo
escritura privada; que.como la parcela que se discute se encuentra
registrada, es evidente que las operaciones jurídicas relativas a la
misma están regidas por este último texto legal; en consecuencia.
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,,. por las razones expuestas , los medios examinados carecen de
fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 3 octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1803.

DOMICILIO.— Determinación.— Deber de los jueces del fondo.
Cas. 19 Feb. 1979, B. J. 819, p. 210.
Ver: Arrendamiento de casas.— Demanda en reclamación...

DROGAS NARCOTICAS.— Tentativa del crimen de tráfico o
venta de un paquete de marihuana de una libra y media.— Ar-

1 líenlo 3 párrafo 1 de la Ley 168 de 1975.

La Ley No. 168 de 1975,	 Lrogas Narcóticas, para los fi-
nes de las penas a imponer a sus violadores, los clasifica en sim-
plemente poseedores, distribuidores, traficantes y patrocinadores;
que si nembargo, cuando el tráfico o negocio es especificamente
el de la marihuana, la expresada ley considera incursos a sus vio-
ladores en la categoria de traficantes, si conforme lo prescribe el
articulo 3, párrafo 1, de la antes citada ley, la cantidad envuelta
en la operación excede de una libra; que el examen de la senten-
cia impugnada pone de manifiesto que la Corte a-qua, mediante
la ponderación de los elementos de juicio regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, dio por establecido que el 23
de julio de 1975, los acusados recurrentes fueron sorprendidos por
agentes de la Policía Nacional, al descender de un automóvil que
manejaba el último, en la Av. Estrella Sadhalá, de la ciudad de
Santiago, llevando un paquete que contenía libra y media de ma-
rihuana, que los prevenidos, según fue establecido, intentaron ven-
der; que los hechos así establecidos configuran a cargo de los acu-
sados, la tentativa del crimen de tráfico de drogas narcóticas (ma-
rihuana), previsto por el artículo 3, párrafo 1 de la Ley 168, de
1975, sobre Drogas Narcóticas y sancionado por los artículos 68,
21 y 70 de la citada ley, con las penas de 3 a 10 años de trabajos.
públicos, y multa de RDS1,000.00 a R1.450,000.00; que por lo tanto.
al condenar la Corte a-qua, a los acusados, a una pena inferior,
o sea la de 2 años de reclusión y multa de RDS.500.00, la mencio-
nada Corte hizo en la especie una falsa aplicación de la ley; que,
sin embargo la sentencia impugnada no puede ser casada por ser
los acusados los únicos recurrentes.

Cas. 13 Junio 1978, B. J. 823, Pág. 1063.

EMBARGO CONSERVATORIO.— Demanda en nulidad de ese
embarga—. Apoderamiento al Juez de los referimientos.— Com-
petencia de ese Juez.— Articules 43, 44 y 45 de la Ley de Organi-
zación Judicial.

De acuerdo con lo que disponen los articulas 43, 44 y 45 de
la Ley de Organización Judicial el Tribunal de Primera Instancia
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es una jurisdicción unipersonal, competente para conocer de todas
las demandas persoanles reales o mixtas, no atribu.das expresa-
mente a otro Tribunal; cine, por tanto, es obvio que en el Tribu/al
de Primera Instancia el Juez Presidente no es una entidad distin-
ta del Tribunal o Juzgado, y, por lo tanto, no existe una jurisdic-
ción presidencial o competencia de atribuciones	 privativamente
confia.:a al Juez Presidente, en tal calidad, para conocer de las
demandas en referimiento, com lo prescribe el Código de Procedi-
miento Civil, cuyas disposiciones han sido implícitamente abroga-
das por las disposiciones de la Ley de Organización Judicial antes
mencionadas; que de lo anteriormente consignado se infiere que
cuando un asunto civil, que, por su naturaleza, deba ser instruido
y juzgado conforme a lo pautado por la Ley para el procedimiento
ordinario o para el procedimiento sumario fuera introducido me-
diante lás formalidades prescritas para el referimiento, este error
no engendraria el vicio de incompetencia absoluta, sino meramente
la nulidad del procedimiento, lo cual autorizaría a la parte deman-
dada a oponerse, proponiendo la excepción d yrutoidad, a que tal
asunto . fuera instruido y juzgado conforme a 	 cedimiento en
referimiento; que, por tanto, en la sentencia impugnada se han
violado las disposiciones legales antes señaladas, al declarar la in-
competencia del Juez de los Referimientos apoderado de la de-
manda en nulidad del embargo trabado por E. L., C. por A., con-
tra la N. P. & C. D., y, por tanto, debe ser casada sin que sea ne-
cesario examinar el segundo y último medio del recurso.

Cas. 18 Julio 1979, B. J. 829, Pág. 1319.

EMBARGO INMOBILIARIO.— Ejecución de un Certificado
Titulo.— Ejecución provisional de la sentencia.— Artículos 135.
959 y 460 del C. de Procedimiento Civil.

Como en el caso ocurrente la sentencia de primera instancia
'al ordenar la ejecución provisional, lo que hizo fue reconocer con
ello el carácter ejecutivo del duplicado del Certificado de Titulo
aportado por el hoy recurrente; que la Corte a-qua, no podía váli-
damente suspender, como lo ha hecho, la ejecución provisional
dispuesta por la sentencia dictada el d'a 3 de mayo de 1979 por
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de La Vega, prohibiendo
al B. P. D., C. por A., prevalerse de dicha ejecución provisional;
que al proceder así la Corte a-qua ha violado los Arts. 459 y 460
del C. de Proc. C.; como la sentencia no involucra ninguna cues-
tión de hecho, que requiere la apreciación de los jueces del fondo,
la casación debe pronunciarse por vía de supresión y sin envio.

Cas. 19 Feb. 1979, B. J. 819, Págs. 163 y 223.

EMBARGO INMOBILIARIO.— Incidentes.— Aplazamiento in-
debido.— Apelación.— Articules 703 y 730 del Código de Procedi-
miento Civil.
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Si bien es cierto que al tenor de lo dispuesto por los artículos
703, reformado , del Código de Procedimiento Civil y 730, refor-
mado, del mismo Código, respectivamente, la decisión que acordare
o denegare el aplazamiento de la adjudicación en un procedimiento
de embargo inmobiliario, y las sentencias sobre nulidades de for-
ma del procedimiento, anteriores o posteriores a la publicación del
pliego de condiciones, no serán susceptibles de ningún recurso, no
menos cierto es que esta prohibición se reduce a las especies en
que el aplazamiento es ordenado en los casos permitidos por la
Ley; que el examen de la sentencia Impugnada revela que la Corte
a-qua comprobó en su decisión que la Cámara de lo Civil y Co-
mercial de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, acordó un sobresiemiento del ex-
pediente relativo a la venta y adjudicación del inmueble embar-
gado de que se trata, hasta tanto la acción principal en nulidad
del documento que sirve de titulo a cli..ho embargo sea fallado
definitivamente"; que es evidente que en la especie no se trataba
de nulidades de forma del procedimiento sino de una acción en
nulidad del documento mismo que sirve de titulo al embargo, por
lo cual ro era 'aplicable el artículo 730, reformado, del Código de
Procedimiento Civil, cuya violación alega el recurrente.

Cas. 26 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 2036.

EMBARGO INMOBILIARIO.— Incidente.— Nulidad del Cer
Micado de Titulo.— Apelación.— Ejecutoriedad del duplicado del
Certificado de Titulo.

En la especie, la Corte a-qua por el efecto devolutivo de la
apelación ponderó los pedimentos del ahora recurrente en Primera
Instancia y estableció que la Cámara de lo Civil y Comercial de
la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en su sentencia del 23 de diciembre del 1977,
objetó del recurso de apelación, no estatuyó sobre los medios del
recurso de apelación , no estatuyó sobre los medios de nu lidad
propuestos por el intimante los cuales, por propia autoridad, deses-
timó dicha Corte a-qua, "en razón de que dichos medios de nuli-
dad propuestos no pueden restarle certidumbre al duplicado del
Certificado de Titulo en virtud del cual se procedió al embargo,
ya que conforme a la Ley de Registro de Tierras, los Certificados
de Títulos que dicho Tribunal radica en sus registros, constituyen
títulos ejecutorios y de fuerza erga omnes y por disposición ex-
presa deben ser reconocidos por todos los Tribunales"; que, asi-
mismo, agregó, que "esa ejecutoriedad y esa fuerza jurídica se
refieren no sólo al derecho de propiedad sino expresamente a to-
das las cargas, derechos y acciones que sean anotados en dichos
Certificados, y que las mismas prerrogativas jurídicas amparan
a los Duplicados de esos Certificados de Títulos, debidamente ex-
pedidos"; que, de todo lo anteriormente expuesto resulta que en
la sentencia impugnada no se ha incurrido en los vicios señalados
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es una jurisdicción unipersonal, competente para conocer de todas
las demandas persoanles, reales o mixtas, no atribu.das expresa-
mente a otro Tribunal; que, por tanto, es obvio que en el Tribural
de Primera Instancia el Juez Presidente no es una entidad distin-
ta del Tribunal o Juzgado, y, por lo tanto, no existe una jurisdic-
ción presidencial o competencia de atribuciones	 privativamente
confiaua al Juez Presidente, en tal calidad, para conocer de las
demandas en referimiento, com lo prescribe el Código de Procedi-
miento Civil, cuyas disposiciones han sido implícitamente abroga-
das por las disposiciones de la Ley de Organización Judicial antes
mencionadas; que de lo anteriormente consignado se infiere que
cuando un asunto civil, que, por su naturaleza, deba ser instruido
y juzgado conforme a lo pautado por la Ley para el procedimiento
ordinario o para el procedimiento sumario fuera introducido me-
diante lás formalidades prescritas para el referimiento, este error
no engendraria el vicio de incompetencia absoluta, sino meramente
la nulidad del procedimiento, lo cual autorizaría a la parte deman-
dada a oponerse, proponiendo la excepción d(krzftdad, a que tal
asunto . fuera instruido y juzgado conforme a	 cedimiento en
referimiento; que, por tanto, en la sentencia impugnada se han
violado las disposiciones legales antes señaladas, al declarar la in-
competencia del Juez de los Referimientos apoderado de la de-
manda en nulidad del embargo trabado por E. L., C. por A., con-
tra la N. P. & C. D., y, por tanto, debe ser casada sin que sea ne-
cesario examinar el segundo y último medio del recurso.

Cas. 18 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1314.

EMBARGO INMOBILIARIO.— Ejecución de un Certificado
Titulo.— F.jecución provisional de la sentencia.— Artículos 135.
459 y 460 del C. de Procedimiento Civil.

Como en el caso ocurrente la sentencia de primera instancia
al ordenar la ejecución provisional, lo que hizo fue reconocer con
ello el carácter ejecutivo del duplicado del Certificado de Titulo
aportado por el hoy recurrente; que la Corte a-qua, no podía váli-
damente suspender, como lo ha hecho, la ejecución provisional
dispuesta por la sentencia dictada el d'a 3 de mayo de 1974 por
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de La Vega, prohibiendo
al B. P. D., C. por A., prevalerse de dicha ejecución provisional;
que al proceder así la Corte a-qua ha violado los Arts. 459 y 460
del C. de Proc. C.; como la sentencia no involucra ninguna cues-
tión de hecho, que requiere la apreciación de los jueces del fondo,
la casación debe pronunciarse por vía de supresión y sin envío.

Cas. 14 Feb. 1979, B. J. 819, Págs. 163 y 223.

EMBARGO INAIOBILIAR10. — Incidentes.— Aplazamiento in-
debido.— Apelación.— Artículos 703 y 730 del Código de Procedi-
miento Civil.
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Si bien es cierto que al tenor de lo dispuesto por los artículos
mi reformado del Código de Procedimiento Civil y 730, refor-
mado, del mismo Código, respectivamente, la decisión que acordare
o denegare el aplazamiento de la adjudicación en un procedimiento
de embargo inmobiliario, y las sentencias sobre nulidades de for-
ma del procedimiento, anteriores o posteriores a la publicación del
pliego de condiciones, no serán susceptibles de ningún recurso, no
menos cierto es que esta prohibición se reduce a las especies en
que el aplazamiento es ordenado en los casos permitidos por la
Ley; que el examen de la sentencia Impugnada revela que la Corte
a.qua comprobó en su decisión que la Cámara de lo Civil y Co-
mercial de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, acordó un sobresiemiento del ex-
pediente relativo a la venta y adjudicación del inmueble embar-
gado de que se trata, hasta tanto la acción principal en nulidad
del documento que sirve de titulo a di-. •ho embargo sea fallado
definitivamente"; que es evidente que en la especie no se trataba
de nulidades de forma del procedimiento sino de una acción en
nulidad del documento mismo que sirve de titulo al embargo, por
lo cual no era 'aplicable el artículo 730, reformado, del Código de
Procedimiento Civil, cuya violación alega el recurrente.

Cas. 26 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 2036.

EMBARGO INMOBILIARIO.— Incidente.— Nulidad del Cer
Micado de Titulo.— Apelación.— Ejecutoriedad del duplicado del
Certificado de Titulo.

En la especie, la Corte a-qua por el efecto devolutivo de la
apelación ponderó los pedimentos del ahora recurrente en Primera
Instancia y estableció que la Cámara de lo Civil y Comercial de
la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en su sentencia del 23 de diciembre del 1977,
objetó del recurso de apelación, no estatuyó sobre los medios del
recurso de apelación no estatuyó sobre los medios de nu lidad
propuestos por el intimante los cuales, por propia autoridad, deses-
timó dicha Corte a-qua, "en razón de que dichos medios de nuli-
dad propuestos no pueden restarle certidumbre al duplicado del
Certificado de Título en virtud del cual se procedió al embargo,
ya que conforme a la Ley de Registro de Tierras, los Certificados
de Títulos que dicho Tribunal radica en sus registros, constituyen
títulos ejecutorios y de fuerza erga omncs y por disposición ex-
presa deben ser reconocidos por todos los Tribunales"; que, asi-
mismo, agregó, que "esa ejecutoriedad y esa fuerza jurídica se
refieren no sólo al derecho de propiedad sino expresamente a to-
das las cargas, derechos y acciones que sean anotados en dichos
Certificados, y que las mismas prerrogativas jurídicas amparan
a los Duplicados de esos Certificados de Títulos, debidamente ex-
pedidos"; que, de todo lo anteriormente expuesto resulta que en
la sentencia impugnada no se ha incurrido en los vicios señalados
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por el recurrente y, además, que la misma contiene motivos sufi-
cientes que justifican su dispositivo.

Cas. 26 Octubre 1979, 13. J. 827, Pág. 2036.

EMBARGO RETENTIVO. Urgencia.— Art. 48 del Código de
Procedimiento Civil, modificado par la Ley '5119 de 1959.— Deber
de los Jueces al autorizar medidas conservatorias.

En la especie, a lo decidido por la Corte a-qua se opone ex-
presamente, el texto legal, arriba señalado, y "además, que para
ordenar medidas conservatorias, conforme con los pedimentos que
les hayan sido formulados, los jueces deben comprobar y formu-
lar en su ordenanza, o sentencias, según el caso, aunque sea su-
mariamente, los motivos de hecho, que concurren a dar visos de se-
riedad al crédito de que se trata; e igualmente exponer si el mis-
mo está en peligro de no ser cobrado, y la urgencia de actuar pa-
ra su preservación"; que en consecuencia, al carecer la Ordenanza
y las sentencias en el caso de la especie, de las más mínimas men-
ciones sobre el peligro y la ausencia que pudiera existir, para el
hoy recurrido, de perder o demorar el cobro de la discutida acre-
encia que reclamaba, frente a una Compañia Aseguradora, a la
cual él mismo, al contratar su seguro, le re ronocia su solvencia;
por lo que hay que admitir, que en tales circunstancias, tal como
lo alega, la recurrente, la sentencia impugnada. adolece del vicio
señalado, por lo que se impone su casación en el punto que se
examina.

Nota: El articulo 48 ha sido modificado nuevamente por la
Ley 845 de 1978.

Cas. 8 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1003.

ENVIO EN POSESION.— Competencia del tribunal civil ordi-
nario.— Artículo 214 de la Ley de Registro de Tierras.

Cas. 17 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1983.
Ver: Testamento ológrafo.— Testador...

ESCRITOS AMPLIATIVOS DE CONCLUSIONES.— Plazos.—
Documentos depositados.— No lesión al derecho de defensa.

En la espelle, aún cuando en la misma sentencia consta que
en dicha audiencia se otorgó un plazo de 20 d'as a la parte re-
currida y otro plazo igual a la recurrente, es claro que se incurrió
en un error material en dicho fallo, puesto que quien solicitó en
primer término un plazo para presentar ampliaciones fue la recu-
rrente, y, en segundo término, el intimado, a quien correspondía
contestar en último término; que, además. el examen de la sen-
tencia impwmada. de los documentos del expediente y de los ale-
gatos presentados, ahora en casación por la recurrente revelan
que ésta tuvo conocimiento de todos los documentos depositados
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por el actual recurrido al Juez de la Cámara a-qua, así como que
pudo defenderse de la reclamación incoada contra ella por el men-
cionad Lic. P.

Cas. 20 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 659.

ESTADO DE GASTOS Y HONORARIOS.— Demanda en rendi-
ción de cuenta contra los abogados.— Sobreseimiento de la impug-
nación del Estado de gastos y honorarios.

Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 617.

tSTADO DE GASTOS Y HONORARIOS.— Impugnación.—
Acuerdo entre las partes.

Sent. 9 febrero 1979, B. J. 819, p. 312.

—F—

FALSO INCIDENTE CIVIL.— Demanda.— Admisión.— Con-
diciones.— Articulo 218 del Código de Procedimiento Civil.— De-
mandada excluída del procedimiento de falso incidente civil.

Para acoger una demanda incidental en inscripción en false-
dad, basta que el tribunal establezca que el documento es suscep-
tible de ser atacado por la vía de la inscripción en falsedad, que
el documento argüido en falsedad sea capaz de influir sobre la
solución final del proceso y que exista una demanda principal, sin
necesidad del examen y ponderación de la validez o no del docu-
mento, el que se realizará en la parte final del proceso, cuanao el
tribunal proceda a la prueba de la falsedad y se pronuncie en su
sentencia, sobre la verazidad o la falsedad del documento; que,
por otra parte, si la sentencia impugnada, que adm.te la demanda
incidental de inscripción en falsedad interpuesta por E. L. 13. de
G., y compartes

' 
y a la vez ordena a A. J. D. S., L. A. N. B. y

L. A. P. P., que depositen por ante la Secretaria de la Corte a-qua
el documento argüido en falsedad, deja fuera de este procedimiento
a E. B. S. de N., es porque ella habla sido llamada a otra audiencia
en la cual se conocería de la demanda en exclusión del documento,
respecto de ella, en vista de que no habla obtemperado a la inti-
maMón que le hab:an hecho E. L. TI de G., y compartes, en rela-
ción al uso o no del documento impugnado; que en consecuencia,
procede desestimar, por carecer de fundamento, el segundo y últi-
mo medio de los recurrentes.

Cas. 19 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2650.

FIANZA JUDICATUM SOLVI.— Trabajador con permiso de
residencia.— Improcedencia de la fianza.

Cas. 21 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2325.
Ver: Contrato de trabajo.— Fianza judicatura solvi..
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por el recurrente y, además, que la misma contiene motivos sufi-
cientes que justifican su dispositivo.

Cas. 26 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 2036.

EMBARGO RETENTIVO. Urgencia.— Art. 48 del Código de
Procedimiento Civil, modificado par la Ley '5119 de 1939.— Deber
de los Jueces al autorizar medidas conservatorias.

En la especie, a lo decidido por la . Corte a-qua se opone ex-
presamente, el texto legal, arriba señalado, y "además, que para
ordenar medidas conservatorias, conforme con los pedimentos que
les hayan sido formulados, los jueces deben comprobar y formu-
lar en su ordenanza, o sentencias, según el caso, aunque sea su-
mariamente, los motivos de hecho, que concurren a dar visos de se-
riedad al crédito de que se trata; e igualmente exponer si el mis-
mo está en peligro de no ser cobrado, y la urgencia de actuar pa-
ra su preservación"; que en consecuencia, al carecer la Ordenanza
y las sentencias en el caso de la especie, de las más mínimas men-
ciones sobre el peligro y la ausencia que pudiera existir, para el
hoy recurrido, de perder o demorar el cobro de la discutida acre-
encia que reclamaba, frente a una Compañia Aseguradora, a la
cual él mismo, al contratar su seguro, le re ronocía su solvencia;
por lo que hay que admitir, que en tales circunstancias, tal como
lo alega, la recurrente, la sentencia impugnada. adolece del vicio
señalado, por lo que se impone su casación en el punto que se
examina.

Nota: El articulo 48 ha sido modificado nuevamente por la
Ley 845 de 1978.

Cas. 8 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1003.

ENVIO EN POSFSION.— Competencia del tribunal civil ordi-
nario.— Artículo 214 de la Ley de Registro de Tierras.

Cas. 17 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1983.
Ver: Testamento ológrafo.— Testador...

ESCRITOS AMPLIATIVOS DE CONCLUSIONES.— Plazos.—
Documentos depositados.— No lesión al derecho de defensa.

En la espolie, aún cuando en la misma sentencia consta que
en dicha audiencia se otorgó un plazo de 20 d'as a la parte re-
currida y otro plazo igual a la recurrente, es claro que se incurrió
en un error material en dicho fallo, puesto que quien solicitó en
primer término un plazo para presentar ampliaciones fue la reru-
rrente, y, en segundo término, el intimado, a quien correspondía
contestar en último término; que, además, el examen de la sen-
tencia impugnada. de los documentos del expediente y de los ale-
gatos presentados, ahora en casación por la recurrente revelan
que ésta tuvo conocimiento de todos los documentos depositados
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por el actual recurrido al Juez de la Cámara a-qua, así como que
pudo defenderse de la reclamación incoada contra ella por el men-
cionad Lic. P.

Cas. 20 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 659.

ESTADO DE GASTOS Y HONORARIOS.— Demanda en rendi-
ción de cuenta contra los abogados.— Sobreseimiento de la impug-
nación del Estado de gastos y honorarios.

•	 '
Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 617.

iSTADO DE GASTOS Y HONORARIOS.— Impugnación.—
Acuerdo entre las partes.

Sent. 9 febrero 1979, B. J. 819, p. 312.

—F-

FALSO INCIDENTE CIVIL.— Demanda.— Admisión.— Con-
diciones.— Articulo 218 del Código de Procedimiento Civil.— De-
mandada excluída del procedimiento de falso incidente civil.

Para acoger una demanda incidental en inscripción en false-
dad, basta que el tribunal establezca que el documento es suscep-
tible de ser atacado por la vía de la inscripción en falsedad, que
el documento argi;ido en falsedad sea capaz de influir sobre la
solución final del proceso y que exista una demanda principal, sin
necesidad del examen y ponderación de la validez o no del docu-
mento, el que se realizará en la parte final del proceso, cuanao el
tribunal proceda a la prueba de la falsedad y se pronuncie en su
sentencia, sobre la verazidad o la falsedad del documento; que,
por otra parte, si la sentencia impugnada, que adm.te la demanda
incidental de inscripción en falsedad interpuesta por E. L. B. de
G., y compartes, y a la vez ordena a A. J. D. S., L. A. N. B. y
L. A. P. P., que depositen por ante la Secretaría de la Corte a-qua
el documento argüido en falsedad, deja fuera de este procedimiento
a E. B. S. de N., es porque ella había sido llamada a otra audiencia
en la cual se conocería de la demanda en exclusión del documento,
respecto de ella, en vista de que no habla obtemperado a la inti-
ma •ión que le hab:an hecho E. L. Ti de G., y compartes, en rela-
ción al uso o no del documento impugnado; que en consecuencia,
procede desestimar, por carecer de fundamento, el segundo y últi-
mo medio de los recurrentes.	 •

Cas. 19 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 26,50.

FIANZA JUDICATUM SOLVI.— Trabajador con permiso de
residencia:— Improcedencia de la fianza.

Cas. 21 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2325.
Ver: Contrato de trabajo.— Fianza judicatum solvi..
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FILIACION NATURAL.— Reconocimiento.— Art. 11 de la
Ley 985 de 1945.

En cuanto a la supuesta violación del articulo 11 de la Ley
985 sobre filiación natural, la Corte de que se trata no ha incurri-
do en falta, ya que el plazo le 3 meses a que se refiere ese artícu-
lo sólo tiene por objeto determinar cuál de los dos padres debe
tener la guarda del menor, si el padre lo reconoce dentro de los
tres meses del nacimiento, pero no decide nada respecto al derecho
que tiene el padre en caso de la muerte de la madre, para recla-
mar, en nombre de sus hijos menores, daños y perjuicios.

Cas. 22 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1125.

Nota: El articulo 11 de la Ley 985 de 1945 ha sido derogado y
sustituido por el articulo 6 de la Ley 855 de 1978.

—G—

GALLERA.— Permiso nara construir una gallera.— Suspen-
sión de la construcción ordenada por el Sec. de E. de Deportes.—
Citación directa al Secretario de Estado por ante la S. C. de J.,
pan oírse juzgar por el delito de abuso de autoridad.

Ver: Justicia.-- Denegación de justicia...
Sentencia 19 Enero 1979. B. J. 818, Pág. 25.

GUARDA DE HIJOS MENORES  DE EDAD.— Referimiento.—
Dictamen del fiscal omitido en primera instancia.— Dictamen del
Procurador General de la Corte de Apelación producido con moti-
vo de la apelación interpuesta.— Regularidad del asunto.

Si es cierto que la sentencia impugnada da constancia de que
la opinión del Magistrado Procurasor Fiscal no fue recabada por
el tribunal del primer grado, no es menos cierto, que ante la Corte
a-qua, el Magistrado Procurador General vertió su opinión en el
sentido que se confirmara la decisión apelada; que, en apelación
se puede regularizar el procedimiento de primera instancia y en
particular hacer dictaminar por el representante del Ministerio
Público un asunto que no habla sido dictaminado por ante el pri-
mer juez; que la falta de dictamen en primera instancia da dere-
cho a apelar, pero una vez llenada esa formalidad con el dictamen
del Procurador General, la Corte no tiene que fallar sobre la irre-
gularidad del procedimiento y anular por ese motivo la sentencia
apelada.

Cas. 28 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 918.

GUARDA DE HIJOS MENORES OTORGADA AL PADRE. —
Sentencia con motivos suficentes y pertinentes.— Conducta cuestio-
nable de la madre.
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En la especie el hace constar que la madre está llevando una
vida al margen de toda conducta moralizante, cuyo ejemplo per-
judica notablemente la educación doméstica, de dichos menores,
quienes al espejo de ese ejemplo vendrían a constituir en su futuro
no muy lejano, elementos reñidos con un ambiente de sana mora-
lidad, como se lo exige la sociedad que celosa los ve crecer, en
ese derrotero insalubre, por lo que se hace necesario poner un
muro que contenga ese desviamiento en cuanto a la buena educa-
ción de los niños se refiere; que, de todo lo transcrito, se evidencia,
que la sentencia impugnada tiene motivos su'icientes y pertinen-
tes que justfican su dispositivo, por lo que los alegatos mantenidos
en el tercer y último medio también carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados.

Cas. 28 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 918.

HOMICIDIO VOLUNTARIO.— Prueba, Sentencia condenatoria
basada fundamentalmente en declaraciones de personas oidas en
virtud del poder discrecional del Juez.— Nulidad de esa sentencia.
Articulo 280 del Código de Procedimiento Criminal.

En las actas de audiencia, en materia criminal, no se deben
mencionar las declaraciones de los testigos; que si lo podrá llevarse
nota, cuando lo ordene el Juez Presidente, motu propio, o a re-
querimiento del Ministerio Público o del acusado, de las adiciones,
cambios o variaciones que puedan presentarse entre la declaración
del testigo y las precedentes que hubiesen dado; que, por consi-
guiente, no se deben consignar las declaraciones de los testigos
oídos en virtud del poder discrecional del Juez; que estas disposi-
ciones se observarán a pena de nulidad; que por último, cuando el
acusado haya sido condenado y hubiese violación de algunas de las
formalidades prescritas por la ley a pena de nulidad, sea en la
Instrucción hecha ante el tribunal que dictó la sentencia, o sea en
la misma sentencia, dicha violación dará lugar a la anulación de
la sentencia; en la especie, el examen del acta de audiencia que
recoge la instrucción realizada por la Corte a-qua el 6 de febrero
de 1979, y así con el de la sentencia impugnada, pone de manifies-
to, que dicha Corte consignó, totalmente en el acta de audiencia,
las declaraciones del testigo M. M. R., que no declaró en instruc-
ción y fue oído en virtud del poder discrecioral del Presidente de
la Corte, deposición en la que se basó fundamentalmente el fallo
impugnado; que en tales condiciones, es evidente, que ha sido vio-
lado por dicha Corte, tanto en la instru-ción hecha arte ella, como
en su sentencia el articulo 280 del Código de Procedimiento Cri-
minal; que, por consiguiente, la sentencia impugnada debe ser
casada.

Cas. 15 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1927.
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FTLIACION NATURAL.— Reconocimiento.— Art. 11 de la
Ley 985 de 1945.

En cuanto a la supuesta violación del articulo 11 de la Ley
985 sobre filiación natural, la Corte de que se trata no ha incurri-
do en falta, ya que el plazo le 3 meses a que se refiere ese artícu-
lo sólo tiene por objeto determinar cuál de los dos padres debe
tener la guarda del menor, si el padre lo reconoce dentro de los
tres meses del nacimiento, pero no decide nada respecto al derecho
que tiene el padre en caso de la muerte de la madre, para recla-
mar, en nombre de sus hijos menores, daños y perjuicios.

Cas. 22 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1125.

Nota: El artículo 11 de la Ley 985 de 1945 ha sido derogado y
sustituido por el articulo 6 de la Ley 855 de 1978.

-G-

GALLERA.— Permiso para construir una gallera.— Suspen-
sión de la construcción ordenada por el Sec. de E. de Deportes.—
Citación directa al Secretario de Estado por ante la S. C. de J..
pata oirse juzgar por el delito de abuso de autoridad.

Ver: Justicia.-- Denegación de justicia...
Sentencia 19 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 25.

GUARDA DE HIJOS )TENORES DE EDAD.— Referindento.—
Dictamen del fiscal omitido en primera instancia.— Dictamen del
Procurador General de la Corte de Apelación producido con moti-
vo de la apelación interpuesta.— Regularidad del asunto.

Si es cierto que la sentencia impugnada da constancia de que
la opinión del Magistrado Procurasor Fiscal no fue recabada por
el tribunal del primer grado, no es menos cierto, que ante la Corta
a-qua, el Magistrado Procurador General vertió su opinión en el
sentido que se confirmara la decisión apelada; que, en apelación
se puede regularizar el procedimiento de primera instancia y en
particular hacer dictaminar por el representante del Ministerio
Público un asunto que no habla sido dictaminado por ante el pri-
mer juez; que la falta de dictamen en primera instancia da dere-
cho a apelar, pero una vez llenada esa formalidad con el dictamen
del Procurador General, la Corte no tiene que fallar sobre la irre-
gularidad del procedimiento y anular por ese motivo la sentencia
apelada.

Cas. 28 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 918.

GUARDA DE HIJOS MENORES OTORGADA AL PADRE.—
Sentencia con motivos suficentes y pertinentes.— Conducta cuestio-
nable de la madre.

Ea la especie él hace constar que la madre está llevando una
vida al margen de toda conducta moralizante, cuyo ejemplo per-
judica notablemente la educación doméstica, de dichos menores,
quienes al espejo de ese ejemplo vendrían a constituir en su futuro
no muy lejano, elementos reñidos con un ambiente de sana mora-
lidad, como se lo exige la sociedad que celosa los ve crecer, en
ese derrotero insalubre, por lo que se hace necesario poner un
muro que contenga ese desviamiento en cuanto a la buena educa-
ción de los niños se refiere; que, de todo lo transcrito, se evidencia,
que la sentencia impugnada tiene motivos su ficientes y pertinen-
tes que justfican su dispositivo, por lo que los alegatos mantenidos
en el tercer y último medio también carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados.

Cas. 28 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 918.
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Articulo 2110 del Código de Procedimiento Criminal.

En las actas de audiencia, en materia crimirol, no se deben
mencionar las declaraciones de los testigos; que sao podrá llevarse
nota, cuando lo ordene el Juez Presidente , motu propio, o a re-
querimiento del Ministerio Público o del acusado, de las adiciones,
cambios o variaciones que puedan presentarse entre la declaración
del testigo y las precedentes que hubiesen dado; que , por consi-
guiente, no se deben consignar las declaraciones de los testigos
oídos en virtud del poder discrecional del Juez; que estas disposi-
ciones se observarán a pena de nulidad; que por último, cuando el
acusado haya sido condenado y hubiese violación de algunas de las
formalidades prescritas por la ley a pena de nulidad, sea en la
instrucción hecha ante el tribunal que dictó la sentencia, o sea en
la misma sentencia, dicha violación dará lugar a la anulación de
la sentencia; en la especie, el examen del acta de audiencia que
recoge la instrucción realizada por la Corte a-qua el 6 de febrero
de 1979, y así con el de la sentencia impugnada, pone de manifies-
to, que dicha Corte consignó, totalmente en el acta de audiencia
las declaraciones del testigo M. M. R., que no declaró en instruc-

,

ción y fue oído en virtud del poder discrecioral del Presidente de
la Corte, deposición en la que se basó fundamentalmente el falloimpugnado; que en tales condiciones, es evidente, que ha sido vio-
lado por dicha Corte, tanto en la instru cción hecha arte ella, comocrimen su sentencia el artículo 280 del Código de Procedimiento Cri-
minal; que, por consiguiente, la sentencia impugnada debe ser

Cas. 15 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1927.
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IMPRUDENCIA.— Golpes y heridas.— Chofer que can un
aparato mecánico derriba un muro de concreto que le cae encima
a Rata persona.— Artículo 319 del Código Penal.

En la especie, el hecho se debió a que el prevenido manipuló
la máquina con la que efectuaba su trabajo con manifiesta impru-
dencia al no cerciorarse si en las inmediaciones del lugar en que
efectuaba sus labores, hablan personas que pudiesen ser lesiona-
das, como en efecto ocurrió.

Cas. 5 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2497.

INCENDIO EN LAS REDES ELECTRICAS DE LA C. D. K

Fundándose en tales hechos, y en menor medida en la apre-
ciación no contestada por la recurrente, de que ésta era la pro-
pietaria de las instalaciones eléctricas y del tlu:do de la misma
naturaleza que circulaba por aquellas, y por consiguiente guardiana
de los mismos, la Corte a-qua acogió las conclusiones de la parte
demandante, R. T., acordándosele las indemnizaciones dispuestas
en el fallo impugnado; que de todo lo anteriormente expuesto re-
sulta que dicho fallo no solamente contiene motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, sino también una expo-
sición de los hechos y circunstancias de la causa que han permi-
tido a la Suprema Corte de Justicia establecer que en la especie
la Corte a-qua ha hecho una correcta aplicación de la Ley.

Cas. 26 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2382.
Ver: Responsabilidad civil.— Incendio de las redes eléctricas...

INFORMATIVO.— Pedimento de nuevo informativo.— Recha-
zamiento.— Sentencia que lesionó el derecho de defensa.

En el presente caso, la Corte a-qua rechazó el pedimento del
intimado J. B. E., tendiente a que se celebrara un nuevo informa-
tivo, basándose en que los hechos articulados no eran concluyen-
tes para solucionar el caso; que, sin embargo, como en la especie
se trata de un asunto en que la prueba de los hechos alegados co-
mo fundamento de la demanda, no ha podido ser prees-tablecida.
dicha prueba sólo podía hacerse por medio de testigos; que, por
tanto, al rechazar la Corte a-qua el pedimento de un nuevo infor-
mativo hecha por el referido intimado se violó su derecho de de-
fensa, ya que las declaraciones testimoniales que hubieren sido
aportadas, los Jueces habrían, eventualmente, fallado el caso de
modo distinto; que, por tanto, la sentencia impugnada debe ser
casada, sin que sea necesario ponderar los demás alegatos del
medio propuesto.

Cas. 24 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 48.

LXXXVIII

JUSTICIA.— Denegación de Justicia.— Delito previsto en el
articulo 185 del Código Penal.— Elementos constitutivos.— Incul-
pación contra el Secretario de Estado de Deportes.— Descargo.

El artículo 185 del Código Penal incrimina la denegación de
justicia, cuyos elementos constitutivos, son: 1ro., la calidad; 2do.,
la negativa a decidir las peticiones, no obstante el requerimiento
de las partes o la intimación de sus superiores, y 3ro., que sea por
malicia o bajo pretexto de silencio, obscuridad o insuficiencia de
la ley; que aunque el artículo 185 del Código Penal, al incriminar
el hecho se refiere, en primer término , al "juez o tribunal", hace
luego extensiva la pena a 'cualquier otra autoridad civil, munici-
pal o administrativa que rehuse proveer los negocios que se some-
tan a su consideración", que no ha sido comprobado en el plenario
por las declaraciones prestadas y por los documentos que obran
.en el expediente, que el prevenido J. de la R., haya tomado nin-
guna resolucién o decisión en relación con el impedimento de fun-
cionamiento de la gallera propiedad de F. G. F.; que, tampoco, ha
podido establecerse que el prevenido J. de la R., Secretario de
Estado de Deportes, Educación Física y Recreación, se negara a
proveer ningún negocio que fuera sometido a su consideración;
que cuando se le puso en mora • por acto de alguacil del 8 de no-
viembre del 1978, de que procediera a levantar el impedimento
puesto al Club Callistico O., sin esperar su solución al respecto,
y sin que se hubiera agotado el plazo que daba apertura a un re-
curso por retardación ante el Tribunal Superior Administrativo
fue sometido a la acción de la Justicia, por vía directa, con cons-
titución en parte civil, por F. G. F., por instancia del 20 de no-
viembre de 1978; que todo lo anteriormente establecido, resulta
que en el caso del prevenido J. de la R., ro está caracterizado en
sus elementos constituivos el delito previsto en la parte in-fine
del articulo 185 del Código Penal; que, en tales condiciones el
prevenido J. de la R., no ha cometido el delito puesto a su cargo,

mismo.

Sentencia

cual procede descargarlo de toda responsabilidad en el

Sentencia del 19 Enero 1979, B. J. R18. Pág. 25.

LEGADO INTIM/SAL. — Impugnación.— Ventas hechas por
la legataria universal.

Ver: Tribunal de Tierras.— Esposa instituida legataria uni-
versal...

Cas. 24 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 39.

LEYES AGRARIAS.— Comisión para su aplicación.— Recurso
contencioso-administrativo.— Casación admisible.
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IMPRUDENCIA.— Golpes y heridas.— Chofer que con un
aparato mecánico derriba un muro de concreto que le cae encima
a una persona.— Articulo 319 del Código Penal.

En la especie, el hecho se debió a que el prevenido manipuló
la máquina con la que efectuaba su trabajo con manifiesta impru-
dencia al no cerciorarse si en las inmediaciones del lugar en que
efectuaba sus labores, habían personas que pudiesen ser lesiona-
das, como en efecto ocurrió.

Cas. 5 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2497.

INCENDIO EN LAS REDES, EI.ECTRICAS DE LA C. D. E.

Fundándose en tales hechos, y en menor medida en la apre-
ciación no contestada por la recurrente, de que ésta era la pro-
pietaria de las instalaciones eléctricas y del fluido de la misma
naturaleza que circulaba por aquellas, y por consiguiente guardiana
de los mismos, la Corte a-qua acogió las conclusiones de la parte
demandante, R. T., acordándosele las indemnizaciones dispuestas
en el fallo impugnado; que de todo lo anteriormente expuesto re-
sulta que dicho fallo no solamente contiene motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, sino también una expo-
sición de los hechos y circunstancias de la causa que han permi-
tido a la Suprema Corte de Justicia establecer que en la especie
la Corte a-qua ha hecho una correcta aplicación de la Ley.

Cas. 26 Noviembre 1979, B. J. 82s, Pág. 2382.
Ver: Responsabilidad civil.— Incendio de las redes eléctricas...

INFORMATIVO.— Pedimento de nuevo informativo.— Recha-
zamiento.— Sentencia que lesionó el derecho de defensa.

En el presente caso, la Corte a-qua rechazó el pedimento del
intimado J. B. E., tendiente a que se celebrara un nuevo informa-
tivo, basándose en que los hechos articulados no eran concluyen-
tes para solucionar el caso; que. sin embargo, como en la especie
se trata de un asunto en que la prueba de los hechos alegados co-
mo fundamento de la demanda, no ha podido ser preestablecida,
dicha prueba sólo podía hacerse por medio de testigos; que, por
tanto, al rechazar la Corte a-qua el pedimento de un nuevo infor-
mativo hecha por el referido intimado se violó su derecho de de-
fensa, ya que las declaraciones testimoniales que hubieren sido
aportadas, los Jueces habrían, eventualmente, fallado el caso de
modo distinto; que, por tanto, la sentencia impugnada debe ser
casada, sin que sea necesario ponderar los demás alegatos del
medio propuesto.

Cas. 24 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 48.

LXXXVIII

JUSTICIA.— Denegación de Justicia.— Delito previsto en el
artículo 185 del Código Penal.— Elementos constitutivos.— Incul-
pación contra el Secretario de Estado de Deportes.— Descargo.

El artículo 185 del Código Penal incrimina la denegación de
. ,. justicia, cuyos elementos constitutivos, son: 1ro., la calidad; 2do.,{
.'.. la negativa a decidir las peticiones, no obstante el requerimiento•	 . de las partes o la intimación de sus superiores, y 3ro., que sea por

malicia o bajo pretexto de silencio, obscuridad o insuficiencia de
la ley; que aunque el articulo 185 del Código Penal, al incriminar
el hecho se refiere, en primer término , al "juez o tribunal", hace
luego extensiva la pena a 'cualquier otra autoridad civil, munici-
pal o administrativa que rehuse proveer los negocios que se some-
tan a su consideración", que no ha sido comprobado en el plenario
por las declaraciones prestadas y por los documentos que obran
en el expediente, que el prevenido J. de la R., haya tomado nin-
guna resolucién o decisión en relación con el impedimento de fun-
cionamiento de la gallera propiedad de F. G. F.; que, tampoco, ha
podido establecerse que el prevenido J. de la R., Secretario de
Estado de Deportes, Educación Fisica y Recreación, se negara a
proveer ningún negocio que fuera sometido a su consideración;
que cuando se le puso en mora , por acto de alguacil del 8 de no-
viembre del 1978, de que procediera a levantar el impedimento
puesto al Club Gallistico G., sin esperar su solución al respecto,
y sin que se hubiera agotado el plazo que daba apertura a un re-
curso por retardación ante el Tribunal Superior Administrativo
fue sometido a la acción de la Justicia, por vía directa, con cons-
titución en parte civil, por F. G. F., por instancia del 20 de no-
viembre de 1978; que todo lo anteriormente establecido, resulta
que en el caso del prevenido J. de la R., no está caracterizado en
sus elementos constituivos el delito previsto en la parte in-fine
del articulo 185 del Código Penal; que, en tales condiciones el
prevenido J. de la R., no ha cometido el delito puesto a su cargo,
por lo cual procede descargarlo de toda responsabilidad en el
mismo.

Sentencia del 19 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 25.

LEGADO UNIVERSAL.— Impugnación.— Ventas hechas por
la legataria universal.

Ver: Tribunal de Tierras.— Esposa instituida legataria uni-
versal...

Cas. 24 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 39.

LEYES AGRARIAS.— Comisión para su aplicación.— Recurso
con tencloso-administratívo.— Casación admisible.
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En la especie, el examen de la referida Resolución No. 81 de
la Comisión para la Aplicación de las Leyes Agrarias revela que
ella fue dictada para solucionar un conflicto existente entre los
actuales recurrentes y el recurrido; que en tales condiciones, es
obvio que el Tribunal a-quo estaba apoderado de un rruhso con-
tra un acto que emanaba de un órgano administrativo autónomo,
en ejercicio de facultades que le conferían las Leyes para dirimir
un conflicto surgido entre particulares, por lo que al causarle agra-
vio la sentencia del Tribunal a-quo es evidente su legitimo interés
y derecho a recurrir en casación contra la misma.

Cas. 6 Agosto 19791 B. J. 825, Pág. 1482.

LUCRO CESANTE.— Limitación.— Decisión no contenida en
el dispositivo pero que resuelve un punto debatido.— Validez da
esa decisión.

Es de principio que cualquier parte de la sentencia que con-
tenga una decisión es dispositivo si lo expresado resuelve algún
punto debatido; que en la especie, el fallo de que se trata expresa;
"en consecuencia el nombrado C. de J. M. G. puesto en causa co-
mo persona civilmente responsable, debe responder frente a la
referida parte civil, Dr. C. A. E, por la suma de que indica en el
dispositivo de esta sentencia, a titulo de lucro cesante, a partir de
la fecha del accidente, Irga. de mayo de 1973, y durante un periodo
de cinco meses a partir de esa fecha"; expresiones que no dejan
ninguna duda, de que es durante ese periodo que se cobrará la
suma de $6.00.

Cas. 16 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 597.

MANDATO.— Revocación.— Rendición de cuenta.

Ver: Abogado.— Mandato...
Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 617.

MARIHUANA.— Tráfico o venta.— Tentativa.

Ver: Drogas Narcóticas.-- Tentativa...
Cas. 13 Junio 1979, 13. J. 823, Pág. 1063.

MENORES DE EDAD.— Asistencia obligatoria.— Sentencia
carente de motivos.

La sentencia impugnada pone de manifiesto, que tal como lo
alega la recurrente, ésta carece de motivos y de una exposición de
hechos que permitan determinar si la ley ha sido bien o mal apli-
cada, por lo que dicha sentencia debe ser casada, sin necesidad de
ponderar los demás medios de casación_

Cas. 10 Octubre 1979, 8. J. 201, Pág. 1890.
2--7
XC

MENORES DE EDAD.— Asistencia obligatoria.— Inculpado
que niega la paternidad.— Renuencia a comparecer.— Facultades
de los jueces.— Cuestión de hecho.

Si ciertamente la made querellante dado la naturaleza y ca-
rácter del interés envuelto en su acción, se le considera una parte
civil sui-géneris, y en que en razón de ello los Jueces deben ser
especialmente cuidadosos y prudentes al ponderar sus declaracio-
nes cuando ellas son consistentemente negadas por aquellos a quie-
nes afectan, no es menos cierto que nada impide a dichos jueces,
al formar su convicción acerca de los hechos de la causa, unir a
las declaraciones de la querellante que le merezcan crédito, cuales-
quiera otros elementos de juicio del proceso, aún indiciales que
retuercen su convicción respecto a las declaraciones de la quere-
llante; que el examen de la sentencia ahora impugnada revela que
el Juzgado a-quo, al dictarla, no solamente se fundó en las decla-
raciones que consideró sustanciales y coherentes de la querellante,
sino que también hizo mérito, y así hace constar en la sentencia
impugnada, de la mantenida renuncia de la ahora recurrente de
comparecer a todos los actos del procedimiento para los que fuera
regularmente citado, sin que en ningún momento presentara ex-
cusa alguna pese a tener su domicilio, según constan los actos
correspondientes en la jurisdicción territorial de los tribunales que
fueron apoderados del asunto; apreciaciones éstas de puro hecho
que escapan al control de la casación; que por otro tanto, el alega-
to que ha sido objeto del presente examen también se desestima,
por carecer de fundamento.

Cas. 10 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1895.

MENORES DE EDAD.— Asistencia obligatoria.— ExpertIcio
ordenado pero no ejecutado.— Negligencia pertinaz del inculpado.
Sentencia condenatoria suficientemente motivada.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
el Juzgado a-qua, al disponer se hiciera antes de conocer y fallar
el fondo del asunto, la determinación mediante expedido de los
grupos sanguíneos de la querellante, su hija y del ahora recurrente,
lo hizo a pedimento expreso de éste último mediante conclusiones
de su abogado; que si ciertamente ello pudo ser útil para que el
Tribunal a-quo, asegurara la justicia de su decisión no lo era me-
nos que tal medio prueba, en cuanto a su oportuna realización,
pesaba preponderantemente sobre la parte a cuyo pedimento la
medida de instrucción de que se trata fue ordenada; que en la
sentencia impugnada se consigna, como fundamento del punto que
se examina, que la madre querellante fue varias veces al estable-
cimiento en donde la prueba ordenada debía realizarse, acompaña-
da de la menor J. H., sin que en ningún momento lo hiciera el ac-
tual recurrente, quien por otra parte no concurrió jamás a ningu-
no de los requerimientos de comparecer en justicia, de los tantos
que le fueron hechos. incluido en el preliminar de conciliación;
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En la especie, el examen de la referida Resolución No. 81 de
la Comisión para la Aplicación de las Leyes Agrarias revela que
ella fue dictada para solucionar un conflicto existente entre los
actuales recurrentes y el recurrido; que en tales condiciones, es
obvio que el Tribunal a-quo estaba apoderado de un rezuhso con-
tra un acto que emanaba de un órgano administrativo autónomo,
en ejercicio de facultades qpe le conferían las Leyes para dirimir
un conflicto surgido entre particulares, por lo que al causarle agra-
vio la sentencia del Tribunal a-quo es evidente su legítimo interés
y derecho a recurrir en casación contra la misma.

Cas. 6 Agosto 1979, 13. J. 825, Pág. 1482.

LUCRO CESANTE.— Limitación.— Decisión no contenida en
el dispositivo pero que resuelve un punto debatido.— Validez do
esa decisión.

Es de principio que cualquier parte de la sentencia que con-
tenga una decisión es dispositivo si lo expresado resuelve algún
punto debatido; que en la especie, el fallo de que se trata expresa;
"en consecuencia el nombrado C. de J. M. G. , puesto en causa co-
mo persona civilmente responsable, debe responder frente a la
referida parte civil, Dr. C. A. I..., por la suma de que indica en el
dispositivo de esta sentencia, a titulo de lucro cesante, a partir de
la fecha del accidente, 1ro. de mayo de 1973, y durante un periodo
de cinco meses a partir de esa fecha"; expresiones que no dejan
ninguna duda. de que es durante ese periodo que se cobrará la
suma de $6.00.

Cas. 16 Abril 1979, 13. J. 821 , Pág. 597.
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MANDATO.— Revocación.— Rendición de cuenta.

Ver: Abogado.-- Mandato...
Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 617.

51ARTEILIANA.— Tráfico o venta.— Tentativa.

Ver: Drogas Narcóticas.-- Tentativa...
Cas. 13 Junio 1979, 13. J. 823, Pág. 1063.

MENORES DE EDAD.— Asistencia obligatoria.— Sentencia
curtirte de motivos.

La sentencia impugnada pone de manifiesto, que tal como lo
alega la recurrente, ésta carece de motivos y de una exposición de
hechos que permitan determinar si la ley ha sido bien o mal apli-
cada, por lo que dicha sentencia debe ser casada, sin necesidad de
ponderar los demás medios de casación.

Cas. 10 Octubre 1979, a J. 281, Pág. 1890.
"22R

MENORES DE EDAD.— Asistencia obligatoria.— Inculpado

a
ae niega la paternidad.— Renuencia a comparecer.— Facultades

de les jueces.— Cuestión de hecho.

Si ciertamente la maclite querellante dado la naturaleza y ca-
rácter del interés envuelto en su acción, se le considera una parte
civil sal-géneris, y en que en razón de ello los Jueces deben ser
especialmente cuidadosos y prudentes al ponderar sus declaracio-
nes cuando ellas son consistentemente negadas por aquellos a quie-
nes afectan, no es menos cierto que nada impide a dichos jueces,
al formar su convicción acerca de los hechos de la causa, unir a
las declaraciones de la querellante que le merezcan crédito, cuales-
quiera otros elementos de juicio del proceso, aún indiciales que
retuercen su convicción respecto a las declaraciones de la quere-
llante; que el examen de la sentencia ahora impugnada revela que
el Juzgado a-quo, al dictarla, no solamente se fundó en las decla-
raciones que consideró sustanciales y coherentes de la querellante
sino que también hizo mérito, y así hace constar en la sentencia'
impugnada, de la mantenida renuncia de la ahora recurrente de
comparecer a todos los actos del procedimiento para los que fuera
regularmente citado, sin que en ningún momento presentara ex-
cusa alguna pese a tener su domicilio, según constan los actos
correspondientes en la jurisdicción territorial de los tribunales que
fueron apoderados del asunto; apreciaciones éstas de puro hecho
que escapan al control de la casación; que por otro tanto, el alega-
to que ha sido objeto del presente examen también se desestima.
por carecer de fundamento.

Cas. 10 Octubre 1979, R. J. 827, Pág. 1895.

MENORES DE EDAD.— Asistencia obligatoria.— Experticio
ordenado pero no ejecutado.— Negligencia pertinaz del inculpado.
Sentencia condenatoria suficientemente motivada.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
el Juzgado a-qua, al disponer se hiciera antes de conocer y fallar
el fondo del asunto, la determinación mediante experticio de los
grupos sanguíneos de la querellante , su hija y del ahora recurrente,
lo hizo a pedimento expreso de éste último mediante conclusiones
de su abogado; que si ciertamente ello pudo ser útil para que el
Tribunal a-quo, asegurara la justicia de su decisión no lo era me-
nos que tal medio prueba, en cuanto a su oportuna realización,
pesaba preponderantemente sobre la parte a cuyo pedimento la
medida de instrucción de que se trata fue ordenada; que en la
sentencia impugnada se consigna, como fundamento del punto que
se examina, que la madre querellante fue varias veces al estable-
cimiento en donde la prueba ordenada debla realizarse, acompaña-
da de la menor J. K., sin que en ningún momento lo hiciera el ac-
tual recurrente, quien por otra parte no concurrió jamás a ningu-
no de los requerimientos de comparecer en justicia, de los tantos
que le fueron hechos, incluido en el preliminar de conciliación;
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que en esas condiciones el Juzgado a-quo, en consideración del
carácter y consistencia del interés que primordialmente estaba por
medio, o sea el relativo al estado de la menor antes citada, y las
consecuencias derivables del mismo, gozaba de las facultades ne-
cesarias para desestimar la nueva petición del reaurrente, por ór-
gano de su abogado, de que se reordenara —como se consigna en
las conclusiones correspondientes—, la medida de instrucción fren-
te a cuyo cumplimiento la parte que la demandaron demostrará
una negligencia pertinaz; lo que se infiere de los términos mismos
de la sentencia impugnada.

Cas 10 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1895.
MENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2102 de 1930.—

Prevenido que percibía una remuneración de RDS1,200 mensuales
como Diputado.— Pensión de cien pesos para los menores cuya
edad no se precisa en la sentencia.

Sent. 30 de Julio 1979, B. J. 821 , Pág: 1392.
—N—

NOTARIO.— Acción disciplinaria.— Falta no cometida por el
notario.— Descargo.

Ha quedado establecido por las declaraciones del agraviado
D. A. a, y del prevenido Dr. A. O. C., y por los documentos que
obran en el expediente, lo siguiente: a) que en fecha no determi-
nada del año en curso, el agraviado D. A. O., solicitó del prevenido
Dr. A. O. C., en su calidad de Notario Público, depositario del Pro-
tocolo del fenecido Notario M. E. M., una copia del acto de la su-
puesta venta definitiva realizada en el año de 1935, según declara-
ción del agraviado de su propiedad ubicada en un lugar denomi-
nado Los Rios, Zona de Baiguá y San José de Iligtiey, del Muni-
cipio de Higüey; b) que el referido Notario en ningún momento
se ha negado a expedir dichas copias, sino que por el contrario,
ha afirmado que buscando en dicho protrolo, no ha encontrado
los referidos Actos Notariales; y además, ha puesto a disposición
de dicho señor, su archivo notarial a fin de que él mismo pueda
verificar su afirmación; y c) que el referido Notario no ha reci-
bido de parte del agraviado ningún pago para la realización de
esas diligencias.

Sentencia 17 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2695.

NOVACION.— Modalidades.— Características.— Art 1272 del
Código Civil.

Ver: Tribunal de Tierras.— Promesa de venta...
Cas 10 Diciembre 1979, B. J 289, Pág. 2537.
Venta.— Promesa de venta.— Novación.
Ver: Tribunal de Tierras.— Promesa de venta...
Cas. 10 Diciembre 1979, 13. J. 2537.

XCII
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OBLIGACIONES..— Documentos que no tienen fecha de venci-
miento.— Son exigibles a presentación.— Principio de prueba por
escrito,— Reclutamiento de que se difiera el juramento decisorio
a la cónyuge superviviente de quien firmó las documentos.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Corte a-qua para acoger la demanda de las ahora recurridas,
dio los siguientes motivos: "que en el expediente obran dos docu-
mentos debidamente firmados por el señor P. E., uno y R. F., el
otro, a favor del señor I. J., firma ésta que no ha sido impugnada
por el demandado, que P. F., y R.. F., vienen siendo le misma per-
sona de R. F. (a) P., demandado originario en la presente litis";
a que aunque los documentos en que apoyan su demanda, las de-
mandantes no tienen fecha de vencimiento es criterio de la Corte
"que los documentos así redactados son exigibles a presentación";
que "la parte demandante ha depositado los documentos que justi-
fican sus pretensiones y el señor R. F. (a) P., parte demandada
originalmente , no ha demostrado o justificado la extinción de di-
chas obligaciones"; que los documentos objeto de la demanda en
cobro de pesos, "aunque no reúnen las características de pagarés o
títulos similares con fechas de vencimiento y demás requisitos"
son a su juicio, documentos que constituyen un principio de prueba
por escrito y que en consecuencia justifican la demanda en cobro
de pesos de que se trata, teniendo los jueces, en caso como éste,
facultad de no aceptar las conclusiones de la parte intimante en el
sentido de deferir el juramento decisorio a la señora M. C. Vda.
J., a fin de que en su calidad de cónyuge superviviente del señor
L J., declare al tribunal si el intimante en apelación les adeuda
la suma por la cual ha sido demandado"; que de todo lo transcrito
anteriormente, se pone de manifiesto que la Corte a-qua dio moti-
vos suficientes que justifican su decisión para rechazar el deferi-
miento del juramento decisorio a una de las demandantes, M. C.
viuda J. solicitado por el ahora recurrente; que, por otra parte,
no viola las reglas de la prueba ni el principio del respeto a los
derrhos de la defensa, la Corte de Apelación que, después de
haber notado que un deudor no contesta la existencia de un prés-
tamo y no aporta ninguna prueba de su reembolso, estima que el
deferimiento del juramento al acreedor no es necesario que, en
tales condiciones, la Corte a-qua no violó en su sentencia ninguno
de los textos legales invocados ni los aplicó incorrecta o falsa-
mente, ni incurrió tampoco, en los vicios señalados por el recu-
rrente en el finito medio de su recurso, por lo cual el mismo carece
de fundamenta y debe, por tanto , ser desestimado.

Cas. 21 Marzo 1979, 13. J. 820, Pág. 497.

orasicioN.— Materia Civil.— Motivación.— Arts. 181 y 182
del Código de Procedimiento Civil.— Incidente.— Agravios.— Art.
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que en esas condiciones el Juzgado a-quo, en consideración del
carácter y consistencia del interés que primordialmente estaba por
medio, o sea el relativo al estado de la menor antes citada, y las
consecuencias derivables del mismo, gozaba de las facultades ne-
cesarias para desestimar la nueva petición del recurrente, por ór-
gano de su abogado, de que se reordenara —como se consigna en
las conclusiones correspondientes—, la medida de instrucción fren-
te a cuyo cumplimiento la parte que la demandaron demostrará
una negligencia pertinaz; lo que se infiere de los términos mismos
de la sentencia impugnada.

Cas. 10 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1895.
MENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2102 de 1950.—

Prevenido que percibía una remuneración de RDS1,200 mensuales
corro Diputado.— Pensión de cien pesos para los menores cuya
edad no se precisa en la sentencia.

Sent. 30 de Julio 1979, B. J. 824 , Pág. 1392.
_N_

NOTARIO.— Acción disciplinaria.— Falta no cometida por el
notario.— Descargo.

Ha quedado establecido por las declaraciones del agraviado
D. A. O., y del prevenido Dr. A. O. C., y por los documentos que
obran en el expediente, lo siguiente: a) que en fecha no determi-
nada del año en curso, el agraviado D. A. O., solicitó del prevenido
Dr. A. O. C., en su calidad de Notario Público, depositario del Pro-
tocolo del fenecido Notario M. E. M., una copia del acto de la su-
puesta venta definitiva realizada en el año de 1935, según declara-
ción del agraviado de su propiedad ubicada en un lugar denomi-
nado Los Ríos, Zona de Baiguá y San José de Iligliey. del Muni-
cipio de Iligtley; b) que el referido Notario en ningún momento
se ha negado a expedir dichas copias, sino que por el contrario,
ha afirmado que buscando en dicho protocolo, no ha encontrado
los referidos Actos Notariales; y además, ha puesto a disposición
de dicho señor, su archivo notarial a fin de que él mismo pueda
verificar su afirmación; y c) que el referido Notario no ha reci-
bido de parte del agraviado ningún pago para la realización de
esas diligencias.

Sentencia 17 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2695.

NOVACION.— Modalidades.— Características.— Art. 1273 del
Código Civil.

Ver: Tribunal de Tierras.-- Promesa de venta...
Cas. 10 Diciembre 1979, B. J. 289, Pág. 2537.
Venta.— Promesa de venta.— Novación.

Ver: Tribunal de Tierras.— Promesa de venta...
Cas. 10 Diciembre 1979, B. J. 2537.

XLII

OBLIGACIONFS.— Documentos que no tienen fecha de vena-
miento.— Son exigibles a presentación.— Principio de prueba por
escrito.— Rechazamiento de que se difiera el Juramento decisorio
a la cónyuge superviviente de quien firmó las documentos.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Corte a-qua para acoger la demanda de las ahora recurridas,
dio los siguientes motivos: "que en el expediente obran dos docu-
mentos debidamente firmados por el señor P. E., uno y R. F., el
otro, a favor del señor I. J., firma ésta que no ha sido impugnada
por el demandado, que P. F., y R. F., vienen siendo la misma per-
sona de R. F. (a) P., demandado originario en la presente litis";
a que aunque los documentos en que apoyan su demanda, las de-
mandantes no tienen fecha de vencimiento es criterio de la Corte
"que los documentos así redactados son exigibles a presentación";
que "la parte demandante ha depositado los documentos que justi-
fican sus pretensiones y el señor R. F. (a) P., parte demandada
originalmente, no ha demostrado o justificado la extinción de di-
chas obligaciones"; que los documentos objeto de la demanda en
cobro de pesos, "aunque no reúnen las características de pagarés o
títulos similares con fechas de vencimiento y demás requisitos"
son a su juicio, documentos que constituyen un principio de prueba
por escrito y que en consecuencia justifican la demanda en cobro
de pesos de que se trata, teniendo los jueces, en caso como éste,
facultad de no aceptar las conclusiones de la parte intimante en el
sentido de deferir el juramento decisorio a la señora M. C. Vda.
J., a fin de que en su calidad de cónyuge superviviente del señor
I. J., declare al tribunal si el intimante en apelación les adeuda
la suma por la cual ha sido demandado"; que de todo lo transcrito
anteriormente, se pone de manifiesto que la Corte a-qua dio moti-
vos suficientes que justifican su decisión para rechazar el deferí-
miento del juramento decisorio a una de las demandantes, M. C.
viuda J. solicitado por el ahora recurrente; que, por otra parte,
no viola las reglas de la prueba ni el principio del respeto a los
dere'hos de la defensa, la Corte de Apelación que, después de
haber notado que un deudor no contesta la existencia de un prés-
tamo y no aporta ninguna prueba de su reembolso, estima que el
deferimiento del juramento al acreedor no es necesario que, en
tales condiciones, la Corte a-qua no violó en su sentencia ninguno
de los textos legales invocados ni los aplicó incorrecta o falsa-
mente, ni incurrió tampoco, en los vicios señalados por el recu-
rrente en el úni:xi medio de su recurso, por lo cual el mismo carece
de fundamento, y debe, por tanto, ser desestimado.

Cas. 21 Marzo 1979, B. J. 820, Pág. 497.

OPOSICION.— Materia Civil.— Motivación.— Arts. 161 y 162
del Código de Procedimiento Civil.- Incidente.— Agravios.— Art.

XCIII

SI



77 del indicado Código.— Incumplimiento. — Acto recordatorio in-
necesario.

Es de rigor, según resulta de lus artículos 161 y 62 del Código
de Procedimiento Civil y , de las reglas que rigen la materia, que
la oposición a una sentencia en defecto por falta de compaieeer
debe, como la oposición a un fallo en defecto por falta de con-
cluir, contener, a pena de nulidad, los medios en que se funda, a
fin de que la otra parte pueda contestar los agravios del oponente,
pues admitir lo contrario seria lesionar su derecho de defensa; que
puesto que se trata de una nulidad de forma, debe proponerse, co-
mo ocurrió en la especie, antes oe toda defensa al fondo, pues, de
lo contrario quedarla cubierta; y que, si el demandado promueve
un incidente de comunicación de documentos u otro semejante, de-
be, en cuanto el incidente sea dirimido y dentro de lo que resta
del plazo, cuyo curso fue suspendido por el incidente, dar cumpli-
miento a la prescripción del articulo 77 del Código de Procedi-
miento Civil, que hace obligatorio el Art. lro. de la Ley 1015; que.
de no hacerse así, el demandante tiene derecho a proseguir la au-
diencia sin necesidad de notificar acto recordatorio.

Cas. 9 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 788.

Nota: La Ley 1015 de 1935 quedó derogada por el Art. 9 de
la Ley 845 de 1978.

OPOSICION.— Materia penal— Sentencia condenatoria a 6
meses de prisión.— Oposición hecha al pie del acto de notificación.
Validez.— Articulo 151 del Código de Procedimiento Criminal.

Es de principio que el artículo 186 del Código de Procedimiento
Criminal no somete la declaración de la oposición a ninguna for-
ma especial y que al prescribir la notificación del recurso ha que-
rido únicamente que la persona contra la cual se dirige sea debi-
damente informada y colocada en condiciones de contradecirla:
que, tratándose de una cuestión relativa a la materia penal, las
disposiciones del párrafo único del articulo 2 de la Ley 674, que
dispone que: "La oposición contra sentencias en defecto que im-
pongan penas de multas no podrá hacerse por medio de eeclara-
ción en respuesta al pie del acto de notificación sino declaración
en la Secretaría del Tribunal que pronunció la sentencia", no pue-
de aplicarse a una sentencia que sólo imponga una pena de seis
meses de prisión correccional, como sucedió en la especie; que.
por el contrario, el artículo 151 del expresado Código de Procedi-
miento Criminal, permite hacer la oposición contra la sentencia en
defecto, "por medio de declaración en respuesta al pie del acto de
notificación, o por acto separado; notificado dentro del tercer dia
de la notificación de la sentencia"; que en el caso ocurrente, el
oponente hizo constar la oposición por declaración en respuesta
al pie del acto de notificación citado, lo que se ajusta a las pres-
cripciones del articulo 151 citado anteriormente, por lo que evi-

denteinente la sentencia violó esas disposiciones mencionadas, y
procede acoger los medios que se examinan y casar la sentencia
Impugnada sin tener que ponderar los demás medios del recurso.

Cas. 3 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1465.

PARTICION.— Comunidad matrimonial.— Divorcio por mu-
tuo consentimiento.— Ocultación ds bienes por parte del marido.—
Alegato de que la Corte de Apelación no ponderó las conclusiones
tendientes a que se revocara la sentencia del primer grado.

En la sentencia impugnada se expresa al respecto lo siguiente:
"que, por otra parte, las derisiones consagradas en la sentencia re-
currida respecto de la ocultación de bienes por parte del señor 13.,
en el acto de convenciones y estipulaciones de divorcio instrumen-
tado por la Notario Lic. M. M. E., deci.:iones que favorecieron a la
parte recurrente, no han sido contestadas o disentidas en este se-
gundo grado de jurisdicción por la parte recurrida, ya que en sus
conclusiones ante esta Corte dicha parte se limita a solicitar la con-
firmación de dicha sentencia obviamente admite su conformidad

,
_ al respecto y coloca a esta Corte en la imposibilidad de analizar-
a las"; la lectura de este considerando de la sentencia impugnada

no deja dudas de que la Corte a-qua se refirió en él a las conclu-
siones de M. Y. A. O., o sea a la recurrida en apelación, y no al
actual recurrente quien era el apelante, por lo que este alegato
carece de pertinencia y debe ser desestimado; que el examen de
la sentencia impugnada muestra que por ella fue confirmado el
fallo de Primera Instancia, ya que en uno de los considerandos de
dicha sentencia se expresa lo siguiente: "que por todos los motivos
expuestos, procede declarar como ajustada a la Ley y al derecho,
la sentencia objeto del presente recurso de apelación y por consi-
guiente procede su confimración"; que es evidente que de este
modo fueron rechazadas sus conclusiones.

Cas. 1ro. Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1427.

PERENCION.— Materia laboral.— Fijación de audiencia.—
Rol cancelado como una medida de orden interior.

Si en principio, la fijación de audiencia hecha a solicitud de
un litigante, se reputa corno un acto interruptivo de la perención
de la instancia, dicha fijación pierde su eficacia para producir tal
efecto, cuando el tribunal de oficio, y como una medida de orden
interior , cancela el rol, por la incompetencia de las partes, además,
son hechos constantes, no discutidos por las partes, los siguientes:
1) que la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional fijó las audien-
cias de los días 2 de diciembre, de 1971, 19 de enero de 1972 y 19
de febrero de 1972, para conocer del recurso de apelación pendien-
te entre las partes; 21 que en la audiencia del 19 de febrero de
1972, los abogados de las partes comparecieron y presentaron sus
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77 del indicado Código.— Incumplimiento.— Acto recordatorio in- dentemente la sentencia violó esas disposiciones mencionadas, y
necesario. procede acoger los medios que se examinan y casar la sentencia

impugnada sin tener que ponderar los demás medios del recurso.
Es de rigor, según resulta de los artículos 161 y 62 del Código

de Procedimiento Civil y.de las reglas que rigen la materia, que
la oposición a una sentencia en defecto por falta de comparecer
debe, como la oposición a un fallo en defecto por falta de con-
cluir, contener, a pena de nulidad, los medios en que se funda, a
fin de que la otra parte pueda contestar los agravios del oponente.
pues admitir lo contrario seria lesionar su derecho de defensa; que
puesto que se trata de una nulidad de forma, debe proponerse, co-
mo ocurrió en la especie, antes de toda defensa al fondo, pues, de
lo contrario quedada cubierta; y que, si el demandado promueve
un incidente de comunicación de documentos u otro semejante, de-
be, en cuanto el incidente sea dirimido y dentro de lo que resta
del plazo, cuyo curso fue suspendido por el incidente, dar cumpli-
miento a la prescripción del articulo 77 del Código de Procedi-
miento Civil, que hace obligatorio el Art. 1ro. de la Ley 1015; que,
de no hacerse así. el demandante tiene derecho a proseguir la au-
diencia sin necesidad de notificar acto recordatorio.

Cas. 9 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 788.

Nota: La Ley 1015 de 1935 quedó derogada por el Art. 9 de
la Ley 845 de 1978.

OPOSICION.— Materia penal.— Sentencia condenatoria a 6
meses de prisión.— Oposición hecha al pie del acto de notificación.
Validez.— Artículo 151 del Código de Procedimiento Criminal.

Es de principio que el articulo 186 del Código de Procedimiento
Criminal no somete la declaración de la oposición a ninguna for-
ma especial y que al prescribir la notificación del recurso ha que-
rido únicamente que la persona contra la cual se dirige sea debi-
damente informada y colocada en condiciones de contradecirla;
que, tratándose de una cuestión relativa a la materia penal, las
disposiciones del párrafo único del articulo 2 de la Ley 674 , que
dispone que: "La oposición contra sentencias en defecto que im-
pongan penas de multas no podrá hacerse por medio de ceclara-
ción en respuesta al pie del acto de notificación sino declaración
en la Secretaria del Tribunal que pronunció la sentencia", no pue-
de aplicarse a una sentencia que sólo imponga una pena de seis
meses de prisión correccional, como sucedió en la especie; que,
por el contrario, el artículo 151 del expresado Código de Procedi-
miento Criminal, permite hacer la oposición contra la sentencia en
defecto, "por medio de declaración en respuesta al pie del acto de
notificación, o por acto separado; notificado dentro del tercer dia
de la notificación de la sentencia"; que en el caso ocurrente, el
oponente hizo constar la oposición por declaración en respuesta
al pie del acto de notificación citado, lo que se ajusta a las pres-
cripciones del articulo 151 citado anteriormente, por lo que evi-

Cas. 3 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1465.

pARTICION.— Comunidad matrimonial.— Divorcio por mu-
tuo consentimiento.— Ocultación de bienes por parte del marido.—
Alegato de que la Corte de Apelación no ponderó las conclusiones
tendientes a que se revocara la sentencia del primer grado.

En la sentencia impugnada se expresa al respecto lo siguiente:
"que, por otra parte, las decisiones consagradas en la sentencia re-
currida respecto de la ocultación de bienes por parte del señor B.,
en el acto de convenciones y estipulaciones de divorcio instrumen-
tado por la Notario Lic. M. M. E., decijones que favorecieron a la
parte recurrente, no han sido contestadas o disentidas en este se-
gundo grado de jurisdicción por la parte recurrida, ya que en sus
conclusiones ante esta Corte dicha parte se limita a solicitar la con-
firmación de dicha sentencia obviamente admite su conformidad
al respecto y coloca a esta Corte en la imposibilidad de analizar-
las"; la lectura de este considerando de la sentencia impugnada
no deja dudas de que la Corte a-qua se refirió en él a las conclu-

i alones de M. Y. A. O., o sea a la recurrida en apelación, y no al
actual recurrente quien era el apelante, por lo que este alegato
carece de pertinencia y debe ser desestimado; que el examen de
la sentencia impugnada muestra que por ella fue confirmado el
fallo de Primera Instancia, ya que en uno de los considerandos de
dicha sentencia se expresa lo siguiente: "que por todos los motivos
expuestos, procede declarar como ajustada a la Ley y al derecho,
la sentencia objeto del presente recurso de apelación y por consi-
guiente procede su eonfimración"; que es evidente que de este
modo fueron rechazadas sus conclusiones.

Cas. lro. Agosto 1979. B. J. 825, Pág. 1427.

PERENCION.— Materia laboral.— Fijación de audiencia.—
Rol cancelado como una medida de orden interior.

Si en principio, la fijación de audiencia hecha a solicitud de
un litigante, se reputa como un acto interruptivo de la perención
de la instancia, dicha fijación pierde su eficacia para producir tal
efecto, cuando el tribunal de oficio, y como una medida de orden
interior, cancela el rol, por la incompetencia de las partes, además,
son hechos constantes, no discutidos por las partes, los siguientes:
1) que la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional fijó las audien-
cias de los días 2 de diciembre, de 1971, 19 de enero de 1972 y 19
de febrero de 1972, para conocer del recurso de apelación pendien-
te entre las partes; 21 que en la audiencia del 19 de febrero de
1972, los abogados de las partes comparecieron y presentaron sus
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conclusiones; 3) que el 14 de abril de 1972 la Cámara a-qua dictó
sentencia fijando la audiencia del 16 de mayo del mismo ario, pa-
ra conocer de nuevo el asunto; 4) que ninguna de las partes com-
pareció a la audiencia del 16 de mayo de 1972, y 5) que la Cámara
a-qua de o f icio, canceló la indicada audiencia; en esas condiciones,
la simple fijación de audiencia a que se ha hecho reference, no
podía interrumplir eficazmente el plazo de la perención; que al
admitirse lo contrario en el fallo impugnado, se ha hecho una fal-
sa aplicación del artículo 399 del Código de Procedimiento Civil.

Cas. 13 Junio 1979 13. J. 823, Pág. 1036.

PROPIEDAD INTELECTUAL.— Ley 1281 de 1997.— Graba-
ción de una pieza musical que ya estaba registrada a nombr e de
otra mrsona.— Violación del artículo 32 de dicha ley.— se aplica-
ron multas a los culpables y se concedió al autor de la pieza mu-
sical una indemnización de mil pesos.

Cas. 4 de abril 1979, B. J. 821, Pág. 565.

PRUEBA.— Informativo celebrado en Primera Instancia.—
Sentencia de primer grado que da constancia del resultado cl • ese
informativo q ue sirvió de prueba para admitir los hechos de la
ti •ma-rda.— Esa constancia autat ica puede equivaler a la aporta-
ción de la prueba en segundo grado.

Ver: Responsabilidad civil.— Incendio iniciado..
Cas. 9 Julio de 1979, S. J. 824, Pág. 1253

—Q—

QUINIELA PREMIADA CON UNA CASA.— Litis.— Prueba

por testigos.
Ver: Informativo.— Pedimento de nuevo informativo.
Cas. 24 Enero 1979. 13. J. 818, Pág. 48.

—IL-

REFEREIDENTO.— Apelación.— Sol i citud de suspensión de
elo cución de la sentencia.— Art. 459 del Código de Procedimiento
Civil.

Si es cierto que el articulo 459 del Código de Procedimiento
Civil autoriza al apelante a citar al apelado a breve plazo, antes
de discutirse el fondo, a fin de que oiga suspender la ejecución
de la sentencia impugnada, y que, el tribunal de segundo grado
resuelve entonces, previamente, si hay lu gar a suspender la eie-
cución, y que además el articulo 959 del citado Código es aplicable
a todas las apelaciones en materia civil; no es menos cierto, que
el referido texto legal es aplicable cuando el juez de primer grado
ha ordenado la ejecución probisional de su sentencia sin encon-
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trarse en uno de los casos en que la ley se lo permita o se lo
manda; que, como en este caso, la ejecución provisional fue orde-
nada en virtud del mencionado artículo 809 del Código de Pro-
cedimiento Civil, es ovio, que se está frente a uno de los casos en
que la Ley manda al Juez a prescribir la ejecución provisional de
si , sentencia no obstante cualquier recurso; que, en consecuencia,
y por todo lo expuesto, la Corte a-qua hizo una errónea interpre-
tación del artículo 939 del Código de Procedimiento Civil, al or-
denar. por la sentencia impugnada. la suspensión de la ejecución
provisional dispuesta en el ordinal cuarto de la sentencia dictada
por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional que, por
consiguiente. procede casar, por vía de supresión y sin envio, por
no quedar nada que juzgar, la sentencia dictada el 21 de julio de
1976, por la Corte de Apelación de Santo Domingo.

Cas. 6 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 570.

RENDICION DE CUENTA.— Demanda intentada contra dos
ahogados a quienes le habían revocado el mandato.

Ver: Estado de gastos y honorarios. Demanda en rendición
di: cuenta contra...

Ver: Mandato. -- Revocación.— Rendición.
Cas. 18 Abril 1979. 13. J. 821, Pág. 617.
RENTA.— Impuesto sobre la Renta.— Agentes de Seguros.—

Articulo e2 inciso e) de la Ley 5911 de 1962.

Tal como lo sostiene el recurrente, el inciso e) del artículo 62
de la Ley 5911, en el Capítulo XI, que trata de las rentas del tra-
bajo personal ejecutado en relación de dependencia, coloca a los
Agentes de Seguros dentro de los que están sujetos al pago del
impuesto correspondiente a esta categoria, y el inciso el del ar-
tículo 98 del Reglamento No. 302, para la aplicación del Impuesto
sobre la Renta, ubicada la renta de los Agentes de Seguros dentro
de la Quinta Categoría; que al revocar la Cámara a-qua la Reso-
lución No. 8"a-76, del Secretario de Estado de Finanzas, en lo que
respecta a la "Retención Quinta Categoria de los Agentes de Se-
guros, hizo en el fallo impugnado, una errónea interpretación de
los textos legales citados; en consecuencia, procede acoger el me-
dio propuesto por el recurrente y casar la sentencia impugnada.

Cas. 19 Diciembre 1979, B. J. 289, Pág. 2661.

RENTA.— Impuesto sobre la Renta.— Ajuste Tributario.—
Prueba de la justificación.— Sentencia carente de base legal.— Ca-
sación y envío del asunto nuevamente a la Cámara de Cuentas enfunciones de Tribunal Superior Administrativo.

'J'al como lo sostienen las Compañías recurrentes, la sentencia
que impugnan carece de una exposición precisa de los hechos, en
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conclusiones; 3) que el 14 de abril de 1972 la Cámara a-qua dictó
sentencia fijando la audiencia del 16 de mayo del mismo año, pa-
ra conocer de nuevo el asunto; 4) que ninguna de las partes com-
pareció a la audiencia del 16 de mayo de 1972, y 5) que la Cámara
a-qua de o f icio, canceló la indicada audiencia; en esas condiciones,
la simple fijación de audiencia a que se ha hecho reference. no
podía interrumplir eficazmente el plazo de la perención; que al
admitirse lo contrario en el fallo impugnado, se ha hecho una fal-
sa aplicación del artículo 399 del Código de Procedimiento Civil.

Cas. 13 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1036.

PROPIEDAD INTELECTUAL.— Ley 1381 de 19-17.— Graba-
ción de una pieza musical que ya estaba registrada a nombre de
otra trrsona.— VIolacións del artículo 32 de dicha lev.— Se aplica-
ron multas a los culpables y se concedió al autor de la pieza mu-
sical una Indemnización de mil pesos.

Cas. 4 de abril 1979, B. J. 821, Pa^. 565.

PRUEBA.— Informativo celebrado en Primera Instancia.—
Sentencia de primer grado que da constancia del resultado d a ese
Informativo nue sirvió de prueba para admitir los hechos de la
d amanda.— Esa constancia autént ica puede equivaler a la aporta-
ción de la prueba en segundo grado.

Ver: Responsabilidad civil.-- Incendio iniciado...
Cas. 9 Julio de 1979, 13. J. 824, Pág. 1253.

—Q-

OUUNIELA PREMIADA CON UNA CASA.— I	 Prueba
por testigos.

Ver: Informativo.— Pedimento de nuevo informativo.
Cas. 24 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 48.

REFERIMENTO.— Apelación.— Solicitud de suspensión de
ejecución de la sentencia.— Art. 459 del Código de Procedimiento
Civil.

Si es cierto que el articulo 459 del Código de Procedimiento
Civil autoriza al apelante a citar al apelado a breve plazo, antes
de discutirse el fondo, a fin de que oiga suspender la ejecución
de la sentencia impugnada, y que, el tribunal de segundo grado
resuelve entonces, previamente, si hay lu gar a suspender la eje-
cución, y que además el articulo 959 del citado Código es aplicable
a todas las apelaciones en materia civil; no es menos cierto, que
el referido texto legal es aplicable cuando el juez de primer grado
ha ordenado la ejecución probisional de su sentencia sin encon-
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trarse en uno de los casos en que la ley se lo permita o se lo
manda; que, como en este caso, la ejecución provisional fue orde-
nada en virtud del mencionado articulo 809 del Código de Pro-
cedimiento Civil, es ovio, que se está frente a uno de los casos en
que la Ley manda al Juez a prescribir la ejecución provisional de
se sentencia no obstante cualquier recurso; que , en consecuencia,
y por todo lo expuesto, la Corte a-qua hizo una errónea interpre-
tación del articulo 459 del Código de Procedimiento Civil, al or-
denar, por la sentencia impugnada, la suspensión de la ejecución
provisional dispuesta en el ordinal cuarto de la sentencia dictada
por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional que, por
consiguiente, procede casar, por vía de supresión y sin envio, por
no quedar nada que juzgar, la sentencia dictada el 21 de julio de
1978, por la Corte de Apelación de Santo Domingo.

Cas. 6 Abril 1979, S. J. 821, Pág. 570.

RENDICION DE CUENTA.— Demanda intentada contra dos
abogados a quienes le habían revocado el mandato.

Ver: Estado de gastos y honorarios. Demanda en rendición
de cuenta contra...

Ver: Mandato.— Revocación.— Rendición.
Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 617.
RENTA.— Impuesto sobre la Renta.— Agentes de Seguros.—

Artículo 62 inciso e) de la Ley 5911 de 1962.

Tal como lo sostiene el recurrente, el inciso e) del artículo 62
de la Ley 5911, en el Capitulo XI, que trata de las rentas del tra-
bajo personal ejecutado en relación de dependencia, coloca a los
Agentes de Seguros dentro de los que están sujetos al pago del
impuesto correspondiente a esta categoría, y el inciso e) del ar-
ticulo 48 del Reglamento No. 302, para la aplicación del Impuesto
sobre la Renta, ubicada la renta de los Agentes de Seguros dentro
de la Quinta Categoría; que al revocar la Cámara a-qua la Reso-
lución No. 85-76. del Secretario de Estado de Finanzas . en lo que
respecta a la 'Retención Quinta Categoria de los Agentes de Se-
guros, hizo en el fallo impugnado, una errónea interpretación de
los textos legales citados; en consecuencia, procede acoger el me-
dio propuesto por el recurrente y casar la sentencia impugnada.

Cas. 19 Diciembre 1979, B. J. 289, Pág. 2661.

RENTA.— Impuesto sobre la Renta.— Ajuste 'Tributario.—
Prueba de la justificación.— Sentencia carente de base legal.— Ca-
sación y envío del asunto nuevamente a la Cámara de Cuentas en
funciones de Tribunal Superior Administrativo. 	 •

Tal como lo sostienen las Compañías recurrentes, la sentencia
que impugnan carece de una exposición precisa de los hechos, en
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el caso de las relaciones permanentes de las Compañiab I ocurren-
tes, como también de los razonamientos de orden jurídico perti-
nentes, por lo cual dicha sentencia carece de base legal y de mo-
tivos; que, por otra parte, lo que en ella se establece es lo mismo
que consta en la Resolución Administrativa de que se quejaron las
recurrentes ante la Cámara a-qua, donde no se aportaron elemen-
tos de juicio suficientes para decidir si el ajuste tributario que. se
produjo contra las recurrentes estaba o no justificado, en todo o
en parte: que, por lo expuesto, procede la casación de la sentencia
impugnada, sin necesidad de ponderar los medios primero y quinto
del recurso.

Cas. 12 Mario 1979, B. J. 820, Págs. 386 y 454.

RENTA.— Impuesto sobre la Renta.— Impugnación de ajustes.
Ver: contencioso-administrativo...

RENTA.— Impuesto sobre la Renta.— Monto de los intereses
pagados a un, exportador ubicado fuera del mas.— No ha lugar a
pagar impuestos o recargo sobre ese monto.

En los motivos adoptados como suyos por la Cámara de Cuen-
tas, no se hace una explicación suficiente acerca del aspecto legal
planteado por la recurrente esto es, si los intereses ganados por
la recurrente correspondían a capitales pertenecientes a una com-
pañia extranjera, o contrariamente, correspondían a sumas debi-
das por el girador de los intereses a una exportadora extranjera.
caso en el cual dichos intereses no representarían beneficios del
girador, sino que serian la realización de un pago en la forma
habitual de las relaciones comerciales internacionales, que por lo
que acaba de exponerse. procede la casación de la sentencia impug-
nada por insuficiencia de motivos sobre el punto medular del liti-
gio; todo sin necesidad de ponderar los demás alegatos de la re-
currente en sus dos medios de casación.

Cas. 14 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2585.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Comitente que abusa de sus
funciones.— Chofer de un camión de volteo que admite como pa-
sajero a una persona que luego resulta lesionada en un accidente.
No responsabilidad del comitente del chofer.

En la especie, la Corte a-qua apoderada por envio de la Supre-
ma Corte de Justicia, limitado al aspecto civil del proceso, para
fallar como lo hizo se basó en las declaraciones del prevenido
E. H. V., A. P., y el agraviado y parte civil constituida L. C. S.,
mediante las cuales dio por establecido: 81 que el prevenido se
encontraba al servicio de la A. M., C. por A., y su trabajo habitual
consistía en tirar azúcar de Haina a Boca Chica en un camión de
volteo de la empresa, con la obligación de que al terminar esa la-
bor, aproximadamente a las tres o cuatro de la tarde, guarde el
vehículo en los garajes de la misma; bl que los reglamentos de la
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Compaña prohiben a los choferes, montar pasajeros en dichos
vehículos; el que el día del accidente el prevenido, por su cuenta
reo/izó un viaje a San Pedro de IVIacorís , para visitar un hermano
en dicha ciudad, en diligencias personales y sin permiso o autori-
zación de su patrono. la A. M.. C. por A.; dl que en el viaje de
regreso a esta ciudad aceptó como pasajero al agraviado y parte
civil constituida. violando los reglamentos y esta última solicitó.
y convino ser "transportada de manera incorrecta" a sabiendas
de que se trataba de un vehículo de carga, no destinado al trans-
porte público de pasajeros; el que el prevenido se apartó del ejer-
cicio de las funciones que le estaban encomendadas como chofer
de la A. M., C. por A., quedando rotos los lazos de comitencia o
subordinación entre él y su comitente.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2454.

RESPONSABILIDAD.— Daños extrapatrimoniales.— Hijos
mavores de edad que reclaman la reparación de los daños sufridos
por. ellas con motivo de la muerte de su padre.— Prlicedencia de
esa reclamación.

Los daños extrapatrimoniales como son los daños morales, pue-
den provenir de un sufrimiento interior, una pena, un dolor; no
hay dudas de que los hijos ha n debido experimentar un sufrimien-
to como consecuencia del deceso de su padre y, por tanto, las per-
sónas que con justificada razón tienen derecho a reclamar daños y
perjuicios; además, son ellos los que, en la mayoría de los casos,
sufragan los gastos funerarios y de enterramiento, por lo que los
jueces del fondo procedieron correctamente al estimar que los hi-
jos de la víctima no sólo sufrieron daños morales, sino también
materiales con motivo de la muerte de su padre.

Cas. 7 Feb., 1979, 13. J. 819, p. 132.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Daños.— Reparación.— Lucro
cesante,— Desvalorización del vehiculo.— Evalimción de los daños.
Motivos.— Deber de los jueces.— Sentencia carente de liase legal.

Aun cuando los Jueces del fondo fijan soberanamente el mon-
to de los daños y perjuicios por ellos acordados, tienen la obliga-
ción de exponer en sus sentencias los motivos de hecho que les
han servido de fundamento para llegar a esa conclusión; lo que
es indispensable para que la Suprema Corte de Justicia compruebe
si el perjuicio por ellos acordado, tienen, la obligación de exponer
en sus sentencias los motivos de hecho que les han servido de fun-damento para llegar a esa conclusión; lo que es indispensable para
que la Suprema Corte de Justicia compruebe si el perjuicio existe
en toda la extensión que le hayan atribuido dichos Jueces; el exa-
men del fallo impugnado pone de manifiesto que la Corte a-qua,
Para fijar el monto de los daños sufridos por el recurrido en oca-
sión del accidente de tránsito ya antes expuesto, si bien tomó en
Consideración, atribuyéndole todo crédito, la factura o recibo ex-
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el caso de las relaciones permanentes de las Compunjas ccurren-
tes, como también de los razonamientos de orden jurídico perti-
nentes, por lo cual dicha sentencia carece de base legal y de mo-
tivos; que, por otra parte, lo que en ella se establece es lo mismo
que consta' en la Resolución Administrativa de que se quejaron las
recurrentes ante la Cámara a-qua, donde no se aportaron elemen-
tos de juicio suficientes para decidir si el ajuste tributario que se
produjo contra las recurrentes estaba o no justificado, en todo o
en parte; que, por lo expuesto, procede la casación de la sentencia
impugnada, sin necesidad de ponderar los medios primero y quinto
del recurso.

Cas. 12 Marzo 1979, B. J. 820, Págs. 386 y 454.

RENTA.— Impuesto sobre la Renta.— Impugnación de ajustes.
Ver: contencioso-administrativo...

RENTA.— Impuesto sobre la Renta.— Monto de los intereses
pagados a un. exportador ubicado fuera del país.— No ha lugar a
pagar impuestos o recargo sobre ese monto.

En los motivos adoptados como suyos por la Cámara de Cuen-
tas, no se hace una explicación suficiente acerca del aspecto iegal
planteado por la recurrente esto es, si los intereses ganados por
la recurrente correspondían a capitales pertenecientes a una com-
pañía extranjera, o contrariamente, correspondían a sumas debi-
das por el girador de los intereses a una exportadora extranjera.
caso en el cual dichos intereses no representarian beneficios del
girador, sino que serían la realización de un pago en la forma
habitual de las relaciones comerciales internacionales. que por lo
que acaba de exponerse, procede la casación de la sentencia impug-
nada por insuficiencia de motivos sobre el punto medular del liti-
gio; todo sin necesidad de ponderar los demás alegatos de la re-
currente en sus dos medios de casación.

Cas. 14 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2585.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Comitente que abusa de sus
funciones.— Chofer de un camión de volteo que admite como pa-
sajero a una persona que luego resulta lesionada en un accidente.
No responsabilidad del comitente del chofer.

En la especie, la Corte a-qua apoderada por envio de la Supre-
ma Corte de Justicia, limitado al aspecto civil del proceso, para
fallar como lo hizo se basó en las declaraciones del prevenido
E. H. V., A. P., y el agraviado y parte civil constituida L. C. S.,
mediante las cuales dio por establecido: a) que el prevenido se
encontraba al servicio de la A. M., C. por A., y su trabajo habitual
consistía en tirar azúcar de Heine a Boca. Chica en un camión de
volteo de la empresa, con la obligación de que al terminar esa la- •
bor, aproximadamente a las tres o cuatro de la tarde, guarde el
vehículo en los Barajes de la misma; hi que los reglamentos de la
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rapañía prohiben a los choferes, montar pasajeros en dichos
vehículos; ci que el día del accidente el prevenido, por su cuenta
realizó un viaje a San Pedro de Macorís, para visitar un hermano
en dicha ciudad, en diligencias personales y sin permiso o autori-
zación de su patrono. la A. M., C. por A.; di que en el viaje de
regreso a esta ciudad aceptó como pasajero al agraviado y parte
civil constituida, violando los reglamentos y esta última solicitó,
y convin o ser "transportada de manera incorrecta" a sabiendas
de que se trataba de un vehiculo de carga, no destinado al trans-
porte público de pasajeros; e) que el prevenido se apartó del ejer-
cicio de las funciones que le estaban encomendadas como chofer
de la A. M., C. por A., quedando rotos los lazos de comitencia o
subordinación entre él y su comitente.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829. Pág. 2454.

RESPONSABILIDAD.— Daños extrapatrimoniales.— Hijos
mayores de edad que reclaman la reparación de los daños sufridos
por ellas con motivo de la muerte de su padre.— Prbeedencia de
esa reclamación.

Los daños extrapatrimoniales como son los daños morales , pue-
den provenir de un sufrimiento interior, una pena, un dolor; no
hay dudas de que los hijos ha n debido experimentar un sufrimien-
to corno consecuencia del deceso de su padre y, por tanto, las per-
Senas que con justificada razón tienen derecho a reclamar daños y
perjuicios; además, son ellos los que, en la mayoría de los casos,
sufragan los gastos funerarios y de enterramiento, por lo que los
jueces del fondo procedieron correctamente al estimar que los hi-
jos de la víctima no sólo sufrieron daños morales, sino también
materiales con motivo de la muerte de su padre.

Cas. 7 Feb., 1979, B. J. 819, p. 132.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Daños.— Reparación.— Lucro
cesante.— Desvalorización del vehiculo.— Evaluación de los dañas.
Motivos.— Deber de los jueces.— Sentencia carente de base legal.

Aun cuando los Jueces del fondo fijan soberanamente el mon-
to de los daños y perjuicios por ellos acordados, tienen la obliga-
ción de exponer en sus sentencias los motivos de hecho que les
han servido de fundamento para llegar a esa conclusión; lo que
es indispensable para que la Suprema Corte de Justicia compruebe
si el perjuicio por ellos acordado, tienen. la obligación de exponer
en sus sentencias los motivos de hecho que les han servido de fun-
damento para llegar a esa conclusión; lo que es indispensable para
que la Suprema Corte de Justicia compruebe si el perjuicio existe
en toda la extensión que le hayan atribuido dichos Jueces; el exa-
men del fallo impugnado pone de manifiesto que la Corte a-qua,
para fijar el monto de los daños sufridos por el recurrido en oca-
sión del accidente de tránsito ya antes expuesto, si bien tomó en
Consideración, atribuyéndole todo crédito, la factura o recibo ex-
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CI

pedido por el taller que hizo as reparaciones al vehículo de que se
trata, no es menos cierto que con respecto al lucro consigna 	 el

fallo impugnado como elementos adicionales que le sirvieron para •
hacer la apreciación del daño y fijar la indemnización derivable
del mismo, no expone en su fallo los elementos caracteriza ntes de

ese perjuicio ni la magnitud del mismo; que por tanto la sentencia
debedebe ser casada por falta de base legal, sin que haya que 
los demás alegatos del medio.

Cas. 3 Diciembre 1979, 13. J. 829. Pág. 2424.

RKSPONSABILIDAD CIVIL: — Demanda en reparac ión de da-

ños y perjuicios rechazad a sobre la base de que no se demostró
en el plenario la "magnitud de los daños recibidos por el rada 	 o

niñ
p
ea

r
-

lo".— Certificación expedida por un mecánico no ponde r 
los jueces.— Casación por falta de base legal.

El examen del expediente revela que fue depositado el docu-
mento antes señalado; que ni en la sentencia del Juez de la Pri-
mera Cámara Penal ni en la sentencia ahora impugnada se pon-
deró dicho documento; que en uno de los considerandos de hecho

esta

última sentencia se expresa que quedó establecido que el 
cometido por D. de J. M., le habla ocasioando daños y perjuicios
materiales y morales, tanto a P. de J. L. C., como a R. A. G.; que,
sin embargo, sólo se concedió una indemnización, apreciad dana en

RDS800.00, en favor del primero, Pero no así a R. A. G., ni se 
explicaciones para rechazar el pedimento presentado a esos flegal

ines;

que en tales condicioens el fallo impugnado carece de bese 

en ese aspecto, y por tanto, la sentencia impugnada debe ser casada.

Cas 16 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 870.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Guardián de la cosa inanima-
da.— Persona que al caer de un árbol se estrella contra una pared
con vidrios en la parte superior de la misma.— No responsabilidad

del dueño de la pared.
En la especie, en lo que respecta al alegato de la letra b) de

su memorial; 1ro., que el caso ocurrente no cae dentro de las pre-
visiones del artículo 1382 del Código Civil, como lo indica el re-
currente, sino del párrafo 1ro. del artículo 1384 del indicado Có-
digo, por tratarse de la responsabilidad atribuida al guardiánr -ed

esla cosa que está bajo su cuidado; que cuando se trata de esta
ponsabilidad debe tenerse en cuenta cuando la cosa a la que se

atribuye el daño es un objeto inanimado, qué hecho ha dado lugar
al accidente, es decir si el daño es producido como consecuencia

de las actuaciones de la víctima o de un tercero, y si este hecho
ha sido la causa eficiente del accidente, la presunción del guardián
no puede ser aplicada a éste; "todo acontecimien to sin el cual no
se hubiera producido daño, es la causa jurídica del mismo", que

en la especie, la Corte a-qua para fallar como lo hizo, tuvo en
cuenta, que el daño se produjo por el hecho de que la víctima se
subió a una mata de aguacate para coger unas frutas de dicha
Tu' eta v al afincarse en una rama ésta se rompió y el recurrente al
caer se hizo daños; que la Corte a-qua estimó que el actual recu-
rrente fue el único culpable de su accidente, porque fue impru-
dente al subir en una mata y apoyarse sobre una rama débil que
al quebrarse cayó sobre la pared; que al razonar de ese modo, la
Corte hizo una correcta aplicación del párrafo primero del articulo
1384 del Código Civil, ya, que, el hecho eficiente que dio lugar al
accidente hubiera producido un daño físico al recurrente. aunque
la pared no hubiera existido; que, este alegato como el anterior.
carece también de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 7 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2518.

RESPONSABILIDAD.— Incendio de las redes eléctricas de la
C. D. g., que destruye un taller de mecánica.

•	 Cas. 26 Noviembre 1979. B. J. 828, Pág. 2382.
Ver: Incendio en las redes eléctricas...

RESPONSABILIDAD CIVIL— Incendio de un notrero que se
propaga a la finca colindante.— Responsabilidad del que ordenó
quemar el potrero.— Prueba.

En la especie, A. B. P., alegaba que no era dueño del terreno
en donde se inició el fuego, sino la A. B., C. p or A., pero la Corte
a-qua estimó que el criterio que se habia formado al dictar su sen-
tencia en defecto el 18 de octubre de 1974, y que ahora mantiene,
era que careCia de relevancia establecer el derecho de propiedad
del predio donde se originó el fuego, en vista de que en el momento
de ocurrir el incendio que ocasionó los daños al recurrido, el re-
currente B. P., estaba en posesión del terreno en que se inició el
fuego, según se estableció por los documentos del expediente, así
como, entre otras pruebas, por la declaración de 13. 1-1., o B. II.,
prestadas ante el Juzgado de Paz del Municipio de Puerto P., en
ocasión de conocerse del delito de incendio atribuído a A. B. P.,
en que dicho testigo informó al Tribunal, que el referido 13. P.,
le había dado la "orden de quemar un potrero de su propiedad y
el fuego se extendió y fue a parar a la caña del señor R. P., que
colinda con la finca de A. B.".

Cas. 20 Julio 1979. 13. J. 824, Pág. 1327.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Incendio iniciado en el tendidoeléctrico a cargo de la Corporación,— Prueba.— Informativo.—Sentencia de primer grado que da constancia de esa prueba.— Va-
lidez de esa constancia.— sentencia de segundo grado carente de
base legal.



pedido por el taller que hizo lie, reparaciones al vehículo de que se
trata, no es menos cierto que con respecto al lucro cesante yen

a la

	

desvalorización del vehículo, que la Corte a-qua consigna 	 el

fallo impugnado como elementos adiciona les que le sirvieron para

hacer la apreciación del daño y fijar la indemnización derivable
del mismo, no expone en su fallo los elementos caracterizan tes de

ese perjuicio ni la magnitud del mismo; que por tanto la sentencia
debe ser casada por falta de base legal, sin que haya que ponderar
los demás alegatos del medio.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829. Pág. 2424.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Demanda en reparación de da.
ños y perjuicios rechazada sobre la base de que mi se demostró
en el plenario la "magnitud de los daños recibidos por el vehleu-
lo".— Certificación expedida por un mecánico no ponderada por

los jueces.— Casación por falta de frase legal.

El examen del expediente revela que fue depositado el docu-
mento antes señalado; que ni en la sentencia del Juez de la Pri-
mera Cámara Penal ni en la sentencia ahora impugnada se pon-
deró dicho documento; que en uno de los considerandos de esta
última sentencia se expresa que quedó establecido que el hechouicioscometido por D. de J. M., le habia ocasioando daños y perj 
materiales y morales, tanto a P. de J. L. C., como a R. A. G.; que,
sin embargo, sólo se concedió una indemnización, apreciada danen

RDS800.00, en favor del primero, pero no así a R. A. G., ni s 
explicaciones para rechazar el pedimento presentado a esos fines;
que en les condicioens el fallo impugnado carece de base legal
en ese tales y por tanto. la sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. 16 Mayo 1979. B. J. 822, Pág. 870.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Guardián de la cosa inanima-
da.— Persona que al caer de un árbol se estrella contra una pared
con vidrios en la parte superior de la misma.— No responsabilidad

del dueño de la pared.
En la especie, en lo que respecta al alegato de la letra to de

su memorial; lro., que el caso ocurrente no cae dentro de las pre-
visiones del artículo 1382 del Código Civil, como lo indica el re-
currente, sino del párrafo 1ro. del artículo 1384 del indicado Có-
digo. por tratarse de la responsabilidad atribuidatrata

al guard
esta

ián
res -

de

la cosa que está bajo su cuidado; que cuando se 	 de

ponsabilidad debe tenerse en cuenta cuando la cho ha dadocosa a la qulugare se

atribuye el daño es un objeto inanimado, qué hecho 
al accidente, es decir si el daño es producido como consecuencia
de las actuaciones de la víctima o de un tercero, y si este hecho
ha sido la causa eficiente del accidente, la presunción del guardián
no puede ser aplicada a éste; "todo acontecimie nto sin el 
se hubiera producido daño, es la causa juridica del mismo"; que

en la especie. la Corte a-qua para fallar corno lo hizo, tuvo en
cuenta, que el daño se produjo por el hecho de que la víctima se
subió a una mata de aguacate para coger unas frutas de dicha
'mata y al afincarse en una rama ésta se rompió y el recurrente al
caer se hizo daños; que la Corte a-qua estimó que el actual recu-
rrente fue el único culpable de su accidente, porque fue impru-
dente al subir en una mata y apoyarse sobre una rama débil que
al quebrarse cayó sobre la pared; que al razonar de ese modo, la
Corte hizo una correcta aplicación del párrafo primero del artículo
1384 del Código Civil , ya, que, el hecho eficiente que dio lugar al
accidente hubiera producido un daño físico al recurrente, aunque
la pared no hubiera existido; que, este alegato como el anterior,
carece también de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 7 Diciembre 1979, B. J. 829. Pág. 251R.

RESPONSABILIDAD.— Incendio de las redes eléctricas de la
C. TI E., que destruye un taller de mecánica.

1* Ces, 26 Noviembre 1979. B. J. 828, Pág. 2382.
Ver: Incendio en las redes eléctricas...

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Incendio de un potrero que se
propaga a la finca colindante.— Responsabilidad del que ordenó
quemar el potrero.— Prueba.

En la especie, A. B. P., alegaba que no era dueño del terreno
en donde se inició el fuego, sino la A. B., C. p or A.. pero la Corte
a-qua estimó que el criterio que se había formado al dictar su sen-
tencia en defecto el 18 de octubre de 1974, y que ahora mantiene.
era que carecia de relevancia establecer el derecho de propiedad
del predio donde se originó el fuego, en vista de que en el momento
de ocurrir el incendio que ocasionó los daños al recurrido, el re-
currente B. P., estaba en posesión del terreno en que se inició el
fuego, según se estableció por los documentos del expediente, asi
Corno, entre otras pruebas, por la declaración de B. H., o B. II.,
prestadas ante el Juzgado de Paz del Municipio de Puerto P., en
ocasión de conocerse del delito de incendio atribuído a A. B. P.,
en que dicho testigo informó al Tribunal, que el referido B. P.,
le habia dado la "orden de quemar un potrero de su propiedad y
el fuego se extendió y fue a parar a la caña del señor R. P., que
colinda con la finca de A. R.".

Cas. 20 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1327.

RESPONSABILIDAD CIVIL— Incendio iniciado en el tendidoeléctrico a cargo de la Corporación.— Prueba.— Informativo.—Sentencia de primer grado que da constancia de esa prueba.— Va-
lidez de esa constancia.— Sentencia de segundo grado carente debase legal.
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Tal como alegan los recurrentes, el expediente de la causa re.
vela, que si bien es cierto que en grado de apelación no se realizó
ninguna medida de instrucción, no es menos c ierto. que por ante
la jurisdicción de primer grado, el Juez a-quo, antes de fallar ej
fondo, ordenó a pedimento de las partes, una comunicación de do-
cumentos y la realización de informativos, y practicadas dichas
medidas, la sentencia que intervino, luego apelada, da constancia
de que por lo declarado por los testigos que fueron oídos, quedó
establecido, que el fuego que destruyó la granja de los reclaman-
tes, hoy recurrentes, tuvo su origen, en el descuido de la Corpora-
ción, al notificársele la avería sufrida por el tendido eléctrico y no
haberla corregido a tiempo, y "que el fuego se inició en el lugar I
donde los trabajadores de la Corporación instalaron provisional.
mente el tendido eléctrico directo, hasta que se instalara un nuevo ,)
contador; que la Corte a-qua, al expresar en la sentencia impug.'
nada, que los actuales recurrentes se hablan limitado en apelación,
a hacer simples afirmaciones, sin aportar la prueba de las mismas,
evidenció con ello, que no había ponderado debidamente, que en
la sentencia apelada, que figuraba entre las piezas que se hablan'
sometido a su consideración y estudio, se encontraban entre otras,
las constancias arriba señaladas, y al tener las mismas carácter de
autenticidad, ello podría equivaler a la aportación de la prueba
de los hechos que era necesario establecer en estos casos; por lo
que, es preciso admitir que si se hubiese hecho una justa pondera-
ción de los hechos y documentos de la causa, otra pudo haber sido
la solución que se le hubiese dado al presente caso, por lo que sin
necesidad de ponderar los demás medios propuestos por los recu-
rrentes, se impone la casación de la sentencia impugnada por falta
de base legal.

Cas. 9 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1258.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Persona que posee un vehículo
y lo conduce.— Presunción de comitencia.

Cuando una persona tiene en su poder un automóvil y lo con-
duce. se presume que lo posee con la autorización de su dueño;
que si el propietario niega haberle entregado su vehículo al chofer
que lo conduce, debe hacer la prueba de lo que invoca; que en el
expediente existe un acta de Alguacil del 26 de noviembre de
1974, notificado a los actuales recurrentes a requerimiento de la
parte civil constituida A. R. B., en el que consta que G. B. S., de-
claró al Alguacil que J. A. P., era su hermano de crianza, lo que
robustece la presunción de que el propietario le entregara su ve-
bienio; que, la circunstancia de que éste último fuera desabolla-
do/. de oficio, no puede, por si sólo hacer prueba de que él tenia
la posesión del carro para desabollarlo, antes del accidente; por
lo que la Corte a-qua no tuvo que dar motivos específicos a una
simple afirmación en la que no se intenta hacer la prueba de su
veracidad; que, sin embargo en la sentencia impugnada la Corte,
después de dar por establecidos los hechos que caracterizan el

CII

accidente, y comprobar que el prevenido conducía el vehículo, con-
cluye afirmando que J. A. P. estaba bajo la "dirección y el mando
de C. B. S.", lo que basta por sí sólo para justificar la presunción
de la comitencia.

Cas. 30 Mayo 1979, B. J. 822. Pág. 943.

RESPONSAI311.IDAD CIVIL— Poste del tendido eliktrico que
cae.— Alambres de alta tensión que caen sobre una casa, resul-
tando electrocutada una persona.— Negligencia de la Corporación
DOM. de Electricidad.— Responsabilidad civil a su cargo.

En la especie, la Corte a-qua estableció que el hecho "se debió
exclusivamente a la negligencia de parte de la C. D. E., al no re-
poner oportunamente, un poste del tendido eléctrico próximo a la
casa de la víctima y caer éste lo que dio lugar a que los alambres
de alta tensión que sostenía, se rompieran y cayeran en ésta, acci-
dente del que resultó electrocutado el Sr. F. G.; que se trata de
una cuestión de hecho de la soberana apreciación de- los jueces
del fondo que no están sujetos al Control de la Casación.

Cas. 7 Feb. 1979. B. J. 819, p. 132.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Presunción.— Propietario del
vehículo.— Destrucción de esa presunción.

Basándose en que los vehículos de motor constituyen al ser
puestos en circulación una fuente permanente de peligro, el legis-
lador obviamente solicitado por preocupaciones de interés social,
ha sometido su manejo y conducción a un régimen particular y
obligatorio de seguros, con el fin de brindar una mejor protec-
ción a los terceros que puedan ser víctimas de un accidente; que
en armonía con dicho interés, se ha admitido, para uan buena ad-
ministración de justicia, una presunción de comitencia en el pro-
pietario de un vehículo que lo confía a otro para su manejo y con-
ducción; que si bien dicha presunción puede ser destruida por la
prueba contraria, tal prueba, cuando ella resulte de que el comi-
tente haya dado en alquiler el vehículo cuyo empleo la caracteriza,
o en virtud de cualquier vínculo contractual a un tercero, ella no
puede resultar, tal como ha sido admitido, y por iguales razones
respecto a las personas que se presumen tener la guarda de aque-
llos vehículos de motor de que son propietarios, sino con la pre-
sentación de un contrato formal preexistente del que resulte que
el propietario del vehículo lo hubiese dado en alquiler o en virtud
de cualquier otro vínculo contractual a un tercero.

Cas. 12 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2216.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Reclamantes que abandonan
su constitución en parte civil en la jurisdicción penal, para deman-
dar por la vía civil.— No hay violación a la rmixima "electa tina
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Tal como alegan los recurrentes, el expediente de la causa re-
vela, que si bien es cierto que en grado de apelación no se realizó '
ninguna medida de instrucción, no es menos c ierto. que por ante
la jurisdicción de primer grado, el Juez a-quo, antes de fallar el
fondo, ordenó a pedimento de las partes, una comunicación de do-
cumentos y la realización de informativos, y practicadas dichas
medidas, la sentencia que intervino, luego apelada, da constancia
de que por lo declarado por los testigos que fueron oídos, quede
establecido, que el fuego que destruyó la granja de los reclaman. •
tes, hoy recurrentes, tuvo su origen, en el descuido de la Corpora-
ción, al notificársele la avería sufrida por el tendido eléctrico y no
haberla corregido a tiempo, y "que el fuego se inició en el lugar
donde los trabajadores de la Corporación instalaron provisional.
mente el tendido eléctrico directo, hasta que se instalara un nuevo
contador; que la Corte a-qua, al expresar en la sentencia impug.
nada, que los actuales recurrentes se habían limitado en apelación,
a hacer simples afirmaciones, sin aportar la prueba de las mismas,
evidenció con ello, que no había ponderado debidamente, que en
la sentencia apelada, que figuraba entre las piezas que se habían'
sometido a su consideración y estudio, se encontraban entre otras,
las constancias arriba señaladas, y al tener las mismas carácter de
autenticidad, ello podría equivaler a la aportación de la prueba
de los hechos que era necesario establecer en estos casos; por lo
que, es preciso admitir que si se hubiese hecho una justa pondera-
ción de los hechos y documentos de la causa, otra pudo haber sida
la solución que se le hubiese dado al presente caso, por lo que sin '
necesidad de ponderar los demás medios propuestos por los recu-
rrentes, se impone la casación de la sentencia impugnada por falta ,
de base legal.

Cas. 9 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1258.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Persona que posee un veWculo
y lo conduce.— Presunción de comitencia.

Cuando una persona tiene en su poder un automóvil y lo con-
duce. se presume que lo posee con la autorizaLión de su dueño;
que si el propietario niega haberle entregado su vehículo al chofer
que lo conduce, debe hacer la prueba de lo que invoca; que en el
expediente existe un acta de Alguacil del 26 de noviembre de
1974, notificado a los actuales recurrentes a requerimiento de la 	 141
parte civil constituida A. R. B., en el que consta que G. B. S., de-
claró al Alguacil que J. A. P.. era su hermano de crianza, lo que
robustece la presunción de que el propietario le entregara su ve- 	 -rét ,
hículo; que, la circunstancia de que éste último fuera desabolla-
dor de oficio, no puede, por si sólo hacer prueba de que él tenía
la posesión del carro para desabollarlo, antes del accidente; por
lo que la Corte a-qua no tuvo que dar motivos específicos a una
simple afirmación en la que no se intenta hacer la prueba de su
veracidad; que, sin embargo en la sentencia impugnada la Corte,
después de dar por establecidos los hechos que caracterizan el

CII

accidente, y comprobar que el prevenido conducía el vehículo, con-
cluye afirmando que J. A. P. estaba bajo la "dirección y el mando
de C. B. S.", lo que basta por si sólo para justificar la presunción
de la comitencia.

Cas. 30 Mayo 1979, B. J. 822. Pág. 943.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Poste del tendido eléctrico que
cae.— Alambres de alta tensión que caen sobre una ca si , resul-
tando electrocutada una persona.— Negligencia de la Corporación
DOM. de Electricidad.— Responsabilidad civil a su cargo.

En la especie, la Corte a-qua estableció que el hecho ''se debió
exclusivamente a la negligencia de parte de la C. D. E., al no re-
poner oportunamente, un poste del tendido eléctrico próximo a la
casa de la víctima y caer éste lo que dio lugar a que los alambres
de alta tensión que sostenia, se rompieran y cayeran en ésta, acci-
dente del que resultó electrocutado el Sr. F. G.; que se trata de
una cuestión de hecho de la soberana apreciación de- los jueces
del fondo que no están sujetos al Control de la Casación.

Cas. 7 Feb. 1979, B. J. 819, p. 132.

RESPONSABILIDAD CIVIL— Presunción.— Propietario del
vehículo.— Destrucción de esa presunción.

Basándose en que los vehículos de motor constituyen al ser
puestos en circulación una fuente permanente de peligro, el legis-
lador obviamente solicitado por preocupaciones de interés social,
ha sometido su manejo y conducción a un régimen particular y
obligatorio de seguros, con el fin de brindar una mejor protec-
ción a los terceros que puedan ser víctimas de un accidente; que
en armonía con dicho interés, se ha admitido, para uan buena ad-
ministración de justicia, una presunción de comitencia en el pro-
pietario de un vehículo que lo confía a otro para su manejo y con-
ducción; que si bien dicha presunción puede ser destruida por la
prueba contraria, tal prueba, cuando ella resulte de que el comi-
tente haya dado en alquiler el vehículo cuyo empleo la caracteriza.
o en virtud de cualquier vínculo contractual a un tercero, ella no
puede resultar, tal como ha sido admitido, y por iguales razones
respecto a las personas que se presumen tener la guarda de aque-
llos vehículos de motor de que son propietarios, sino con la pre-
sentación de un contrato formal preexistente del que resulte que
el propietario del vehículo lo hubiese dado en alquiler o en virtud
de cualquier otro vinculo contractual a un tercero.

Cas. 12 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2216.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Reclamantes que abandonan
su constitución en parte civil en la jurisdicción penal, para deman-
dar por la vía civil.— No hay violación a la máxima "electa una
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vía non datar recursos ad alteram".— Validez de la damanda ci-
vil.— Condiciones.

La parte lesionada por una infracción tiene la facultad de in-
tentar su acción sea ante los tribunales civiles, sea ante los tribu-
nales represivos, y nada se opone, mientras no haya un fallo sobre
el fondo, que la persona constituida en parte civil ante el tribunal
penal abandone su demanda en daños y perjuicios para intentarla
ante el tribunal civil; que esto fue lo que sucedió en la especie;
que por tanto, de todo lo antes expuesto se evidencia que la Corte
a-qua procedió correctamente al conocer y fallar la demanda asi
intentada.

Cas 22 Agosto 1972. B. J. 825, Pág. 1597.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Vehículo que causa daños.—
Presunción de responsabilidad del propietario.— Propiedad del ve-
hículo no discutida por el demandado por ante los jueces del fon-
do.— Alegato nuevo en casación.— Inadmisible.

El examen de la sentencia impugnada /nuestra que lo que ex-
ponen los recurrentes en el primer medio de casación no fue ale-
gado ante los Jueces del fondo, sino que lo han expuesto por pri-
mera vez en casación; que por tanto, se trata de un medio nuevo
que, como tal, no puede ser admitido.

Cas. 19 Octubre 1979, B. J. 827. Pág. 1999.

Z1

SALARIO MININO.— Tarifa No. 8-73.— Empleado de clínica
que ganaba RD$60.00 mensual cuando debla ganar a razón de
RD10:33 por hora.

Ver: Contrato de trabajo.- Empleada de clinica...

Cas. 3 y 12 Octubre 1979, B. J. 827, Págs. 1810, 1909, 1915,
1955 y 1965.

SEGURO DE VEHICULO.— Art. 1 letra mi de la Ley 126
de 1971 sobre Seguros Privados.— Agentes Generales de Seguro.—
Responsabilidad de la Compañía de Seguros.

Ver: Seguro de vehículo.— Renovación de la póliza...
Cas. 23 Julio 1979. B. J. 824. Pág. 1349.

SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICULOS.— Casación.— Re-
curso del prevenido inadmisible por tardío.— Recurso de la Com-
pañia aseguradora.— Culpabilidad definitiva del prevenido.— In-
cidencia sobre el recurso de la aseguradora que no niega la exis-
tencia de la póliza.— Articulo 10 de la Ley 1117 de 1955 sobre se-
guro obligatorio de vehieulas.
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Habiéndose establecido por la sentencia impugnada la culpa-
bilidad del prevenido, ya hecha definitivamente frente a la inad-
misión de su recurso de casación, y no habiéndose negado la exis-
tencia de la póliza, es obvio, que la Compañía Aseguradora no
puede alegar la violación del artículo 10 de la Ley No. 4117 del
1955, y, en consecuencia, los medios del recurso deben ser deses-
timados.

Cas. 5 Octubre 1979, B. J. 827. Pág. 1838.

SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICULOS.— Casación.— Re-
cursos del prevenido y de la persona civilmente responsable pues-
ta en cansa declarados Inadmisibles por tardíos.— Recurso de la
nsecuradora, rechazado por falta de interés.

La sentencia impugnada y los documentos del expediente po-
nen de manifiesto, que dicha sentencia le fue notificada a E. E.,
y a L. A. B. M., prevenido y persona puesta en causa, como civil-
mente responsable, el 8 de julio de 1976, y éstos no recurrieron en
casación, sino el 23 de septiembre de 1976, es decir cuando ya es-
taba ventajosamente vencido el plazo de diez días, que tenian para
interponer dichos recursos, por lo que los mismos, resultan evi-
dentemente iandmisibles por tardíos; y en cuanto al recurso de la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., aunque válido en la
forma, es preciso señalar, que como en el caso, el único medio de
casación que se invoca. está limitado a la insuficiencia de motivos
sobre la culpabilidad del prevenido, al ser inadmisible el recurso
de éste, por tardío y en consecuencia la sentencia irrevocable, es
obvio que procede el rechazamiento del recurso de la compañia
por falta de interés.

Cas. 8 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1843.

SEGURO DE VEHICULO.— Cesión de póliza.— Vetna del ve-
hiculo asegurado.

Si bien estaba en los poderes de la Corte a-qua el decidir el
caso en la forma en que lo hizo, sin estar sujeta a censura alguna.
sólo lo era en tanto que ella, dando los motivos pertinentes, hu-
biese desestimado previamente las conclusiones del recurrente P.,
tendentes a que se reconociera el traspaso en su favor, al ocurrir
la venta del Volkswagen, del seguro que en relación con el mismo
tenía la vendedora; traspaso o cesión de la que forzosamente tuvo
conocimiento la aseguradora al ser citada en justicia, corno lo fue;
que por tanto, la sentencia impugnada debe ser casada por insufi-
ciencia de motivos.

Cas. 10 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1508.

SEGURO DE VEHICULOS.— Compañia aseguradora de la per-
sona puesta en causa corno civilmente responsable.— Poderes de
esta Compañia.
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vía non datu • recursus ad alteram".— Validez de la damanda ci-
vil.— Condiciones.

La parte lesionada por una infracción tiene la facultad de in-
tentar su acción sea ante los tribunales civiles, sea ante los tribu-
nales represivos, y nada se opone, mientras no haya un fallo sobre
el fondo, que la persona constituida en parte civil ante el tribunal
penal abandone su demanda en daños y perjuicios para intentarla
ante el tribunal civil; que esto fue lo que sucedió en la especie;
que por tanto de todo lo antes expuesto se evidencia que la Corte
a-qua procedió correctamente al conocer y fallar la demanda asi
intentada.

Cas. 22 Agosto 1972, B. J. 825, Pág. 1597.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Vehículo que causa daños.—
Presunción de responsabilidad del propietario.— Propiedad del ve-
hículo no discutida por el demandado por ante los jueces del fon-
do.— Alegato nuevo en casación.— Inadmisible.

El examen de la sentencia impugnada muestra que lo que ex-
ponen los recurrentes en el primer medio de casación no fue ale-
gado ante los Jueces del fondo, sino que lo han expuesto por pri-
mera vez en casación: que por tanto, se trata de un medio nuevo
que, como tal, no puede ser admitido.

Cas. 19 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1999.

SALARIO MINIM0.— Tarifa No. 8-73.— Empleado de clinica
que ganaba R0860.00 mensual cuando debla ganar a razón de
RDSO:35 por hora.

Ver: Contrato de trabajo.— Empleada de clinica...

Cas. 3 y 12 Octubre 1979, B. J. 827, Págs. 1810, 1909, 1915,
1955 y 1965.

SEGURO DE VEHICULO.— Art. 1 letra m) de la Ley 126
de 1971 sobre Seguros Privados— Agentes Generales de Seguro.—
Responsabilidad de la Compañía de Seguros.

Ver: Seguro de vehículo.— Renovación de la póliza...
Cas. 23 Julio 1979, R. J. 1124, Pág. 1349.

SEGURO OBLIGATORIO DE VENICULOS.— Casación.— Re-
curso del prevenido inadmisible por tardio.— Recurso de la Com-
pañía aseguradora.— Culpabilidad definitiva del prevenido.— In-
cidencia sobre el recurso de la aseguradora que no niega la exis-
tencia de la póliza.— Articulo 10 de la Ley 1117 de 1955 sobre se-
guro obligatorio de vehículos.

Habiéndose establecido por la sentencia impugnada la culpa-
bilidad del prevenido, ya hecha definitivamente frente a la inad-
misión de su recurso de casación, y no habiéndose negado la exis-
tencia de la póliza, es obvio, que la Compañia Aseguradora no
puede alegar la violación del articulo 10 de la Ley No. 4117 del
1955, y, en consecuencia, los medios del recurso deben ser deses-
timados.

Cas. 5 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1838.

SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICULOS.— Casación.— Re-
cursos del prevenido y de la persona civilmente responsable pues-
ta en causa declarados inadmisibles por tardíos.— Recurso de la
aseguradora, rechazado por falta de interés.

La sentencia impugnada y los documentos del expediente po-
nen de manifiesto, que dicha sentencia le fue notificada a F. E.,
y a L. A. B. M., prevenido y persona puesta en causa, como civil-
mente responsable, el 8 de julio de 1976, y éstos no recurrieron en
casación, sino el 23 de septiembre de 1976, es decir cuando ya es-
taba ventajosamente vencido el plazo de diez días, que tenían para
interponer dichos recursos, por lo que los mismos, resultan evi-
dentemente iandmisibles por tardíos; y en cuanto al recurso de la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., aunque válido en la
forma, es preciso señalar, que como en el caso, el único medio de
casación que se invoca, está limitado a la insuficiencia de motivos
sobre la culpabilidad del prevenido, al ser inadmisible el recurso
de éste, por tardío y en consecuencia la sentencia irrevocable, es
obvio que procede el rechazamiento del recurso de la compañia
por falta de interés.

Cas. 8 Octubre 1979, B. J. 827. Pág. 1843.

SEGURO DE VEHICULO.— Cesión de póliza.— Vetna del ve-
hículo asegurado.

Si bien estaba en los poderes de la Corte a-qua el decidir el
caso en la forma en que lo hizo, sin estar sujeta a censura alguna.
sólo lo era en tanto que ella , dando los motivos pertinentes, hu-
biese desestimado previamente las conclusiones del recurrente P.,
tendentes a que se reconociera el traspaso en su favor, al ocurrir
la venta del Volkswagen, del seguro que en relación con el mismo
tenia la vendedora; traspaso o cesión de la que forzosamente tuvo
conocimiento la aseguradora al ser citada en justicia, corno lo fue;
que por tanto, la sentencia impugnada debe ser casada por insufi-
ciencia de motivos.

Cas. 10 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1508.

SEGURO DE VEIIICULOS.— Compañía aseguradora de la per-
sona puesta en causa como civilmente responsable.— Poderes de
esta Compañía.
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En la especie, los alegatos de la recurrente van dirigidos con-
tra la sentencia del Juez del Primer Grado, que la recurrente, en
su calidad de aseguradora de A. S. , persona puesta en causa como
civilmente responsable, pudo perfectamente, presentar en apela-
ción conclusiones al fondo en provecho de su asegurado, ya que
en su calidad de aseguradora de éste último, asumía legalmente
en el juicio no sólo su propia representación, sino la de su ase
gurado.

Cas. 22 Agosto 1979, 13. J. 325, Pág. 1597.

SEGURO DE VEHÍCULOS.— Compañia aseguradora que se
limita a solicitar el descargo del prevenido porque el accidente se
debió a la falta exclusiva de la víctima y el rechazamiento de las
demandas civiles.— Existencia del seguro no negado.

A pesar de que la recurrente, S. P., S. A., se limitó ante los
Jueces del fondo, a solicitar "el descargo del prevenido A. G., por
deberse el accidente a la falta exclusiva de la víctima y el rechazo
de las demandas civiles, por improcedentes y mal fundadas"; y no
negó la existencia de la Póliza de Seguro, el alegato contenido en
este primer punto no fue presentado ante los Jueces del fondo, en
consecuencia, no puede formularse por primera vez en casación;
que sin embargo, la sentencia impugnada y los documentos del
expediente dan constancia que el carro placa privada No. 210-318,
propiedad de A. G., estaba asegurado, en el momento del acci-
dente, con la S. P., S. A., mediante póliza No. A-115389S; por lo
que, el alegato que se examina, debe ser desestimado.

Cas. 16 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 861.

SEGURO DE VIMICULOS.— Compañia que asegura un ve-
hículo sujeto a la ley de venta condicional de muebles.— Riesgo
ocurrido.— Incautación del vehículo por la compañía vendedora.—
Compañía aseguradora que se subroga en los derechos de la com-
pacta vendedora frente al asegurado.

En la especie, al haber establecido los jueces del fondo , que
cuando P. J. P. 11., contrató con La C., S. A., el Seguro en cues-
tión, estaban las partes bajo los efectos de la Venta Condicional
de muebles citada, y si esta Compañía aseguradora suscribió la
Póliza No. 15-5423, al haber ocurrido el accidente el día 31 de
agosto de 1976, es decir, en una fecha posterior a la que fue sus-
crito el contrato, y en momentos en que aún no se habia producido
ninguna incautación mal podria, la indicada aseguradora negando
lo que ya había aprobado al contratar, aducir la inexistencia del
derecho de propiedad de P. J. P. M., sobre el vehículo asegurado,
para eludir el pago de sus obligaciones contractuales, generales
por la citada convención, por lo que hay que admitir que la sen-
tencia impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que
justifican la condenación de la actual recurrente. al  pago de la
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suma de RD$11,375.00, más los intereses legales a partir de la
demanda,

Cas. 8 Junio de 1979, B. J. 823. Pág. 1003.

SEGURO OBLIGATORIO DF; N'EllICULOS. — Fianza.— Can-
celación.— Aplicación inmediata del Art. 71 de la Ley 126 de 1971.

Ver: Apelación.— Efecto devolutivo.-- Fianza...
Cas. 8 Octubre 1979, 13. J. 827. Pág. 1862.

SEGURO DE VERICULOS.— Póliza.— Inejecución del contra-
to a cargo de la Compañia asee-oradora. — Monto a pagar. — Intere-

ses.— Daños y perjuicios.— Casación por falta de base legal.

En la especie, tal como lo alega la recurrente, la sentencia im-
pugnada, en el punto referente a la condenación al pago de RES-
25.000.00 de indemnización se limita a expresar, que la actual re-

l . 	 "inejecutó" la obligación puesta a su cargo por el contra-
to de seguro general del 7 de Enero de 1976, lo que irrogó daños
y perjuicios morales y materiales a P. J. P. M., lo que pone en
evidencia, que dicho fallo carece en dicho aspecto de motivos su-
ficientes y pertinentes y de una exposición de hechos, que permita
determinar si la ley ha sido o no bien aplicada. y en todo caso,
si el monto de la indemnización, resulta o no exagerado, por lo
que la sentencia impugnada. carece en este punto de base legal y
debe ser casada.

Cas. 8 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1003.
Ver además: Seguro de Vehículos.— Compañia aseguradora...

SEGURO DE VEHÍCULO.— Renovación de la póliza.— Pago
de la prima hecho al Agente General.— Riesgo ocurrido al declinar
la tarde del día en que el agente recibió el cheque de pago de la
prima— Sentencia carente de base legal.— Desnaturalización de

los hechos.

Tal como lo alega la recurrente, ese testigo no compareció en
primera instancia, y su declaración por ante la Corte a-qua, en el
acta de audiencia del 19 de agosto de 1915, por el contrario, consta
que dicho testigo, en su calidad de Agente General de S. A., de-
claró: "a primera instancia no comparecí"; lo que contradice lo
afirmado por la Corte en la sentencia impugnada; que en la indi-
cada audiencia la Corte. el testigo mencionado expresó: "se me
llamó a la Cooperativa para renovar la póliza y a eso fui, pero
no recuerdo fecha..."; "si los cheques se me libran a mi favor,
yo expido recibo y entonces los deposito en el Barco y si es a
S. A., se los remito inmediatamente"; (pet. del acta citada) es
decir, que la declaración de ese testigo por ante la Corte a-qua
ni esclarece en nada el punto esencial del litigio y pone de ma-
nifiesto que la Corte a-qua fundó principalmente su decisión res-
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En la especie, los alegatos de la recurrente van dirigidos con-
tra la sentencia del Juez del Primer Grado, que la recurrente, en
su calidad de aseguradora de A. S. , persona puesta en causa como
civilmente responsable, pudo perfectamente, presentar en apela-
ción conclusiones al fondo en provecho de su asegurado, ya que
en su calidad de aseguradora de éste último, asumía legalmente
en el juicio no sólo su propia representación, sino la de su ase
gurado.

Cas. 22 Agosto 1979, B. J. 825. Pág. 1597.

SEGURO DE VEMICULOS.— Compañia aseguradora que se
limita a solicitar el descargo del prevenido porque el accidente se
debió a la falta exclusiva de la víctima y el rechazamiento de las
demandas civiles.— Existencia del seguro no negado.

A pesar de que la recurrente, S. P.. S. A., se limitó ante los
Jueces del fondo, a solicitar "el descargo del prevenido A. G., por
deberse el accidente a la falta exclusiva de la víctima y el rechazo
de las demandas civiles, por improcedentes y mal fundadas"; y no
negó la existencia de la Póliza de Seguro, el alegato contenido en
este primer punto no fue presentado ante los Jueces del fondo, en
consecuencia, no puede formularse por primera vez en casación;
que sin embargo, la sentencia impugnada y los documentos del
expediente dan constancia que el cano placa privada No. 210-318,
propiedad de A. G., estaba asegurado, en el momento del acci-
dente, con la S. P., S. A., mediante póliza No. A-115389S; por lo
que, el alegato que se examina, debe ser desestimado.

Cas. 16 Mayo 1979, R J. 822. Pág. 861.

SEGURO DE VIalICUI.08.— Compañía que asegura un ve-
hículo sujeto a la ley de venta condicional de muebles.— Riesgo
ocurrido.-- Incautación del vehículo por la compañía vendedora.—
Compañía aseguradora que se subroga en los derechos de la com-
pacta vendedora frente al asegurado.

En la especie, al haber establecido los jueces del fondo , que
cuando P. J. P. M., contrató con La C., S. A., el Seguro en cues-
tión, estaban las partes bajo los efectos de la Venta Condicional
de muebles citada, y si esta Compañía aseguradora suscribió la
Póliza No. 15-5423, al haber ocurrido el accidente el día 31 de
agosto de 1976, es decir, en una fecha posterior a la que fue sus-
crito el contrato, y en momentos en que aún no se habla producido
ninguna incautación mal podría, la indicada aseguradora negando
lo que ya habla aprobado al contratar, aducir la inexistencia del
derecho de propiedad de P. J. P. M., sobre el vehículo asegurado,
para eludir el pago de sus obligaciones contractuales, generales
por la citada convención, por lo que hay que admitir que la sen-
tencia impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que
justifican la condenación de la actual recurrente, al pago de la
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suma de RD$11,375.00, más los intereses legales a partir de la
demanda;

Cas. 8 Junio de 1979, B. J. 823. Pág. 1003.

SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICULOS. — Fianza.— Can-
celación.— Aplicación inmediata del Art. 71 de la Ley 126 de 1971.

Ver: Apelación.— Efecto devolutivo.— Fianza...
Cas. 8 Octubre 1979, B. J. 827. Pág. 1862.

SEGURO DE VEIIICULOS. — Póliza.— Inejecución del contra-
to a cargo de la Compañia aseguradora. — Monto a pagar. — Intere-

ses.— Daños y perjuicios.— Casación por falta de base legal.

En la especie. tal como lo alega la recurrente, la sentencia im-
pugnada, en el punto referente a la condenación al pago de BIS
25,000.00 de indemnización se limita a expresar, que la actual re-
currente "inejecutó" la obligación puesta a su cargo por el contra-
to de seguro general del 7 de Enero de 1976, lo que irrogó daños
y perjuicios morales y materiales a P. J. P. hl., lo que pone en
evidencia, que dicho fallo carece en dicho aspecto de motivos su-
ficientes y pertinentes y de una exposición de hechos, que permita
determinar si la ley ha sido o no bien aplicada, y en todo caso,
si el monto de la indemnización, resulta o no exagerado, por lo
que la sentencia impugnada, carece en este punto de base legal y
debe ser casada.

Cas. 8 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1003.
Ver además: Seguro de Vehículos.— Compañia aseguradora...

SEGURO DE VEHICULO.— Renovación de la póliza. — Pago
de la prima hecho al Agente General.— Riesgo ocurrido al declinar
la tarde del día en que el agente recibió el •.heque de pago de la
prima— Sentencia carente de base legal.— Desnaturalizac ión de

los hechos.

Tal como lo alega la recurrente, ese testigo no compareció en
primera instancia, y su declaración por ante la Corte a-qua, en el
acta de audiencia del 19 de agosto de 1975, por el contrario, consta
que dicho testigo. en su calidad de Agente General de S. A., de-
claró: "a primera instancia no compareci"; lo que contradice lo
afirmado por la Corte en la sentencia impugnada; que en la indi-
cada audiencia la Corte, el testigo mencionado expresó: "se me
llamó a la Cooperativa para renovar la póliza y a eso fui, pero
no recuerdo fecha..."; "si los cheques se me libran a mi favor,
yo expido recibo y entonces los deposito en el Barco y si es a
S. A., se los remito inmediatamente"; (pet. del acta citada) es
decir, que la declaración de ese testigo por ante la Corte a-qua
ni esclarece en nada el punto esencial del litigio y pone de ma-
nifiesto que la Corte a-qua fundó principalmente su decisión res-
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pecto a la inexistencia de la póliza en un testimonio que no habia
sido dado: lo que equivale a la desnaturalización de los hechos;
que respecto a la circunstancias de que el contrato de Seguro fue
concertado el 12 de junio de 1972, y que la renovación de la póliza
figura con fecha del 14 de junio del mismo año, la Corte a-qua
nada expresa sobre la circunstancia de que se trata y lo dispuesto
por la Ley 126 de Seguros Privados en la letra mi del artículo 1,
relativa a los Agentes Generales de Seguros, que les da a estos
facultad plena para suscribir y ejecutar contratos de seguros,
"obligando a sus representados en todos los actos y operaciones
que efectúa amparado por dicho Poder"; que la Corte, frente a la
documentación existente en el expediente, sobre todo aquella rela-
tiva al cheque para renovar la vigencia de la póliza recibido y co-
brado por la Compañia Aseguradora, por intermedio de su Agente
General, debió de ponderar y no lo hizo las consecuencias de esto.
teniendo en cuenta que el Agente lo recibió el dia del accidente
y éste ocurrió declinando la tarde, por lo que la Corte a-qua debió
ponderar esas circunstancias a fin de determinar si la renovación
de la Póliza tuvo lugar antes o después del accidente; lo que de
haber sido ponderado habría eventualmente conducido a darle al
asunto una solución distinta.

Cas. 23 Julio 1979, 13. J. 824, Pág. 1349.

SEGURO DE VIDA.— Formulario de solicitud.— Plazo de 60
dias para aceptar o no la solicitud.— Riesgo ocurrido dentro de
ese plazo.— Inexistencia del contrato de seguro.— Desnaturaliza-
ción de los hechos.

En la especie, la Corte a-qua, al atribuir a la solicitud del con-
trato de póliza, hecha por N. A. A. B., a la P. A. L. I. C., los efec-
tos de un contrato concluido, por el solo hecho de que se avanzara
el importe de la primera prima, y porque el representante de dicha
compañía congratulara al solicitante, por su propósito de incorpo-
rarse a la lista de sus asegurados, haciendo caso omiso, de que en
el mismo recibo que servía de prueba del depósito de la prima,
se hacía constar, que la Compañia aseguradora tenia un plazo de
GO días para aceptar o rechazar dicha solicitud, y que en caso de
que en ese plazo no contestara nada, se debla dar por rechazada
la misma, como también que en la comunicación aludida, dirigida
por el representante de la Empresa a A. B., se hacia constar que
la solicitud sería sometida a la oficina principal a fines de apro-
bación; tuvo para ello, que atribuir a dichos documentos un con-
tenido y alcance que no tienen, incurriendo en la desnaturalización
de los mismos, y es obvio, que de haber sido estos justamente pon-
derados, otra pudo haber sido la solución que se le diera al pre-
sente caso, por lo que la sentencia impugnada debe ser casada, por
desnaturalización de los hechos.

Cas. 5 Mano 1979, B. J. 820, Pág. 344.

SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICULOS.— Compañia ase-
guradora condenada a pagar costas e intereses.— Condenaciones
extrañas a lo convenido en el contrato de seguro.— Improcedencia
de tales condenaciones.

Conforme resulta de la aplicación de la Ley 4117 de Seguro
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de motor, la
aseguradora es una parte adjunta en el proceso a la que se em-
plaza principalmente para que forme parte del litigio y asuma la
responsabilidad derivada del contrato de seguro, por lo que sólo
esta obligada a pagar por el asegurado lo convenido en el contrato,
en la medida en que las condenaciones hechas al asegurado, le
sean oponibles, pero no puede ser condenada principalmente y di-
rectamente a las sanciones civiles a que se haya hecho posible el
asegurado; por lo que no puede ser ella condenada a las costas y

"11 a los intereses de las indemnizaciones acordadas al prevenido y
a la parte puesta en causa como civilmente responsable, como su-
cedió en la especie; en consecuencia, el segundo y último medio
propuesto debe ser acogido y casada la sentencia en el punto así
delimitado.

Cas. 6 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 978.
SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICCLOS.— Exclusiones.—

Ley 126 de 1971 sobre Seguros Privados.

La Ley de Seguros Privados de la República Dominicana No.
126 de mayo de 1971. en su articulo 68, expresa que: "las exclusio-
nes de riesgos consignadas en la póliza eximen responsabilidad al
asegurador frente al asegurado y a terceras personas, excepto
cuando se trate del seguro obligatorio contra daños ocasionados
por vehículos de motor, para los cuales dichas exclusiones no serán
oponibles a terceros, salvo al asegurador recurrir contra el asegu-
rado en falta"; que esta disposición legal no puede, como lo pre-
tende la Compañia recurrente, estar en pugna con el artículo 1133
del Código Civil. que se refiere a la causa ilícita en los contratos.
puesto que la disposición del artículo 68 que se tranrribió es una
disposición de la Ley tendiente a resolver una situación de hecho
que afecta al interés social.

Cas. 16 Abril 1979, 13. J. 821, Pág. 597.•
SEGURO OBIJGATORIO DE VERICULOS.— Oponibilidad de

1. las condenaciones a la Compañia aseguradora.— Condiciones.
•

Para que las condenaciones civiles en materia de accidentes
producidos ron el manejo de vehículos de motor sean oponibles a
una compañía aseguradora, es preciso en primer término que la
Persona asegurada haya sido emplazada y que también la compa-
ñia aseguradora haya sido puesta en causa, bien por la persona
asegurada. bien por el persiguiente.

Cas. 18 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 637.
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pedo a la inexistencia de la póliza en un testimonio que no había
sido dado; lo que equivale a la desnaturalización de los hechos;
que respecto a la circunstancias de que el contrato de Seguro fue
concertado el 12 de junio de 1972, y que la renovación de la póliza
figura con fecha del 14 de junio del mismo año, la Corte a-qua
nada expresa sobre la circunstancia de que se trata y lo dispuesto
por la Ley 126 de Seguros Privados en la letra ml del articulo 1,
relativa a los Agentes Generales de Seguros, que les da a estos
facultad plena para suscribir y ejecutar contratos de seguros,
"obligando a sus representados en todos los actos y operaciones
que efectúa amparado por dicho Poder"; que la Corte, frente a la
documentación existente en el expediente, sobre todo aquella rela-
tiva al cheque para renovar la vigencia de la póliza recibido y co-
brado por la Compañía Aseguradora, por intermedio de su Agente
General, debió de ponderar y no lo hizo las consecuencias de esto,
teniendo en cuenta que el Agente lo recibió el dia del accidente
y éste ocurrió declinando la tarde, por lo que la Corte a-qua debió
ponderar esas circunstancias a fin de determinar si la renovación
de la póliza tuvo lugar antes o después del accidente; lo que de
haber sido ponderado habría eventualmente conducido a darle al
asunto una solución distinta.

Cas. 23 Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1349.

SEGURO DE VIDA.— Formulario de solicitud.— Plazo de 60
días para aceptar o no la solicitud.— Riesgo ocurrido dentro de
ese plazo.— Inexistencia del contrato de seguro.— Desnaturaliza-
ción de los hechos.

En la especie, la Corte a-qua, al atribuir a la solicitud del con-
trato de póliza, hecha por N. A: A. B., a la P. A. L. I. C., los efec-
tos de un contrato concluido, por el solo hecho de que se avanzara
el importe de la primera prima, y porque el representante de dicha
compañía congratulara al solicitante, por su propósito de incorpo-
rarse a la lista de sus asegurados, haciendo caso omiso, de que en
el mismo recibo que servía de prueba del depósito de la prima,
se hacía constar, que la Compañia aseguradora tenía un plazo de
60 días para aceptar o rechazar dicha solicitud, y que en caso de
que en ese plazo no contestara nada, se debía dar por rechazada
la misma, como también que en la comunicación aludida, dirigida
por el representante de la Empresa a A. B., se hacia constar que
la solicitud sería sometida a la oficina principal a fines de apro-
bación; tuvo para ello, que atribuir a dichos documentos un con-
tenido y alcance que no tienen, incurriendo en la desnaturalización
de los mismos, y es obvio, que de haber sido estos justamente pon-
derados, otra pudo haber sido la solución que se le diera al pre-
sente caso, por lo que la sentencia impugnada debe ser casada, por
desnaturalización de los hechos.

Cas. 5 Marzo 1979, B. J. 820, Pág. 344.

SEGURO OBLIGATORIO DE VERICULOS.— Compañia ase-
guradora condenada a pagar castas e intereses.— Condenaciones
extrañas a lo convenido en el contrato de seguro.— improcedencia
de tales condenaciones.

Conforme resulta de la aplicación de la Ley 4117 de Seguro
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de motor, la

e
aseguradora es una parte adjunta en el proceso a la que se em-
plaza principalmente para que forme parte del litigio y asuma la
responsabilidad derivada del contrato de seguro, por lo que sólo
está obligada a pagar por el asegurado lo convenido en el contrato,
en la medida en que las condenaciones hechas al asegurado, le
sean oponibles, pero no puede ser condenada principalmente y di-
rectamente a las sanciones civiles a que se haya hecho posible el
asegurado; por lo que no puede ser ella condenada a las costas y
a los intereses de las indemnizaciones acordadas al prevenido y
a la parte puesta en causa como civilmente responsable, como su-
cedió en la especie; en consecuencia, el segundo y último medio
propuesto debe ser acogido y casada la sentencia en el punto asi
delimitado.

Cas. 6 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 978.
SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICUIDS.— Exclusiones.—

Ley 1243 de 1971 sobre Seguros Privados.

La Ley de Seguros Privados de la República Dominicana No.
126 de mayo de 1971, en su articulo 68, expresa que: "las exclusio-
nes de riesgos consignadas en la póliza eximen responsabilidad al
asegurador frente al asegurado y a terceras personas, excepto
cuando se trate del seguro obligatorio contra daños ocasionados
por vehículos de motor, para los cuales dichas exclusiones no serán
oponibles a terceros, salvo al asegurador recurrir contra el asegu-
rado en falta"; que esta disposición legal no puede, como lo pre-
tende la Compañía recurrente, estar en pugna con el articulo 1133
del Código Civil, que se refiere a la causa ilícita en los contratos.
puesto que la disposición del artículo 68 que se transnribió es una
disposición de la Ley tendiente a resolver una situación de hecho
que afecta al interés social.

Cas. 16 Abril 1979, B. J. 821 . Pág. 597.

SEGURO OBLIGATORIO DE VEIIICULOS.— Oponihilidad de
las condenaciones a la Compañía aseguradora.— Condiciones.

•
Para que las condenaciones civiles en materia de accidentes

Producidos con el manejo de vehiculos de motor sean oponibles a
una compañía aseguradora, es preciso en primer término que la
persona asegurada haya sido emplazada y que también la compa-
ñía aseguradora haya sido puesta en causa. bien por la persona
asegurada, bien por el peisiguiente.

Cas. 18 Abril 1979. B. J. 821, Pág. 637.

CIXCVIII



ira
su <
civi
ciót
en
en
gur

hm
del
dei

Jui
del
de
ne:
est
COI

qu
ex
pr
de
qu

lú
oc

Cr

et
ti.
do

al

11

Ic
d
p

to

SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICULOS.— Recibo de pago

de prima.— Documento desnaturalizado.— Casación de la sentencia.

Tal como lo afirma la recurrente, lo que cl juez. califica im-
propiamente "recibo del pago completo de la póliza vigente No.
A-14755", no es sino una factura de fecha 2 de julio de 1975, en la
que se indica que el valor tótal de la prima convenida asciende
a la suma de RD$119.39 de la cual F. P. R., pagó inicialmente
RD$40.00. en tanto que el resto lo saldarla mediante el sistema de
pago por financiamiento; que al no darle el juez el correcto califi-
cativo al documento señalado y no ponderarlo en su verdadero
sentido y alcance, lo que, eventualmente, pudo haber conducido a
una solución distinta del caso, ha cometido el vicio de desnatura-
lización denunciado; por todo lo cual, procede casar la sentencia
impugnada, sin necesidad de examinar los demás medios del re-
curso.

Cas. 29 Enero 1979, 13..1. 818, Pág. 55.

SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICULOS. — Propósito.— Ce-
sión de Póliza.— Oponibilidad a la Compañía Aseguradora. — Con-

diciones.
La Ley No. 4117, inspirada en un interés social, ha tenido por

objeto garantizar de una manera positiva la reparación de los da-
ños sufridos por los terceros víctimas de accidentes causados con
vehículos de motor, fijando para el efecto el monto mínimo de los
riesgos que deben cubrir las pólizas de seguro para cada vehículo;
que de consiguiente nada se opone a que el contrato de seguro
concluido conforme la citada ley sea transferido por el asegundo
a otra persona. siendo suficiente para que dicha cesión sea oponi-
ble a la aseguradora. que la misma le haya sido notificado a ésta
por el cesionario o el tercer lesionado, o, en todo caso, que dicho
conocimiento resulte. para la aseguradora. de la citación héchale
en justicia, la que equivale, si tiene las indicaciones suficientes, a
la notificación de la cesión; la cual, a partir de ese momento, será
oponible a la compañía aseguradora, con todas las consecuencias
subsiguientes.

Cas. 10 Agosto 1979, B. J. 825. Pág. 1508.

SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICULOSr Vehículo mane-
jado por Mea persona sin licenciar Responsabilidad de la C,ompa-
fila aseguradora.— Art. 68 de la Ley 126 de 1971 sobre Seguros
Privados.— Acción recursoria de la Compañía aseguradora contra
el asegurado.

Cuando el articulo 68 de la Ley de Seguros Privados No. 126
del 22 de mayo de 1971. establece que: "Las exclusiones de riesgos
consignadas en la póliza eximen de responsabilidad al Asegurador
frente al asegurado y a terceras personas, excepto cuando se trata
del Seguro Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de

CX

mut, para los cuales dichas exclusiones no serán oponibles a ter-
ceros, n' yo al asegurador a recurrir contra el asegurado en falta";
no esta variando el sentido y alcance de las disposiciones de la Ley
de Tránsito y Vehiculos, ni las convenciones libremente formuladas
entre Asegurador y Asegurado; el legislador, en el artículo 68 cita-
do, reglamenta la aplicación de las cláusulas del Seguro que no
pueden ser ejecutadas contra la víctima del daño ocasionado por
un vehículo de motor , lo que es ajeno al contrato; que, indudable.
mente. las relaciones asegurador v asegurado conservan toda su
vigencia y el IX'imcro tiene, contra el segundo, una acción rccur-
noria; por otra parte, las disposiciones contenidas en el articulo
29 de la Ley No. 241 y los otros citados por los recurrentes, en na-
da han sido violados, puesto que, al reconocer que la persona cons-
tituida en parte civil, tiene derecho a una i ndemnización, en nada
vulnera las sanciones penales previstas por dicha Ley contra aque-
llos que la violen.

Cas. 30 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 943.

SENTENCIA CON MOTIVOS CONTRADICTORIOS.— Casa-
ción de la misma.

El examen de la sentencia impugnada muestra que sus motivos
son contradictorios, pues, mientras, por una parte, se sitúa al agra-
viado, en el momento del accidente, como que éste ocurrió al
apearse él de un automóvil, por otra parte, se afirma en dicha sen-
tencia que en ese momento el agraviado bajaba de la acera al pa-
vimento de la calle; que en esas condiciones en el fallo impugnado
se incurrió en el vicio de contradicción de motivos y, por consi-guiente debe ser casada , sin que sea necesario ponderar el otro
medio del recurso.

Cas. 17 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2618.

SENTENCIA INTERLOCUTORIA.— Peritaje.— Naturaleza de
lo interloentorio.— Verificación de escritura.— Sentencia interlocu-
toria susceptible del recurso de apelación.— Articulo 452 del Có-
digo de Procedimiento Civil.

El articulo 452 del Código de Procedimiento Civil al definir la
sentencia interlocutoria lo hace con estos términos: "es aquella queun t ribunal pronuncia en el discurso de un pleito; antes de esta-
blecer derecho, ordenando prueba, verificación o trámite de sus-tanciación que prejuzgue el fondo": que. en la especie, la sentenciaimpugnada en apelación ante el Tribunal a-quo, o sea la Decisión
No. 2 del 29 de Agosto de 1974, del Tribunal de Tierras de Juris-d icción Original, ordenó antes de hacer derecho respecto del fon-
do, un peritaje , a fin de que él o los peritos, examinen el acta denacimiento de J. D. P., y rindan un informe en el que se determine
si ella "es o no la obra del entonces Oficial del Estado Civil deSan Ignacio de S., señor R. J."; que la naturaleza de la sentencia
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SEGURO OBLIGATORIO DE VEHÍCULOS. — Recibo de pago
de prima.— Documento desnaturalizado.— Casación de la sentencia.

Tal como lo afirma la recurrente, lo que el juez califica im-
propiamente "recibo del pago completo de la póliza vigente No.
A-14755", no es sino una factura de fecha 2 de julio de 1975, en la
que se indica que el valor tótal de la prima convenida asciende
a la suma de RDS119.39 de la cual F. P. R., pagó inicialmente
RDS40.00. en tanto que el resto lo saldaría mediante el sistema de
pago por financiamiento; que al no darle el juez el correcto califi-
cativo al documento señalado y no ponderarlo en su verdadero
sentido y alcance, lo que, eventualmente, pudo haber conducido a
una solución distinta del caso, ha cometido el vicio de desnatura-
lización denunciado; por todo lo cual, procede casar la sentencia
impugnada, sin necesidad de examinar los demás medios del re-
curso.

Cas. 29 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 55.

SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICULOS. — Propósito.— Ce-

sión de Póliza.— Oponibilidad a la Compañia Aseguradora. — Con-

diciones.
La Ley No. 4117, inspirada en un interés social, ha tenido por

objeto garantizar de una manera positiva la reparación de los da-
ños sufridos por los terceros víctimas de accidentes causados con
vehículos de motor, fijando para el efecto el monto mlnimo de los
riesgos que deben cubrir las pólizas de seguro para cada vehículo;
que de consiguiente nada se opone a que el contrato de seguro
concluido conforme la citada ley sea transferido por el asegundo
a otra persona. siendo suficiente para que dicha cesión sea oponi-
ble a la aseguradora. que la misma le haya sido notificado a ésta
por el cesionario o el tercer lesionado, o. en todo caso, que dicho
conocimiento resulte. para la aseguradora, de la citación héchalc
en justicia, la que equivale, si tiene las indicaciones suficientes, a
la notificación de la cesión; la cual, a partir de ese momento, será
oponible a la compañía aseguradora, con todas las consecuencias
subsiguientes.

Cas. 10 Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1508.

SEGURO OBLIGATORIO DE VFAliCULOS.— Vehículo mane-
jado por una persona sin licencia. — Responsabilidad de la Compa-
ñía aseguradora. — Art. 68 de la Ley 126 de 1971 sobre Seguros
Privados.— Acción reeursoria de la Compañía aseguradora contra
el asegurado.

Cuando el articulo 68 de la Ley de Seguros Privados No. 126
del 22 de mayo de 1971. establece que: "Las exclusiones de riesgos
consignadas en la póliza eximen de responsabilidad al Asegurador
frente al asegurado y a terceras personas. excepto cuando se trata
del Seguro Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de

CM

r para los cuales dichas exclusiones no serán oponibles a ter-
ceros , salvo al asegurador a recurrir contra el asegurado en falta";
no está variando el sentido y alcance de las disposiciones de la Ley
de Tránsito y Vehículos, ni las convenciones libremente formuladas
entre Asegurador y Asegurado; el legislador, en el artículo 68 cita-
do, reglamenta la aplicación de las cláusulas del Seguro que no
pueden ser ejecutadas contra la víctima del daño ocasionado por
un vehículo de motor, lo que es ajeno al contrato; que, indudable.
mente. las relaciones asegurador v asegurado conservan toda su
vigencia y el primero tiene, contra el segundo, una acción recur-
soria; por otra parte, las disposiciones contenidas en el articulo
29 de la Ley No. 241 y los otros citados por los recurrentes, en na-
da han sido violados, puesto que, al reconocer que la persona cons-
tituida en parte civil, tiene derecho a una indemnización, en nada
vulnera las sanciones penales previstas por dicha Ley contra aque-
llos que la violen.

Cas. 30 Mayo 1979, B. J. 822 , Pág. 943.

SENTENCIA CON MOTIVOS CONTRADICTORIOS.— Casa-
ción de la misma.

El examen de la sentencia impugnada muestra que sus motivos
son contradictorios, pues, mientras, por una parte, se sitúa al agra-
viado, en el momento del accidente, como que éste ocurrió al
apearse él de un automóvil, por otra parte, se afirma en dicha sen-
tencia que en ese momento el agraviado bajaba de la acera al pa-
vimento de la calle; que en esas condiciones en el fallo impugnado
se incurrió en el vicio de contradicción de motivos y, por consi-
guiente debe ser casada , sin que sea necesario ponderar el otro
medio del recurso.

Cas. 17 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2618.

SENTENCIA I NTERLOCIUTORIA.— Peritaje.— Naturaleza delo interloeutorio.— Verificación de escritura.— Sentencia interlocu-
toria susceptible del recurso de apelación.— Artículo 452 del Có-
digo de Procedimiento Civil.

El articulo 452 del Código de Procedimiento Civil al definir la
sentencia interlocutoria lo hace con estos términos; "es aquella que
un tribunal pronuncia en el discurso de un pleito; antes de esta-
blecer derecho, ordenando prueba, verificación o trámite de sus-tanciación que prejuzgue el fondo": que, en la especie, la sentenciaimpugnada en apelación ante el Tribunal a-quo, o sea la Decisión
No. 2 del 29 de Agosto de 1974, del Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original, ordenó antes de hacer derecho respecto del fon-do, un peritaje_ a fin de que él o los peritos, examinen el acta denaci miento de J. D. P., y rindan un informe en el que se determine
si ella "es o no la obra del entonces Oficial del Estado Civil deSan Ignacio de S., señor R. J."; que la naturaleza de la sentencia
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apelada se establece por los fines perseguidos al dictarla; que, en
el presente caso es evidente que mediante la verificación ordenada
se trataba de establecer la invalidez o no del acta de nacimiento
del ahora recurrido con el propósito de determinar su condición
de hijo natural de A. G. 15.. por lo que obviamente se prejuzga el
fondo, con su consiguiente influencia directa sobre la suerte de la
litis; que, por todo lo anteriormente expuesto. ha quedado estable-
cido que se trata de tina sentencia interlocutoria, susceptible de un
recurso de apelación.

Cas. I ro. Agosto 1979. B. J. 825, Pág. 1435.

SENTENCIA.— Materia peral.— Sentencia carente de motivos.

Los Jueces están en la obligación de motivar sus decisiones:
por consiguiente. es indispensable, en materia represiva, que ellos
comprueben en hecho todas las circunstancias exigidas para carac-
terizar la infraccien, y que, en derecho, califiquen estas circuns-
tancias en relación a la ley que ha sido aplicada.

Cas. 14 Noviembre 1979, B. J. 828, Págs. 2258 y 2312.

SENTENCIA.— Motivos.— Deber de los Jueces del fondo.—
Conclusiones de las partes.— Respuesta implicita.

Los Jueces del fondo no están obligados a dar motivos especí-
ficos respecto a cada uno de los puntos o peticiones contenidas en
las conclusiones de las partes, al rechazarlas, si de la exposición
de las razones y fundamentos del fallo resultan ellas implícita-
mente contestadas.

Cas. 30 Mayo 1979, B. J. 822. Pág. 943.

SENTENCLA PENAL CARENTE DE MOTIVOS.

Casación.

Cas. 10 Septiembre. 1979, B. J. 826, Pág. 1704.

SENTENCIA PENAL CARENTE DE MOTIVOS.— Casación
de la misma.

En la especie, tal como lo alegan los recurrentes, la sentencia
impugnada, como fundamento de la misma se limitó a dar el si-
guiente motivo: Que al revocar la sentencia de fecha veintiséis
(261 de julio de mil novecientos setenta y cuatro (19741, del Juz-
gado de Paz de la Cuarta Circunscripción del Distrito Nacional, el
Tribunal lo hizo porque se comprobó en audiencia que el nombra-
do V. M., violó el articulo 49 de la Ley 241, en su letra A., y por
tal motivo se le condena a veinticinco pesos oro dominicanos (RO-
$25.00'n de multa y al pago de las costas penales, que aparte, de
que dicha motivación no es suficiente, para justificar la revoca-
ción de la decisión del Juez de primer grado, que lo fue en el sen-
tido del descargo del prevenido recurrente, por haberse estable-

,ido, que toda la falta en el accidente, era atribuible a la •.:cti-rn.a , es preciso admitir, también, que la sentencia impugnada care-
ce de una exposición de hechos que permita determinar, si la ley
ha sido o no bien aplicada, por lo que la misma se casa por falta
de base legal.

Cas. 3 Diciembre 1979, 13. J. 829, Pág. 2469.

SENTENCIA PENAL CONTRA UNA PERSONA QUE NO
FUE CITADA A JUICIO.

Casación.

Cas. 26 Septiembre 1979, B. J. 826, Pág. 1732.

SUBROGACION.— Venta condicional de muebles.— Seguro
de Vehículos.

Ver: Seguro de vehículos.— Compañía...
Cas 8 Junio 1979. 13. J. 823, Pág. 1003.

SUSTRACCION DE MENOR.— Indicios de criminalidad.—Declinatoria.

Cas. 19 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2639.

TESTAMENTO AUTENTICO.— Revocación, por causa de in-
gratitud.— Arts. 965-ordinal 2• y 1016 del Código Civil.— No es
necesario inscribirse en falsedad para revocar ese testamento.

Cas. lro. Agosto 1979 , B. J. 825, Pág. 1435.

TF.STA31ENTO.— Nulidad.— Maniobras fraudulentas y tácti-cas dolosas.

Lo que expresa en los motivos dt su sentencia, el Tribunala-quo es que el testamento contenido en el Acto No. 16-Bis, de fe-
cha 31 de Agosto de 1938, esgrimido por el recurrente —no que erainexistente como resultante de la audiencia de alguno de los ele-
mentos corstitutivos esenciales para su formación--, sino que no
existía, esto es, que no fue otorgado real y e fectivamente, por A.
C. P., pues 'su presencia en el expediente es la obra y la continua-
ción de las mismas tácticas dolosas y las maniobras fraudulentasempleadas en la confección de los seis (61 documentos de fecha 22
de Enero de 1968, cuya nulidad fue decretada. por las causas ex-presadas , por la Decisión No. 13 dictada por el Tribunal Superiorde Tierras en fecha 11 de Noviembre de 1970: que la admisión de
que la ''incorporación de ese testamento en el expediente", es laconsecuencia de las tácticas dolosas y las maniobras fraudulentasa que se ha hecho referencia, es la que lleva al Tribunal Superior
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apelada se establece por los fines perseguidos al dictarla; que, en

el presente caso es evidente que mediante la verificación ordenada
se trataba de establecer la invalidez o no del acta de nacimiento
del ahora recurrido con el propósito de determinar su condición
de hijo natural de A. G. 15., por lo que obviamente se prejuzga el
fondo, con su consiguiente influencia directa sobre la suerte de la
litis; que, por todo lo anteriormente expuesto, ha quedado estable-
cido que se trata de una sentencia interlocutoria, susceptible de un
recurso de apelación.

Cas. Iro. Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1435.

SENTENCIA.— Materia penial.— Sentencia carente de motivos.

Los Jueces están en la obligación de motivar sus decisiones;
por consiguiente, es indispensable, en materia represiva, que ellos
comprueben en hecho todas las circunstancias exigidas para carac-
terizar la infracción, y que, en derecho, califiquen estas circuns-
tancias en relación a la ley que ha sido aplicada.

Cas. 14 Noviembre 1979, B. J. 828, Págs. 2258 y 2312.

SENTENCIA.— Motivos.— Deber de los Jueces del fondo.—
Conclusiones de las partes.— Respuesta implícita.

Los Jueces del fondo no están obligados a dar motivos especi-
tiros respecto a cada uno de los puntos o peticiones contenidas en
las conclusiones de las partes, al rechazarlas, si de la exposición
de las razones y fundamentos del fallo resultan ellas implícita-
mente contestadas.

Cas. 30 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 943.

SENTENCIA PENAL CARENTE DE MOTIVOS.
Casación.
Cas. 10 Septiembre, 1979. B. J. 826, Pág. 1704.

SENTENCIA PENAL CARENTE DE MOTIVOS.— Casación
de la misma.

En la especie, tal como lo alegan los recurrentes, la sentencia
impugnada, como fundamento de la misma se limitó a dar el si-
guiente motivo: Que al revocar la sentencia de fecha veintiséis
(26) de julio de mil novecientos setenta y cuatro (1974), del Juz-
gado de Paz de la Cuarta Circunscripción del Distrito Nacional, el
Tribunal lo hizo porque se comprobó en audiencia que el nombra-
do V. IVI., violó el articulo 49 de la Ley 241, en su letra A., y por
tal motivo se le condena a veinticinco pesos oro dominicanos (RD-
325.00) de multa y al pago de las costas penales. que aparte, de
que dicha motivación no es suficiente. para justificar la revoca-
ción de la decisión del Juez de primer grado, que lo fue en el sen-
tido del descargo del prevenido recurrente, por haberse estable-.
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ciclo, que toda la falta en el accidente. era atribuible a la-
rta es preciso admitir, también, que la sentencia impugnada care-
e () ke una exposición de hechos que permita determinar, si la ley
ha sido o no bien aplicada, por lo que la misma se casa por faltade base legal.

Cas. 3 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2469.

SENTENCIA PENAL CONTRA UNA PERSONA QUE NOFUE CITADA A JUICIO.

Casación.

Cas. 26 Septiembre 1979, B. J. 826, Pág. 1732.

SUBROGACION.— Venta condicional de muebles.— Seguro
de Vehiculos.

Ver: Seguro de vehículos.— Compañia...
Cas. 8 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1003.

SUSTRACCION DE MENOR.— Indicios de criminalidad.—Declinatoria.

Cas. 19 Diciembre 1979, B. J. 829. Pág. 2639.

TEsTAMENTO AUTENTICO.— Revocación, por causa de in-
gratitud.— Arts. 955-ordinal 2° y 1016 del (Migo Civil.— No es
necesario inscribirse en falsedad para revocar ese testamento.

Cas. 'ro. Agosto 1979 , B. J. 825. Pág. 1435

TESTAMENTO.— Nulidad.— Maniobras fraudulentas y tácti-cas dolosas.
Lo que expresa en los motivos de su sentencia, el Tribunal

a-que es que el testamento contenido en el Acto No. 16-Bis, de fe-
. cha 31 de Agosto de 1938, esgrimido por el recurrente —no que era; inexistente como resultante de la audiencia de alguno de los ele-

mentos constitutivos esenciales para su formación.—, sino que no
existía, esto es, que no fue otorgado real y efectivamente, por A.C. P.. pues "su presencia en el expediente es la obra y la continua-
ción de las mismas tácticas dolosas y las maniobras fraudulentasempleadas en la confección de los seis (6) documentos de fecha 22
de Enero de 1968, cuya nulidad fue decretada. por las causas ex-presadas , por la Decisión No. 13 dictada por el Tribunal Superior
de Tierras en fecha 11 de Noviembre de 1970; que la admisión de
que la "incorporación de ese testamento en el expediente", es laconsecuencia de las tácticas dolosas y las maniobras fraudulentas
a que se ha hecho referencia, es la que lleva al Tribunal Superior
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de Tierras, a declarar su nulidad en el dispositivo de su suitcncia,
por lo cual no existe contradicción alguna entre los motivos dados
al respecto y lo decidido en consecuencia.

Cas. 1ro. Agosto 1979, B. J. 825. Pág. 1435.

TESTAMENTO AUTENTICO.— Nulidad.— Testador que w.
estaba en su juicio cuando otorgó el testamento. — Prueba de esa

situación.— Facultad de los Jueces del fondo.
o

En la especie, en la sentencia impugnada se establece, de ma-
nera clara y precisa, basándose en los testimonios prestados ante
el Juez del primer grado y en un Certificado Médico que asistia
al testador, que éste no estaba en su juicio cuando otorgó el testa-
mento impugnado; conforme al artículo 901 del Código Civil:
"Para ha.:er una donación entre vivos o un testamento, es preciso
estar en perfecto estado de razón"; que los Jueces del fondo son
soberanos para apreciar si el testamento es la obra de una inteli-
gencia sana y de una voluntad libre, y tienen, además, la mayor
amplitud en lo que concierne a los medios de instrucción destina-
dos a esclarecerlos; que, por tanto, sus decisiones, basadas en sus
apreciaciones no están sujetas a la censura de la casación; que la
Corte a-qua apreció soberanamente que en el momento en que
I. F.. otorgó el mencionado testamento no se encontraba en per-
fecto estado de razón; que por otra parte lo que la recurrente lla-
ma desnaturalización no es sino la crítica que le merecieron las
apreciaciones que los Jueces hicieron de las declaraciones testi-
moniales, que además, la Suprema Corte de Justicia estima correc-
tos los razonamientos de la sentencia impugnada expuestos pre-
cedentemente.

Cas. 2 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2091.

TESTAMENTO OLOGRAF0.— Testador que no deja herede-
ros reservatarios.— Interpretación del legado.— Competencia del
tribunal civil ordinario.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Corte a-qua, al calificar el caso, expresó: "que de toda la docu-
mentación aportada al expediente revela que se trata, en la espe-
cie, de la interpretación que debe darse y los textos 'galos a apli-
car a una cláusula contenida en. testamento ológrafo de fecha 13 de
junio de 1972, suscrito por el Dr. R. M. V.. fallecido el día 3 de
septiembre de 1973, sin dejar herederos reservatorlos toda vez que
sólo le sobreviven primos hermanos"; que por lo transcrito se es-
tablece que la Corte a-qua al analizar el caso no se apartó de los
hechos de la causa puesto que en la especie toda la litis se refiere
a la interpretación del legado hecho en favor de los recurridos.
por lo que los Jueces al fallar de ese modo no han incurrido en
los vicios señalados.

Cas. 17 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1983.
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ERRAS BALDIAS.— Recuperación para la Reforma Agra-
Ley 361 de 1972.

Cas. 21 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2317.
Ver: Agraria.— Instituto.-- Comisión...

TRABAJOS REALIZADOS Y NO PAGADOS.— Arts. a y 6 dela Ley 3143 de 1951.— Querella.— Puesta en mora.— Acta de no
conciliaeión.— Puesta en movimiento de la acción pública.— Plazo

i7ele; te.nanlasentencia impugnada y en los documentos a que ella
se refiere consta, que en fecha 10 de diciembre de 1975, fueron ci-
tados y comparecieron por ante el M. P. F., del Distrito Judicial
de San. Cristóbal, M. C. M., en representación de la I. T., S. A.,
y E. de los S. en relación a la reclamación de una deuda alegada-
mente contraída por la primera en favor del segundo, por concepto
de trabajos de albañilería, realizados y no pagados; que oidas las
declaraciones de las partes no se llegó a ningún acuerdo y se le-
vantó la correspondiente acta de no conciliación en razón de que
el patrono declaró que no se adeudaba nada al obrero, que en ta-
les circunstancias, la concesión del plazo era irrelevante, ya que
él mismo está establecido en beneficio de las personas que se consi-
deran en falta, que en la especie, era aconsejable el ejercicio de
la acción pública a cargo de M. C. M., que la Corte a-qua, al deci-
dir como lo hizo, en sentido contrario, declarando inadmisible el
recurso de apelación por violación a las reglas del apoderamiento,
sobre el fundamento de que no se. concedió el plazo establecido
por el Art. 6 de la Ley 3143, tal como lo alega el recurrente, hizo
una falsa interpretación de los artículos de la mencionada ley,
razón por la cual procede la casación de la sentencia impugnada.

Cas. 22 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1120.

TRABAJO REALIZADO Y NO PAGADO.— Preliminar de con-
ciliación no agotado.— Ley 3143 de 1951.— Sentencia que dispuso
la realización del procedimiento:— Apelación del prevenido.— Sen-tencia de ala Corte que declaró inadmisible la acción pública.— Ca-
sación de esta última sentencia.

La Corte a-qua, tal como lo alega la recurrente hizo una erró-nea interpretación de la Ley 3143 de 1951, al revocar la decisión
del Juez de primer grado, que habla dispuesto correctamente que
el expediente volviera a manos del Magistrado Procurador Fiscal,
a fin de que se regularizara el prelimianr de conciliación, ordena-do Por dicha ley; que otra hubiese sido la suerte de dicho asunto.si se hubiera acogido la querella, sin llenar previamente dicho re-
quisito exigido por la ley, pero nada se oponía a que el Juez apo-d
erado de la querella antes de fallar el fondo, como lo hizo elJuez de primer grado diera oportunidad al Ministerio Público, pa-ra que se regularizara el procedimiento; que en consecuencia. la
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de Tierras, a declarar su nulidad en el dispositivo de su sentencia,
por lo cual no existe contradicción alguna entre los motivos dados
al respecto y lo decidido en consecuencia.

Cas. 1ro. Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1435.

TESTAMENTO AUTENTICO.— Nulidad.— Testador que
estaba en su juicio cuando otorgó el testamento. — Prueba de esa
situación.— Facultad de los jueces del fondo.

En la especie, en la sentencia impugnada se establece. de ma-
nera clara y precisa, basándose en los testimonios prestados ante
el Juez del primer grado y en un Certificado Médico que asistía
al testador. que éste no estaba en su juicio cuando otorgó el testa-
mento impugnado; conforme al articulo 901 del Código Civil:
"Para ha:er una donación entre vivos o un testamento, es preciso
estar en perfecto estado de razón"; que los Jueces del fondo son
soberanos para apreciar si el testamento es la obra de una inteli-
gencia sana y de una voluntad libre, y tienen, además, la mayor
amplitud en lo que concierne a los medios de instrucción destina-
dos a esclarecerlos; que, por tanto, sus decisiones, basadas en sus
apreciaciones no están sujetas a la censura de la casación; que la
Corte a-qua apreció soberanamente que en el momento en que
I. F., otorgó el mencionado testamento no se encontraba en per-
fecto estado de razón; que por otra parte lo que la recurrente lla-
ma desnaturalización no es sino la crítica que le merecieron las
apreciaciones que los Jueces hicieron de las declaraciones testi-
moniales, que además, la Suprema Corte de Justicia estima correc-
tos los razonamientos de la sentencia impugnada expuestos pre-
cedentemente.

Cas. 2 Noviembre 1979. B. J. 828, Pág. 2091.

TESTAMENTO OLOGRAF0.— Testador que no deja herede-
ros reservatarios.— Interpretación del legado.— Competencia del
tribunal civil ordinario.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto cine
la Corte a-qua, al calificar el caso, expresó: "que de toda la docu-
mentación aportada al expediente revela que se trata, en la espe-
cie, de la interpretación que debe darse y los textos lgales a apli-
car a una cláusula contenida en, testamento ológrafo de fecha 13 de
junio de 1972, suscrito por el Dr. R. M. V_ fallecido el día 3 de
septiembre de 1973, sin dejar herederos res-ervatorios toda vez que
sólo le sobreviven primos hermanos"; que por lo transcrito se es-
tablece que la Corte a-qua al analizar el caso no se apartó de los
hechos de la causa puesto que en la especie toda la litis se refiere
a la interpretación del legado hecho en favor de los recurridos,
por lo que los Jueces al fallar de ese modo no han incurrido en
los vicios señalados.

Cas. 17 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1983.
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TIERRAS BALDIAS.— Recuperación para la Reforma Agra-
- Ley 361 de 1972.

Cas. 21 Noviembre 1979, B. J. 828, Pág. 2317.
Ver: Agraria.— Instituto.— Comisión...

TRABAJOs REALIZADOS Y NO PAGADOS.— Arts. 5 y 6 de
la Ley 3113 de 1951,— Querella.— Punta en mora.— Acta de noco„ediaeión.— Puesta en movimiento de la acción pública.— Plazo
irrelevante.

En la sentencia impugnada y en los documentos a que ella
se refiere consta, que en fecha 10 de diciembre de 1975, fueron ci-
tados y comparecieron por ante el M. P. F., del Distrito Judicial
de San, Cristóbal, M. C. M., en representación de la I. T., S. A.,
y E. de los S. en relación a la reclamación de una deuda alegada-
mente contraída por la primera en favor del segundo, por concepto
de trabajos de albañilería, realizados y no pagados; que oídas las
declaraciones de las partes no se llegó a ningún acuerdo y se le-
vantó la correspondiente acta de no conciliación en razón de que
el patrono declaró que no se adeudaba nada al obrero, que en ta-
les circunstancias, la concesión del plazo era irrelevante, ya que
él mismo está establecido en beneficio de las personas que se consi-
deran en falta, que en la especie, era aconsejable el ejercicio de
la acción pública a cargo de M. C. M., que la Corte a-qua, al deci-
dir como lo hizo, en sentido contrario, declarando inadmisible el
recurso de apelación por violación a las reglas del apoderamiento,
sobre el fundamento de que no se concedió el plazo establecido
por el Art. 6 de la Ley 3143, tal como lo alega el recurrente, hizo
una falsa interpretación de los artículos de la mencionada ley.
razón por la cual procede la casación de la sentencia impugnada.

Cas. 22 Junio 1979, B. J. 893, Pág. 1120.

TRABAJO REALIZADO Y NO PAGADO.— Preliminar de con-
ciliación no agotado.— Ley 3113 de 1951.— Sentencia que dispuso
la realización del p rocedimiento:— Apelación del prevenido.— Sen-tencia della Corte que declaró i nadmisible la acción pública.— Ca-
sación de esta última sentencia.

La Corte a-qua, tal corno lo alega la recurrente hizo uña erró-nea interpretación de la Ley 3143 de 1951, al revocar la decisión
del Juez de primer grado, que habla dispuesto correctamente queel expediente volviera a manos del Magistrado Procurador Fiscal,
a fin de que se regularizara el prelimianr de conciliación, ordena-
do por dicha ley: que otra hubiese sido la suerte de dicho asunto,si se hubiera acogido la querella, sin llenar previamente dicho re-
quisito exigido por la ley, pero nada se oponía a que el Juez apo-d
erado de la querella antes de fallar el fondo, como lo hizo elJuez de primer grado diera oportunidad al Ministerio Púb lico, pa-ra que se regularizara el procedimiento; que en consecuencia, la
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Corte a-qua, al negar el sobreseimiento dispuesto y revocar la SCU.

tencia apelada, atentó corno se alega, al principio que establece
el doble grado de jurisdicción e hizo una errónea aplicación de
la Ley 3143 de 1951, por lo que la sentencia impugnada debe ser
casada sin que haya la necesidad de ponderar los demás medios.,
de casación que propone la recurrente.

Cas 3 Diciembre 1979. B. J. 829, Pág. 2464.

TRANSACCION.— Alegato de violencia como vicio del con-
sentimiento.— Ejecución de un desalojo ordenado por sentencia.—
improcedencia de ese alegato.

El ejercicio de las vías de derecho normales jamás puede cons-
tituir la violencia moral que vicie una transacción; que en la es-
pecie no puede alegarse, con éxito, que el procedimiento de desalo-
jo incoado por N. N. V. M.. contra F. de L., C. por A., en virtud
de una sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Quinta Cir-
cunsctipción el 12 de junio de 1975, que la autorizó a efectuar ese
desalojo, constituyó un hecho de violencia ejercido para coaccionar
a dicha Compañía con el fin de que firmara el acto celebrado el .
19 de agosto del 1975, ya que se trata de una via legal de ejecu-
ción ni tampoco constituía el abuso del ejercicio de un derecho,
tal como lo apreciaron soberanamente los jueces del fondo; que
lo que la recurrente alega como desnaturalización de los hechos
no es sino la crítica que de la apreciación soberana de los hechos
hicieron los jueces del fondo.

Cas. 23 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 903.

TRANSACCION.— Concesiones implícitas.— Terminación de
un litigio.

En la especie, la Suprema Corte de Justicia estima correctos
los razonamientos mediante los cuales el Tribunal a-quo llegó a
la conclusión de que el contrato celebrado entre O. N. V. M., y
F. de L., C. por A., el 19 de agosto de 1975 tiene el carácter de una
transacción, ya que no es necesario que las concesiones reciprocas
de las partes consten expresamente en el acto de transacción, sino
que basta que por sus cláusulas se compruebe que se trata de evi-

tar un litigio, o de termianr uno ya empezado, como ocurrió en la
especie.

Cas. 23 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 903.

Ver: Tribunal de Tierras. Transacción.— Concesiones im-
plícitas...

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Envio necesario.

En la especie, no procede acoger el pedimento de las recurren-
tes tendientes a que la casación sea ordenada sin envío, ya que es
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pee e so que se dicte un fallo sobre el fondo basado en el criterio
sustentado por la Suprema Corte de Justicia en la sentencia del

Cas. 19 Mayo 1979, B. J. 822, Págs. 827 y 835.

.4 de febrero del 1974.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Personas que pueden
recurrir en casación.— Abogado que no 'pudo demostrar que tenía
poder Par/ representar a ciertos sucesores.— Art. 133 de la Ley
de Registro de Tierras.

Conforme al artículo 133 de la Ley de Registro de Tierras:
',podrán recurrir en casación, en materia civil, las partes interesa-
das que hubieren figurado verbalmente o por escrito en el proce-
dimien to seguido por ante el Tribunal que dictó la sentencia im-
pugnada"; que en la especie los Sucesores de M. P., no figuraron
en el procedimiento realizado por el Tribunal Superior de Tierras
que culminó con la sentencia ahora impugnada, ya que no concu-
rrieron a él ni personalmente, ni legítimamente representados,
puesto que el Dr. N. T. J. , quien asumió la representación de di-
chos sucesores, no pudo demostrar, cuando le fue requerido por el
Tribunal a-quo, que tenia un poder para ello; que en tales condi-
ciones el recurso de casación interpuesto por los referidos suceso-
res es inadmisible;

Cas. 19 Marzo 1979, B. J. 821), Pág. 466.

TRIBUNAL DE TIERRAS,— Casación.— Recurrente que fa-
llece antes de que el asunto estuviera en estado.— Notificación de
la muerte al recurrido.— No hay lesión al derecho de defensa delrecurrido.

Según consta en el expediente, los actuales recurrentes notifi-
caron al recurrido la constancia de la deunción de P. T. T., por
acto de Alguacil del 30 de septiembre de 1976; que, el S de marzo
de 2977, el recurrido notificó al Dr. N. T. J., su memorial de de-
fensa; que, de este modo, el recurrido reconoció a dicho doctor
la calidad de abogado de los Sucesores T. J., y el procedimiento
Pudo continuar sin que el recurrido sufriera ninguna lesión en su
derecho de defensa.

Cas. 19 Marzo 1979, B. J. 820, Pá g. 466.
TRIBUNAL DE TIERRAS.— Construcción que invade la pro-piedad colindante.— Orden de distracción o eliminación de esaconstrucción a expensas del dueño de la misma.— Sentencia conbase legal.

El examen de la sentencia impugnada revela, que el TribunalSuperior de Tierras dio por establecido, lo siguiente: que las cons-tru
cciones hechas en el solar No. 17. invaden el solar No. 15 en

un área de 4.02 por 6.84 M2; que cuando se hicieron las construc-
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Corte a-qua, al negar el sobreseimiento dispuesto y revocar la sea.
tencia apelada. atentó como se alega, al principio que establece
el doble grado de jurisdicción e hizo una errónea aplicación de
la Ley 3143 de 1951, por lo que la sentencia impugnada debe ser
casada sin que haya la necesidad de ponderar los demás medios
de casación que propone la •recurrente.

Cas. 3 Diciembre 1979. B. J. 829, Pág. 2464.

TItANSACCION.— Alegato de violencia corno vicio del con.
sentimiento.— Ejecución de un desalojo ordenado por sentencia.—
improcedencia de ese alegato.

El ejercicio de las vías de derecho normales jamás puede cons-
tituir la violencia moral que vicie una transacción; que en la es.
pecie no puede alegarse, con éxito, que el procedimiento de desalo-
jo incoado por N. N. V. M.. contra F. de L.. C. por A., en virtud
de una sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Quinta Cir-
cunscripción el 12 de junio de 1975, que la autorizó a efectuar ese
desalojo, constituyó un hecho de violencia ejercido para coaccionar
a dicha Compañía con el fin de que firmara el acto celebrado el
19 de agosto del 1975, ya que se trata de una vía legal do ejecu-
ción ni tampoco constituía el abuso del ejercicio de un derecho
tal como lo apreciaron soberanamente los jueces del fondo; que'
lo que la recurrente alega como desnaturalización de los hechos
no es sino la crítica que de la apreciación soberana de los hechos
hicieron los jueces del fondo.

Cas. 23 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 903.

TRANSACCION.— Concesiones implícitas.— Terminación de
un litigio.

En la especie, la Suprema Corte de Justicia estima correctos
los razonamientos mediante los cuales el Tribunal a-quo llegó a
la conclusión de que el contrato celebrado entre O. N. V. M., y
F. de L., C. por A., el 19 de agosto de 1975 tiene el carácter de una
transacción, ya que no es necesario que las concesiones recíprocas
de las partes consten expresamente en el acto de transacción, sino
que basta que por sus cláusulas se compruebe que se trata de evi-

tar un litigio, o de termianr uno ya empezado. como ocurrió en la
especie.

Cas. 23 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 903.

Ver: Tribunal de Tierras.	 Transacción.— Concesiones im-
plícitas...

TRIBUNAL DE TIERRAS. — Casación.— Envío necesario.

En la especie, no procede acoger el pedimento de las recurren-
tes tendientes a que la casación sea ordenada sin envio, ya que es
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preciso que se dicte un fallo sobre el fondo basado en el criterio
rentado por la Suprema Corte de Justicia en la sentencia del

4 de febrero del 1974.

Cas. 14 Mayo 1979, B. J. 822, Págs. ny y 835.
TRIBUNAL. DE TIERRAS.— Casación.— Personas que pueden

recurrir en casación.— Abogado que no pudo demostrar que teniapoder para representar a ciertos sucesores.— Art. 133 de la Ley
de Registro de Tierras.

Conforme al artículo 133 de la Ley de Registro de Tierras:
°podrán recurrir en casación, en materia civil, las partes interesa.
das que hubieren figurado verbalmente o por escrito en el proce-
dimiento seguido por ante el Tribunal que dictó la sentencia im-
pugnada"; que en la especie los Sucesores de M. P., no figuraron
en el procedimiento realizado por el Tribunal Superior de Tierras
que culminó con la sentencia ahora impugnada, ya que no concu-
rrieron a él ni personalmente, ni legítimamente representados.
puesto que el Dr. N. T. J., quien asumió la representación de di-
chos sucesores, no pudo demostrar, cuando le fue requerido por el
Tribunal a-quo, que tenía un poder para ello; que en tales condi-
ciones el recurso de casación interpuesto por los referidos suceso.
res es inadmisible;

Cas. 19 Marzo 1979, B. J. 820. Pág. 966.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Recurrente que fa-llece antes de que el asunto estuviera en estado.— Notificación de
la muerte al recurrido.— No hay lesión al derecho de defensa del
recurrido.

Segni] consta en el expediente, los actuales recurrentes notifi-
caron al recurrido la constancia de la defunción de P. T. T., por
acto de Alguacil del 30 de septiembre de 1976; que, el 8 de marzo
de 1977, el recurrido notificó al Dr. N. T. J., su memorial de de-
fensa; que , de este modo, el recurrido reconoció a dicho doctor
la calidad "de abogado de los Sucesores T. J., y el procedimiento
Pudo continuar sin que el recurrido sufriera ninguna lesión en su
derecho de defensa.

Cas. 19 Marzo 1979, B. J. 820. Pág. 466.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Construcción que invade la pro-
piedad colindante.— Orden de distracción o eliminación de esaconstrucción a expensas del dueño de la misma.— Sentencia conbase legal.

El examen de la sentencia impugnada revela, que el TribunalSuperior de Tierras dio por establecido, lo siguiente: que las cons-trucciones hechas en el solar No. 17, invaden el solar No. 15 enun área de 4.02 por 6.84 M2; que cuando se hicieron las construe-
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clones en los solares 15, 16 y 17, de la Manzana No. 2461 del Dis-
trito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, ya estos solares hablan
sido medidos, y fueron aprobados la mensura por la Dirección Ge-
neral de Mensuras Catastrales el 25 de marzo de 1972, y cuando
los actuales recurrentes, el 14 ¿le mano de 1974, adquirieron el so.
lar, no se había comenzado la construcción de sus mejoras; que en 1

la audiencia del 30 de julio de 1975. la propia L. M. de E., ahora
recurrente, declaró que cuando fue a la Lotería Nacional, allí le
enseñaron el plano de su casa y que ella le expresó al Ing.: "tengo
7 hijos, usted puede hacerme los aposentos más grandes"; que él
le contestó que ella tenía que hablar con C. ,dueño del solar 16,'
para que le permitiera extender sus construcciones dentro de su
solar; que los únicos responsables de la desaparición de los hito
en los solares 15 y 16 ya mencionados son L. M. de E., y su espose.
R. L. E.: que está comprobado por medio de replanteo e inspec-
ciones en el terreno, que el solar No. 17 adquirido por los recu-
rrentes por compra al Estado con una extensión superficial de:
473-32 Mts.2 y con linderos consignados en el acto de venta, son
exactamente los mismos que figuran en el plano para audiencia:,
confeccionados por los agrimensores M. A. D.. y 111. A. G. 13., el
24 de febrero de 1974: que por estas comprobaciones hechas por el
Tribunal Superior de Tierras, y las inspecciones de los lugares,
dicho Tribunal, sin incurrir en los vicios y violaciones propuestos
por los recurrentes, pudo como lo hizo llegar a la convicción de
que. los indicados recurrentes invadieron con sus construcciones
dentro de los solares 15 v 16; por lo que, la sentencia impugnada
al confirmar la de jurisdicción original, ha dado motivos suficien-
tes y congruentes y ha expuesto ampliamente los hechos de la
causa, sin que violara los textos legales invocados por los recu-
rrentes.

Cas. 20 Junio 1979, 13. J. 823. Pág. 1092.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Determinación de herederos.—
Partición.— Competencia.— Arts. 7, 193 y 214 de la Ley de Re-
gistro de Tierras.

En la especie, el Tribunal a-quo hizo una correcta aplicación
del texto señalado, ya que, el articulo 7 de la Ley de Registro de
Tierras confiere competencia al Tribunal de Tierras en forma ex-
clusiva para conocer de todas las demandas que afecten la pro-
piedad de los inmuebles registrados o los derechos reales que
afecten esa propiedad, y el artículo 193 de la citada ley, confiere
competencia excepcional al Tribunal de Tierras en forma exclusi-
va para conocer de todas las demandas que afecten la propiedad
de los inmuebles registrados o los derechos reales que afecten esa
propiedad. y el articulo 193 de la citada ley, confiere competencia
excepcional al Tribunal de Tierras para determinar los herederos
copartícipes o le gatarios del dueño de un derecho registrado, y el
articulo 214 de la misma Ley, para conocer del procedimiento re-
lativo a una partición; que, al resolver el caso debatido aplicando

CXV1.11

rcgias de su propio procedimiento, el Tribunal a-quo ha hecho
.1 uso correcto de los textos indicados.

Cas. 6 Abril 1979, B. J. 821. Pág. 577.

/ TRIBUNAL DE TIERRAS.— Esposa instituida como legataria
universal de los bienes de su marido.— impugnación del legado
por personas que alegara ser hijos legítimos del esposo.— Ausencia
de prueba de esa calidad.

En la especie, el examen del expediente demuestra, contraria-
mente a lo decidido por el Tribunal a-quo, que la señora N. R.,
no estuvo casada con el señor E. J.; que es ese el motivo por el
cual en las actas de nacimientos de algunos de los hijos del finado
E. 3., aportadas al expediente figuran declarados por terceras per-
sonas; que así, el apelante P. de J. J., aparece declarado por el
señor F. A. quien declara su nacimiento como ocurrido el 2 deoctubre de *1909; que i gualmente el nacimiento de R. A. J., fue
declarado por 12. A. R., quien señaló que el mismo ocurrió en fe-
cha 16 de junio de 1911; que asimismo en el expediente se en-
cuentra depositada una certificación expedida en fecha 2 de sep-
tiembre de 1920, por el señor L. A. B., Alcalde C. de La Vega, en

,funciones de Oficial Civil, en la cual consta la declaración hecha
por el señor P. R., del nacimiento de A. J., como hija natural de
N. R., indicando que la misma nació el 7 de mayo de 1920; que
en consecuencia, la falta de calidad de hi jos legítimos de E. J., de
los señores R. A. P. de J., y A. J., no se deriva exclusivamente de
que sus nacimientos hayan sido declarados por terceras personas,
sino porque la única prueba que hubiera podido complementar el
señalamiento que hacen los declarantes de que esas tres personas
son hijos legítimos de E. J., y N. R., es la ' aportación del expedien-
te del acta de matrimonio de los indicados padres; que el argu-mento hecho por lbs apelantes de que les es imposible depositar la
citada acta de matrimonio, carece de fundamento, pues si los ar-
chivos de la Oficina Civil en que el matrimonio de E. y N. II., se
celebró, fueron destruidos, sus herederos han podido, de acuerdo
con el articulo 12 de la Ley sobre Actas del Estado Civil, recons-
truir dicha acta en la :orna y bajo el procedimiento que el texto
citado indica; que este Tribunal Superior ha llegado a )a convic-
ción de que la no aportación al expediente del acta de matrimo-
nio de E. J.. y N. R. es debido a que el mismo no ocurrió jamás;
que una prueba muy significativa sobre esta afirmación, se deriva

: del acta de nacimietno de A. J., en la cual se expresa nue ella eshija natural de N. R.; que posteriormente, en fecha 25 de diciem-
bre de 1946. el propio E. J. V., reconoció como su hija a A. J., deconformidad con la Ley 985, de.fecha 31) de agosto de 1945: que' ese reconocimiento evidencia que E. J. V., nunca estuvo casada
con N. R.; que la única verdadera y legitima esposa de dicho fi;
nado lo ha sido la señora A. D. F. Vda. J.; que lo -que se vieneafirmando fue corroborado por uno de los a pelantes el señor RA. J., quien declaró que en la audiencia de J. 0. de fecha 17 de
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dones en los solares 15, 16 y 17, de la Manzana No. 2461 del Dis-
trito Catastral No. I del Distrito Nacional, ya estos solares hablan 1

sido medidos, y fueron aprobados la mensura por la Dirección Ge-
neral de Mensuras Catastrales, el 25 de marzo de 1972, y cuando
los actuales recurrentes, el 14 de marzo de 1974, adquirieron el so-
lar, no se habla comenzado la construcción de sus mejoras; que en
la audiencia del 30 de julio de 1975, la propia L. M. de E., ahora
recurrente, declaró que cuando fue a la Loteria Nacional, allí le
enseñaron el plano de su casa y que ella le expresó al Ing.: "tengo
7 hijos, usted puede hacerme los aposentos más grandes"; que él
le contestó que ella tenía que hablar con C. ,dueño del solar 16,
para que le permitiera extender sus construcciones dentro de su
solar; que los únicos responsables de la desaparición de los hito
en los solares 15 y 16 ya mencionados son L. M. de E., y su espose
R. L. E.; que está comprobado por medio de replanteo e inspec-
ciones en el terreno, que el solar No. 17 adquirido por los recu-
rrentes por compra al Estado con una extensión superficial de:.
473-32 Idts.2 y con linderos consignados en el acto de venta, son
exactamente los mismos que figuran en el plano para audiencia 1
confeccionados por los agrimensores M. A. D., y hl. A. G. B., el
24 de febrero de 1974; que por estas comprobaciones hechas por el'
Tribunal Superior de Tierras, y las inspecciones de los lugares,
dicho Tribunal, sin incurrir en los vicios y violaciones propuestos
por los recurrentes, pudo como lo hizo llegar a la convicción de
que, los indicados recurrentes invadieron con sus construcciones
dentro de los solares 15 y 16; por lo que, la sentencia impugnada
al confirmar la de jurisdicción original, ha dado motivos suficien-
tes y congruentes y ha expuesto ampliamente los hechos de la
causa, sin que violara los textos legales invocados por los recu-
rrentes.

Cas. 20 Junio 1979. B. J. 823. Pág. 1092.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Determinación de herederos.—
Partición.— Competencia.— Arts. 7, 193 y 214 de la Ley de Re-
gistro de Tierras.

En la especie, el Tribunal a-quo hizo una correcta aplicación
del texto señalado, ya que, el articulo 7 de la Ley de Registro de
Tierras confiere competencia al Tribunal de Tierras en forma ex-
clusiva para conocer de todas las demandas que afecten la pro-
piedad de los inmuebles registrados o los derechos reales que
afecten esa propiedad, y el artículo 193 de la citada ley, confiere
competencia excepcional al Tribunal de Tierras en forma exclusi-
va para conocer de todas las demandas que afecten la propiedad
de los inmuebles registrados o los derechos reales que afecten esa
propiedad. y el articulo 193 de la citada ley, confiere competencia
excepcional al Tribunal de Tierras para determinar los herederos
copartícipes o le gatarios del dueño de un derecho registrado, y el

artículo 214 de la misma Ley, para conocer del procedimiento re-
lativo a una partición; que, al resolver el caso debatido aplicando
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por el señor P. R., del nacimiento de A. J., como hija natural de
N. R., indicando que la misma nació el 7 de mayo de 1920; que
en consecuencia, la falta de calidad de hi jos legítimos de E. J., de
los señores R. A. P. de J., y A. J., no se deriva exclusivamente de
que sus nacimientos hayan sido declarados por terceras personas,
sino porque la única prueba que hubiera podido complementar el
señalamiento que hacen los declarantes de que esas tres personas
son hijos legítimos de E. J., y N. R. , es la ' aportación del expedien-
te del acta de matrimonio de los indicados padres; que el argu-
mento hecho por lbs apelantes de que les es imposible depositar la
citada acta de matrimonio, carece de fundamento, pues si los ar-
chivos de la Oficina Civil en que el matrimonio de E. y N. II., se
celebró, fueron destruidos, sus herederos han podido, de acuerdo
con el articulo 12 de la Ley sobre Actas del Estado Civil, recons-
truir dicha acta en la :orina y bajo el procedimiento que el texto
citado indica; que este Tribunal Superior ha llegado a .ja convic-
ción de que la no aportación al expediente del acta de matrimo-
nio de E. J.. y N. R. es debido a que el mismo no ocurrió jamás;
que una prueba muy significativa sobre esta afirmación, se deriva
del acta de nacimietno de A. J., en la cual se expresa que ella es
hija natural de N. R.; que posteriormente, en fecha 25 de diciem-
bre de 1946. el propio E. J. V., reconoció como su hija a A. J., deconformidad con la Ley 985, de.fecha 30 de a gosto de 1945: que' ese reconocimiento evidencia que E. J. V., nunca estuvo casado
con N. R.; que la única verdadera y legitima esposa de dicho fi=
nado lo ha sido la señora A. D. F. Vda. J.: que lcrOue se vieneafirmando fue corroborado por uno de los aPelantes, el señor R
A. J., quien declaró que en la audiencia de J. O. de fecha 17 de
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las reglas de su propio procedimiento, el Tribunal a-quo ha hecho
un uso correcto de los textos indicados.

Cas. 6 Abril 1979, B. J. 821. Pág. 577.

TRIBUNAL. DE TIERRAS.— Esposa instituida como legataria
universal de los bienes de su marido.— Impugnación del legado
por personas que alegan ser hijos legítimos del aguoso.— Ausenciade prueba de esa calidad.

En la especie, el examen del expediente demuestra, contraria-
,mente a lo decidido por el Tribunal a-quo, que la señora N. R.,

, no estuvo casada con el señor E. J.; que es ese el motivo por el
cual en las actas de nacimientos de algunos de los hijos del finado
E. j., aportadas al expediente figuran declarados por terceras per-

' lonas: que así, el apelante P. de J. J., aparece declarado por el
señor F. A. quien declara su nacimiento como ocurrido el 2 de
octubre de 1909; que i gualmente el nacimiento de R. A. J., fue
declarado por R. A. R., quien señaló que el mismo ocurrió en fe-
cha 16 de junio de 1911; que asimismo en el expediente se en-
cuentra depositada una certificación expedida en fecha 2 de sep-
tiembre de 1920, por el señor L. A. B., Alcalde C. de La Vega, en
funciones de Oficial Civil , en la cual consta la declaración helia



abril de 1979, que su madre N. R., no era casada con su padre E.
J., quien se casó con A. D. F.; que igualmente en la audiencia de
J. O., celebrada el 5 de junio de 1974, el testigo P. C., declaró que
E. J.. no fue casado con N. R.; que todo lo expuesto anteriormente
se infiere que todos los hijos que pudo procrear E. J., con N. R.,
son hijos naturales. habiendo, sido reconocida solamente la nom-
brada A. J., quien murió sin dejar descendencia; que, en conse-
cuencia, los señores R. A. J., y compartes no pueden ser conside-
rados herederos de E. J., y mucho menos herederos reservatarios;
que, por tanto. dicho finado pudo, en vida, como lo hizo, disponer
de la totalidad de sus bienes en favor de su legitima esposa A. D.
F., advirtiéndose que en el acto notarial de fecha 20 de enero de
1939, instrumentado por el Notario Público de los del Número
del Municipio de La Vega. Dr. P. A. G., que instituyó a A. D. F.,
como legataria universal de los bienes de E. J., éste declara "que
no tiene ascendientes vivos ni herederos reservatarios, y por con-
siguiente puedo disponer de la totalidad de sus bienes"; que en
tal virtud la única persona con capacidad legal para recibir los
bienes relictos por el finado E. J., lo es su heredera universal.
A. D. F. Vda. J.; que en el expediente hay constancia de que la
señora A. D. F. Viuda J., vendió al señor J. M. R., la cantidad de
41 tareas, 87 varas, en la siguiente forma: 32 tareas, mediante el
Acto No. 5 de fenilo 29 de enero de 1967, instrumentado por el
Notario Público Dr. F. C. M.; y 9.87 tareas, mediante Acto bajo
firma privada de fecha 19 de marzo de 1974, con las firmas debi-
damente legalizadas por el Notario Público citado; que asimismo.
por virtud del Acto No. 12. de fecha 6 de octubre de 1969, instru-
mentado por el Notario Público Dr. R. A. A. R., la señora D. F.
Vda. J., vendió la cantidad de 10 tareas de terreno en favor de la
señora A. •.: que habiendo fallecido el señor E. J., en fecha 23
de diciembre de 1964, es evidente que al ocurrir las ventas otorga-
das por la señora F. Vda. J., en favor de los señores .1. M. 111., y
A. M., ya se hablan fijado en cabeza de la vendedora los derechos
legados por E. J., pudiendo ella disponer de los mismos en la for-
ma en que lo hizo; que, además, las referidas ventas resultan re-
gulares y válidas, por estas dos circunstancias: Primero, porque
como fue expresado, ella ha resultado ser la única propietaria de
las Parcelas Nos. 3722 y 3723, del Distrito Catastral No. 32 del Mu-
nicipio de La Vega; y segundo, porque la vendedora ratificó en
audiencia verbalmente las ventas otorgadas a M. R., y a la señora
M. , y tratándose de un saneamiento, es posible admitir, de acuer-
do con el artículo 82 de la Ley de Registro de Tierras, ventas ver-
bales entre campesinos. calidad que ostentan las tres personas in-
volucradas en los traspasos": que de lo transcrito anteriormente
resulta que contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la sen-
tencia impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes y una
exposición de hechos que ha permitido determinar, que en la sen-
tencia impugnada se ha hecho una correcta aplicación de la ley.

Cas. 24 Enero 1979, 13 J. 818. Pág. 39.

IRIBUNAL DE TIERRAS.— Filiación Natural materna.—
prueba-- Acta de nacimiento.— Testimonios.— Articulo 2 de la
Ley 985 de 194,5.— Acta de notoriedad.— Determinación de here-
deros.

Cas. 1ro. Agosto 1979, 13. J. 825, Pág. 1435.
Ver: Testamento.— Nulidad.— Maniobras...

TRIBUNAL-DE TIERRAS.— Mejoras no reclamadas en el
saneamiento.

En la especie, si estos reclamantes hubieran señalado oportu-
namente al Tribunal que ellos tenían mejoras dentro de esa Par-
cela, dicho Tribunal, después de comprobar la existencia de las
mismas en el terreno, hubiera podido declararlas de buena o mala
fe, según el caso, conforme al artículo 555 del Código Civil, y de
acuerdo con lo que dispone el articulo 127 de la Ley de Registro
de Tierras; pero que habiendo sido registrada la Parcela sólo hu-
biera sido posible ordenar el registro de esas mejoras si los bene-
ficiarios del Certificado de Titulo hubieran dado su consentimiento
para ello conforme lo disponen los artículos 127 y 202 de la Ley
de Registro de Tierras; que, además, se expresa en la sentencia
impugnada, que se comprobó que los sucesores de D. B. recono-
cieron haberle vendido una porción de terreno a L. C. G., cau-
sante de los ahora recurrentes, pero que esa veta se retarla a la
Porción 75-Bis del mismo Distrito Catastral, colindante con la Par-
cela No. 75, registrada en favor de los Sucesores de B. B.

Cas. 22 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 2007,

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Promesa de venta.— Alegato de
novación de la promesa de venta.— Sentencia carente de base legal.

En la sentencia impugnada se expresa al respecto lo siguiente:
que para que se opere la novación de un contrato es necesario que
conste de manera expresa en un escrito por lo que el hecho de que
el promitente recibiera en abono del precio convertido la suma de
RD5500.00 no era suficiente para estimar que se había operado la
novación que, sin embargo, la novación no tiene que ser expresa;
ella puede ser explícita o tácita, con tal que no surja ninguna du-
da sobre la voluntad de efectuarla, y basta que ésta se induzca del
acto que la contenga; que se trata de una cuestión de hecho de la
soberana apreciación de los Jueces del fondo; que la palabra
'acto" del artículo 1273 del Código Civil no debe tomarse en el
sentido de acto instrumental, sino para designar el hecho jurídico
i ntervenido entre las partes, por lo que el Tribunal a-quo hizo en
su sentencia una interpretación errónea de dicho texto legal; que
Por estas razones, el Tribunal a-quo al comprobar que el vendedor
aceptó, con posterioridad al vencimiento de la promesa de venta
un cheque por valor de RD$500.00, expedido en su favor por el
comprador Ch., en ejecución parcial del contrato debió ponderar,
y no lo hizo, si ese acto habla o no operado la novación de la pro-
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abril de 1974, que su madre N. R., no era casada con su padre E.
J., quien se casó con A. D. F.; que igualmente en la audiencia de
J. O., celebrada el 5 de junio de 1974, el testigo P. G., declaró que
E. J., no fue casado con N. R.; que todo lo expuesto anteriormente
se infiere que todos los hijos que pudo procrear E. J., con N. R.,
son hijos naturales, habiendo, sido reconocida solamente la nom-
brada A. J., quien murió sin dejar descendencia ; que, en conse-
cuencia. los señores R. A. J., y compartes no pueden ser conside-
rados herederos de E. J.. y mucho menos herederos reservatarlos;
que, por tanto, dicho finado pudo, en vida, como lo hizo, disponer
de la totalidad de sus bienes en favor de su legitima esposa A. D.
F., advirtiéndose que en el acto notarial de fecha 20 de enero de
1939, instrumentado por el Notario Público de los del Número
del Municipio de La Vega, Dr. P. A. G., que instituyó a A. D. F.,
como legataria universal de los bienes de E. J., éste declara "que
no tiene ascendientes vivos ni herederos reservatarios, y por con-
siguiente puedo disponer de la totalidad de sus bienes"; que en
tal virtud la única persona con capacidad legal para recibir los
bienes relictos por el finado E. J., lo es su heredera universal,
A. D. F. Vda. J.; que en el expediente hay constancia de que la
señora A. D. F. Viuda .J., vendió al señor J. M. R., la cantidad de
41 tareas, 87 varas, en la siguiente forma: 32 tareas, mediante el
Acto No. 5 de fecha 24 de enero de 1967. instrumentado por el
Notario Público Dr. F. C. M.; y 9.87 tareas, mediante Acto bajo
firma privada de fecha 19 de marzo de 1974, con las firmas debi-
damente legalizadas por el Notario Público citado; que asimismo,
por virtud del Acto No. 12, de fecha fi de octubre de 1969, instru-
mentado por el Notario Público Dr. R. A. A. R., la señora D. F.
Vda. J., vendió la cantidad de 10 tareas de terreno en favor de la
señora A. dV1.: que habiendo fallecido el señor E. J., en fecha 23
de diciembre de 1964, es evidente que al ocurrir las ventas otorga-
das por la señora F. Vda. J., en favor de los señores J. M. R., y
A. M., ya se hablan fijado en cabeza de la vendedora los derechos
legados por E. J., pudiendo ella disponer de los mismos en la for-
ma en que lo hizo; que, además, las referidas ventas resultan re-
gulares y válidas, por estas dos circunstancias: Primero, porque
como fue expresado, ella ha resultado ser la única propietaria de
las Parcelas Nos. 3722 y 3723, del Distrito Catastral No. 32 del Mu-
nicipio de La Vega; y segundo, porque la vendedora ratificó en
audiencia verbalmente las ventas otorgadas a M. R., y a la señora
M., y tratándose de un saneamiento, es posible admitir, de acuer-
do con el artículo 82 de la Ley de Registro de Tierras, ventas ver-
bales entre campesinos, calidad que ostentan las tres personas in-
volucradas en los traspasos"; que de lo transcrito anteriormente
resulta que contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la sen-
tencia impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes y una
exposición de hechos que ha permitido determinar. que en la sen-
tencia impugnada se ha hecho una correcta aplicación de la ley.

Cas. 24 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 39.
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18.1B1L-NAL DE TIERRAS.— Filiación Natural materna.—
prueba.— Acta de nacimiento.— Testimonias.— Articulo 2 de la
Ley 985 de 1945.— Acta de notoriedad.— Determinación de Itere-
derea

Cas. 1ro. Agosto 1979, B. J. 825, Pág. 1435.
Ver: Testamento.— Nulidad.-- Maniobras...

TRIBUNAL\DE TIERRAS.— Mejoras no reclamadas en el

nanziemelinniienteato
l :ecie, si estos reclamantes hubieran señalado oporto-

Tribunal que ellos tenían mejoras dentro de esa Par-
En la especie,

ceja, dicho Tribunal. después de comprobar la existencia de las
mismas en el terreno, hubiera podido declararlas de buena o mala
fe, según el caso, conforme al artículo 555 del Código Civil, y de
acuerdo con lo que dispone el articulo 127 de la Ley de Registro
de Tierras; pero que habiendo sido registrada la Parcela sólo hu-
biera sido posible ordenar el registro de esas mejoras si los bene-
ficiarios del Certificado de Titulo hubieran dado su consentimiento
para ello conforme lo disponen los artículos 127 y 202 de la Ley
de Registro de Tierras; que, además, se expresa en la sentencia
impugnada, que se comprobó que los sucesores de D. B. recono-
cieron haberle vendido una porción de terreno a L. C. G., cau-
sante de los ahora recurrentes, pero que esa v cata se refería a la
Porción 75-Bis del mismo Distrito Catastral, colindante con la Par-
cela No. 75, registrada en favor de los Sucesores de B. B.

Cas. 22 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 2007.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Promesa de venta.— Alegato de
novación de la promesa de venta.— Sentencia carente de base legal.

En la sentencia impugnada se expresa al respecto lo siguiente:
que para que se opere la novación de un contrato es necesario que
conste de manera expresa en un escrito por lo que el hecho de que
el promitente recibiera en abono del precio convenido la suma de
RD$500.00 no era suficiente para estimar que se habla operado la
novación que, sin embargo, la novación no tiene que ser expresa;
ella puede ser explícita o tácita , con tal que no surja ninguna du-
da sobre la voluntad de efectuarla, y basta que ésta se induzca del
acto que la contenga; que se trata de una cuestión de hecho de la
soberana apreciación de los Jueces del fondo; que la palabra
"acto" del articulo 1273 del Código Civil no debe tomarse en el
sentido de acto instrumental, sino para designar el hecho jurídico
intervenido entre las partes, por lo que el Trihunal a-quo hizo ensu sentencia una interpretación errónea de dicho texto legal; que
por estas razones, el Tribunal a-quo al comprobar que el vendedor
aceptó, con posterioridad al vencimiento de la promesa de venta
un cheque por valor de RD$500.00, expedido en su favor por el
comprador Ch., en ejecución parcial del contrato debió ponderar.y no lo hizo, si ese acto habla o no operado la novación de la pro-
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mesa de venta; que en tales condiciones ia sentencia impugnada
carece de base legal y debe ser casada, sin que sea necesario pon-
derar los demás medios del recurso.

Cas. 10 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2537.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Revisión por causa de fraude.—
Fraude civil.— Caracterización.— Articulo 140 de la Ley de Re-
gistro de Tierras.

Para que el fraude esté caracterizado, basta que la persona
que haya sido beneficiada corneta una reticencia u omita una in-
formación que dé lugar al fallo objeto del recurso en revisión por
fraude; que en la especie, el Tribunal Superior de Tierras dio por
establecido: a) que cuando se procedió al saneamiento del solar
No. 10 de la porción "F" del Distrito Catastral No. 1 del Muni-
cipio de Puerto Plata ya Ch. I., C. por A., se encontraba con pose-
sión dentro del solar, en el que había herho un pozo con paredes
de concreto, techado de zinc, e instaló una bomba protegida por
una caseta de madera y colocó una tubería de diámetro de 3 pul-
gadas para conducir el agua hasta donde dicha empresa tiene su
factoría; b) que G. G. T., recibía pagos mensuales de la Ch. I..
C. por A., por concepto de agua consumida; c) que G. G. T., fun-
daba su derecho sobre la propiedad de la parte del ,referido solar
en alegado acto bajo firma privada intervenido el 10 de enero de
1963. en el cual consta que el Banco Agrícola vendió en la suma
de: RIY350.00, 2.70 tareas o sean 1,698 metros cuadrados, cuyo do-
cumento no fue sometido al Juez de saneamiento; dl que estos he-
chos no fueron llevados por el señor C. G. T.. al conocimiento del
Tribunal de Tierras que realizaba el saneamiento del citado solar.
con lo cual la Ch. I., C. por A., se vio impedida de formular sus
reclamaciones; que a juicio del Tribunal Superior de Tierras el
comportamiento de G. G. T., constituye el fraude previsto por la
Ley de Registro de Tierras: que lo expuesto justifica la sentencia
impugnada, ya que el actual recurrente omitió informar al Tribu-
nal de Tierras que la Ch. I., tenía interés en reclamar derechos en
el solar mencionado, lo que por si sólo caracteriza el fraude civil
previsto por la Ley de Registro de Tierras; que, en consecuencir
el medio único propuesto carece de fundamento y debe ser deses-
timado.

Cas. 7 Diciembre 1979. B. J. 8e9 , Pág. 2525.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Saneamiento.— Contrato de Co-
lonato.— Reconocimiento del referido contrato.

En la especie, el recurrente carece de interés en impugnar la
sentencia dictada por el Tribunal a-quo, por cuanto dicho fallo no
le hizo ningún agravio, pues, los derechos reclamados por él deri-
vados del contrato de colonato suscrito con M. P., en el año 1907.
le fueron reconocidos por sentencia definitiva dictada en el sanea-
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miento catastral de las porciones de la Parcela No. 3 ya mencio-
nadas. y, por tanto, las transferencias ordenadas por el Tribunal
Superior de Tierras en las porciones A) y C) de dicha Parcela.
de 200 y 400 tareas, respectivamente, en favor del Lic. F. T. del

no afectan los referidos derechos reconocidos en favor de P.
T. T.; que, además, según consta en la sentencia impugnada, en
los actos de transferencia, otorgados por el Lic. F. T. del M., de
esas dos porciones de terreno, se expresa que dichas cesiones es-
taban sujetas al contrato de colonato mencionado.

Cas. 19 Marzo, 1979, B. J. 820, Pág. 466.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Saneamiento.— Solar con una
casa.— Colindando.— Cuestiones de hecho de la soberana aplica-
ran de los jueces del fondo.

Según consta en la sentencia impugnada el Tribunal Superior
de Tierras, estimó, que el inmueble reclamado por la actual recu-
rrente se encontraba ubicado en otro lugar que el designado con
el No. 5 de la Manzana No. 55, cuyas colindancias correspondían
al reclamado por J. A. L. r, en facor de quien dictó la sentencia
ahora impugnada; que, tal como lo alega la recurrente, el Tribunal
Superior de Tierras estimó, para llegar a esa conclusión, que las
colindancias del documento aportado por J. A. L. F., coincidían
con los del inmueble objeto del saneamiento, mientras los linderos
del solar reclamado por la actual recurrente se referían a otro
inmueble situado a medio kilómetro del reclamado por L. F"., así
como también en que el documento de la actual recurrente expre-
saba que su solar tenía una extensión ,, de 200 metros cuadrados y
el que fue objeto de saneamiento sólo tenía 142-58 metros; que,
además, se basó el Tribunal a-quo, al dictar su fallo en ese sentido,
en que en este último solar existe actualmente una casa de made-
ras techada de zinc, con pisos de mosaicos, mientras en el solar re-
clamado por la actual recurrente existía una casa construida por
ella y que fue destruida posteriormente; que, por lo que se acaba
de expresar es evidente que se trata de cuestiones de hecho de la
soberana apreciación de los Jueces del fondo que no están bajo el
control de la casación; que lo expuesto precedentemente y el exa-
men de la sentencia impugnada revela que ella contiene motivos
suficientes y pertinentes. y una relación completa de los hechos de
la causa que justifican su dispositivo; que por lo que se acaba de
expresar es evidente que se trata de cuestiones de hecho de la so-
berana apreciación de los Jueces del fondo; que en tales condicio-
tniemsaedlo.medlo del recurso carece de fundamento y debe ser deses-

Cas. 2 Marzo 1979. B. J. 820, Pág. 323.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Sentencia que excluye varios in-
muebles de la comunidad matrimonial atribuyéndolos, como bienes
reservados, a la esposa.— Casación.— Recurso interpuesto por los
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mesa de venta; que en tales condiciones la sentencia impugnada
carece de base legal y debe ser casada, sin que sea necesario pon-
derar los demás medios del recurso.

Cas. 10 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2537.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Revisión por causa de fraude.—
Fraude civil.— Caracterización.— Artículo 140 de la Ley de Re-
gistro de Tierras.

Para que el fraude esté caracterizado, basta que la persona
que haya sido beneficiada corneta una reticencia u omita una in-
formación que dé lugar al fallo objeto del recurso en revisión por
fraude; que en la especie, el Tribunal Superior de Tierras dio por
establecido: a) que cuando se procedió al saneamiento del solar
No. 10 de la porción "F" del Distrito Catastral No. 1 del Muni-
cipio de Puerto Plata ya Ch. I., C. por A.. se encontraba con pose-
sión dentro del solar, en el que había herho un pozo con paredes
de concreto, techado de zinc, e instaló una bomba protegida por
una caseta de madera, y colocó una tubería de diámetro de 3 pul-
gadas para conducir el agua hasta donde dicha empresa tiene su
factoría; laí que G. G. T., recibía pagos mensuales de la Ch. 1..
C. por A., por concepto de agua consumida; el que G. G. T., fun-
daba su derecho sobre la propiedad de la parle del \ referido solar
en alegado acto bajo firma privada intervenido el lb de enero de
1963. en el cual consta que el Banco Agrícola vendió en la suma
de: RD$50.00, 2.70 tareas o sean 1,698 metros cuadrados, cuyo do-
cumento no fue sometido al Juez de saneamiento; dl que estos he-
chos no fueron llevados por el señor G. G. T., al conocimiento del
Tribunal de Tierras que realizaba el saneamiento del citado solar,
con lo cual la Ch. I., C. por A.. se vio impedida de formular sus
reclamaciones; que a juicio del Tribunal Superior de Tierras el
comportamiento de G. G. T., constituye el fraude previsto por la
Ley de Registro de Tierras; que lo expuesto justifica la sentencia
impugnada, ya que el actual recurrente omitió informar al Tribu-
nal de Tierras que la Ch. I., tenia interés en reclamar derechos en
el solar mencionado, lo que por si sólo caracteriza el fraude civil
previsto por la Ley de Registro de Tierras; que, en consecuencir
el medio único propuesto carece de fundamento y debe ser deses-
timado.

Cas. 7 Diciembre 1979. B. J. 829 , Pág. 2525.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Saneamiento.— Contrato de Co-
lonato.— Reconocimiento del referido contrato.

En la especie, el recurrente carece de interés en impugnar la
sentencia dictada por el Tribunal a-quo, por cuanto dicho fallo no
le hizo ningún agravio, pues, los derechos reclamados por él deri-
vados del contrato de colonato suscrito con M. P., en el año 1907,
le fueron reconocidos por sentencia definitiva dictada en el sanea-
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miento catastral de las porciones de la Parcela No. 3 ya mencio-
nadas, y, por tanto, las transferencias ordenadas por el Tribunal
superior de Tierras en las porciones Al y O de dicha Parcela.
de 200 y 400 tareas, respectivamente, en favor del Lic. F. T. del
s., no afectan los referidos derechos reconocidos en favor de P.
T. T.; que, además, según consta en la sentencia impugnada, en
los actos de transferencia, otorgados por el Lic. F. T. del M., de
esas dos porciones de terreno, se expresa que dichas cesiones es-
taban sujetas al contrato de colonato mencionado.

Cas. 19 Marzo, 1979, B. J. 820, Pág. 466.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Saneamiento.— Solar con una
casa.— Colindancia.— Cuestiones de hecho de la soberana aplica-
ción de los jueves del fondo.

Según consta en la sentencia impugnada el Tribunal Superior
de Tierras, estimó, que el inmueble reclamado por la actual recu-
rrente se encontraba ubicado en otro lugar que el designado con
el No. 5 de la Manzana No. 55, cuyas colindancias correspondían
al reclamado por J. A. L. F., en facor de quien dictó la sentencia
ahora impugnada; que, tal como lo alega la recurrente, el Tribunal
Superior de Tierras estimó, para llegar a esa conclusión, que las
colindancias del documento aportado por J. A. L. F., coincidían
con los del inmueble objeto del saneamiento, mientras los linderos
del solar reclamado por la actual recurrente se referían a otro
inmueble situado a medio kilómetro del reclamado por L. F., al
como también en que el documento de la actual recurrente expre-
saba que su solar tenía una extensión\ de 200 metros cuadrados y
el que fue objeto de saneamiento sólo tenía 142-58 metros; que,
además, se basó el Tribunal a-quo, al dictar su fallo en ese sentido,
en que en este último solar existe actualmente una casa de made-
ras techada de zinc, con pisos de mosaicos. mientras en el solar re-
clamado por la actual recurrente existía una casa construida por
ella y que fue destruida posteriormente; que, por lo que se acaba
de expresar es evidente que se trata de cuestiones de hecho de la
soberana apreciación de los Jueces del fondo que no están bajo el
control de la casación; que lo expuesto precedentemente y el exa-
men de la sentencia impugnada revela que ella contiene motivos
suficientes y pertinentes, y una relación completa de los hechos de
la causa que justifican su dispositivo; que por lo que se acaba de
expresar es evidente que se trata de cuestiones de hecho de la so-
berana apreciación de los Jueces del fondo; que en tales condicio-
nes el medio del recurso carece de fundamento y debe ser deses-
timado.

Cas. 2 Marzo 1979, B. J. 820, Pág. 323.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Sentencia que excluye varios in-
muebles de la comunidad matrimonial atribuyéndolos , como bienes
reservados, a la esposa.— Casación.— Recurso interpuesto por los
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sucesores del marido.— Lfeetos de la casación.— Deber del Tribu-
nal de Tierras como tribunal de envio.— Art. 136 de la Ley de
Registro de Tierras.

El Tribunal de Tierras apoderado del asunto por envío ordena-
do por la Suprema Corte de Justicia debe conformar su fallo a lo
resuelto por dicha Corte, en 'los puntos de derecho que hubieren
sido objeto de casación; que el examen de la sentencia dictada por
el Tribunal Superior de Tierras el 25 de noviembre del 1971, re-
vela que por ella se ordenó el registro de varios inmuebles en fa-
vor de la recurrida, M. A. de C., basándose en que esos inmuebles '
los habla adquirido con el producto de su trabajo personal durante
su matrimonio con T. C.; que es obvio que éste es un. punto de
puro derecho y, por tanto, al ser casada dicha sentencia por la del
6 de febrero del 1974, el Tribunal Superior de Tierras estaba obli-
gado. de acuerdo con el texto legal antes señalado, a dictar su fallo
conforme a lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia, por la
mencionada sentencia del 6 de febrero del 1974; que por tanto, al
mantener el Tribunal a-quo por la sentencia ahora impugnada en
casación, su decisión del 25 de noviembre del 1971. contrariando'
así el criterio sustentado por esta Corte en la referida sentencia
del 6 de febrero del 1974, violó el Art. 136 de la Ley de Registro
de Tierras; en la especie, el Tribunal a-quo da como fundamento
de su fallo que la sentencia dictada por el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original y que fue confirmada por la del Tribunal
Superior del 25 de noviembre del 1971, no fue apelada por las ac-
tuales recurrentes, y, por tanto, no tenían derecho a interponer
contra ella un recurso de casación: que este aspecto del litigio ha-
bla sido ya decidido por la sentencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia del 21 de junio de 1974 , que rechazó un recurso de revisión
civil interpuesto por la actual recurrida, M. A. Vda. C.. contra la
referida sentencia de esta Corte del 6 de febrero del 1974, en la
cual, en uno de sus considerandos, se expresa lo siguiente: "que
es incuestionable que si los sucesores recurrentes en casación ha-
bían sido lesionados por la sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras, ellos tenian derecho a interponer dicho recurso, aún sin ha-
ber sido apelantes, toda vez que no podían haber asistido al juicio
celebrado ante la Jurisdicción Original, porque su padre estaba
vivo todavía en ese momento; y, por consiguiente, carecían aún de
calidad, pues la sucesión no se habla abierto.

Cas. 14 Mayo 1979, B. J. 822, Págs. 827 y 835.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Terreno registrado.— Donación
cubierta bajo la forma de una venta.— Acto bajo firma privada y
no auténtico.— Validez como donación.— Aplicación del articulo
189 de la Ley de Registro de Tierras y no el articulo 931 del Có-
digo Civil.

Ver: Donación de un inmueble encubierta bajo...
Cas. 3 Octubre 1979, B. J. 827. Pág. 1803.
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TRIBUNAL DE TIERRAS.— Terrenos registrados.— Expro-
11/jación por causa de utilidad pública.— Gravámenes sobre esos
terrenos.

x

cEdia especie, la sentencia impugnada y los documentos del
i ente ponen de manifiesto, que el Tribunal a-quo, lejos de

haber incurrido en un exceso de poder y en los vicios y violacio-
nes denunciados, al fallar corno lo hizo, actuó conformándose a las
reglas de su apoderamiento, y de acuerdo con las leyes que co-
rrespondia aplicar. pues su contra-parte si solicitó en sus conclu-
siones que las parcelas arrendadas fueran purgadas de todas las
cargas y gravámenes, y además, en todo caso dado el carácter im-
perativo de las leyes de que se trata, aunque el Decreto de expro-
piación y la venta, fuesen posteriores a la demanda introductiva
de instan,ia, y aunque (sea que1 las parcelas declaradas de utilidad
pública y de interés social, estuviesen en poder del propietario, o
en poder de terceros a cualquier titulo tal como lo dispuso el
Tribunal a-quo en la sentencia impugnada, al pasar éstas al patri-
monio del Estado, como ocurrió en la especie, la transferencia se
operaba libre de toda carga y gravamen, por efecto mismo de la
ley, sin que ello pudiera implicar sin embargo, perjuicio para el
dueño de las mismas, ni para el arrendatario, y de ahi, que el Es-
tado, en el caso, al adquirir por compra a B. G., en ejecución del
Decreto de expropiación, las parcelas que estuvieron arrendadas
al recurrente J. 111., reservara en su poder, una parte apreciable
del precio de la venta, para cubrir las indemnizaciones que fuesen
de lugar.

Cas. 12 Noviembre 1979. B. J. 828, Pág. 2223.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Terrenos registrados.— Venta.—
.Alegato.de mala fe.— Prueba.— Facultad de los jueces del fondo.

La Ley de Registro de Tierras ha modificado en varios aspec-
tos las reglas del Derecho Común en relación con los actos trasla-
tivos de los bienes inmobiliarios que hayan sido registrados por el
Tribural de Tierras, siempre con el objeto de proteger a los ad-
quirientes de buena fe. siendo ésta una cuestión de hecho que los
jueces del fondo aprecian soberanamente, y por tanto, sus fallos
al respecto. no pueden ser censurados en casación.

Cas. 6 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 577.

TRIBUNAL. DE TIERRAS.— Testamento impreciso en cuanto
a la parcela objeto de la litis.— Casación de la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras.

En la especie, tal como lo alegan los recurrentes, los hechos
que se dan por establecidos en la sentencia impugnada, no son lo
suficientemente claros y precisos para justificar que efectivamente,
como lo admite el Tribunal a-quo, la Parcela No. 1010, D. C. No.
20, forma parte de la extensión de terreno, legada en favor de los
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sucesores del marido.— Efectos de la casación.— Deber del Tribu-
nal de Tierras como tribunal de envío.— Art. 136 de la Ley de
Registro de Tierras.

El Tribunal de Tierras apoderado del asunto por envío ordena-
do por la Suprema Corte de Justicia debe conformar su fallo a lo
resuelto por dicha Corte, en •los puntos de derecho que hubieren
sido objeto de casación; que el examen de la sentencia dictada por
el Tribunal Superior de Tierras el 25 de noviembre del 1971, re-
vela que por ella se ordenó el registro de varios inmuebles en fa-
vor de la recurrida. M. A. de C., basándose en que esos inmuebles
los habla adquirido con el producto de su trabajo personal durante
su matrimonio con T. C.; que es obvio que éste es un punto de
puro derecho y, por tanto, al ser casada dicha sentencia por la del

de febrero del 1974, el Tribunal Superior de Tierras estaba obli-
gado, de acuerdo con el texto legal antes señalado, a dictar su fallo
conforme a lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia, por la
mencionada sentencia del 6 de febrero del 1974; que por tanto, al
mantener el Tribunal a-quo por la sentencia ahora impugnada en
casación, su decisión del 25 de noviembre del 1971, contrariando'
así el criterio sustentado por esta Corte en la referida sentencia
del 6 de febrero del 1974, violó el Art. 136 de la Ley de Registro
de Tierras; en la especie, el Tribunal a-quo da como fundamento
de su fallo que la sentencia dictada por el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original y que fue confirmada por la del Tribunal
Superior del 25 de noviembre del 1971, no fue apelada por las ac-
tuales recurrentes, y, por tanto, no tenían derecho a interponer
contra ella un recurso de casación; que este aspecto del litigio ha

-bla sido ya decidido por la sentencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia del 21 de junio de 1974, que rechazó un recurso de revisión
civil interpuesto por la actual recurrida, M. A. Vda. C.. contra la
referida sentencia de esta Corte del 6 de febrero del 1974, en la
cual, en uno de sus considerandos, se expresa lo siguiente: "que
es incuestionable que si los sucesores recurrentes en casación ha-
bían sido lesionados por la sentencia del Tribunal Superior de Tie-
rras, ellos tenian derecho a interponer dicho recurso, aún sin ha-
ber sido apelantes, toda vez que no podían haber asistido al juicio
celebrado ante la Jurisdicción Original, porque su padre estaba
vivo todavía en ese momento; y. por consiguiente, carecían aún de
calidad, pues la sucesión no se había abierto.

Cas. 14 Mayo 1979, B. J. 822, Págs. 827 y 835.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Terreno registrado.— Donación
cubierta bajo la forma de una venta.— Acto bajo firma privada y
no auténtico.— Validez como donación.— Aplicación del articulo
189 de la Ley de Registro de Tierras y no el artículo 931 del Có-
digo Civil.

Ver: Donación de un inmueble encubierta bajo...
Cas. 3 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1803.
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IBIBUNAL DE TIERRAS.— Terrenos registradas.— Expro-

Cylk Piacian por causa de utilidad públicas.— Gravámenes sobre esos
terrenos.

En la especie, la sentencia impugnada y los documentos del
expediente ponen de manifiesto, que el Tribunal a-quo, lejos de
haber incurrido en un exceso de poder y en los vicios y violacio-
nes denunciados, al fallar COMO lo hizo, actuó conformándose a las
reglas de su apoderamiento, y de acuerdo con las leyes que co-
rrespondia aplicar, pues su contra-parte si solicitó en sus conclu-

.•siones que las parcelas arrendadas fueran purgadas de todas las
cargas y gravámenes, y además, en todo caso dado el carácter Mi-

: perativo de las leyes de que se trata, aunque el Decreto de exoro-
' piación y la venta, fuesen posteriores a la demanda introductiva

; I- , de instarria, y aunque (sea que) las parcelas declaradas de utilidad
públ i ca y de interés social, estuviesen en poder del propietario, o
en poder de terceros a cualquier titulo, tal como lo dispuso el
Tribunal a-quo en, la sentencia impugnada, al pasar éstas al patri-
monio del Estado, como ocurrió en la especie, la transferencia se
operaba libre de toda carga y gravamen, por efecto mismo de la
ley, sin que ello pudiera implicar sin embargo, perjuicio para el
dueño de las mismas, ni para el arrendatario, y de ahi, que el Es-
tado , en el caso, al adquirir por compra a B. G., en ejecución del
Decreto de expropiación, las parcelas que estuvieron arrendadas
al recurrente J. M.. reservara en su poder, una parte apreciable
del precio de la venta, para cubrir las indemnizaciones que fuesen
de lugar.

Cas. 12 Noviembre 1979. B. J. 828, Pág. 2223.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Terrenos registrados.— Venta.—
Alegato.de mala fe,— Prueba.— Facultad de los jueces del fondo.

La Ley de Registro de Tierras ha modificado en varios aspec-
tos las reglas del Derecho Común en relación con los actos trasla-
tivos de los bienes inmobiliarios que hayan sido registrados por el
Tribural de Tierras, siempre con el objeto de proteger a los ad-
quirientes de buena fe. siendo ésta una cuestión de hecho que los
jueces del fondo aprecian soberanamente, y por tanto, sus fallos
al respecto. no pueden ser censurados en casación.

Cas. 6 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 577.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Testamento impreciso en cuanto
a la parcela objeto de la litis.— Casación de la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras.

En la especie, tal como lo alegan los recurrentes, los hechos
que se dan por establecidos en la sentencia impugnada, no son lo
suficientemente claros y precisos para justificar que efectivamente,
como lo admite el Tribunal a-quo, la Parcela No. 1010, D. C. No.
20, forma parte de la extensión de terreno, legada en favor de los
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recurridos, ya que la posición y superficie de dicha parcela, según
resulta del expediente, no corresponde a la que se describe, en for-
ma muy imprecisa en el testamento que ha dado origen a la pre-
sente litis, por lo que en tales circunstancias resulta imposible de-
terminar si efectivamente la Parcela No. 1010 del D. C. No. 20,
formaba o no parte . de la propiedad objeto del testamento litigioso,
y en consecuencia, al carecor la sentencia impugnada de base le-
gal, procede la casación de la misma.

Cas. 10 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2530.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Traspaso verbal de una parcela
entre campesinos como pago de pensiones alimenticias en provecho
de tres hijas naturales menores de edad.— Motivos vagos, impreci-
sos e insuficientes.— Catsación.

En la especie, el Tribunal a-quo para llegar a la conclusión de
que las recurridas eran hijas del finado T. C. R., se fundó en que
los testigos oídos en audiencia declararon que éste había estado
preso varias veces por no cumplir con sus obligaciones de padre
de unos hijos menores y que esas declaraciones hacían presumir
que dichas menores eran. R. M., R. A., y R. C., las que habla pro-
creado T. C. R., con E. C.; que la Suprema Corte de Justicia esti-
ma que estos motivos son vagos, imprecisos e insuficientes para
probar que esas menores eran las recurridas; que tampodo son
precisos los motivos dados en, dicha sentencia por los cuales se es-
tablece que T. C. R., transfirió la Parcela No. 112 en favor de
E. C., en pago de la pensión alimenticia que debia a dichas meno-
res: que en tales condiciones la sentencia impugnada carece de
base legal.

Cas 23 Mayo 1979, B. J. 822, Pág. 911.

TUMBA DE ARBOLES Y VIOLACION DE PROPIEDAD. —
Denunciante o querellante no con/diluido en parte civil.— Impro-
cedencia de una condenación a cargo de ese denunciante si se ope-
ra un descargo del prevenido.

El examen de la sentencia impugnada no da ningún motivo
que justifique su dispositivo en relación con la condena a daños
y perjuicios respecto a J. R. P. F., por el hecho de no haberse cons-
tituido en parte civil, hecho éste, que no genera por si solo, a car-
go de quien le ejerce una condenación a pagar una suma de dine-
ro; que los jueces apoderados del caso estaban en el deber de In-
dicar y dar explicación por qué el recurrente había incurrido en
falta para ser pasible de daños y perjuicios; que en tales circuns-
tancias. la sentencia impugnada debe ser casada, limitada a la
condenación, al recurrente a pagar una indemnización de RDS-
300.00 a rada uno de los ahora intervinientes.

Cas. 25 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 697.
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r: VENTA SIMULADA.— Donación real y verdadera.— Acto ba-
00 firma privada y no auténtico.— Validez de la donación.

' Ver: Donación de un inmueble encubierta bajo...
Cas. 3 Octubre 1979, B. J. 827. Pág. 1803.

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Indemnización de RD$500.00
a favor del propietario.— Desalojo de terrenos ocupados.— Conde-

. nación en costas civiles.

La Corte a-qua, mediante la ponderación de los' elementos de
pida, que fueron regularmente administrados en la instrucción
de la causa, dio por establecido, que el prevenido N. V, contraria-
inente a como lo 'labia apreciado el tribunal de primer grado, si
incurrió en la comisión del delito de violación de propiedad, ya
que se introdujo en una propiedad ajena sin permiso del dueño;
que en tales circunstancias, es preciso admitir, que si bien es cier-
to, que descargado como lo fue, por ante la jurisdicción de primer
grado, el mencionado prevenido, éste, frente a la sola apelación, de
la parte civil, aunque se estableciera como sucedió en la especie,

'que existían en su contra, todos los elementos constitutivos del
..delito de violación de propiedad, no podia ser condenado penal-
mente, pero sí podia, como efectivamente lo hizo, la Corte a-qua,
conocer y•estatuir, sobre la procedencia o no de los daños y per-
juicios que pudo causar dicho hecho, a la parte civil constituida;
como asimismo pudo ordenar como también lo hizo, al hacer una
correcta interpretación y aplicación de la Ley • 5869 de 1962 y sus
modificaciones. que el prevenido N. V., desalojase la propiedad
de que se trata; por último, que dicha Corte al evaluar en la suma

cde quinientos pesos oro (RDS500.00), los daños experimentados
por la I. C., C. por A., constituida en parte civil, en ocasión de la
violación de pripiedad de que fue objeto, de parte de N. V., lo
hizo, en virtud de su poder soberano de apreciación, que como
cuestión de hecho, escapa a la censura de la casación.

Cas. 27 de Julio 1979, B. J. 824, Pág. 1382.

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Parte civil constituida que
solicita una reapertura de debates.— Recurso de casacit,n inad-
misible.

Ver: Casación.- Materia penal.— Violación...
Cas. 18 Junio 1979, B. J. 823, Pág. 1087.

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Sentencia condenatoria.—
Propietario que niega haber vendido el terreno que se dice viola-
da.— Sentencia carente de base legal.

En la especie, la Corte a-qua para declarar la culpabilidad del
Prevenido e imponerle condenaciones civiles, se basó esencialmen-
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recurridos, ya que la posición y superficie de dicha parcela, según
resulta del expediente, no corresponde a la que se describe, en for-
ma muy imprecisa en el testamento que ha dado origen a la pre-
sente litis, por lo que en tales circunstancias resulta imposible de.
terminar si efectivamente la Parcela No. 1010 del D. C. No. 20,
formaba o no parte, de la propiedad objeto del testamento litigioso,
y en consecuencia, al carecer la sentencia impugnada de base le-
gal, procede la casación de la misma.

Cas. 10 Diciembre 1979, B. J. 829, Pág. 2530.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Traspaso verbal de una parcela
entre campesinos como pago de pensiones alimenticias en provecho
de tres hijas naturales menores de edad.— Motivos vagos, impreci-
sos e insuficientes.— Casación.

En la especie, el Tribunal a-quo para llegar a la conclusión de
que las recurridas eran hijas del finado T. C. R., se fundó en que
los testigos oídos en audiencia declararon que éste había estado
preso varias veces por no cumplir con sus obligaciones de padre
de unos hijos menores y que esas declaraciones hacían presumir
que dichas menores eran R. M., R. A., y R. C., las que había pro-
creado T. C. R., con E. C.; que la Suprema Corte de Justicia esti-
ma que estos motivos son vagos, imprecisos e insuficientes para
probar que esas menores eran las recurridas; que tampoóo son
precisos los motivos dados en, dicha sentencia por los cuales se es-
tablece que T. C. R., transfirió la Parcela No. 112 en favor de
E. C., en pago de la pensión alimenticia que debía a dichas meno-
res; que en tales condiciones la sentencia impugnada carece de
base legal.

Cas. 23 Mayo 1979. B. J. 822, Pág. 911.

TUMBA DE ARBOLES Y VIOLACION DE PROPIEDAD.—
Denunciante o querellante no ccmitituldo en parte civil.-- Impro-
cedencia de una condenación a cargo de ese denunciante si se ope-
ra un descargo del prevenido.

El examen de la sentencia impugnada no da ningún motivo
que justifique su dispositivo en relación con la condena a daños
y perjuicios respecto a J. R. P. F., por el hecho de no haberse cons-
tituido en parte civil, hecho éste, que no genera por sí solo, a car-
go de quien le ejerce una condenación a pagar una suma de dine-
ro; que los jueces apoderados del caso estaban en el deber de in-
dicar y dar explicación por qué el recurrente había incurrido en
falta para ser pasible de daños y perjuicios; que en tales circuns-
tancias, la sentencia impugnada debe ser casada, limitada a la
condenación, al recurrente a pagar una indemnización de EDS-
300.00 a rada uno de los ahora intervinientes.

Cas. 25 Abril 1979, B. J. 821, Pág. 697.

VENTA SIMULADA.— Donación real y verdadera.— Acto ba-
jo finas privada y van auténtico.— Validez de la donación.

Ver: Donación de un inmueble encubierta bajo...
Cas. 3 Octubre 1979, B. J. 827, Pág. 1803.

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Indemnización de nrwaon
a favor del propietario.— Desalojo de terrenos ocupados.— Conde-
nación en costas civiles.

La Corte a-qua, mediante la ponderación de lo. s elementos de
juicio, que fueron regularmente administrados en la instrucción
de la causa, dio por establecido, que el prevenido N. V., contraria-
mente a como lo había apreciado el tribunal de primer grado, si
incurrió en la comisión del delito de violación de propiedad, ya
que se introdujo en una propiedad ajena sin permiso del dueño;
que en tales circunstancias, es preciso admitir, que si bien es cier-
to. que descargado como lo fue, por ante la jurisdicción de primer
grado, el mencionado prevenido, éste, frente a la sola apelación. de
la parte civil, aunque se estableciera como sucedió en la especie,
que existían en su contra, todos los elementos constitutivos del
delito de violación de propiedad, no podía ser condenado penal-
mente, pero si podía, como efectivamente lo hizo, la Corte a-qua,
conocer y estatuir, sobre la procedencia o no de los daños y per-
juicios que pudo causar dicho hecho, a la parte civil constituida:
como asimismo pudo ordenar como también lo hizo, al hacer una
correcta interpretación y aplicación de la Ley -5869 de 1962 y sus
modificaciones . que el prevenido N. V., desalojase la propiedad
de que se trata; por último, que dicha Corte al evaluar en la suma
de quinientos pesos oro IRD8500.00), los daños experimentados
por la 1. C.. C. por A., constituida en parte civil, en ocasión de la
violación de pripiedad de que fue objeto, de parte de N. V., lo
hizo, en virtud de su poder soberano de apreciación, que como
Cuestión de hecho , escapa a la censura de la casación.

Cas. 27 de Julio 1979. B. J. 824. Pág. 1382.

VIOLACION 
rt

DE PROPIEDAD.— Parte civil constituida que
solicita una reapertura de debates.— Recurso de ca.sacijm inad-
inisi

Ver: Casación.- Materia penal.— Violación...
Cas. 18 Junio 1979, B. J. 823. Pág. 1087.

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Sentencia condenatoria.—
Propietario que niega haber vendido el terreno que se dice viola-

d— Sentencia carente de base legal.

En la especie, la Corte a-qua para declarar la culpabilidad del
enido e imponerle condenaciones civiles, se basó esencialmen-
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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 1' de marzo de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Caribe Grolier Inc.
Abogados: Dr. Manuel Bergés Chupani y Licdos. Jesús Ma. Tron-

coso; de Rafael Cáceres Rodriguez, Lic. Jesús M. Troncoso.
PIE

Recurrido: Tirso Pérez.

Abogados: Dr. Lupo Hernández Rueda y Lic. Luis Vilchez González.

Dios. Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacinoal, hoy
día 9 del mes de Enero del año 1980, años 136' de la Inde-
pendencia y 117' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Caribe
Grolier Inc., compañía organizada de acuerdo a las Leyes
del Estado de Delaware, Estados Unidos de América, con
su domicilio social en los Departamentos Nos. 404 y 410 del
Edificio No. 15, de la calle El Conde de esta ciudad; contra

te en que, al ocurrir la ale;,:iu. ‘	:roducción de A. N., en la finca
o heredad de que ya antes se ha hecho repetida mención, el que-
rellante D. F. , estaba en posesión de ella, "por habérsela compra-
do" a A. N., según lo declaró el citado querellante, y fue confir-
mado por algunos testigos de la causa; que, sin embargo. el estu-
dio de los documentos del expediente pone de manifiesto que la
citada Corte omitió, al 8ictar su fallo, ponderar las declaraciones
de D. F., en las que consta, sin que hubiese hecho prueba docu-
mental alguna de su afirmación, que la venta se efectuó por la
suma y precio de RDS2p00.00, así como el acto del 5 de abril de
1972, instrumentado por el Alg. M. It. A. Ch., de los Estrados de
la Corte de Apelación de Santo Domingo, notificado al ahora recu-
rrente, a requerimiento de D. F.. en que éste intima a A. N., ya
que la venta alegada se concertó "verbalmente", a formalizar la
misma, para que le fuera posible "la pacífica posesión de la par- '
cela vendida"; como que tampoco ponderó la citada Corte, la de-
claración dada por el ahora recurrente por ante e I Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, negatoria de
que tal venta se hubiese efectuado jamás; declaración ésta a la
que se dio lectura en la audiencia correspondiente. por haber el
prevenido hecho abandono de la sala de audiencia en donde se ce-
lebraba el correspondiente juicio, conforme se ronsigna en el mis-
mo fallo impugnado; elementos de juicio todos, que de haber sido
ponderados por la Corte a-qua, habrían conducido a ésta, eventual-
mente, a dictar un fallo distinto, por lo que la Suprema Corte de
Justicia. no está en condiciones de establecer si en la e<pecie, la
Corte a-qua, hizo o no, una correcta aplicación de la Ley; por lo
que el fallo impugnado. sin que haya que ponderar los medios del
memorial, debe ser casado por falta de base legal.

Cas. 31 Enero 1979, B. J. 818, Pág. 72.
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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 1 , de marzo de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Caribe Grolier Inc.
Abogados: Dr. Manuel Bergés Chupani y Licdos. Jesús Ma. Tron-

coso; de Rafael Cáceres Rodríguez, Lic. Jesús M. Troncoso.

Recurrido: Tirso Pérez.

Ahogados: Dr. Lupo Hernández Rueda y Lic. Luis Vilchez González.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana,

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacinoal, hoy
día 9 del mes de Enero del año 1980, años 136' de la Inde-
pendencia y 117' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Caribe
Grolier Inc., compañía organizada de acuerdo a las Leyes
del Estado de Delaware, Estados Unidos de América, con
su domicilio social en los Departamentos Nos. 404 y 410 del
Edificio No. 15, de la calle El Conde de esta ciudad : contra
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Oído al Lic. Jesús María Troncoso, cédula No. 155974, 
3

serie Ira., por sí y en representación del Dr. Manuel D.
Bergés Chupani y del Lic. Rafael E. Cáceres Rodríguez,
cédulas Nos. 1990, serie 66 y 38403, serie 54, abogados de la
recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Luis Vilchez González, cédula No. 17404,
serie 10, por sí y por el Dr. Lupo Hernández Rueda, cédula
No. 2000, serie Ira., abogados del recurrido Rafael Tirso
Pérez Paulino, dominicano, mayor de edad, cédula No. 40-
775 serie 47, domiciliado y residente en esta ciudad, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia, el 12 de abril de 1977,
suscrito por los abogados de la recurrente, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del lro. de junio de 1977.
suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te que se mencionarán más adelante, y los artículos 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, el
Juzgado ue Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el
11 de noviembre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo di-

ce as,: "FALLA . PRIMERO: Declarar justificada la dimi-
s ión del contrato de trabajo que existía entre la Caribe Gro-
hez Inc., y el señor Rafael Tirso Pérez Paulino; SEGUNDO:
Condena a la Caribe Grolier Inc., a pagar a mi requeriente,
Rafael Tirso Pérez Paulino, los siguientes valores: a) 24
días de salario por concepto de preaviso; 75 días de salarios
a título de auxilio de cesantía; e) 75 días de salarios por
concepto de vacaciones anuales no disfrutadas; d) la parti-
cipación en los beneficios que acuerda la Ley No. 288, de
1972, desde 1972 hasta el año en curso, o sea la suma corres-
pondiente a tres meses de salarios; e) el pago de tres meses
de salario, al tenor de las previsiones combinadas de los ar-
tículos 90 y 84, ordinal 3, del Código de Trabajo; f) al pago
de la suma de RD$5,630.57. por concepto de salarios o comi-
siones ganadas por el señor Rafael Tirso Pérez Paulino, y
retenida indebidamente por su patrono Caribe Grolier, Inc.,
así como al pago de la suma de Un Mil Pesos (RD$1,000.-
00), retenida de su salario a título de "reserva", todo en
base al salario promedio de RD$400.00 mensuales; TERCE-
RO: Condenar a la Caribe Grolier, Inc., al pago de los inte-
reses legales de los salarios o comisiones retenidos indebi-
damente al señor Rafael Tirso Pérez Paulino; CUARTO:
Condenar a la Caribe Grolier, Inc.. al pago de las costas.
ordenando su distracción en provecho del Dr. Lupo Her-
nández Rueda y Lic. Luis Vilchez González, quienes las han
avanzado en su totalidad"; b) que sobre recurso de apela-
ción interpuesto por la hoy recurrente intervino la senten-
cia ahora impugnada, dictada por la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, el 1ro. de marzo de 1977, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto
por Caribe Grolier, Inc., contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 11 de no-
viembre de 1975, dictada en favor de Tirso Pérez, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior de estam isma
sentencia: SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho

la sentencia dictada el 1ro. de marzo de 1977, por la Cámara
de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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la sentencia dictada el 1ro. de marzo de 1977, por la Cámara
de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositiv o se copia

más adelante; 	 •

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oido al Lic. Jesús María Troncoso, cédula No. 155974,
serie lra., por sí y en representación del Dr. Manuel D.

Bergés Chupani y del Lic. Rafael E. Cáceres Rodríguez,
cédulas Nos. 1990, serie 66 y 38403, serie 54, abogados de la
recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Luis Vilchez González, cédula No. 17404,
serie 10, por sí y por el Dr. Lupo Hernández Rueda, cédula
No. 2000, serie lra., abogados del recurrido Rafael Tirso
Pérez Paulino, dominicano, mayor de edad, cédula No. 40-
775 serie 47, domiciliado y residente en esta ciudad, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia, el 12 de abril de 1977,
suscrito por los abogados de la recurrente, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del 1ro. de junio de 1977.
suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te que se mencionarán más adelante, y los artículos I y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, el
Juzgado ue Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el
11 de noviembre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo di-

ce asi: "FALLA: PRIMERO: Declarar justificada la dimi-
sión del contrato de trabajo que existía entre la Caribe Gro-
lier Inc., y el señor Rafael Tirso Pérez Paulino; SEGUNDO:
Condena a la Caribe Grolier Inc., a pagar a mi requeriente,
Rafael Tirso Pérez Paulino, los siguientes valores: a) 24
días de salario por concepto de preaviso; 75 días de salarios
a título de auxilio de cesantía; c) 75 días de salarios por
concepto de vacaciones anuales no disfrutadas; d) la parti-
cipación en los beneficios que acuerda la Ley No. 288, de
1972, desde 1972 hasta el año en curso, o sea la suma corres-
pondiente a tres meses de salarios; e) el pago de tres meses
de salario, al tenor de las previsiones combinadas de los ar-
tículos 90 y 84, ordinal 3, del Código de Trabajo; f) al pago
de la suma de RD$5,630.57. por concepto de salarios o comi-
siones ganadas por el señor Rafael Tirso Pérez Paulino, y
retenida indebidamente por su patrono Caribe Grolier, Inc.,
así como al pago de la suma de Un Mil Pesos (RD$1,000.-
00), retenida de su salario a título de "reserva", todo en
base al salario promedio de RD$400.00 mensuales; TERCE-
RO: Condenar a la Caribe Grolier, Inc., al pago de los inte-
reses legales de los salarios o comisiones retenidos indebi-
damente al señor Rafael Tirso Pérez Paulino; CUARTO:
Condenar a la Caribe Grolier, Inc.. al pago de las costas,
ordenando su distracción en provecho del Dr. Lupo Her-
nández Rueda y Lic. Luis Vilchez González, quienes las han
avanzado en su totalidad"; b) que sobre recurso de apela-
ción interpuesto por la hoy recurrente intervino la senten-
cia ahora impugnada, dictada por la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, el lro. de marzo de 1977, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto
por Caribe Grolier, Inc., contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 11 de no-
viembre de 1975, dictada en favor de Tirso Pérez, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior de estam isma
sentencia: SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho 1
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recurso de alzada y como consecuencia Confirma en todas
sus partes, dicha sentencia impugnada; TERCERO: Conde-
na a la parte que stícumbe Caribe Grolier, Inc., al pago de
las costas del procedimiento, de conformidad con los artícu-
los 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691
del Código de Trabajo, ordenando su distracción en prove-
cho de los Dres. Lupo Hernández Rueda y Lic. Luis Vilchez
González, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-

rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de los artículos 1 y 5 del Código de Trabajo.— Des-
naturalización de los hechos.— Insuficiencia de la instruc-
ción de la causa.— Insuficiencia de motivos y falta de base
legal.— Segundo Medio: Falta de base legal.— Lesión del
derecho de defensa.— Insuficiencia de motivos;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación la recurrente alega, que la Cámara
a-qua no tomó en cuenta los alegatos de la Caribe Grolier,
Inc., tendientes a establecer que las relaciones existentes
entre ella y Tirso Pérez no estaban regidas por el Código
de Trabajo; que Tirso Pérez era un vendedor de enciclope-
dias que percibía una comisión por cada venta y tenía la
facultad de reclutar y adiestrar otros vendedores, con lo
cual aumentaza sus ventas y recibía las comisiones de las
ventas realizadas por ellos, que esta labor no implica que
se caracterice una relación dentro del ámbito del derecho
laboral; que Tirso Pérez sabía que sus relaciones con la em-
presa no estaban amparadas por las leyes laborales ya que
durante los cinco años que prestó servicios a la compañía,
nunca disfrutó de vacaciones, de regalía pascual, además no

tenía un horario determinado y sólo recibía las instruccio-
nes normales para realizar las ventas, que esos títulos de ,
Gerente, Sub-Gerente, etc., no son más que simples térmi-
nos empleados. pero no significan que esas personas estaban

ligadas a la compañía por una relación, regida por las leyes
laborales; que Tirso Pérez no figuraba corno empleado en
la nómina o cartel del patrono, no estaba inscrito como em-
pleado en el Seguro Social, que por tanto su relación de
trabajo en la empresa no era la de un empleado amparado
por las leyes laborales sino la de un vendedor no sujeto a
horario y que percibía una comisión remunerativa por las
ventas que pudiera hacer y en el tiempo que él quisiera
utilizar; que por último, Tirso Pérez no estaba bajo la su-
bordinación y dependencia de la Caribe Grolier, Inc., en el
sentido que lo exige el Código de Trabajo, en razón de que
esta compañía no le daba órdenes acerca de la ejecución
misma de la tarea que debía realizar, sino que vendía las
enciclopedias cuándo y a quién creyera conveniente y no
estaba sometido a horario alguno, que en consecuencia, al
no admitirlo asi la sentencia impugnada, ha incurrido en los
vicios y violaciones denunciados; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto, que la Cámara a-qua para decidir como lo
hizo se basó además de la presunción legal del artículo 16
del Código de Trabajo, en los resultados del informativo y
contrainformativo ordenados por ella y celebrados en fechas25 de agosto de 1976 y 9 de noviembre del 1976, en los cua-
les fueron oídos los testigos Manuel López Rodríguez, Ma-
riano Frías León y Mario Ernesto Moya, mediante las cua-
les y después de su debida ponderación, la Cámara a-qua
expresa "que de las mismas, se desprende claramente que
el reclamante estaba amparado por un contrato de trabajo,
así como que se le hacían retenciones de salario y tales re-tenciones también constan en serie de estados de cuentasdepositados y los cuales han sido reconocidos come, auténti-
cos Por todos los testigos, retenciones que evidentemente sonilegales, pues no son de las autoridades por el Código ni
por ninguna Ley", y agrega "que al quedar plenamente es-tablecido que el reclamante estaba amparado por un contra-

e.
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a-qua no tomó en cuenta los alegatos de la Caribe Grolier.
Inc., tendientes a establecer que las relaciones existentes
entre ella y Tirso Pérez no estaban regidas por el Código
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dias que percibía una comisión por cada venta y tenía la
facultad de reclutar y adiestrar otros vendedores, con lo
cual aumentaza sus ventas y recibía las comisiones de las
ventas realizadas por ellos, que esta labor no implica que
se caracterice una relación dentro del ámbito del derecho
laboral; que Tirso Pérez sabía que sus relaciones con la em-
presa no estaban amparadas por las leyes laborales ya que
durante los cinco años que prestó servicios a la compañía,
nunca disfrutó de vacaciones, de regalía pascual, además no
tenía un horario determinado y sólo recibía las instruccio-
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Gerente, Sub-Gerente, etc., no son más que simples térmi-
nos empleados. pero no significan que esas personas estaban
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- ligadas a la compañía por una relación, regida por las leyes
laborales; que Tirso Pérez no figuraba como empleado en
la nómina o cartel del patrono, no estaba inscrito como em-
pleado en el Seguro Social, que por tanto su relación de
trabajo en la empresa no era la de un empleado amparado
por las leyes laborales sino la de un vendedor no sujeto a
horario y que percibía una comisión remunerativa por las
ventas que pudiera hacer y en el tiempo que él quisiera
utilizar; que por último, Tirso Pérez no estaba bajo la su-
bordinación y dependencia de la Caribe Grolier, Inc., en el
sentido que lo exige el Código de Trabajo, en razón de que
esta compañía no le daba órdenes acerca de la ejecución
misma de la tarea que debía realizar, sino que vendía las
enciclopedias cuándo y a quién creyera conveniente y no
estaba sometido a horario alguno, que en consecuencia, al
no admitirlo así la sentencia impugnada, ha incurrido en los
vicios y violaciones denunciados; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto, que la Cámara a-qua para decidir como lo
hizo se basó además de la presunción legal del artículo 16
del Código de Trabajo, en los resultados del informativo y
contrainformativo ordenados por ella y celebrados en fechas
25 de agosto de 1976 y 9 de noviembre del 1976, en los cua-
les fueron oídos los testigos Manuel López Rodríguez, Ma-
riano Frías León y Mario Ernesto Moya, mediante las cua-
les y después de su debida ponderación, la Cámara a-qua
expresa "que de las mismas, se desprende claramente que
el reclamante estaba amparado por un contrato de trabajo,
así corno que se le hacían retenciones de salario y tales re-tenciones también constan en serie de estados de cuentas
depositados y los cuales han sido reconocidos come) auténti-
cos por todos los testigos, retenciones que evidentemente son
ilegales, pues no son de las autoridades por el Código ni
por ninguna Ley", y agrega "que al quedar plenamente es-
tablecido que el reclamante estaba amparado por un contra-•



6
	

BOLETC4 JUDICIAL

to de trabajo, que fue el único punto controvertido en el
momento de la conciliación, por lo que el proceso quedaba
limitado a ese punto, y además establecidos los demás as-
pedos de hecho alegados, corno son la retención indebida
de salario, la no otorgación de vacaciones y bonificaciones •
al reclamante y de los estados de cuentas se desprenden
las sumas retenidas y como se ha dicho, estos últimos no son
puutos impugnados, procede acoger en todas sus partes la
demanda, ya que evidentemente la dimisión es justificada

y corresponden además al reclamante las sumas retenidas
y las vacaciones y la bonificación, por lo que procede con-
firmar en todas sus partes la sentencia impugnada ya que

como 
se ha dicho, ha quedado plenamente establecida la

existencia de un contrato de trabajo de naturaleza indefi-
nida y no que se trataba de un simple comisionista , ya que

éste es aquella persona que realiza su trabajo libremente,
colocando productos y cobrando su comisión sobre el pedi-
do teniendo la empresa que despachar y cobrar, cosa que
no le inetresa al comisinoista y no recibe orden alguna, pe-
ro una persona que sea Gerente de Ventas, que tenga bajo
sus órdenes a un grupo de vendedores, que tenga que en-
trenar a varias personas para vender, que cobre, que reciba
órdenes, que se le pague además un por ciento de las ven-
tas que hacen otros vendedores bajo sus órdenes, que esté
al servicio exclusivo de una empresa, no puede ser jamás
enmarcado dentro de la figura denominada comisionista";
que lo antes expuesto evidencia que el fallo impugnado con-
tiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su dis-

positivo y una exposición completa de los hechos y circuns-
tancias de la causa que han permitido comprobar a esta
Suprema Corte de Justicia, que en el presente caso se ha he-
cho una correcta aplicación de la Ley, razón por la cual los
alegatos que se examinan carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su segun:
do medio de casación, la recurrente alega: a) que la Cámara
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a-qua entiende, como lo expresa en su segundo y octavo
considerando, que la Caribe Grolier Inc., admitió tdos los
puntos esenciales del litigio sobre la base de que ella se
había limitado a alegar que Tirso Pérez no era un empleado
amparado por las leyes laborales sino un comisionista, al ha-
cer esta afirmación la Cámara a-qua ha incurrido en la sen-
tencia impugnada en los vicios denunciados en este medio,
pues como se comprueba por el escrito depositado el día 19
de noviembre de 1976 por ante aquella Cámara, la Caribe
Grolier Inc., impugnó no sólo la existencia de la relación
de trabajo invocada, sino también el monto de RDS400.00
señalados sin tomar en cuenta los alegatos de la Compañía
tendientes a que se aportaran las declaraciones de Pérez
para el pago del Impuesto sobre la Renta a fin de cotejar
si sus pretensiones por ante el Tribunal se ajustaban a la
verdad, si se hubiera ordenado aquella medida tendiente a
esos fines, la sentencia no habría admitido ese promedio,
ya que las sumas ganadas por Pérez durante los años 1971,
1972, 1973 y 1974 se establecen en los formularios IR-14-Ref.
de la Dirección General del Impuesto sobre la Renta for-
mularios que depositamos por ante la Suprema Corte de
Justicia como documentos en apoyo del presente recurso de
casación de conformidad con el artículo 5 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, y hasta hacer un simple cálculo
para establecer que ese monto no arroja un promedio de
RDS400.00 semanales; que la Cámara a-qua al hacer la afir-
mación de que la recurrente sólo discutió la existencia del
Contrato de Trabajo desconoció el referido escrito y lesio-
nó gravemente su derecho de defensa, que por tanto incu-
rrió en las violaciones denunciadas en el presente medio;
pero,

Considerando, en cuanto al alegato de la letra a) 1)
que el examen del fallo impugnado revela que en fecha 9
de julio de 1975, Tirso Pérez presentó su dimisión y recia-
MÓ de la Caribe Grolier prestaciones alegando ser justifi-
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to de trabajo, que fue el único punto controvert ido en el

momento de la conciliación, por lo que el proceso quedaba
limitado a ese punto, y además establecidos los demás as-

pectos de hecho alegados, como son la retención indebida
de salario, la no otorgación de vacaciones y bonificaciones
al reclamante y de los estados de cuentas se desprenden
las sumas retenidas y como se ha dicho, estos últimos no son
puutos impugnados, procede acoger en todas sus partes la
demanda, ya que evidentemente la dimisión es justificada

y corresponden además al reclamante las sumas retenidas
y las vacaciones y la bonificación, por lo que procede con-
firmar en todas sus partes la sentencia impugnada ya que
como se ha dicho, ha quedado plenamente establecida la

existencia de un contrato de trabajo de naturaleza indefi-
nida y no que se trataba de un simple comisionista, ya que
éste es aquella persona que realiza su trabajo libremente,
colocando productos y cobrando su comisión sobre el pedi-
do teniendo la empresa que despachar y cobrar, cosa que
no le inetresa al comisinoista y no recibe orden alguna, pe-
ro una persona que sea Gerente de Ventas, que tenga bajo
sus órdenes a un grupo de vendedores, que tenga que en-
trenar a varias personas para vender, que cobre, que reciba
órdenes, que se le pague además un por ciento de las ven-
tas que hacen otros vendedores bajo sus órdenes, que esté
al servicio exclusivo de una empresa, no puede ser jamás
enmarcado dentro de la figura denominada comisionista";
que lo antes expuesto evidencia que el fallo impugnado con-
tiene motivos suficientes y pertinente s que justifican su dis-
positivo y una exposición completa de los hechos y circuns-
tancias de la causa que han permitido comprobar a esta
Suprema Corte de Justicia, que en el presente caso se ha he-
cho una correcta aplicación de la Ley, razón por la cual los
alegatos que se examinan carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su segun:
do medio de casación, la recurrente alega: a) que la Cámara
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a-qua entiende, como lo expresa en su segundo y octavo
considerando, que la Caribe Grolier Inc., admitió tdos los

/ik, puntos esenciales del litigio sobre la base de que ella se
había limitado a alegar que Tirso Pérez no era un empleado
amparado por las leyes laborales sino un comisionista, al ha-
cer esta afirmación la Cámara a-qua ha incurrido en la sen-
tencia impugnada en los vicios denunciados en este medio,
pues como se comprueba por el escrito depositado el día 19
de noviembre de 1976 por ante aquella Cámara, la Caribe
Grolier Inc., impugnó no sólo la existencia de la relación
de trabajo invocada, sino también el monto de RD$400.00
señalados sin tomar en cuenta los alegatos de la Compañía
tendientes a que se aportaran las declaraciones de Pérez
para el pago del Impuesto sobre la Renta a fin de cotejar
si sus pretensiones por ante el Tribunal se ajustaban a la
verdad, si se hubiera ordenado aquella medida tendiente a
esos fines, la sentencia no habría admitido ese promedio,
ya que las sumas ganadas por Pérez durante los años 1971,
1972, 1973 y 1974 se establecen en los formularios IR-14-Ref.

. 41 de la Dirección General del Impuesto sobre la Renta for-
mularios que depositamos por ante la Suprema Corte de
Justicia como documentos en apoyo del presente recurso de
casación de conformidad con el artículo 5 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, y hasta hacer un simple cálculo
para establecer que ese monto no arroja un promedio de
RDS400.00 semanales; que la Cámara a-qua al hacer la afir-
mación de que la recurrente sólo discutió la existencia del
Contrato de Trabajo desconoció el referido escrito y lesio-
nó gravemente su derecho de defensa, que por tanto incu-
rrió en las violaciones denunciadas en el presente medio:
pero,

Considerando, en cuanto al alegato de la letra a) 1)
que el examen del fallo impugnado revela que en fecha 9
de julio de 1975, Tirso Pérez presentó su dimisión y recla-
mó de la Caribe Grolier prestaciones alegando ser justifi-
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cada la misma, por el hecho de haberle prestado sus servi-
cios a la empresa como Gerente de Ventas durante cinco
años, con salario promedio de RD$400.00 semanales por con-
cepto de comisiones sobre ventas que él realizaba y de los
vendedores a su cargo, de las cuales se le pagaba un porcen-
taje, sosteniendo que jamás se le pagó vacaciones ni bonifi-
cación, así como que se le retenían salarios indebidamente.
lo que llegó a ascender a la suma de RDS5,630.67, así como
RD$1,000.00 más que se le retuvo a título de reserva, todo
ello amparado en el artículo 86 del Código de Trabajo, en
sus ordinales 2, 4, 14 y 15; 2) que el Juez de Primer Grado
apoderado del asunto, acogió la demanda en todas sus partes
y pronunció las condenaciones a que se hace referencia en
parte anterior de esta misma sentencia; 3) que por ante la
Cámara a-qua, apoderada por recurso de apelación de la hoy
recurrente, la Caribe Grolier, presentó un escrito de fecha
19 de noviembre de 1976, en el cual entre otras cosas afirma:
"se ha pretendido establecer un vínculo de dependencia,
pretenden prestaciones laborales que no corresponden a un
comisionista e inclusive sin aportar pruebas y criterios con-
tables que así lo justifiquen, se pretende que nuestra repre-
sentada, además de las pretendidas prestaciones laborales,
pague al señor Tirso Pérez la suma de RD$5,630.57, por con-
cepto de Descuentos y retenciones más RD$1,000.00 por con-
cepto de reserva retenida".— Cuál es la prueba aportada
para que nuestra representada deba pagar tal monto? "Es
por esto que el monto de las prestaciones laborales más re-
tenciones y comisiones solicitadas, además de no merecerlas
por no ser el señor Tirso Pérez un empleado de la Caribe
Grolier nos parecen al igual que sus declaraciones en extre-
mo abultadas.— Porque el señor Tirso Pérez no presenta
sus declaraciones del pago del Impuesto sobre la Renta, pa-
ra dar a este Tribunal una pauta para hacer ese estimado;
pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado y de
los documentos a que él se refiere ponen de manifiesto que

las prestaciones concedidas fueron fijadas por el Juez de
primer Grado y por la Cámara a-qua, en base a pedimentos
precisos y determinados del trabajador reclamante, así como
también la participación en los beneficios (Ley 288 de 1972)
desde 1972 hasta la fecha de la demanda, RD$5,630.57, por
concepto de salarios o comisiones ganadas por el reclaman-
te y retenidos indebidamente por la empresa, más los inte-
reses legales de esas sumas contados a partir de la fecha de
la demanda, le fueron concedidos al trabajador reclamante,
de acuerdo a los estados de cuenta e inventarios que fueron
depositados por la parte recurrida como consta en la página
6 de la sentencia impugnada y los cuales fueron reconocidos
como auténticos por los testigos que depusieron en el infor-
mativo y contrainfromativo realizados, estando entre ellos
el que fue oído a requerimiento de la empresa recurrente,
que la Caribe Grolier, se limitó a alegar, como se ha expues-
to anteriormente en el considerando anterior en el escrito
depositado ante la Cámara a-qua, que Tirso Pérez no mere-
cía esas prestaciones acordadas porque no era un trabajador
sino un comisionista y que las prestaciones y sumas acorda-
das por otros motivos eran en exceso abultadas, sin discutir
como era su derecho, esos estados de cuenta e inventarios.
y presentar como estaba en condiciones de hacerlo, los do-
cumentos que como compañía organizada debe tener para
asentar las ventas y operaciones realizadas por el trabajador
reclamante así como las realizadas por otros vendedores de
los cuales Tirso Pérez tenía un porcentaje y no lo hizo, ya
que de acuerdo a los testimonios presentados por empleados
y vendedores al servicio de dicha compañía, todos los ven-
dedores tenían la obligación de informar a la compañía las
ventas realizadas, la cual podía objetarlas y aún descono-
cerlas después de realizadas; en cuanto al alegato contenido
en la letra b) que resulta evidente que la Caribe Grolier en
todo el curso del proceso, no impugnó de modo preciso el
salario promedio de RD$400.00 semanales reclamados por
Tirso Pérez al presentar su dimisión aún cuando en su es-

1
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cada la misma, por el hecho de haberle prestado sus servi-
cios a la empresa como Gerente de Ventas durante cinco
arios, con salario promedio de RD$400.00 semanales por con-
cepto de comisiones sobre ventas que él realizaba y de los
vendedores a su cargo, de las cuales se le pagaba un porcen-
taje, sosteniendo que jamás se le pagó vacaciones ni bonifi-
cación, así como que se le retenían salarios indebidamente,
lo que llegó a ascender a la suma de RD$5,630.67, así como
RD$1,000.00 más que se le retuvo a título de reserva, todo
ello amparado en el artículo 86 del Código de Trabajo, en
sus ordinales 2, 4, 14 y 15; 2) que el Juez de Primer Grado
apoderado del asunto, acogió la demanda en todas sus partes
y pronunció las condenaciones a que se hace referencia en
parte anterior de esta misma sentencia; 3) que por ante la
Cámara a-qua, apoderada por recurso de apelación de la hoy
recurrente, la Caribe Grolier, presentó un escrito de fecha
19 de noviembre de 1976, en el cual entre otras cosas afirma:
"se ha pretendido establecer un vínculo de dependencia,
pretenden prestaciones laborales que no corresponden a un
comisionista e inclusive sin aportar pruebas y criterios con-
tables que así lo justifiquen, se pretende que nuestra repre-
sentada, además de las pretendidas prestaciones laborales,
pague al señor Tirso Pérez la suma de RD$5,630.57, por con-
cepto de Descuentos y retenciones más RD$1,000.00 por con-
cepto de reserva retenida".— Cuál es la prueba aportada
para que nuestra representada deba pagar tal monto? "Es
por esto que el monto de las prestaciones laborales más re-
tenciones y comisiones solicitadas, además de no merecerlas
por no ser el señor Tirso Pérez un empleado de la Caribe
Grolier nos parecen al igual que sus declaraciones en extre-
mo abultadas.— Porque el señor Tirso Pérez no presenta
sus declaraciones del pago del Impuesto sobre la Renta, pa-

ra dar a este Tribunal una pauta para hacer ese estimado;
pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado y de
los documentos a que él se refiere ponen de manifiesto que

ti
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las prestaciones concedidas fueron fijadas por el Juez de
Primer Grado y por la Cámara a-qua, en base a pedimentos
precisos y determinados del trabajador reclamante, así como
también la participación en los beneficios (Ley 288 de 1972)
desde 1972 hasta la fecha de la demanda, RD$5,630.57, por
concept o de salarios o comisiones ganadas por el reclaman-
te y retenidos indebidamente por la empresa, más los inte-
reses legales de esas sumas contados a partir de la fecha de
la demanda, le fueron concedidos al trabajador reclamante,
de acuerdo a los estados de cuenta e inventarios que fueron
depositados por la parte recurrida como consta en la página
6 de la sentencia impugnada y los cuales fueron reconocidos
como auténticos por los testigos que depusieron en el infor-
mativo y contrainfromativo realizados, estando entre ellos
el que fue oído a requerimiento de la empresa recurrente,
que la Caribe Grolier, se limitó a alegar, como se ha expues-
to anteriormente en el considerando anterior en el escrito
depositado ante la Cámara a-qua, que Tirso Pérez no mere-
cía esas prestaciones acordadas porque no era un trabajador
sino un comisionista y que las prestaciones y sumas acorda-
das por otros motivos eran en exceso abultadas, sin discutir
como era su derecho, esos estados de cuenta e inventarlos,
y presentar como estaba en condiciones de hacerlo, los do-
cumentos que como compañía organizada debe tener para
asentar las ventas y operaciones realizadas por el trabajador
reclamante así como las realizadas por otros vendedores de
los cuales Tirso Pérez tenía un porcentaje y no lo hizo, ya
que de acuerdo a los testimonios presentados por empleados
y vendedores al servicio de dicha compañía, todos los ven-
dedores tenían la obligación de informar a la compañía las
ventas realizadas, la cual podía objetarlas y aún descono-
cerlas después de realizadas; en cuanto al alegato contenido
en la letra b) que resulta evidente que la Caribe Grolier en
todo el curso del proceso, no impugnó de modo preciso el
salario promedio de RD$400.00 semanales reclamados por
Tirso Pérez al presentar su dimisión aún cuando en su es-



crito presentado ante la Cámara a-qua, se refiere a que la
presentación de los formularios del pago del Impuesto sobre
la Renta que contiene las declaraciones del trabajador de-
mandante, podían conducir a la Cámara a-qua a hacer un
estimado sobre el monto de las prestaciones laborales y las
retenciones y comisiones solicitadas, pero sin hacer un pe-
dimento formal ante el Tribunal en ese sentido ni presen-
tar como podía hacerlo, la prueba contraria con respecto al
salario promedio y al monto de las retenciones y demás in- 411
demnizaciones retenidas y concebidas al trabajador recla-
mante que por tanto, el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Caribe Grolier Inc., contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 1ro. de
marzo del 1977, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la recu-
rrente al pago de las costas, ordenando su distracción en
provecho del Licdo. Luis Vilchez González y del Dr. Lupo
Hernández Rueda, abogados del recurrido, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán
dez Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de septiembre de 1977.

Materia: Civil.

Recurrente: Altagracia Vda. Rueda.
Abogado: Dr. Bienvenido Canto Rosario.

Recurridas: Celedonio del Río Soto y compartes.
Abogados: Licdos. Juan A. Morel y Manuel Castillo G.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Confin
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en. la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de enero del 1980, años 136' de
la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagracia
Viuda Rueda, dominicana, mayor de edad, soltera, cédula
No. 23362, serie 1ra., domiciliada en esta ciudad, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, el 20 de septiembre del 1977, en sus atribuciones ci-
viles, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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crito presentado ante la Cámara a-qua, se refiere a que la
presentación de los formularios del pago del Impuesto sobre
la Renta que contiene las declaraciones del trabajador de-
mandante, podían conducir a la Cámara a-qua a hacer un
estimado sobre el monto de las prestaciones laborales y las
retenciones y comisiones solicitadas, pero sin hacer un pe-
dimento formal ante el Tribunal en ese sentido ni presen-
tar como podía hacerlo, la prueba contraria con respecto al
salario promedio y al monto de las retenciones y demás in-
demnizaciones retenidas y concebidas al trabajador recla-
mante que por tanto, el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado:

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Caribe Grolier Inc., contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha lro. de
marzo del 1977, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la recu-
rrente al pago de las costas, ordenando su distracción en
provecho del Licdo. Luis Vilchez González y del Dr. Lupo
Hernández Rueda, abogados del recurrido, quienes afirman
beberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de septiembre de 1977.

Materia: Civil.

Recurrente: Altagracia Vda. Rueda.
Ahogado: Dr. Bienvenido Canto Rosario.

Recurridos: Celedonio del Río Soto y compartes.
Abogados: Licdos. Juan A. Moret y Manuel Castillo G.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín

Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General. en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de enero del 1980, años 136' de
la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagracia
Viuda Rueda, dominicana, mayor de edad, soltera, cédula
No. 23362, serie Ira., domiciliada en esta ciudad, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, el 20 de septiembre del 1977, en sus atribuciones ci-
viles, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Manuel
11. Castillo G., cédula No. 6607, serie Ira., por sí y en repre-
sentación del Lic. Juan A. Morel, cédula No. 58, serie 31,
abogados del recurrido, Celedonio del Río Soto, dominicano,
mayor de edad, casado, comerciante, cédula No. 727, serie
lra., domiciliado en el kilómetro 7 de la carretera Sánchez;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado el 21 de octu-
bre del 1977, suscrito por el Dr. Bienvenido Canto Rosario.
cédula No. 76776, serie 47, abogado de la recurrente, en el
cual se proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 15 de
noviembre del 1977, suscrito por sus abogados;

Vista la Resolución dictada por la Suprema Corte de
Justicia el 15 de marzo del 1978, por la cual se declara el
defecto de los recurridos Del Río Motors, C. por A., Miguel
Octavio Rueda de Colón, Blanca Altagracia Rueda, Vivían
Arelis Rueda, Miguel Octavio Rueda y Miguelina Rueda de
Samayoa;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los textos legales invocados por la recurrente,
que se mencionan más adelante, y los artículos I y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una litis civil, la Cámara Civil y Comercial
de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó el 19 de febrero de 1973,
una sentencia con el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero:
Acoge los ordinales Tercero y Cuarto de las conclusiones
presentadas por los intimados Miguel Rueda y Del Río Mo-

tem C. por A., y los rodinales Segundo, Tercero y Cuarto
de las conclusiones presentadas por la interviniente Lourdes
Altagracia Almonte Mejía, y en consecuencia ordena la co-
municación reciproca pedida, por vía de la Secretaría de
este Tribunal, de todos los documentos que se harán valer
en la presente instancia, en el término de diez días francos
para cada una de las partes en causa, a partir de la notifica-
ción de esta sentencia por la parte más diligente, y de quin-
ce (15) días francos sucesivos para cada una de dichas par-
tes, para tomar comunicación de los documentos deposita-
dos, en el recurso de oposición intentado por Celedonio del
Río Soto, contra la sentencia de este Tribunal de fecha 7 de
agosto de 1968, dictada a favor de Miguel Rueda; Segundo:
Reserva las costas'; b) que sobre el recurso interpuesto in-
tervino la sentencia dictada por la Corte de Apelación de

. Santo Domingo del 15 de noviembre de 1974 cuyo dispositivo
es como sigue: 'Falla: Primero: Ordena que antes de hacer
derecho sobre el fondo a que se contrae el presente expe-
dinte, la parte apelante aporte al expdiente copia certifica-
da de la sentencia recurrida, dictada en fecha 19 de febrero
de 1973, por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda
Circunscripción del Distrito Nacional, así como copia del
Acta de Apelación contra la misma; Segundo: Ordena que
la parte más diligente promueva nueva audiencia a los fi-
nes de que las partes envueltas en el litigio, ratifiquen, sus-
tituyen o modifiquen sus conclusiones de audiencia; Ter-
cero: Reserva las costas'; c) que interpuesto un recurso de
casación contra esta última sentencia, la Suprema Corte de
Justicia dictó el 3 de septiembre de 1976, una sentencia con
el siguiente dispositivo: 'Por tales motivos: Primero: Decla-
ra inadmisible por prematuro el recurso de casación inter-
puesto por Altagracia Vda. Rueda, contra la sentencia dic-
tada el 15 de noviembre de 1974, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Condena a la recurrente Vda. Rueda, al pago de las
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Manuel
H. Castillo G., cédula No. 6607, serie Ira., por sí y en repre-
sentación del Lic. Juan A. Morel, cédula No. 58, serie 31,
abogados del recurrido, Celedonio del Río Soto, dominicano.
mayor de edad, casado, comerciante, cédula No. 727, serie
lra., domiciliado en el kilómetro 7 de la carretera Sánchez;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado el 21 de octu-
bre del 1977, suscrito por el Dr. Bienvenido Canto Rosario,
cédula No. 76776, serie 47, abogado de la recurrente, en el
cual se proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el Memorial de defensa del recurrido, del 15 de
noviembre del 1977, suscrito por sus abogados;

Vista la Resolución dictada por la Suprema Corte de
Justicia el 15 de marzo del 1978, por la cual se declara el
defecto de los recurridos Del Río Motors, C. por A., Miguel
Octavio Rueda de Colón, Blanca Altagracia Rueda, Vivian
Arelis Rueda, Miguel Octavio Rueda y Miguelina Rueda de
Samayoa;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los textos legales invocados por la recurrente,
que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una litis civil, la Cámara Civil y Comercial
de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional. dictó el 19 de febrero de 1973,
una sentencia con el siguiente dispositivo: Talla: Primero:
Acoge los ordinales Tercero y Cuarto de las conclusiones
presentadas por los intimados Miguel Rueda y Del Río Mo-

tors. C. por A., y los rodinales Segundo, Tercero y Cuarto
de las conclusiones presentadas por la interviniente Lourdes
Altagracia Almonte Mejía, y en consecuencia ordena la co-
municación recíproca pedida, por vía de la Secretaría de
este Tribunal, de todos los documentos que se harán valer
er la presente instancia, en el término de diez días francos
para cada una de las partes en causa, a partir de la notifica-
ción de esta sentencia por la parte más diligente, y de quin-
e (15) días francos sucesivos para cada una de dichas par-

para tomar comunicación de los documentos deposita-
os, en el recurso de oposición intentado por Celedonio del

fin Soto, contra la sentencia de este Tribunal de fecha 7 de
agosto de 1968, dictada a favor de Miguel Rueda; Segundo:

erva las costas'; b) que sobre el recurso interpuesto in-
no la sentencia dictada por la Corte de Apelación de

nto Domingo del 15 de noviembre de 1974 cuyo dispositivo
como sigue: 'Falla: Primero: Ordena que antes de hacer
echo sobre el fondo a que se contrae el presente expe-
te, la parte apelante aporte al expdiente copia certifica-
de la sentencia recurrida, dictada en fecha 19 de febrero
1973, por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda

rcunscripción del Distrito Nacional, así como copia del
Acta de Apelación contra la misma: Segundo: Ordena que
la parte más diligente promueva nueva audiencia a los fi-
nes de que las partes envueltas en el litigio, ratifiquen, sus-
ituyen o modifiquen sus conclusiones de audiencia; Ter-
ero: Reserva las costas'; c) que interpuesto un recurso de
asación contra esta última sentencia, la Suprema Corte de
usticia dictó el 3 de septiembre de 1976, una sentencia con
siguiente dispositivo: 'Por tales motivos: Primero: Decla-

a inadmisible por prematuro el recurso de casación inter-
esto por Altagracia Vda. Rueda, contra la sentencia dic-

ada el 15 de noviembre de 1974. por la Corte de Apelación
e Santo Domingo, en sus atribuciones civiles, cuyo disposi-
ivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Se-

ndo: Condena a la recurrente Vda. Rueda, al pago de las
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costas de casación'; d) que previa intimación hecha por los
abogados del actual recurrido a la parte contraria y a los
abogados de ésta, la Corke de Apelación de Santo Domingo,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara
sible el recurso de apelación de que se trata por no existir
en el expediente la prueba auténtica ni del acto de apela-
ción, ni de la sentencia recurrida;— SEGUNDO: Declara

improcedente, en consecuenc ia, el pedimento fromulado por
el Dr. Miguel Ortega Peguero, tendiente a que se pronuncie
el cúmulo del defecto por falta de concluir de algunas de las
partes;— TERCERO: Condena a las partes adversas que han
sucumbido al pago de las costas";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Con-
tradicción entre los motivos y el dispositivo de la sentencia
impugnada y falsa estimación de las piezas y pruebas del
proceso.— Segundo Medio: Violación de las disposiciones
de los artículos 153 del Código de Procedimiento Civil, y
1315 del Código Civil.— Tercer Medio: Ausencia o falta ab-
soluta de motivos en la sentencia impugnada así como insu-
ficiencia en la enunciación y descripción de los hechos de
la causa,- que generan una violación de los artículos 65-39
de la Ley sobre Procedimien to de Casación y 141 del Código
de Procedimiento Civil.— Cuarto Medio: Desnaturalización
y desconocimiento de las pruebas del proceso. Desnaturali-
zación de los hechos de la causa (otro aspecto);

Considerando, que en los dos primeros medios, del re-
curso, reunidos, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente:
que la sentencia impugnada dispone que el recurso de ape-
lación interpuesto es inadmisible en virtud de que los ape-
lantes no presentaron el original del acto de apelación ni
la copia certificada de la sentencia; que, sin embargo, en la

relación de los hechos de dicha sentencia no sólo se señala
que la misma fue dictada por el tribunal del primer grado,
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sino que transcribe el dispositivo de ella y más adelante se
expresa que la Corte de Apelación tuvo a la vista el acto
del 30 de abril del 1973 mediante el cual se interpuso el re-
curso de apelación; que no importa cuál de las partes depo-
sitara esos documentos, basta que la Corte tuviera oportu-
nidad de examinar ambos actos y sacar de ellos sus conse-
cuencias y alcances para que se cumpliera el voto de la Ley;
que lo que se planteó a la Corte fue la necesidad de pronun-
ciar el defecto de las partes no comparecientes y acumular
dicho defecto en beneficio de la causa; que para tal fin bas-
taba comprobar si el recurso se había interpuesto y si ha-
bían o no más de una parte y si una o varias habían o no
comparecido, para determinar si procedía la aplicación del
artículo 153 del Código de Procedimiento Civil; que para
ello no era preciso tener a la vista la sentencia de primer
grado; que, en cuanto al acto de apelación, es obvio que no
era necesario tampoco examinarlo por cuanto ambas partes
habían admitido que el recurso se había interpuesto y la
prueba de ello era la comparecencia de ambos, y es de prin-
cipio, que en el caso en que ambas partes admiten la exis-
tencia del recurso de apelación no es indispensable la pre-
sentación del acto, si ambas partes están de acuerdo en que
dicho recurso se interpuso en una fecha determinada, pero,

Considerando, que el depósito de esos documentos fue
ordenado por la sentencia de la Corte a-qua dictada el 15 de
noviembre del 1974, la cual adquirió la autoridad de la cosa
definitivamente juzgada al ser declarado inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por la recurrente contra dicho
fallo por la sentencia dictada por la Suprema Corte de Jus-ticia el 3 de septiembre de 1974, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en la relación de hechos de la presente sentencia, oca-
sión en la cual la recurrente presentó los mismos alegatos
que ahora presenta; que, por tanto, los dos primeros medios
del recurso carecen de fundamento y deben ser desestima-dos;
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costas de casación'; d) que previa intimación hecha por los
abogados del actual recurrido a la parte contraria y a los
abogados de ésta, la Corte de Apelación de Santo Domingo,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara inadli-
sible el recurso de apelación de que se trata por no existir
en el expediente la prueba auténtica ni del acto de apela-
ción, ni de la sentencia recurrida;— SEGUNDO : Declara

improcedente, en consecuencia, el pedimento fromulado por
el Dr. Miguel Ortega Peguero, tendiente a que se pronuncie
el cúmulo del defecto por falta de concluir de algunas de las
partes;— TERCERO: Condena a las partes adversas que han
sucumbido al pago de las costas";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Con-

tradicción entre los motivos y el dispositivo de la sentencia
impugnada y falsa estimación de las piezas y pruebas del
proceso.— Segundo Medio: Violación de las disposiciones
de los artículos 153 del Código de Procedimiento Civil, y
1315 del Código Civil.— Tercer Medio: Ausencia o falta ab-
soluta de motivos en la sentencia impugnada así como insu-
ficiencia en la enunciación y descripción de los hechos de
la causa,• que generan una violación de los artículos 65-39
de la Ley sobre Procedimien to de Casación y 141 del Código

de Procedimiento Civil.— Cuarto Medio: Desnaturalización

y desconocimiento de las pruebas del proceso. Desnaturali-
zación de los hechos de la causa (otro aspecto);

Considerando, que en los dos primeros medios, del re-
curso, reunidos, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente:
que la sentencia impugnada dispone que el recurso de ape-
lación interpuesto es inadmisible en virtud de que los ape-
lantes no presentaron el original del acto de apelación ni
la copia certificada de la sentencia; que, sin embargo, en la
relación de los hechos de dicha sentencia no sólo se señala
que la misma fue dictada por el tribunal del primer grado,

sino que transcribe el dispositivo de ella y más adelante se
expresa que la Corte de Apelación tuvo a la vista el acto
del 30 de abril del 1973 mediante el cual se interpuso el re-
curso de apelación; que no importa cuál de las partes depo-
sitara esos documentos, basta que la Corte tuviera oportu-
nidad de examinar ambos actos y sacar de ellos sus conse-
cuencias y alcances para que se cumpliera el voto de la Ley;
que lo que se planteó a la Corte fue la necesidad de pronun-
ciar el defecto de las partes no comparecientes y acumular
dicho defecto en beneficio de la causa; que para tal fin bas-
taba comprobar si el recurso se había interpuesto y si ha-
bían o no más de una parte y si una o varias habían o no
comparecido, para determinar si procedía la aplicación del
artículo 153 del Código de Procedimiento Civil; que para
ello no era preciso tener a la vista la sentencia de primer
grado; que, en cuanto al acto de apelación, es obvio que no
era necesario tampoco examinarlo por cuanto ambas partes
habían admitido que el recurso se había interpuesto y la
prueba de ello era la comparecencia de ambos, y es de prin-
cipio, que en el caso en que ambas partes admiten la exis-
tencia del recurso de apelación no es indispensable la pre-
sentación del acto, si ambas partes están de acuerdo en que
dicho recurso se interpuso en una fecha determinada; pero,

Considerando, que el depósito de esos documentos fue
ordenado por la sentencia de la Corte a-qua dictada el 15 de
noviembre del 1974, la cual adquirió la autoridad de la cosa
definitivamente juzgada al ser declarado inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por la recurrente contra dicho
fallo por la sentencia dictada por la Suprema Corte de Jus-ticia el 3 de septiembre de 1974, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en la relación de hechos de la presente sentencia, oca-
sión en la cual la recurrente presentó los mismos alegatos
que ahora presenta; que, por tanto, los dos primeros medios
del recurso carecen de fundamento y deben ser desestima-dos;
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Considerando, que en el tercer medio del memorial la
recurrente alega que, aún cuando los jueces no están obli-
gados a hacerlo en relación con cada uno de los alegatos, en
forma clara: que en la sentencia impugnada no se exponen
las razones por las cuales si otra de las partes hizo el depó-
sito de la sentencia impugnada en apelación así como del
acto de apelación, tal circunstancia no estaba llamada a su-
plir las necesidades de la ley; que no se exponen las razones
por las cuales al admitir todas las partes por su propia com-
parecencia que el recurso había sido interpuesto no bastó
tal circunstancia para ello, y no se exponen las razones por
las cuales resultaba necesario depositar piezas que sólo ata-
ñían al fondo del recurso cuando sólo se precisaba compro-
bar si había más de una parte en litigio y alguno o algunas
de ellas habían hecho defecto para determinar si era aplica-
ble el artículo 153 del Código de Prcoedimiento Civil; pero,

Considerando, que los alegatos presentados en este me-
dio del recurso constituyen, en definitiva, una reiteración
de los que la recurrente expuso en relación con el 1 9 y el
r medios de su memorial, los cuales, tal como se expresa
anteriormente, carecen de fundamento; por lo cual el tercer
medio del recurso debe ser, también desestimado;

Considerando, que en los medios cuarto y quinto, reuni-
dos, la recurrente alega, en síntesis, que la sentencia impug-
. lada carece de base legal y en ella se desnaturalizaron los
hechos de la causa; pero,

Considerando, que lo expuesto precedentemente y el
examen de la sentencia impugnada revela que ella contiene
motivos suficientes y pertinentes que han permitido a la
Suprema Corte de Justicia verificar que en ella se hizo una
aplicación correcta de la ley; por lo que estos medios del
recurso carecen de fundamento y deben ser también deses-
timados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Altagracia Vda. Rueda contra la sen-

tencia dictada, en sus atribuciones civiles, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo el 20 de septiembre de 1977,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las
costas.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdmo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-diencia pública del día mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.



16	 BOLETÍN JUDICIAL

Considerando, que en el tercer medio del memorial la
recurrente alega que, aún cuando los jueces no están obli-
gados a hacerlo en relación con cada uno de los alegatos, en
forma clara; que en la sentencia impugnada no se exponen
las razones por las cuales si otra de las partes hizo el depó-
sito de la sentencia impugnada en apelación así como del
acto de apelación, tal circunstancia no estaba llamada a su-
plir las necesidades de la ley; que no se exponen las razones
por las cuales al admitir todas las partes por su propia com-
parecencia que el recurso había sido interpuesto no bastó
tal circunstancia para ello, y no se exponen las razones por
las cuales resultaba necesario depositar piezas que sólo ata-
ñían al fondo del recurso cuando sólo se precisaba compro-
bar si había más de una parte en litigio y alguno o algunas
de ellas habían hecho defecto para determinar si era aplica-
ble el artículo 153 del Código de Prcoedimiento Civil; pero,

Considerando, que los alegatos presentados en este me-
dio del recurso constituyen, en definitiva, una reiteración
de los que la recurrente expuso en relación con el 1° y el
2Q medios de su memorial, los cuales, tal como se expresa
anteriormente, carecen de fundamento; por lo cual el tercer
medio del recurso debe ser, también desestimado;

Considerando, que en los medios cuarto y quinto, reuni-
dos, la recurrente alega, en síntesis, que la sentencia impug-
-ada carece de base legal y en ella se desnaturalizaron los
hechos de la causa; pero,

Considerando, que lo expuesto precedentemente y el
examen de la sentencia impugnada revela que ella contiene
motivos suficientes y pertinentes que han permitido a la
Suprema Corte de Justicia verificar que en ella se hizo una
aplicación correcta de la ley; por lo que estos medios del
recurso carecen de fundamento y deben ser también deses-
timados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Altagracia Vda. Rueda contra la sen-
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tencia dictada, en sus atribuciones civiles, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo el 20 de septiembre de 1977,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las
costas.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdmo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

de techa 25 de enero de 1977.	
id:!

Materia: Trabajo.

Recurrente: Inversiones Unidas, C. por A.
Abogado: Dr. Bienvenido Canto Rosario.

Recurrido: Detecto.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de Enero de 1980, años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Inversio-
nes Unidas, C. por A., con su domicilio en la casa sin nú-
mero de la avenida 27 de Febrero, de esta ciudad, contra
la sentencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 25 de enero
de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado el 11 de fe-
brero de 1977 en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
t icia, por el Dr. Bienvenido Canto Rosario, cédula No. 16776,
serie 47, abogado de la recurrente, en el que se proponen
los medios que se indican más adelante;

Vista la Resolución del 17 de marzo de 1977, de la Su-
prema Corte de Justicia, que declara el defecto del recurrido
Eladio Brazobán, en el recurso de casación interpuesto por
Inversiones Unidas, C. por A.;

Visto el escrito firmado por los Dres. César Ramón Pi-
na Toribio, Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina y Ramón
Pina Acevedo M., abogados de José. López Rodríguez re-
currido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda laboral, intentada por Eladio Brazobán
contra el recurrente y José López Rodríguez, el Juzgado de
Paz ,de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 28 de julio de
1975 una sentencia con el siguiente dispositivo: "PRIMERO:
Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra Inver-
siones Unidas, C. por A., y/o Pepe López, por no haber com-
parecido, no obstante haber sido legalmente citado; SE-
GUNDO: Se condena a Inversiones Unidas, C. por A., y/o
Pepe López, a pagarle al señor Eladio Brazobán, las pres-
taciones siguientes: 12 días de salario por concepto de pre-
aviso; 10 días de salarios por concepto de auxilio de cesan-
tía ; 11 días de salarios por concepto de vacaciones no dis-
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Materia: Trabajo.

Recurrente: Inversiones Unidas, C. por A.
Abogado: Dr. Bienvenido Canto Rosario.

Recurrido: Defecto.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-

iner Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de Enero de 1980, años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Inversio-
nes Unidas, C. por A., con su domicilio en la casa sin nú-
mero de la avenida 27 de Febrero, de esta ciudad, contra
la sentencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 25 de enero
de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado el 11 de fe-
brero de 1977 en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia, por el Dr. Bienvenido Canto Rosario, cédula No. 16776,
serie 47, abogado de la recurrente, en el que se proponen
los medios que se indican más adelante;

Vista la Resolución del 17 de marzo de 1977, de la Su-
prema Corte de Justicia, que declara el defecto del recurrido
Eladio Brazobán, en el recurso de casación interpuesto por
Inversiones Unidas, C. por A.;

Visto el escrito firmado por los Dres. César Ramón Pi-
na Toribio, Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina y Ramón
Pina Acevedo M., abogados de José. López Rodríguez re-
turrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda laboral, intentada por Eladio Brazobán
contra el recurrente y José López Rodríguez, el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 28 de julio de
1975 una sentencia con el siguiente dispositivo: "PRIMERO:
Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra Inver-
siones Unidas, C. por A., y/o Pepe López, por no haber com-
parecido, no obstante haber sido legalmente citado; SE-
GUNDO: Se condena a Inversiones Unidas. C. por A., y/o
Pepe López, a pagarle al señor Eladio Brazobán, las pres-
taciones siguientes: 12 días de salario por concepto de pre-
aviso; 10 días de salarios por concepto de auxilio de cesan-
tía ; 11 días de salarios por concepto de vacaciones no dis-
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frutadas ni pagadas; la regalía pascual corespondiente al
período de trabajo; 2 meses y medios de salarios de confor-
midad con lo prescrito por el ordinal 3 9 del artículo 84 del
Código de Trabajo; todo calculado a razón de Doscientos
pesos oro (RDS200.00) devengados mensualmente por él be
neficiario; TERCERO: Condenar a Inversiones Unidas, C.
por A., Pepe López, al pago de las costas con distracción
de las mismas en provecho de la parte que afirma haberlas
avanzado en su totalidad o mayor parte"; b) que sobre lo:
recursos interpuestos, la Cámara a-qua dicté el fallo ahora
impugnado en casación, con el siguiente dispositivo: "En
vista de que se ha depositado en el expediente un recibo
donde se alega que fueron pagadas prestaciones laborales
al trabajador demandante y en el cual aparecen estampadas
unas huellas digitales que también se alega fueron estampa-
das por él y en vista de que dicho señor niega haber estam-
pado dichas huellas, se ordena un experticio en la forma
dispuesta por el articulado del Código de Procedimiento
Civil, relativo a esta materia a fin de que se determine si
dichas huellas corresponde n o no al señor Eladio Brazobán;
Reserva las costas para fallarlas con el fondo";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Wo-

lación de los derechos de defensa; Violación de las disposi-
ciones del artículo 8 inciso 2 acápite J de la Constitución
de la República; Violación del artículo 61 reformado del
Código de Procedimiento Civil y Violación del artículo 55
de la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, vigente en
materia de procedimiento por imperio del artículo 691 del
Código de Trabajo; Segundo Medio: Violación del artículo
54 de la Ley No. 637 sobre contratos de trabajo vigente por
imperio del artículo 691 del Código de Trabajo y Violación
del artículo 61 reformado del Código de Procedimiento Ci-
vil, otro aspecto; Tercer Medio: Ausencia o falta absoluta
de motivos en la sentencia impugnada así como insuficien-

da en la enunciación y descripción de los hechos de la cau-
sa, que generan una violación de los artículos 61-Zic de la
Ley sobre Procedimiento Civil; Curato Medio: Desnaturali-
zación de los hechos y falta de base legal; Quinto Medio:
Desnaturalización y desconocimiento de las pruebas del
proceso; desnaturalización de los hechos de la causa (otro
aspecto);

Considerando, que la recurrente Inversiones Unidas, C.
por A., alega, en síntesis, en su primer medio, que ella no
compareció a la audiencia del 23 de septiembre de 1976;
que en dicha audiencia se prorrogaron medidas de instruc-
ción ya ordenadas y se fijó el día' 28 de octubre de 1976,
para celebrarlas; que no cinociendo la indicada recurrente
que se celebraría una audiencia dicho día, era obvio que
debía ser citada para esa nueva audiencia, que, sin embar-
go ella no fue citada, y el 28 de octubre de 1976 se celebró
la causa y se dictó el fallo que prorrogó el conocimiento
del informativo y contra-informativo en ausencia de la com-
pañía recurrente, fijándose una nueva fecha, el 2 de di-

, siembre del mismo año para su celebración; que llegado
ese día, se ordenó una nueva prórroga para el 25 de enero
de 1977, sin que se citara a la recurrente para esa fecha,
fallando la Cámara a-qua, sin que se ejecutaran las medi-
das de instrucción ya ordenadas y se tomó una nueva me-
dida de instrucción, la celebración de un experticio" paradeterminar si las huellas dactilares existentes en un docu-
mento que obra en el expediente, fueron estampadas porBrazobán, no permitiendo a la recurrente mencionada, dis-cutir la procedencia de esa medida, dado el caso que ella
ha negado ser el patrón del obrero demandante originario;
que en esas circunstancias, es evidente que en el caso ocu-
rrente se ha violado el derecho de defensa de InversionesUni

das, por lo que procede casar la sentencia impugnada;
Hl Considerando, que tal como señala la recurrente Inver-
¡o

«,.., nes Unidas, a ella no se le citan las diferentes audiencias

' n
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frutadas ni pagadas; la regalía pascual corespondiente al
período de trabajo; 2 meses y medios de salarios de confor-
midad con lo prescrito- por el ordinal 39 del artículo 84 del
Código de Trabajo; todo calculado a razón de Doscientos •
pesos oro (RDS200.00) devengados mensualmente por el be-
neficiario; TERCERO: Condenar a Inversiones Unidas C
por A., Pepe López, al pago de las costas con distracción
de las mismas en provecho de la parte que afirma haberlas
avanzado en su totalidad o mayor parte"; b) que sobre los
recursos interpuestos, la Cámara a-qua dictó el fallo ahora
impugnado en casación, con el siguiente dispositivo: "En
vista de que se ha depositado en el expediente un recibo
donde se alega que fueron pagadas prestaciones laborales
al trabajador demandante y en el cual aparecen estampadas
unas huellas digitales que también se alega fueron estampa-
das por él y en vista de que dicho señor niega haber estam-
pado dichas huellas, se ordena un experticia en la forma
dispuesta por el articulado del Código de Procedimiento
Civil, relativo a esta materia a fin de que se determine si
dichas huellas corresponde n o no al señor Eladio Brazobán;
Reserva las costas para fallarlas con el fondo";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación de los derechos de defensa; Violación de las disposi-
ciones del artículo 8 inciso 2 acápite .7 de la Constitución
de la República; Violación del artículo 61 reformado del
Código de Procedimiento Civil y Violación del artículo 55
de la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, vigente en
materia de procedimiento por imperio del artículo 691 del
Código de Trabajo; Segundo Medio: Violación del artículo
54 de la Ley No. 637 sobre contratos de trabajo vigente por
imperio del artículo 691 del Código de Trabajo y Violación
del artículo 61 reformado del Código de Procedimiento Ci-
vil, otro aspecto; Tercer Medio: Ausencia o falta absoluta
de motivos en la sentencia impugnada así como insuficien-

da en la enunciación y descripción de los hechos de la cau-
sa, que generan una violación de los artículos 61-Zic de la
Ley sobre Procedimiento Civil; Quino Medio: Desnaturali-
zación de los hechos y falta de base legal; Quinto Medio:
Desnaturalización y desconocimiento de las pruebas del
proceso; desnaturalización de los hechos de la causa (otro
aspecto);

Considerando, que la recurrente Inversiones Unidas, C.
por A., alega, en síntesis, en su primer medio, que ella no
compareció a la audiencia del 23 de septiembre de 1976;
que en dicha audiencia se prorrogaron medidas de instruc-
ción ya ordenadas y se fijó el día' 28 de octubre de 1976,
para celebrarlas; que no cinociendo la indicada recurrente
que se celebraría una audiencia dicho día, era obvio que
debía ser citada para esa nueva audiencia, que, sin embar-
go ella no fue citada, y el 28 de octubre de 1976 se celebró
la causa y se dictó el fallo que prorrogó el conocimiento
del informativo y contra-informativo en ausencia de la com-
pañía recurrente, fijándose una nueva fecha, el 2 de di-

, ciembre del mismo año para su celebración; que llegado
ese día, se ordenó una nueva prórroga para el 25 de enero
de 1977, sin que se citara a la recurrente para esa fecha,
fallando la Cámara a-qua, sin que se ejecutaran las medi-
das de instrucción ya ordenadas y se tomó una nueva me-
dida de instrucción, la celebración de un experticio" paradeterminar si las huellas dactilares existentes en un docu-
mento que obra en el expediente, fueron estampadas porBrazobán, no permitiendo a la recurrente mencionada, dis-
cutir la procedencia de esa medida, dado el caso que ella
ha negado ser el patrón del obrero demandante originario;
que en esas circunstancias, es evidente que en el caso ocu-r
rente se ha violado el derecho de defensa de InversionesUnidas, por lo que procede casar la sentencia impugnada;

Considerando, que tal como señala la recurrente Inver-
siones Unidas, a ella no se le citan las diferentes audiencias
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fijadas para la celebrac ión de las medidas de instrucción

que debían de tener efecto antes de la audienc ia del 25 de

enero de 1977, Que dió lugar al fallo ahora impugnado,
fue citada para asistir a esta última audiehcia; que en estas
circunstancias dicha recurrente no tuvo la	

rtinencia

oportunidad de

producir sus alegatos en relación con la procedencia de esas

medidas y tampoco pudo enterarse y discutir la pe 
de la última medida ordenada por la Cámara a-qua; que por
lo que antecede, es obvio que en la especie, se ha violado
el derecho de defensa de Inversiones Unidas, C. por A., y
el medio propuesto debe ser acogido;

Considerando, que las costas pueden ser compensadas
cuando se ha violado el derecho de defensa;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
el 25 de enero de 1977, por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-

positivo  se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el conocimiento del asunto al Juzgado de Primera
Instancia de "San Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa
las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez

Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

o	
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretado General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1980

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
. •	 ,	 Instancia del Distrito Nacional, de fecha 12 de julio de

111101....:'	 1977._	 .

Materia: Laboral.

Recurrente: Espumas Industriales, C. por A.
Abogados: Lic. Federico Nina hijo y Dr. Luis Silvestre Nina Mota.

Recurrido: Antonio Inoa García.
Abogados: Ores. Freddy Zarzuela y A. Ulises Cabrera.

Dios, Patria y Libertad,
RepúblicaDorninicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte R. Alburquerque Castillo, asisidos del Secreario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
9 del mes de Enero del año 1980, años 136' de la Indepen-
dencia y 117' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Espumas
Industriales, C. por A., con su domicilio principal en la calle
Moca esquina Nicolás de Ovando, de esta ciudad; contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de

1
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fijadas para la celebración de las medidas de instrucción
que debían de tener efecto antes de la audiencia del 25 de
enero de 1977, que dio'lugar al fallo ahora impugnado, ni
fue citada para asistir a esta última audiencia; que en estas
circunstancias dicha recurrente no tuvo la oportunidad de
producir sus alegatos en relación con la procedencia de esas
medidas y tampoco pudo enterarse y discutir la pertinencia
de la última medida ordenada por la Cámara a-qua; que por
lo que antecede, es obvio que en la especie, se ha violado
el derecho de defensa de Inversiones Unidas, C. por A., y
el medio propuesto debe ser acogido;

Considerando, que las costas pueden ser compensadas
cuando se ha violado el derecho de defensa;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
el 25 de enero de 1977, por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el conocimiento del asunto al Juzgado de Primera
Instancia de San Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa

las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

o	 La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1980

tenia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 12 de julio de
1977.

: Laboral.

jgeourrente: Espumas Industriales, C. por A.
Abogados: Lic. Federico Nina hijo y Dr. Luis Silvestre Nina Mota.

Recurrido: Antonio Inoa García.
Abogados: Dres. Freddy Zarzuela y A. Ulises Cabrera.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte R. Alburquerque Castillo, asisidos del Secreario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
9 del mes de Enero del año 1980, años 136' de la Indepen-
dencia y 117' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso dé casación interpuesto por EspumasIndustriales, C. por A., con su domicilio principal en la calle
Moca esquina Nicolás de Ovando, de esta ciudad; contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de
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Primera Instancia del Distrito Nacional, el 12 de julio de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Roosevelt
Comarazamy, en representación del Lic. Federico Nina hijo,
cédula No. 670, serie 23, y el Dr. Luis Silvestre Nina Mota, :1
cédula No. 22398, serie 23, abogados de la recurrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Freddy
Zarzuela, cédula No. 41269, serie 54, por sí y en representa-
ción del Dr. Ulises Cabrera L., cédula No. 12215, serie 48,
abogado del recurrido, Antonio Inoa García, dominicano,
mayro de edad, domiciliado en la calle No. 13, casa No. 4,
del Ensanche Luperón, de esta ciudad. cédula No. 5105,
serie 59;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
ría de esta Corte, el 29 de agosto de 1977, suscrito por los
abogados de la recurrente, en el cual se proponen los me-
dios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, el 20 de oc-
tubre del 1977, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te en su memorial, que se indican más adelante, y los ar-
tículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 14 de mayo de 1974,
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Se rechaza por improcedente y mal fundada la de-

.
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manda laboral intentada por Antonio lima García, contra
la empresa Espumas Industriales, C. por A.; SEGUNDO: Se
condena al demandante al pago de las costas y se ordena la
distracción de las mismas en favor del Dr. Luis Silvestre
Nina Mota, que afirma haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la forma co-
mo en el fondo el recurso de apelación interpuesto por An-
tonio Inoa García, contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 14 de mayo de 1974,
dictada en favor de Espumas Industriales, C. por A., cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma
sentencia impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despi-
do en el caso de la especie; TERCERO: Condena a la em-
presa Espumas Industriales, C. por A., a pagarle al recla-
mante Antonio Inoa García, los Valores siguientes: 12 días
de salario por concepto de preaviso, 10 días de auxilio de
cesantía, las vacaciones, regalía y bonificación por los 8
meses laborados, RD$280.80 por concepto de horas extras,
así como a una suma iguala los salarios que habría recibido
el trabajador desde el día de la demanda y hasta la senten-
cia definitiva, sin que excedan de tres meses, tdo calculado
a base de RD$2.60 diario; CUARTO: Condena a la parte que
sucumbe Espumas Industriales, C. por A., al pago de las

4.•
costas del procedimiento de ambas instancias, de conformi
dad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de julio
de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Ulises Cabrera y Antonio de Jesús
Leonardo, quienes afirman haberlas avanzado en su tota-
lidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de las disposiciones del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil, por desnaturalización de los hechos;



Primera Instancia del Distrito Nacional, el 12 de julio de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Roosevelt
Comarazamy, en representación del Lic. Federico Nina hijo,
cédula No. 670, serie 23, y el Dr. Luis Silvestre Nina Mota,
cédula No. 22398, serie 23, abogados de la recurrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Freddy
Zarzuela, cédula No. 41269, serie 54, por sí y en representa-
ción del Dr. Ulises Cabrera L., cédula No. 12215, serie 48,
abogado del recurrido, Antonio Inoa García, dominicano,
mayro de edad, domiciliado en la calle No. 13, casa No. 4,
del Ensanche Luperón, de esta ciudad, cédula No. 5105,
serie 59;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
ría de esta Corte, el 29 de agosto de 1977, suscrito por los
abogados de la recurrente, en el cual se proponen los me-
dios que se indican más adelante;

Visto e: memorial de defensa del recurrido, el 20 de oc-
tubre del 1977, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te en su memorial, que se indican más adelante, y los ar-
tículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 14 de mayo de 1974,
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Se rechaza por improcedente y mal fundada la de-

manda laboral intentada por Antonio Inoa García, contra
la empresa Espumas Industriales, C. por A.; SEGUNDO: Se
condena al demandante al pago de las costas y se ordena la
distracción de las mismas en favor del Dr. Luis Silvestre
fina Mota, que afirma haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la forma co-
mo en el fondo el recurso de apelación interpuesto por An-
tonio Inoa García, contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 14 de mayo de 1974,
dictada en favor de Espumas Industriales, C. por A., cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma
sentencia impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despi-
do en el caso de la especie; TERCERO: Condena a la em-
presa Espumas Industriales, C. por A., a pagarle al recla-
mante Antonio Inoa García, los Valores siguientes: 12 días
de salario por concepto de preaviso, 10 días de auxilio de
cesantía, las vacaciones, regalía y bonificación por los 8
meses laborados, RD$289.80 por concepto de horas extras,
así como a una suma iguala los salarios que habría recibido
el trabajador desde el día de la demanda y hasta la senten-
cia definitiva, sin que excedan de tres meses, tdo calculado
a base de RD$2.60 diario; CUARTO: Condena a la parte que
sucumbe Espumas Industriales, C. por A., al pago de las
costas del procedimiento de ambas instancias, de conformi-
dad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de julio
de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Ulises Cabrera y Antonio de Jesús
IL"na";r do, quienes afirman haberlas avanzado en su tota-
idad

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de las disposiciones del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil, por desnaturalización de los hechos;
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Segundo Medio: Violación de los artículos 72 y 78 del Có-
digo de Trabajo; Tercer Medio: Violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil en vista de que la sen-
tencia impugnada carece absolutamente, de motivos, rela-
tivos al pago de horas extraordinarias;

Considerando, que en los dos primeros medios de su

recurso la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que en
la sentencia impugnada se dio por establecido un despido
que no existió sino que se exigió a Antonio Inoa García pa-
ra que continuara en sus labores, que se sometiera al exa-
men médico prescrito en el párrafo primero del artículo 40
del Código de Trabajo; que lo que debió admitirse fue la
existencia de una dimisión de parte del trabajador, sin justa
causa; que en la sentencia impugnada, agrega la recurrente,
se violaron los artículos 72 y 68 del Código de Trabajo, por
falta de aplicación, como consecuencia de haber impuesto
el pago de prestaciones en un caso de misión, sin justa cau-
sa, como es el de la especie;

Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-
sa al respecto lo siguiente: que por las declaraciones de las
testigos hechos oir por la empresa se desprende que ésta
colocó al reclamante en una situación de despido, pues no
le permitió laborar hasta tanto se proveyera del certificado
médico exigido por la Ley; que aunque ello fuera una obli-
gación del trabajador tal hecho no podía constituir más que
una falta de su parte que podía dar lugar a un despido por
justa causa, o inclusive a una suspensión;

Considerando, que, sin embargo, el examen del expe-
diente revela que la Compañía recurrente ha negado que
despidiera a dicho trabajador; que lo que hizo fue exigirle
que cumpliera con el requisito del artículo 40 del Código
de Trabajo que obliga a todo trabajador a someterse a un
reconocimiento médico sea al solicitar su ingreso en el tra-
bajo o durante éste, a petición del patrono. para comprobar

que no padece ninguna incapacidad o enfermedad contagio-
sa o que lo imposibilite para realizar su trabajo; que esta
circunstancia fue comunicada a la Secretaría del Trabajo
por cartas dirigidas por el patrono el 6 de marzo y el 30 del
mismo mes, del año 1974, y que, no obstante los reiterados
requerimientos que la empresa le hizo al trabajador deman-
dante para que cumpliera con ese requisito, se negó rotun-
damente a someterse al examen; que los documentos antes
mencionados no fueron ponderados en todo su alcance por
la Cámara a-qur$ lo que de haberse hecho hubiera podido
conducir, eventualmente, a los Jueces, a dar una solución
distinta al caso; que en tales condiciones la sentencia im-
pugnada carece de base legal y debe ser casada, sin que sea
necesario ponderar el tercer y último medio del recurso;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
falta de base legal las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, el 12 de julio de 1977, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal; SEGUNDO: Com-
pensa las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

•
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Segundo Medio: Violación de los artículos 72 y 78 del Có-

digo de Trabajo; Tercer Medio: Violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil en vista de que la sen-
tencia impugnada carece absolutamente, de motivos, rela-
tivos al pago de horas extraordinarias;

Considerando, que en los dos primeros medios de su
recurso la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que en
la sentencia impugnada se dio por establecido un despido
que no existió sino que se exigió a Antonio Inoa García pa-
ra que continuara en sus labores, que se sometiera al exa-
men médico prescrito en el párrafo primero del artículo 40
del Código de Trabajo; que lo que debió admitirse fue la
existencia de una dimisión de parte del trabajador, sin justa
causa; que en la sentencia impugnada, agrega la recurrente,
se violaron los artículos 72 y 68 del Código de Trabajo, por
falta de aplicación, como consecuencia de haber impuesto
el pago de prestaciones en un caso de misión, sin justa cau-
sa, como es el de la especie;

Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-
sa al respecto lo siguiente: que por las declaraciones de los
testigos hechos oir por la empresa se desprende que ésta
colocó al reclamante en una situación de despido, pues no
le permitió laborar hasta tanto se proveyera del certificado
médico exigido por la Ley; que aunque ello fuera una obli-
gación del trabajador tal hecho no podía constituir más que
una falta de su parte que podía dar lugar a un despido por
justa causa, o inclusive a una suspensión;

Considerando, que, sin embargo, el examen del expe-
diente revela que la Compañía recurrente ha negado que
despidiera a dicho trabajador; que lo que hizo fue exigirle
que cumpliera con el requisito del artículo 40 del Código
de Trabajo que obliga a todo trabajador a someterse a un
reconocimiento médico sea al solicitar su ingreso en el tra-
bajo o durante éste, a petición del patrono. para comprobar
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que no padece ninguna incapacidad o enfermedad contagio-
sa o que lo imposibilite para realizar su trabajo; que esta
circunstancia fue comunicada a la Secretaría del Trabajo
por cartas dirigidas por el patrono el 6 de marzo y el 30 del
mismo mes, del año 1974, y que, no obstante los reiterados
requerimientos que la empresa le hizo al trabajador deman-
dante para que cumpliera con ese requisito, se negó rotun-
damente a someterse al examen; que los documentos antes
mencionados no fueron ponderados en todo su alcance por
la Cámara a-qinzl lo que de haberse hecho hubiera podido
conducir, eventualmente, a los Jueces, a dar una solución
distinta al caso; que en tales condiciones la sentencia im-
pugnada carece de base legal y debe ser casada, sin que sea
necesario ponderar el tercer y último medio del recurso;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
falta de base legal las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, el 12 de julio de 1977, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal; SEGUNDO: Com-
pensa las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Leont.e R. Alburquerque Castillo.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
fi rmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte, de Apelación de Santo Domingo de
fecha 24 de agosto dc 1977.

Materia: Correccionales.

Recurrentes: Electromóvil Dominicana, Agapito Belén Fernández
y Unión de Seguros. C. por A.

Ahogados: Dres. Bolívar Soto Montás y Euclides Acosta Figuereo.

Interviniente: Francisco RodrIguez.
Ahogado: Dr. Francisco Chía Troncoso.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jucces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-

mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Roja.s Almánzar y Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de ene-
ro del 1980, afios 136' de la Independencia y 117' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Agapito Belén Fernández, dominicano, mayor de
edad, soltero, choter, cédula No. 14816, serie 49, domiciliado
y residente en esta ciudad en la Avenida Sabana Larga No.
37, Ensanche Ozama; Electromóvil Dominicana, C. por A.,
compafiía con asiento social en la calle Leopoldo Navarro

No. 15 de esta ciudad y la Unión de Seguros, C. por A., con
su domicilio social principal en la Avenida 27 de Febrero
L asa No. 263 de esta ciudad, contra la sentencia dictada en
r.tribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
.->a nto Domingo el 24 de agosto del 1977, cuyo dispositivo
so copla rnás adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lecttuu del rol;
Oído al Dr. Francisco Chía Troncoso, cédula No. 44919,

.erie 31. abogado del interviniente Francisco Rodríguez, do-
minicano, mayor de edad, casado, obrero, cédula No. 13231,
serie 3, domiciliado y residente en esta ciudad, en la casa
No. 2 de la calle J No. 3 del Barrio Invi, Los Minas, en la
1ectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recur,so de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 13 de febrero de 1978, a re-
querimiento de los Doctores Bolívar Soto Montás y Euclides
Acosta Figuereo, cédulas Nos. 22718 y 26507, series 2da. y
13 respectivame.nte, en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone contra la sentencia impugnada nin-
gfin medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 30 de abril
de 1979, suscrito por stis abogados, en el cual no se propo-

fien contra la sentencia impugnada, los medios que se in-
dican más adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 30 de abril de
1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
.1erado y vistos los artículos I, 62 y 65 de la Ley sobre Pro-
ectbrniento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo

e
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 24 de agosto de 1977.

Materta: Correccionales.

Recurrentes: Electromóvil Dominicana, Agapito Belen Fernandez
y Unión de Seguros. C. por A.

Abogados: Dres. Bolívar Soto Montas y Euclides Acosta Figuereo.

Interviniente: Francisco Rodriguez.
Abogado: Dr. FrancisCO Chía Troncoso.

Dios, Patria y Libertad,
Repítblica Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Contín -
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A: Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de ene-
ro del 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Agapito Belén Fernández, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, cédula No. 14816, serie 49, domiciliado
y residente en esta ciudad en la Avenida Sabana Larga No.
37, Ensanche Ozama; Electromóvil Dominicana, C. por A.,
compañía con asiento social en la calle Leopoldo Navarro

No. 15 de esta ciudad y la Unión de Seguros, C. por A., con
su domicilio social principal en la Avenida 27 de Febrero
cr,sa No. 263 de esta ciudad, contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo el 24 de agosto del 1977, cuyo dispositivo
se cop:a más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Francisco Chía Troncoso, cédula No. 44919,
serie 31, abogado del interviniente Francisco Rodríguez, do-
minicano, mayor de edad, casado, obrero, cédula No. 13231.
serie 3, domiciliado y residente en esta ciudad, en la casa
N o 2 de la calle J No. 3 del Barrio Invi, Los Minas, en la
lectura de sus conelusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurAo de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 13 de febrero de 1978, a re-
querimiento de los Doctores Bolívar Soto Montás y Euclides
Acosta Figuereo, cédulas Nos. 22718 y 26507, series 2da. y
18 respectivamente. en representación de los recurrentes,
en la cual no se propone contra la sentencia impugnada nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 30 de abril
de 1979, suscrito por sus abogados, en el cual no se propo-
nen contra la sentencia impugnada, los medios que se in-
dican más adelante;

Visto el escrito clel interviniente, del 30 de abril de
1979, suscrito por su abogaclo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 62 y 65 de la Ley sobre Pro-
eedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
doettmentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo



Bot.wriN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL

de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 20
de abril de 1974, en el cual una persona resultó con lesiones
corporales, la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en sus atri-
buciones correccionales, el 6 de noviembre de 1974, una
sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la aho-
ra impugnada; b) que sobre recurso de apelación interpuesto
por Francisco Rodríguez, parte civil constituíd a, intervino

la sentencia ahora impugnada en casación con el siguiente

dispositivo: "FALLA: PRIMERO : Admite como regular y
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 6 de febrero de 1975, por el nombrado Fran-.
cisco Rodríguez., cédula No. 13231-3, residente en la calle
'J' 3 No. 2, Barrio Invi, Los Minas, en su calidad de parte
civil constituída, contra sentencia de fecha 6 del mes de

noviembre de 1974, dictada por la Tercera Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara al
prevenido Agapito Belén Fernández, de generales anotadas,
culpable por haber violado a la Ley No. 241, sobre tránsito
de vehículos, en sus artículos 49 letra 'C' y 65 en perjuicio
de Francisco Rodríguez, en consecuencia se le condena al

pago de una multa de Cuarenta Pesos Oro (RD$40.00) y al
pago de las costas, acogiendo circunstancias atenuantes y
reteniendo falta de la víctima; Segundo: Enuncia la validez
en cuanto a la forma, de la constitución en parte civil, for-
mulada por Francisco Rodríguez, por haber sido hecho de
acuerdo a la ley; en cuanto al fondo de dicha constitución

condena al prevenido y a la Empresa Electromóvil Dom.,
C. por A., persona civilmente responsable al pago solidario
de una indemnización de Un Mil Quinientos Pesos Oro
(RD$1.500.00) más los intereses legales de esa suma a par-
tir de la demanda, como indemnización supletoria, en pro-
vecho de la parte civil constituída como justa reparación
por los daños y perjuicios recibidos en el accidente; Tercero:
Condena al prevenido y a la persona civilmente respons

a -
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ble mencionadas, al pago de las costas civiles, distrayémio-
las en provecho de los Dres. H. N. Batista Arache y Fco.

Chía Troncoso, abogados de la parte civil quienes afir-
man estarlas avanzando en su totalidad; Cuarto: Ordena
que la presente sentencia le sea común y oponible en el
aspecto civil, a la Cía. Unión de Seguros, C. por A., entidad
aseguradora del vehículo que intervino en el accidente, de
conforrnidad con el Art. 10 Mocl. de la Ley No. 4117'. Por
haberlo hecho de conformidad con la ley;— SEGUNDO:
En cuanto al fondo del recurso, se pronuncia el defecto con-
tra el prevenido Agapito Belén Fernández, dominicano, ma-
yor de edad, cédula de identidad personal No. 14816-49, re-
sidente en la Av. Sabana Larga No. 371, Ens. Ozama, por
no comparecer a la audiencia rjo obstante haber sido legal-
mente citado; TERCERO: Modifica el ordinal Segundo de
la sentencia apelada en cuanto al monto de la indemniza-
ción acordada, y la Corte obrando por contrario imperio y
autoridad propia, fija dicha indernnización en la suma de
Novecientos .Pesos Oro (RD$900.00), reteniendo falta de la
víctima y por considerar esta Corte, que esta suma está
más en armonía y equidad con la magnitud de los daños su-
fridos por ésta;— CUARTO: Confirma la sentencia apelada,
cn sus demás aspectos;— QUINTO: Condena al prevenido
Agapito Belén Fernández, al pago de las costas penales de
la alzada y a la persona civilmente responsable, a las civi-
les con distracción de estas últimas en provecho de los Dres.
R. N, Batista Arache y Fco. L. Chía Troncoso, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Unico
Medio: Falta de base legal y de motivos del fallo, violación
del artículo 1317 del Código Civil al no probarse a supuesta
falta cometida por el prevenido:

Consíderando, que el interviniente Francisco Rodríguez,
Por rnedio de su escrito ha solicitado que se declaren inad-
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de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 20
de abril de 1974, en el cual una persona resultó con lesiones
corporales, la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en sus atri-
buciones correccionales, el 6 de noviembre de 1974, una
sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la aho-

Fa 
impttgnada; b) que sobre recurso de apelación interpuesto

por Francisco Rodríguez, parte civil constituída, intervino

la sentencia ahora impugnada en casación con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 6 de febrero de 1975, por el nombrado Fran-
cisco Rodríguez, cédula No. 13231-3, residente en la calle
'J' 3 No. 2, Barrio Invi, Los Minas, en su calidad de parte
civil constituída, contra sentencia de fecha 6 del mes de
noviembre de 1974. dictada por la Tercera Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara al
prevenido Agapito Belén Fernández, de generales anotadas,
culpable por haber violado a la Ley No. 241, sobre tránsito
de vehículos, en sus artículos 99 letra 'C' y 65 en perjuicio

de Francisco Rodríguez, en consecuencia se le condena al
pago de una multa de Cuarenta Pesos Oro (RD$40.00) y al
pago de las costas, acogiendo circunstancias atenuantes y
reteniendo falta de la víctima: Segundo: Enuncia la validez
en cuanto a la forma, de la constitución en parte civil, for-
mulada por Francisco Rodríguez, por habér sido hecho de
acuerdo a la ley; en cuanto al fondo de dicha constitución
condena al prevenido y a la Empresa Electromóvil Dom.,
C. por A., persona civilmente responsable al pago solidario
de una indemnización de Un Mil Quinientos Pcsos Oro
(RD$1.500.00) más los intereses legales de esa suma a par-
tir de la demanda, como indemnización supletoria, en pro-
vecho de la parte civil constituída como justa reparación
por los daños y perjuicios recibidos en el accidente; Tercero:
Condena al prevenido y a la persona civilmente responsa-
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LIC mencionadas, al pago de las costas civiles, clistrayéndo-
Hs en provecho de los Dres. H. N. Batista Arache y Fco.

Chía Troncoso, abogados de la parte civil quienes afir-
Lfl 	 avanzando en su totalidad; Cuarto: Ordena

e la presente sentencia le sca común y oponible en el
" -pecto civil, a la Cía. Unión de Seguros, C. por A., entidad
mguradora del vehículo que intervino en el accidente, de
nformidad con el Art. 10 Mod. de la Ley No. 4117'. Por

, Aerlo hecho de conformidad con la ley;— SEGUNDO:
i:n cuanto al fondo del recurso, se pronuncia el defecto con-

el prevenido Agapito Belén Fernández, dominicano, ma-
de edad, cédula de identidad personal No. 14816-49, re-

:clente en la Av. Sabana Larga No. 371, Ens. Ozama, por
comparecer a la audiencia no obstante haber sido legal-

mente citado; TERCERO: Modifica el ordinal Segundo de
la sentencia apelada en cuanto al monto de la indemniza-
ción acordada, y la Corte obrando por contrario imperio y
autoridad propia, fija dicha indemnización en la surna de
Novecientos , Pesos Oro (RD$900.00), reteniendo falta de la
víctima y por considerar esta Corte, que esta suma está
más n armonía y equidad con la magnitud de los daños su-
fridos por ésta;— CUARTO: Confirrna la sentencia apelada,
en sus demás aspectos;— QUINTO: Condena al prevenido
Agapito Belén Fernández, al pago de las costas penales de
la alzada y a la parsona civilmente responsable, a las civi-
les con distracción de estas últhnas en provecho de los Dres.
H. N. Batista Arache y Fco. L. Chía Troncoso, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Unico
Medio: Falta de base legal y de motivos del fallo, violación
del artículo 1317 del Código Civil al no probarse a supuesta
falta cometida por el prevenido;

Considerando, que el intervirdente Francisco Rodríguez,
Por medio de su escrito ha solicitacio que se declaren inad-
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sionado ningún agravio, que por tanto procede declarar in-
admisibles sus recursos de casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
zes a Francisco Rod.ríguez, en los recursos de casación in-
ierpuestos por Agapito Belén Fernández, Electromóvil Do-
minicana, C. por A., y la Unión de Seguros, C. por A., con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación cle Santo Domingo, el 24 de agosto de
1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara inadmisibles los mencio-
nados recursos; y Tercero: Condena a Electromóvil Domi-
nicana, C. por A., al pago de las costas, con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Francisco L. Chía Troncoso,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad y las de-
clara oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro
de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdom Báez.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del clia, mes y afío en él expresados y fue
firrnada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo. II
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misibles los recursos interpuestos por los recurrentes con-
ra la sentencia impugnada

"la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santot , sobre el fundamento de que

Domingo, adquirió la autoridad irrevocable de la cosa juz-
gada erí cuanto al prevenido Agapito Belén Fernández tan-
to en el aspecto penal como en el aspecto civil, en razón de
que el referido ineuipado no impugnó la sentencia de pri-
mer grado dictada por la Tercera Cámara de lo Penal del
Distrito Nacional, que lo condenó al pago de una multa de

RD$40.00 por violació n a la ley 241 y al pago de una in-
demnización de RD$1,500.00 conjuntamente con la Empresa
Electromóvil Dominicana, C. por A., civilmente responsable
en provecho de la parte civil constituída, así como al pago
de las costas y declaró oponibles dichas condenaciones civi-
les a la Unión de Seguros, C. por A.; que por otra parte si
se examina el expediente se determina que no hay cons-
tancia en el mismo de que Electromóvil Dominicana, C. por
A., persona civilmente responsable, ni la Unión de Seguros.
C. por A., hayan impugnado en apelación la sentencia del
Juez de Prirner Grado ya que el único apelante lo fue la
parte civil constituída Francisco Rodríguez por no estar
conforme con la indemnización que le fue concedida, la
cual fue reducida en un exceso de poder ya que nadie hizo

solicitud en tal sentido, que por tanto los beneficiarios con
la decisión lo fueron los actuales recurrentes en casación
y en consecuencia los recursos de casación resultan inadmi-
sibles, no sólo porque los recurrentes no impugnaron en
apelación la sentencia del Juez de Primer Grado, sino por-
que en último caso, la sentenc ia de la Corte, tampoco los

produjo agravio alguno";

Considerando, que en efecto y tal como sostiene el in-
terviniente. el examen del fallo impugna do y los documen-

tos ponen de manifiesto, que los actuales recurrentes no in-
terpusieron recurso de apelación contra la sentencia de
Primer Grado y la sentencia hoy impugnad a no les ha oca-
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misibles 
los recursos interpuestos por los recurrentes con-

tra la sentencia impugnad.a, sobre el fundamento de que
"la sentencia dictada por la Corte de Apelación cle Santo
Dorningo, adquirió la autoridad irrevocab le de la cosa juz-

gada en cuanto al prevenido Agapito Belén Fernández tan-
to en el aspecto penal como en el aspecto civil, en razón de
que el referido inculpado no impugnó la sentenc ia de pri-

mer grado dictada por la Tercera Cámara de lo Penal del
Distrito Nacional, que lo condenó al pago de una multa de
RDS40.00 por violación a la ley 241 y al pago de una in-

demnización de RDS1,500.00 conjuntamente con la Empresa
Electromóvil Dominicana, C. por A., civilmente responsable
en provecho de la parte civil constituída, así como al pago
de las costas y declaró oponibles dichas condenaciones civi-
les a la Unión de Seguros, C. por A.; que por otra parte si
se examina el expediente se determina que no hay cons-
tancia en el mismo de que Electromóvil Dominicana, C. por
A., persona civilmente responsable, ni la Unión de Seguros,

C. por A., hayan impugnado en apelación la sentencia del

Juez de Primer Grado ya que el único apelante lo fue la
parte civil constituída Francisco Rodríguez por no estar

conforme con la indemnización que le fue concedida, la
cual fue reducida en un exceso de poder ya que nadie hizo
solicitud en tal sentido, que por tanto los beneficiarios con
la decisión lo fueron los actuales recurrentes en casación;

y en consecuencia los recursos de casación resultan inadmi-

sibles, no sólo porque los recurrente s no impugnaron en

apelación la sentencia del Juez de Primer Grado, sino por-
que en último caso, la sentencia de la Corte, tampoco los

produjo agravio alguno";

Considerando, que en efecto y tal como sostiene el in-
terviniente, el examen del fallo impugnado y los documen-
tos ponen de manifiesto, que los actuales recurrentes no in-
terpusieron recurso de apelación contra la sentenc ia de

Prirner Grado y la sentencia hoy impugnada no les ha oca-
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sionado ningún agravio, que por tanto procede declarar in-
admisibles sus recursos de casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Francisco Rodríguez, en los recursos de casación in-
terpuestos por Agapito Belén Fernández, Electromóvil Do-
minicana, C. por A., y la Unión de Seguros, C. por A., con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 24 de agosto de
1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior det
presente fallo; Seguindo: Declara inadmisibles los mencio-
nados recursos; y Tercero: Conciena a Electromóvil Domi-
nicana, C. por A., al pago de las costas, con distracción de
las rnismas en provecho del Dr. Francisco L. Chía Troncoso,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad y las de-
clara oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro
de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipc Osvaldo Perdom Báez.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en stt encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.



SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
16 de diciembre de 1976.

Materia: Correccionales.

Recurrentes: José Ramón Fernández y compartes; c. s. Florencio

Vásquez Sánchez.
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Intervinientes: Juan José Cifuentes y comparte.
Ahogado: Dr. Hugo Feo. Alvarez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la Repúblici. la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contin
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de Enero del año 1980,
años 136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Ramón Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, do-
miciliado en Cutupú, La Vega, cédula No. 9349, serie 47, y •
Ana Leticia Polanco Vda. Fernández, dominicana, mayor de
edad, soltera, domiciliada en Cutupú, La Vega. cédula No.

35579, serie 47; contra la sentencia dictada en sus atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de La Vega,
el 16 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula No. 7769,
serie 39, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oída a la Dra. Andreína Amaro, en representación del
Dr. Hugo Francisco Alvarez V., abogado de los intervinien-
tes Juan José Cifuentes, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, domiciliado en la calle Francisco 1-Ienríquez y Carva-
jal No. 107 de esta ciudad, y la Compañía Nacional de Segu-
ros, C. por A.. con su domicilio en la Avenida Máximo Gó-
mez No. 31 de esta Capital, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República:

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 16 de diciembre de 1976, a requerimiento
del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, en representación de
los recurrentes José Ramón Fernández y Ana Leticia Polan-
co Vda. Fernández, parte civil constituídas, acta en la cual
no se indica ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 13-de enero
de 1978, suscrito por su abogado, en el cual se propone el
medio que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 13 de enero
de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los textos legales invocados por los recurren-
tes, que se mencionan más adelante, y los artículos I, 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
16 de diciembre de 1976.

Materia: Correccionales.

Recurrentes: José Ramón Fernández y compartes; c. s. Florencio

Vásq u ez Sánchez.
Ahogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Intervitdentes: Juan José Cifuentes y comparte.

Ahogado: Dr. Hugo Feo. Alvarez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana,

En Nombre de la República', la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contin
Aybar, Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de Enero del año 1980,
años 136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Ramón Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, do-
miciliado en Cutupú, La Vega, cédula No. 9349, serie 47, y
Ana Leticia Polanco Vda. Fernández, dominicana, mayor de
edad, soltera, domiciliada en Cutupú, La Vega. cédula No.

79, serie 47; contra la sentencia dictada en sus atribucio-
correccionales por la Corte de Apelación de La Vega,

el 16 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula No. 7769,
serie 39. abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oída a la Dra. Andreína Amaro, en representación del
Dr. Hugo Francisco Alvarez V., abogado de los intervinien-
tes Juan José Cifuentes, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, domiciliado en la calle Francisco Henríquez y Carva-
jal No. 107 de esta ciudad, y la Compañía Nacional de Segu-
ros, C. por A., con su domicilio en la Avenida Máximo Gó-
mez No. 31 de esta Capital, en la lectura de sus conclusiones;

tir Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 16 de diciembre de 1976, a requerimiento
del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, en representación de
los recurrentes José Ramón Fernández y Ana Leticia Polan-
co Vda. Fernández, parte civil constituídas, acta en la cual
no se indica ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 13 de enero
de 1978, suscrito por su abogado, en el cual se propone el
medio que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 13 de enero
de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los textos legales invocados por los recurren-
tes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en Jagua
Gorda, La Vega, el 7 de febrero de 1975, en el cual una per-
sona resultó muerta, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dicté
el 23 de marzo de 1976, una sentencia cuyo dispositivo apa-
rece más adelante, inserto en el de la ahora impugnada;
b) que sobre apelación de los ahora recurrentes, intervino
el 16 de diciembre de 1976, la sentencia ahora impugnada
en casación cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos en la forma, los recursos de
apelación interpuestos por las partes civiles constituidas Jo-
sé Ramón Fernández y Ana Leticia Polanco Vda. Fernán-
dez, contra sentencia correccional Núm. 323, dictada por la
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 23 de marzo de
1976. la Cual tiene el dispositivo siguiente: "Falla: Primero:
Se declara no culpable al nombrado Florencio Vásquez Sán-
chez, y en consecuencia se le descarga del hecho que se le
imputa por insuficiencias de prueba; Segundo: Se declaran
las costas de oficio; Tercero: Se acoge como buena y válida
la constitución en parte civil intentada por los señores José
Ramón Fernández, Ana Leticia Polanco de Fernández, en
contra de los señores Florencio Vásquez Sánchez y Juan
José Cifuente Berroa al través de los Dres. José Madera,
Adolfo de la Cruz, José Joaquín Madera y Lorenzo Raposo
Jiménez, por ser regular en la forma; Cuarto: Se rechazan
la parte civil por improcedente y mal fundada; Quinto: Se
condena a la parte civil constituida al pago de las costas
civiles"; por haber sido hecho de conformidad a la Ley;
SEGUNDO: Confirma de la disposición recurrida los ordi-
nales: Tercero y Cuarto, que es de lo que limitativamente
está apoderada esta Corte por la sola apelación de las partes
civiles constituidas; TERCERO: Condena a las partes civiles

constitu idas José Ramón Fernández y Ana Leticia Polanco
Vda. Fernández. al pago de las costas civiles procedentes";

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen, contra la sentencia que impugnan, el siguiente me-
dio único de casación: Desnaturalización de los hechos; Vio-
lación a los artículos 84 y 49 de la Ley No. 241, de 1967, so-
bre Tránsito de Vehículos; y 1382, 1383 y 1384 del Código
Civil; Falta de base legal;

Considerando, que en apoyo de su medio único de ca-
sación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue: que
conforme a todas las declaracinoes vertidas en las audien-
cias celebradas por ante los tribunales de fondo, quedaron
establecidas las siguientes situaciones: a) que el vehículo
fue estacionado en una pendiente de la carretera donde se
originó el accidente de que se trata, a su derecha del lado
del talud de una barranca y en sentido opuesto al profundo
desfiladero por donde el mismo se precipitó; y b) que las
gomas del vehículo, sobre todo las delanteras, fueron deja-
das por su conductor en la misma forma que orientaba la
carretera, es decir, rectas, sin ninguna inclinación hacia el
referido talud; que esas dos situaciones de hecho constituye-
ron a la realización del accidente, que, el artículo 84 de la
citada Ley establece que: "todo vehículo deberá inmovili-
zarse con el freno de emergencia y cuando se estacione en
pendiente deberá hacerse con la rueda delantera más cerca
a la acera diagonalmente hacia el borde del contén u orilla
de la vía pública"; que, el prevenido Vásquez Sánchez con-
fesó que no acató tal norma legal porque estimó que el ve-
hículo no la necesitaba, sin tomar en consideración, la Corte
a-qua que el hecho mismo de haberse rodado el vehículo ha-
cia el precipicio, constituyó la causa determinante del ac-
cidente; que la Corte a-qua, habiendo comprobado esas si-tuaciones de hecho, produce el descargo penal y civil del
prevenido porque entendió, erróneamente, haciendo uso de
suPosiciones,

;h

que la víctima del accidente José Fernández,
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en Jagua
Gorda, La Vega, el 7 de febrero de 1975, en el cual una per-
sona resultó muerta, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó
el 23 de marzo de 1976, una sentencia cuyo dispositivo apa-
rece más adelante, inserto en el de la ahora impugnada;
b) que sobre apelación de los ahora recurrentes, intervino
el 16 de diciembre de 1976, la sentencia ahora impugnada
en casación cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos en la forma, los recursos de
apelación interpuestos por las partes civiles constituidas Jo-
sé Ramón Fernández y Ana Leticia Polanco Vda. Fernán-
dez, contra sentencia correccional Núm. 323, dictada por la
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 23 de marzo de
1976, la Cual tiene el dispositivo siguiente: "Falla: Primero:
Se declara no culpable al nombrado Florencio Vásquez Sán-
chez, y en consecuencia se le descarga del hecho que se le
imputa por insuficiencias de prueba; Segundo: Se declaran
las costas de oficio; Tercero: Se acoge como buena y válida
la constitución en parte civil intentada por los señores José
Ramón Fernández, Ana Leticia Polanco de Fernández, en
contra de los señores Florencio Vásquez Sánchez y Juan
José Cifuente l3erroa al través de los Dres. José Madera,

Adolfo de la Cruz, José Joaquín Madera y Lorenzo Raposo
Jiménez, por ser regular en la forma, Cuarto: Se rechazan
la parte civil por improcedente y mal fundada; Quinto: Se
condena a la parte civil constituida al pago de las costas
civiles"; por haber sido hecho de conformidad a la Ley;
SEGUNDO: Confirma de la disposición recurrida los ordi-
nales: Tercero y Cuarto, que es de lo que limitativamente
está apoderada esta Corte por la sola apelación de las partes
civiles constituidas; TERCERO: Condena a las partes civiles

constituidas José Ramón Fernández y Ana Leticia Polanco
vda. Fernández. al pago de las costas civiles procedentes";

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen, contra la sentencia que impugnan, el siguiente me-
dio único de casación: Desnaturalización de los hechos; Vio-
lación a los artículos 84 y 49 de la Ley No. 241, de 1967, so-
bre Tránsito de Vehículos; y 1382, 1383 y 1384 del Código
Civil; Falta de base legal;

Considerando, que en apoyo de su medio único de ca-
sación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue: que
conforme a todas las declaracinoes vertidas en las audien-
cias celebradas por ante los tribunales de fondo, quedaron
establecidas las siguientes situaciones: a) que el vehículo
fue estacionado en una pendiente de la carretera donde se
originó el accidente de que se trata, a su derecha del lado
del talud de una barranca y en sentido opuesto al profundo
desfiladero por donde el mismo se precipitó; y b) que las
gomas del vehículo, sobre todo las delanteras, fueron deja-
das por su conductor en la misma forma que orientaba la
carretera, es decir, rectas, sin ninguna inclinación hacia el
referido talud; que esas dos situaciones de hecho constituye-
ron a la realización del accidente, que, el artículo 84 de la
citada Ley establece que: "todo vehículo deberá inmovili-
zarse con el freno de emergencia y cuando se estacione en
pendiente deberá hacerse con la rueda delantera más cerca
a la acera diagonalmente hacia el borde del contén u orilla
de la vía pública"; que, el prevenido Vásquez Sánchez con-
fesó que no acató tal norma legal porque estimó que el ve-
hículo no la necesitaba, sin tomar en consideración, la Corte
a-qua que el hecho mismo de haberse rodado el vehículo ha-
cia el precipicio, constituyó la causa determinante del ac-cidente; que la Corte a-qua, habiendo comprobado esas si-tuaciones de hecho, produce el descargo penal y civil del
prevenido porque entendió, erróneamente, haciendo uso desuposiciones, que la víctima del accidente José Fernández,1



pudo haber realizado alguna imprudencia que movilizara
dicho vehículo; que en consecuencia, la Corte a-qua desna-
turalizó los hechos ante ella, en cuanto se comprobó que el
prevenido no estacionó en la pendiente, el vehículo en la
forma prevista en el artículo 84 de la Ley No. 241, y, con-
secuentemente, violó el artículo 49 de la misma Ley, y con
ello, la violación de las disposiciones de los artículos 1282,
1383 y 1384 del Código Civil, dejando la sentencia carente
de base legal, por lo que la sentencia impugnada debe ser

casada; pero,
:911

Considerando, que en la sentencia impugnada se dan
por establecidos, en base a todos los elementos de juicio ad-
ministrados en la instrucción de la causa, los siguientes he-
chos: 1) que el 7 de febrero de 1975, siendo aproximadamen-
he las 3 de la tarde, ocurrió un accidente de tránsito en Ja-
gua Gorda, Municipio de La Vega, en el cual resultó muerto
José Fernández; 2) que la Station Wagon placa No. 125-171
fue dejada estacionada por su conductor Florencio Vásquez
Sánchez en la caretera que conduce desde La Vega a Jagua
Gorda, al borde de un precipio; 3) que dicho vehículo es-
tuvo estacionado desde las primeras horas de la mañana
hasta aproximadamente las 3 de la tarde cuando se originó
el accidente; 4) que el vehículo estaba estacionado correc-
tamente a su derecha, con la emergencia puesta y calzados
en las gomas; 5) que el sitio donde ocurrió el accidente es
accidentado, con precipios a ambos lados de la caretera; 6)
que el occiso José Fernández, después de comer, se intro-
dujo en el vehícuyo y realizó alguna maniobra que lo puso
a rodar yéndose al precipicio de la izquierda, resultando
éste muerto y el vehículo totalmente destruido; que por lo
expuesto, es evidente que la sentencia impugnada contiene
una exposición de los hechos y circunstancias de la causa
que han permitido a la Suprema Corte de Justicia establecer
que en la especie la Ley ha sido bien aplicada; que, en cuan-
to a la desnaturalización alegada, los recurrentes no seña.

jan en qué consiste ésta, y sólo se limitan a criticar la apre-
ciación soberana que de los hechos de la causa hizo la Corte
a-nua, la que escapa al control de la casación, en consecuen-
cia, los alegatos de los recurrentes, contenidos en su medio
único de casación, carecen de fundamentos y deben ser
desetimados;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a Juan José Cifuente y la Compañía Nacional de
Seguros, C. por A., en los recursos de casación interpuestos
por José Ramón Fernández y Ana Leticia Polanco Vda. Fer-
nández, contra sentencia dictada el 16 de diciembre de 1976,
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de La Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; SEGUNDO: Rechaza los menciona-
dos recursos; TERCERO: Condena a José Ramón Fernández
y Ana Leticia Polanco Vda. Fernández, al pago de las cos-
tas, y las distrae en provecho del Dr. Hugo Francisco Alva-
rez V., abogado de los intervinientes, por afirmar estarlas
avanzando en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados. y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

38
	

BOLETIN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL
	

39



38	 LOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 39
rp

pudo haber realizado alguna imprudencia que movilizara
dicho vehículo; que en consecuencia, la Corte a-qua desna.
turalizó los hechos ante ella, en cuanto se comprobó que el
prevenido no estacionó en la pendiente, el vehículo en la
forma prevista en el artículo 84 de la Ley No. 241, y, con-
secuentemente, violó el artículo 49 de la misma Ley. y con
ello, la violación de las disposiciones de los artículos 1282,
138:3 y 1384 del Código Civil, dejando la sentencia carente
de base legal, por lo que la sentencia impugnada debe ser
casada; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se dan
por establecidos, en base a todos los elementos de juicio ad-
ministrados en la instrucción de la causa, los siguientes he-
chos: 1) que el 7 de febrero de 1975, siendo aproximadamen.
he las 3 de la tarde, ocurrió un accidente de tránsito en Ja-
gua Gorda, Municipio de La Vega, en el cual resultó muerto
José Fernández; 2) que la Station Wagon placa No. 125-171
fue dejada estacionada por su conductor Florencio Vásquez
Sánchez en la caretera que conduce desde La Vega a Jagua
Gorda, al borde de un precipio; 3) que dicho vehículo es-
tuvo estacionado desde las primeras horas de la mañana
hasta aproximadamente las 3 de la tarde cuando se originó
el accidente; 4) que el vehículo estaba estacionado correc-
tamente a su derecha, con la emergencia puesta y calzados
en las gomas; 5) que el sitio donde ocurrió el accidente es
occidentado, con precipios a ambos lados de la caretera; 6)
que el occiso José Fernández, después de comer, se intro-
dujo en el vehícuyo y realizó alguna maniobra que lo puso
a rodar yéndose al precipicio de la izquierda resultando
éste muerto y el vehículo totalmente destruido; que por lo
expuesto, es evidente que la sentencia impugnada contiene
una exposición de los hechos y circunstancias de la causa
que han permitido a la Suprema Corte de Justicia establecer
que en la especie la Ley ha sido bien aplicada; que, en cuan-
to a la desnaturalización alegada, los recurrentes no seña'

tan en qué consiste ésta, y sólo se limitan a criticar la apre-
ciación soberana que de los hechos de la causa hizo la Corte
0-qua, la que escapa al control de la casación, en consecuen-
cia, los alegatos de los recurrentes, contenidos en su medio
único de casación, carecen de fundamentos y deben ser
desetimados;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a Juan José Cifuente y la Compañía Nacional de
Seguros, C. por A., en los recursos de casación interpuestos
por José Ramón Fernández y Ana Leticia Polanco Vda. Fer-
nández, contra sentencia dictada el 16 de diciembre de 1976.
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de La Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; SEGUNDO: Rechaza los menciona-
dos recursos; TERCERO: Condena a José Ramón Fernández
y Ana Leticia Polanco Vda. Fernández, al pago de las cos-
tas, y las distrae en provecho del Dr. Hugo Francisco Alva-
rez V., abogado de los intervinientes, por afirmar estarlas
avanzando en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del dia. mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Interviniente: Dr. Plinio Terrero
Abogado: Dr. Pedro A. Rodríguez Acosta.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 de enero de 1980, años 136'
de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:
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ile. Gustavo Mejía Ricart No. 61, de esta ciudad, respec-
..vamente, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccinoales por la Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, el 25 de agosto de
1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

e
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

.	 -

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: lra. Camara del Distrito Nacional, de fecha

23 de agosto de 1978.

Materia: Correccionales.

Recurrentes: Bernardino Nieves y compartes.
Abogado: Dr. Juan Sánchez.

Sobre los recursos de casación interpuestso conjunta-
mente por Bernardino Nieves, cédula No. 151398, serie 11,
domiciliado en la calle Respaldo 8, No. 6, Barrio 27 de Fe-
brero, de esta ciudad, chofer; Colchonería y Mueblería La
Nacional, C. por A., y Centro de Seguros La Popular, C.
por A., con domicilio social, en Avenida Duarte No. 172 y

Oído al Dr. Pedro A. Rodríguez Acosta, abogado del
interviniente Plinio Terrero Peña, dominicano, mayor de
edad, abogado, domiciliado en esta ciudad, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr.
Juan J. Sánchez A., a nombre de los recurrentes, en la que
no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de diciem-
bre de 1978, suscrito por su abogado Juan J. Sánchez A.,
en el que se proponen los medios de casación que luego se
indican;

Visto el escrito del interviniente del 4 de diciembre de
1978, suscrito por su abogado Pedro Antonio Rodríguez
Acosta;

La Suprema COrte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que invocan los recurren-

. tes, que se mencionan más adelante; y los artículos 52, 61
y 96 de la Ley 241 de 1967; 1383 y 1384 del Código Civil;
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en ocasión
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 26



Interviniente: Dr. Plinio Terrero Pena.
Abogado: Dr. Pedro A. Rodríguez Acosta.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 de enero de 1980, años 136'
de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: lra. Cámara del Distrito Nacional, de fecha
25 de agosto de 1978.

Materia: Correccionales.

Recurrentes: Bernardino Nieves y compartes.
Abogado: Dr. Juan Sánchez.

Sobre los recursos de casación interpuestso conjunta-
mente por Bernardino Nieves, cédula No. 151398, serie
domiciliado en la calle Respaldo 8, No. 6, Barrio 27 de Fe-
brero, de esta ciudad, chofer; Colchonería y Mueblería La
Nacional, C. por A., y Centro de Seguros La Popular, C.
por A., con domicilio social, en Avenida Duarte No. 172 y

calle Gustavo Mejía Ricart No. 61, de esta ciudad, respec-
tivamente, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccinoales por la Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, el 25 de agosto de
1978. cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Pedro A. Rodríguez Acosta, abogado del
terviniente Plinio Terrero Peña, dominicano, mayor de

edad, abogado, domiciliado en esta ciudad, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr.
Juan J. Sánchez A., a nombre de los recurrentes, en la que
no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de diciem-
bre de 1978, suscrito por su abogado Juan J. Sánchez A.,
en el que se proponen los medios de casación que luego se
Indican;

Visto el escrito del interviniente del 4 de diciembre de
1978, suscrito por su abogado Pedro Antonio Rodríguez
Acosta;

La Suprema Córte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que invocan los recurren-
tes, que se mencionan más adelante; y los artículos 52, 61
y 96 de la Ley 241 de 1967; 1383 y 1384 del Código Civil;
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en ocasión
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 26
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accidente de que se trata así como por la devaluación ex-
perimentada por el vehículo de su propiedad; Quinto: Se
condena al nombrado Bernardino Nieves, solidariamente
con la Colchonería y Mueblería La Nacional, al pago de los
intereses legales de la citada suma a partir de la fecha de
la demanda intrdouctiva de Instancia, así como al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Pedro Antonio Rodríguez, quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad; Sexto: Se declara la presente
sentencia en el aspecto civil, común y oponible y ejecutable
contra la Cía. de Seguros La Popular, por ser la entidad
aseguradora mediante póliza No. LPA-552, vigente, de la
camioneta placa N 9 513-889, causante del accidente de acuer-
do con lo que dispone la Ley N9 4117, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; En cuanto al fondo, se modi-
fica la sentencia en lo que respecta al ordinal primero; y
se declara al nombrado Bernardino Nieves, culpable de vio-
lación a los artículos 61 y 96 de la Ley No. 241, y en conse-
cuencia se le condena al pago de una multa de Diez pesos
oro (RD$10.00) y costas, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes'; SEGUNDO: Se declara al nombrado Dr.
Plinio Terrero Peña, de generales que constan, no culpable
del delito de violación a la Ley No. 241, y en consecuencia
se le descarga de toda responsabilidad penal, por no haber
violado ninguna de las disposiciones de dicha ley; Se decla-
ran las costas penales de oficio; TERCERO: En cuanto al
Ordinal Cuarto, se Modifica, y se condena a Bernardino
Nieves solidariamente con la Colchonería La Nacional, al
pago de la suma de Tres mil pesos oro (RD$3,000.00) en fa-
vor del Dr. Plinio Terrero Peña, como justa reparación por
los daños materiales y morales ocasionados a consecuencia
del accidente de que se trata; CUARTO: Se confirma enlos demás ordinales la sentencia del Juzgado de Paz Espe-
cial de Tránsito de Santo Domingo; QUINTO: Se condena aBernardino Nieves, al pago de las costas penales de la pre-
sente alzada";

de mayo de 1978. en el que resultaron los vehículos con des-
perfectos de consideración, el Tribunal Especial de Tránsito
de Santo Domingo, dictó • el 3 de julio de 1978, una sentencia
cuyo dispositivo aparece en el de la ahora impugnada; b)
que sobre los recursos interpuestos, intervino la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispsoitivo es como si-
gue: "FALLA: PRIMERO: Se declaran buenos y válidos en
cuanto a la forma los recursos de apelaciones interpuestos
en fechas ocho (8) y once (11) del mes de julio del año 1978,
por los Dres. Juan José Sánchez, actuando en nombre y re-
presentación de Bernardino Nieves y la Cía. de Seguros La
Popular, C. por A., y por el Dr. Pedro Antonio Rodríguez,
actuando a nombre y representación del Dr. Plinio Terrero
Peña, contra la sentencia dictada por el Tribunal Especial
de Tránsito de Santo Domingo, en fecha Tres (3) del mes
de julio del año 1978, por haber sido hecha conforme a la
ley de la materia y cuyo dispositivo dice así: 	 Primero:
Que en el aspecto penal se declara culpable al nombrado
Bernardino Nieves, de violar los Arts. 61 y 96 de la Ley 241,
y en consecuencia se le condena al pago de una multa de
RD$25.00 y las costas; Segundo: En cuanto al nombrado
Plinio Terrero Peña, se le Descarga de toda responsabilidad
penal puesta a su cargo en el entendido de que el mismo
no había violado ninguna de las disposiciones contenidas en
la ley 241 y en cuanto a él se declaran las costas de oficio;
Tercero: En el aspecto civil se declara buenos y válidos en
la forma como en el fondo la constitución en parte civil he-
cha por el Dr. Plinio Terrero Peña, por medio de su aboga-
do constituído Dr. Pedro A. Rodríguez, por estar de acuerdo
con la ley; Cuarto: Se condena al nombrado Bernardino Nie-
ves, solidariamente con la Colchonería y Mueblería La Na-
cional, al pago de una indemnización de RD$1,900.00 (Mil
novecientos pesos oro), en favor del Dr. Plinio Terrero Pe-
ña, el primero por su hecho personal y la segunda como per-
sona civilmente responsable, como justa reparación de los
daños materiales y morales ocasionados a consecuencia del
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de mayo de 1978, en el que resultaron los vehículos con des-
perfectos de consideración, el Tribunal Especial de Tránsito
de Santo Domingo, dicd • el 3 de julio de 1978, una sentencia
cuyo dispositivo aparece en el de la ahora impugnada; b)
que sobre los recursos interpuestos, intervino la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispsoitivo es como si-
gue: "FALLA: PRIMERO: Se declaran buenos y válidos en
cuanto a la forma los recursos de apelaciones interpuestos
en fechas ocho (8) y once (11) del mes de julio del año 1978,
por los Dres. Juan José Sánchez, actuando en nombre y re-
presentación de Bernardino Nieves y la Cía. de Seguros La
Popular, C. por A., y por el Dr. Pedro Antonio Rodríguez,
actuando a nombre y representación del Dr. Plinio Terrero
Peña, contra la sentencia dictada por el Tribunal Especial
de Tránsito de Santo Domingo, en fecha Tres (3) del mes
de julio del año 1978, por haber sido hecha conforme a la
ley de la materia y cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Que en el aspecto penal se declara culpable al nombrado
Bernardino Nieves, de violar los Arts. 61 y 96 de la Ley 241,
y en consecuencia se le condena al pago de una multa de
RD$25.00 y las costas; Segundo: En cuanto al trombrado
Plinio Terrero Peña, se le Descarga de toda responsabilidad
penal puesta a su cargo en el entendido de que el mismo
no había violado ninguna de las disposiciones contenidas er.
la ley 241 y en cuanto a él se declaran las costas de oficio;
Tercero: En el aspecto civil se declara buenos y válidos en
la forma como en el fondo la constitución en parte civil he-
cha por el Dr. Plinio Terrero Peña, por medio de su aboga-
do constituido Dr. Pedro A. Rodríguez, por estar de acuerdo
con la ley; Cuarto: Se condena al nombrado Bernardino Nie-
ves, solidariamente con la Colchonería y Mueblería La Na-
cional, al pago de una indemnización de RD$1,900.00 (Mil
novecientos pesos oro), en favor del Dr. Plinio Terrero Pe-
ña, el primero por su hecho personal y la segunda como per-
sona civilmente responsable, como justa reparación de los
daños materiales y morales ocasionados a consecuenc ia del

accidente de que sc trata así como por la devaluación ex-
perimentada por el vehículo de su propiedad; Quinto: Se
condena al nombrado Bernardino Nieves, solidariamente
con la Colchonería y Mueblería La Nacional, al pago de los
intereses legales de la citada suma a partir de la fecha de
la demanda intrdouctiva de Instancia, así como al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Pedro Antonio Rodríguez, quien afirma estarlas

Enk.	 avanzando en su totalidad; Sexto: Se declara la presente
sentencia en el aspecto civil, común y oponible y ejecutable
contra la Cía. de Seguros La Popular, por ser la entidad
aseguradora mediante póliza No. LPA-552, vigente, de la
camioneta placa N9 513-889, causante del accidente de acuer-
do con lo que dispone la Ley N9 4117, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; En cuanto al fondo, se modi-
fica la sentencia en lo que respecta al ordinal primero; y
se declara al nombrado Bernardino Nieves, culpable de vio-
lación a los artículos 61 y 96 de la Ley No. 241, y en conse-
cuencia se le condena al pago de una multa de Diez pesos
oro (RDS10.00) y costas, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes'; SEGUNDO: Se declara al nombrado Dr.
Plinio Terrero Peña, de generales que constan, no culpable
del delito de violación a la Ley No. 241, y en consecuencia
se le descarga de toda responsabilidad penal, por no haber
violado ninguna de las d isposiciones de dicha ley; Se decla-
ran las costas penales de oficio; TERCERO: En cuanto al
Ordinal Cuarto, se Modifica, y se condena a Bernardino
Nieves solidariamente con la Colchonería La Nacional, al
pago de la suma de Tres mil pesos oro (RD$3,000.00) en fa-
vor del Dr. Plinio Terrero Peña, como justa reparación por
los daños materiales y morales ocasionados a consecuencia
del accidente de que se trata; CUARTO: Se confirma en
los demás ordinales la sentencia del Juzgado de Paz Espe-
cial de Tránsito de Santo Domingo; QUINTO: Se condena a
Bernardino Nieves, al pago de las costas penales de la pre-
sente alzada";
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Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Desconocimiento de los documentos de la
causa.— Desconocimiento de la Regla "Nadie puede igno-
rar la Ley".— Falsa aplicación del artículo 49 de la Ley N9
241 sobre Tránsito.— Falta de Base Legal y de Motivos;
Segundo Medio: Violación de los artículos 1382 y siguientes
del Código Civil.— Violación del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil.— Violación del artículo 1315 del Có-
digo Civil.— Falta de motivos y de Base Legal;

Considerando, que los recurrentes, en el desartollo de
su primer medio de casación alegan en síntesis, que los jue-
ces del fondo no ponderaron una Certificación, depositada
por ellos en el expediente, donde se hace constar "que la
avenida Ortega y Gasset es de una vía en el tramo com-
prendido entre la calle El Vergel y la avenida 27 de Fe-
brero Norte-Sur, encontrándose en la calle Ortega y Gasset
esquina El Vergel el señalamiento indicado"; que si se
hubiese ponderado esa Certificación, hubiese quedado es-
tablecido que "Terrero Peña" no podía transitar como lo
hizo, de Sur a Norte, por la Ortega y Gasset y entrar así
a la 27 de Febrero; que tampoco se ponderó, agregan los
recurrentes el contenido del acta policial, documentos que
servían de fundamentos a sus conclusiones y que de haber
sido ponderados hubiese sido otra, la solución que se le hu-
biere dado al presente caso; que la sentencia impugnada no
contiene motivos justificativos y pertinentes, y que aún en
la hipótesis de que el prevenido recurrente, cruzara en rojo
el semáforo que está en la 27 de Febrero, vía por donde,
con y sin semáforo estaba autorizado a tránsito, eso no libe-
raba, corno lo admitieron los jueces del fondo, al conductor
"Terrero Peña", de las imprudencias que él cometió, y que
fueron la causa única y eficiente del choque; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos del expediente, consta, que la Cámara s•qua, para

declarar culpable al prevenido Bienvenido Nieves y fallar
como lo hizo, mediante la ponderación de todos los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en la
instrucción de la causa, dio por establecido, a) el día 26
de mayo de 1978, la camioneta marca Toyota, placa 1\1 9 513-
889, propiedad de la Colchonería y Mueblería La Nacional,y asegurada mediante Póliza N9 L.P.A.-552, con la Compa-
ñía Centro de Seguros La Popular, C. por A., conducida por
el chofer Bernardino Nieves, marchaba a velocidad no per-
mitida por la ley y cruzó la calle estando en rojo para él,
el semáforo que existe en la intersección formada por la
avenida 27 de Febrero, por donde él transitaba y la avenida
José Ortega y Gasset, y por su imprudencia chocó el carro
que conducía Plinio M. Terrero Peña, que había penetrado
ya a la avenida 27 de Febrero y transitaba por esa vía con
el semáforo, para él en verde, por lo que podía transitar
libremente por dicha i ntersección, sobre todo que lo hacía
a velocidad moderada y en forma correcta; b) que con el
impacto el carro propiedad de Terrero Peña, sufrió desper-
fectos de consideración;

Considerando, que de lo que antecede se desprende,
que contrariamente a lo alegado por los recurrentes, de los
hechos dados por establecidos por la Cámara a-qua, resulta
que el accidente de que se trata ocurrió cuando tanto erl ve-
hículo que conducía "Terrero Peña", como el que conducía
el prevenido recurrente, transitaban en dirección opuesta
por la avenida 27 de Febrero, de donde se desprende lógi-
camente, que en la sentencia impugnada se restó incidencia
en la comisión del delito, de que se trata, a la forma como
ambos conductores penetraron en la avenida mencionada,

como se trata de una cuestión de hecho, de la soberana
apreciación de los Jueces del fondo, salvo desnaturalización
de los mismos, lo que no ha ocurrido, ni ha sido invocado
en el presente caso, el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado;
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Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada; los siguientes medios de casación:
Primer Medie: Desconocimíento de los documentos de la
causa.— Desconocimiento de la Regla "Nadie puede igno-
rar la Ley".— Falsa aplicación del artículo 49 de la Ley N9
241 sobre Tránsito.— Falta de Base Legal y de Motivos;
Segundo Medio: Violación de los artículos 1382 y siguientes
del Código Civil.— Violación del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil.— Violación del artículo 1315 del Có-
digo Civil.— Falta de motivos y de Base Legal;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de
su primer medio de casación alegan en síntesis, que los jue-
ces del fondo no ponderaron una Certificación, depositada
por ellos en el expediente, donde se hace constar "que la
avenida Ortega y Gasset es de una vía en el tramo com-
prendido entre la calle El Vergel y la avenida 27 de Fe-
brero Norte-Sur, encontrándose en la calle Ortega y Gasset
esquina El Vergel el señalamiento indicado"; que si se
hubiese ponderado esa Certificación, hubiese quedado es-
tablecido que "Terrero Peña" no podía transitar como lo
hizo, de Sur a Norte, por la Ortega y Gasset y entrar así
a la 27 de Febrero; que tampoco se ponderó, agregan los
recurrentes el contenido del acta policial, documentos que
servían de fundamentos a sus conclusiones y que de haber
sido ponderados hubiese sido otra, la solución que se le hu-
biere dado al presente caso; que la sentencia impugnada no
contiene motivos justificativos y pertinentes, y que aún en
la hipótesis de que el prevenido recurrente, cruzara en rojo
el semáforo que está en la 27 de Febrero, vía por donde,
con y sin semáforo estaba autorizado a tránsito, eso no libe-
raba, como lo admitieron los jueces del fondo, al conductor
"Terrero Peña", de las imprudencias que él cometió, y que
fueron la causa única y eficiente del choque; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos del expediente, consta, que la Cámara ag-qua, para
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declarar culpable al prevenido Bienvenido Nieves y fallar
como lo hizo, mediante la ponderación de todos los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente adm inistrados en la
instrucción de la causa, dio por establecido, a) el día 26
de mayo de 1978, la camioneta marca Toyota, placa N9 513-
889, propiedad de la Colchonería y Mueblería La Nacional,
y asegurada mediante Póliza NQ L.P.A.-552, con la Compa-
ñía Centro de Seguros La Popular, C. por A., conducida por
el chofer Bernardino Nieves, marchaba a velocidad no per-
mitida por la ley y cruzó la calle estando en rojo para él,
el semáforo que existe en la intersección formada por la
avenida 27 de Febrero, por donde él transitaba y la avenida
José Ortega y Gasset, y por su imprudencia chocó el carro
que conducía Plinio M. Terrero Peña, que había penetrado
ya a la avenida 27 de Febrero y transitaba por esa vía con
él semáforo, para él en verde, por lo que podía transitar
libremente por dicha intersección, sobre todo que lo hacía
a velocidad moderada y en forma correcta; b) que con el
impacto el carro propiedad de Terrero Peña, sufrió desper-
fectos de consideración;

Considerando, que de lo que antecede se desprende,
que contrariamente a lo alegado por los recurrentes, de los
hechos dados por establecidos por la Cámara a-qua, resulta
que el accidente de que se trata ocurrió cuando tanto el ve-
hículo que conducía "Terrero Pefia", como el que conducía
el prevenido recurrente, transitaban en dirección opuesta
por la avenida 27 de Febrero, de donde se desprende lógi-
camente, que en la sentencia impugnada se restó incidencia
en la comisión del delito, de que se trata, a la forma como
ambos conductores penetraron en la avenida mencionada,
y corno se trata de una cuestión de hecho, de la soberana
apreciación de los Jueces del fondo, salvo desnaturalización
de los mismos, lo que no ha ocurrido, ni ha sido invocado
en el presente caso, el medio que se examina carece de fun-damento y debe ser desestimado;

1
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visto en los artículos 61 y 69,de la Ley 241 de 1967. que es-
tablecen "que nadie deberá guiar a una velocidad mayor de
la que le permita ejercer el debido dominio del vehículo y
reducir la velocidad o parar cuando sea necesar io para evi-

tar un accidente"; "y que el conductor de todo vehículo

cuando el semáforo está en Luz Roja deberá detener su
marcha en el lugar marcado para ese fin en el pavimento";
y sancionados en el artículo 64, con multa no menor de
RDS25.00 ni mayor de RD$300.00, o prisión por un término
no menor de 5 días ni mayor de 6 meses o ambas penas ala
vez; que en consecuen cia la Cámara a-qua al condenar al

prevenido recurrente después de declararlo decu
mult
lpabl

a le apli-
ger circunstancias atenuantes, a	 .00

có una pena ajustada a la ley;

Considerando, que el hecho arriba señalado está pre-

RDS10
	 e, y aco-

Considerando, que los recurrent es. en el desarrollo de

su segundo medio, alegan en síntesis, que la Cámara a-qua,
en sus considerandos 8, 9 y 10 de su sentencia, viola todas
las reglas de la prueba y de la responsabilidad civil sobre
la materia, no obstante el interés marcado que revela en
querer subsanar y suplir la carencia de motivos, que sobre
este punto contiene la sentencia de primer grado, continúan
alegando los recurrentes, que Terrero Peña fue imprudente
en la conducción de su vehículo, y no obstante haber sido

descargado penalmente, debió haberse retenido dicha falta,
en la solución del caso; en otro sentido alegan los recurren-
tes, que los presupuestos en que se fundamen tó la Cámara

a-qua para hacer 'los cálculos de la indemnización acordada,
no están firmados por Terrero Peña, y por lo inísmo cons-
tituye una falsedad, lo afirmado por la Cámara a-qua, en

su 84 considerando cuando dice, "con lo que se probó los

gastos en que se incurriero n para la reparación de dicho
vehículo"; que en cuanto a la letra c) de dicho consideran-
do, basta decir, que como se trata de un document o hecho

y confeccionado por el propio Terrero Peña, para reclamar
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1,9 irrisoria suma de RD$11,452.00 por un accidente provo-
cado por él mismo, dicho documento nada prueba, en razón
de que nadie puede fabricarse su propia prueba a título pa-
ra reclamar en justicia; por lo que se ha violado el artículo
1315 dol Código Civil; que si bien en materia delictuosa y
cuasi-delictuosa, la víctima tiene derecho a la reparación
integral del daño sufrido, no es menos cierto, que dicho da-
ño tiene que tener una relación directa y necesaria con la
falta originaria y hay que tomar en cuenta si la víctima, ha
contribuido con su falta a la realización del daño; que el
daño materia y el lucro, deben ser precisados en la senten-
cia que se dicte en estos casos y para ello hay que tomar
muy en cuenta, el verdadero estado del vehículo, al mo-
mento del accidente y nada de esto consta en la sentencia
impugnada; que por último, finalizan los recurrentes ale-
gando, que la Cámara a-qua, en su décimo Considerando,
trata eri forma velada y encubierta de decir, que Terrero
Peña ha recibido daños morales, lo que es imposible y ab-
surdo por todo lo cual, la sentencia impugnada debe ser
casada; pero,

Considerando. que la Cámara a-qua para justificar los
daños y perjuicios evaluados en la sentencia impugnada dio
en su sentencia los siguientes motivos: a) que Plinio Terre-
ro Peña, a quien no se le reconoció falta alguna, en el ac-
cidente, depositó dos presupuestos elaborados por "Servicio
Autorizado, C. por A.", donde se hace constar, que éste por
concepto de piezas para reparación de su carro placa No.
1 42-750, que fue chocado en el accidente de que so trata,
gastó de una parte RD$1,528.00; y luego RDS204.50; con lo
que se probó los gastos en que se incurrieron para la repa-
ración de dicho vehículo; b) que el vehículo placa No. 142-
750, es el medio comunicativo a los fines de realizar sus ac-
tividades profesionales del Dr. Plinio Terrero Peña y que
como consecuencia de la privación del uso del mismo éstesufrió un perjuicio evidente; que además, había que tomar
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la irrisoria suma de RD$11,452.00 por un accidente provo-
cado por él mismo, dicho documento nada prueba, en razón
de que nadie puede fabricarse su propia prueba a título pa-
ra reclamar en justicia; por lo que se ha violado el artículo
1315 del Código Civil; que si bien en materia delictuosa y
cuasi-delictuosa, la víctima tiene derecho a la reparación
integral del daño sufrido, no es menos cierto, que dicho da-
ño tiene que tener una relación directa y necesaria con la
falta originaria y hay que tomar en cuenta si la víctima, ha
contribuído con su falta a la realización del daño; que el
daño materia y el lucro, deben ser precisados en la senten-

fcia que se dicte en estos casos y para ello hay que tomar
intuy en cuenta, el verdadero estado del vehículo, al mo-
Imepntogndaedla.acqculdeenter yúlniainidao, dfeineaslitozacnonlostsa reenculat snetntencle_ia

gando, que la Cámara a-qua, ,en su décimo Considerando,
trata eri forma velada y encubierta de decir, que Terrero
Peña ha recibido daños morales, lo que es imposible y ab-
surdo por todo lo cual, la sentencia impugnada debe ser
casada; pero.

-
Considerando, que la Cámara a-qua para justificar los

fíos y perjuicios evaluados en la sentencia impugnada dio
en su sentencia los siguientes motivos: a) que Plinio Terre-
ro Peña, a quien no se le reconoció falta alguna, en el ac-
cidente, depositó dos presupuestos elaborados por "Servicio
Autorizado, C. por A.", donde se hace constar, que éste por
concepto de piezas para reparación de su carro placa No.

Op
142-750.. que fue chocado en el accidente de que se trata,i gastó de una parte RD$1,528.00; y luego RDS204.50; con lo
que se probó los gastos en que se incurrieron para la repa-
ración de dicho vehículo; b) que el vehículo placa No. 142-
-5 . es el medio comuhicativo a los fines de realizar sus ac-stukfldióaduesn profesionales del Dr. Plinio Terrero Peña y que
como consecuencia de la privación del uso del mismo éste1 perjuicio evidente; que además, había que tomar
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Considerando, que el hecho arriba señalado está pre
visto en los artículos 61 y 69;de la Ley 241 de 1967, que es-

-

tablecen "que nadie deberá guiar a una velocidad mayor de
la que le permita ejercer el debido dominio del vehículo y
reducir la velocidad o parar cuando sea necesario para evi-
tar un accidente"; "y que el conductor de todo vehículo

cuando el semáfor o está en Luz Roja deberá detener su
marcha en el lugar marcado para ese fin en el pavim
y sancionados en el artículo 64, con multa no menor de
RDS25.00 ni mayor de RD$300.00, o prisión por un término
no menor de 5 días ni mayor de 6 meses o ambas penas a la

vez; que en , consecuencia la Cámara a-qua al condenar al

prevenido recurrente después de declararlo culpable, y aco-
ger circunstancias atenuantes, a RD$10.00 de multa le apli-
có una pena ajustada a la ley;

Considerando, que los recurrentes . en el desarrol lo de

su segundo 
medio, alegan en síntesis, que la Cámara a-qua,

en sus considerandos 8, 9 y 10 de su sentencia, viola todas
las reglas de la prueba y de la responsabilidad civil sobre
la materia, no obstante el interés marcado que revela en
querer subsanar Y suplir la carencia de motivos, que sobre
este punto contiene la sentencia de primer grado, continúan
alegando los recurrentes, que Terrero Peña fue imprudente
en la conducción de su vehículo, y no obstante haber sido
descargado penalrnénte, debió haberse retenido dicha falta,
en la solución del caso; en otro sentido alegan los recurren-
tes, que los presupuestos en que se fundamentó la Cámara
n-qua para hacer los cálculos de la indemnización acordada,
no están firmados por Terrero Peña, y por lo mismo cons-
tituye una falsedad, lo afirmado por la Cámara a-qua; losen

su 89 considerando cuando dice, "con lo que se probó 
gastos en que se incurrieron para la reparación de dicho
vehículo"; que en cuanto a la letra c) de dicho considera n

-do, basta decir, que como se trata de un documento hecho
y confeccionado por el propio Terrero Peña, para reclamar
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en cuenta la depreciación del vehículo después del choque;
c) que por todo ello, tomando en cuenta los daños mateocasio-

ria-

les y el lucho cesante, y en vista de que todo el que
na un daño a otro, está obligado a repararlo, haciendo uso
de su poder soberano de apreciación, considerójust

loso elevar

el monto de la indemnización a RD$3,000.00, más 	
intere-

ses legales a partir de la demanda;
Considerando, que dichos motivos son suficientes Y per-

tinentes para justificar el fallo impugnado, en cuanto a la
' indemnización se refiere, y la apreciac ión de hecho reali-

zada por los jueces de fondo, como tal, cuando la sma acor-
dada no es irrazonable, como en el presente caso

u
, escapa a

la censura de la casación; por lo que el medio que se exa-
mina, también carece de fundamento y debe ser desesti-

mado;
Considerando, que asimism o, la Cámara a-qua, haciendo

uso de su poder soberano de apreciación, estableció que el

hecho del prevenido había ocasionado daños y perjuicios

materiales a Plinio Terrero Peña, constitu ído en parte civil,

que evaluó en la suma de tres mil pesos oro; que en conse-

cuencia, al condenar al prevenido recurrente, Berna
lería

rdin
La

o

Nieves, solidariamente, con Colchonería y Mueb 

Nacional , C. por A., puesta en causa como civilmente res-

ponsable, al pago de dichos RDS3,000.00, más los intereses
legales de esa suma, a partir de la demanda, a títuloindem-

de in-

demnización suplementaria, y hacer oponible dicha
nización suplementaria, y hacer oponib le dicha indemniza

-ción al Centro de Seguros La Popular, C. por A., compañía
aseguradora puesta en causa, dicha Cámara a-qua hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código
Civil; y 1 y 10 de la Ley 4117, de 1955. sobre Tránsito y

Vehículos:
Considerando, que examinada la sentencia impugnada

en sus demás aspectos, en lo que respecta al preveni
do re-

currente, no presenta vicio alguno que justifique su casación;
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Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Plinio Terrero Peña, en los recursos de casación inter-
puestos por Bernardino Nieves, Colchonería y Mueblería
La Nacional, C. por A., y Centro de Seguros La Popular,
c. por A., contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, por la Primera Cámara Penal, del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 25 de agosto
de 1978, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
tente fallo; Segundo: Rechaza los indicados recursos y con-
dena al prevenido Bernardino Nieves, al pago de las costas
penales; Tercero Condena a Bernardino Nieves y Colchone-
ría y Mueblería La Nacional, C. por A., al pago de las cos-
tas civiles, distrayéndolas en favor del Dr. Pedro A. Rodrí-
guez A., abogado del interviniente, quien afirma haberlas
avanzado y las hace oponibles al Centro de Seguros La Po-
pular, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A.'Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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én cuenta la depreciació n del vehículo después del choque

e) que por todo ello, tomando en cuenta los
todo daños
	

ocasique
materia

les y el lucho cesante, y en vista de que	
el	 o-

na un daño a otro, está obligado a repararlo, haciendo uso
de su poder soberano de apreciación, consideró justo elevar

el 
monto de la indemnización a RD$3,000.00, más los intere-

ses legales a partir de la demanda;
Considerando, que dichos motivos son suficientes y perla

-

tinentes para justificar el fallo impugnado, en cuanto a 

indemnización se refiere, y la apreciac ión de hecho reali-

zada por los jueces de fondo, como tal, cuando casou,
la sma acor

a
-

dada no es irrazonable, como en el presente 	
escapa

la censura de la casación; por lo que el medio que se 
exa

desesti-ser-
mina, también carece de fundamento y debe

mado;
Considerando, que asimism o, la Cámara a-qua, haciendo

uso de su poder soberano de apreciación, estableció que el
hecho del prevenido había ocasionado daños y perjuicios
materiales a Plinio Terrero Peña, constituido en parte civil,
que evaluó en la suma de tres mil pesos oro; que en conse-
cuencia, al condenar al prevenido recurrente, Bernardino
Nieves, solidariamente, con Colchone ría y Mueblería La

Naciona l, C. por A., puesta en causa como civilmente res-
ponsable, al pago de dichos RD$3,000.00, más los intereses
legales de esa suma, a partir de la demanda, a títuloindem-

de in-

demnización suplementaria, y hacer oponible dicha
nización suplementaria, y hacer oponible dicha indemniz

a-

ción al Centro de Seguros La Popular, C. por A., compañía
aseguradora puesta en causa, dicha Cámara a-qua hizo una

correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código

Civil; y 1 y 10 de la Ley 4117, de 1955. sobre Tránsito 
y

Vehículos;
Considerando, que examinad a la sentencia impugnada

en sus demás aspectos, en lo que respecta
 al prevenido re-

currente. no presenta vicio alguno que justifique su casación;
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Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Plinio Terrero Peña, en los recursos de casación inter
puestos por Bernardino Nieves, Colchonería y Mueblería
Le Nacional, C. por A., y Centro de Seguros La Popular,
C. por A., contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, por la Primera Cámara Penal, del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 25 de agosto
de 1978, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Rechaza los indicados recursos y con-
dena al prevenido Bernardino Nieves, al pago de las costas
penales; Tercero Condena a Bernardino Nieves y Colchone-
ría y Mueblería La Nacional, C. por A., al pago de las cos-
tas civiles, distrayéndolas en favor del Dr. Pedro A. Rodrí-
guez A., abogado del interviniente, quien afirma haberlas
avanzado y las hace oponibles al Centro de Seguros La Po-
pular, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A.'Amiama.— Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1978

Sentencia Impugnada: Sexta Cántara Penal del Distrito 
Nacional,

de fecha 11 de abril de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes : Altag,racia J. Cabral de Taveras, c. s. Antero Martí-

nez Victor.

Dios, Patria y Libertad,
&pública Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Colilla
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdono Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
D'strito Nacional, hoy día 14 del mes de Enero del año 1980,
años 136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagracia
Amelia Cabral de Martínez, dominicana, mayor de edad, ca-
sada. cédula No. 84198, serie Ira., residente en la calle Ra-
fael Hernández, Edificio Yanés, Ensanche Naco, de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada por la Sexta Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el
11 de abril de 1977, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
secretaría de la Cámara a-qua, el 21 de abril de 1977, a re-
querimiento del Dr. Euclides Marmolejos, en representa-
ción de la recurrente Altagracia Amelia Cabral de Martí-
nez, en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

 ciuópn:La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos Ira. y siguiente de la Ley No.
2402, sobre manutención de hijos menores, y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en vista
de una querella presentada por la recurrente Altagracia
Amelia Cabral de Martínez, contra el prevenido, por no
atender a sus obligaciones de padre respecto a un menor
procreado por ambos, el Juzgado de Paz de la Quinta Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, dictó en fecha 21 de fe-
brero de 1977, una sentencia, cuyo dispositivo figura inserto
en el de la ahora impugnada; b) que sobre el recurso de ape-
lación, del prevenido Antero Martínez Víctor, la Sexta Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó la sentencia ahora impugnada en casación,
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se decla-
ra bueno y válido el recurso de apelación incoado en fecha
21 del mes de febrero del 1977, por el Dr. Rafael Tomás Pé-
rez, a nombre y representación del nombrado Antero Mar-
tínez Víctor, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, de
fecha 21 de febrero de 1977, que condenó al nombrado An-
tero Martínez Víctor, al pago de una pensión alimenticia deDoscientos Cincuenta Pesos Oro (RD$250.00), mensuales, pa-ra atender a las necesidades del menor IVIarcos Rafael Mar-

1
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1978

Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional,*

de fecha 11 de abril de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Altagracia J. Cabral de Taveras, c. s. Antero Martí-

nez Víctor.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
D'strito Nacional, hoy día 14 del mes de Enero del año 1980,
años 136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagracia
Amelia Cabral de Martínez, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, cédula No. 84198, serie lra., residente en la calle Ra-
fael Hernández, Edificio Yanés, Ensanche Naco, de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada por la Sexta Cámara Panal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el
11 de abril de 1977, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 21 de abril de 1977, a re-
querimiento del Dr. Euclides Marmolejos, en representa-
ción de la recurrente Altagracia Amelia Cabral de Martí-
nez, en la cual no se propone ningún inedia determinado
de casación:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1ro. y siguiente de la Ley No.
2402, sobre manutención de hijos menores, y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en vista
de una querella presentada por la recurrente Altagracia
Amelia Cabral de Martínez, contra el prevenido, por no
atender a sus obligaciones de padre respecto a un menor
procreado por ambos, el Juzgado de Paz de la Quinta Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, dictó en fecha 21 de fe-
brero de 1977, una sentencia, cuyo dispositivo figura inserto
en el de la ahora impugnada; b) que sobre el recurso de ape-
lación, del prevenido Antero Martínez Víctor, la Sexta Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó la sentencia ahora impugnada en casación,
con e4 siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se decla-
ra bueno y válido el recurso de apelación incoado en fecha
21 del mes de febrero del 1977, por el Dr. Rafael Tomás Pé-
rez, a nombre y representación del nombrado Antero Mar-
tínez Víctor, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, de
fecha 21 de febrero de 1977, que condenó al nombrado An-
tera Martínez Víctor, al pago de una pensión alimenticia de
Doscientos Cincuenta Pesos Oro (RDS250.00), mensuales, pa-
ra atender a las necesidades del menor Marcos Rafael Mar-
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tínez Cabral, de cuatro años de edad, que tiene procreado
con la señora Altagrapia Amelia Cabral de Martínez, y su-
frir la pena de Dos (2) años de prisión correccional en caso
de no cumplir sus obligaciones, al violar las disposiciones
de la Ley No. 2402 en su artículo 1ro."; por haber sido hecho
en tiempo hábil y de acuerdo a las disposiciones legales;
SEGUNDO: Se modifica la mencionada sentencia en cuan-
to a la pensión alimenticia se refiere, y en consecuencia, este
tribunal obrando por propia autoridad, condena al nombra-
do Antero Martínez Víctor, al pago de una pensión a limen-
ticia de Cien Pesos Oro (RD$100.00) mensuales para aten-
der las necesidades del menor procreado con la querellante;
TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la susodicha
sentencia; CUARTO: Condena al nombrado Antero Martí-
nez Victor, al pago de las costas";

Considerando, que en la especie, el examen del fallo
impugnado pone de manifiesto que para fijar en la suma de
Cien Pesos Oro (RD$100.00), mensuales, la pensión que el
prevenido Antero Martínez Víctor debe suministrar a la ma-
dre querellante, Altagracia Amelia Cabral de Martínez, pa-
ra subvenir las necesidades del menor procreado con ella,
la Cámara a-qua ponderó las necesidades del menor, así co-
mo las posibilidades económicas de ambos padres; que, en
consecuencia, al fijar en dicha suma acogiendo en parte la
solicitud de la madre demandante, la pensión que el padre
deberá pagar a la citada recurrente, dicha Cámara tuvo en
cuenta las normas que señala el artículo lro. de la Ley No.
2402 del año 1950;

Por tales motivos: UNICO: Rechaza el recurso de casa'
ción interpuesto por Altagracia Amelia Cabral de Martínez.
contra la sentencia de la Sexta Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada en sus
atribuciones correccionales, en fecha 11 de abril del 1971,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del prr
sente fallo.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar,— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
d e spaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.o rLeffs

Jueces que figuran en su enca bezamiento, en la au-
presente sentencia ha sido dada y fritada por los

señores

E

diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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tínez Cabral, de cuatro años de edad, que tiene procreado
con la señora Altagrapia Amelia Cabral de Martínez, y su-
frir la pena de Dos (2) años de prisión correccional en case
de no cumplir sus obligaciones, al violar las disposiciones
de la Ley No. 2402 en su artículo 1ro."; por haber sido hecho
en tiempo hábil y de acuerdo a las disposiciones legales;
SEGUNDO: Se modifica la mencionada sentencia en cuan.
to a la pensión alimenticia se refiere, y en consecuencia, este
tribunal obrando por propia autoridad, condena al nombra.
do Antero Martínez Víctor, al pago de una pensión alimen-
ticia de Cien Pesos Oro (RD$100.00) mensuales para aten-
der las necesidades del menor procreado con la querellante;
TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la susodicha
sentencia; CUARTO: Condena al nombrado Antero Martí.
nez Víctor, al pago de las costas";

Considerando, que en la especie, el examen del fallo
impugnado pone de manifiesto que para fijar en la suma de
Cien Pesos Oro (RD$100.00), mensuales, la pensión que el
prevenido Antero Martínez Víctor debe suministrar a la ma-
dre querellante, Altagracia Amelia Cabral de Martínez, pa-
ra subvenir las necesidades del menor procreado con ella,
la Cámara a-pm ponderó las necesidades del menor, así co-
mo las posibilidades económicas de ambos padres; que, en
consecuencia, al fijar en dicha suma acogiendo en parte la

solicitud de la madre demandante, la pensión que el padre
deberá pagar a la citada recurrente, dicha Cámara tuvo en
cuenta las normas que señala el artículo Iro. de la Ley No.
2402 del año 1950;

Por tales motivos: UNICO: Rechaza el recurso de casa"
ción interpuesto por Altagracia Amelia Cabral de Martín
contra la sentencia de la Sexta Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada en stu
atribuciones correccionales, en fecha 11 de abril del 1917,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre
sente

1 (Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Arniama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar,— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espai l lat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y frmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1980

Iateria: Correccional.

Recurrente: Narciso A. González.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joafuín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la
ciudad 'de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 16 del mes de Enero del año 1980, años 136 1 de la

Independencia y 117' de la Restaurac ión, dicta en audiencia

pública. como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuesto s por Narciso

Antonio González, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, cédula No. 16375, serie 55, residente en la Sección San
José de Conuco, municipio de Salcedo, Provincia Salcedo,

R. D.; y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con asiento
social en la calle Beiler de Santiago de los Caalleros, con-
tra la sentencia dictada por a Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís el 7 de Agosto de 1975, cuyo dispo

si-

tivo se copia más adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 21 de Agosto de
1975, a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González,
cédula No. 8227, serie 64, a nombre de los recurrentes, en
la cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

La Suprema Corte de Justidia, después de haber del-
bcrado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, sobre
Tránsito y Vehículos de 1967; 1383 del Código Civil; y 1,
37 y 65, de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el día 15 de Enero de
1974, en la intersección de las calles Doroteo Antonio Tapia
don Francisco R. Molina, en el cual resultaron dos personas

n lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia
1 Distrito Judicial de Salcedo, dictó en fecha 29 de Enero
1975, una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el
la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones inter

ttestas, la Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnado en ca-
jón, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
a regular y válido el recurso de apelación interpuesto

r el Dr. Ezequiel Antonio González, a nombre y represen-
tón del prevenido y persona civilmente responsable Nar-

Antonio González, y de la Compañía aseguradora Segu-
Pepín, S. A., por ajustarse a las nromas procesales, con-
sentencia dictada en fecha 29 de enero de 1975 por el

uzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sal-
o, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Se pronuncia el
ecto en contra del prevenido Narciso Antonio González
estar legalmente citado y no haber comparecido; Segun-
Se declara al prevenido Narciso Antonio González cul-

ble de violar el Art. 49 de la ley 241 en perjuicio de Se-
,

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 29 de enero de 1975.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco 
de

hlacoris, de fecha 29 de enero de 1975.

nateria: Correccional.

Recurrente: Narciso A. González.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,

Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joafuín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la
ciudad 'de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 16 del mes de Enero del año 1980, años 136' de la

Independe ncia y 117' de la Restaurac ión, dicta en audiencia
pública. como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Narciso
Antonio González, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, cédula No. 16375, serie 55, residente en la Sección San
José de Conuco, municipio de Salcedo, Provincia Salcedo,
R. D.; y la Compañía de Seguros Pepin, S. A., con asiento
social en la calle Beiler de Santiago de los Caballeros, con-
tra la sentencia dictada por a Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís el 7 de Agosto de 1975, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 21 de Agosto de
1975, a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González,
cédula No. 8227, serie 64, a nombre de los recurrentes, en
la cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

La Suprema Corte de Justieia, después de haber de'i-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, sobre
Tránsito y Vehículos de 1967; 1383 del Código Civil; y 1,
37 y 65, de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el día 15 de Enero de
1974, en la intersección de las calles Doroteo Antonio Tapia
Con Francisco R. Molina, en el cual resultaron dos personas
con lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, dictó en fecha 29 de Enero
de 1975, una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el
de la ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones inter-
puestas, la Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnado en ca-
sación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. Ezequiel Antonio González, a nombre y represen-
tación del prevenido y persona civilmente responsable Nar-
ciso Antonio González, y de la Compañía aseguradora Segu-
ros Pepin, S. A., por ajustarse a las nromas procesales, con-
tra sentencia dictada en fecha 29 de enero de 1975 por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sal-
cedo, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Se pronuncia el
defecto en contra del prevenido Narciso Antonio González
Por estar legalmente citado y no haber comparecido; Segun-
do: Se declara al prevenido Narciai Antonio González cul-
pable de violar el Art. 49 de la ley 241 en perjuicio de Se-

,
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bastián Pérez Roque y el menor Carlos Antonio Hernández
Santiago y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
se condena a un (1) mes'de prisión correccional; se condena
además al pago de las costas penales; Segundo: Se declara a
Sebastián Pérez Roque no culpable de violar la ley 241 por
no haber cometido ninguna de las faltas que preveé dicha
ley y se descarga de toda responsabilidad penal, y las cos-
tas de oficio; Tercero: Se declartt regular y válida en la for-
ma y en el fondo la constitución en parte civil hecha por el
Dr. Luis Felipe Nicasio R., a nombre y representación del
señor César Hernández en su calidad de padre legítim o del

menor Carlos Antonio Hernández Santiago, y de Sebastián
Pérez Roque, en contra del prevenido en su doble calidad
de chofer y dueño del vehículo que produjo el accidente por
ser procedentes y bien fundadas; Cuarto: Se condena al pre-
venido Narciso Antonio González en su doble calidad (ya
dichas) a pagar a las partes civiles constituidas las siguien-

tes indemnizaciones: de RD$1,100.00 (Un Mil Cien Pesos
Oro) para cada partes civiles constituidas como justa repa-

. ración por los daños morales y materiales sufridos por di-
chas partes a causa del accidente, más los intereses legales
de dichas sumas a partir de la demanda y a título de indem-
nización complementaria; Quinto: Se condena al prevenido
Narciso Antonio González al pago de las costas civiles, or-

- denando que las mismas sean distraídas a favor del Dr. Luis
Felipe Nicasio R., abogado que afirma haberlas avanzado en
su mayor parte; Sexto: Se declara la presente sentencia en
su aspecto civil común, oponible y ejecutoria a la compañía
de seguros, Pepín, S. A., en virtud de las leyes 126 (sobre
Seguros, Privados) y 4117; SEGUNDO : Pronuncia el defecto

contra los apelantes por no haber comparecido no obstante
estar legalmente citados; TERCERO : Confirma en todos sus

aspectos la sentencia recurrida; CUARTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas del presente recurso;

Considerando, que la compañía Seguros Pepin, S. A., no
ha expuesto los medios en que fundamenta su recurso, como
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lo exige a pent.. de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
procedimiento de Casación, para todo aquel que no sea con-
dehado penalmente; que en consecuencia se procederá úni-
camente al examen del recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpa-
ble al prevenido del hecho puesto a su cargo y fallar como
lo hizo después de ponderar los elementos de juicio regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, dio
por establecido: a) que el 15 de Enero de 1974, el carro pla-
ca No. 212-250, propiedad de Narciso Antonio González, ase-
gurado con Póliza No. 15825-S, de la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., conducido por.su propietario en dirección Este-
Oeste por la calle Donato Antonio Tapia, al llegar a la in-
tersección con la calle Francisco R. Molina se produjo un
choque con la motocicleta placa No. 42952, conducida por su
propietario Sebastián Pérez Roque en dirección Sur a Norte
por la referida calle Molina; b) que como consecuencia del
accidente, resultaron lesionados el co-prevenido Sebastián
Pérez Roque y el menor Carlos Antonio Hernández Santia-
go, hijo del señor César Hernández, curables a los 20 días,
en lo que respecta a Sebastián Pérez Roque, y en cuanto al
menor Carlos Antonio Hernández Santiago, lesiones cura-
bles después de 10 días y antes de los 20 días; e) que la
causa determinante del accidente fue que el prevenido no
tocó bocina ni redujo la velocidad al llegar a la esquina lo
cual dio por resultado que los motoristas fueran atropella-
dos, recibiendo las lesiones antes descritas;

Considerando que los hechos así establecidos por la Cor-
te a - qua configuran a cargo del prevenido recurrente el de-
lito de golpes y heridas por imprudencia, causados involun-
tariamente con el manejo de un vehículo de motor, previsto
pór el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos y sancionado por ese mismo texto legal, en su
letra "C" con las penas de 6 meses a 2 años de prisión y
multa de RD$100.00 a RD8500.00 pesos, si la enfermedad o
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bastión Pérez Roque y el menor Carlos Antonio Hernández
Santiago y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
se condena a un (1) mes# de prisión correcciona l ; se condena

además al pago de las costas penales; Segundo: Se declara a
Sebastián Pérez Roque no culpable de violar la ley 241 por
no haber cometido ninguna de las faltas que preveé dicha
ley y se descarga de toda responsabilidad penal, y las cos-
tas de oficio; Tercero: Se declaró regular y válida en la for-
ma y en el fondo la constitución en parte civil hecha por el
Dr. Luis Felipe Nicasio a, a nombre y representación del
señor César Hernández en su calidad de padre legítimo del
menor Carlos Antonio Hernández Santiago, y de Sebastián
Pérez Roque, en contra del prevenido en su doble calidad
de chofery dueño del vehículo que produjo el accidente por
ser procedentes y bien fundadas; Cuarto: Se condena al pre-
venido Narciso Antonio González en su doble calidad (ya
dichas) a pagar a las partes civiles constituidas las siguien-

tes indemnizaciones: de RDS1,100.00 (Un Mil Cien Pesos
Oro) para cada partes civiles constituidas como justa repa-
ración por los daños morales y materiales sufridos por di-
chas partes a causa del accidente, más los intereses legales
de dichas sumas a partir de la demanda y a título de indem-
nización complementaria; Quinto: Se condena al prevenido
Narciso Antonio González al pago de las costas civiles, or-
denando que las mismas sean distraídas a favor del Dr. Luis
Felipe Nicasio R., abogado que afirma haberlas avanzado en
su mayor parte; Sexto: Se declara la presente sentencia en
su aspecto civil común, oponible y ejecutoria a la compañía
de seguros, Pepín, S. A., en virtud de las leyes 126 (sobre
Seguros, Privados) y 4117; SEGUNDO: Pronuncia el defecto

contra los apelantes por no haber comparecid o no obstante

'estar legalmente citados; TERCERO : Confirma en todos sus

aspectos la sentencia recurrida; CUARTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas del presente recurso;

Considerando, que la compañía Seguros Pepín, S. A., no
ha expuesto los medios en que fundamenta su recurso, como
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lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, para todo aquel que no sea con-

-	 dehado penalmente; que en consecuencia se procederá úni-
camente al examen del recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpa-
ble al prevenido del hecho puesto a su cargo y fallar como
lo hizo después de ponderar los elementos de juicio regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, dio
por establecido: a) que el 15 de Enero de 1974, el carro pla-
ca No. 212-250, propiedad de Narciso Antonio González, ase-
gurado con Póliza No. 15825-5, de la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., conducido por.su propietario en dirección Este-
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por la referida calle Molina; b) que corno consecuencia del
accidente, resultaron lesionados el co-prevenido Sebastián
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go, hijo del señor César Hernández, curables a los 20 días,
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imposibilidad para el trabajo durare 20 días o más como
sucedió en la especie; que en consecuencia, la Corte a-qua,
al condenar al prevenido 'recurrente, después de declararlo
culpable a un mes de prisión correccional acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes, le aplicó una pena ajustada
a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había ocasionado a
César Hernández, parte civil constituida en su calidad de
padre del menor Carlos Hernández Santiago y a Sebastián
Pérez Roque, también constituido en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales cuyo monto evaluó sobera-
namente en la suma de RD$1,100.00 (Un Mil Cien Pesos
Oro) para cada una de las personas constituídas en partes
civiles, más los intereses legales de dicha suma a partir de
la demanda y a título de indemnización complementaria;
que en consecuencia, la Corte a-qua al condenar a Narciso
Antonio González, al pago de esas sumas, hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., contra la sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís.
el 29 de Enero de 1975, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Rechaza el re-
curso de casación interpuesto por el prevenido Narciso A.
González, y lo condena al pago de las costas penales.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alaarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
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Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha

3 de marzo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rafael Cruz y compartes.
Abogado: Dr. Gregorio de Js. Batista Gil.

Enterviniente: Gloria Ramos.
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por les Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
3/1. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, F elipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 de enero del 1980, años 136'
de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
H. Cruz, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, cédula
No. 17845, serie 31; Jerminio de Jesús o Herminio Espinal,
dominicano, mayor de edad, casado, chofer, cédula 23642,
serie 31; domiciliados ambos en Santiago de los Caballeros;
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., con do-
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:cilio social en la ciudad de Santo Domingo, contra sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santiago, el 3 de mano de 1977, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula 7769,
serie 39, abogado de la interviniente, Gloria Ramos, domi-
nicana, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, cédula
72334, serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 4 de marzo de 1977, a requerimiento
del Dr. Ambiorix Díaz Estrella, acta en la que no se propo-
ne ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado, Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cé-
dula 29612, serie 47, en el cual se proponen contra la sen-
tencia impugnada los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 27 de enero
de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recurren-
tes que se mencionan más adelante, y los artículos 49, 52
de la Ley 241, del 1967; 1 y 10 de la Ley 4117 del 1955; y

1383 del Código Civil; 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 8 de
marzo de 1975, en la ciudad de Santiago de los Caballeros,
én el cual una persona resultó con lesiones corporales, la

o'
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Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago dictó en atribuciones co-
rreccionales, el 9 de febrero &e 1976 una sentencia cuyo dis-
positivo se transcribe en el de la ahora impugnada; y b)
que sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación
de Santiago dictó en atribuciones correccionales, el 3 de
marzo de 1977, el fallo ahora impugnado en casación del
cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Gregorio de Jesús Batista
Gil, a nombre y representac ión de Rafael H. Cruz, preve-

nido, Jermenio de Js. o , Herrninio Espinal, persona civil-
mente responsable y la Compañía Nacional de Seguros Do-
minicana de Seguros, C. por A., contra sentencia de fecha
nueve (9) del mes de febrero del año mil novecientos se-
tenta y seis (1976), dictada por la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente dice así:
`Primero: Declara al nombrado Rafael H. Cruz, de genera-
les anotadas, culpable de violar los artículos 49 letra D)
89 y 102 incisos 1 y 3 de a Ley 241, sobre Tránsito de Ve-
hículos de Motor, en perjuicio del menor Juan Carlos Ra-
mos, hecho puesto a su cargo y en consecuenc ia se le con-
dena, al pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos Oro)
acogiendo en su favor circunstancia s atenuantes; Segundo:
Declara buena y válida, en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil, hecha en audiencia por la señora Gloria
Ramos, en su calidad de madre y tutora legal del menor
víctima del accidente Juan Callos Ramos, en contra del
prevenido Rafael H. Cruz, de la persona civilmente respon-
sable Jerminio de Jesús o Herminio Espinal y su entidad
aseguradora la Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A., por órgano de su abogado constituido y apoderado es-
pecial, Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez; Tercero: En cuanto
al fondo, condena a los señores Rafael H. Cruz y Jermenio
de Jesús Espinal o Herminio Espinal, al primero por su

falta personal y al segundo, como persona civilmente res-
ponsable, al pago solidario de una indemnización de RD$-
5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro) en favor de la señora Gloria
Ramos, por los daños morales recibidos por ella, a conse-
cuencia de la lesión permanente sufrida por su hijo el me-
nor Juan Carlos Ramos, en el accidente de que se trata,
de acuerdo al °edificado médico legal No. 10231 de fecha 26
de noviembre del año 1975, firmado por el Médico Legista,
Dr. Pedro Rafael Jorge García, cuyo documento reposa en
dicho expediente; Cuarto: Condena a los nombrados Rafael
H. Cruz y Jermenio de Jesús Espinal o Herminio Espinal,
al pago de los intereses legales de la suma acordada, a par
tir de la demanda en justicia, a título de indemnización
suplementaria; Quinto: Condena a los señores Rafael H.
Cruz y Jermenio de Jesús Espinal o Herminio Espinal, al
pago conjunto y solidario de las costas civiles del procedi-
miento, ordenando su distracción en favor del Dr. Lorenzo
E. Raposo Jiménez, abogado y apoderado de la parte civil
constituida, quien afirma estarlas avanzando en su totali-
dad; Sexto: Declara la presente sentencia común, oponible,
con todas sus consecuencias legales a la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., teniendo contra éste autoridad
de cosa Juzgada, hasta el límite cubierto por la póliza que
ampara los riesgos del vehículo envuelto en el accidente en
cuestión; Séptimo: Condena al nombrado Rafael H. Cruz,
al pago de las costas penales';— SEGUNDO: Declara regu-
lar la intervención hecha en audiencia, por la parte civil
constituida,— TERCERO: Modifica el Ordinal Tercero de
la sentencia recurrida en el sentido de reducir la indemni-
zación acordada a favor de la parte civil constituida, a la
suma de Cuatro Mil Pesos Oro (RDS4,000.00), por conside-
rar esta Corte que dicha suma es la justa, adecuada y su-
ficiente para reparar los daños y perjuicios morales y ma-
teriales experimentados por la referida parte civil consti-
tuida, con motivo del accidente de que se trata;— CUARTO:
Confirma la sentencia recurrida en todos sus demás aspec-
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tos;— QUINTO: Condena a Rafael H. Cruz, al pago de las
costas penales;— SEXTO: Condena a Rafael H. Cruz y Jer-
menio o Herminio de Jesús Espinal, al pago de las costas
civiles de la presente instancia, ordenando su distracción
en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogado
que afirma estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial en la sentencia impugnada, los siguientes medios de
casación: Primer Medio: Falta de motivos. Falta de base
legal. Contrariedad de motivos. Segundo Medio: Violación
del artículo 1384 del Código Civil, inciso tercero; Tercer
Medio: Violación al Art. 89 de la Ley 241;

Considerando, que en los medios de su memorial, re-
unidos, los recurrentes alegan y exponen, en síntesis, que
a pesar de que los jueces están en la obligación de consig-
nar en sus sentencias los motivos de hecho y de derecho en
que fundamentan los mismos, tal requisito está lejos de
haber sido satisfecho en el fallo impugnado; que, la Corte
a-qua se ha limitado a expresar "que el accidente se debió
única y exclusivamente a la falta cometida por el prevenido
Rafael Cruz"; convicción a la que llegó fundándose exclu-
sivamente en la declaración del prevenido, contenida en el
acta policial, documento vago e impreciso por si mismo, y

sin determinar, además, cuál fue la conducta del agraviado
al ocurrir el accidente y la influencia que ella pudo tener
en el mismo; que, en otro orden de ideas, continúan expo-
niendo los recurrentes, en el fallo impugnado se expresa
que la persona constituida en parte civil, Gloria Ramos, era
la madre del menor agraviado, sin señalarse en qué elemen-
tos de juicio se basó la Corte a-qua para atribuirle dicha
calidad; que por otra parte, la citada Corte, al dictar el fa-
llo impugnado, incurrió en una manifiesta contradicción,
ya que, tras declarar que aceptaba los motivos de la sen-
tencia apelada, si bien mantuvo la condenación penal im-
puesta al prevenido recurrente, redujo, sin embargo, la in-
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demnización acordada a la persona constituida en parte ci-
,. vi!; que, por último, continúan exponiendo los recurrentes,

que aunque al recurrente puesto en causa como civilmente
responsable se le ha condenado, conjuntamente con el pre-
venido al pago de la indemnización pronunciada por la
Corte a-qua, no se especifica el por qué de dicha responsa-

, bilidad; que por todo lo expuesto, el fallo impugnado debe
ser casado; pero.

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
, de manifiesto, que la Corte a-qua, para dictarlo, aparte de
sus motivos propios, se fundó además, en los de la senten-
cia apelada, adoptados por ella; motivos, de cuyo conjunto,
según se expresa en los mismos, el accidente del que re-
sultó lesionado el menor Juan Carlos Ramos, se debió a

. que, al emprender la marcha el automóvil manejado por
el prevenido, estacionado en un lugar de la carretera en
donde había muchas piedras dispersas, lo hizo de tal modo
que una de dichas piedras alcanzó en un ojo al menor Ra
mos; qué para formar su convicción en el sentido en que
lo hizo, la Corte a-qua, tomó en consideración la declaración
del prevenido, no solamente por ante la Policía, sino ante
dicha Corte, al igual que la del único testigo de hecho, Ar-
cadio Rodríguez; que, en cuanto a la alegada falta de exa-
men y ponderación de la conducta del menor al ocurrir el
accidente, si bien los Jueces del fondo no están obligados
a dar motivos específicos acerca del comportamiento de la
víctima en un accidente de tránsito cuando aprecian que
el único culpable del mismo es el prevenido, no lo es me-
nos que en los motivos de la sentencia apelada, adoptados
como ya ha sido dicho, por la Corte a-qua, se consigna que
él accidente se produjo al lanzar el vehículo manejado por
el prevenido, "hacia atrás y hacia los lados, varias piedras
sueltas en el lugar, una de las cuales alcanzó al menor Car-
los Ramos, en un ojo-; que, en cuanto a la alegada falta decalidad de la madre del menor agraviado para constituirse
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tos;— QUINTO: Condena a Rafael H. Cruz, al pago de las
costas penales;— SEXTO: Condena a Rafael H. Cruz y Jer-
menio o Herminio de Jesús Espinal, al pago de las costas
civiles de la presente instancia, ordenando su distracción
en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogado
que afirma estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial en la sentencia impugnada, los siguientes medios de
casación: Primer Medio: Falta de motivos. Falta de base
legal. Contrariedad de motivos. Segundo Medio: Violación
del articulo 1384 del Código Civil, inciso tercero; Tercer
Medio: Violación al Art. 89 de la Ley 241;

Considerando, que en los medios de su memorial, re-
unidos, los recurrentes alegan y exponen, en síntesis, que
a pesar de que los jueces están en la obligación de consig-
nar en sus sentencias los motivos de hecho y de derecho en
que fundamentan los mismos, tal requisito está lejos de
haber sido satisfecho en el fallo impugnado; que, la Corte
a-qua se ha limitado a expresar "que el accidente se debió
única y exclusivamente a la falta cometida por el prevenido
Rafael Cruz"; convicción a la que llegó fundándose exclu-
sivamente en la declaración del prevenido, contenida en el

I '	 acta policial, documento vago e impreciso por si mismo, y
sin determinar, además, cuál fue la conducta del agraviado
al ocurrir el accidente y la influencia que ella pudo tener
en el mismo; que, en otro orden de ideas, continúan expo-
niendo los recurrentes, en el fallo impugnado se expresa
que la persona constituida en parte civil, Gloria Ramos, era
la madre del menor agraviado, sin señalarse en qué elemen-
tos de juicio se basó la Corte a-qua para atribuirle dicha
calidad; que por otra parte, la citada Corte, al dictar el fa-
llo impugnado, incurrió en una manifiesta ecntradicción,
ya que, tras declarar que aceptaba los motivos de la sen-
tencia apelada, si bien mantuvo la condenación penal im-
puesta al prevenido recurrente, redujo, sin embargo, la in-

demnización acordada a la persona constituida en parte ci-
vil; que, por último, continúan exponiendo los recurrentes,
que aunque al recurrente puesto en causa como civilmente
responsable se le ha condenado, conjuntamente con el pre-
venido al pago de la indemnización pronunciada por la
Corte a-qua, no se especifica el por qué de dicha responsa-
bilidad; que por todo lo expuesto, el fallo impugnado debe
ser casado; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto, que la Corte a-qua, para dictarlo, aparte de
sus motivos propios, se fundó además, en los de la senten-
cia apelada, adoptados por ella; motivos, de cuyo conjunto,
según se expresa en los mismos, el accidente del que re-
sultó lesienado el menor Juan Carlos Ramos, se debió a
que, al emprender la marcha el automóvil manejado por
el prevenido, estacionado en un lugar de la carretera en
donde había muchas piedras dispersas, lo hizo de tal modo
que una de dichas piedras alcanzó en un ojo al menor Ra-
mos; qué para formar su convicción en el sentido en que
lo hizo, la Corte a-qua, tomó en consideración la declaración
del prevenido, no solamente por ante la Policía, sino ante
dicha Corte, al igual que la del único testigo de hecho, Ar-
cadio Rodríguez; que, en cuanto a la alegada falta de exa-
men y ponderación de la conducta del menor al ocurrir el
accidente, si bien los Jueces del fondo no están obligados
a dar motivos específicos acerca del comportamiento de la
víctima en un accidente de tránsito cuando aprecian que
el único culpable del mismo es el prevenido, no lo es me-
nos que en los motivos de la sentencia apelada, adoptados
como ya ha sido dicho, por la Corte re-qua, se consigna que
el accidente se produjo al lanzar el vehículo manejado por
el prevenido, "hacia atrás y hacia los lados, varias piedras
sueltas en el lugar, una de las cuales alcanzó al menor Car-
los Ramos, en un ojo"; que, en cuanto a la alegada falta de
calidad de la madre del menor agraviado para constituirse
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en parte civil, se trata obviamente, puesto que no fue sus-
citado por ante los Jueces del fondo, de un medio nuevo
que no puede ser proptfesto por primera vez en casación;
que en lo concerniente a la reducción del monto de la in-
demnización ordenada por la jurisdicción de primer grado,
los recurrentes carecen, obviamente, de interés en proponer
dicho alegato, toda vez que la reducción pronunciada no
les ha causado perjuicio alguno a los proponentes del mis-
mo; que, por último, y en cuanto al alegato relativo a la
falta de motivos en cuanto a la responsabilidad del recu-
rrente Jerminio de Jesús Espinal o Herminio Espinal, como
persona civilmente responsable, imponiéndosele las conde-
naciones puestas a su cargo, en el fallo impugnado se hace
constar que la persona puesta en causa como civilmente
responsable, era propietaria del autotmóvil con e l. que el
prevenido hizo el daño por el cual aquél fue puesto en cau-
sa; que de ello los Jueces del fondo pudieron, sin incurrir
en violación a'guna, en base a la presunción de responsabi-
lidad existente con respecto a'. propietario de la cosa con
la cual se ocasiona un daño, imponerle, conjuntamente con
el prevenido, las condenaciones civiles que les fueron im-
puestas; que por todo lo expuesto los medios examinados
se desestiman por carecer de fundamento;

En cuanto n1 recurso del prevenido

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que /a mañana del 8 de marzo de
1975. se encontraba estacionado en una de las calles del
Barrio Hoyo de Lima, de Santiago, el automóvil placa 211-
197. propiedad de Jerminio de Js. o Herminio Espinal, con
póliza 28562, y manejado por el prevenido Rafael H. Cruz;
b)que al ser puesto en marcha dicho automóvi' por el pre-
venido, fueron lanzadas por las ruedas del mismo, cuyas

tp. gomas o neumáticos estaban lisos, varias piedras hacia los

lados y hacia atrás, sobre las cuales estaba detenido el ci-
tado automóvil; b) que una de dichas piedras alcanzó en el
oic, izquierdo, causándo'e lesión permanente, al menor Juan
Carlos Ramos, quien jugaba con otros niños. junto a la cu-
neta, detrás del automóvil; y e) que el hecho se debió a que
el prevenido inició violentamente la marcha del vehículo
que manejaba, sin tomar las precauciones que dado las con-
diciones de lugar, y de los neumáticos desgastados del autto-
móvil aconsejaban;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito previsto en
el artículo 49 de la Ley No. 241, de Tránsito y Vehículos,
de causar golpes y heridas por imprudencia con el manejo
de un vehícu'o de motor, sancionado en la letra d) del mis-
mo texto legal, con las penas de 9 meses a 3 años de prisión
y multa de RDS200.00 a RD$700.00, si tos golpes o heridas
causaren a la víctima una lesión permanente, como ocurrió
en la especie; que, por tanto, al condenar al prevenido Ra-
fael H. Cruz, a una multa de RD$10.00, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes. la Corte a-gua le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció que
el hecho del prevenido había causado al menor Juan Carlos
Ramos, daños y perjuicios materiales y morales cuyo monto
evaluó soberanamente en la suma de RD$4,000.00; que, al
condenar al prevenido Rafael H. Cruz, y a la persona pues-
ta en causa como civilmente responsable, Jerminio de Je-
sús Espinal o Herminio Espinal, solidariamente, al pago de
dicha suma, más al pago de los intereses legales de la mis-
ma a partir de la demanda, a título de indemnizaciones
pri ncipal y complementarias, la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código
Civi l, y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro
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en parte civil, se trata obviamente, puesto que no fue sus-
citado por ante los Jueces del fondo, de un medio nuevo
que no puede ser propuesto por primera vez en casación;
que en lo concerniente a la reducción del monto de la in-
demnización ordenada por la jurisdicción de primer grado,
los recurrentes carecen, obviamente, de interés en proponer
dicho alegato, toda vez que la reducción pronunciada no
les ha causado perjuicio alguno a los proponentes del mis-
mo; que, por último, y en cuanto al alegato relativo a la
falta de motivos en cuanto a la responsabilidad del recu-
rrente Jerminio de Jesús Espinal o Herminio Espinal, como
persona civilmente responsable, imponiéndosele las conde-
naciones puestas a su cargo, en el fallo impugnado se hace
constar que la persona puesta en causa como civilmente
responsable, era propietaria del autotmóvil con el que el
prevenido hizo el daño por el cual aquél fue puesto en cau-
sa; que de ello los Jueces del fondo pudieron, sin incurrir
en violación a2guna, en base a la presunción de responsabi-
lidad existente con respecto a'. propietario de la cosa con
la cual se ocasiona un daño, imponerle, conjuntamente con
el prevenido, las condenaciones civiles que les fueron im-
puestas; que por todo lo expuesto 'os medios examinados
se desestiman por carecer de fundamento;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que la mañana del 8 de marzo de
1975, se encontraba estacionado en una de las calles del
Barrio Hoyo de Lima, de Santiago, el automóvil placa 211-
197, propiedad de Jerminio de Js. o Herminio Espinal, con
póliza 28562, y manejado por el prevenido Rafael H. Cruz;
b)que al ser puesto en marcha dicho automóvi' por el pre-
venido, fueron lanzadas por las ruedas del mismo, cuyas

)	 gomas o neumáticos estaban lisos, varias piedras hacia los
lados y hacia atrás, sobre las cuales estaba detenido el ci-
tado automóvil; b) que una de dichas piedras alcanzó en el
ojo izquierdo, causándo'e lesión permanente, al menor Juan
Carlos Ramos, quien jugaba con otros niños, junto a la cu-
neta, detrás del automóvil; y c) que el hecho se debió a que
el prevenido inició violentamente la marcha del vehículo
que manejaba, sin tomar las precauciones que dado las con-
diciones de lugar, y de los neumáticos desgastados del autto-
móvil aconsejaban;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito previsto en
el artículo 49 de la Ley No. 241, de Tránsito y Vehículos,
de causar golpes y heridas por imprudencia con el manejo
de un vehícu'o de motor, sancionado en la letra d) del mis-
mo texto legal, con las penas de 9 meses a 3 años de prisión
y multa de RDS200.00 a RDS700.00, si /os golpes o heridas
causaren a la víctima una lesión permanente, como ocurrió
en la especie: que, por tanto, al condonar al prevenido Ra-
fael H. Cruz, a una multa de RD$10.00, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció que
,.el hecho del prevenido había causado al menor Juan Carlos
¡ Ramos, daños y perjuicios materiales y morales cuyo monto
evaluó soberanamente en la suma de RD$4,000.00; que, al
condenar al prevenido Rafael H. Cruz, y a la persona pues-
ta en causa como civilmente responsable, Jerminio de Je-
sús Espinal o Herminio Espinal, solidariamente, al pago de
dicha suma, más al pago de los intereses legales de la mis-
ma a partir de la demanda, a título de indemnizaciones
principal y complementarias, la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código
Civil, y 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro
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Obligatorio de Vehículos de Motor, al declarar oponibles
dichas condenaciones civiles a la Compañía Aseguradora;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo concerniente al prevenido re-
currente, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Gloria Ramos, en los recursos de casación interpuestos
por Rafael. H. Cruz, Jerminio o Herminio de Jesús Espinal,
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santiago, el 3 de marzo de 1977. cuyo
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos; y Tercero: Conde-
na al prevenido al pago de las costas penales, y a éste y a
Jerminio de Jesús o Herminio Espina' al pago de las costas
civil,es distrayendo las últimas en favor del Dr. Lorenzo E.
Raposo Jiménez, abogado de la interviniente, quien afirma
estarlas avanzando en su totalidad, con oponibilidad de las
mismas a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Raye-
'o de la Fuente.— Manuel A. Amiarna.— Francisco Elpidio
Seres.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Pcrdmo Báez.— Joa quín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública de.' día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1980

sentencia impugnada : Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 7 de junio de 1977.

materia: Trabajo.

Recurrente: Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A.
Abogado: Dr. Ariel Acosta Cuevas.

Recurrido: José Polanco.
Abogado: Dr. Julio Aníbal Suárez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco E pidio Beras, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joa-
quín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16
de enero de 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la
Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Sacos
y Tejidos Dominicanos, C. por A., con domicilio social en
esta ciudad, contra la sentencia dictada el 7 de junio de
1977, por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Obligatorio de Vehículos de Motor, al declarar oponib'es
dichas condenaciones civiles a la Compañía Aseguradora;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo concerniente al prevenido re-
currente, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Gloria Ramos, en los recursos de casación interpuestos
por Rafae' H. Cruz, Jerminio o Herminio de Jesús Espinal,
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra
la sentencia dictada en at:ibuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santiago, el 3 de marzo de 1977. cuyo
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos; y Tercero: Conde-
na al prevenido al pago de las costas penales, y a éste y a
Jerminio de Jesús o Herminio Espina'. al pago de las costas
civil,es distrayendo las últimas en favor del Dr. Lorenzo E.
Raposo Jiménez, abogado de la interviniente, quien afirma
estarlas avanzando en su totalidad, con oponibilidad de las
mismas a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Raye-
'o de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez. Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Pcrdmo Báez.— Joa quín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública de' día, mes y año en él expreados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1980

sentenc ia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 7 de junio de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A.
Abogado: Dr. Ariel Acosta Cuevas.

Recurrido: José Polanco.
Abogado: Dr. Julio Aníbal Suárez.

411111	
Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco E pidio Beras, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perclomo Báez y Joa-
quín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16
de enero de 1980, años 136' de la Independencia y 117' de /a
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de_casación interpuesto por La Sacos
Y Tejidos Dominicanos, C. por A., con domicilio social en
esta ciudad, contra la sentencia dictada el 7 de junio de
1977 , por la Cámara de Trabajo del Juzgado de PrimeraIns

tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia
mas adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. Ariel Acosta Cuevas, por sí y por el Dr. A.
Sandino González de León, abogados de la recurrente en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República:

Visto el memorial de la recurrente del 10 de agosto de
1977, en el que se propnen los medios de casación que luego
se indican, el escrito de ampliación de esa misma fecha, y
sus conclusiones del 20 de diciembre de 1978;

Visto el memorial de defensa del recurrido, José Boli-
var Polanco, dominicano, mayor de edad, obrero, cédula N9

31002, serie 56, de este domici l io, del 19 de septiembre de
1978, firmado por su abogado Julio Aníbal Suárez

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se mencinoan más adelante; y los artículos 1, 20 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere consta: a) que en ocasión de
una demanda laboral, interpuesta por el recurrido contra
la recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, dictó el 11 de agosto de 1976, una sentencia con
el siguiente dispositvo: "PRIMERO: Se rechaza por impro-
cedente y mal fundada, la demanda laboral intentada por
José B. Polanco, contra la Fábrica Sacos y Tejidos Domini-
canos, C. por A., División Textil Los Minas; SEGUNDO:
Se condena a la parte demandante al pago de las costas, y
ordena su distracción en favor del Dr. A. Sandino González
de León, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre la apelación interpuesta, intervino la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es como si-
gue: "FALLA: PRIMERO: Decl ara regular y válido tanto
en la forma como en el fondo el recurso de apelación inte
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puesto por José B. Polanco, contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 11 de
agosto de 1976, dictada en favor de Sacos y Tejidos Domi-
nicanos, C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior de esta misma sentencia y como consecuencia Re-
voca en todas sus partes, dicha sentencia impugnada; SE-
GUNDO: Declara injusto el despido en el caso de la especie,
TERCERO: Condena a la empresa Sacos y Tejidos Domini-
canos, a pagar'e al reclamante José Bolívar Polanco, los va-
lores siguientes: 24 días de salario por concepto de preaviso;
60 días de auxilio de cesantía, 14 días de vacacinoes, la re-
gal ía y bonificación, del último año laborado, así como a una
suma igual a los salarios que habría recibido el trabajador
desde el día de .a demanda y hasta la sentencia definitiva,
sin que excedan de tres meses, todo calculado a base de
RD$4.00 diarios; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe
Sacos y Tejidos Dominicanas, C. por A., al pago de las cos-
tas del procedimiento de ambas instancias, de conformidad
con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio
de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Ju'io Aníbal Suárez, quien afrma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la Compañía recurrente propone con-
tra la sentencia impugnada, en su memorial de casación, el

;.,siguiente medio único de casación: Violación a los ordinales
?. 3, 4 y 21 del artículo 78 del Código de Trabajo vigente; Falsa
`-interpretación de dichos artículos por desconocimiento; Des-
naturalización de los hechos de la causa; Errónea califica-
ton de las faltas cometidas; Insuficiencia de motivos; Falta
de Base Legal; Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; Violación al régimen de la distracción de
las costas";

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de su
medio único de casación alega en síntesis que si el Juez de
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Oído al Dr. Ariel Acosta Cuevas, por si y por el Dr.
Sandino González de León, abogados de la recurrente en
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65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;	 •

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere consta: a) que en ocasión de
una demanda laboral, interpuesta por el recurrido contra
la recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, dictó el 11 de agosto de 1976, una sentencia con
el siguiente dispositvo: "PRIMERO: Se rechaza por impro-
cedente y mal fundada, la demanda laboral intentada por
José B. Polanco, contra la Fábrica Sacos y Tejidos Domini',
canos, C. por A., División Textil Los Minas; SEGUNDO:
Se condena a la parte demandante al pago de las costas, y
ordena su distracción en favor del Dr. A. Sandino González
de León, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre la apelación interpuesta, intervino la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es como si-
gue: "FALLA: PRIMERO: Dec'ara regular y válido tanto
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gasto de.1976, dictada en favor de Sacos y Tejidos Domi-
nicanos, C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior de esta misma sentencia y como consecuencia Re-
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ga'ía y bonificación, del último año laborado, así como a una
suma igual a los salarios que habría recibido el trabajador
desde el día de	 demanda y hasta la sentencia definitiva,
sin que excedan de tres meses, todo calculado a base de
RDS4.00 diarios; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe
Sacos y Tejidos Dominicanas, C. por A., al pago de las cos-
tas del procedimiento de ambas instancias, de conformidad
con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio
de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
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Considerando, que la Compañía recurrente propone con-
tra la sentencia impugnada, en su memorial de casación, el
siguiente medio único de casación: Violación a los ordinales
3, 4 y 21 del artículo 78 del Código de Trabajo vigente; Fa'sa
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naturalización de los hechos de la causa; Errónea califica-
ción de las faltas cometidas; Insuficiencia de motivos; Falta
de Base Legal; Violación do'. artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; Violación al régimen de la distracción de
las costas";

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de su
medio único de casación alega en síntesis que si el Juez de
Pri mer grado, atribuyéndo'c crédito a lo declarado por el



72	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 73

0

testigo del informativo Luis Mateo dio por establecido, que
el obrero reclamante José B. Polanco, hoy recurrido, fue ob-
jeto de un despido justificado, de parte de la empresa recu-
rrente, ya que de su decGración se desprende, que éste sos-

tuvo una riña en plenas labores con su compañera de traba-
jo Marina Olivo Kinsley, en violación del ordinal 4 9 del ar-
tículo 78 del Código de Trabajo, dando lugar a que con su
hecho las labores se paralizaron, la Cámara a-qua, no podía
corno lo hizo, en tales circunstancias, revocar dicho falo,
sin dar la motivación adecuada, por lo que la sentencia im-
pugnada al carecer de motivos y de base legal. debe ser
casada:

Considerando, que si bien es cierto que los jueces del
fondo, en virtud de su poder soberano de apreciación pue-
den aribuirles mayor crédito a lo declarado por un testigo,
que a Jo declarado por otro, no es menos cierto, que tal co-
mo lo alega el recurrente, cuando como en la especie, el
Juez de Apelación revoca la decisión del juez de primer gra-
do, es su deber señalar los elementos de juicio, que el pri-
mero dejara de ponderar, o que al hacerlo lo hiciera erró-
neamente, para fundamentar así la revocación aludida; que
al no ofrecer la sentencia impugnada, motivos justificativos
de que la Cámara a-qua, actuara en el caso, en la forma ya
indicada,'o que tampoco realizara de oficio, como pudo ha-
cerlo, dado el papel activo del Juez de Trabajo. ninguna
medida de instrucción, que sup'iera o completara lo hecho
por ante la jurisdicción de primer grado, es preciso admitir.
que al cerecer dicho fallo de motivos suficientes y pertinen-
tes que justifiquen su dispositivo y de una exposición de
hechos que permita determinar si la ley ha sido o no bien
aplicada, procede acoger el medio que se examina y casar
la sentencia impugnada, por falta de base legal;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, el 7 de junio de 1977, cuyo dispo-
sitivo se copia en parte anterior del presente fallo, y envía
dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia de
San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo:
Comuensa las costas entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo
Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo.
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leida y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

't
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corle de Apelación de San Juan de la Ma-

guana de lecha 9 de noviembre de 1976.

Materia: Comercial

Recurrente: Manuel Ocialls Mejía Arias.
Abogado: Dr. Nelson B. Butten Varona.

Recurrido: Industria Petroquímica Dominicana. C. por A.
Abogado: Dr. Milton B. Pella Medina.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contin
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Perca& Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdmo Báez y
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
16 del mes de Enero del año 1980, años 136' de la Indepen-
dencia y 117' de la Restauración, dicta en audiencia púb'ica,.
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpticstso por Manuel
Odalis Mejía Arias, dominicano, mayor de edad, casado, co-
merciante, domiciliado en la calle Doctor Cabral esquina
General Cabral de !a ciudad de San Juan de la Maguana,
cédula N9 956, serie 3; contra las sentencias Números 2 y 3
de la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, del
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de noviembre de 1976, cuyo dispositivo se copia más ade-
ante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura de los roles
correspondientes;

Oído al Dr. Nelson B. Butten Varona, abogado del re-
currente en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Milton B. Peña Medina, abogado de la re-
currida, Industria Petroquímica Dominicana, C. por A., en
la lectura de sus conclusiones;

Oídos los dictámenes del Magistrado Prcourador Gene-
ral de la República;

Visto el memorial de! recurrente, del 21 de febrero de
.1977, suscrito por su abogado Dr. Butten Varona, cédula

o. 23636, serie 2. en el cual se proponen contra la senten-
cia No. 2, los medios que se indican más adelante, y contra
la sentencia No. 3, los medios que también se indican más
adelante, en un segundo memorial:

Visto el memorial de defensa de la recurrida, del 23 de
junio de 1977, suscrito por su abogado el Dr. Peña Medina,
así como el segundo memorial de defensa, suscrito por el
mismo letrado respecto de la sentencia No. 3, como ya lo
había hecho en un primer memorial respecto a la senten-
cia No. 2:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales mencionados en los enun-
ciados de los medios de casación y los artículos 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, como se verá más adelante, los dos
recursos ya indicados se refieren a los mismos litigantes y
al mismo asunto, conviene a la mejor solución de ambos
casos operar la fusión de los mismos y resolverlos por una
misma sentencia:
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Considerando, que en las sentencias impugnadas y en
los documentos a que ellas re refieren, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una litis comercial entre el ahora re-
currente y la actual recurrida, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San . Juan de la Maguana,
dictó el 19 de junio de 1973, con el No. 2, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara in-
admisible .1a excepción de nulidad propuesto por la parte
demandada en la audiencia dal día 3 de noviembre de 1972,
por improcedente y mal fundada; SEGUNDO: Condena a la
parte demandada al pago de las costas del incidente con
distracción de las mismas en beneficio del Dr. Milton Bolí-
var Peña Medina, abogado que afirma haberles avanzado
en su totalidad; TERCERO: Declara nula la consignación de
que se trata; CUARTO: Condena a Manuel Odalís Mejía
Arias, a] pago de las costas, con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Milton Bolívar Peña Medina, abogado
que afirma haberles avanzado en su totalidad"; b) que so-
bre el recurso del ahora recurrente contra ese fallo, la Cor-
te de Apelación de San Juan de la Maguana, dictó el 9 de
noviembre de 1976, una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular y válido en
cuanto a ?a forma el recurso de apelación interpuesto por
Manuel Odalís Mejía Arias, en fecha 14 de septiembre de
1973, contra sentencia comercial No. 2 de fecha 19 de julio
de 1973, dictada por el Juzgado de Primera Instancia de
San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo Se copia en otra
parte de esta sentencia, por estar dentro del plazo y demás
formalidades legales; SEGUNDO: Se confirma la sentencia
recurrida en todas sus partes; TERCERO: Se condena al
recurrente Manuel Odalís Mejía Arias, al pago de las cos-
tas del presente incidente, con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Milton Peña Medina, abogado de la
parte recurrida, por haber afirmado estar avanzándole en
su totalidad"; c) que sobre otro punto de la litis el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial ya indicado dictó

el 20 de julio de 1973, con el No. 3, otra sentencia con el si-
guiente dispositiv:o "FALLA . PRIMERO: Declara inadmi-
sible la excepción de nulidad propuesta por la parte deman-
dada en la audiencia del día 3 de noviembre de 1972, por
improcedente y mal fundada; SEGUNDO: Condena a la
parte demandada a? pago de las costas del incidente con dis-
tracción de las mismas en beneficio del Dr. Milton Bolívar
Peña Medina, abogado que afirma haberles avanzado en su
totalidad; TERCERO: Declara nulos los ofrecimientos rea-
les de que se trata; CUARTO: Condena a Manuel Odalís
Mejía Arias, al pago de las castas, con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Milton Bolívar Peña Medina,
abogado que afirma haberles avanzado en su totalidad' ;
d) que sobre el recurso del ahora recurrente, la Corte de
Apelación de San Juan de la Maguana, dictó el 9 de no-

- viembre de 1976, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Se dec'ara regular y válido en la
forma el recurso de apelación interpuesto por Manuel Oda-
lis Mejía Arias, en fecha 14 de septiembre de 1973, contra
sentencia comercial No. 3 de fecha 20 de julio de 1973, dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia de San Juan de
Ya Maguana, por estar dentro del plazo y demás formalida-
des legales; SEGUNDO: Se confirma la sentencia recurrida
en todas sus partas; TERCERO: Se condena al recurrente,
Manuel Odalís Mejía Arias al pago de las costas del pre-
sente incidente, con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Milton B. Peña Medina, abogado de la parte recu-
rrida, por afirmar haberles avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente Mejía Arias propone
contra las sentencias que impugna, los siguientes medios de
casación, que son los mismos contra las dos sentencias de
la Corte de Apelación de San Juan de la IVIaguana, cuyos
dispositivos ya se han copiado; Primer Medio: Errónea in-
terpretación del artículo 173 del Código de Procedimiento
Civil , y Violación del artículo 416 del mismo Código; Se-
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en todas sus partes; TERCERO: Se condena al recurrente.
Manuel Odalís Mejía Arias al pago de las costas del pre-
sente incidente, con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Milton B. Peña Medina, abogado de la parte recu-
rrida, por afirmar haberles avanzado en su totagelad";

Considerando, que el recurrente Mejía Arias propone
contra las sentencias que impugna, los siguientes medios de
casación, que son los mismos contra las dos sentencias de
la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, cuyos
dispositivos ya se han copiado; Primer Medio: Errónea in-
terpretación del artículo 173 del Código de Procedimiento
Civil, y Violación del artículo 416 del mismo Código: Se-
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guudo Medio: Errónea aplicación del principio "no hay nu-
lidad sin agravio"; Tercer Medio: Violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil; Cuarto Medio: Viola-
ción del derecho de defensa; y Quinto Medio: Violación de
la Máxima "no hay nul idad sin agravio";

Considerando, que en el primer medio de su memorial
y en otras partes de los demás medios, salvo en los últimos
el recurrente Mejía Arias, expone y alega, en síntesis, lo
que sigue: Que con el propósito de terminar un diferendo
de tipo comercial con la acttial recurrida, la Petroquímica,
le hizo oferta real seguida, como lo requiere la Ley, de con-
signación de la suma de dinero de la que el recurrente se
reconocía deudor; que la Petroquímica demandó al ahora
recurrente en nulidad de la consignación que el recurrente
había realizado; que la Petroquímica citó a breve término
al ahora recurrente, sin haber obtenido, como lo exige la
Ley, una formal autorización del Juez, en el caso el Juez
de Primera Instancia de San Juan de la Maguana, a fin de
que se establ eciera en Justicia si se trataba de una verda-
dera urgencia que justifique el pedimento de bree ttrmi
no; que el Juez de Primera Instancia rechazó el criterio
del recurrente en contra de la demanda en el sentido de la
necesidad de una autorización judicial previa para deman-
dar a breve término, sobre el motivo, erróneo, de que el
recurrente se había desinteresado de la cuestión del breve
término por la circunstancia de que al iniciarse el debate
de la causa el recurrente solicitó la comunicación de docu-
mentos y de que al hacer este pedimento habían quedado
cubiertas las deficiencias de las citaciones para el conoci-
miento de la causa; que al rechazar el Juez de Primera Ins-
tancia el criterio del recurrente, este fue por ante la Corte
de Apelación, la cual le rechazó sus alegatos e hizo así suyo
el error jurídico del Juzgado de Primera Instancia, todo,
sobre motivos no pertinentes, ya que es criterio del recu-
rrente y sus consejeros jurídicos que una cosa es cualquier
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deficiencia de pura forma o de información que se refleje
en las citaciones operadas por los Alguaciles, y otra cosa
completamente distinta que se pase por encima a la Ley
realizando cua'quier trámite o procedimiento sin la auto-
rización de los Jueces, cuando esta autorización sea exigida
o requerida por la Ley, porque en este caso se trata de una
cuestión de fondo y no una mera cuestión de forma que
oucda quedar cubierta al conocerse del caso correspondien-
te; que por lo expuesto las sentencias de 'a Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana que se impugnan deben
ser casadas por falsa aplicación de la máxima "No hay nu-
lidad sin agravio" y desconocimiento de lo dispuesto por
el artículo 416 del Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que tal como lo alega el recurrente, la
omisión de las autorizaciones requeridas por la Ley para
la optención de beneficio de las citaciones en justicia a bre-
ve término, no es cuestión de pura forma, que ofrezca es-
caso interés entre las personas de los litigantes, sino una
cuestión de importancia judicial, encaminada a impedir
que puedan hacerse de mera rutina los plazos procedimen-
tales que han sido calculados y establecidos por el legisla-
dor a fin de asegurar los derechos de los demandantes a la
vez que la defensa de los demandados, sin precipitaciones
desmedidas, salvo casos de urgencia cuya apreciación la
Ley confía, no a los propios litigantes, sino a los Magistra-
dos de la Justica, como re presentante del interés general,
que en 'o concerniente al efecto de los pedimentos de co-
m unicación de documentos, que el mismo propósito de su
institución hace evidente que esa excepción no puede ani-
quilar el derecho de los litigantes de emplear en la defensa
de sus intereses precisamente cualquier dato, o particula-
ridad de los documentos que pueda conocer como efecto de
su comunicación y que antes de ello no estaban al alcance
de quien solicite la medida de instrucción; que al fundarse
la sentencia impugnada en un criterio erróneo sbore la ex-
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gundo Medio: Errónea aplicación del principio "no hay nu-
lidad sin agravio"; Tercer Medio: Violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil; Cuarto Medio: Viola-
ción del derecho de defensa; y Quinto Medio: Violación de
la Máxima "no hay nti.idad sin agravio";

Considerando, que en el primer medio de su memorial
y en otras partes de los demás medios, salvo en los últimos
el recurrente Mejía Arias, expone y alega, en síntesis, lo
que sigue: Que con el propósito de terminar un diferendo
de tipo comercial con la actúa' recurrida, la Petroquímica,
le hizo oferta real seguida, como lo requiere la Ley, de con-
signación de la suma de dinero de la que el recurrente se
reconocía deudor; que la Petroquímica demandó al ahora
recurrente en nulidad de la consignación que el recurrente
había realizado; que la Petroquímica citó a breve término
al ahora recurrente, sin haber obtenido, como lo exige la
Ley, una formal autorización del Juez, en el caso el Juez
de Primera Instancia de San Juan de la Maguana, a fin de
que se estab'eciera en Justicia si se trataba de una verda-
dera urgencia que justifique el pedimento de breve térmi-
no; que el Juez de Primera Instancia rechazó el criterio
del recurrente en contra de la demanda en el sentido de la
necesidad de una autorización judicial previa para deman-
dar a breve término, sobre el motivo, erróneo, de que el
recurrente se había desinteresado de la cuestión del breve
término por la circunstancia de que al iniciarse el debate
de la causa el recurrente solicitó la comunicación de docu-
mentos y de que al hacer este pedimento habían quedado
cubiertas las deficiencias de las citaciones para el conoci-
miento de la causa; que al rechazar el Juez de Primera Ins-
tancia el criterio de'. recurrente, este fue por ante la Corte
de Apelación, la cual le rechazó sus alegatos e hizo así suyo
el error jurídico del Juzgado de Primera Instancia, todo,
sobre motivos no pertinentes, ya que es criterio del recu-
rrente y sus consejeros jurídicos que una cosa es cualquier

:c.:iciencia de pura forma o de información que se refleje
en las citaciones operadas por los Alguaciles, y otra cosa
completamente distinta que se pase por encima a la Ley
realizando cua'quier trámite o procedimiento sin la auto-
rización de los Jueces, cuando esta autorización sea exigida
o requerida por la Ley, porque en este caso se trata de una
cuestión de fondo y no una mera cuestión de forma que
oueda quedar cubierta al conocerse del caso correspondien-
te; que por lo expuesto las sentencias de la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana que se impugnan deben
ser casadas por falsa aplicación de la máxima "No hay nu-
lidad sin agravio" y desconocimiento de lo dispuesto por
el artículo 416 del Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que tal como lo alega el recurrente, la
omisión de las autorizaciones requeridas por la Ley para
la optención de beneficio de las citaciones en justicia a bre-
ve término, no es cuestión de pura forma, que ofrezca es-
caso interés entre las personas de los litigantes, sino una
cuestión de importancia judicial, encaminada a impedir
que puedan hacerse de mera rutina los plazos procedimen-
tales que han sido calculados y establecidos por el legisla-
dor a fin de asegurar los derechos de los demandantes a la
vez que la defensa de los demandados, sin precipitaciones
desmedidas, salvo casos de urgencia cuya apreciación la
Ley confía, no a los propios litigantes, sino a los Magistra-
dos de la Justica, como representante del interés general,
que en 'o concerniente al efecto de los pedimentos de co-
municación de documentos, que el mismo propósito de su
institución hace evidente que esa excepción no puede ani-
quilar el derecho de los litigantes de emplear en la defensa
de sus intereses precisamente cualquier dato, o particula-
ridad de los documentos que pueda conocer como efecto de
su comunicación y que antes de ello no estaban a' alcance
de quien solicite la medida de instrucción; que al fundarse
la sentencia impugnada en un criterio erróneo sbore la ex-
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de diciembre del 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Centro de Seguros La Popular, C. por A., y Rafael
E. Castillo y compartes.

Abogados: Dr. Luis E. Norberto R., y Dr. Juan J. Sánchez.

Interviniente: Amalia Miguelina Vargas Genao.
Abogado: Dr. Luis A. Pbrez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 25 del mes de Enero del año 1980, años 136' de
la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como,Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Centro
de Seguros La Popular, C. por A., con su asiento social en
la casa No. 61 de la calle Gustavo Adolfo Mejía Ricart, de
esta ciudad, y los recursos interpuestos, conjuntamente, por
Juan Antonio de la Cruz, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chofer, cédula No. 2870, serie 93. domiciliado en la casa
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cepción denominada de comunicación de documentos, se
incurre en el error jurídico denunciado por el recurrente;
que por todo lo expue gto procede la casación de las sen-
tencias impugnadas, sin necesidad de ponderar los otros
medios del recurso fundados en la falta de motivación de
las sentencias impugnadas, para declarar nula la consigna-
ción operada por el actual recurrente;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa en todos sus aspec-
tos las sentencias dictadas en sus atribuciones comerciales
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana. el 9
de noviembre de 1976, cuyos dispositivos se han copiado en
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto fusio-
nado por ante la Corte de Apelación de Barahona, en las
mismas atribuciones; SEGUNDO: Condena a la Industria
Petroquímica Dominicana, C. por A., al pago de las costas
de casación y las distrae en provecho del Doctor Ne'son B..
Butten Vargas, abogado del recurrente. quien afirma ha-
berles avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Fe l ipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue I;
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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cepción denominada de comunicación de documentos, se
incurre en el error jurídico denunciado por el recurrente;
que por todo lo expuelto procede la 9sación de las sen-
tencias impugnadas, sin necesidad de 'ponderar los otros
medios del recurso fundados en la falta de motivación de 1
las sentencias impugnadas, para declarar nula la consigna-
ción operada por el actual recurrente;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa en todos sus aspec-
tos las sentencias dictadas en sus atribuciones comerciales
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, el 9
de noviembre de 1976, cuyos dispositivos se han copiado en
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto fusio-
nado por ante la Corte de Apelación de Barahona, en las
mismas atribuciones; SEGUNDO: Condena a la Industria
Petroquímica Dominicana, C. por A., al pago de las costas
de casación y las distrae en provecho del Doctor Ne'son 13.'
Suiten Vargas, abogado del recurrente. quien afirma ha
berlas avanzado en su totalidad. 	 .1

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

li
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los • iI/

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue 1
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 23 DE ENERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
techa 15 de diciembre del 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Centro. de Seguros La Popular, C. por A., y Rafael
11111‘	 E. Castillo y compartes.

Abogados: Dr. Luis E. Norberto R., y Dr. Juan J. Sánchez.

mterviniente: Amelia Miguelina Vargas Genao.
Abogado: Dr. Luis A. Pérez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
g- ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín

Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Boros, Joa-
quín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal. hoy día 25 del mes de Enero del ario 1980, años 136' de
Ja Independencia y 117' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública. como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Centro
de Seguros La Popular, C. por A., con su asiento social en
la casa No. 61 de la calle Gustavo Adolfo Mejía Ricart, de
esta ciudad, y los recursos interpuestos, conjuntamente, por
Juan Antonio de la Cruz, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chofer, cédula No. 2870, serie 93, domiciliado en la casa
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N.o 5 de la calle Horado Vásquez del poblado de Haina,
Distrito Nacional; Rafael Emilio Castillo, dominicano, ma-
yor de edad, cédula N.o 63362, serie Ira., domiciliado en la
casa No. 7 de la Avenida de Los Mártires, de esta ciudad,
y la Compañía de Autobuses La Experiencia, C. por A., con
su asiento social en esta ciudad; contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 15 de di-
ciembre de 1978, en sus atribucinoes correccinoales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis A.

Pérez y Pérez, cédula No. 4528, serie 20, abogado de la in-
terviniente, Amalia Miguelina Vargas Genao, dominicana,
mayor de edad, de quehaceres domésticos, cédula No. 19158,
serie 48, domiciliada en la casa No. 23 de la calle Cibao del
poblado do La Caleta, Distrito Nacional;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera'.
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 21 de diciembre del 1978,
a requerimiento del Dr. Juan José Sánchez A., cédula No.
13030, serie 10, en representación del Centro de Seguros
La Popular, C. por A., en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 23 de diciembre de 1978,
a requerimiento del Dr. L. E. Norberto R., cédula No. 21417.
serie 2, en representación de los demás recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 4 de mayo del 1979, de la recu-
rrente Centro de Seguros La Popular, C. por A., suscrito por
su abogado el Dr. Juan José Sánchez, cédula No. 13030, se-
rie 10, en el cual se proponen los medios que se indican más
adelante;

Visto el memorial del 9 de julio del 1979, de los recu-
rrentes, Juan Antonio de la Cruz, Rafael Emilio Castillo y
la Compañia de Autobuses La Experiencia, C. por A., sus-
crito por su abogado Dr. L. E. Norberto R., cédula No. 21417,
serio 2, en el cual se proponen los medios que se indican
más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, el 9 de julio del
1979, suscrito por su abogado;

Visto el escrito de ampliación de la interviniente, del
11 de julio de 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se indican más adelante, y los artículos 49 y
62 de la Ley No. 241, del 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 del
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la Au-
topista de Las Américas, el 10 de abril de 1978, a las 7:30
P. M., en el que una persona resultó con lesiones corpora-
les, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional dictó una sentencia el 29 de
agosto del 1978, cuyo dispositivo se transcribe más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite como regulares y vá'idos, en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos:
a ) por el Dr. Luis Pérez y Pérez, a nombre de Amalia Mi-
guelina Vargas Genao, de fecha 30 de agosto de 1978; b)
por el Dr. Luis E. Norberto Rodríguez, a nombre de Juan
Antonio de la Cruz. Rafael Castillo y/o Compañía La Ex-
periencia, C. por A., en fecha 14 de septiembre de 1978,
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N.o 5 de la calle Horacio Vásquez del poblado de Haim.,
Distrito Nacional; Rafael Emilio Castillo, dominicano, ma-
yor de edad, cédula N.o 63362, serie Ira., domiciliado en la
casa No. 7 de la Avenida de Los Mártires, de esta ciudad,
y la Compañía de Autobuses La Experiencia, C. por A., con
su asiento social en esta ciudad; contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 15 de di-
ciembre de 1978, en sus atribucinoes correccinoales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis A.

Pérez y Pérez, cédula No. 4528, serie 20, abogado de la in-
terviniente, Amalia Miguelina Vargas Genao, dominicana,
mayor de edad, de quehaceres domésticos, cédula No. 19158,
serie 48, domiciliada en la casa No. 23 de la calle Cibao del
poblado do La Caleta, Distrito Nacional;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 21 de diciembre del 1978,
a requerimiento del Dr. Juan José Sánchez A., cédula No.
13030, serie 10, en representación del Centro de Seguros
La Popular, C. por A., en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 23 de diciembre de 1978,
a requerimiento del Dr. L. E. Norberto R., cédula No. 21417.
serie 2, en representación de los demás recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 4 de mayo del 1979, de la recu-
rrente Centro de Seguros La Popular, C. por A., suscrito por
su abogado el Dr. Juan José Sánchez, cédula No. 13030, se-
rie 10, en el cual se proponen los medios que se indican más
adelante;
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Visto el memorial del 9 de julio del 1979, de los recu-
rrentes, Juan Antonio de la Cruz, Rafael Emilio Castillo y
la Compañía de Autobuses La Experiencia, C. por A., sus-
crito por su abogado Dr. L. E. Norberto R., cédula No. 21417,
serie 2, en el cual se proponen los medios que se indican
más adelante;

el escritoVisto 	 de la interviniente, el 9 de julio del
1979, suscrito por su abogado;

Visto el escrito de ampliación de la interviniente, del
11 de julio de 1979, stiscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se indican más adelante, y los artículos 49 y
62 de la Ley No. 241, del 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 del
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1,
62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la Au-
topista de Las Américas, el 10 de abril de 1978, a las 7:30
P. M., en el que una persona resultó con lesiones corpora-
les, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional dictó una sentencia el 29 de
agosto del 1978. cuyo dispositivo se transcribe más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite como regulares y válidos, en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos:
a ) por el Dr. Luis Pérez y Pérez, a nombre de Amalia Mi-
guelina Vargas Genao, de fecha 30 de agosto de 1978; b)
por el Dr. Luis E. Norberto Rodríguez, a nombre de Juan
Antonio de la Cruz. Rafael Castillo y/o Compañía La Ex-
periencia, C. por A., en fecha 14 de septiembre de 1978,



contra sentencia de la Cuarta Cámara de lo Penal del j u ¿-

gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha
29 de agosto de 1978, cura dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Se pronuncia el defecto en contra del nombrado Juan
de la Cruz, dominicano, mayor de edad, portador de la cé-

dula No. 2870, serie 93, domiciliado y residente en la calle
Horacio Vásquez No. 5, Haina, por no haber asistido a la
audiencia no obstante haber sido citado legalmente; Segun-
do: Se declara a los nombrados Juan Bautista Sandoval V.,
dominicano, mayor de edad, portadr ode la cédula 1‘19 22753,
serie 48, domiciliado y residente en la calle Rosa Duarte
No 90-Los Minas, y Juan Antonio de la Cruz, de generales
que constan culpables de violación a los artículos 52 y 49
letra e) de la Ley No. 241 (glopes y heridas involuntarios
causados por el manejo o conducción de vehículos de motor)
curables después de 30 días y antes de 45 días en perjuicio
de Amaba. Miguelina Vargas Genao, y en consecuencia se
condenan a pagar una multa de RD$50.00 (Cincuenta Pesos
Oro) a ambos y al pago de las costas penales; Tercero: Se
declara regular y válida en cuanto a /a forma las constitucio-
nes en partes civiles hechas por Amalia Miguelina Vargas
G., Rafael E. Castillo, en contra de Juan Bautista Sandoval
V., y Juan Antonio de la Cruz, en cuanto al fondo condena
a Juan Bautista Sandoval V.. y Juan Antonio de la Cruz a
pagar una indemnización cada uno de RD$3,000.00 (Tres
Mil Pesos Oro) en favor de Arnalia Miguelina Vargas Ge-
nao, como justa reparación por los daños y perjuicios mo-
rales y materiales sufridos por ella en dicho accidente;
condena a Juan Bautista Sandoval Valdez, al pago de una
indemnización de RD$1,500.00 (Un Mil Quinientos Pesos
Oro) en favor de Rafael E. Castillo, como justa reparación
por los daños ocasionados al vehículo de su propiedad;
Quinto: Condena a Juan Bautista Sandoval Valdez y Juan
Antonio de la Cruz, al pago de los intereses legales de di-
chas sumas contados a partir de la fecha de la demanda, y

al pago de las costas civiles en favor de los Dres. Luis A.

pérez y Pérez y Luis E. Norberto, quienes afirman ha-
be-las avanzado en su totalidad; Serto: Se declara dicha
Çentencia No oponible a la Compañía de Seguros "Centro

Seguros La Popular, C. por A.", desde el día 10 de mar-
zo del mil novecientos setenta y ocho (1978) hasta la fecha
de acuerdo al endoso 535 de la misma fecha"; por haber si-
do hechos de acuerdo a la Ley; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto de Juan Bautista Sandoval, quien estando legal-
mente citado no compareció; TERCERO: Modifica los or-
dinales Tercero y Sexto de la sentencia apelada y la Corte
obrando contrariamente condena a los señores Rafael E.
Castillo y Juan Bautista Sandoval V., personas civilmente
responsables al pago de las sumas de Tres Mil Pesos Oro
(RDS3,000.00), cada uno en favor de la señora Amaba Mi-
guelina Vargas Genao; CUARTO: Declara esta sentencia
común, oponible y ejecutable a la Compañía de Seguros
"Centro de Seguros La Popular, C. por A.", entidad asegu-
radora del vehículo causante del accidente, en virtud del
artículo 10 Modificado de la Ley 4117, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; QUINTO: Confirma en sus
demás aspectos la sentencia apelada; SEXTO: Condena a
la parte que sucumbe al pago de las costas, distrayendo las
civiles en provecho del Dr. Luis A. Pérez y Pérez. quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente, Centro de Seguros
La Popular, C. por A., propone los siguientes medios de ca-
sación; Primer Medio: Violación del artículo 34 de la Ley
de Organización Judicial y 138 del Código de Procedimiento
Civil. Violación de los artículso 163 y 195 del Código de
Procedimiento Criminal y 141 del Código de Procedimiento
Civil. Falta de Motivos; Segundo Medio: Violación por des-
conocimiento de los artículos 50 y 51 y 81 de la Ley No
126 sobre Seguros Privados. Falsa aplicación del articulo 10
de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio y artículo 1328
del Código Civil. Falta de Base Legal y de Motivos;
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contra sentencia de la Cuarta Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha
29 de agosto de 1978, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Se pronuncia el defecto en contra del nombrado Juan
de la Cruz, dominicano, mayor de edad, portador de la cé-
dula No. 2870, serie 93, domiciliado y residente en la calle
Horado Vásquez No. 5, Haina, por no haber asistido a la
audiencia no obstante haber sido citado legalmente; Segun-
do: Se declara a los nombrados Juan Bautista Sandoval V.,
dominicano, mayor de edad, portadr ode la cédula N° 22753,
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Castillo y Juan Bautista Sandoval V., personas civilmente
responsables al pago de las sumas de Tres Mil Pesos Oro
(RDS3,000.00), cada uno en favor de la señora Amalia Mi-
guelina Vargas Genao; CUARTO: Declara esta sentencia
común, oponible y ejecutable a la Compañía de Seguros
"Centro de Seguros La Popular, C. por A.", entidad asegu-
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La Popular, C. por A.. propone los siguientes medios de ca-
sación: Primer Medio: Violación del artículo 34 de la Ley
de Organización Judicial y 138 del Código de Procedimiento
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Considerando, que los recurrentes, Compañía de Auto-
buses La Experiencia, C. por A., Juan Antonio de la Cruz
y Rafael Emilio Castillo, proponen el siguiente medio de
casación: Desnaturalización de los hechos y circunstancias
del proceso, Falta de base legal y Falta de motivos;

Considerando, que la recurrente Centro de Seguros
La Popular, C. por A., alega en apoyo del primer medio
de casación, en síntesis, lo siguiente: que la sentencia im-
pugnada está viciada de nulidad absoluta y radical por ha-
berse violado en ella los artículos 34 de la Ley de Organi-
zación Judicial y 138 del Código de Procedimiento Civil
porque no fue firmada por todos los Jueces que :la dictaron;
que, por consiguiente, queda en pie una sentencia que fue
dictada en dispositivo y, por tanto, carece de motivos, por
lo que, debe ser casada; que de acuerdo con la certificación
del Secretario de Asuntos Penales de la Corte a-qua, depo- •
sitada en el expediente, dicha sentencia sólo fue firmada
por dos Jueces, ya que uno de ellos había fallecido después
de haber sido motivada; pero,

Considerando, que el examen del expediente muestra
que la sentencia dictada en dispositivo el 15 de diciembre
del 1978 fue firmada por los tres Jueces que conocieron y
fallaron el caso; que, según consta en certificación del Se-
cretario de la Corte, cuando dicha sentencia fue motivada
no fue firmada por uno de los tres Jueces que conocieron
del caso por haber fallecido días después; o sea el 19 de di-
ciembre del mismo año; que la Suprema Corte de Justicia
estima que bastaba que la sentencia dictada en dispositivo
fuera firmada por los tres Jueces que conocieron del asunto,
aunque al ser motivada, con motivo del recurso interpuesto,

. la firmaron solamente dos de dichos Jueces; ante la impo-
sibilidad absoluta de ser firmada por tino de ellos; que, por
tanto, el primer medio del recurso carece de fundamento
y debe ser desestimado;
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Considerando, que en el segundo medio de su memorial
la recurrente Centro de Seguros La Popular. C. por A., ale-

, ga, en síntesis, lo siguiente: que la sentencia impugnada
fue declarada oponible a dicha Compañía Aseguradora del
vehículo que causó el accidente, sobre el fundamento de
que el acta de cancelación de la Póliza no fue registrada y,
por -tanto, no adquirió fecha cierta, sin tener en cuenta que
dicha cancelación consta en una certificación suscrita por
el Superintendente de Seguros, funcionario que tiene fe
pública, y por lo que no era necesario su registro;

Considerando, que, en efecto, en el expediente se en-
cuentra depositada una certificación suscrita por el Super-
intendente de Seguros, del 9 de junio de 1978, en la que
consta que la Póliza No. L.P.A.-31I, expedida en favor de
Autos Nacionales, C. por A., para el vehículo marca Che-
vrolet, chasis No. 164699-U-226031 fue cancelada a su solici-
tud porque el 10 de marzo de 1978 el vehículo de referencia
fue excluido de esa Póliza, según endoso No. 535 de esa
misma fecha, expedido por el Centro de Seguros La Popular,
C. por A.; que la Suprema Corte de Justicia estima que las
certificaciones expedidas por el Superintendente de Segu-
ros son legalmente suficientes y no tienen que ser someti-
das a otras formalidades que las contenidas en el artículo
128 de la Ley No. 126 del 1971 sobre Seguros Privados deE. República Dominicana, contrariamente a como lo juzgó
la Corte a-qua; que, por tanto, la sentencia impugnada debe
ser casada en este aspecto;

Considerando, que los demás recurrentes alegan en su
memorial, en apoyo de su único medio de casación, en sin-

w. tesis, lo siguiente: que en la sentencia impugnada $e desna-
turalizaron los hechos de la causa, ya que los Jueces no le
atribuyeron a los testimonios y los documentos presentados
su verdadero alcance; que para condenar a Juan Antonio
de la Cruz por el delito puesto a su cargo, los Jueces esti-
maron que el autobús no estaba estacionado al lado derecho
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de la carretera, lo que no fue declarado por ningún testigo;
pero,

Considerando, que lá Corte a-gua dio por establecido en
la sentencia impugnada lo siguiente: que el día 10 de abril
de 1978, siendo las 7:30 P. M., mientras el prevenido Juan
Bautista Sandoval conducía su automóvil, placa No. 102-
156, por la autopista de Las Américas, chocó con el autobús.
placa No. 300-149, (sin póliza de Seguros), propiedad de
Rafael E. Castillo M., y que el conductor Juan Antonio de
la Cruz habia estacionado "no en el lado derecho" de la
carretera, como era su deber, para dejar allí unos pasajeros,
imprudencia que incidió en el accidente; que, asimismo, el
chofer Sandoval, condujó su vehículo de manera impru-
dente por no reducir la velocidad al ver otro vehículo que
cruzaba la autopista, en ese momento; que la Suprema Cor-
te de Justicia estima que si bien los testigos no precisaron
en• qué lado de la carretera fue estacionado el autobús, de
sus declaraciones y de la forma como ocurrió el accidente
los Jueces apreciaron, como cuestión de hecho, que dicho
vehículo no había sido estacionado correctamente;

Considerando, que también se alega en el único medio
de casación de estos recurrentes, en síntesis que la senten-
cia debe ser casada porque en ella se expresa que el Dr.
Luis Eduardo Norberto R., concluyó en audiencia pidiendo
el descargo del prevenido Juan Bautista Sandoval, cuando
fue todo lo contrario, ya que él representó siempre a Juan
Antonio de la Cruz; pero,

Considerando, que se trata en el Caso de un error ma-
terial de la sentencia impugnada, puesto que precedente-
mente, en la sentencia, se expresa que el Dr. Norberto Ro-
dríguez fue oído en su calidad de abogado del prevenido
Juan Antonio de la Cruz, y parte civil constituída en contra
de Juan Bautista Sandoval; que, por otra parte, este error
de la sentencia no causó a dichos recurrentes ningún agra-
vio;

Considerando, qre también alegan estos recurrentes
que a pesar de que Juan Antonio de la Cruz estnvo presente
en la audiencia celebrada por la Corte de Apelación no fue
interrogado por los Jueces, por lo que la sentencia impug-
nada carece de motivos que justifiquen su dispositivo; pero,

Considerando, que aún cuando en el acta de la audien-
cia no figuren las declaraciones del prevenido Juan Antonio
de la Cruz, (lo que no ha podido ser comprobado por no
haber sido depositadas en el expediente dicha acta), la
Corte a-gua, al dictar su fallo, se basó, entre otras pruebas.
en dichas declaraciones, lo que hace presumir que dicho
prevenido fue interrogado por dicha Corte; que, en conse-
cuencia, este alegato del único medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que, asimismo, se alega en el único me-
dio del recurso, en síntesis, lo siguiente: que la sentencia
impugnada otorgó a la parte civil constituida una indem-
nización "exageradamente desproporcionar con las lesiones
sufridas por ella, pues fueron heridas curab'es después de
30 y antes de 45 días, y le fueron concedidas indemnizacio-
nes por RDS6,000.00 (RDS3,000.00 Rafael Castillo y RD$3,-
000.00 Juan Bautista Sandoval); pero,

Considerando, que los Jueces del fondo gozan de un
poder soberano para apreciar la magnitud de los darlos y
perjuicios, y, en consecuencia, para fijar el monto de la
indemnización, y, por tanto, sus fallos al respecto escapan
a la censura de la casación, salvo en caso de que se haya
acordado una suma irrazonable;

Considerando, que tal como estos recurrentes lo alegan,
a dicho recurrente sólo se le impuso una indemnización de
RDS3,000.00, suma que no es irrazonable; que, por todo, el
medio único del recurso carece de fundamento y debe ser
desestimado:

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-gua configuran a cargo de Juan Antonio de la Cruz,
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vecho del Dr. Luis Pérez y Pérez, abogado de la intervi-
niente, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
SEXTO: Condena a la intimante Amalia Miguelina Vargas
Genao, al pago de las costas civiles causadas a la Compañía
de Seguros La Popular, C. por A., y las distrae en provecho
del Dr. Juan José Sánchez, quien afirma haber'as avanzado
en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

90	 BOLETIN JUDICIAL.

el delito de golpes y heridas involuntarios, causados con el
manejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo
49 de la Ley N9 241 d'el 1967, de Tránsito y Vehículos, y
sancionado por ese mismo texto legal, en la letra c) con
las penas de seis meses a dos años de prisión y multa de
cien a quinientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad
para asistir al trabajo durare 20 días o más, como ocurrió
en la especie a la víctima; que, en consecuencia, al conde
nar al prevenido Juan Antonio de la Cruz, al pago de una
multa de RD$50.00, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada
a la Ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al prevenido, no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Amalia Miguelina Vargas Genao, en los recursos
de casación interpuesto por el Centro de Seguros La Po-
pular, C. por A., la Compañía de Autobuses La Experien-
cia, C. por A.. Juan Antonio de la Cruz y Rafael Emilio
Castillo, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, del 15 de diciembre de 1978, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Casa
dicha sentencia en cuanto declaró oponible las condenacio-
nes civiles a la Centro de Seguros La Popular, C. por A., y
envía el asunto así delimitado por ante la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal; TERCERO: Rechaza los recursos in-
terpuestos por Juan Antonio de la Cruz, Rafael Emilio Cas-
tillo y la Compañía de Autobuses La Experiencia, contra
la referida sentencia; CUARTO: Condena al prevenido re-
currente Juan Antonio de la Cruz, al pago de las costas pe-
nales; QUINTO: Condena a Rafael Emilio Castillo y a la
Compañía de Autobuses La Experiencia, C. por A., al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
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el delito de golpes y heridas involuntarios, causados con el
manejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo
49 de la Ley N9 241 del 1%7, de Tránsito y Vehículos, y
sancionado por ese mismo texto legal, en la letra c) con
las penas de seis meses a dos años de prisión y multa de
cien a quinientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad
para asistir al trabajo durare 20 días o más, como ocurrió
en la especie a la víctima; que, en consecuencia, al conde-
nar al prevenido Juan Antonio de la Cruz, al pago de una
multa de RDS50.00, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada
a la Ley;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al prevenido, no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Amalia Miguelina Vargas Genao, en los recursos
de casación interpuesto por el Centro de Seguros La Po-
pular, C. por A., la Compañía de Autobuses La Experien-
cia, C. por A., Juan Antonio de la Cruz y Rafael Emilio
Castillo, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, del 15 de diciembre de 1978, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Casa
dicha sentencia en cuanto declaró oponible las condenacio-
nes civiles a la Centro de Seguros La Popular, C. por A., y
envía el asunto así delimitado por ante la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal; TERCERO: Rechaza los recursos in-
terpuestos por Juan Antonio de la Cruz, Rafael Emilio Cas-
tillo y la Compañía de Autobuses La Experiencia, contra
la referida sentencia; CUARTO: Condena al prevenido re-
currente Juan Antonio de la Cruz, al pago de las costas pe-
nales; QUINTO: Condena a Rafael Emilio Castillo y a la
Compañía de Autobuses La Experiencia, C. por A., al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-

vecho del Dr. Luis Pérez y Pérez, abogado de la intervi-
niente, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
SEXTO: Condena a la intirnante Amalia Miguelina Vargas
Genao, al pago de las costas civiles causadas a la Compañía
de Seguros La Popular, C. por A., y las distrae en provecho
del Dr. Juan José Sánchez, quien afirma haber'as avanzado
en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Leonte R. Alurquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 1 de noviembre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Bienvenido Claudio Darot Santana. Expresos Domi-
nicanos S. A., y San Rafael, C. por A.

Dios. Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte do Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Su-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de enero
de 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Restau-i
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación.
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Bien-
venido Claudio Darot Santana, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, residente en la calle Interior F., No. 4, En-
sanche Espaillat, de esta ciudad, cédula N9 28998, serie 18;
Expresos Dominicanos, S. A., domiciliado en la Avenida
Independencia N 9 11, Santo Domingo, Distrito Nacional; y
la San Rafael, C. por A., con su asiento social en la calle
Leopoldo Navarro esquina San Francisco de Macorís del
Distrito Nacional, contra la sentencia dictada el 1ro. de
noviembre de 1976, por la Corte de Apelación de San Cris-

tóbal, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
e la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 28 de Diciembre
de 1976, a requerimiento del Dr. Francisco José Díaz Peral-
ta, cédula N9 21753, serie 2, en representación de los recu-
rrentes, en la cual no se expone ningún medio determinado
de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley N 9 241, sobre
Tránsito y Vehículos de 1967; 1383 y 1384 del Código Civil;
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 26 de Agosto de 1975,
en las proximidades del Km. 39 de la Autopista Duarte. en
el cual resultó una persona muerta y otra con lesiones cor-
porales, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de San Cristóbal, dictó en fecha 4 de marzo de 1976.
una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la
ahora impugnada; b) que sobre el recurso interpuesto, la
Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnado en casación, cu-
yo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos los recursos de apelación inter-
puestos por los doctores Rafael Cristóba l. Cornielle Segura
e Irlanda María Olivero de Cornielle, a nombre y represen-
tación de Lorenzo Generoso y Josefina Encarnación Vda.
de la Cruz por sí y a nombre y representación de sus hijos
menores Víctor Nicolás, Alfredo, Miguelina, Samuel y Mi-
guel de la Cruz Encarnación, por el prevenido Bienvenido
Claudio Darot Santana y por el doctor Francisco José Díaz
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 1 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Bienvenido Claudio Darot Santana, Expresos Domi-
nicanos S. A., y San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín 1,. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de enero
de 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Restatri
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Bien-
venido Claudio Darot Santana, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, residente en itt calle Interior F., No. 4, En-
sanche Espaillat, de esta ciudad, cédula N9 28998, serie 18;
Expresos Dominicanos, S. A., domiciliado en la Avenida
Independencia N9 11, Santo Domingo, Distrito Nacional; y
la San Rafael, C. por A., con su asiento social en la calle
Leopoldo Navarro esquina San Francisco de Macorís del
Distrito Nacional, contra la sentencia dictada el 1ro. de
noviembre de 1976, por la Corte de Apelación de San Cris-

tóbal, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
e copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
Secretaria de la Corte a-qua, en fecha 28 de Diciembre
1976, a requerimiento del Dr. Francisco José Díaz Peral-
cédula N° 21753, serie 2, en representación de los recu-

rrentes, en la cual no se expone ningún medio determinado
de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los articulas 49 y 52 de la Ley N 9 241, sobre
Tránsito y Vehículos de 1967; 1383 y 1384 del Código Civil;
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 26 de Agosto de 1975,
en las proximidades del Km. 39 de la Autopista Duarte, en
el cual resultó una persona muerta y otra con lesiones cor-
porales, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de San Cristóbal, dictó en fecha 4 de marzo de 1976,
una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la
ahora impugnada; b) que sobre el recurso interpuesto, la
Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnado en casación, cu-
yo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares y válidos los recursos de apelación inter-
puestos por los doctores Rafael Cristóba l. Cornielle Segura
e Irlanda María Olivero de Cornielle, a nombre y represen-
tación de Lorenzo Generoso y Josefina Encarnación Vda.
de la Cruz por sí y a nombre y representación de sus hijos
menores Víctor Nicolás, Alfredo, Miguelina, Samuel y Mi-
guel de la Cruz Encarnación, por el prevenido Bienvenido
Claudio Darot Santana y por el doctor Francisco José Díaz
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Peralta, a nombre y representación de Claudio Darot San-
tana, Expresos Dominicanos, S. A., y Compañía Nacional de
Seguros San Rafael, C. pot A., contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de San Cristóbal, en fecha 4 del mes de Marzo del año
1976, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Lo-
renzo Generoso y la señora Josefina Encarnación Vda. de la
Cruz, por sí y a nombre y representación de sus hijos me-
nores Víctor Nicolás, Alfredo, Miguelina, Samuel y Miguel
de la Cruz Encarnación, procreados por dicha señora con
el que en vida se llamó Marcelino de la Cruz Paulino, a
través de sus abogados Dres. Rafael Cristóbal Cornielle Se-
gura e Irlanda María Olivero de Cornielle, por ser justa y
reposar en pruebas legales; Segundo: Se declara al nom-
brado Bienvenido Claudio Darot Santana, culpable de vio-
lación a la Ley 241, Art. 49, párrafo lro., en perjuicio de
Lorenzo Generoso y del que en vida se llamó Marcelino de
la Cruz y en consecuencia se le condena a Doscientos Pesos
Oro (RD$200.00) de multa acogiendo a su favor circunstan-
cias atenuantes; Tercero: Se condena al señor Claudio Da-
rot Santana y a Expresos Dominicanos, S. A., a pagar una
indemnización en la forma siguiente: De Mil Pesos Oro
(RD$1,000.00) a favor de Generoso Lorenzo y Diez Mil Pe-
sos Oro (RD$10,000.00), a favor de la señora Josefina En-
carnación Vda. de la Cruz y sus hijos representados por ella
como consecuencia del accidente; Cuarto: Se condena a

Bienvenido Claudio Darot Santana y a Expresos Domini-
canos, S. A., al pago de las costas civiles y penales, las ci-
viles, a favor de los Dres. Rafael Cristóbal Cornielle Segura
e Irlanda María Olivero de Cornielle, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Quinto: Esta sentencia se
declara común y oponible en todas sus consecuencias le-
gales y a la Compañía de Seguros, San Rafael, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente"; por haberlo intentado en tiempo hábil y de

.7	 acuerdo con las formalidades legales'; SEGUNDO: Declaray

que el411	 prevenido Bienvenido Claudio Darot Santana, es1.1 

culpable del delito de homicidio involuntario en perjuicio
de Marcelino de la Cruz Paulino, y de golpes y heridas

. 
	 Involuntarias en perjuicio de Lorenzo Generoso y Manuela

Santos de Henríquez, en consecuencia, lo condena a pagar
una multa de Cien Pesos (RD$100.00) acogiendo en su fa-

.	 vor circunstancias atenuantes; TERCERO: Declara regu-
lar y válida la constitución en parte civil, de los señores
Generoso Lorenzo y Josefina Encarnación Vda. de la Cruz,
en consecuencia, condena a las personas civilmente respon-
sables puestas en causa, Bienvenido Claudio Darot Santana
y Expresos Dominicanos, S. A., a pagar la cantidad de
Ochocientos Pesos (RD$800.00), en favor de Generoso Lo-
renzo y Siete Mil Pesos (RD$7,000.00), en favor de Josefina
Encarnación Vda. de la Cruz, quien reclama a su nombre
y en representación de sus hijos menores procreados con el
agraviado y fallecido Marcelino de la Cruz Paulino, por
concepto de daños y perjuicios morales y materiales oca-
sionados a dichas personas constituidas en parte civil;
CUARTO: Condena al prevenido Bienvenido Claudio Darot
Santana, al pago de las costas penales; QUINTO: Condena
a Bienvenido Claudio Darot Santana, Expresos Dominica-
nos, S. A., y a la Compañía de Seguros San Rafae l , C. por
A., al pago de las costas civiles, con distracción de dichas
costas, en provecho de la Doctora Irlanda María Olivero
de Cornielle, quien afirmó haberlas avanzado en su totali-
dad; SEXTO: Declara la presente sentencia oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la en-
tidadasterat;gurdora del vehículo que originó el accidente de
que se 

Considerando, que ni la parte civilmente responsable
Expresos Dominicanos, S. A., ni la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., han expuesto los medios en que fun-
damentan sus recursos, como lo exige a pena de nulidad el
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Peralta, a nombre y representación de Claudio Darot San-
tana, Expresos Dominicanos, S. A., y Compañía Nacional de
Seguros San Rafael, C. pof A., contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de San Cristóbal, en fecha 4 del mes de Marzo del año
1976, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Lo-
renzo Generoso y la señora Josefina Encarnación Vda. de la
Cruz, por sí y a nombre y representación de sus hijos me-
nores Víctor Nicolás, Alfredo, Miguelina, Samuel y Migue'.
de la Cruz Encarnación, procreados por dicha señora con
el que en vida se llamó Marcelino de la Cruz Paulino, a
través de sus abogados Dres. Rafael Cristóbal Cornielle Se-
gura e Irlanda María Olivero de Cornielle, por ser justa y
reposar en pruebas legales; Segundo: Se declara al nom-
brado Bienvenido Claudio Darot Santana, culpable de vio-
lación a la Ley 241, Art. 49, párrafo lro., en perjuicio de
Lorenzo Generoso y del que en vida se llamó Marcelino de
la Cruz y en consecuencia se le condena a Doscientos Pesos
Oro (RD$200.00) de multa acogiendo a su favor circunstan-
cias atenuantes; Tercero: Se condena al señor Claudio Da-
rot Santana y a Expresos Dominicanos, S. A., a pagar una
indemnización en la forma siguiente: De Mil Pesos Oro
(RDS1,000.00) a favor de Generoso Lorenzo y Diez Mil Pe-
sos Oro (RDSI0,000.00), a favor de la señora Josefina En-
carnación Vda. de la Cruz y sus hijos representados por ella
como consecuencia del accidente; Cuarto: Se condena a
Bienvenido Claudio Darot Santana y a Expresos Domini-
canos, S. A., al pago de las costas civiles y penales, las ci-
viles. a favor de los Dres. Rafael Cristóbal Cornielle Segura
e Irlanda María Olivero de Cornielle, quienes afirman ha-
borlas avanzado en su totalidad; Quinto: Esta sentencia se
declara común y oponible en todas sus consecuencias le-
gales y a la Compañía de Seguros, San Rafael, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente"; por haberlo intentado en tiempo hábil y de

acuerdo con las formalidades legales'; SEGUNDO: Declara
que el prevenido Bienvenido Claudio Darot Santana, es
culpable del delito de homicidio involuntario en perjuicio
de Marcelino de la Cruz Paulino, y de golpes y heridas
involuntarias en perjuicio de Lorenzo Generoso y Manuela
Santos de Henríquez, en consecuencia, lo condena a pagar
tina multa de Cien Pesos (RD$100.00) acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; TERCERO: Declara regu-
:ar y válida ]a constitución en parte civil, de los señores
Generoso Lorenzo y Josefina Encarnación Vda. de la Cruz,
en consecuencia, condena a las personas civilmente respon-
sables puestas en causa, Bienvenido Claudio Darot Santana
y Expresos Dominicanos, S. A., a pagar la cantidad de
Ochocientos Pesos (RD$800.00), en favor de Generoso Lo-
renzo y Siete Mil Pesos (RDS7,000.00), en favor de Josefina
Encarnación Vda. de la Cruz, quien reclama a su nombre
y en representación de sus hijos menores procreados con el
agraviado y fallecido Marcelino de la Cruz Paulino, por
concepto de daños y perjuicios morales y materiales oca-
sionados a dichas personas constituidas en parte civil;
CUARTO: Condena al prevenido Bienvenido Claudio Darot
Santana, al pago de las costas penales; QUINTO: Condena
a Bienvenido Claudio Darot Santana, Expresos Dominica-
nos, S. A., y a la Compañía de Seguros San Rafae', C. por
A., al pago de las costas civiles, con distracción de dichas
costas, en provecho de la Doctora Irlanda María Olivero
de Cornielle, quien afirmó haberlas avanzado en su totali-
dad; SEXTO: Declara la presente sentencia oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la en-
tidad aseguradora del vehículo que originó el accidente de
que se trata";

Considerando, que ni la parte civilmente responsable
Expresos Dominicanos, S. A., ni la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., han expuesto los medios en que fun-
damentan sus recursos, como lo exige a pena de nulidad el



t

96	 ROLETIN JUDICIAL DOLETIN JUDICIAL

artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación para ".
todo recurrente que no sean los condenados penalmente;
que en consecuencia, se procederá únicamente al examen
del recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpa-
ble al prevenido del delito puesto a su cargo, después de
ponderar los elementos de•juicio regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, dio por establecido: a)
que el 26 de Agosto de 1975, la guagua placa No. 300-270,
propiedad de Expresos Dominicanos, S. A., asegurada con
la Compañia de Seguros San Rafael, C. por A., con Póliza
No. A-136898, conducida por Bienvenido Claudio Darot San-
tana en dirección Sur a Norte, por la Autopista Duarte, al
llegar al Km. 39 de la citada autopista, chocó por la parte
lateral izquierda al Yip placa oficial No. 0-1788, propiedad
del Ejército Nacional, conducido por el Raso chofer Mar-
celino de la Cruz, Cía. Ctel. General lra. Brigada, E. N.,
que transitaba en la misma dirección; b) que como resultado
de la colisión resultaron el chofer raso, Marcelino de la
Cruz, E. N., con lesiones que le ocasionaron la muerte; Lo-
renzo Generoso, ocupante del vehículo oficial y Manuela
Santos de Henriquez ocupante del referido autobús, con
lesiones curables después de los 10 y antes de los 20 días;
c) que la causa determinante del accidente, fue la impru-
dencia, negligencia, torpeza, inadvertencia e inobservancia
de las Leyes y Reglamentos de parte del prevenido Bien-
venido Claudio Darot Santana al tratar de rebasar el ve-
hículo Wipo conducido por el raso Marcelino de la Cruz,
que en ese momento le hacía señales de virar hacia la ir
quierda;

Considerando, que el hecho así establecido configura
a cargo del prevenido el delito de ocasionar la muerte a una
persona con el manejo de un vehículo de motor previsto por
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado por ese mismo texto legal en el ',U

inciso 1ro., con las penas de dos (2) a cinco (5) años de pri-
sión y multa de quinientos pesos (RD$500.00) a dos mil pe-
sos (RD$2,000.00), si el accidente ocasionare la muerte a
una o más personas, como ocurrió en la especie; que la
Corte a-qua al condenarlo al pago de una multa de RD$-
200.00, después de declararlo culpable, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajus-
tada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido, había ocasionado a
las personas constituidas en parte civil Generoso Lorenzo
v a Josefina Encarnación Vda. de la Cruz en representa-
ción de sus hijos menores procreados con el agraviado y

' fallecido Marcelino de la Cruz Paulino, daños y perjuicios
materiales y morales cuyo monto apreció en la suma de
(RD$800.00) ochocientos pesos en favor de Generoso Lo-
renzo y siete mil pesos (RD$7,000.00) en favor de Josefina
Encarnación Vda. de la Cruz; que al condenar al prevenido
y a la persona civilmente responsable Expresos Dominica-
nos, S. A., propietaria del vehículo, al pago de esas sumas,
a título de indemnización y al hacer oponible esa condena
a la Compañía aseguradora puesta en causa la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinado el fallo impugnado en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido, él no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por la Compañía Expresos Domi-
nicanos, S. A., y la Compañía de Seguros San Rafael, C.
Por A., contra !a sentencia de fecha 1ro. de noviembre de
1976, dictada en sus atribuciones correccionales, por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo ha sido co-
Piado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Re-
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artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación para
todo recurrente que no sean los condenados penalmente;
que en consecuencia, se procederá únicamente al examen
del recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpa-
ble al prevenido del delito puesto a su cargo, después de
ponderar los elementos de juicio regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, dio por establecido: a)
que el 26 de Agosto de 1975, la guagua placa No. 300-270,
propiedad de Expresos Dominicanos, S. A., asegurada con
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con Póliza VI'
No. A-136898, conducida por Bienvenido Claudio Darot San- jL
tana en dirección Sur a Norte, por la Autopista Duarte, al ,1
llegar al Km. 39 de la citada autopista, chocó por la parte 11
lateral izquierda al Yip placa oficial No. 0-1788, propiedad
del Ejército Nacional, conducido por el Raso chofer Mar-
celino de la Cruz, Cía. Ctel. General lra. Brigada, E. N.,
que transitaba en la misma dirección; b) que como resultado
de da colisión resultaron el chofer raso, Marcelino de la
Cruz, E. N., con lesiones que le ocasionaron la muerte; Lo-
renzo Generoso, ocupante del vehículo oficial y Manuela
Santos de Henríquez ocupante del referido autobús, con
lesiones curables después de las 10 y antes de los 20 días;
e) que la causa determinante del accidente, fue la impru-
dencia, negligencia, torpeza, inadvertencia e inobservancia
de las Leyes y Reglamentos de parte del prevenido Bien-
venido Claudio Darot Santana al tratar de rebasar el ve-
hículo Wipo conducido por el raso Marcelino de la Cruz,
que en ese momento le hacía señales de virar hacia la iz-
quierda:

Considerando, que el hecho así establecido configura
a cargo del prevenido el delito de ocasionar la muerte a una
persona con el manejo de un vehículo de motor previsto por
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y
Vehículos y sancionado por ese mismo texto legal en el

inciso lro., con las penas de dos (2) a cinco (5) años de pri-
sión y multa de quinientos pesos (RD$500.00) a dos mil pe-
ses (RD$2,000.00), si el accidente ocasionare la muerte a
una o más personas, como ocurrió en la especie; que la
Corte a-qua al condenarlo al pago de una multa de RD$-
200.00, después de declararlo culpable, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajus-

tI'daCaonl saidideeryando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido, había ocasionado a
las personas constituidas en parte civil Generoso Lorenzo
y a Josefina Encarnación Vda. de la Cruz en representa-
ción de sus hijos menores procreados con el agraviado y
fallecido Marcelino de la Cruz Paulino, daños y perjuicios
materiales y morales cuyo monto apreció en la suma de
(RD$800.00) ochocientos pesos en favor de Generoso Lo-
renzo y siete mil pesos (RDS7,000.00) en favor de Josefina
Encarnación Vda. de la Cruz; que al condenar al prevenido
y a la persona civilmente responsable Expresos Dominica-
nos, S. A., propietaria del vehículo, al pago de esas sumas,
a título de indemnización y al hacer oponible esa condena
a la Compañía aseguradora puesta en causa la Corte a-qua

Civil;

Considerando,

correcta aplicación del artículo 1383 del Código

Considerando, que examinado el fallo impugnado en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido, él no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación:

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por la Compañía Expresos Domi-
nicanos, S. A., y la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., contra la sentencia de fecha 1ro. de noviembre de
1976, dictada en sus atribuciones correccionales, por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo ha sido co-
P iado ,en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Re-
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chaza el recurso del prevenido Bienvenido Claudio Darot
Santana, contra la misma sentencia y lo condena al pago de
las costas penales.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
miel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Joaquín Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo. )M:guel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha
11 de febrero de 1977.

In:della: Civil.

Recurrentes: Francisco Bierd y la Seguros Pepin, S. A.
Abogados: Dr. Salvador Jorge Blanco y Dra. Rosinda de Alvarado.

Recurrido: Rafael Lugo Mercedes.
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sa'a donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán.
Distrito Nacional. hoy día 28 de enero de 1980, años 136'
de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fran-
cisco Bierd, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la
calle Margarita Near N 9 73 de la ciudad de Puerto Plata y
la Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en la calle Restau-
ración N9 122 de la ciudad de Santiago, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atri-
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chaza el recurso del prevenido Bienvenido Claudio Darot
Santana, contra la misma sentencia y lo condena al pago de
las costas penales.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Joaquín Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo. )M:guel Jacobo.

-T.NTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha
11 de febrero de 1977.

Materia: Civil.

Eminentes: Francisco Bierd y la Seguros Pepin, S. A.
Ahogados: Dr. Salvador Jorge Blanco y Dra. Rosinda de Alvarado.

Recurrido: Rafael Lugo Mercedes.
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sa'a donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 28 de enero de 1980, años 136'
de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fran-
cisco Bierd, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la
calle Margarita Neer No 73 de la ciudad de Puerto Plata y
la Seguros Pepin, S. A., con su domicilio en la calle Restau-
ración NO 122 de la ciudad de Santiago, contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atri-
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buciones civiles, el 11 de febrero de 1977, cuyc dispositivo
se copia más adelante;

Oído a' Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Vinicio Martín Cuello, cédula No 76136, se-
rie 31, en representación de los Dres. Salvador Jorge Blan-
co, y Rosina de Alvarado, cédulas Nos. 37108 y 63865, series
31, abogados de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones:

Oído e' dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del 8 de mayo de 1977, suscrito por
los abogados de los recurrentes, en el que se proponen los
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del recurrido del. l o de junio de 1977,
firmado por el Dr. Lorenzo Raposo Jiménez, cédula No 7769,
serie 39, recurrido que es Rafael Lugo Mercedes, dominica-
no. mayor de edad, casado, domiciliado en Valedor del Mu-
nicipio de Sosúa, Puerto Plata, cédula N o 14422, serie 37;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda intentada por Rafael Lugo Mercedes con-
tra los actuales recurrentes Francisco Bierd y la Seguros
Pepín, S. A., la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 23 de julio de
1976, una sentencia con el dispositivo siguiente: "Falla: Pri-
mero: Condena al señor Francisco Bierd, en su doble cal i-
dad de guardián del camión placa 1\1 9 520-500, de su propie-
dad y envuelto en dicho accidente, y comitente de su con-
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ductor Quisqucyano Ureña Arias, al pago de una indemni-
zación de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro), en favor del
señor Rafael Lugo Mercedes, como justa reparación por los
daños morales y materiales experimentados por él a conse-
cuencia de las lesiones corporales que le dejaron lesión per-
manente, recibidas en el accidente de que se trata; así como
al pago de los intereses legales de la indicada suma a partir
de la fecha de la demanda y a título de indemnización su-
plementaria; Segundo: Declara la presente sentencia común,
'oponible y ejecutab'e a la Compañía Seguros Pepín, S. A.,
teniendo contra esta autoridad de la cosa juzgada; Tercero:
Condena al señor Francisco Bierd, al pago de las costas del
procedimiento, con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Lorenzo Raposo Jiménez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso de ape-
lación, intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Dee'ara bue-
no y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto par el señor Francisco Bierd y la Compañía
`Seguros Pepín, S. A.', contra sentencia dictada en fecha
veintitrés (23) del mes de julio del año mil novecientos se-
tenta y seis (1976), por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dis-
positivo aparece copiado en el cuerpo de la presente sen-
tencia;— SEGUNDO: Rechaza por improcedentes y mal fun-
dadas las conclusiones de los intimantes, y acoge las con-
clusiones del intimado y en consecuencia confima en todas
sus partes la sentencia recurrida;— TERCERO: Condena a
la parte que ha sucumbido a' pago de las costas y ordena
la distracción de las mismas en provecho del Doctor Loren-
zo E. Raposo Jiménez, abogado que afirma haberlas avan-
zado en su totalidad":

Considerando, que los recurrentes proponen, en su me-
morial de casación, los siguientes medios: Primer Medio:
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buciones civiles, el 11 de febrero de 1977, cuyc dispositivo
se copia más adelante;

Oído a l. Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Vinicio Martín Cuello, cédula N9 76136, se-

rie 31, en representación de los Dres. Salvador Jorge Blan-
co, y Rosina de Alvarado, cédulas Nos. 37108 y 63865, serles
31, abogados de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído e' dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del 8 de mayo de 1977, suscrito por
los abogados de los recurrentes, en el que se proponen los
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del recurrido de) 19 de junio de 1977,
firmado por e' Dr. Lorenzo Raposo Jiménez, cédula N 9 7769,
serie 39, recurrido que es Rafael Lugo Mercedes, dominica-
no, mayor de edad, casado, domiciliado en Valedor del Mu-
nicipio de Sosúa, Puerto Plata, cédula NQ 14422, serie 37;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda intentada por Rafael Lugo Mercedes con-
tra los actuales recurrentes Francisco Bierd y la Sdguros
Pepín, S. A., la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 23 de julio de
1976, una sentencia con el dispositivo siguiente: "Falla: Pri-
mero: Condena al señor Francisco Bierd, en su doble cal i-
dad de guardián del camión placa N9 520-500, de su propie-
dad y envuelto en dicho accidente, y comitente de su con-

d
	 Quisqueyano Ureña Arias, al pago de una indemni-

zauccitZr Qde RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro), en favor del
señor Rafael Lugo Mercedes, como justa reparación por los
daños morales y materiales experimentados por él a conse-
cuencia de las lesiones corporales que le dejaron lesión per-
manente, recibidas en el accidente de que se trata; así como
al pago de los intereses legales de la indicada suma a partir
de la fecha de la demanda y a título de indemnización su-
plementaria; Segundo: Declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutab'e a la Compañía Seguros Pepín, S. A.,
teniendo contra esta autoridad de la cosa juzgada; Tercero:
Condena al señor Francisco Bierd, al pago de las costas del
procedimiento, con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Lorenzo Raposo Jiménez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso de ape-
lación, intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Dec'ara bue-
no y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por el señor Francisco Bierd y la Compañia
`Seguros Pepín, S. A.', contra sentencia dictada en fecha
veintitrés (23) del mes de julio del año mil novecientos se-
tenta y seis (1976), por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dis-
positivo aparece copiado en el cuerpo de la presente sen-
tencia:— SEGUNDO: Rechaza por improcedentes y mal fun-
dadas las conclusiones de los intimantes, y acoge las con-
clusiones del intimado y en consecuencia confima en todas
sus partes la sentencia recurrida:— TERCERO: Condena a
la parte que ha sucumbido a' pago de las costas y ordena
la distracción de las mismas en provecho del Doctor Loren- ,
zo E. Raposo Jiménez, abogado que afirma haberlas avan-
zado en su totalidad":

Considerando, que los recurrentes proponen, en su me-
morial de casación, los siguientes medios: Primer Medio:
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Violación de los artículos 252 y siguientes del Código de
Procedimiento Civil y cónsecuentemente violación del ar-
tículo 141 del Código de, Procedimiento Civil y del derecho
de defensa; Segundo Medio: Falsa aplicación de los artículos
1382 y 1384 del Código Civil al establecerse una indemniza-
ción excesiva en relación con el daño; Tercer Medio: Des-
conocimiento y falsa aplicación del artículo 1153 del Código
Civil; Cuarto Medio: Violación de los artículos 130 y 133
del Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que en el desarrollo de su primer medio
de casación, los recurrentes alegan, en síntesis, que la sen-
tencia impugnada ha adoptado la motivación de la senten-
cia dictada por el tribunal del primer grado de fecha 23 de
julio de 1976, tal como resulta de la lectura de la misma;
que, es el caso de que se había solicitado un informativo pa-
ra demostrar la ausencia de guarda y para destruir también
la presunción jurisprudencia) de que el propietario es el
comitente del conductor del vehicu'o; que sin embargo, co-
mo esa medida no se realizó, la Cámara a-qua dio motivos
erróneos para considerar esta medida como desierta, pro-
duciéndose la consiguiente violación del derecho de defen-
sa, por lo que en este sentido la sentencia ha de ser casada,
sobre todo que no se dieron oportunidades para la celebra-
ción del informativo; pero,

Considerando, que ante el tribunal del primer grado
los hoy recurrentes solicitaron que se ordenara la celebra-
ción de un informativo a su cargo, para probar que el ve-
hículo envuelto en el accidente no estaba bajo la guarda
de su propietario Francisco Bierd y que -el conductor del
mismo Quisqueyano Ureña Arias no estaba bajo la depen-
dencia o dirección del primero; que esta medida de instruc-
ción fue ordenada por sentencia del 30 de junio de 1975.
dictada por el referido tribunal del primer grado; que ha
biendo transcurrido el plazo legal para promover la audien-
cia para la celebración de la indicada medida de instruc-

ció'', el hoy recurrido Rafael Lugo Mercedes persiguió au-
diencia para conocer el fondo de la litis, la cual fue fijada
rara el 31 de octubre de 1975, y fallado por sentencia del
23 de julio de 1976; que recurrida en apelación la sentencia
de Primera Instancia por Francisco Bierd y Seguros Pepín,
S. A., su abogado se limitó a concluir ante la Corte a-qur..,
en la forma siguiente: "Primero: Sea declarado bueno y vá-
lido en la forma y en el fondo el presente recurso de ape-
lación interpuesto por la Compañía Seguros Pepín, S. A.,
y el señor Francisco Bierd; Segundo: Sea revocada en su
totalidad la sentencia dictada por la Cámara Civil, Comer
cía! y de Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago
en sus atribuciones civiles, de fecha 23 de julio de este año,
declarando mal fundada la demanda interpuesta por el se-
ñor Rafael Lugo Mercedes; Tercero: Sea condenado el se-
ñor Rafael Lugo Mercedes al pago de las costas del proce-
dimiento"; que ante la Corte a-qua los hoy recurrentes pu-
dieron haber solicitado, válidamente, cualquier medida de

trucción en vista del efecto devolutivo de la apelación;
que al limitarse a concluir, sobre el fondo de la litis, su de-
recho de defensa no ha sido lesionado; en consecuencia, y
por todo lo expuesto, el primer medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de casación de
su memorial los recurrentes alegan, en síntesis, que la Su-
prema Corte de Justicia en repetidas ocasiones ha venido
formulando una jurisprudencia, en el sentido de que los
jueces están obligados a motivar e indicar con precisión las
razones para establecer una indemnización como medio pa-
ra la Suprema Corte de Justicia controlar que la indemni-
zación está acorde con la naturaleza del daño; que en el
presente caso, la indemnización principal de RD$5,000.00 no
está justificada con la naturaleza y gravedad de las lesiones
'temidas por Rafael Lugo Mercedes; que ni la Corte ni e,



BOLETIN JUDICIAL	 103102	 BOLETIN JUDICIAL

Violación de los artículos 252 y siguientes del Código de
Procedimiento Civil y cónsecuentemente violación del ar-
tículo 141 del Código de, Procedimiento Civil y del derecho
de defensa; Segundo Medio: Falsa aplicación de los artículos
1382 y 1384 del Código Civil al establecerse una indemniza-
ción excesiva en relación con el daño; Tercer Medio: Des-
conocimiento y falsa aplicación del artículo 1153 del Código
Civil; Cuarto Medio: Violación de los artículos 130 y 133
del Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que en el desarrollo de su primer medio
de casación, los recurrentes alegan, en síntesis, que la sen-
tencia impugnada ha adoptado la motivación de la senten-
cia dictada por el tribunal del primer grado de fecha 23 de
julio de 1976, tal como resulta de la lectura de la misma;
que, es el caso de que se había solicitado un informativo pa-
ra demostrar la ausencia de guarda y para destruir también
la presunción jurisprudencia] de que el propietario es el
comitente del conductor del vehicu'o; que sin embargo, co-
mo esa medida no se realizó, la Cámara a-qua dio motivos '1
erróneos para considerar esta medida como desierta, pro-
duciéndose la consiguiente violación del derecho de defen-
sa, por lo que en este sentido la sentencia ha de ser casada,
sobre todo que no se dieron oportunidades para la celebra-
ción del informativo; pero,

Considerando, que ante el tribunal del primer grado
los hoy recurrentes solicitaron que se ordenara la celebra-
ción de un informativo a su cargo, para probar que el ve-
hículo envuelto en el accidente no estaba bajo la guarda
de su propietario Francisco Bierd y que el conductor del
mismo Quisqueyano Ureña Arias no estaba bajo la depen-
dencia o dirección d&. primero; que esta medida de instruc-
ción fue ordenada por sentencia del 30 de junio de 1975,
dictada por el referido tribunal del primer grado; que ha-
biendo transcurrido el plazo legal para promover la audien-
cia para la celebración de la indicada medida de instruc-

ción, el hoy recurrido Rafael Lugo Mercedes persiguió au-
diencia para conocer el fondo de la litis, la cual fue fijada
para el 31 de octubre de 1975, y fallado por sentencia del
23 de julio de 1976; que recurrida en apelación la sentencia
de Primera Instancia por Francisco Bierd y Seguros Pepín,
$. A., su abogado se ,:imitó a concluir ante la Corte a-quay
en la forma siguiente: "Primero: Sea declarado bueno y vá-
lido en la forma y en el fondo el presente recurso de ape-
lación interpuesto por la Compañía Seguros Pepín, S. A.,
y el señor Francisco Bierd; Segundo: Sea revocada en su
totalidad la sentencia dictada por la Cámara Civil, Comer
cia! y de Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago
en sus atribuciones civiles, de fecha 23 de julio de este año,
declarando mal fundada la demanda interpuesta por el se-
ñor Rafael Lugo Mercedes; Tercero: Sea condenado el se-
ñor Rafael Lugo Mercedes al pago de las costas del proce-
dimiento"; que ante la Corte a-qua los hoy recurrentes pu-
dieron haber solicitado, válidamente, cualquier medida de
instrucción en vista del efecto devolutivo de la apelación;
que al limitarse a concluir, sobre el fondo de la litis, su de-
recho de defensa no ha sido lesionado; en consecuencia, y
por todo lo expuesto, el primer medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de casación de
su memorial los recurrentes alegan, en síntesis, que la Su-
prema Corte de Justicia en repetidas ocasiones ha venido
formulando una jurisprudencia, en el sentido de que los
jueces están obligados a motivar e indicar con precisión las
razones para establecer una indemnización como medio pa-
ra la Suprema Corte de Justicia controlar que la indemni-
zación está acorde con la naturaleza del daño; que en el
presente caso, la indemnización principal de RD$5,000.00 no
está justificada con la naturaleza y gravedad de las lesiones

lamas por Rafael Lugo Mercedes; que ni la Corte ni ea
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juez de primer grado expresaron razones, para que se acor-
dara como indemnización suplementaria la condenación
los intereses legales; pero,

Considerando,,que la Corte a-qua, para condenar al re-
currente Francisco Bierd a una indemnización de RDS5,-
000.00 en favor de Rafael Lugo Mercedes, constató que éste
había quedado con lesión permanente, amputación de la
pierna derecha; que al evaluar en esa suma las daños y per-
juicios, materiales y morales, experimentados por Lugo Mer-
cedes, la Corte a-qua hizo uso de su poder soberano de apre-
ciación, y sólo cuando esta es irrazonable, lo que no ocurre
en la especie, es necesario ofrecer motivos especiales; por
consiguiente, procede desestimar el segundo medio. por *ca-
recer de fundamento;

Considerando, que en el tercer medio de su memorial,
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la sen-
tencia de primera instancia y la de la Corte, no indican qué
texto legal es que ha servido para condenar a los intereses
legales a título de indemnización suplementaria; que el ar-
tículo 1153 del Código Ciyil rige para la materia contractual
y que cuando los jueces tratan de aplicar esta disposición
a la materia extra contractual están obligados a hacer la
correspondiente motivación y seña'ar el texto legal; que la
sentencia recurrida revela la falta de cumplimiento a estos
requisitos imperativos; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua, aparte de acordar, como
se ha consignado anteriormente, una indemnización de RDS-
5,000.00 en favor de Rafael Lugo Mercedes, parte civil cons-
tituida, tambi;n dispuso, a título de indemnización Suple-
mentaria en favor de dicha parte 	 constituida, el pago
de los intereses legales de la indicada suma, a partir de la
fecha de la demanda; que, la Corte a-qua actuó correcta-
mente, pues se refiere, como se ha dicho, a una indemniza-
ción complementaria, lo que es posible cuando se trata de
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i . ,r crédito que tiene por base en un hecho delictual, y dichos
;ntoreses son solicitados, como ocurrió en la especie; por lo
(.1 ,,c, el tercer medio también carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Considerando, que en el cuarto y último medio de su
memorial, los recurrentes alegan que la Suprema Corte de
Justicia ha reiterado el criterio jurisprudencial de que la
compañ ía aseguradora no puede ser condenada al pago de
las costas de? procedimiento, porque ella es una parte inter-
viniente y que corno tal sólo se le puede hacer común y
oponible dentro de los límites de la póliza, las condenacio-
nes principales y accesorias; que la Corte a-qua condenó a
la compañía aseguradora y esto es un vicio a pena de ca-
sación de la sentencia;

Considerando, que la Suprema Corte de Justicia esti-
ma, tal corno lo alegan los recurrentes, que en el caso no
procedía la condenación en costas de la Compañía Asegura-
dora. ya que ésta figuró frente a la parte civil constituida
en interés de su asegurado Francisco Bierd, y en estos casos
las aseguradoras sólo responden de las costas a que haya
sido condenado e! asegurado dentro de los límites de la pó-
liza; que, por tanto, la sentencia impugnada debe ser casada
en este aspecto por vía de supresjón y sin envío, ya que a
este respecto no hay más nada que juzgar;

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión
y sin envío, en cuanto condenó a la Seguros Pepín, S. A.,
al pago de las costas, la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santiago, en sus atribuciones civiles el 11 de
febrero de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente faVo; Segundo: Rechaza en los demás aspec-
tos, los recursos de casación interpuestos contra dicha sen-
tencia por Francisco Bierd y la Seguros Pepín, S. A.; y
Tercero: Condena a Francisco Bierd al pago de las costas,
con distracción en favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Jimé-
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juez de primer grado expresaron razones, para que se acor-
dara como indemnización suplementaria la condenación a
los intereses legales; pero,

Considerando,.que la Corte a-qua, para condenar al re-
currente Francisco Bierd a una indemnización de RD$5,-
000.00 en favor de Rafael. Lugo Mercedes, constató que éste
había quedado con lesión permanente, amputaCión de la
pierna derecha; que al evaluar en esa suma los daños y per-
juicios, materiales y morales, experimentados por Lugo Mer-
cedes, la Corte a-qua hizo uso de su poder soberano de apre-
ciación, y sólo cuando esta es irrazonable, lo que no ocurre
en la especie, es necesario ofrecer motivos especiales; por
consiguiente, procede desestimar el segundo medio, por 'ca-
recer de fundamento:

Considerando, que en el tercer medio de su memorial,
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la sen-
tencia de primera instancia y la de la Corte, no indican qué
texto legal es que ha servido para condenar a los intereses
legales a título de indemnización suplementaria; que el ar-
tículo 1153 del Código Civil rige para la materia contractual
y que cuando los jueces tratan de aplicar esta disposición
a la materia extra contractual están obligados a hacer la
correspondiente motivación y seña'ar el texto legal; que la
sentencia recurrida revela la falta de cumplimiento a estos
requisitos imperativos; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua, aparte de acordar, como
se ha consignado anteriormente, una indemnización de RDS-
5,000.00 en favor de Rafael Lugo Mercedes, parte civil cons-
tituida, tambi;n dispuso, a título de indemnización Suple-
mentaria en favor de dicha parte civil, constituida, el pago
de los intereses legales de la indicada suma, a partir de la
fecha de la demanda; que, la Corte a-qua actuó correcta-
mente, pues se refiere, como se ha dicho, a una indemniza-
ción complementaria, lo que es posible cuando se trata de
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tin crédito que tiene por base en un hecho delictual, y dichos
intereses son solicitados, como ocurrió en la especie; por lo
((J e, el tercer medio también carece de fundamento y debe
sz , r desestimado;

Considerando, que en el cuarto y último medio de su
memorial, los recurrentes alegan que la Suprema Corte de
Justicia ha reiterado el criterio jurisprudencia' de que la
compañía aseguradora no puede ser condenada al pago de
las costas del procedimiento, porque ella es una parte inter-
viniente y que como tal sólo se le puede hacer común y
oponible dentro de los límites de la póliza, las condenacio-
nes principales y accesorias; que la Corte a-qua condenó a
la compañía aseguradora y esto es un vicio a pena de ca-
sación de la sentencia;

Considerando, que la Suprema Corte de Justicia esti-
ma, tal como lo alegan los recurrentes, que en el caso no
procedía la condenación en costas de la Compañía Asegura-
dora, ya que ésta figuró frente a la parte civil constituida
en interés de su asegurado Francisco Bierd, y en estos casos
las aseguradoras sólo responden de las costas a que haya
sido condenado el asegurado dentro de los límites de la pó-
liza; que, por tanto, la sentencia impugnada debe ser casada
en este aspecto por vía de supresión y sin envío, ya que a
este respecto no hay más nada que juzgar;

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión
y sin envío, en cuanto condenó a la Seguros Pepín, S. A.,
al pago de las costas, la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santiago, en sus atribuciones civiles el 11 de
febrero de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente faWo; Segundo: Rechaza en los demás aspec-
tos, los recursos de casación interpuestos contra dicha sen-
tencia por Francisco Bierd y la Seguros Pepín, S. A.; y
Tercero: Condena a Francisco Bierd al pago de las costas,
con distracción en favor del Dr. Lorenzo E. Raposo

di
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 2
de agosto del 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Miguel López Toribio, Ramón Ignacio Espinal y
la Unión de Seguros, C. por A:

intervinientcs: Maximiliano Polanco, Altagracia Adames. Victoria-
no Rodriguez y Eladio Ceballos.

Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat.
asistidos del Secretario General, en la Sala dende celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,

ploi Distrito Nacional, hoy día 28 de enero de 1980, años 136' de
la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José Miguel López Toribio, dominicano, mayor
de edad, casado, chofer, domiciliado en la calle Mera 1\1 9 32,
Villa Los Almácigos, Municipio de Santiago Rodríguez; Ra-
món Ignacio Espinal, dominicano, mayor de edad, domici-
liado en Villa Los Almácigos, Municipio de Santiago Ro-

nez, quien afirma estarlas avanzando -en su totalidad, ha-
ciéndolas oponibles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de los
l ímites de la Póliza. •

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue'
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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nez, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad, ha-
ciéndolas oponibles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de los
límites de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Araiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 2
de agosto del 1976.

12 Materia: Correccional.

Recurrentes: José Miguel López Toribio, Ramón Ignacio Espinal y
la Unión de Seguros, C. por A,

Inter:Mierda& Maximiliano Polanco, Altagracia Adarves, Victoria-
no Rodriguez y Eladio Caballos.

Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,
Repúbfica Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat.
asistidos de'. Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 28 de enero de 1980, años 136' de
la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José Miguel López Toribio, dominicano, mayor
de edad, casado, chofer, domiciliado en la calle Mora N° 32,
Villa Los Almácigos, Municipio de Santiago Rodríguez; Ra-
món Ignacio Espinal, dominicano, mayor de edad, domici-
liado en Villa Los Almácigos, Municipio de Santiago Ro-
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es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y vá-
lidos en cuanto a la forma los recursos de apelación inter
puestos por el Licdo. Manuel Andrés Ramos Bonilla, a nom-
bre y representación de José Miguel López Toribio, preve-
nido, de Ramón Ignacio Espinal, persona eivi imente respon-
sable y la Compañía de Seguros "Unión de Seguros, C. por
A. », y por el Licdo. Freddy Núñez Tinco, a nombre y re-
presentación de Víctor Samuel Sánchez, en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente responsable y la Com-
pañía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", contra sentencia
de fecha Veinticinco (25) del mes de julio del año mi'. no-
vecientos setenta y cinco (1975), dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde, cuyo
dispositivo copiado textualmente dice así: 'Primero: Que
debe declarar, como al efecto declara a los nombrados José
Miguel López Toribio y Víctor Samuel Sánchez, culpables
del delito de violación a los artículos 49, 65 y 125 de la Ley
241 de tránsito de vehículos de motor, en perjuicio de los
nombrados Victoriano Rodríguez, Maximiliano Polanco, Al-
tagracia Adames y Eladio Ceba'los, y haciendo declaratoria
de falta común y acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes condena a dichos co-prevenidos al pago de una
multa de Veinticinco pesos oro (RD$25.00) a cada uno y
ambos al pago de las costas; Segundo: Que debe declarar,
como al efecto declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abo-
gado a nombre y representación de ?os señores Victoriano
Rodríguez, Maximiliano Polanco, Eladio Ceballos y Alta-
gracia Adames; a) contra el co-prevenido José Miguel Ló-
pez Toribio y su comitente señor Ramón Ignacio Espinal,
este último persona civilmente responsable y puesta en
causa, y contra su aseguradora la Compañía Nacional "Unión
de Seguros, C. por A.", y b) contra el nombrado Victor Sa-
muel Sánchez, éste en su doble calidad de co-prevenido y
persona civilmente responsable y puesta en causa, así como
también contra su aseguradora la Compañía Nacional de
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dríguez y la Unión de Seguros, C. por A., con su domicilio
en la calle Beller N9 98 de la ciudad de Santiago, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por
la Corte de Apelación de Santiago, el 2 de agosto de 1976,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Lorenzo
E. Raposo Jiménez, cédula N° 7769, serie 39, abogado de los
intervinientes Maximiliano Polanco, Altagracia Adames,
Victoriano Rodríguez y Eladio Ceballos, dominicanos, ma-
yores de edad, domiciliados en Magua Arriba-Valverde, Bu-
ya Arriba-Monción y en la ciudad de Santiago, cédulas Nos..
1308, 1234, 54 y 17936, series 33, 42, 31 y 32, respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 15 de septiembre de 1976, a requeri-
miento del Dr. néctar Valenzuela, cédula IV 68516, serie
11, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del ibe-
rado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 sobre Trán-
sito y Vehículos de 1967; 1383 del Código Civil; y 1. 37, 62
y 65 de la Ley. sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 23 de
jul io de 1972 en Los Quemados, Municipio de Valverde, en
el que varias personas resultaron con lesiones corporales.
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Valverde dictó el 25 de julio de 1975, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora
impugnada; b) que sobre :os recursos interpuestos intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
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dríguez y la Unión de Seguros, C. por A., con su domicilio
en la calle Beller N9 98 de la ciudad de Santiago, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por
la Corte de Apelación de Santiago, el 2 de agosto de 1976,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al aguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Lorenzo

E. Raposo Jiménez, cédula N 9 7769, serie 39, abogado de los
intervinientes Maximiliano Polanco, Altagracia Adames,
Victoriano Rodríguez y Eladio Ceballos, dominicanos, ma-
yores de edad, domiciliados en Magua Arriba-Valverde, Bu-
ya Arriba-Monción y en la ciudad de Santiago, cédulas Nos.
1308, 1234, 54 y 17936, series 33, 42, 31 y 32, respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procu;ador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 15 de septiembre de 1976, a requeri-
miento del Dr. Rector Valenzuela, cédula N 9 68516, serie
1 3, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de'ibe-
rado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 sobre Trán-
sito y Vehículos de 1967; 1383 del Código Civil; y 1, 37, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 23 de
Su'io de 1972 en Los Quemados, Municipio de Valverde, en
el que varias personas resultaron con lesiones corporales.
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Valverde dictó el 25 de julio de 1975, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora
impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
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4s el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y vá-
lidos en cuanto a la forma los recursos de apelación inter-
puestos por el Licdo. Manuel Andrés Ramos Bonilla, a nom-
bre y representación de José Miguel López Toribio, preve-
nido, de Ramón Ignacio Espinal, persona civi'mente respon-
sable y la Compañía de Seguros "Unión de Seguros, C. por
A , o, y por el Licdo. Freddy Núñez Tineo, a nombre y re-
presentación de Víctor Samuel Sánchez, en su doble calidad
de prevenido y persona civilmente responsable y la Com-
pañía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", contra sentencia
de fecha Veinticinco (25) del mes de julio del año mi,' no-
vecientos setenta y cinco (1975), dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde, cuyo
dispositivo copiado textualmente dice así: 'Primero: Que
debe declarar, como al efecto declara a los nombrados José
Migue! López Toribio y Víctor Samuel Sánchez, culpables
del delito de violación a los artículos 49, 65 y 125 de la Ley
241 de tránsito de vehículos de motor, en perjuicio de los
nombrados Victoriano Rodríguez, Maximiliano Polanco, Al-
tagracia Adames y Eladio Ceba'los, y haciendo declaratoria
de falta común y acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes condena a dichos co-prevenidos al pago de una
multa de Veinticinco pesos oro (RD$25.00) a cada uno y
ambos al pago de las costas; Segundo: Que debe declarar,
como al efecto declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abo-
gado a nombre y representación de 'os señores Victoriano
Rodríguez, Maximiliano Polanco, Eladio Ceballos y Alta-
gracia Adames; a) contra el co-prevenido José Miguel Ló-
pez Toribio y su comitente señor Ramón Ignacio Espinal,
este último persona civilmente responsable y puesta en
causa, y contra su aseguradora la Compañía Nacional "Unión
de Seguros, C. por A.", y b) contra el nombrado Victor Sa-
muel Sánchez, éste en su doble calidad de co-prevenido y
Persona civilmente responsable y puesta en causa, así como
también contra su aseguradora la Compañía Nacional de



Seguros, Seguros Pepín, S. A., y en consecuencia los conde-
na al pago solidario de sendas indemnizaciones y por la
suma de: a) Dos mil pesos oro (RD$2,000.00) en favor del
nombrado Victoriano Rodríguez; Dos mil pesos oro (RD$-
2,000.00) en favor del nombrado Eladio Ceballes; e) Dos
mil pesos oro (RD$2,000.00) en favor del nombrado Maxi-
miliano Polanco; y d) Un mil pesos oro (RD$1,000.00) en
favor de la nombrada Altagracia Adames, todo a título de
daños y perjuicios y como justas reparaciones por los da-
ños y perjuicios tanto morales como materiales sufridos,
por dichos agraviados, con motivo del referido accidente en
el cual resultaron dichos demandantes nombrados Maximi-
nano Polanco, Eladio Ceballos, Victoriano Rodríguez, con 
lesiones curables después de diez (10) días y antes de vein-
te (20) días y la joven Altagracia Adames con lesiones cu-
rables antes de diez días. de acuerdo con los certificados
médicos; Tercero: Que debe condenar, como al efecto con-
dena a dichos demandados y en sus respectivas calidades,
al pago solidario de los intereses legales de las sumas acor-
dadas, y a título de indemnizaciones suplementarias; Cuarto:
Que debe condenar, como al efecto condena a 'os co-preve-
nidos José Miguel López Toribio y Víctor Samuel Sánchez,
así como también al señor Ramón Ignacio Espinal, y a las
referidas Compañías de Seguros "Unión de Seguros, C. por
A.", y "Seguros Pepín, S. A.", en sus expresadas calidades,
al pago solidario de las costas civiles, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abo-
gado de la parte civil constituida, qui-m afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Quinto: Que debe rechazar, como
al efecto rechaza las conclusiones argumentadas por los abo-
gados del Consejo de la defensa, tanto del prevenido José
Miguel López y Toribio, de su comitente Ramón Ignacio
Espinal y de la Compañía Nacional "Unión de Seguros, C.
por A."; por improcedente y mal fundada y Sexto: Que de-
be declarar, como al efecto declara la presente sentencia co-
mún, oponible y ejecutable contra las referidas Compañías

"Unión de Seguros, C. por A.", y Seguros Pepín, S. A., la
última en defecto por falta de conclusiones, y ambas en sus
expresadas calidades de Compañías aseguradoras de la res-
ponsabbl idad civil del señor Ramón Ignacio Espinal, dueño
del vehículo que conducía el co-prevenido José Miguel Ló-
pez Toribio y la última en su condición de entidad asegura-
;dora de la responsabilidad civil del co-prevenido Víctor Sa-
muel Sánchez, propietario del carro envuelto en el acci-
dente de que se trata, y respecto de los cuales se ha hecho
declaratoria la falta común; SEGUNDO: Declara regular
la intervención hecha en audiencia por el Dr. Lorenzo E.
Raposo J., a nombre y representación de los señores Victo-
riano Rodríguez, radio Ceballos, Maximiliano Polanco y
Altagracia Adames, partes civiles constituidas; TERCERO:
Revoca el Ordinal Primero de la sentencia recurrida, en
cuanto declaró culpable al prevenido Víctor Samuel Sán-
chez, de violación a los artículos 49, 65 y 125 de la Ley 241,
de tránsito de vehículos en perjuicio de Victoriano Rodrí-
guez, Eladio Ceballos, Maximiliano Polanco y Altagracia
Adames, y lo condenó a una multa de Veinticinco pesos oro
(RD$25.00) y costas, y en consecuencia lo Descarga de toda
responsabi.'idad penal, por considerar esta Corte que el ac-
cidente se debió a la falta exclusiva del co-prevenido José
Miguel López Toribio; CUARTO: Rechaza las conclusiones
de la parte civil constituida formulada por el Dr. Lorenzo
E. Raposo J., a nombre de los señores Victoriano Rodríguez,
Eladio Ceba'los, Maximiliano Polanco y Altagracia Adames,
en lo concerniente al prevenido descargado Víctor Samuel
Sánchez; QUINTO: Modifica el Ordinal Segundo de la sen-
tencia apelada en el sentido de reducir las indemnizaciones
otorgadas a las partes civiles constituidas, y que se ponen
exclusivamente a cargo de José Miguel López Toribio y de
su comitente Ramón Ignacio Espinal, en la siguiente forma:
la otorgada a Victoriano Rodríguez, a Mil pesos oro (RD$-
1 ,000.00); la otorgada a Maximiliano Polanco, a Setecientos
cincuenta pesos oro (RD$750.00); la otorgada a Eladio Ce-
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Seguros, Seguros Pepín, S. A., y en consecuencia los conde-
na al pago solidario de se,ndas indemnizaciones y por la
suma de: a) Dos mil pesos oro (RD$2,000.00) en favor del
nombrado Victoriano Rodríguez; Dos mil pesos oro (RDS-
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el cual resultaron dichos demandantes nombrados Maximi-.
llano Polanco, Eladio Ceballos, Victoriano Rodríguez, con
lesiones curables después de diez (10) días y antes de vein-
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bellos a Setecientos cincuenta pesos oro (RDS750.00),
otorgada a A'tagracia Adames, a Quinientos pesos oro (R.)
$500.00), por entender esta Corte que estas sumas son las
justas, adecuadas y suficientes, para reparar los daños y
perjuicios sufridos por dichas partes civiles constituidas, a
consecuencia del accidente de que se trata; SEXTO: Revoca
el Ordinal Tercero de la sentencia recurrida en lo que res-
pecta a la condenación a los intereses legales impuestos a
Víctor Samuel Sánchez, en sus calidades ya expresadas;
SEPTIMO: Revoca el Ordinal Cuarto de dicha sentencia, en
cuanto condenó al prevenido Víctor Samuel Sánchez en sus
mencionadas calidades y la "Seguros Pepín, S. A.", en cos-
tas civiles, ordenando distracción, y en consecuencia Des-
carga a dichas partes de las indicadas condenaciones por los
motivos ya expresados; OCTAVO: Revoca el Ordinal Sexto
de la a'udida sentencia en cuanto declaró oponible, común
y ejecutable dicha sentencia a la Compañía de Seguros "Se-
guros Pepín, S. A.", y declara la no oponibilidad a dicha sen-
tencia a la Compañía aludida; NOVENO: Confi rma la sen-
tencia recurrida en sus demás aspectos; DECIMO: Condena
a José Miguel López Toribio, Ramón Ignacio Espinal y la
Compañía "Unión de Seguros, C. por A."; al pago de !as
costas civiles de la presente instancia y ordena su distrac-
ción en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo J., quien afir-
mó haberlas avanzado en su totalidad; DECIMO PRIMERO:
Condena a José Miguel López Toribio al pago de las costas
penales y las declara de Oficio en cuanto a Victor Samuc:
Sánchez";

Considerando, en cuanto a !os recursos de Ramón Ig-
nacio Espinal, puesto en causa como civilmente responsable.
y de la Unión de Seguros, C. por A., también puesta en
causa, que procede declarar las nulidades de los mismos,
en razón de que dichos recurrentes no han expuesto los
medios en que lo fundan, conforme lo exige, a pena de nu-
lidad, el artícul o 37 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

sación; que, por tanto, sólo procede examinar el recurso
del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar que el
accidente se debió a la falta exclusiva del prevenido recu-
rrente José Miguel López Toribio dio por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente administrados en la instrucción de la causa,
lo siguiente: 1) que el 23 de julio de 1972, en horas de la
tarde ocurrió un accidente de tránsito en la Sección Los
Quemados del Municipio de Valverde, en el cual el camión
placa N9 521-220 propiedad de Ramón Ignacio Espinal, ase-
gurado con Póliza N9 24840 de la Unión de Seguros, C. por
A., conducido de Oeste a Este por la carretera Valverde a
Los Quemados por José Miguel López Toribio, al llegar al
kilómetro 13 de dicha carretera, chocó con el carro placa
N° 212-536, conducido por su propietario Víctor Samuel
Sánchez, por la misma vía que el primero pero en direc-
ción contraria o sea de Este a Oeste; 2) que en el accidente
resultaron con lesiones corporales Altagracia Aclames. cu-
rables antes de 10 días; Victoriano Rodríguez, curables des-
pués de 20 días; Eladio Antonio Cebal l os, curables antes de
20 días y Victoriano Rodríguez, curables después de 20 días,
y 3) que el accidente se debió a la falta exclusiva de José
Miguel López Toribio, al ocuparle la derecha que corres-
pondía al carro que conducía Víctor Samuel Sánchez;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas por imprudencia ocasionados con el manejo de un
vehículo de motor previsto por el artículo 49 de la Ley N9
241 de 1967. y sancionado con la letra e) de dicho texto legal
con las penas de seis meses a dos años de prisión y multa
de RDS100.00 a RDS500.00, cuando la enfermedad o la im-
posibilidad de la víctima para dedicarse al trabajo durare,
como ocurrió en la especie con dos de ellas, más de veinte
días; que al condenar al recurrente José Miguel López To-
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y de la Unión de Seguros, C. por A., también puesta en
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ribio a una multa de RD$25.00, acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una pena ajustada a la
ley;

Considerando, que asimismo, la Corte tegua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido José Miguel López
Toribio había ocasionado a las partes civiles constituidas
Victoriano Rodríguez, Maximiliano Polanco, Eladio Ceba-
llos y Altagracia Adames, daños y perjuicios materiales y
morales, cuyo monto evaluó soberanamente en las sumas
de RD$1,000.00 para Victoriano Rodríguez, RD$750.00 para
Maximiliano Polanco, RD$750.00 para Eladio Ceballos y
RD$500.00 para Altagracia Adames; que al condenar al pre-
venido recurrente al pago de esas sumas, más los intereses
legales, a título de indemnización complementaria, la Corte
a-qua hizo una correcta aplicación del articulo 1383 del Có-
digo Civil;

Considerando, que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos, en lo que concierne al prevenido recurrente,
no contiene ningún vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Victoriano Rodríguez, Eladio Ceballos, Maximiliano
Polanco y Altagracia Adames, en los recursos de casación
interpuestos por José Miguel López Toribio, Ramón Ignacio
Espinal y la Unión de Seguros, C. por A., contra la senten-
cia dictada el 2 de agosto de 1976, en sus atribuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Declara nulos los recursos de Ramón Ignacio
Espinal y la Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza
el recurso de José Miguel López Toribio y lo condena al pa-
go de las costas penales; Cuarto: Condena a José Miguel
López Toribio y Ramón Ignacio Espinal al pago de las cos-
tas civiles y las distrae en provecho del Dr. Lorenzo E. Ra-
poso Jiménez, abogado de los intervinientes, quien afirma

estalas avanzando en su totalidad y las hace oponibles a la
unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la
póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de '
/a Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

Zalitj/.- •

Y.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: corte de Apelación de La Vega, de fecha
7 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Pedro Ant. Lantigua, Cía. de Seguros Pepin. S. A , y
Emilio Ant. Guzmán.

Abogados: de Lantigua y Seguros Pepin: Dr. Luis A. Bircan; de
Guzmán, Dr. Lorenzo E. Raposo.

Interviniente: Emjno A. Guzmán.
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,
Itepública Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 28 del mes de Enero del año

1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro
Antonio Lantigua, dominicano, mayor de edad, soltero, do-
miciliado en Colorado-Canabacoa, Municipio de Santiago,
cédula N9 63147, serie 31 y la Compañía de Seguros Peplo,

s. A., con su domicilio en la calle Restauración N9 122 de
la ciudad de Santiago; y Emilio Antonio Guzmán, domini-
cano, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado en Pu-
ñal. Municipio de Santiago, contra la sentencia dictada en

sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de La Vega, el 7 de febrero de 1977, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, en representación

del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula N9 7769, serie
39, abogado del recurrente Emilio Antonio Guzmán, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Darío
Dorrejo Espinal, en representación del Dr. Lorenzo E. Ra-
poso Jiménez, abogado del interviniente Emilio Antonio
Guzmán;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 7 de febrero de 1977, a
requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista, cédula
N9 29612, serie 47, en representación de los recurrentes Pe-
dro Antonio Lantigua y Seguros Pepín, S. A., en la cual
no se propone ningún medio determinado de casación;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 9 de febrero de 1977, a requerimiento del
Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, en representación del re-
currente EinCio Antonio Guzmán, parte civil constituida,
acta en la cual se expresa lo siguiente: que interpone el
recurso limitado en cuanto dicha sentencia omitió condenar

ae las costas;
Aseguradora "Seguros Pepín, S. A.", al pagod 

Visto el memorial de los recurrentes Pedro Antonio
Lantigua y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., del 16 de
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Emilio Ant. Guzmán.

Abogados: de Lantigua y Seguros Pepin: Dr. Luis A. Bircan; de
Guzmán, Dr. Lorenzo E. Raposo.

interviniente: Emilio A. Guzmán.
Ahogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 28 del mes de Enero del año
1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro
Antonio Lantigua, dominicano, mayor de edad, soltero, do-
miciliado en Colorado-Canabacoa, Municipio de Santiago,
cédula N9 63147, serie 31 y la Compañía de Seguros Pepín,

s A., con su domicilio en la calle Restauración N° 122 de
la ciudad de Santiago; y Emilio Antonio Guzmán, domini-
cano, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado en Pu-
ñal, Municipio de Santiago, contra la sentencia dictada en
so atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de La Vega, el 7 de febrero de 1977, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, en representación

del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula N Q 7769, serie
39, abogado del recurrente Emilio Antonio Guzmán, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Darío
Dorrejo Espinal, en representación del Dr. Lorenzo E. Ra-
poso Jiménez, abogado del interviniente Emilio Antonio
Guzmán,

 el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 7 de febrero de 1977, a
requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista, cédula
N9 29612, serie 47, en representación de los recurrentes Pe-
dro Antonio Lantigua y Seguros Pepin, S. A., en la cual
no se propone ningún medio determinado de casación;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 9 de febrero de 1977, a requerimiento del
Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, en representación del re-
currente Emilio Antonio Guzmán, parte civil constituída,
acta en la cual se expresa lo siguiente: que interpone el
recurso limitado en cuanto dicha sentencia omitió condenar
a las costas:Aseguradora "Seguros Pepín, S. A.", al pagod 

Visto el memorial de los recurrentes Pedro Antonio
¡antigua y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., del 16 de



enero del 1978, suscrito por el Dr. Luis A. Bircann Rojas,
cédula No. 43324, serie 31, en el que se proponen los medios
de casación que luego se indican;

Visto el memorial del recurrente Emilio Antonio Guz-
mán, del 16 de enero de 1978, firmado por su abogado, en el
que se proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa y el escrito de ampliación
del interviniente, del 16 y 18 de enero de 1978, suscrito por
su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los textos legales invocados por los recurren-
tes, que se mencionan más adelante y los artículos 1, 20, 43
62 y 65, de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que,
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la auto-
pista Duarte el 22 de enero de 1975, en el que una persona
resultó con lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
La Vega, dictó, en sus atribuciones correccionales, el 16 de
marzo de 1976, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se acoge como bueno y válido el re-
curso de Oposición intentado por el nombrado Pedro An-
tonio Lantigua por ser regular en la forma; SEGUNDO: En
cuanto al fondo se revoca la sentencia recurrida y se le
descarga de violación a la Ley No. 241, al nombrado Pedro
Antonio Lantigua, en perjuicio de Emilio Antonio Guzmán,
ya que el accidente se debió a caso fortuito de fuerza ma•
yor; TERCERO: Se declaran las costas de oficio; CUARTO:
Se acoge como buena y válida la constitución en parte civil
intentada por el señor Emilio Antonio Guzmán, en contra
de Pedro Antonio Lantigua, al través del Dr. Lorenzo E.
Raposo Jiménez por ser regular en la forma; QUINTO: En

cuanto al fondo se rechaza la parte civil por improcedente
y mal fundada; SEXTO: Se condena a la parte civil al pago
de las costas civiles"; b) que sobre el recurso de apelación
interpuesto por Emilio Antonio Guzmán, parte civil cons-
tituida, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido, en la forma la constitución en parte
civil hecha por Emilio Antonio Guzmán, contra el preve-
nido Pedro Antonio de Jesús Lantigua y la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., por llenar los requisitos de Ley; SE-
GUNDO: Retiene una falta a cargo de Pedro Antonio de
Jesús Lantigua, al conducir el vehículo que originó el ac-
cidente objeto del presente recurso y en consecuencia lo
condena, en su condición de civilmente responsable al pago
de una indemnización en favor de la parte civil constituída
Emilio Antonio Guzmán, de RDS1,000.00 (Un Mil Pesos
Oro), suma que esta Corte estima la ajustada para reparar
los daños sufridos por él en el accidente y asimismo con-
dena a Pedro de Jesús Lantigua, en su ya expresada calidad,
al pago de los intereses legales de la suma acordada como
indemnización, a partir de la fecha de la demanda en jus-
ticia y a título de indemnización suplementaria, rechazan-
dose así las conclusiones de la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., y Pedro Antonio de Jesús Lantigua, por improceden-
tes y mal fundadas; TERCERO: Condena a Pedro Antonio
de Jesús Lantigua, en su ya señalada condición al pago de
las costas de ambas instancias, ordenando su distracción en
favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Declara común
y oponible, en todas sus consecuencias legales la presente
sentencia, a la entidad aseguradora Pepín, S. A.";

Considerando, que los recurrentes Pedro Antonio de Je-
sús Lantigua y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., pro-
Ponen en su memorial los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos al aplicar el artículo 215
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de Pedro Antonio Lantigua, al través del Dr. Lorenzo E.
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cuanto al fondo se rechaza la parte civil por improcedente
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de las costas civiles"; b) que sobre el recurso de apelación
interpuesto por Emilio Antonio Guzmán, parte civil cons-
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cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
dara regular y válido, en la forma la constitución en parte
civil hecha por Emilio Antonio Guzmán, contra el preve-
nido Pedro Antonio de Jesús Lantigua y la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., por llenar los requisitos de Ley; SE-
GUNDO: Retiene una falta a cargo de Pedro Antonio de
Jesús Lantigua, al conducir el vehículo que originó el ac-
cidente objeto del presente recurso y en consecuencia lo
condena, en su condición de civilmente responsable al pago
de una indemnización en favor de la parte civil constituida
Emilio Antonio Guzmán, de RD$1,000.00 (Un Mil Pesos
Oro), suma que esta Corte estima la ajustada para reparar
los daños sufridos por él en el accidente y asimismo con-
dena a Pedro de Jesús Lantigua, en su ya expresada calidad,
a!. pago de los intereses legales de la suma acordada como
indemnización, a partir de la fecha de la demanda en jus-
ticia y a titulo de indemnización suplementaria, rechazán-
dose así las conclusiones de la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., y Pedro Antonio de Jesús Lantigua, por improceden-
tes y mal fundadas; TERCERO: Condena a Pedro Antonio
de Jesús Lantigua, en su ya señalada condición al pago de
las costas de ambas instancias, ordenando su distracción en
favor del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Declara común
y oponible, en todas sus consecuencias legales la presente
sentencia, a la entidad aseguradora Pepín, S. A.";

Considerando, que los recurrentes Pedro Antonio de Je-
sús Lantigua y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., pro-
ponen en su memorial los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos al aplicar el artículo 215
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del Código de Procedimiento Criminal; mala aplicación de
dicho texto; Segundo Medio: Violación al artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil en múltiples aspectos; Ter-
cer Medio: Motivos insuficientes y falsos al imputar una
falta al inculpado; desnaturalización de las conclusiones de
éste; Cuarto Medio: Violación a las Leyes Nos. 4117 y 359
y al contrato de Seguros; mala aplicación de la Ley No. 126,
al declarar la sentencia oponible a la aseguradora;

Considerando, que el recurrente Emilio Antonio Guz-
mán, propone en su memorial los siguientes medios de ca-

ión; Primer Medio: Violación al artículo 141 de'. Código
ocedimiento Civil, por falta de motivos en la senten-

cia recurrida en cuanto al procedimiento formal de la con-
denación en costas contra la Seguros Pepin, S. A.; Segundo
Medio: Violación del artículo 130 del Código de Procedi-
miento Civil; Tercer Medio: Violación del artículo 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio, falta de ba-
se legal;

En cursa° a los recursos de Pedro Antonio
Lantigua y Seguros Pepín, S. A.:

Considerando, que en el primer medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que ninguna
de las dos decisiones de la Corte a-qua, o sea la del 29 de
octubre de 1976 que anuló las sentencias de Primera Ins-
tancia de fechas 12 de septiembre de 1975 y 16 de marzo
de 1976, ni la del 7 de febrero de 1977, hoy recurrida en ca-
sación, se explica en qué consistió la violación de las for-
mas que motivó la anulación de la sentencia del primer
grado y la avocación del fondo del asunto, lo que era im-
prescindible por tratarse de la aplicación de un texto de
orden público; que ambos fallos señalan que la anulación
se refiere a sus aspectos civiles, con lo cual se hace una
mala aplicación del artículo 215 del Código de Procedimien-
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id Criminal que sólo prevé anulación total de la sentencia
del primer grado y jamás anulación parcial; pero,

Considerando, que la sentencia de la Corte a-qua del
29 de octubre de 1976, que anuló las decisiones de Primera
Instancia de fechas 12 de septiembre de 1975 y 16 de marzo
de 1976, por violación de formas prescritas por la Ley a pe-
na de nulidad, evocó el fondo del asunto y ordenó el reen-
vío de la causa para una próxima audiencia, es definitiva
sobre un incidente, y por consiguiente, susceptible de ser
recurrida en casación; que al sólo interponerse recurso de
casación contra la sentencia del 7 de febrero de l977, que
falló el fondo del asunto, dichos recurrentes no pueden vá-
lidamente, impugnar aquel fallo; en consecuencia, procede
desestimar los alegatos contenidos en el primer medio de
su recurso:

Considerando, que, en apoyo de su segundo medio de
casación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue:
1) que según el artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil la redacción de las sentencias contendrán, entre otras
cosas, la exposición sumaria de los puntos de hechos y de
derecho, los fundamentos y el dispositivo; que la sentencia
objeto del presente recurso no contiene el dispositivo de la
sentencia apelada el cual es sustancial 'porque es lo que per-
mite delimitar el ámbito del proceso en cuanto a su conte-
nido y a las partes que en él intervinieron; que la Corte
a-que, por un lapso, olvidó por completo copiar ese disposi-
tivo; 2) que la sentencia no señala si Seguros Pepín, S. A.,
fue puesta en causa en primer grado; que la sentencia re-
currida declara la validez de la constitución en parte civil
hecha por Emilio Antonio Guzmán contra Pedro Antonio
de Jesús Lantigua y la Seguros Pepín, S. A., sin indicar en
ninguna parte si esa constitución fue hecha desde el primer
grado o se hizo por primera vez en grado de apelación y
esa mención era sustancial porque de otro modo se estaría
violando el principio del doble grado de jurisdicción; y 3)
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del Código de Procedimiento Criminal; mala aplicación de
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Considerando, que el recurrente Emilio Antonio Guz-
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miento Civil; Tercer Medio: Violación del artículo 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio, falta de ba-
se legal;

En curatto a los recursos de Pedro Antonio
Lantigua y Seguros Pepín, S. A.:

Considerando, que en el primer medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que ninguna
de las dos decisiones de la Corte a-qua, o sea la del 29 de
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tancia de fechas 12 de septiembre de 1975 y 16 de marzo
de 1976, ni la del 7 de febrero de 1977, hoy recurrida en ca-
sación, se explica en qué consistió la violación de las for-
mas que motivó la anulación de la sentencia del primer
grado y la avocación del fondo del asunto, lo que era im-
prescindible por tratarse de la aplicación de un texto de
orden público; que ambos fallos señalan que la anulación
se refiere a sus aspectos civiles, con lo cual se hace una
mala aplicación del artículo 215 del Código de Procedimien-
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te Criminal que sólo prevé anulación total de la sentencia
del primer grado y jamás anulación parcial; pero,

Considerando, que la sentencia de la Corte a-qua del
29 de octubre de 1976, que anuló las decisiones de Primera
Instancia de fechas 12 de septiembre de 1975 y 16 de marzo
de 1976, por violación de formas prescritas por la Ley a pe-
na de nulidad, evocó el fondo del asunto y ordenó el reen-
vío de la causa para una próxima audiencia, es definitiva
sobre un incidente, y por consiguiente, susceptible de ser
recurrida en casación; que al sólo interponerse recurso de
casación contra la sentencia del 7 de febrero de 1977, que
falló el fondo del asunto, dichos recurrentes no pueden vá-
lidamente, impugnar aquel fallo; en consecuencia, procede
desestimar los alegatos contenidos en el primer medio de
SU recurso;

Considerando, que, en apoyo de su segundo medio de
casación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue:
1) que según el artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil la redacción de las sentencias contendrán, entre otras
cosas, la exposición sumaria de los puntos de hechos y de
derecho, los fundamentos y el dispositivo; que la sentencia
objeto del presente recurso no contiene el dispositivo de la
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que la Corte pretende justificar la comprobación de los he-
chos con la manida frase de "que del estudio de las piezas
del expediente, de las declaraciones de las personas que
han significado conocer del hecho, se deja por establecido
lo siguiente"; que es obligación de todo tribunal indentificar
para cada hecho su medio de prueba y esto no lo hizo la
Corte a-qua, no identifica ningún testigo ni ninguna pieza;
pero,

Considerando, sobre el alegato 1), que, el artículo 141
del Código de Procedimiento Civil dispone que: "la redac-
ción de las sentencias contendrá los nombres de los Jueces,
del fiscal y de los abogados; los nombres, profesiones y do-
micilios de las partes; sus conclusiones, la exposición suma-
ria de los puntos de hecho y de derecho, los fundamentos
y el dispositivo"; que, obviamente, el aludido texto legal se
refiere al dispositivo de la sentencia dictada por el Tribu-
nal o Corte, no al dispositivo de la sentencia apelada; que
además, en la especie, al ser anuladas las sentencias del pri-
mer grado y al avocarse el fondo del asunto, la Corte a-gua
actuó como Tribunal de única instancia; sobre el alegato
2), que, a la audiencia celebrada por la Corte a-qua el 7 de
febrero de 1977 compareció el Dr. Gregorio de Jesús Ba-
tista y manifestó constituirse en representación del preve-
nido y civilmente responsable Pedro Antonio Lantigua y

de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., y a la vez concluyó
solicitando, entre otras cosas, "que la sentencia a intervenir
no le sea oponible en ningún aspecto a la Seguros Pepín,
S. A., en razón de que el reclamante era un pasajero que
no está garantizado por la Ley"; que, de lo transcrito se
evidencia que la Seguros Pepín, S. A., no presentó ante los
Jueces del fondo ningún alegato en el sentido indicado en
este alegato por lo que al ser presentado por primera vez
ante la Suprema Corte de Justicia, constituye un medio nue-
vo que, como tal, no puede ser admitido en casación; y, so-
bre el medio 3), que, al expresarse en el fallo impugnado
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"que del estudio de las piezas del expediente, de las decla-
raciones de las personas que han significado conocer del he-
cho se deja por establecido lo siguiente ...", dicho fallo está
al abrigo de toda crítica, pues tales comprobaciones consti-
tuyen, no una cuestión de derecho, sino de hecho, abando-
nada, por lo tanto, a la libre apreciación de los Jueces del
fondo; que, por todo lo expuesto, los tres alegatos conteni-
dos en el segundo medio del memorial de los recurrentes
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en el tercer medio de su memorial,
los recurrentes alegan, en síntesis, que, para enrostrar una
falta al inculpado Pedro Antonio Lantigua, la Corte a-qua,
tuvo que desnaturalizar sus conclusiones y dar motivos fal-
sos e insuficientes; que la Corte a-gua dice que el carro
marchaba a una velocidad excesiva, sobre todo por estar
la carretera en reparación, pero omite decir cuál era esa ve-
locidad; que la causa del accidente fue la rotura del eje
cadram tal como se comprobó desde la misma acta policial,
y lo que llevó al tribunal del primer grado a declarar que
el accidente se debió a un caso fortuito o de fuerza mayor;
que en ningún momento se admitió faltas del conductor;
pero,

Considerando, que la Corte a-gua, para declarar culpa-
ble del accidente al recurrente Pedro Antonio Lantigua y
fallar como lo hizo, dio por establecido: que el 22 de enero
de 1975, Pedro Antonio Lantigua conducía el carro de su
propiedad placa 1\19 211-752 de Sur a Norte por la Autopista
Duarte, tramo Bonao-La Vega, y al llegar al kilómetro 11,
sección de El Pino, sufrió una volcadura en la cual resultó
Emilio Antonio Guzmán, pasajero del vehículo, con lesio-
nes corporales curables después de 50 días; que la vía estaba
en mal estado, con lozas levantadas en razón de las repara-
ciones que se estaban realizando en la misma; que el carro
era conducido a una velocidad excesiva, sobre todo en una
carretera en reparación; que el vehículo chocó con una loza
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S. A., en razón de que el reclamante era un pasajero que
no está garantizado por la Ley"; que, de lo transcrito se
evidencia que la Seguros Pepín, S. A., no presentó ante los
Jueces del fondo ningún alegato en el sentido indicado en
este alegato por lo que al ser presentado por primera vez
ante la Suprema Corte de Justicia, constituye un medio nue-
vo que, como tal, no puede ser admitido en casación; y, so-
bre el medio 3), que, al expresarse en el fallo impugnado
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"que del estudio de las piezas del expediente, de las decla-
raciones de las personas que han significado conocer del he-
cho se deja por establecido lo siguiente ...", dicho fallo está
al abrigo de toda crítica, pues tales comprobaciones consti-
tuyen, no una cuestión de derecho, sino de hecho, abando-
nada, por lo tanto, a la libre apreciación de los Jueces del
fondo; que, por todo lo expuesto, los tres alegatos conteni-
dos en el segundo medio del memorial de los recurrentes
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en el tercer medio de su memorial,
los recurrentes alegan, en síntesis, que, para enrostrar una
falta al inculpado Pedro Antonio Lantigua, la Corte a-qua,
tuvo que desnaturalizar sus cono'usiones y dar motivos fal-
sos e insuficientes; que la Corte a-qua dice que el carro
marchaba a una velocidad excesiva, sobre todo por estar
la carretera en reparación, pero omite decir cuál era esa ve-
locidad; que la causa del accidente fue la rotura del eje
cadram tal como se comprobó desde la misma acta policial,
y lo que llevó al tribunal del primer grado a declarar que
el accidente se debió a un caso fortuito o de fuerza mayor;
que en ningún momento se admitió faltas del conductor;
pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpa-
ble del accidente al recurrente Pedro Antonio Lantigua y
fallar como lo hizo, dio por establecido: que el 22 de enero
de 1975, Pedro Antonio Lantigua conducía el carro de su
propiedad placa N9 211-752 de Sur a Norte por la Autopista
Duarte, tramo Bonao-La Vega, y al llegar al kilómetro 11,
sección de El Pino, sufrió una volcadura en la cual resultó
Emilio Antonio Guzmán, pasajero del vehículo, con lesio-
nes corporales curables después de 50 días; que la vía estaba
en mal estado, con lozas levantadas en razón de las repara-
ciones que se estaban realizando en la misma; que el carro
era conducido a una velocidad excesiva, sobre todo en una
carretera en reparación; que el vehículo chocó con una loza
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y se volcó; que no había ningún obstáculo que impidiera a
su conductor realizar cualquier maniobra para evitar el ac-
cidente, y que las faltas del, recurrente fueron las determi-
nantes del accidente; que, por todo lo expuesto, la sentencia
impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que
justifican su dispositivo, por consiguiente, el medio exami-
nado carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su cuarto y último medio, los re-
currentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la sentencia
recurrida constató que el lesionado iba como pasajero en el
vehículo manejado por Pedro Antonio Lantigua; que basado
en eso, la Seguros Pepín, S. A., concluyó solicitando que la
sentencia a intervenir no le fuera oponible a dicha compa-
ñía; que la Corte a-qua rechazó esa conclusión y declaró la
sentencia oponible a la Seguros Pepín, S. A, basada en el
artículo 68 de la Ley No. 126; que la situación del pasajero
ha sido establecida por la Ley No 359 que lo ha excluido del
Seguro Obligatorio; que por su sola condición de pasajero
no es beneficiario del Seguro Obligatorio; que el artículo
68 de la Ley No 126 lo que estipula es la inoponibilidad a
los terceros de las exclusiones de los riesgos consignados
en la Póliza, o sea las convenidas entre aseguradora y el
asegurado, las exclusiones contractuales, pero que, dicho ar-
tículo dejó intacta la Ley No 359, manteniéndose la exclu-
sión legal del pasajero; que por tanto, al declarar la senten-
cia oponible a la Seguros Pepín, S. A., la Corte a-qua ha in-
currido en los vicios que se enuncian en el medio que se
desenvuelve; pero,

Considerando, que, la Corte a-qua expresa, al respecto,
en el fallo impugnado lo siguiente: "que el señor Emilio An-
tonio Guzmán ha demostrado, también, tener calidad para
constituirse en parte civil contra la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., al ser aseguradora de las responsabilidades ci-
viles que puedan generar los daños morales y materiales
que ocasionara el vehículo propiedad de Pedro Antonio Lan-

tigua, asegurado con esa entidad comercial, por lo que pro-
cede  declarar común y oponible, con todas sus consecuencias
legales, la presente sentencia a la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., rechazando así, el ordinal segundo de sus con-
clusiones ante esta Corte, porque de acuerdo con el artículo
68 de la Ley No 126 de 1971, las conclusiones no serán opo-
nibles a terceros"; que la Suprema Corte de Justicia consi-
dera correcta la interpretación dada por la Corte a-gua al
referido texto legal; en consecuencia, procede desestimar el
cuarto y último medio de los recurrentes, por carecer de
fundamento;

En cuanto al recurso de Emilio Antonio Guzmán:

Considerando, que en sus tres medios de casación, que
r su relación se reúnen para su examen, el recurrente ale-

ga, en síntesis, lo que sigue: que conforme a las conclusio-
nes de la parte civil constituida la Corte a-gua fue puesta
en mora de pronunciarse acerca de la condenación a las
costas contra la Seguros Pepín, S. A., pero la sentencia re-
currida hace un rechazamiento indirecto al declarar la opo-
nibilidad de dicha sentencia contra tal entidad aseguradora
del pago de las costas; que la Corte a-qua no da motivos de
tal comportamiento; que al concluir la Seguros Pepín, S. A.,
de que la sentencia no le fuera oponible porque la parte ci-
vil era pasajero del vehículo asegurado cuando se produjo
el accidente; que al no ser acogida esa solilitud, la Seguros
Pepín, S. A., sucumbió y debió ser condenada al pago de las
costas, sobre todo teniendo en cuenta que dicha asegura-
dora asumió un rol contrario al interés de su asegurado
Pedro Antonio Lantigua, por lo que, la Corte a-gua violó
el artículo 130 del Código de Procedimiento Civil; que cuan-
do la aseguradora asume una postura que tienda a su propio
interés, debe ser condenada a las costas si sucumbe en sus
propósitos; que al no hacerlo así la Corte a-gua mal inter-
pretó el artículo 10 de la Ley No 4117 de 1955, por lo que
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cia oponible a la Seguros Pepín, S. A., la Corte a-qua ha in-
currido en los vicios que se enuncian en el medio que se
desenvuelve; pero,

Considerando, que, la Corte a-qua expresa, al respecto,
en el fallo impugnado lo siguiente: "que el señor Emilio An-
tonio Guzmán ha demostrado, también, tener calidad para
constituirse en parte civil contra la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., al ser aseguradora de las responsabilidades ci-
viles que puedan generar los daños morales y materiales
que ocasionara el vehículo propiedad de Pedro Antonio Lan-
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tigua, asegurado con esa entidad comercial, por lo que pro-
cede declarar común y oponible, con todas sus consecuencias
legales, la presente sentencia a la Compañía de Seguros Pe-
pin, S. A., rechazando asi, el ordinal segundo de sus con-
clusiones ante esta Corte, porque de acuerdo con el artículo
68 de la Ley N9 126 de 1971, las conclusiones no serán opo-
nibles a terceros"; que la Suprema Corte de Justicia consi-
dera correcta la interpretación dada por la Corte a-qua al
referido texto legal; en consecuencia, procede desestimar el
cuarto y último medio de los recurrentes, por carecer de
fundamento;

En cuanto al recurso de Emilio Antonio Guzmán:

i;	 Considerando, que en sus tres medios de casación, que
por su relación se reúnen para su examen, el recurrente ale-
ga, en síntesis, lo que sigue: que conforme a las conclusio-
nes de la parte civil constituida la Corte a-qua fue puesta
en mora de pronunciarse acerca de la condenación a las
costas contra la Seguros Pepin, S. A., pero la sentencia re-
currida hace un rechazamiento indirecto al declarar la opo-
nibilidad de dicha sentencia contra tal entidad aseguradora
del pago de las costas; que la Corte a-qua no da motivos de
tal comportamiento; que al concluir la Seguros Pepín, S. A.,
de que la sentencia no le fuera oponible porque la parte ci-
vil era pasajero del vehículo asegurado cuando se produjo
el accidente; que al no ser acogida esa solilitud, la Seguros
Pepín, S. A., sucumbió y debió ser condenada al pago de las
costas, sobre todo teniendo en cuenta que dicha asegura-
dora asumió un rol contrario al interés de su asegurado
Pedro Antonio Lantigua, por lo que, la Corte a-qua violó
el articulo 130 del Código de Procedimiento Civil; que cuan-
do ]a aseguradora asume una postura que tienda a su propio
interés, debe ser condenada a las costas si sucumbe en sus
propósitos; que al no hacerlo así la Corte a-qua mal inter-
pretó el artículo 10 de la Ley N9 4117 de 1955, por lo que
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procede casar en el aspecto a que se contrae el presente re-
curso la sentencia impugnada;

Considerando, que tal como lo alega el recurrente, la
Seguros Pepín, S. A., concluyó ante la Corte a-qua, solici-
tando que "la sentencia a intervenir no le sea oponible en
ningún aspecto a la Seguros Pepín, S. A., en razón de que
el reclamante era pasajero que no es tá garantizado por la
Ley"; que, en tales condiciones, la referida Compañía Ase-
guradora hizo alegatos que no son en provecho del asegu-
rado, sino solamente en su propio interés; en consecuencia,
la Corte a-qua hizo en la sentencia impugnada, una errónea
interpretación del artículo 10 de la Ley No. 4117, de 1955,
por lo que procede casar la sentencia impugnada solamente
en este aspecto;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Emilio Antonio Guzmán, en los recursos de casa-
ción interpuestos por Pedro Antonio Lantigua y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones co-
rreccionales, el 7 de febrero de 1977, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
Rechaza los referidos recursos; TERCERO: Casa la senten-
cia impugnada solamente en cuanto dejó de pronunciar con-
denaciones en costas contra la Compañía de Seguros Pe-
pm, S. A., y envía el asunto así delimitado, a la Corte de
Apelación de Santiago, en las mismas atribuciones; CUAR-
TO: Condena a Pedro Antonio Lantigua, al pago de las cos-
tas, y las distrae en provecho del Doctor Lorenzo E. Raposo
Jiménez, abogado del interviniente quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad, y las hace oponibles a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos de la
Póliza; QUINTO: Condena a la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., al pago de las costas y las distrae en provecho
del Doctor Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogado del recu-

rrente Emilio Antonio Guzmán, quien afirma estarlas avan-
zando en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras,— Joaquín Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

7t.e,
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1980 '

sentencia impugnada: Oírte de Apelación de La Vega, de fecha 8

de marzo de 1978. 	 it

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rafael L. Lantigua Paniagua Castillo, Ulises Ricardo
A., y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Gregorio de Js. Batista Gil.

InterYiniente: Rufo Reyes Domínguez.
Abogado: Dr. Ramón Hidalgo Aquino.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de Enero
del año 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rafael Leonidas Paniagua Castillo, dominicano,
mayor de edad, casado, chofer, domiciliado en la calle Ja-
cinto de la Concha No. 18 de esta ciudad, cédula No. 43745,
serie 31; Ulises Ricardo A., dominicano, mayor de edad. ca•
sado empleado privado, domiciliado en la calle Barahona

No. 187, de esta ciudad, cédula No. 9865, serie 48, y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., domiciliada en la
Avenida Independencia No. 201-1, de esta ciudad; contra la
sentenc ia de la Corte de.Apelación de La Vega, del 8 de
marzo de 1978, dictada en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Ramón
Hidalgo Aquino, cédula No. 41803, serie 31, abogado del in-
terviniente, Rufo Reyes Domínguez, dominicano, mayor de
edad, soltero, empleado privado, domiciliado en la calle
Sánchez No. 31, de Santo Domingo, cédula No. 4835, serie 39;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

. Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, el 9 de marzo de 1978, a requerimiento del
Dr. Gregorio de Jesús Batista, a nombre de los recurrentes,
en la que no se indica ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial del 21 de mayo de 1979, suscrito por
el Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cédula No. 29612, serie
47, abogado de los recurrentes, en el cual se proponen los
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial del 21 de mayo de 1979, firmado por
el abogado del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código
Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo

itj
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Sánchez No. 31, de Santo Domingo, cédula No. 4835, serie 39;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, el 9 de marzo de 1978, a requerimiento del
Dr. Gregorio de Jesús Batista, a nombre de los recurrentes,
en la que no se indica ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial del 21 de mayo de 1979, suscrito por
el Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, cédula No. 29612, serie
47, abogado de los recurrentes, en el cual se proponen los
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial del 21 de mayo de 1979, firmado por
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de un accidente de tránsito ocurrido el 21 de marzo de 1976,
en la autopista Duarte, en el que resultaron varias personas
lesionadas, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó el 18
de mayo de 1977, una sentencia en sus atribuciones corree-
cionales. cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó el fallo
ahora impugnado, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos, en la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por el prevenido Rafael
Leonidas Paniagua C., la persona civilmente responsable
Ulises Ricardo A., y la Compañía Dominicana de Seguros.
C. por A., (SEDOMCA), contra sentencia correccional No.

459, de fecha 18 de mayo de 1977, dictada por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Vega, la cual tiene el dispositivo siguiente:
"Falla: Primero: Se ratifica el defecto pronunciado en au-
diencia en contra de Rafael Rodríguez Espinal, Ulises Ri-
cardo y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(SEDOMCA); Segundo: Se declara culpable al nombrado
Rafael Leonidas Paniagua Castillo, inculpado de violación
a la Ley No. 241, en perjuicio del que en vida se llamó Rufo
Reyes y en consecuencia se le condena al pago de una multa
de RD$25.00, acogiendo a su favor circunstancias atenuan-
tes; Tercero: Se le condena además al pago de las costas
penales; Cuarto: Se descarga a los nombrados Rufo Reyes
Domínguez y Rafael Rodríguez Espinal del hecho que se le
imputa por insuficiencias de pruebas y se les declaran las
costas de oficio; Quinto: Se acoge como buena y válida la
constitución en parte civil intentada por los señores Eloísa
Rodríguez Vda. Reyes, Luis Alberto Reyes, Carlos Santiago
Reyes Domínguez, Julio Reyes Domínguez, Ercilia Reyes
Domínguez, José Leopoldo Reyes Domínguez, Octavio Mi-
guel Reyes Domínguez, Francisco Raposo y Margaret (Mau-
ra) Concepción Raposo, al través de los Dres. Ramón Hidal-
go Aquino y Ana Julia Castillo G., en_ contra de Rafael L.
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parnagua y Ulises Ricardo por ser regular en la forma y
admisible en el fondo; Sexto: Condena a Rafael L. Paniagua
Castil lo y a Ulises Ricardo, al pago solidario de una indem-
nización de RD$3,000.00 en favor de Eloida Rodríguez Vda.
Reyes; una indemnización de RDS700.00 en favor de Luis
Alberto Reyes Domínguez; una indemnización de RD$700.-
00 en favor de Carlos Santiago Reyes Domínguez; una in-
demnización de RD$700.00 en favor de Julio Antonio Reyes
Domínguez; una indemnización de RDS700.00 en favor de
Socorro Eloísa Reyes Domínguez; una indemnización de
RD$700.00 en favor de Oneida Altagracia Reyes Domínguez;
una indemnización de RDS700.00 en favor de Ercilia Reyes
Domínguez; una indemnización de RD$700.00 en favor de
José Leopoldo Reyes Domínguez; una indemnización de
RD$700.00 en favor de Octavio Miguel Reyes Domínguez;
una indemnización de RD$1,000.00 en favor de Francisca
Raposo; una indemnización de RDS400.00 en favor de Mar-
garet (Maura) Concepción Raposo; como justa reparación
de los daños materiales que le causaron; Séptimo: Se con-
dena a los nombrados Rafael Leonidas Paniagua y Ulises
Ricardo al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Ramón Hidalgo Aquino y
Ana Julia Castillo, quienes afirman haberlas avanzado en
su mayor parte; Nolkno: Se rechaza la parte civil intentada
por Rafael Leonidas Paniagua en contra de Rufo Reyes, por
improcedente y mal fundada y se le condena al pago de las
costas civiles; Décimo: La presente sentencia es común y
oponible a la Compañía de Seguros Dominicana de Seguros,
C. por A."; por haber sido hecho de conformidad con la
Ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido
Rafael Leonidas Paniagua C.. por no haber comparecido,
no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Con-
firma la decisión recurrida, los Ordinales Segundo, Quinto
Y Sexto, corrigiendo en éste el nombre Eloida Rodríguez
Vda. Reyes, por el de Eloísa Domínguez Vda. Reyes que es
lo correcto; Séptimo y Décimo; CUARTO: Condena al pre-
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de un accidente de tránsito ocurrido el 21 de marzo de 1976,
en la autopista Duarte, en el que resultaron varias personas
lesionadas, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó el 18
de mayo de 1977, una sentencia en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó el fallo
ahora impugnado, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos, en la forma, los re
cursos de apelación interpuestos por el prevenido Rafael
Leonidas Paniagua C., la persona civilmente responsable
Ulises Ricardo A., y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., (SEDOMCA), contra sentencia correccional No.
459, de fecha 18 de mayo de 1977, dictada por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Vega, la cual tiene el dispositivo siguiente:
"Falla: Primero: Se ratifica el defecto pronunciado en au-
diencia en contra de Rafael Rodríguez Espinal, Ulises Ri-
cardo y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,

(SEDOMCA); Segundo: Se declara culpable al nombrado
Rafael Leonidas Paniagua Castillo, inculpado de violación
a la Ley No. 241, en perjuicio del que en vida se llamó Rufo
Reyes y en consecuencia se le condena al pago de una multa
de RD$25.00, acogiendo a su favor circunstancias atenuan-
tes; Tercero: Se le condena además al pago de las costas
penales; Cuarto: Se descarga a los nombrados Rufo Reyes
Domínguez y Rafael Rodríguez Espinal del hecho que se le
imputa por insuficiencias de pruebas y se les declaran las
costas de oficio; Quinto: Se acoge como buena y válida la
constitución en parte civil intentada por los señores Eloísa
Rodríguez Vda. Reyes, Luis Alberto Reyes, Carlos Santiago
Reyes Domínguez, Julio Reyes Domínguez, Ercilia Reyes
Domínguez, José Leopoldo Reyes Domínguez, Octavio Mi-
guel Reyes Domínguez, Francisco Raposo y Margaret (Mau-
ra) Concepción Raposo, al través de los Dres. Ramón Hidal-
go Aquino y Ana Julia Castillo G., en, contra de Rafael L.

paniagua y Ulises Ricardo por ser regular en la forma y
admisible en el fondo; Sexto: Condena a Rafael L. Paniagua
Castillo y a Ulises Ricardo, al pago solidario de una indem-
nización de RD$3,000.00 en favor de Eloida Rodríguez Vda.
Reyes; una indemnización de RDS700.00 en favor de Luis
Alberto Reyes Domínguez; una indemnización de RD$700.-
00 en favor de Carlos Santiago Reyes Domínguez; una in-
demnización de RD$700.00 en favor de Julio Antonio Reyes
Domínguez; una indemnización de RDS700.00 en favor de
Socorro Eloísa Reyes Domínguez; una indemnización de
RD$700.00 en favor de Oneida Altagracia Reyes Domínguez;
una indemnización de RD$700.00 en favor de Ercilia Reyes
Domínguez; una indemnización de RD$700.00 en favor de
José Leopoldo Reyes Domínguez; una indemnización de
RD$700.00 en favor de Octavio Miguel Reyes Domínguez;
una indemnización de RD$1,000.00 en favor de Francisca
Raposo; una indemnización de RD$400.00 en favor de Mar-
garet (Maura) Concepción Raposo; como justa reparación
de los daños materiales que le causaron; Séptimo: Se con-
dena a los nombrados Rafael Leonidas Paniagua y Ulises
Ricardo al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Ramón Hidalgo Aquino y
Ana Julia Castillo, quienes afirman haberlas avanzado en
su mayor parte; NosTeno: Se rechaza la parte civil intentada
por Rafael Leonidas Paniagua en contra de Rufo Reyes, por
improcedente y mal fundada y se le condena al pago de las
costas civiles; Décimo: La presente sentencia es común y
oponible a la Compañía de Seguros Dominicana de Seguros,
C. por A."; por haber sido hecho de conformidad con la
Ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido
Ra fael Leonidas Paniagua C., por no haber comparecido,
no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Con-
firma la decisión recurrida, los Ordinales Segundo, Quinto
Y Sexto, corrigiendo en éste el nombre Eloida Rodríguez
Vda. Reyes, por el de Eloísa Domínguez Vda. Reyes que es
10 correcto; Séptimo y Décimo; CUARTO: Condena al pre-
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venido Rafael Leonidas Paniagua C., al pago de las cosas
penales de esta alzada y condena a éste juntamente con la
persona civilmente responsable Ulises Ricardo A., al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en favor
del Dr. Ramón Hidalgo Aquino y la Dra. Ana Julia Castillo
Grullón, quienes afirman haberlas avanzado en su to tali-
dad";

Considerando, que los recurrentes proponen los si-
guientes medios de casación: Primer Medio: Falta de base
legal y de motivos; Segundo Medio: Desnaturalización de
las declaraciones; Falta de base legal; Tercer Medio: Viola-
ción del artículo 155 del Código de Procedimiento Criminal;

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis,
en sus tres medios: lro. que la sentencia de la Corte de Ape-
lación de La Vega, carece de base legal y por la misma cau-
sa de motivos; que en efecto, ella hace suyas un total de
once indemnizaciones, y no indica la razón por la cual éstas
indemnizaciones son acordadas, pues ni siquiera señala qué
proporción guardan esas indemnizaciones, con los posibles
daños recibidos por los beneficiarios con esas sumas; que
la Corte no señala la razón por la cual otorga las indemni-
zaciones de tantas personas con RDS700.00, pues no dice en
ninguna de sus consideraciones, las lesiones recibidas por
esos reclamantes; que la Corte debió indicar la diferencia
del monto de cada indemnización, lo que no hizo; que la
Corte debió indicar cuáles fueron los golpes recibidos por
cada reclamante; y debió también indicar la dirección de
!os vehículos; 2do. que la Corte desnaturaliza las declara-
ciones vertidas en juicio, y ofrece falsos motivos, pues el
vehículo conducido por Rafael Leonidas Paniagua no obs•
tante circular tras el de Rafael Rodríguez Espinal, nunca
chocó con ese vehículo; que en consecuencia la Corte a-qua
ha desnaturalizado las declaraciones del proceso y por tanto
ha ofrecido falsos motivos; 3ro. que la Corte de que se trata
ha violado el artículo 155 del Código de Procedimiento Cid'

mina], pues acogió todos los motivos del primer grado y en
éste no se tomó en cuenta lo previsto por el señalado ar-

t y tampoco la Corte observó esos requisitos; que allí
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testigos; que la Corte dice haber leído tanto las de-
claraciones de Adalgisa Medina Cruz, como las del preve-
nido Paniagua, pero no las transcribe; que allí no se hab'ó
de un tractor que transitaba delante del vehículo conducido
por Espinal, sino de un tractor que estaba en el paseo y sa-
lió de improviso a la pista; que por todo cuanto se ha ex-
puesto, la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que los Jueces del fondo, mediante la
ponderación de los elementos de juicio regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, para declarar que
el accidente se debió a falta exclusiva del prevenido recu-
rrente, dieron por establecido lo siguiente: a) que el 21 de
marzo de 1976, mientras Rafael Rodríguez Espinal conducía
un carro Peugeot, placa pública No. 218-391, de Sur a Norte
por la Autopista Duarte, kilómetro 91, fue chocado por de-
trás por el carro Chevrolet, placa No. 203-314, conducido por
Rafael Leonidas Paniagua, que iba en la misma dirección;
que al mismo tiempo chocó con el carro Volkswagen, placa
privada No. 107-461, guiado por Rufo Reyes Domínguez, que
transitaba en dirección contraria resultando varias personas
lesionadas, entre otras: Rufo L. Reyes, que murió a conse-
cuencia de los golpes; Francisco Raposo, con golpes y heri-
edaosneceuraibóln Raposo, conde 90 días y antes de 120; Margaret
Concepción 	 con golpes y heridas curables después
de 20 días y antes de 30; Rufo Reyes Domínguez, con lesio-
nes curables después de 30 días y antes de 40; b) que de-
lante de Rodríguez Espinal y por el paseo iba un tractor;
e) que al ver que este último vehículo pasó al pavimento
Espinal le tocó bocina, y el tractorista en vez de ir nueva-

tr
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venido Rafael Leonidas Paniagua C., al pago de las costas
penales de esta alzada y condena a éste juntamente con la
persona civilmente responsable Ulises Ricardo A., al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en favor
del Dr. Ramón Hidalgo Aquino y la Dra. Ana Julia Castillo
Grullón, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad";

Considerando, que los recurrentes proponen los si-
guientes medios de casación: Primer Medio: Falta de base
legal y de motivos; Segundo Medio: Desnaturalización de
las declaraciones; Falta de base legal; Tercer Medio: Viola-
ción del artículo 155 del Código de Procedimiento Criminal;

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis,
en sus tres medios: 1ro. que la sentencia de la Corte de Ape-
lación de La Vega, carece de base legal y por la misma cau-
sa de motivos; que en efecto, ella hace suyas un total de
once indemnizaciones, y no indica la razón por la cual éstas
indemnizaciones son acordadas, pues ni siquiera señala qué
proporción guardan esas indemnizaciones, con los posibles
daños recibidos por los beneficiarios con esas sumas; que
la Corte no señala la razón por la cual otorga las indemni-
zaciones de tantas personas con RD$700.00, pues no dice en
ninguna de sus consideraciones, las lesiones recibidas por
esos reclamantes; que la Corte debió indicar la diferencia
del monto de cada indemnización, lo que no hizo; que la
Corte debió indicar cuáles fueron los golpes recibidos por
cada reclamante; y debió también indicar la dirección de
!os vehículos; 2do. que la Corte desnaturaliza las declara-
ciones vertidas en juicio, y ofrece falsos motivos, pues el
vehículo conducido por Rafael Leonidas Paniagua no obs-
tante circular tras el de Rafael Rodríguez Espinal, nunca
chocó con ese vehículo; que en consecuencia la Corte a-qua
ha desnaturalizado las declaraciones del proceso y por tanto
ha ofrecido falsos motivos; 3ro. que la Corte de que se trata
ha violado el artículo 155 del Código de Procedimiento Cri'

mirla], pues acogió todos los motivos del primer grado y en
éste no se tomó en cuenta lo previsto por el señalado ar-
tículo y tampoco la Corte observó esos requisitos; que allí
no figuran ninguna de las indicaciones útiles al caso; que
la Corte debió haber ofrecido por lo menos, la parte más
sustancial de las declaraciones tanto de los prevenidos como
de los testigos; que la Corte dice haber leído tanto las de-
claraciones de Adalgisa Medina Cruz, como las del preve-
nido Paniagua, pero no las transcribe; que allí no se hab'ó
de un tractor que transitaba delante del vehículo conducido
por Espinal, sino de un tractor que estaba en el paseo y sa-
lió de improviso a la pista; que por todo cuanto se ha ex-
puesto, la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que los Jueces del fondo, mediante la
ponderación de los elementos de juicio regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, para declarar que
el accidente se debió a falta exclusiva del prevenido recu-
rrente, dieron por establecido lo siguiente: a) que el 21 de
marzo de 1976, mientras Rafael Rodríguez Espinal conducía
un carro Peugeot, placa pública No. 218-391, de Sur a Norte
por la Autopista Duarte, kilómetro 91, fue chocado por de-
trás por el carro Chevrolet, placa No. 203-314, conducido por
Rafael Leonidas Paniagua, que iba en la misma dirección;
que al mismo tiempo chocó con el carro Volkswagen, placa
privada No. 107-461, guiado por Rufo Reyes Domínguez, que
transitaba en dirección contraria resultando varias personas
lesionadas, entre otras: Rufo L. Reyes, que murió a conse-
cuencia de los golpes; Francisco Raposo, con golpes y heri-
das curables después de 90 días y antes de 120; Margaret
Concepción Raposo, con golpes y heridas curables después
de 20 días y antes de 30: Rufo Reyes Domínguez, con lesio-
nes curables después de 30 días y antes de 40; b) que de-
lante de Rodríguez Espinal y por el paseo iba un tractor;
e) que al ver que este último vehículo pasó al pavimento
Espinal le tocó bocina, y el tractorista en vez de ir nueva-
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mente al paseo redujo velocidad por lo que Espinal tuvo
que frenar su vehículo, y Paniagua en ese momento quiso
rebasar a éste para evitar chocarle produciéndose la doble
colisión, primero con Espinal y segundo con Rufo Reyes
Domínguez que transitaba en dirección contraria por o
otro carril; d) que el tramo donde ocurrió el accidente es
recto; e) que el carro conducido por Rufo Reyes Dandi'.
guez, con el impacto, quedó completamente a su derecha y

por los desperfectos del mismo se establece que fue choca;
do a su derecha, o sea que su vía fue invadida por Paniagua;
f) que por lo supuesto, al no ejecutar Paniagua ninguna de
las medidas previstas por la Ley y sus Reglamentos, prin-
cipalmente al conducir en forma torpe y atolondrada, abar-
cando una vía que no le correspondía, y habiendo observado,
como él mismo lo declara un tractor en un tramo recto, que
iba delante a una distancia de 300 metros, debió reducir la
velocidad de su vehículo y aún pararse, para evitar el ac-
cidente y no debió tratar de rebasar, e ir demasiado cerca
del que le precedía;

Considerando, que por todo cuanto se ha transcrito se
pone de manifiesto que la Corte a-qua sin incurrir en des-
naturalización alguna dio motivos de hecho y de derecho
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo; que
respecto de las indemnizaciones acordadas, en la sentencia
impugnada consta la magnitud de las lesiones sufridas por
los agraviados y las respectivas sumas acordadas a cada una
de éstas, sin que su monto sea irrazonable; por todo lo cual,
los medios examinados carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de causar la muerte a una persona involunta-
riamente, con el manejo de un vehículo de motor, previsto
por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito
y Vehículos y sancionado por ese mismo texto legal en su
inciso 1, con las penas de dos a cinco años de prisión y

nafta de RD$500.00 a RD$2,000.00 si el accidente ocasiona
la muerte a una persona, como sucedió en la especie; que
al condenar al prevenido recurrente a una multa de RD$-
25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido causó daños y perjui-
cios a las partes civiles constituidas, que apreció soberana-
mente en fas sumas de RD$3,000.00 a favor de Eloísa Ro-
dríguez Vda. Reyes; RD$700.00 a Luis Alberto Reyes Do-
mínguez; RD$700.00, a Carlos Santiago Reyes Dotriinguez;
RDS700.00, a Julio Antonio Reyes Domínguez; RD$700.00 a
Eloísa Reyes Domínguez; RD$700.00 a Oneida Altagracia
Reyes Domínguez; RD$700.00 a Ercilia Reyes Domínguez;
RDS700.00 a José Leopoldo Reyes Domínguez; RD$700.00,
a Octavio Miguel Reyes Domínguez; RD$1,000.00, a Fran-
cisca Raposo; RD$400.00, a Margaret (Maura) Concepción
Raposo; y los intereses legales a partir de la demanda para
cada una de estas sumas; que al condenar al prevenido Ra-
fael Leonidas Paniagua C., y a Ulises Ricardo A., puesto en
causa como persona civilmente responsable, al pago de esas
sumas, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y del 1 y 10 de la
Ley sobre Seguro Obligatorio de Verículos de motor, al de-
clarar oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., las condenaciones civiles impuestas a Ulises Ricar-
do A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo concerniente al prevenido recu-
rrente, no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, en cuanto al interviniente Rufo Reyes
Domínguez, éste fue descargado de toda responsabilidad
penal y civil y no hay ningún recurso del Ministerio Pú-
blico contra la sentencia impugnada, por lo que dicho in-
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mente al paseo redujo velocidad por lo que Espinal tuvo
que frenar su vehículo, y Paniagua en ese momento quiso
rebasar a éste para evitar chocarle produciéndose la doble
colisión, primero con Espinal y segundo con Rufo Reyes
Domínguez que transitaba en dirección contraria por el
otro carril; d) que el tramo donde ocurrió el accidente es
recto; e) que el carro conducido por Rufo Reyes Don-lín.
guez, con el impacto, quedó completamente a su derecha y
por los desperfectos del mismo se establece que fue choca.
do a su derecha, o sea que su vía fue invadida por Paniagua;
f) que por lo supuesto, al no ejecutar Paniagua ninguna de
las medidas previstas por la Ley y sus Reglamentos, prin-
cipalmente al conducir en forma torpe y atolondrada, abar-
cando una vía que no le correspondía, y habiendo observado,
como él mismo lo declara un tractor en un tramo recto, que
iba delante a una distancia de 300 metros, debió reducir la
velocidad de su vehículo y aún pararse, para evitar el ac-
cidente y no debió tratar de rebasar, e ir demasiado cerca
del que le precedía;

Considerando, que por todo cuanto se ha transcrito se
pone de manifiesto que la Corte a-qua sin incurrir en des-
naturalización alguna dio motivos de hecho y de derecho
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo; que
respecto de las indemnizaciones acordadas, en la sentencia
impugnada consta la magnitud de las lesiones sufridas por
los agraviados y las respectivas sumas acordadas a cada una
de éstas, sin que su monto sea irrazonable; por todo lo cual.
los medios examinados carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos configu•
ran el delito de causar la muerte a una persona involunta-
riamente, con el manejo de un vehículo de motor, previsto
por el artículo 99 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito
y Vehículos y sancionado por ese mismo texto legal en su
inciso 1, con las penas de dos a cinco años de prisión Y

multa de RD$500.00 a RD$2,000.00 si el accidente ocasiona
la muerte a una persona, como sucedió en la especie; que

` ..al condenar al prevenido recurrente a una Multa de R13$-

: s2a5nlictón ajustada a la Ley;
acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una
1• 

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido causó daños y perjui-
cios a las partes civiles constituidas, que apreció soberana-
mente en fas sumas de RD$3,000.00 a favor de Eloísa Ro-
dríguez Vda. Reyes; RD$700.00 a Luis Alberto Reyes Do-
mínguez; RD$700.00, a Carlos Santiago Reyes Domínguez;
RD$700.00, a Julio Antonio Reyes Domínguez; RD$700.00 a
Eloísa Reyes Domínguez; RD$700.00 a Oncida Altagracia
Reyes Domínguez; RD$700.00 a Ercilia Reyes Domínguez;
RD$700.00 a José Leopoldo Reyes Domínguez; RD$700.00,
a Octavio Miguel Reyes Domínguez; RD$1,000.00, a Fran-
cisca Raposo; RD$900.00, a Margaret (Maura) Concepción
Raposo; y los intereses legales a partir de la demanda para
cada una de estas sumas; que al condenar al prevenido Ra-
fael Leonidas Paniagua C., y a Ulises Ricardo A., puesto en
causa como persona civilmente responsable, al pago de esas
sumas, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 y 1389 del Código Civil, y del 1 y 10 de la
Ley sobre Seguro Obligatorio de Verículos de motor, al de-
clarar oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., las condenaciones civiles impuestas a Ulises Ricar-
do A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo concerniente al prevenido recu-
rrente, no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, en cuanto al interviniente Rufo Reyes
Domínguez, éste fue descargado de toda responsabilidad
penal y civil y no hay ningún recurso del Ministerio Pú-
blico contra la sentencia impugnada, por lo que dicho in-



terviniente carece de interés en el caso; en consecuencia la
indicada intervención se desestima;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Rafael Leonidas Paniagua Casti-
llo, Ulises Ricardo A., y la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., contra la sentencia de la Corte de Apelación
de La Vega, del 8 de marzo de 1978, dictada en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo; y SEGUNDO: Condena al pre-
venido Rafael Leonidas Paniagua Castillo, al pago de las
costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.-- Miguel
Jacobo. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) :Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
5 de Agosto de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrentes: Tomás R. Polanco, Mario Ant. Bautista Abréu y Cía.
de Seguros, Pepin, S. A.

Intervinientes: Carmen Núñez y compartes; Alejandro Amancio
Amézquita Diloné y compartes.

Abogados: de Carmen Núñez y compartes: Dres. Amado T. Martí-
nez Franco y Manuel R. García Lizardo; de Alejandro
Amancio Amézquita Dil nné y compartes: Dr. Clyde Eu-
genio Rosario.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco E l pidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista' Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de Enero del año 1980,
años 136' de la Independencia y 117' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los .recursos de casación interpuestos por Tomás
Rigoberto Polanco, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula No. 410, serie 95; Mario Antonio Bautista Abreu,

t

136	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 137



BOLETIN JUDICIAL	 137136	 BOLETIN JUDICIAL
•••

terviniente carece de interés en el caso; en consecuencia la
indicada intervención se desestima;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Rafael Leonidas Paniagua Casti-
llo, Ulises Ricardo A., y la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., contra la sentencia de la Corte de Apelación
de La Vega, del 8 de marzo de 1978, dictada en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo; y SEGUNDO: Condena al pre-
venido Rafael Leonidas Paniagua Castillo, al pago de las
costas penales.

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) :Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
5 de Agosto de 1977.

materia: Correccional.

Recurrentes: Tomás R. Polanco, Mario Ant. Bautista Abréu y Cía.
de Seguros, Pepín, S. A.

Intervinientes: Carmen Núñez y compartes; Alejandro Amando
Amézquita Diloné y compartes.

Abogados : de Carmen Núñez y compartes: Dres. Amado T. Martí-
nez Franco y Manuel R. García Lizardo; de Alejandro
Amando Amézquita Diloné y compartes: Dr. Clyde Eu-
genio Rosario.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista» Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de Enero del año 1980,
años 136' de la Independencia y 117' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Tomás
Rigoberto Polanco, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer , cédula No. 410, serie 95; Mario Antonio Bautista Abréu,

1
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dominicano, mayor de edad, cédula No. 45631, serie 54, do-
miciliados uno y otro en el Municipio de Moca; y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., con su domicilio social en
esta ciudad; contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de La Vega, el 5
de agosto de 1957, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel Rafael García Lizardo, cédula No.:

12718, serie 54, por sí y por el Dr. Amado Toribio Martínez
Franco, cédula No. 25774, serie 54, abogados de las intervi-
nientes Carmen Núñez y María del Carmen García, cédu-
las Nos. 39571 y 15428, serie 54, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula No.
7769, serie 39, a nombre del Dr. Clyde Eugenio Rosario, cé-
dula No. 47910, serie 35, abogado de los intervinientes Aman-
do Amézquita Diloné, Martha Genara Amézquita Diloné,
Primitiva Amézquita Diloné y Saltustriano Amézquita Di-
loné, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua el 9 de agosto de 1977, a requerimiento
del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, acta en la que no se
propone ningún medio determinado de casación;

Vistos los escritos de los intervinientes, de fecha 27 de
enero de 1978, suscritos por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y
1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 15
de enero de 1976, en Estancia Nueva-Abajo, Municipio de
Moca, en el cual una persona resultó muerta y otras dos
lesionadas corporalmente, el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Espaillat, dictó el 24 de mayo de
1976, en atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se transcribe en el de la ahora impugnada; y b)
que sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación
de La Vega dictó el 5 de agosto de 1977, el fallo ahora im-
pugnado en casación, del que es el siguiente dispositivo:
"FALLA PRIMERO: Declara regulares y válidos, en la
forma, los recursos de apelación interpuestos por el preve-
nido Tomás Rigoberto Polanco Taveras, la persona civil-
mente responsable Mario Antonio Bautista Abréu y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia correccio-
nal No. 236, de fecha 24 de mayo de 1976, dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Es-
paillat, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: que debe declarar, como al efecto declara al nombra-
do Tomás R. Polanco Taveras, de generales anotadas, cul-
pable de violar las disposiciones de los artículos 49, acápite
(1) y 50 letra (a) de la Ley No. 241, sobre Tránsito y Ve-
hículos y en consecuencia se condena al pago de una multa
de RD$200.00 (Dos cientos Pesos Oro), acogiendo a su fa-
vor circunstancias atenuantes; Segundo: Que debe condenar
como al efecto condena al señor Tomás R. Polanco Taveras,
al pago de las costas; Tercero: En cuanto a la forma se de-
clara regular y válida la constitución en parte civil hecha
por los señores Alejandro Amancio Amézquita Diloné, Mar-
tha Genara Amézquita, Primitiva del Carmen García, en
contra de Tomás R. Polanco Taveras, Mario Antonio Bau-
tista Abréu y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., a tra-
vés de sus abogados constituidos Dres. Clyde Eugenio Ro-
sario y Amado Toribio Martínez Franco, por haber sido
realizada de acuerdo a las formalidades legales; Cuarto: Se
condena a los señores Tomás Rigoberto Polanco Taveras y
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dominicano, mayor de edad, cédula No. 45631, serie 54, do.
miciliados uno y otro en el Municipio de Moca; y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., con su domicilio social en
esta ciudad; contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de La Vega, el 5
de agosto de 1957, cuyo dispositivo se copia más adelante:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel Rafael García Lizardo, cédula No.

12718, serie 54, por sí y por el Dr. Amado Toribio Martínez
Franco, cédula No. 25774, serie 54, abogados de las intervi-
nientes Carmen Núñez y María del Carmen García, cédu-
las Nos. 39571 y 15428, serie 54, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula No.
7769, serie 39, a nombre del Dr. Clyde Eugenio Rosario, cé-
dula No. 47910, serie 35, abogado de los intervinientes Aman-
cio Amézquita Diloné, Martha Genara Amézquita Diloné,
Primitiva Amézquita Diloné y Saltustriano Amézquita Di-
loné, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua el 9 de agosto de 1977, a requerimiento
del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, acta en la que no se
propone ningún medio determinado de casación;

Vistos los escritos de los intervinientes, de fecha 27 de
enero de 1978, suscritos por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y
1. 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 15
de enero de 1976, en Estancia Nueva-Abajo, Municipio de
Moca, en el cual una persona resultó muerta y otras dos
lesionadas corporalmente, el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Espaillat, dictó el 24 de mayo de
1976, en atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se transcribe en el de la ahora impugnada; y b)
que sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación
de La Vega dictó el 5 de agosto de 1977, el fallo ahora im-
pugnado en casación, del que es el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en la
forma. los recursos de apelación interpuestos por el preve-
nido Tomás Rigoberto Polanco Taveras, la persona civil-
mente responsable Mario Antonio Bautista Abréu y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia correccio-
nal No. 236, de fecha 24 de mayo de 1976, dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Es-
paillat, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: que debe declarar, como al efecto declara al nombra-
do Tomás R. Polanco Taveras, de generales anotadas, cul-
pable de violar las disposiciones de los artículos 49, acápite
(1) y 50 letra (a) de la Ley No. 241, sobre Tránsito y Ve-
hículos y en consecuencia se condena al pago de una multa
de RD$200.00 (Dos cientos Pesos Oro), acogiendo a su fa-
vor circunstancias atenuantes; Segundo: Que debe condenar
como al efecto condena al señor Tomás R. Polanco Taveras,
al pago de las costas; Tercero: En cuanto a la forma se de-
clara regular y válida la constitución en parte civil hecha
por los señores Alejandro Amancio Amézquita Diloné, Mar-
tha Genara Amézquita, Primitiva del Carmen García, en
contra de Tomás R. Polanco Taveras, Mario Antonio Bau-
tista Abréu y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., a tra-
vés de sus abogados constituidos Dres. Clyde Eugenio Ro-
sario y Amado Toribio Martínez Franco, por haber sido
realizada de acuerdo a las formalidades legales; Cuarto: Se
condena a los señores Tomás Rigoberto Polanco Taveras y
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Mario Antonio Bautista Abréu, al pago de las sumas de
RD$4,000.00 (Cuatro Mil Pesos Oro) en favor de los señores
Alejandro Amancio Amézquita, Martha Genara, Primitiva
y Satustriano Alberto Amézquita Diloné; y RD$500.00 (qui-
nientos pesos oro) en favor de la señora Carmen Núñez y
RD$500.00 (quinientos pesos oro) en favor de María del
Carmen García; Quinto: Se condenan a los señores Tomás
R. Polanco Taveras y Mario Antonio Bautista Abréu, al pa-
go de los intereses legales de dicha suma a partir de la de-
manda en justicia; Sexto: Se condena a los señores Tomás
R. Polanco Taveras y Mario Antonio Bautista Abréu, al pa-
go de las costas civiles con distracción de las mismas en
favor de los Dres. Clyde Eugenio Rosario y Amado Toribio
Martínez Franco, abogados quienes afirman estarlas avan-
zando en su tota'idad; Séptimo: Se declara esta sentencia
común y oponible y ejecutoria a la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., con todas sus consecuencias legales"; por ha-
ber sido hechas conforme a los preceptos legales; SEGUN-
DO: Pronuncia el defecto contra la persona civilmente res-
ponsable Mario Antonio Bautista Abréu por no haber com-
parecido, no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Confirma de la decisión recurrida los ordinales,
Primero, a excepción en éste de la multa impuesta la que
se modifica y fija en RDS100.00 (Cien Pesos Oro); Tercero,
Cuarto y Quinto, y confirma, además al Séptimo: CUARTO:
Condena al prevenido Tomás Rigoberto Polanco Taveras,
al pago de las costas penales de esta alzada, y a éste junta-
mente con la persona civilmente responsable Mario Anto-
nio Bautista Abréu, al pago de las costas civiles, ordenando
su distracción en provecho de los Dres. Clyde Eugenio Ro-
sario y Amado Toribio Martínez F., respectivamente, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que de acuerdo con el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o
por la persona puesta en causa como civilmente responsa-
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ble, lo cual se extiende a la entidad aseguradora, el depó-
sito de un memorial con la exposición de los medios en que
se funda será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha
motivado el recurso en la declaración correspondiente; que
por lo tanto procede declarar nulos los recursos de la per-
sona puesta en causa como civilmente responsable, así co-
mo de la Compañía Aseguradora de su responsabilidad ci-
vil, por no haber dado cumplimiento a los requisitos del
artículo arriba mencionado, de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

En cuanto al recurso del prevenido:

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar la cul-
pabilidad del prevenido recurrente y fallar como lo hizo,
dio por establecido mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio sometidos en la instrucción de la causa: a) que
la noche del 15 de enero de 1975, el prevenido recurrente,
Tomás Rigoberto Polanco Taveras, conducía de Sur a Nor-
te. por la carretera Moca-Santiago, el automóvil placa pú-
blica No. 215-267, propiedad de Mario Antonio Baista, con
póliza A-24551-8, de la Compañía de Seguros Pepín, S. A.;
b) que al llegar a Estancia Nueva-Abajo, zona Sub-Urbana
de Moca, lugar en que la carretera es recta y está provista
de alumbradq público, el prevenido atropelló, con el ve-
hículo que conducía, a Rosa Julia Diloné, Carmen García y
Carmen Núñez, quienes transitaban en sentido inverso y a
,pie, por el paseo de la ya mencionada carretera, resultando
muerta la primera y con diversas lesiones curables después
de veinte días las otras dos; y e) que el accidente se debió
a que el prevenido recurrente, quien transitaba a excesiva
velocidad con el automóvil que conducía, se salió de la ca-
rretera al perder el control del mismo, p'enetrando al paseo
por donde transitaban las víctimas;

Considerando, que los hechos así establecidos confir-
guran, a cargo del prevenido recurrente, el delito de cau-
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Mario Antonio Bautista Abreu, al pago de las sumas de
RD$4,000.00 (Cuatro	 Pesos Oro) en favor de los señores
Alejandro Amando Amézquita, Martha Genara, Primitiva
y Satustriano Alberto Amézquita Diloné; y RD$500.00 (qui-
nientos pesos oro) en favor de la señora Carmen Núñez y
RD$500.00 (quinientos pesos oro) en favor de María del
Carmen García; Quinto: Se condenan a los señores Tomás
R Polanco Taveras y Mario Antonio Bautista Abréu, al pa-
go de los intereses legales de dicha suma a partir de la de-
manda en justicia; Sexto: Se condena a los señores Tomás
R. Polanco Taveras y Mario Antonio Bautista Abreu, al pa-
go de las costas civiles con distracción de las mismas en
favor de los Dres. Clyde Eugenio Rosario y Amado Toribio
Martínez Franco, abogados quienes afirman estarlas avan-
zando en su tota'idad; Séptimo: Se declara esta sentencia
común y oponible y ejecutoria a la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., con todas sus consecuencias legales"; por ha-
ber sido hechas conforme a los preceptos legales; SEGUN-
DO: Pronuncia el defecto contra la persona civilmente res-
ponsable Mario Antonio Bautista Abréu por no haber com-
parecido, no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Confirma de la	 decisión recurrida los ordinales.
Primero, a excepción en éste de la multa impuesta la que
se modifica y fija en RD$100.00 (Cien Pesos Oro); Tercero.
Cuarto y Quinto, y confirma, además al Séptimo: CUARTO:
Condena al prevenido Tomás Rigoberto Polanco Taveras,
al pago de las costas penales de esta alzada, y a éste junta-
mente con la persona civilmente responsable Mario Anto-
nio Bautista Abréu, al pago de las costas civiles, ordenando
su distracción en provecho de los Dres. Clyde Eugenio Ro-
sario y Amado Toribio Martínez F., respectivamente, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que de acuerdo con el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o
por la persona puesta en causa como civilmente responsa-

ble, lo cual se extiende a la entidad aseguradora, el depó-
sito de un memorial con la exposición de los medios en que
se funda será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha
motivado el recurso en la dec'aración correspondiente; que
por lo tanto procede declarar nulos los recursos de la per-
sona puesta en causa como civilmente responsable, así co-
rno de la Compañía Aseguradora de su responsabilidad ci-
vil, por no haber dado cumplimiento a los requisitos del
artículo arriba mencionado, de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

En culaito al recurso del prevenido:

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar la cul-
pabilidad del prevenido recurrente y fallar como lo hizo,
dio por establecido mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio sometidos en la instrucción de la causa: a) que
la noche del 15 de enero de 1975, el prevenido recurrente,
Tomás Rigoberto Polanco Taveras, conducía de Sur a Nor-
te, por !a carretera Moca-Santiago, el automóvil placa pú-
blica No. 215-267, propiedad de Mario Antonio Baista, con
póliza A-24551-8. de la Compañía de Seguros Pepín, S. A.;
b) que al llegar a Estancia Nueva-Abajo, zona Sub-Urbana
de Moca, lugar en que la carretera es recta y está provista
de alumbrado, público, el prevenido atropelló, con el ve-
hículo que conducía, a Rosa Julia Diloné, Carmen García y
Carmen Núñez, quienes transitaban en sentido inverso y a

/pie, por el paseo de la ya mencionada carretera, resultando
muerta la primera y con diversas lesiones curables después
de veinte días las otras dos; y c) que el accidente se debió
a que el prevenido recurrente, quien transitaba a excesiva
velocidad con el automóvil que conducía, se salió de la ca-
rretera al perder el control del mismo, penetrando al paseo
por donde transitaban las víctimas;

Considerando, que los hechos así establecidos confir-
guran, a cargo del prevenido recurrente, el delito de cau-
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sar la muerte por imprudencia a una persona, y golpes y
heridas a otras, con el manejo de un vehículo de motor,
previsto por d. artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, y sancionado por dicho texto legal en
su inciso 1), con prisión de dos (2) a cinco (5) años y multa
de quinientos (RD$500.00) a des mil pesos (FtD$2,000.00),
si el accidente causare la muerte a una persona, y en la le-
tra e) del mismo texto legal con las penas de prisión de
seis (6) meses a dos (2) años, y multa de cien (RD$100.00)
a quinientos pesos (RD$500.00), si la enfermedad o imposi-
bilidad para el trabajo durare veinte (20) días o más, como
sucedió en la especie; que por tanto al condenar al preve-
nido recurrente, por aplicación de la pena más grave, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, al pago de
una multa de RD$100.00, la Corte a-qua le aplicó una pena
ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a Amancia, Martha Genara, Primtiva y Salustriano
Alberto Amézquita Diloné; Carmen Núñez y María del Car-
men García, en los recursos de casación interpuestos por
Tomás Rigoberto Polanco, Mario Antonio Bautista Abréu,
y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de La Vega, el 5 de agosto de 1977, cuyo dispositivo
se ha transcrito en parte anterior del presente fano; SE-
GUNDO: Declara nulos los recursos de Mario Antonio Bau-
tista Abréu, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.; TER-
CERO: Rechaza el referido recurso del prevenido y lo con-
dena al pago de las costas penales; y a éste y a Bautista
Abréu, al pago de las costas civiles, cuya distracción se dis-
pone en provecho de los doctores Manuel Rafael García Li-
zardo, Amado Toribio Martínez Franco, y Clyde Eugenio

Rosario, abogados de los intervinientes, quienes afiman ha-
borlas avanzado en su totalidad, con oponibilidad de las
mismas a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., dentro de
los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras-- Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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sar la muerte por imprudencia a una persona, y golpes y
heridas a otras, con el manejo de un vehículo de motor,
previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, y sancionado por dicho texto legal en
su inciso 1), con prisión de dos (2) a cinco (5) años y multa
de quinientos (RD$500.00) a dos mil pesos (RD$2,000.00),
si el accidente causare la muerte a una persona, y en la le-
tra c) del mismo texto legal con las penas de prisión de
seis (6) meses a dos (2) años, y multa de cien (RD$100.00)
a quinientos pesos (RD$500.00), si la enfermedad o imposi-
bilidad para el trabajo durare veinte (20) días o más, como
sucedió en la especie; que por tanto al condenar al preve-
nido recurrente, por aplicación de la pena más grave, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, al pago de
una multa de RD$100.00, la Corte a-qua le aplicó una pena
ajustada a la Ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en
lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a Amancia, Martha Genera, Primtiva y Salustriano
Alberto Amézquita Diloné; Carmen Núñez y María del Car-
men García, en los recursos de casación interpuestos por
Tomás Rigoberto Polanco, Mario Antonio Bautista Abréu,
y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de La Vega, el 5 de agosto de 1977, cuyo dispositivo
se ha transcrito en parte anterior del presente fallo; SE-
GUNDO: Declara nulos los recursos de Mario Antonio Bau-
tista Abréu, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.; TER-
CERO: Rechaza el referido recurso del prevenido y lo con-
dena al pago de las costas penales; y a éste y a Bautista
Abréu, al pago de las costas civiles, cuya distracción se dis-
pone en provecho de los doctores Manuel Rafael García Li-
zardo, Amado Toribio Martínez Franco, y Clyde Eugenio

Rosario, abogados de los intervinientes, quienes afíman ha-
borlas avanzado en su totalidad, con oponibilidad de las
mismas a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., dentro de
los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
ja Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Se-
res.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1979

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 20 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Petronila Navarro Lozano. Hermanas Carmelitas,
titución religiosa y Unión de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Bolívar Soto Montás.

Interviniente: Bienvenido Rivera.
Abogados: Ores. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat y Leonte Al-
burquerque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de
Enero, del año 1980, años 136' de la Independencia y 117'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-'
mente por Petronila Navarro Lozano, dominicana, mayor
de edad, monja, cédula No. 70353, serie 31, domiciliada Y

residente en el Hospital Dr. Arturo Grullón de Santiago;,
Hermanas Carmelitas, institución religiosa, con su dom i

-cilio en la calle No. 13 de Santiago, y la Unión de Seguros,
C. por A., con su asiento social en la casa No. 98 de la calle

Beller de la ciudad de Santiago, contra la sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, el 20 de octubre de 1977, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 17 de noviembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, cédula No.
22718. serie 2, a nombre y representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por el Dr. Bolívar Soto Montás de fecha 18 de junio
de 1979, en el cual se proponen contra la sentencia impug-
nada los medios que se indican más adelante:

Visto el escrito del interviniente Bienvenido Rivera, do-
minicano, mayor de edad, chofer, casado, cédula No. 28346,

a serie 2, domiciliado y residente en la sección Manoguayabo,
del Distrito Nacional, de fecha 7 de junio de 1979, suscrito
por sus abogados Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes, cé-
dulas Nos. 14083 y 6556, series 54 y 5 respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes y los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre
Tránsito de Vehículo de Motor, 1383 y 1384 del Código
Civil, 1 y 10 de la Ley sobre seguro obligatorio de Vehícu-
los de Motor de 1955 y 1. 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 15 de octubre de
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1979

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,

fecha 20 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes:Petronila Navarro Lozano, Hermanas Carmelitas,
titución religiosa y Unión de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Bolívar Soto Montás.

Interviniente: Bienvenido Rivera.
Abogados: Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Confin
Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat y Leonte Al-
burquerque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de

Enero, del año 1980, años 136' de la Independencia y 117'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjun
mente por Petronila Navarro Lozano, dominicana, may
de edad, monja, cédula No. 70353, serie 31, domiciliada
residente en el Hospital Dr. Arturo Grullón de Santia
Hermanas Carmelitas, institución religiosa, con su dor&
cilio en la calle No. 13 de Santiago, y la Unión de Seguros,
C. por A., con su asiento social en la casa No. 98 de la calle.
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Belier de la ciudad de Santiago, contra la sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, el 20 de octubre de 1977, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
dé la República;

102.bet : Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 17 de noviembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, cédula No.
22718, serie 2, a nombre y representación de los recurrentes,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por el Dr. Bolívar Soto Montás de fecha 18 de junio
de 1979, en	 cual se proponen contra la sentencia impug-
nada los medios que se indican más adelante:

Visto el escrito del interviniente Bienvenido Rivera, do-
minicano, mayor de edad, chofer, casado, cédula No. 28346,
serie 2. domiciliado y residente en la sección Manoguayabo,
del Distrito Nacional, de fecha 7 de junio de 1979, suscrito
por sus abogados Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes, cé-
dulas Nos. 14083 y 6556, series 54 y 5 respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes y los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre
Tránsito de Vehículo de Motor, 1383 y 1384 del Código
Civil, 1 y 10 de la Ley sobre seguro obligatorio de Vehícu-
los de Motor de 1955 y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 15 de octubre de

fii
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1975, en esta ciudad, en la cual resultó una persona con le-
siones corporales, la Segunda Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el
15 de marzo de 1976, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la aho-
ra impugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas in-
tervino la sentencia ahora impugnada con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación interpues-
to por el Dr. Bolívar Soto Montás, en fecha 7 de julio de
1976, a nombre y representación de Petronila Navarro Lo-
zano, dóminicana, mayor de edad, cédula No. 70353, serie
31, religiosa, residente en el Hospita l de niños, Dr. Arturo
Grullón, en Santiago, R. D. y por la Cía. de Seguros Unión
de Seguros, C. por A., contra sentencia de fecha 15 de marzo
de 1976, dictada por la Segunda Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se dec'ara al nombra-
do Bienvenido Rivera Maleno, no culpable de los hechos
puestos a su cargo (Viol. a la ley 241) y en consecuencia
se descarga de toda responsabilidad penal por no haberlos
cometido; Segundo: Se declara a !a nombrada Petronila Na-
varro Lozano culpable de violar los Arts. 49 y 61 de la ley
241, y aplicando el principio del no cúmulo de penas, así
como tomando circunstancias atenuantes a su favor se con-
dena a pagar (RD$25.00) Veinticinco Pesos Oro de multa;
Tercero: Se condena a la nombrada Petroni'a Navarro Lo-
zano al pago de las costas penales y se declaran de oficio
en cuanto a Bienvenido Maleno; Cuarto: Se declara buena
y válida en cuanto a la forma la const i tución en pa rte ci-
vil hecha por el nombrado Bienvenido Rivera Maleno a tra-
vés de 'os Dres. Antonio Rosario, Raúl Reyes Vásquez y
Tomás Pérez Cruz, por ajustarse a la ley; Quinto: En cuan-
to al fondo de la referida constitución en parte civil, se
condena a la nombrada Petronila Navarro Lozano conjun-
tamente con las Hermanas Carmelitas al pago de una in-

nización de (RDS400.00) Cuatrocientos Pesos Oro en fa-
vor del nombrado Bienvenido Rivera Maleno, como justa
reparación por los daños físicos y morales sufridos por él
a Consecuencia del accidente de que se trata y (RDS400.00)
Cuatrocientos Pesos Oro, por los daños sufridos por su ve-
hículo; Sexto: Se condena a la nombrada Petronila Navarro
Lozano y a las Hermanas Carmelitas al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho de los
ares. Antonio Rosario, Raúl. Reyes Vásquez y Tomás Pérez
Cruz, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
Séptimo: Se declara la presente sentencia común y oponible
a la Compañía Unión de Seguros. C. por A., por ser esta
la entidad aseguradora del vehículo propiedad de las Her-
manas Carmelitas, que produjo el accidente';— por haberlo
hecho de conformidad con !a ley; SEGUNDO: En cuanto al
fondo de dicho recurso confirma en todas sus partes la sen-
tencia apelada; TERCERO: Condena a la prevenida al pago
de las costas penales de la alzada y a las Hermanas Carme-
litas, personas civilmente responsables, a las *civi les con
distracción de estas últirrias en provecho de los Dres. An-
tonio Rosario y Raúl Vásquez, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad";
•

Considerando, que los recurrentes en su memorial, pro-
ponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios: Primer Medio: Falta de base legal; Segundo Medio:—
Desnaturalización de los hechos de la causa; Tercer Medio:
Falta de prueba en cuanto a la velocidad a que transitaba
la coprevenida condenada;

Considerando, qué en el desarrollo de sus tres medios
de casación que se reúnen para su examen los recurrentes
alegan; lro. "que la Corte a-qua hace constar en la página
cinco de su fallo que el accidente según resultó de las prue-
bas aportadas se debió a la negligencia, imprudencia, tor-
peza, inadvertencia e inobservancia de los reglamentos de
tránsito en que incurrió Sor Petronila Navarro, pues ella
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1975, en esta ciudad, en la cual resultó una persona con le-
siones corporales, la Segunda Cámara de lo Penal de l. Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el
15 de marzo de 1976, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la aho-
ra impugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas in-
tervino la sentencia ahora impugnada con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación interpues-
to por el Dr. Bolívar Soto Montás, en fecha 7 de julio de
1976, a nombre y representación de Petronila Navarro Lo-
zano, dóminicana, mayor de edad, cédula No. 70353, serie
31, religiosa, residente en el Hospital de niños, Dr. Arturo
Grullón, en Santiago, R. D. y por la Cía. de Seguros Unión
de Seguros, C. por A., contra sentencia de fecha 15 de marzo
de 1976, dictada por la Segunda Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se dec'ara al nombra-
do Bienvenido Rivera Maleno, no culpable de los hechos
puestos a su cargo (Viol. a la ley 241) y en consecuencia
se descarga de toda responsabilidad penal por no haberlos
cometido; Segundo: Se declara a la nombrada Petronila Na-
varro Lozano culpable de violar los Arts. 49 y 61 de la ley
241, y aplicando el principio del no cúmulo de penas, así
como tomando circunstancias atenuantes a su favor se con-
dena a pagar (RD$25.00) Veinticinco Pesos Oro de multa;
Tercero: Se condena a la nombrada Petroni'a Navarro Lo-
zano al pago de las costas penales y se declaran de oficio
en cuanto a Bienvenido Maleno; Cuarto: Se declara buena
y válida en cuanto a la forma la constitución en pa rte ci-
vil hecha por el nombrado Bienvenido Rivera Maleno a tra-
vés de 'os Dres. Antonio Rosario, Raúl Reyes Vásquez y
Tomás Pérez Cruz, por ajustarse a la ley; Quinto: En cuan-
to al fondo de la referida constitución en parte civil, se
condena a la nombrada Petronila Navarro Lozano conjun-
tamente con las Hermanas Carmelitas al pago de una in-

dernnización de (RDS400.00) Cuatrocientos Pesos Oro en fa-

vor da nombrado Bienvenido Rivera Maleno, como justa
reparac ión por los daños físicos y morales sufridos por él
a consecuencia del accidente de que se trata y (RD$400.00)
Cuatrocientos Pesos Oro, por los daños sufridos por su ve-
hículo; Sexto: Se condena a la nombrada Petronila Navarro
Lozano y a las Hermanas Carmelitas al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. Antonio Rosario, Raúl Reyes Vásquez y Tomás Pérez
Cruz, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
Séptimo: Se declara la presente sentencia común y oponible
a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser esta
la entidad aseguradora del vehículo propiedad de las Her-

^pnanas Carmelitas, que produjo el accidente';— por haberlo
hecho de conformidad con la ley; SEGUNDO: En cuanto al
fondo de dicho recurso confirma en todas sus partes la sen-
tencia apelada; TERCERO: Condena a la prevenida al pago
de las costas penales de la alzada y a las Hermanas Carme-
litas, personas civilmente responsables, a las 'civiles con
distracción de estas últimas en provecho de los Dres. An-
tonio Rosario y Raúl Vásquez. quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes en su memorial, pro-
ponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios: Primer Medio: Falta de base legal; Segundo Medio:—
Desnaturalización de los hechos de la causa; Tercer Medio:
Falta de prueba en cuanto a la velocidad a que transitaba
la coprevenida condenada;

Considerando, qué en el desarrollo de sus tres medios
casación que se reúnen para su examen los recurrentes

egan; 1ro. "que la Corte a-qua hace constar en la página
!cinco de su fallo que el accidente según resultó de las prue-
bas aportadas se debió a la negligencia, imprudencia, tor-
Peza, inadvertencia e inobservancia de los reglamentos de
tránsito en que incurrió Sor Petronila Navarro, pues ella
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misma declara "que ví delante de mí un carro del trans-
porte urbano, éste se paró de golpe y yo por no chocarlo
pisé el pedal de los frehos y mi vehículo se aguantó y luego
dio un culatazo hacia la izquierda y se estrelló contra el
lado izquierdo del vehículo placa 90-365 que iba en direc-
ción opuesta a la mía. Yo iba a 60 Km., los frenos de mi
vehículo no me respondieron, creo que la culpa fue mía".—.
Estas declaraciones que la Corte atribuye a la co-prevenida
Sor Petronila Navarro Lozano no dice dónde se produjeron
si en primer grado o en segundo grado, ya que en el depar-
tamento de Tránsito de la Policía Nacional ella no dijo que
era culpable ni mucho menos que transitara a 60 kms. por
hora, que al expresarlo así la Corte z.rqua incurrió en una
desnaturalización de los hechos que motiva una falta de
base legal; que la conducta del co-prevenido Bienvenido
Rivera Maleno no se tomó en cuenta en el momento de
fallar tanto en primer como en segundo grado; pero,                
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Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
a) que el examen del fallo impugnado pone de manifiesto
que contrariamente a lo que sostienen los recurrentes !a •
Corte a-qua atribuye las declaraciones que constan en su
fallo a la co-prevenida hoy recurrente Sor Petronila Na-
varro Lozano, en razón . de que ella rectificó en audiencia
las declaraciones dadas en primer grado que son las mis-
mas transcritas por los recurrentes y que constan en el
acta de audiencia del Tribunal de Primer Grado de fecha
20 de febrero de 1976, en su página 2; en cuanto al alegato
contenido en la letra b) que la Corte a-qua al condenar a la
co-prevenida Sor Petronila Navarro Lozano, culpable única
y exclusiva de' accidente, al igual que lo hizo el Tribunal
de Primer Grado, no estaba en la obligación de examinar
la conducta del co-prevenido Bienvenido Rivera Maleno;
c) que en cuanto a la falta de base legal alegada, el exa- «11,
men del fallo impugnado, como se verá más adelante, con- 'H
tiene una exposición completa de los hechos y circunstan' '

--

das de la causa que han permitido a esta Corte, apreciar
que en el presente caso, se hizo una correcta aplicación de
la ley; que por todo lo expuesto los alegatos propuestos en
sus dos medios que se examinan carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por esta-
blecido: a) que el 15 de Enero de 1975, mientras el vehículo
placa No. 450-712, propiedad de las Hermanas Carmelitas,
conducido por Sor Petronila Navarro Lozano, asegurado
con la Unión de Seguros, C. por A., mediante Póliza No.
25282, transitaba en dirección Norte a Sur por la Avenida
Máximo Gómez de esta ciudad al llegar frente al centro
olímpico Juan Pablo Duarte, chocó al vehículo placa No.
90-365, conducido por Bienvenido Rivera Maleno, propieta-
rio del mismo que transitaba por la misma vía en dirección
opuesta; b) que como consecuencia del acidente, ambos ve-
hículos resultaron con desperfectos y Bienvenido Rivera
Maleno con heridas curab'es después de 20 y antes de 30
días; e) que el accidente se debió, única y exclusivamente
a la falta cometida por Sor Petronila -Navarro* Lozano, la
cual fue imprudente en la conducción de su vehículo, al no
guardar la distancia que la ley y la prudencia aconsejan
respecto al vehículo que iba delante, que le permitiera de-
tenerlo a tiempo ante cualquier maniobra que ejecutara
este ú'timo y al no hacerlo así se vio precisada hacer un
giro hacia la izquierda que la condujo a estrellarse contra
el vehículo del co-prevenido Rivera Maleno;

Considerando, que los hechos así establecidos a cargo
de la prevenida recurrente, configuran el delito previsto
por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre tránsito de
vehículos de motor y sancionado por esa misma disposición
en su letra c) con las penas de 6 meses a 2 años de prisión
Y multa de RD$100.00 a Ra$500.00 si la enfermedad o la
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misma declara "que ví delante de mí un carro del trans-
porte urbano, éste se paró de golpe y yo por no chocarlo
pisé el pedal de los frebos y mi vehículo se aguantó y luego
dio un culatazo hacia la izquierda y se estrelló contra el
lado izquierdo del vehículo placa 90-365 que iba en direc-
ción opuesta a la mía. Yo iba a 60 Km., los frenos de mi
vehículo no me respondieron, creo que la culpa fue mía",—
Estas declaraciones que la Corte atribuye a la co-prevenida
Sor Petronila Navarro Lozano no dice dónde se produjeron
si en primer grado o en segundo grado, ya que en el depar-
tamento de Tránsito de la Policía Nacional ella no dijo que
era culpable ni mucho menos que transitara a 60 kms. por fi
hora, que al expresarlo así la Corte rtqua incurrió en una
desnaturalización de los hechos que motiva una falta de
base legal; que la conducta del co-prevenido Bienvenido
Rivera Maleno no se tomó en cuenta en el momento de
fallar tanto -en primer como en segundo grado; pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
a) que el examen del fallo impugnado pone de manifiesto
que contrariamente a lo que sostienen los recurrentes la
Corte a-qua atribuye las declaraciones que constan en su
fallo a la co-prevenida hoy recurrente Sor Petronila Na-
varro Lozano, en razón de que ella rectificó en audiencia
las declaraciones dadas en primer grado que son las mis-
mas transcritas por los recurrentes y que constan en el
acta de audiencia del Tribunal de Primer Grado de fecha
20 de febrero de 1976, en su página 2; en cuanto al alegato
contenido en la letra b) que la Corte a-qua al condenar a la
co-prevenida Sor Petronila Navarro Lozano, culpable única
y exclusiva de' accidente, al igual que lo hizo el Tribunal
de Primer Grado, no estaba en la obligación de examinar
la conducta del co-prevenido Bienvenido Rivera Maleno;
c) que en cuanto a la falta de base legal alegada, el exa-
men del falo impugnado, como se verá más adelante, co•
tiene una exposición completa de los hechos y eircunstat•
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elas de la causa que han permitido a esta Corte, apreciar
que en el presente caso, se hizo una correcta aplicación de
la ley; que por todo lo expuesto los alegatos propuestos en
s t:s dos medios que se examinan carecen de fundamento

deben ser desestimados;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por esta-
blecido: a) que el 15 de Enero de 1975, mientras el vehículo
placa No. 450-712, propiedad de las Hermanas Carmelitas,
conducido por Sor Petronila Navarro Lozano, asegurado
con la Unión de Seguros, C. por A., mediante Póliza No.
25282, transitaba en dirección Norte a Sur por la Avenida
Máximo Gómez de esta ciudad al llegar frente al centro
olímpico Juan Pablo Duarte, chocó al vehículo placa No.
90-365, conducido por Bienvenido Rivera Maleno, propieta-
rio del mismo que transitaba por la misma vía en dirección
opuesta; b) que como consecuencia del acidente, ambos ve-
hículos resultaron con desperfectos y Bienvenido Rivera
Maleno con heridas curab'es después de 20 y antes de 30
días; c) que el accidente se debió, única y exclusivamente
a la falta cometida por Sor Petronila • Navarro Lozano, la
cual fue imprudente en la conducción de su vehículo, al no
guardar la distancia que la 'ey y la prudencia aconsejan
respecto al vehículo que iba delante, que le permitiera de-
tenerlo a tiempo ante cualquier maniobra que ejecutara
este ú'timo y al no hacerlo así se vio precisada hacer un
giro hacia la izquierda que la condujo a estrellarse contra
el vehículo del co-prevenido Rivera Maleno;

Considerando, que los hechos así establecidos a cargo
de la prevenida recurrente, configuran el delito previsto
Por el artículo 49 de la Ley 241 de 1%7, sobre tránsito de
vehículos de motor y sancionado por esa misma disposición
en su letra c) con las penas de 6 meses a 2 años de prisión
Y multa de RD$100.00 a RD$500.00 si la enfermedad o la
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imposibilidad de la víctima para dedicarse a su trabajo, du..
rare 20 días o más como sucedió en la especie, que al Con-
denar la prevenida recurrente al pago de una multa de
RD$25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua, le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-quas le aplicó
una sanción ajustada a la Ley; ,

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, apreció
que el hecho de la prevenida Sor Petronila Navarro Lozano,
había causado a Bienvenido Rivera Maleno parte civil cons-
tituida en daños y perjuicios materiales y morales que eva-
luó soberanamente en la suma de RD$400.00 pesos así como
también en ese mismo hecho, ocasionó daños materiales al
vehículo de Bienvenido Rivera Maleno, los cuales evaluó
en la suma de RD$400.00 pesos: que al condenar a la pre-
venida recurrente juntamente con Hermanas Carmelitas
puesta en causa como civilmente responsable al pago de
esas sumas, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de
la Ley sobre Seguro Obligatorio de Vehículo de Motor, al
dec'arar oponible la sentencia intervenida a la Unión de
Seguros. C. por A.:

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente
a Bienvenido Rivera Maleno, en los recursos de casación in•
terpuestos por Petronila Navarro Lozano, Hermanas Carme-
litas y la,Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales, el 20 de Octubre
de 1977, por la Cene de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente';'
fallo; Segundo: Rechaza los mencionados recursos: Tercero:
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Condena a Petronila Navarro Lozano al pago de las costas
penales y a esta y a las Hermanas Carmelitas al pago de
ls costas civiles ordenado su distracción en provecho de los
Doctores Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez, abogados
de los intervinientes quienes afirman haberles avanzado en
su totalidad y las declara oponibles a la Unión de Seguros,
C. por A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín Her-
nández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque C.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por !os
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

•
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imposibilidad de la víctima para dedicarse a su trabajo, du-
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tituida en daños y perjuicios materiales y morales que eva-
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también en ese mismo hecho. ocasionó daños materiales al
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en la suma de RD$400.00 pesos; que al condenar a la pre-
venida recurrente juntamente con Hermanas Carmelitas
puesta en causa como civilmente responsable al pago de
esas sumas, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de
la Ley sobre Seguro Obligatorio de Vehículo de Motor, al
declarar oponible la sentencia intervenida a la Unión de
Seguros, C. por A.:

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-,
sación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente
a Bienvenido Rivera Maleno, en los recursos de casación in-
terpuestos por Petronila Navarro Lozano, Hermanas Carme-
litas y la/ Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales, el 20 de Octubre
de 1977, por la Ccrte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
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Condena a Petronila Navarro Lozano al pago de las costas
penales y a esta y a las Hermanas Carmelitas al pago de
ls costas civiles ordenado su distracción en provecho de los
Doctores Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez, abogados
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fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1080

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 9 de diciembre de 1976.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Maria Esther Martínez.
Abogado: Dr. Roberto A. Peña Frómeta.

Recurrido: Ramón A. Peña.
Abogados: Dres. Ulises A. Cabrera, Antonio de. Js. Leonaldo y

Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Rave'o de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sa'a donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de Enero del año 1980,
años 136' de la Independencia y 117' de la Restauración,
dicta en audiencia pública. como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Es-
tela Martínez, dominicana, mayor de edad, casada, comer
ciante, domiciliada en la casa No. 209 de la calle Mauricio
Báez, de esta ciudad, cédula No. 56900, serie 31, contra la
sentencia dictada el 9 de diciembre de 1976 por la Cámara

de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de lav

Risetrebllimeemorial de la recurrente, del 30 de mayo de
1977, suscrito por su abogado, Dr. Rbberto Antonio Peña
Frómeta, cédula No. 55939, serie lra., en el cual se propo-
nen contra la sentencia impugnada los medios que se indi-
can más adelante;

Visto el memorial de defensa, del Aro. de julio del 1977,
suscrito por los Dres. A. Ulises Cabrera L., cédula No. 12215.
serie 48; Antonio de Jesús Leonardo, cédula No. 15818, se-
rie 49 y Freddy Zarzuela, cédula No. 41269, serie 54, aboga-
dos del recurrido Ramón Antonio Peña, dominicano, mayor
de edad. cédula No. 231, serie 102, domiciliado y residente
en la calle Paraguay No. 176, de esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral del ahora recurrido
Peña que no pudo ser conciliada, contra la actual recurren-
te María Estela Martínez, el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional dictó el 12 de agosto de 1975, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ra-
tifica el defecto pronunciado en audiencia contra la señora
María Estela Martínez (Boite Medieval), por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido citada legal-
mente; SEGUNDO: Se hechaza por falta de pruebas la de-
manda laboral intentada por el señor Ramón Antonio Peña,
contra la señora María Estela Martínez. propietario de la

•
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sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional
de fecha 9 de diciembre de 1976.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Marfa Esther Martinez.
Abogado: Dr. Roberto A. Pena Frómeta.

Recurrido: Ramón A. Pena.
Abogados: Dres. Ulises A. Cabrera. Antonio de Js. Leonaldo y

Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Ay-bar, Presidente; Fernando E. Rave'o de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat.
asistidos del Secretario General, en la Sa'a donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de Enero del año 1980.
años 136' de la Independencia y 117' de la Restauración,
dicta en audiencia pública. como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Es-
tela Martínez, dominicana, mayor de edad, casada, comer-
ciante, domiciliada en la casa No. 209 de la calle Mauricio
Báez, de esta ciudad, cédula No. 56900, serie 31, contra la
sentencia dictada el 9 de diciembre de 1976 por la Cámara
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de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 30 de mayo de
1977, suscrito por su abogado, Dr. Rbberto Antonio Peña
Frómeta, cédula No. 55939, serie Ira., en el cual se propo-
nen contra la sentencia impugnada los medios que se indi-
can Más adelante;

Visto el memorial de defensa, del !ro. de julio del 1977,
suscrito por los Dres. A. Ulises Cabrera L., cédula No. 12215,
serie 48; Antonio de Jesús Leonardo, cédula No. 15818, se-
rie 49 y Freddy Zarzuela, cédula No. 41269, serie 54, aboga-
dos del recurrido Ramón Antonio Peña, dominicano, mayor
de edad, cédula No. 231, serie 102, domiciliado y residente
en la calle Paraguay No. 176, de esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral del ahora recurrido
Peña que no pudo ser conciliada, contra la actual recurren-
te María Estela Martínez, el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional dictó el 12 de agosto de 1975, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ra-
tifica el defecto pronunciado en audiencia contra la señora
María Estela Martínez (Boite Medieval), por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido citada legal-
mente; SEGUNDO: Se hechaza por falta de pruebas la de-
manda laboral intentada por el señor Ramón Antonio Peña.
contra la señora María Estela Martínez. propietario de la
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Boite Medieval; TERCERO: Se condena a la parte do--tri.
dante al pago de las costas"; b) que sobre apelación del.tra-
bajador Peña, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regu'ar
y válido tanto en la forma como en el fondo el recurso de
apelación interpuesto por Ramón Antonio Peña, contra r.en-
tencia del Juzgado de Faz de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 12 de agosto de 1975, dictada en favor de María
Estela Martínez (Boite Medieval), cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de esta misma sentencia, y como
consecuencia Revoca en todas sus partes, dicha sentencia
impugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despido y re-
suelo el contrato con responsabilidad para el patrono;
TERCERO: Condena a la señora María Estela Martínez
(Boite Medieval), a pagarle al reclamante Ramón Antonio
Peña, los siguientes valores: 12 días de salarios por con-
cepto de preaviso; 10 días úe auxilio de cesantía, 8 días de
vacaciones, la regalía y bonificación proporcional, así, como
una suma igual a los salarios que había recibido el traba-
jador desde el día de la demanda y hasta la sentencia de-
finitiva, sin que excedan de tres meses, todo calculado a
base de RD$2.00 diarios; CUARTO: Condena a María Estela
Martínez (Boite Medieval) a pagarle al reclamante la suma
de RDS105.00 por concepto de salarios dejados de pagar;
QUINTO: Condena a la parte que sucumbe María Este'a
Martínez (Boite Medieval), al pago de las costas del proce-
dimiento de ambas instancias, de conformidad con los ar-
tículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y
691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en pro-
vecho de los Dres. Antonio de Jesús Leonardo y Numitor
Veras, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que contra la sentencia que impugna, la
recurrente María Estela Martínez, propone los tres medios.
siguientes: Primer Medio: Violación, falta de aplicación de
los artículos 7, 8 y 9 del Código de Trabajo; La sentencia
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recurrida da por sentado la existencia del contrato de tra-
bajo de naturaleza indefinida, lo cual fue demostrado; Se-
gundo Medio: Fa'.ta de base legal; La Corte a-qua no da
motivos suficientes que permitan apreciar si en el caso se
ha hecho una correcta aplicación de la Ley; Tercer Medio:
Contradicción de motivos y dispositivo de la sentencia. In-
suficiencia de motivos. Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil;

Considerando, que en apoyo de sus medios de casación,
reunidos, la recurrente alega, en síntesis, que en el caso
ocurrente no fue demostrada la existencia de un contrato
de trabajo de naturaleza indefinida; que la sentencia impug-
nada carece de base legal y de motivos suficientes que jus-
tifiquen su dispositivo; pero,

Considerando, que el medio de casación relativo a la
naturaleza del contrato de trabajo que existía entre la re-
currente y el recurrido, no fue propuesto especialmente an-
te los Jueces del fondo, por lo cual no puede ser admitido
en la instancia de casación: que, contrariamente a lo que
alega la recurrente, la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes de hecho y de derecho, y no contradictorios
que justifican su dispositivo; que, por tanto los medios de
casación propuestos por la recurrente carecen de fundamen-
to y deben ser desestimados:

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por María Estela Martínez, contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional. el 9 de diciembre
de 1976, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la recurrente al
pago de las costas y las distrae en provecho de los Dres.
Ulises Cabrera, Antonio de Jesús Leonardo y Freddy Zar-
zuela, abogados del recurrido Peña, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad.
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te los Jueces del fondo, por lo cual no puede ser admitido
en la instancia de casación; que, contrariamente a lo que
alega la recurrente, la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes de hecho y de derecho, y no contradictorios
que justifican su dispositivo; que, por tanto los medios de
casación propuestos por la recurrente carecen de fundamen-
to y deben ser desestimados:

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por María Estela Martínez, contra !a
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, el 9 de diciembre
de 1976, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la recurrente al
pago de las costas y las distrae en provecho de !os Dres.
Ulises Cabrera, Antonio de Jesús Leonardo y Freddy Zar-
zuela, abogados del recurrido Peña, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez PerePó.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1980

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal, de fecha 18 de enero de 1977.

batirla: Trabajo.

Recurrente: Compañia Anónima de Explotaciones Industriales
4(CARD.

. Abogados: Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr. Miguel A. Prestol C.

Recurrido Juan Nivar.
Abogado: Dr. César D. Adames Figueroa.

•	 11

Dios, Patria y Libertad,
Repúbtica Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-

;tí mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar y Joa-
quín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacoina', hoy día
30 de enero de 1980, años 136' de la Independencia y 117'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
Aji fila de Explotaciones Industriales (CALI), con domicilio so-

cial en la casa No. 68 de la cal'e Isabel la Católica de esta
ciudad, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, el
18 de enero de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Recurrente: Compañia Anónima de Explotaciones Industriales
(CAED.

Abogados: Lic. Froddy Prestol Castillo y Dr. Miguel A. Prestol G.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar y Joa-
quín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacoina', hoy día
30 de enero de 1980, años 136' de la Independencia y 117'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía de Explotaciones Industriales (CAEI), con domicilio so-
cial en la casa No. 68 de la cal'e Isabel la Católica de esta
ciudad, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, el
18 de enero de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante:

156	 sotzrIN JUDICIAL

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perel'ó.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L,
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Miguel A. Prestol G., por sí y por .el Lic.

Freddy Prestol Castillo, abogados de la recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. César D. Adames Figueroa, abogado del
recurrido, Juan Nivar, dominicano, mayor de edad, domi-
ciliado en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, del 6
de junio de 1977, en el que se proponen los medios de ca-
sación que luego sei ndican y el escrito de conclusiones del
8 de febrero de 1978, suscritos por sus abogados;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 23 de
junio de 1977, suscrito por su abogado:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se mencionan más ade'ante; y los artículos 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos del expediente, consta, que con motivo de una
demanda laboral, intentada-por el recurrido contra la recu-
rrente, el Juzgado de Paz del Municipio de Yaguaae, dictó
el 10 de junio de 1976, una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Se dec'ara buena y válida en
cuanto a la forma y fondo la presente demanda laboral,
interpuesta por el nombrado Juan Nivar, en contra de la
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales (CAEI),
por haber sido hecha en tiempo hábil y de acuerdo con las
disposiciones de la ley y en consecuencia, se dec'ara la res:
cisión del contrato de trabajo existente entre el señor Juan
Nivar y la Compañía Anónima de Explotaciones Industria-
les (CAEI), por la causa del despido injustificado por parte
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del patrono Compañía Anónima de Explotaciones Industria-
les (CAEI); SEGUNDO: Se condena al patrono Compañía
de Explotaciones Industriales (CAEI), donde prestó servi-
cios el señor Juan Nivar, a pagarle las siguientes prestacio-
nes laborales que le corresponden, conforme establecen el
código de Trabajo y las :eyes especiales: a) RD$184.80
(Ciento Ochenticuatro pesos oro con ochenta centavos), por
concepto de preaviso; b) RDS1,386.00 (Mil trescientos ochen-
tiseis pesos oro con ochenta centavos), por concepto de
Auxilio de Cesantía; c) RD$202.80 (Doscientos dos pesos
con ochenta centavos), por concepto de Regalía Pascual;
d) RD$608.40 (Seiscientos ocho pesos con cuarenta centa-
vos), por concepto de indemnización consistentes en tres
meses contados a partir de la fecha del acto introductivo de
instancia; y e) RD$115.50 (Ciento quince pesos con cincuen-
ta centavos), por concepto de vacaciones; TERCERO: Se
condena a la Compañía Anónima de Explotaciones Indus-
triales (CAED, al pago de las costas del procedimiento, con
distracción de las mismas en provecho del Doctor César Da-
río Ademes Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad"; b) que sobre la apelación interpuesta inter-
vino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por la Compañía Anónima de Explotaciones In-

t/	 dustriales (CAE!), por conducto de sus abogados constituí-
dos y apoderados especiales Lic. Freddy Prestol Castillo y
Dr. Miguel Angel Prestol González, y en cuanto a' fondo
rechaza dicho recurso por improcedente; SEGUNDO: En
cuanto al fondo confirma en todas sus partes la sentencia,
dictada por el Juzgado de Paz de Yaguate de fecha 10 de
junio de 1976. en atribuciones laborales y marcada con el

0. 8, cuyo dispositivo fi gura copiado en parte anterior de
a presente sentencia; TERCERO: Condena a la recurrente

` Compañía Anónima de Explotaciones Industria'es (CAEI),
al pago de las costas de la presente instancia, con distrae-

4(
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Miguel A. Prestol G., por sí y por el Lic.

Freddy Prestol Castillo, abogados de la recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. César D. Aclames Figueroa, abogado del
recurrido, Juan Nivar, dominicano, mayor de edad, domi-
ciliado en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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de junio de 1977, en e'. que se proponen los medios de ca-
sación que luego sei ndican y el escrito de conclusiones del
8 de febrero de 1978, suscritos por sus abogados;
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junio de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
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te, que se mencionan más ade'ante; y los artículos 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos del expediente, consta, que con motivo de una
demanda laboral, intentada.por el recurrido contra la recu-
rrente, el Juzgado de Paz del Municipio de Yaguaae, dictó
el 10 de junio de 1976, una sentencia con el siguiente dis-
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del patrono Compañía Anónima de Explotaciones Industria-
les (CAED; SEGUNDO: Se condena al patrono Compañía
de Explotaciones Industriales (CAED, donde prestó servi-
cios el señor Juan Nivar, a pagarle las siguientes prestacio-
nes laborales que le corresponden, conforme establecen el
Código de Trabajo y las leyes especiales: a) RD$184.80
(Ciento Ochenticuatro pesos oro con ochenta centavos), por
concepto de preaviso; b) RD$1,386.00 (Mil trescientos ochen-
tiseis pesos oro con ochenta centavos), por concepto de
Auxilio de Cesantía; e) RD$202.80 (Doscientos dos pesos
con ochenta centavos), por concepto de Regalía Pascual;
d) RD$608.40 (Seiscientos ocho pesos con cuarenta centa-
vos), por concepto de indemnización consistentes en tres
meses contados a partir de la fecha del acto introductivo de
instancia; y e) RDS115.50 (Ciento quince pesos con cincuen-
ta centavos), por concepto de vacaciones; TERCERO: Se
condena a la Compañía Anónima de Explotaciones Indus-
triales (CAEI), al pago de las costas del procedimiento, con
distracción de las mismas en provecho del Doctor César Da-
río Aclames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad"; b) que sobre la apelación interpuesta inter-

• vino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por la Compañía Anónima de Explotaciones In-
dustriales (CAEI), por conducto de sus abogados constituí-
dos y apoderados especiales Lic. Freddy Prestol Castillo y
Dr. Miguel Angel Presto] González, y en cuanto al fondo
rechaza dicho recurso por improcedente; SEGUNDO: En
cuanto al fondo confirma en todas sus partes la sentencia.
dictada por el Juzgado de Paz de Yaguate de fecha 10 de
junio de 1976, en atribuciones laborales y marcada con el
N°. 8, cuyo d i spositivo fi gura copiado en parte anterior de
la presente sentencia; TERCERO: Condena a la recurrente
Compañía Anónima de Explotaciones Industria les (CAEI),
al pago de las costas de la presente instancia, con distrae-
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ción de las mismas en provecho del Dr. César Darío Ade-
mes Figueroa, quien afirma haberla avanzado en su mayor
parte";	 •

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial, contra la sentencia impugnada, los siguientes medios
de casación: Primer Medio: Violación del derecho de defen-
sa al ser omitido en ambos grados el examen de los docu-
mentos sometidos por la Compañía.— Falta de base legal.-
Insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Desnaturalización
de los hechoS en cuanto a la causa eficiente para la resci-
sión del contrato de trabajo.— Violación del artículo 78,:r
Ordinal 39 de'. Código de Trabajo, al no atribuir efecto a la
causa de despido que es constante en el proceso.— Viola-
ción a las reglas de la prueba.— Violación al artículo 1315
del Código Civil;

Considerando, que la recurrente, en el desarro'lo de.
sus dos medios de casación que por su estrecha relación se
reúnen para su examen alega en síntesis, que el Juez a-quo,
como el Juzgado de Paz, cuya decisión confirmó el primero,
pasan por alto los documentos sometidos a su consideración,
atentado a su derecho de defensa; documentos que de ha-
berlos ponderado como era su deber, otra hubiese sido la
solución que se le hubiera dado al presente caso, ya que
los mismos establecen la prueba de que efectivamente el
trabajador demandante incurrió en la violación del artículo
78, Ordinal 3 9 del Código de Trabajo, y que en consecuen-
cia, al dejar de ponderar:1.os, se incurrió asimismo en la vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil, y todas las reglas
de la prueba; que los documentos en cuestión ponen de ma-
nifiesto que el trabajador demandante en ocasión del pago
por la empresa, de las bonificaciones y la regalía pascúal,
estuvo inconforme, y eso hizo que profiriera contra sus su-
periores jerárquicos, toda clase de improperios y amenazas;
que además, si dichos documentos no hubiesen sido sufi-
cientes para estalecer las violaciones ya dichas, el informa-

tivO verificado, hubiese sido suficiente, para que procedie-
se el rechazamiento de la reclamación del trabajador pues
el despido estuvo justificado; que los hechos fueron desna-
turalizados y en todo caso la sentencia impugnada por las
razones antes dichas, carece de base legal, y debe ser ca-
sada; pero,

Considerando, que contrariamente a lo alegado por la
recurrente, de que se había atentado a su derecho de defen-
sa, la sentencia impugnada y los documentos del expediente
ponen de manifiesto, que el Juez a-quo dio a la Compañía
Anónima de Explotaciones Industriales (CAE!), hoy recu-

N. rrente, la oportunidad de hacer la prueba por medio de
testigos, de que no obstante ésta reconocer haber despedido
a su trabajador Juan Nivar, hoy recurrido, lo había hecho
en forma justificada, y dicha empresa no hizo la prueba de
lo ya dicho, por lo que procedió a confirmar correctamente
la decisión del Juez de primer grado; que en tales circuns-
tancias, es preciso admitir, que no fue que el Juez a-quo
dejara de ponderar los documentos aportados, sino que no
atribuyó como pudo hacerlo ninguna fuerza probatoria a
dichos documentos por provenir de la propieda empresa, y
en cambio, le atribuyó fuerza probatoria suficiente, a lo de-

,- .7,&arado por los testigos, especialmente a lo declarado por
el testigo Cabrera, aportado por la misma empresa, de la
que se desprende, que en el caso, el trabajador demandante
no había incurrido en ninguna falta, que pudiese justificar
su despido; que por las razones expuestas el alegato de ha-
berse atentado al derecho de defensa carece de fundamento
y debe ser desestimado; Considerando, que a los hechos da-
dos por establecidos, se le atribuyó su verdadero sentido y
alcance, y la sentencia impugnada contiene una exposición
completa de los hechos y motivos suficientes y pertinentes
que justifican su dispositivo, por lo que el alegato de la
recurrente, de que se habían desnaturalizado los hechos y
de que la misma carecía de base legal, carece igualmente de
fundamento y debe ser desestimado;
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ción de las mismas en provecho del Dr. César Darío Ada-
mes Figueroa, quien afirma haberla avanzado en su mayor
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de casación: Primer Medio: Violación del derecho de defen-
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causa de despido que es constante en el proceso.— Viola-
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del Código Civil;

Considerando, que la recurrente, en el desarro'lo de
sus dos medios de casación que por su estrecha relación se -.I;
reúnen para su examen alega en síntesis, que el Juez a-quo, 1
como el Juzgado de Paz, cuya decisión confirmó el primero, 1.rd
pasan por alto los documentos sometidos a su consideración,
atentado a su derecho de defensa; documentos que de ha-
berlos ponderado como era su deber, otra hubiese sido la
solución que se le hubiera dado al presente caso, ya que
los mismos establecen la prueba de que efectivamente el
trabajador demandante incurrió en la violación del artículo
78, Ordinal 39 del Código de Trabajo, y que en consecuen-
cia, al dejar de ponderar'os, se incurrió asimismo en la vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil, y todas las reglas
de la prueba; que los documentos en cuestión ponen de ma-
nifiesto que el trabajador demandante en ocasión del pago
por la empresa, de las bonificaciones y la regalía pascúal,
estuvo inconforme, y eso hizo que profiriera contra sus su-
periores jerárquicos, toda clase de improperios y amenazas;
que además, si dichos documentos no hubiesen sido sufi-
cientes para estalecer las violaciones ya dichas, el informa.

tivo verificado, hubiese sido suficiente, para que procedie-
se el rechazamiento de la reclamación del trabajador pues
el despido estuvo justificado; que los hechos fueron desna-
turalizados y en todO caso la sentencia impugnada por las
razones antes dichas, carece de base legal, y debe ser ca-
sada; pero,

Considerando, que contrariamente a lo alegado por la
recurrente, de que se había atentado a su derecho de defen-
sa, la sentencia impugnada y los documentos del expediente
ponen de manifiesto, que el Juez a-quo dio a la Compañía
Anónima de Explotaciones Industriales (CAEI), hoy recu-
rrente, la oportunidad de hacer la prueba por medio de
testigos, de que no obstante ésta reconocer haber despedido
a su trabajador Juan Nivar, hoy recurrido, lo había hecho
en forma justificada, y dicha empresa no hizo la prueba de
lo ya dicho, por lo que procedió a confirmar correctamente
la decisión del Juez de primer grado; que en tales circuns-
tancias, es preciso admitir, que no fue que el Juez a-quo
dejara de ponderar los documentos aportados, sino que no
atribuyó como pudo hacerlo ninguna fuerza probatoria a
dichos documentos por provenir de la propieda empresa, y
en cambio, le atribuyó fuerza probatoria suficiente, a lo de-
clarado por los testigos, especialmente a lo declarado por
el testigo Cabrera, aportado por la misma empresa, de la
que se desprende, que en el caso, el trabajador demandante
no había incurrido en ninguna falta, que pudiese justificar
su despido; que por las razones expuestas el alegato de ha-
berse atentado al derecho de defensa carece de fundamento
y debe ser desestimado; Considerando, que a los hechos da-
dos por establecidos, se le atribuyó su verdadero sentido y
alcance, y la sentencia impugnada contiene una exposición
completa de los hechos y motivos suficientes y pertinentes
que justifican su dispositivo, por lo que el alegato de la
recurrente, de que se habían desnaturalizado los hechos y
de que la misma carecía de base legal, carece igualmente de

' fundamento y debe ser desestimado;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza e'. recurso de casa-
ción interpuesto por la Compañía de Explotaciones Indus-
triales, contra la senterícia dictada el 18 de enero de 1977,
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de San Cristóbal, en atribuciones laborales, cuyo disposiu.
yo se copia en parte anterior del presente fa'lo; Segundo:
Condena a la rocurrente al pago de las costas, distrayén-
dolas en favor del Dr. César D. Adames Figueroa, quien
afirma haberlas avanzado.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Pereró.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la.
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y pub' icada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Peroró, Juan Bautista Rojas Almánzar y Joa-
quín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
30 de enero de 1980, años 136' de la Independencia y 117'
-.e la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñia Anónima de Explotaciones Industriales (CAEI), con do-
micilio social en la casa No. 68 de la calle Isabel la Católica
de esta ciudad, contra la sentencia dictada por el Juzgado

ir 1de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
. actuando como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, el
18 de enero de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

•

sentencia impugnada: Del Juzgado de Primera Instancia de San
Cristóbal de fecha 18 de enero de 1977.

Materia : Trabajo..

Recurrente: Compañía Anónima de Explotaciones Industriales, C.
por A.

Ahogados: Lic. Freddy Presto! Castillo y Dr. Miguel A. Presto! O.

Recurrido: Manuel E. Núñez.

Abcgado: Dr. César D. Adames Figueroa.

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1980

r-- Dios. Patria y Libertad,
República Dominicana.
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Por tales motivos, Primero: Rechaza e'. recurso de casa-	 14
ción interpuesto por la Compañía de Explotaciones Indus-
triales, contra la sentencia dictada el 18 de enero de 1977,
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de San Cristóbal, en atribuciones laborales, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente falo; Segundo:
Condena a la recurrente al pago de las costas, distrayén-
dolos en favor del Dr. César D. Adames Figueroa, quien
afirma haberlas avanzado.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Pere1 . 6.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la.
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y pub'icada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1980

sentencia impugnada: Del Juzgado de Primera Instancia de San
Cristóbal de fecha 18 de enero de 1977.

Materia: Trabajo. 4.

Recurrente: Compañia Anónima de Explotaciones Industriales, C.
por A.

Abogados: Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr. Miguel A. Prestol G.

}munido: Manuel E. Núñez.
Abogado: Dr. César D. Aclames Figueroa.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

lir	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Peroró, Juan Bautista Rojas Almánzar y Joa-
quín L. Hernández Espaillat. asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
30 de enero de 1980, años 136' de la Independencia y 117'
de la Restauración, dicta en audiencia púb'ica, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Anónima de Explotaciones Industriales (CAEI), con do-
micilio social en la casa No. 68 de la calle Isabel la Católica
de esta ciudad, contra la sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,

-	 actuando como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, el
8 de enero de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;



BOLETTN JUDICIAL	 165164	 BOLETTN JUDICIAL

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Miguel A. Prestol G., por sí y por el Lic.
Freddy Presto'. Castillo; abogados de la recurrente en la
lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. César D. Adames Figueroa, abogado del re-
currido, Manuel Emilio Muñoz, dominicano, mayor de edad,
tractorista, domiciliado en Baní, en lal ectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente del 10 de junio de
1977, suscrito por sus abogados, en el que se proponen los
medios de casación que luego se indican; y sus conclusiones
del 8 de febrero de 1978;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 23 de
junio de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de l i-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamac'ón 'aboral, que no pudo ser conciliada, del
recurrido contra la hoy recurrente, el Juzgado de Paz del
Distrito Judicial de Yaguate, dictó el 9 de junio de 1976,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara buena y válida en cuanto a la forma y fon:'
do, la presente demanda laboral interpuesta por el nom-
brado Manue l E. Muñoz, en contra de la Compañía Anóni-
ma de Explotaciones Industriales (CAEI), por haber sido
hecha en tiempo hábil de acuerdo a la ley y reposar en
pruebas legales y en consecuencia se declara la rescisión
del contrato de trabajo existente entre Manuel E. Muñoz

la Compañía Anónima de Explotaciones Industria l es (CA-
ID, por la causa del despido injustificado por parte del pa-
trono Compañía Anónima de Explotaciones Industriales
(CAEI); Segundo: Se condena al patrono Compañía Anóni-
ma de Explotaciones Industriales (CAEI), donde prestó ser-
vicios el señor Manuel E. Muñoz, a pagarle !as siguientes
prestaciones laborales que le corresponden conforme esta-
blecen el Código de Trabajo y las leyes especiales: a) RD$-
75.00 (Setenticinco pesos oro), por concepto de Pre-aviso;
b) RDS2,100.00 (Dos mil cien pesos oro), por concepto de
Cesantía; e) ,RDS75.00 (Sctenticinco pesos oro) por concep-
to de vacaciones; y d) RD$450.00 (Cuatrocientos cincuenta
pesos) por concepto de indemnizaciones consistentes en tres
meses contados a partir de la fecha de !a demanda; TER-
CERO: Se condena a la Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales (CAEI), al pago de las costas del procedi-
miento, con distracción de las mismas en favor del Dr. Cé-
sar Darío Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad"; b) que sobre la apelación interpuesta,
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por la Compañía Anónima de Explotaciones Indus-
triales (CAE!), por conducto de sus abogados constituidos
y apoderados especiales Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr.
Miguel. Angel Prestol González, y en cuanto al fondo re-
chaza dicho recurso por improcedente; SEGUNDO: En
cuanto al fondo también confirma en todas sus partes la
sentencia, dictada por el Juzgado de Paz de Yaguate de fe-
cha 9 de junio del año 1976, en atribuciones laborales y
marcada con el No. 7, cuyo dispositivo figura copiado en
parte anterior de la presente sentencia; TERCERO: Conde-
na a la recurrente Compañía Anónima de Explotaciones In-
dustriales (CAEI), al pago de las costas de la presente ins-
tancia, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Miguel A. Prestol G., por sí y por el Lie,
Freddy Presto'. Castillo; abogados de la recurrente en la
lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. César D. Adames Figueroa, abogado del re-
currido, Manuel Emilio Muñoz, dominicano, mayor de edad,
tractorista, domiciliado en Baní, en Ial ectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente del 10 de junio de
1977, suscrito por sus abogados, en el que se proponen los
medios de casación que luego se indican; y sus conclusiones
del 8 de febrero de 1978;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 23 de
junio de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de'i-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación 'aboral, que no pudo ser conciliada, del
recurrido contra la hoy recurrente, el Juzgado de Paz del
Distrito Judicial de Yaguate, dictó el 9 de junio de 1976,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara buena y válida en cuanto a la forma y fon»
do, la presente demanda laboral interpuesta por el nom-
brado Manue' E. Muñoz, en contra de la Compañía Anóni-
ma de Exp'otaciones Industriales (CAEI), por haber sido
hecha en tiempo hábil de acuerdo a la ley y reposar en
pruebas legales y en consecuencia se declara la rescisión
del contrato de trabajo existente entre Manuel E. Muñoz

y la Compañía Anónima de Explotaciones Industria'es (CA-
ki), por la causa del despido injustificado por parte del pa-
trono Compañía Anónima do Explotaciones Industriales
(CAED; Segundo: Se condena al patrono Compañía Anóni-
ma de Explotaciones Industriales (CAEI), donde prestó ser-
vicios el señor Manuel E. Muñoz, a pagarle las siguientes
prestaciones laborales que le corresponden conforme esta-
blecen el Código de Trabajo y las leyes especiales: a) RD$-
75.00 (Setenticinco pesos oro), por concepto de Pre-aviso;
b) RD$2,100.00 (Dos mil cien pesos oro), por concepto de
Cesantía; c) ,RDS75.00 (Setenticinco pesos oro) por concep-
to de vacaciones; y d) RD$450.00 (Cuatrocientos cincuenta
pesos) por concepto de indemnizaciones consistentes en tres
meses contados a partir de la fecha de la demanda; TER-
CERO: Se condena a la Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales (CAEI), al pago de las costas del procedi-
miento, con distracción de las mismas en favor del Dr. Cé-
sar Darío Ademes Figueroa, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad"; b) que sobre la apelación interpuesta,
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por la Compañía Anónima de Explotaciones Indus-
triales (CAEI), por conducto de sus abogados constituidos
y apoderados especiales Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr.
Miguel Angel Prestol González, y en cuanto al fondo re-
chaza dicho recurso por improcedente; SEGUNDO: En
cuanto al fondo también confirma en todas sus partes la
sentencia, dictada por el Juzgado de Paz de Yaguate de fe-
cha 9 de junio del año 1976, en atribuciones laborales y
marcada con el No. 7, cuyo dispositivo figura copiado en
parte anterior de la presente sentencia; TERCERO: Conde-
na a la recurrente Compañía Anónima de Explotaciones In-
dustriales (CAEI), al pago de las costas de la presente ins-

. Upada, con distracción de las mismas en provecho del Dr.

.•
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César Darío Aclames Figueroa, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte";

Considerando, que la Compañía recurrente propone con-
tra la sentencia impugnada los siguientes medios de casa-
ción: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos, de•
terminada en la alteración de las conclusiones.— Falta de
base legal.— Falsa aplicación del artículo 21 del Re glamen-
to 7676, del 6 de octubre de 1951; Segundo Medio: Falsa apli-
cación de las Reglas de la prueba.— Violación del artículo
1315 del Código Civil.— Falta de base legal, en otro aspecto;

Considerando, que la Compañía recurrente, en sus dos
medios de casación, que por su estrecha relación se reúnen
para su examen, alega en síntesis, que el recurrido Manuel
E. Muñoz, prestó a dicha Compañía servicios estacionales
o de temporada, aunque a veces realizara tareas comple-
mentarias durante los llamados períodos de tiempo muerto,
y que ello quedó establecido así en el informativo verifica-
do; que tanto el Juez de primer grado, como el Juez de ape-
lación, incurrieron en la desnaturalización del Contrato de
Trabajo, que por su naturaleza estaba regido por el artículo
10 del Código de Trabajo, expirando sin responsabilidad
para las partes, con la terminación de la temporada de cada
zafra: continúa alegando la recurrente, que el Tribunal
a-quo incurrió en una falsa aplicación del Reglamento 7676
de 1957, al señalar que "en ningún momento la recurrente
comunicó al Departamento de Trabajo correspondiente, que
el trabajador fuese móvil u ocasional", como lo establece
dicho Reglamento; yá que ella, lo que sostuvo siempre fue
que el trabajador reclamante como de la zafra azucarera,
lo era estacional o de temporada, no móvil y ocasional, único
caso en que se debía dar cumplimiento al Reglamento alu-
dido; que la sentencia impugnada carece de base legal por
insuficiencia en la exposición de los hechos y en cuanto in-
fiere efectos de inexistencia de pruebas contra la empresa
en base de un contra-informativo que dice no fue celebrado;
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que en otro aspecto, el reclamante Manuel E. Muñoz alegó
haber prestado servicios en la empresa, como tractorista,
por espacio de unos veintisiete años, y sin haber hecho nin-
guna prueba, se aceptó como cierto dicho alegato; que la
empresa no negó la existencia de un Contrato de trabajo,
pero precisó el carácter estacional del mismo, por lo que
no se pudo imponer a la empresa, una prueba negativa, so-
bre el alegato de un Contrato de tiempo indefinido por es-
pacio de veintisiese años en base al cual se calculan y exi-
gen prestaciones laborales, que es a cargo de la parte de-
mandante, siguiendo los lineamientcs del artículo 1315 del
Código Civil; que cuando el Juez	 da una calificación fal-
sa, o errónea, a un hecho o una circunstancia, hay entonces
violación de un texto de ley, y por tanto, lugar a casación;
pero,

Considerando, que la sentencia impugnada y los docu-
mentos del expediente ponen de manifiesto, que por ante
los jueces del fondo, el único punto, objeto de controversia
entre las partes, lo fue, sobre la naturaleza del Contrato de
trabajo, que existía entre la empresa demandada, y el tra-
bajador demandante, pues mientras la primera, o sea la
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales (CASI)
alegaba que el trabajador Manuel E. Muñoz, no era más
que un trabajador de la zafra azucarera, y como tal ocasio-
nal, éste en cambio alegó siempre que estuvo en forma per-

. manente trabajando en dicha Compañía, alrededor de vein-
tisiete años, y que siendo un trabajador fijo, fue objeto de
un despido injustificado;

Considerando, que para determinar la naturaleza del
Contrato que existía entre las partes en litis, único punto
en discusión como se ha dicho, fue ordenado y practicado
un informativo, por ante el Juez de primer grado, y tanto
en primera instancia, como en apelación, al Juez apoderado
le bastó con lo declarado por los testigos del informativo,
O sea los aportados por la Compañía hoy recurrente, para
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César Darío Aclames Figueroa, quien afirma haberlas avan.
zado en su mayor parte";

Considerando, que la Compañía recurrente propone con-
tra la sentencia impugnada los siguientes medios de casa-
ción: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos, de-
terminada en la alteración de las conclusiones.— Falta de ¡t.
base legal.— Falsa aplicación del artículo 21 del Reglamen-
to 7676, del 6 de octubre de 1951; Segundo Medio: Falsa apli-
cación de las Reglas de la prueba.— Violación del artículo jj
1315 del Código Civil.— Falta de base legal, en otro aspecto; 11

Considerando, que la Compañía recurrente, en sus dos
medios de casación, que por su estrecha relación se reúnen
para su examen, alega en síntesis, que el recurrido Manuel
E. Muñoz, prestó a dicha Compañía servicios estacionales
o de temporada, aunque a veces realizara tareas comple-
mentarias durante los llamados períodos de tiempo muerto,
y que ello quedó establecido así en el informativo verifica-
do; que tanto el Juez de primer grado, como el Juez de ape-
lación, incurrieron en la desnaturalización del Contrato de
Trabajo, que por su naturaleza estaba regido por el artículo
10 del Código de Trabajo, expirando sin responsabilidad
para las partes, con la terminación de la temporada de cada
zafra: continúa alegando la recurrente, que el Tribunal
a-quo incurrió en una falsa aplicación del Reglamento 7676
de 1957, al señalar que "en ningún momento :a recurrente
comunicó al Departamento de Trabajo correspondiente, que
el trabajador fuese móvil u ocasional", como lo establece
dicho Reglamento; yá que ella, lo que sostuvo siempre fue
que el trabajador reclamante como de la zafra azucarera,
lo era estacional o de temporada, no móvil y ocasional, único
caso en que se debía dar cumplimiento al Reglamento alu-
dido; que la sentencia impugnada carece de base legal por
insuficiencia en la exposición de los hechos y en cuanto in-
fiere efectos de inexistencia de pruebas contra la empresa
en base de un contra-informativo que dice no fue celebrado;
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que en otro aspecto, cl reclamante Manuel E. Muñoz alegó
haber prestado servicios en la empresa, como tractorista,
por espacio de unos veintisiete años, y sin haber hecho nin-

T
ruja prueba, se aceptó como cierto dicho alegato; que la

'empresa no negó la existencia de un Contrato de trabajo,
pero precisó el carácter estacional del mismo, por lo que
no se pudo imponer a la empresa, una prueba negativa, so-
bre el alegato de un Contrato de tiempo indefinido por es-
pacio de veintisiese años en base al cual se calculan y exi-
gen prestaciones laborales, que es a cargo de la parte de-
mandante, siguiendo los lineamientcs del artículo 1315 del
Código Civil; que cuando el Juez 1'. d 'a una calificación fal-
sa, o errónea, a un hecho o una circunstancia, hay entonces
violación de un texto de ley, y por tanto, lugar a casación;
pero,

Considerando, que la sentencia impugnada y los docu-
mentos del expediente ponen de manifiesto, que por ante
los jueces del fondo. el único punto, objeto de controversia
entre las partes, lo fue, sobre la naturaleza del Contrato de
trabajo, que existía entre la empresa demandada, y el tra-
bajador demandante, pues mientras la primera, o sea la
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales (CAEI)
alegaba que el trabajador Manuel E. Muñoz, no era más
que un trabajador de la zafra azucarera, y como tal ocasio-
nal, éste en cambio alegó siempre que estuvo en forma per-
manente trabajando en dicha Compañía, alrededor de vein-
tisiete años, y que siendo un trabajador fijo, fue objeto de
un despido injustificado;

Considerando, que para determinar la naturaleza del
Contrato que existía entre las partes en litis, único punto
en discusión como se ha dicho, fue ordenado y practicado
un informativo, por ante el Juez de primer grado, y tanto
en primera instancia, corno en apelación, al Juez apoderado
le bastó con lo declarado por los testigos del informativo,
e sea los aportados por la Compañía hoy recurrente, para

t



formar su convicción en el sentido de que contrariamente .
a lo alegado por ésta, el trabajador demandante, Manuel
Emilio Muñoz, lejos de ser un trabajador ocasioanl, lo era
fijo y permanente, ya qu'e se estableció que trabajó muchos
años en forma ininterrumpida al servicio de la empresa, y
que no había existido causa justa para su despido;

Considerando, que aunque la Compañía recurrente ale-
ga, que las declaraciones de los testigos fueron desnaturali-
zadas, no especifica en qué ha consistido dicha desnatura-
lización, y lo cierto es, que conforme se desprende del in-
formativo verificado, en que fueron oídos el Sub-Adminis-
trador de la empresa, Oscar Escoto Santana y Manuel Ma-
tos, cuando ellos llegaron a la empresa, en el año 1974, ya el
tractorista Manuel Emilio Muñoz trabajaba al servicio de
la misma, y que le constaba que después de terminada la
zafra, la Compañía utilizaba a éste, y a otros más, en ocu-
paciones distintas, de donde el Juez a-quo, pudo sin incu-
rrir en desnaturalización alguna, admitir como lo hizo, que
el trabajador demandante era un trabajador fijo, con dere-
cho a reclamar y obtener prestaciones laborales y no un
trabajador ocasional, como lo pretendía la Compañía re-
currente;

Considerando, que-la sentencia impugnada contiene me- 4
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo
y una exposición de hechos, que ha permitido determinar
que la ley ha sido bien aplicada. por lo que los medios que
se examinan carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-,
ción interpuesto por la Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales (CAEI) contra la sentencia dictada el 18
de enero de 1977. por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, en atribuciones labora-
les, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena a la Compañía recurrente, ya men-
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ciona da, al pago de las costas, distrayéndolas en favor del
pr. César Darío Adames Figueroa, abogado del recurrido,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Vaciló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
ertifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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formar su convicción en el sentido de que contrariamente
a lo alegado por ésta, el trabajador demandante, Manuel
Emilio Muñoz, lejos de ser un trabajador ocasioanl, lo era
fijo y permanente, ya píe se estableció que trabajó muchos
años en forma ininterrumpida al servicio de la empresa, y
que no había existido causa justa para su despido;

Considerando, que aunque la Compañía recurrente ale-
ga, que las declaraciones de los testigos fueron desnaturali-
zadas, no especifica en qué ha consistido dicha desnatura-
lización, y lo cierto es, que conforme se desprende del in-
formativo verificado, en que fueron oídos el Sub-Adminis-
trador de la empresa, Oscar Escoto Santana y Manuel Ma-
tos, cuando ellos llegaron a la empresa, en el año 1974, ya el
tractorista Manuel Emilio Muñoz trabajaba al servicio de
la misma, y que le constaba que después de terminada la
zafra, la Compañía utilizaba a éste, y a otros más, en ocu-
paciones distintas, de donde el Juez a-quo, pudo sin incu-
rrir en desnaturalización alguna, admitir como lo hizo, que
el trabajador demandante era un trabajador fijo, con dere-
cho a reclamar y cbtener prestaciones laborales y no un
trabajador ocasional, como lo pretendía la Compañía re-
currente;

Considerando, que-la sentencia impugnada contiene mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo
y una exposición de hechos, que ha permitido determinar
que la ley ha sido bien aplicada, por lo que los medios que
se examinan carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-.
ción interpuesto por la Compañía Anónima de Explotacio-
nes Industriales (CAEI) contra la sentencia dictada el 18
de enero de 1977, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, en atribuciones labora-
les, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena a la Compañía recurrente, ya men-

donada, al pago de las costas, distrayéndolas en favor del
l Dr. César Darío Adames Figueroa, abogado del recurrido,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A Amiama.— Francisco Elpidio Be-
tas.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
~flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
:ertifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha
14 de febrero de 1177.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Bdo. Suárez P., Miguel Almonte Valeria y la

Cía. de Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Luis A. airean.

Intervinientes: Rafael E. Cruz Espaillat y compartes.
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Coi-din
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Fe ipc
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de Enero del año ,
1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Bienvenido Suárez Peralta, dominicano, mayor de edad,
casado, chofer, cédula 43740, serie 47, Miguel Almonte Va-
leria, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado al
igual que Suárez Peralta en el municipio de La Vega; y la

r.
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compañía aseguradora Seguros Pepín, S. A., con domicilio
social en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santiago, el 14 de febrero de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado /Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Ambiorix
Díaz Estrella, cédula 2468, serie 31, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado, Dr. Luis A. Bircán Rojas, cédula 43324
serie 31, el 23 de enero de 1978, en el que se propone el me-
dio que se indicará más adelante;

Visto el escrito de !os intervinientes, Rafael Eugenio
Cruz Espaillat y Ana Silvia García de la Cruz, dominica-
nos, mayores de edad, casados, obrero el primero y de ofi-
cios domésticos la segunda, cédulas 5568 y 26123, series 32
y 31, respectivamente, suscrito por su abogado, Dr. Lorenzo
E. Raposo Jiménez, cédula 7769, serie 39;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
do y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, del

167, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, 1383 y 1384 del

gó
asdaigeitC;ivil, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con mctivo de un accidente de tránsito ocurrido en la auto-
pista Duarte, el 23 de julio de 1975, en el que resultó muerta
una persona, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 28
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1080

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha
14 de febrero de 1477.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Bdo. Suárez P., Miguel Almonte Velorio y la
Cía. de Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Luis A. Bircán.

intervinientes: Rafael E. Cruz Espaillat y compartes.
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín.
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Fe ipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de Enero del año
1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación:,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Bienvenido Suárez Peralta, dominicano, mayor de edad.
casado, chofer, cédula 43740, serie 47, Miguel Almonte Va-
lerio, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado al
igual que Suárez Peralta en el municipio de La Vega; y la

'r.
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compañía aseguradora Seguros Pepín, s con domicilio
social en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santiago, el 14 de febrero de 1977, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado /Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de 'a Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Ambiorix
Díaz Estrella, cédula 2468, serie 31, en la que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado, Dr. Luis A. Bircán Rojas, cédula 43324
serie 31, el 23 de enero de 1978, en el que se propone el me-
dio que se indicará más adelante;

Visto el escrito de !os intervinientes, Rafael Eugenio
Cruz Espaillat y Ana Silvia García de la Cruz, dominica-
nos, mayores de edad, casados, obrero el primero y de ofi-
cios domésticos la segunda, cédulas 5568 y 26123, series 32
y 31, respectivamente, suscrito por su abogado, Dr. Lorenzo
E. Raposo Jiménez, cédula 7769. serie 39;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de'.
1967, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, 1383 y 1384 del

Casación;

Considerando,

y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la auto-
pista Duarte, el 23 de julio de 1975. en el que resultó muerta
una persona, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 28
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de junio de 1976, en atribuciones correccionales, una senten-
cia cuyo dispositivo se copia en el de la ahora impugnada;
b) que sobre las apelaciones interpuestas, la Corte de Ape-
lación de Santiago, dictó el 14 de febrero de 1977, la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara buenos y válidos en cuanto a la forma,
los recursos de apelación interpuestos por el Doctor Am-
biorix Díaz Estrela, a nombre y represntación del nombrado
José Bienvenido Suárez Peralta, prevenido, Miguel Almon-
te Valerio, persona civilmente responsable, y Seguros Pe-
pín, S. A., y por el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, a nom-
bre y representación de las partes civiles. constituidas Ra-
fael E. Cruz Espaillat y Ana Silvia García de Cruz, contra
sentencia de fecha veintiocho (28) del mes de junio del año
mil novecientos setenta y seis (1976), dictada por la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textual-
mente dice así: Primero: Pronuncia defecto, contra el nom-
brado José Bienvenido Suárez Peralta, prevenido, Miguel
Almonte Valerio (persona civilmente responsable) y la Com-
pañía Nacional de Seguros "Pepín, S. A", por no haber
comparecido a la audiencia, no obstante estar legalmente
citado; Segundo: Declara al nombrado José Bienvenido Suá-
rez Peralta, de generales ignoradas, Culpable de violar el
artículo 49 párrafo 1 de la Ley 241, sobre tránsito de Ve-
hículos de Motor, en perjuicio del nombrado Juan Ambio-
rix Cruz García, hecho puesto a su cargo y en consecuencia
se le condena a sufrir la pena de Tres (3) meses de Prisión
correccional y al pago de una multa de RD100.00 (cien pe-
sos oro); Tercero: Ordena la suspensión de la licencia de
chofer No. 91707 del nombrado José Bienvenido Suárez Pe-
ralta, por un período de Un (1) año, de acuerdo al artículo
49 párrafo E, de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de
Motor; Cuarto: Declara buena y vá'ida en cuanto a la for-
ma la constitución en Parte Civil, hecha por los esposos Ra-
fael Eugenio Cruz Espaillat y Ana Silvia García de Cruz,

en sus calidades de padres de la víctima Juan Ambiorix
cruz García, en contra del prevenido José Bienvenido Suá-

lt rez Peralta, Miguel A'monte Valerio (persona civilmente
responsable) y su entidad aseguradora, la Compañía Nacio-
nal de Seguros "Pepín, S. A."; Quinto: Condena a los seño-
res José Bienvenido Suárez Peralta y Miguel Almonte Va-
lerio, en sus calidades expresadas, al pago conjunto y soli-
dario de una indemnización de RD$8,000.00 (ocho mil pesos
oro) en favor de los señores Rafael Eugenio Cruz Espaillat
y Ana Silvia García de Cruz, como justa reparación por los
daños morales sufridos por ellos, a consecuencia de la muer-

a te de su hijo Juan Ambriorix Cruz García, ocasionada en
dicho accidente; Sexto: Condena a los señores José Bienve-
nido Suárez Peralta y Miguel A imonte Valerio, al pago de
los intereses legales de la suma acordada, a partir de la de-
manda en Justicia y a título de indemnización suplementa-
ria; Séptimo: Declara la presente sentencia común, oponi-
ble, con todas sus consecuencias lega'es a la Compañía Na-
cional de Seguros "Pepín, S. A.", en su condición de entidad
aseguradora del vehículo que produjo el accidente, tenien-
do por tanto contra esta autoridad de Cosa Irrevocable Juz-
gada, y hasta el límite cubierto por la póliza, que ampara
los riesgos del vehícu'o envuelto en el accidente de que se
trata; Octavo: Condena a los nombrados José Bienvenido
Suárez Peralta y Miguel Almonte Valerio, al pago conjunto
y solidario de las costas civiles del procedimiento, ordenan-
do su distracción en provecho del abogado y apoderado es-
pecia', Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma estar-
las avanzando en su totalidad; y Noveno: Condena al nom-
brado José Bienvenido Suárez Peralta, al pago de las costas
penales; SEGUNDO: Modifica el ordinal Segundo de la sen-
tencia recurrida en el sentido de reducir la pena impuesta
al prevenido José Bienvenido Suárez Pera'ta, al pago de
Una multa de sesenta pesos oro (RDS60.00), acogiendo a su
avor circuñstancias atenuantes; TERCERO: Revoca el or-

al Tercero de dicha sentencia, que ordenó la suspensión
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de junio de 1976, en atribuciones correccionales, una senten-
cia cuyo dispositivo se copia en el de la ahora impugnada;
b) que sobre las apelaciones interpuestas, la Corte de Ape-
lación de Santiago, dictó el 14 de febrero de 1977, la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara buenos y válidos en cuanto a la forma,
los recursos de apelación interpuestos por el Doctor Am-
biorix Díaz Estrela, a nombre y represntación del nombrado
José Bienvenido Suárez Peralta, prevenido, Miguel Almon-
te Valerio, persona civilmente responsable, y Seguros Pe-
pín, S. A., y por el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, a nom-
bre y representación de las partes civiles. constituidas Ra-
fael E. Cruz Espaillat y Ana Silvia García de Cruz, contra
sentencia de fecha veintiocho (28) del mes de junio del año
mil novecientos setenta y seis (1976), dictada por la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textual-
mente dice así: 'Primero: Pronuncia defecto, contra el nom-
brado José Bienvenido Suárez Peralta, prevenido, Miguel
Almonte Valerio (persona civilmente responsable) y la Com-
pañía Nacional de Seguros "Pepín, S. A.", por no haber
comparecido a la audiencia, no obstante estar legalmente
citado; Segundo: Declara al nombrado José Bienvenido Suá-
rez Peralta, de generales ignoradas, Culpable de violar el
articulo 49 párrafo 1 de la Ley 241, sobre tránsito de Ve-
bienios de Motor, en perjuicio del nombrado Juan Ambio-
rix Cruz García, hecho puesto a su cargo y en consecuencia
se le condena a sufrir la pena de Tres (3) meses de Prisión
correccional y al pago de una multa de RD100.00 (cien pe-
sos oro); Tercero: Ordena la suspensión de la licencia de
chofer No. 91707 del nombrado José Bienvenido Suárez Pe-
ralta, por un período de Un (1) año, de acuerdo al artículo
49 párrafo E, de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de
Motor; Cuarto: Declara buena y válida en cuanto a la for-
ma la constitución en Parte Civil, hecha por los esposos Ra-
fael Eugenio Cruz Espaillat y Ana Silvia García de Cruz,

en sus calidades de padres de la víctima Juan Ambiorix
Cruz García, en contra del prevenido José Bienvenido Suá-
rez Peralta, Miguel A'monte Valerio (persona civilmente
responsable) y su entidad aseguradora, la Compañía Nado-
nal de Seguros "Pepín, S. A."; Quinto: Condena a los seño-
res José Bienvenido Suárez Peralta y Miguel Almonte Va-
lerio, en sus calidades expresadas, al pago conjunto y soli-
dario de una indemnización de RD$8,000.00 (ocho mi! pesos
oro) en favor de los señores Rafael Eugenio Cruz Espaillat
y Ana Silvia García de Cruz, como justa reparación por los
daños morales sufridos por ellos, a consecuencia de la muer-
te de su hijo Juan Ambriorix Cruz García, ocasionada en
dicho accidente; Sexto: Condena a los señores José Bienve-
nido Suárez Peralta y Miguel A lmonte Valerio, al pago de
los intereses legales de la suma acordada, a partir de la de-
manda en Justicia y a título de indemnización suplementa-
ria; Séptimo: Declara la presente sentencia común, oponi-
ble, con todas sus consecuencias lega'es a la Compañía Na-
cional de Seguros "Pepín, S. A.", en su condición de entidad
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gada, y hasta el límite cubierto por la póliza, que ampara
los riesgos del •ehícu'o envuelto en el accidente de que se
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y solidario de las costas civiles del procedimiento, ordenan-
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las avanzando en su totalidad; y Noveno: Condena al nom-
brado José Bienvenido Suárez Peralta, al pago de las costas
penales; SEGUNDO: Modifica el ordinal Segundo de la sen-
tencia recurrida en el sentido de reducir la pena impuesta
al prevenido José Bienvenido Suárez Pera l ta, al pago de
Una multa de sesenta pesos oro (RDS60.00), acogiendo a su
favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Revoca el or-
dinal Tercero de dicha sentencia, que ordenó la suspensión
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de la licencia de conducir del nombrado José Bienvenido
Suárez Peralta, por un período de Un (1) año; CUARTO:
Confirma la sentencia returrida en todos sus demás aspec-
tos; QUINTO: Condena a los señores José Bienvenido Suá-
rez Peralta y Miguel Almonte Valerio, al pago de las costas
civiles de la presente instancia y ordena su distracción en
provecho del Dr. Lorenzo É. Raposo Jiménez, abogado que
afirma estar'as avanzando en su totalidad; SEXTO: Con-
dena a José Bienvenido Suárez Peralta, al pago de las cos-
tas penales del procedimiento;

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen contra la sentencia impugnada el siguiente medio
único de casación: Falta de motivos sobre la forma en que
se produjo el accidente y la conducta de la víctimh;

Considerando, que en el medio único de su memorial,
los recurrentes exponen y alegan, en síntesis, que los mo-
tivos del fallo impugnado son manifiestamente insuficien-
tes para justificar adecuadamente el dispositivo del mismo;
que .ell o es así, no solamente en cuanto ha sido omitida toda
mención relativa a si la motocicleta que manejaba la vícti-
ma al ocurrir el accidente estaba detenida, o en marcha;
sino que tampoco se expone, puesto que los vehículos que
chocaron transitaban en direcciones opuestas, cuál de los
dos abandonó el carril que le correspondía, para interferir
al otro, pues manteniéndose en sus respectivos carriles, la
colisión era de imposible efectuación; qu-e, por otra parte,
en el fallo impugnado no se consigna el lugar que ocupaba
el motociclista Cruz García en el momento del hecho, com-
probación ésta que era de importancia decisiva, pues si es-
taba sobre la pista, en lugar de ocupar el paseo, incurrió en
una falta grave; aparte, todo ello, de que en el fallo objeto
del presente recurso no se estableció si el motorista tenía
o no encendidas las luces del vehículo que conducía; que
per todo cuanto acaba de ser expuesto la sentencia impu g

-naad debe ser casada; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la Corte a-qua, para dictarlo, aparte
de sus motivos propios, adoptó los de la sentencia apelada;
motivos en los que consta que, aunque los vehículos de que
se trata transitaban en direcciones opuestas, el motociclista
lesionado, al momento de ocurrir el hecho, no solamente
se-encontraba frente a una bomba o estación proveedora de
:gasolina, sino que lo estaba en el paseo de la carretera y no
a ninguno de sus carriles de tránsito; que si bien el fallo

impugnado no consigna especialmente si e' motorista tenía,
o no, sus luces delanteras encendidas, tal determ i nación, en
un sentido u otro, no era susceptible de influir en lo deci-
dido por la Corte a-qua, ya que la excusa presentada por el
prevenido para explicar el accidente, o sea que su visión
fue afectada por las luces de otros vehículos que transitaban
en sentido contrario, no fue *admitida por la Corte a-qua,
como se verá más adelante, como la causa determinante del
accidente, sino la excesiva velocidad a que transitaba el

(prevenido con el vehículo que conducía, lo que le impidió
':uno solamente disminuir'a, sino aún detener dicho vehículo,

que por lo tanto el medio único del memorial se desestima
`por carecer de fundamento;

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron administrados en la instrucción de la causa: a) qué

'aproximadamente a las 9 de la noche del 23 de julio de 1975,
transitaba de Este a Oeste por la carretera La Vega-Santia-
go, José Bienvenido Suárez en la motocicleta placa 54482,
propiedad de Víctor Manuel González; b) que al llegar a
las proximidades de Santiago, Suárez Peralta estacionó la
motocic'eta, sin bajarse de ella, frente a la bomba de gaso-
lina Arco; c) que estando allí detenido fue atropellado por
el vehículo placa pública No. 200-825, con póliza A-14803)S,
de la Seguros Pepín, S. A., propiedad de Miguel Antonio
Valerio, y conducido por el prevenido recurrente, José
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de la licencia de conducir del nombrado José Bienvenido
Suárez Peralta, por un período de Un (1) año; CUARTO:
Confirma la sentencia recurrida en todos sus demás aspec-
tos; QUINTO: Condena a los señores José Bienvenido Suá-
rez Peralta y Miguel Almonte Valerlo, al pago de las costas
civiles de la presente instancia y ordena su distracción en
provecho del Dr. Lorenzo É. Raposo Jiménez, abogado que
afirma estarlas avanzando en su totalidad; SEXTO: Con-
dena a José Bienvenido Suárez Peralta, al pago de las cos-
tas penales del procedimiento;

Considerando, que en su memorial los recurrentes pro-
ponen contra la sentencia impugnada el siguiente medio
único de casación: Falta de motivos sobre la forma en que
se produjo el accidente y la conducta de la víctima;

Considerando, que en el medio único de su memorial,
los recurrentes exponen y alegan, en síntesis, que los mo-
tivos del fallo impugnado son manifiestamente insuficien-
tes para justificar adecuadamente el dispositivo del mismo;
que el'o es así, no solamente en cuanto ha sido omitida toda
mención relativa a si la motocicleta que manejaba la vícti-
ma al ocurrir el accidente estaba detenida, o en marcha;
sino que tampoco se expone, puesto que los vehículos que
chocaron transitaban en direcciones opuestas, cuál de los
dos abandonó el carril que le correspondía, para interferir
al otro, pues manteniéndose en sus respectivos carriles, la
colisión era de imposible efectuación; qu'e, por otra parte,
en el fallo impugnado no se consigna el lugar que ocupaba
el motocieista Cruz García en el momento del hecho, com-
probación ésta que era de importancia decisiva, pues si es-
taba sobre la pista, en lugar de ocupar el paseo, incurrió en
una falta grave; aparte, todo ello, de que en el fallo objeto
del presente recurso no se estableció si el motorista tenía
o no encendidas las luces del vehículo que conducía; que
per todo cuanto acaba de ser expuesto la sentencia impug-
naad debe ser casada; pero,
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Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la Corte a-qua} para dictarlo, aparte
de sus motivos propios, adoptó los de la sentencia apelada;
qlotivos en los que consta que, aunque los vehículos de que
se trata transitaban en direcciones opuestas, el motociclista
lesionado, al momento de ocurrir el hecho, no solamente
sc'encontraba frente a una bomba o estación proveedora de
gasolina, sino que lo estaba en el paseo de la carretera y no
n ninguno de sus carriles de tránsito; que si bien el fallo

impugnado no consigna especialmente si e' motorista tenía,
o no, sus luces delanteras encendidas, tal determ ; nación, en
un sentido u otro, no era susceptible de influir en lo deci-
dido por la Corte a-qua, ya que la excusa presentada por el
prevenido para explicar el accidente, o sea que su visión
fue afectada por las luces de otros vehículos que transitaban
en sentido contrario, no fue 'admitida por la Corte a-qua,
como se verá más adelante, como la causa determinante del
accidente, sino la excesiva velocidad a que transitaba el

7.prevenido con el vehículo que conducía, lo que le impidió
no solamente disminuir'a, sino aún detener dicho vehículo,
que por lo tanto el medio único del memorial se desestima
por carecer de fundamento;

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ran administrados en la instrucción de la causa: a) que
aproximadamente a las 9 de la noche del 23 de julio de 1975,
transitaba de Este a Oeste por la carretera La Vega-Santia-
go, José Bienvenido Suárez en la motocicleta placa 54482,
propiedad de Víctor Manuel González; b) que al llegar a
las proximidades de Santiago, Suárez Peralta estacionó la

•Motocic'eta, sin bajarse de ella, frente a la bomba de gaso-
lina Arco; c) que estando allí detenido fue atropellado por
el vehículo placa pública No. 200-825, con póliza A-14803)S.
de la Seguros Pepín, S. A., propiedad de Miguel Antonio
Valerlo, y conducido por el prevenido recurrente, José



Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada, en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes
a Rafael Eugenio Cruz Espaillat y Ana Silvia García de
Cruz, en los recursos de casación interpuestos por José Bien-
venido Suárez Peralta, Miguel Almonte Valerio y la Segu-
ros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, en
atribuciones correccionales, el 14 de febrero de 1977, cuyo
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos; Tercero: Condena
al prevenido José Bienvenido Suárez Peralta, al pago de las
costas penales, y a éste y a Miguel Almonte Valerio, al pa-
go de las civiles, con distracción de las últimas en provecho
del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogaod de los intervi-
nientes, por afirmar estarlas avanzando en su totalidad, con
oponibilidad de las mismas a la Seguros Pepín, S. A., den-
tro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Bienvenido Suárez Peralta, de Este a Oeste; que a conse-
cuencia del choque, el motociclista Cruz García resultó con
fractura del cráneo, lo que le produjo la muerte; y d) que
el hecho' se debió a que el prevenido, quien transitaba a
excesiva velocidad, no pudo contro'ar el automóvil que ma-
nejaba, el cual fue a estrellarse contra el motociclista en
el lugar en que se encontraba detenido;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente el de'ito de golpes y
heridas por imprudencia, que ocasionaron la muerte de una
persona, con el manejo de un vehículo de motor, hecho pre;
visto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, y sancionado en el inciso 1ro. de di-
cho artículo, con las penas de dos (2) a cinco (5) años y
multa de RDS500.00 (quinientos) a RD$2,000.00 (dos mil
pesos), si el accidente hubiese ocasionado la muerte a una
o más personas, como ocurrió en la especie; que, en conse-
cuencia, la Corte a-qua, al condenar al prevenido recurrente
a una multa de RD$60.00, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció que
el hecho del prevenido había ocasionado daños y perjuicios
morales y materiales a Rafael Eugenio Cruz Espaillat y Ana
Silvia García de Cruz, padres de la víctima, constituídas en
parte civil, que evaluó soberanamente en la suma de RD$-
8,000.00 moneda de curso legal; que en consecuencia al con-
denar al prevenido José Bienvenido Suárez Peralta, con-
juntamente con Miguel Almonte Valerio, al pago de dichas
sumas como indemnización principal, y al pago de los inte-
reses de las mismas a partir de la demanda, como indemni-
zación comp'ementaria, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y
al declararlas oponibles a la aseguradora, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de
1955;
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visto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, y sancionado en el inciso lro. de di-
cho artículo, con las penas de dos (2) a cinco (5) años y
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Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció que
el hecho del prevenido había ocasionado daños y perjuicios
morales y materiales a Rafael Eugenio Cruz Espaillat y Ana
Silvia García de Cruz, padres de la víctima, constituidas en
parte civil, que evaluó soberanamente en la suma de RD$-
8,000.00 moneda de curso legal; que en consecuencia al con-
denar al prevenido José Bienvenido Suárez Peralta, con-
juntamente con Miguel Almonte Valerio, al pago de dichas
sumas como indemnización principal, y al pago de los inte-
reses de las mismas a partir de la demanda, como indemni-
zación comp'ementaria, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y
al declararlas oponibles a la aseguradora, hizo tina correcta
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de
1955;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada, en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes
a Rafael Eugenio Cruz Espaillat y Ana Silvia García de
Cruz, en los recursos de casación interpuestos por José Bien-
venido Suárez Peralta, Miguel Almonte Valerio y la Segu-
ros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, en
atribuciones correccionales, el 14 de febrero de 1977, cuyo
dispositivo sé ha transcrito en parte anterior del presente

ra fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos; Tercero: Condena
al prevenido José Bienvenido Suárez Peralta, al pago de las
costas penales, y a éste y a Miguel Almonte Valerio, al pa-
go de las civiles, con distracción de las últimas en provecho
del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, abogaod de los intervi-
nientes, por afirmar estarlas avanzando en su totalidad, con
oponibilidad de las mismas a la Seguros Pepín, S. A., den-
tro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Al:llama.— Francisco Elpi-
dio Betas.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que
certifico. (Pdo.): Miguel Jacobo.



JUSTICIA,.
DURANTE

DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA,.
DURANTE EL MES DE ENERO DEL AÑO 1980.	 O

A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos . 13
Recursos de casación civiles fallados 10
Recursos de casación penales conocidos 	 	 22
Recursos de casación penales fallados 	  	 14
Causas disciplinarias falladas 	  	 2
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 3
Defectos 	 2
Exclusiones 	 • 1
Recursos declarados perimidos	 ... 22
Declinatorias	 	 3
Desistimientos 	   	 	 1
Juramentación de Abogados 	 6
Nombramientos de Notarios 	 26
Resoluciones administrativas 	  	 14
Autos autorizados emplazamientos 	 16
Autos pasando expedientes para dictamen 46
Autos fijando causas 	 40
Sentencias sobre apelación de libertad 	 bajo
fianza 	 2
Sentencia ordena libertad por haber prestado
fianza 	 1

TOTAL 	 	 220

Santo Domingo, D. N. 	 •

MIGUEL JACOBO F.
Secretario General de

la Suprema Corte de Justicia.
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